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INTRODUCCIÓN 


E mercado editorial de habla española se ha visto enriquecido en los 
últimos años con la publicación de varios libros cuyo objetivo consiste 
en ofrecer una introducción a la disciplina de la ciencia política. Nuestra 
decisión de aportar otro texto a este mercado no se basa, pues, en la 
carencia de obras apreciables escritas en lengua española para el estu- 
dio introductorio de la ciencia política, sino en el valor añadido que, en 
nuestra opinión, posee el libro que el lector tiene ahora en sus manos. 
El núcleo de este libro consiste en una traducción revisada de doce 
de los catorce capítulos de la primera parte de Comparative politics. A 
global introduction, obra publicada por McGraw-Hill en 2004 (primera 
edición de 2001). Su autor, Michael J. Sodaro, profesor de ciencia polí- 
tica y relaciones internacionales en la Universidad George Washington 
(Washington, Distrito de Columbia, Estados Unidos) y experto en política 
comparada, ha aprovechado sus más de dos décadas de experiencia do- 
cente e investigadora para escribir un texto que, además de ofrecer un 
amplio panorama sobre los temas que constituyen el objeto de estudio de 
la ciencia política, concede mucha importancia a una cuestión que noso- 
tros consideramos clave: cómo razonan los politólogos cuando llevan a 
cabo sus investigaciones; qué preguntas se formulan quienes se dedican 
a investigar en ciencia política, cómo se las plantean y de qué modo tra- 
tan de resolverlas. Éstos son los tres grandes interrogantes a los que el 
lector puede encontrar cumplida respuesta en este libro. A nuestro juicio, 
este planteamiento, poco común en otros libros introductorios, adquiere 
gran interés en un doble sentido: por una parte, prepara al lector para 
entender los contenidos de forma crítica, es decir, cuestionando siempre 
su pertinencia y valor para entender y explicar los fenómenos de cuyo 
estudio se ocupa la ciencia política; por otra, lo familiariza con los rudi- 
mentos de la investigación en esta disciplina. La principal herramienta 
didáctica que utiliza Sodaro para alcanzar estos dos objetivos consiste 


xiii 


xiv 


Introducción 


en los ejercicios de comprobación de hipótesis, incluidos en muchos de 
los capítulos de este libro. Aunque estos ejercicios, a veces muy breves 
y esquemáticos, ni pueden ni pretenden ahorrar el aprendizaje de los 
contenidos de un curso sobre diseños y métodos de investigación, fami- 
liarizan a los lectores con los conceptos y las lógicas de análisis que se 
emplean en la ciencia política. 

El texto de Michael Sodaro se ha convertido en el manual utilizado 
en muchas de las más prestigiosas universidades estadounidenses para 
enseñar ciencia política. Esa gran aceptación se basa, además de en las 
ya señaladas características, en su gran accesibilidad para alumnos y 
alumnas que están iniciándose en el conocimiento de la disciplina y, por 
tanto, disponen de escasos conocimientos previos sobre ella. La acce- 
sibilidad del texto se refleja, de un lado, en el lenguaje utilizado para 
definir y explicar los fenómenos políticos; de otro, en la incorporación de 
múltiples datos y ejemplos. En efecto, Sodaro respalda sus afirmaciones 
y argumentos con numerosos ejemplos extraídos de países de diversos 
continentes. Naturalmente, el lector siempre podrá pensar en casos que 
no estén recogidos, pero lo que nos parece incuestionable es que tales 
ejemplos, además de aportarle conocimientos valiosos sobre otros países 
diferentes al suyo, le ayudarán a entender mejor los interrogantes plan- 
teados. Al mismo tiempo, le aproximarán a una visión de la política como 
algo universal y contingente. 

La universalidad de la política implica que la ciencia política se interesa 
por los fenómenos políticos que acontecen en cualquier país y en cual- 
quier momento de la historia; y se preocupa de identificar regularidades 
O pautas, aunque para llegar a formular éstas estudie detalladamente 
países específicos, o regiones y localidades concretas. La mirada de los 
politólogos debe, por tanto, traspasar las fronteras geográficas. Sólo así 
podrán percatarse adecuadamente de la contingencia de la política; es 
decir, de que los fenómenos políticos pueden ser de una manera o de otra, 
dependiendo de múltiples factores que es necesario identificar y cuyo fun- 
cionamiento importa entender. 

Con el objetivo de adaptar lo mejor posible el texto de Michael Soda- 
ro al colectivo al que nos dirigimos con este manual (universitarios de 
habla española que estudien la asignatura que, bajo distintos nombres, 
les introduce en la disciplina de la ciencia política), el equipo docente de 
la asignatura Introducción a la ciencia política de la UNED ha decidido 
concentrarse en la traducción de la primera parte del libro, no sin antes 
revisarla minuciosa y exhaustivamente. En este proceso de revisión y 
adaptación se han descartado algunos ejemplos y se han añadido otros 
(relativos, sobre todo, al caso español), se han actualizado algunos datos 
(cuantitativos y cualitativos) y se han agregado nuevos apartados sobre 
cuestiones escasamente tratadas en el texto original o que, a nuestro 
entender, convenía introducir, dada su importancia en nuestra sociedad 
y en aquellas de las que, geográfica o culturalmente, nos encontramos 
más próximos. 

Además, al núcleo del libro de Michael Sodaro hemos querido añadir 
cinco capítulos que, en nuestra opinión, completan adecuadamente el 
contenido de esta edición en español. Así, puesto que el texto original 
se centra exclusivamente en la ciencia política empírica, hemos estimado 


Introducción 


oportuno incorporar una introducción a la teoría política normativa para 
llamar la atención sobre la importancia de esta subdisciplina de larga 
tradición, cuyas aportaciones son fundamentales para comprender casi 
cualquier tema del que se ocupe la ciencia política moderna (capítulo 2). 
Asimismo, hemos considerado conveniente incluir un capítulo sobre los 
enfoques de investigación más importantes que suelen guiar el estudio de 
la ciencia política empírica (capítulo 4). Por otra parte, hemos completado 
los contenidos iniciales del libro con capítulos sobre el sistema político 
español (capítulo 15), la Unión Europea (capítulo 16) y la globalización 
(capítulo 17). Finalmente, aunque no hemos dedicado un capítulo especí- 
fico a estos temas, hemos reforzado la dimensión de género a lo largo de 
todo el libro y hemos añadido un apartado sobre las complejas relaciones 
que existen entre el islam y la democracia. Aun con estos añadidos, somos 
conscientes de que algunos lectores echarán en falta la exposición o el 
tratamiento más pormenorizado de ciertos temas. Afortunadamente, los 
planes de estudios universitarios en ciencia política contienen numerosas 
asignaturas que ofrecen la oportunidad de satisfacer esta demanda adi- 
cional de información. 

En definitiva, aunque este libro pueda parecer muy ambicioso por la 
gran variedad de temas y ejemplos que incorpora, creemos que tanto la 
sencillez de su estilo, alejado de jergas y discursos abigarrados, como 
la actualidad de sus datos y reflexiones lo convierten en un texto esti- 
mulante para estudiantes de primer curso. Nuestra experiencia docente 
con alumnos y alumnas a distancia nos lleva a pensar que suscitar su 
curiosidad por la política representa, seguramente, el mejor método para 
motivarles adecuadamente en el estudio de la ciencia política, disciplina 
que les ofrece herramientas intelectuales para poner orden en sus cono- 
cimientos sobre la materia. De ahí que en el título de la edición en lengua 
española de este libro hayamos querido combinar los dos conceptos: 
política y ciencia política. 

Si con esta publicación conseguimos que nuestros estudiantes de cien- 
cia política de la UNED y otros de universidades españolas o de habla 
hispana adquieran una imagen precisa sobre qué es la política y en qué 
consiste la ciencia política en nuestros días, habremos logrado nuestro 
objetivo inmediato. Si, además, estimulamos su interés para seguir estu- 
diando y, tal vez, emprender investigaciones en ciencia política, tendre- 
mos la satisfacción de habernos acercado a nuestro deseo último de hacer 
progresar la disciplina, contribuyendo a formar a quienes la practiquen 
en un futuro próximo. 


Paloma Aguilar, Elisa Chuliá, Miguel Herrero, Ana Poyal, 
Antonia Ruiz Jiménez y José Ignacio Torreblanca 


Equipo docente de Introducción a la ciencia política (UNED) 
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CAPÍTULO 1 


LOS GRANDES TEMAS 
DE LA CIENCIA POLÍTICA 


E, este capítulo se exponen de forma muy 
sucinta algunos de los principales temas de los que 
tradicionalmente se ha ocupado la ciencia política. 
Después de abordarse la definición de la política, 
se plantean una serie de reflexiones sobre las 
características y la forma de operar de los regímenes 
políticos democráticos y no democráticos. También 
se estudian las fuentes habitualmente generadoras 
de conflicto político: el poder, los recursos, las 
características sociodemográficas y culturales de 
los individuos —sobre todo, si se convierten en 
identidades—, las ideas y los valores. 


1. ¿QUÉ ES LA POLÍTICA? 


Cualquier intento de definición de “la política” suele 
venir precedido de alguna referencia a las dificul- 
tades que ello entraña. Son muchos los autores que 
han destacado lo problemático que resulta acotar 
el significado de “la política”; un concepto, como 
muchos otros, de curso común en las ciencias so- 
ciales, referido a una realidad a todos cercana, pero 
de contornos difusos y múltiples dimensiones. Aun 
siendo conscientes de las dificultades inherentes a 
cualquier definición exhaustiva, breve y precisa de 
la política, hemos optado por la siguiente: la política 
es el proceso por el que las comunidades persiguen 
objetivos colectivos y abordan sus conflictos en el 
marco de una estructura de reglas, procedimientos e 
instituciones, con el objetivo de alcanzar soluciones y 
adoptar decisiones aplicables por la autoridad estatal 
(en sus diferentes niveles político-administrativos) al 
conjunto de la sociedad. 


Afirmar que la política es un proceso implica 
entenderla como una secuencia continua de aconte- 
cimientos e interacciones entre varios actores, como 
los ciudadanos, las organizaciones y los gobiernos. 
Ante todo, la política se ocupa de cómo organizan las 
personas sus comunidades con el propósito de tratar 
colectivamente los problemas a los que se enfrentan. 
Una comunidad puede ser cualquier colectividad de 
individuos que interactúan, desde la aldea más peque- 
ña hasta el mundo como un todo. Nuestro principal 
interés en este libro son las comunidades nacionales, 
es decir, los países y sus gobiernos nacionales. Dedi- 
caremos menos atención a las unidades políticas o 
administrativas subnacionales (como los municipios) 
o a las organizaciones internacionales (como la Or- 
ganización de las Naciones Unidas). Sin embargo, sí 
habrá un capítulo (el 16) dedicado a una organización 
de integración supranacional: la Unión Europea. 

Cualquiera que sea el tamaño de la comunidad, 
los seres humanos han hallado desde tiempos in- 
memoriales formas de organizar su interacción 
para promover diversos objetivos o propósitos. Los 
objetivos más elementales que persigue la práctica 
totalidad de los países del mundo son la seguridad 
física y el bienestar material. Prácticamente todos 
aspiran a garantizar la seguridad de su población 
y territorio frente a la agresión externa, y muchos 
procuran mejorar el nivel de vida de sus ciudadanos. 
Más allá de estos objetivos básicos, las comunidades 
pueden elegir objetivos de entre una extensa lista que 
incluye desde maximizar la libertad individual hasta 
aumentar el bienestar social, desde mantener limpio 
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el medio ambiente hasta construir poderosas insta- 
laciones militares. 

En el mejor de los casos, los miembros de una 
comunidad son capaces de definir y alcanzar sus 
objetivos sobre la base de la cooperación. Pero hay 
pocas comunidades tan afortunadas que carezcan 
de conflictos. Aunque exista un amplio consenso so- 
bre cuáles deben ser los objetivos de la comunidad, 
con frecuencia surgen conflictos sobre el modo de 
alcanzarlos. En efecto, muchos observadores políti- 
cos afirmarían que el conflicto es la fuerza motriz 
de la política. A veces, estos conflictos son muy leves 
y se pueden resolver de forma pacífica mediante la 
negociación, el pacto y el compromiso. Pero en cir- 
cunstancias menos propicias, el conflicto político se 
puede volver violento y estallar en sangrientas mani- 
festaciones, ataques terroristas o una guerra abierta. 

Adviértase que en nuestra definición se afirma 
que la política implica “abordar” el conflicto con el 
objetivo de “alcanzar soluciones”, no necesariamen- 
te “resolverlo”. En algunos casos, las comunidades 
logran zanjar ciertos conflictos de forma bastante 
concluyente: las autoridades gubernamentales impo- 
nen el acuerdo en una huelga, se abole la segregación 
racial, o un proyecto polémico de régimen fiscal se 
convierte en ley. Pero, en muchos casos, los conflic- 
tos no llegan a resolverse o se resuelven sólo parcial 
o temporalmente. Algunos conflictos son tan com- 
plejos que deben ser manejados de forma continuada 
durante años o incluso décadas. Puede ocurrir inclu- 
so que la división interna de la sociedad sea tan pro- 
funda que, lejos de lograr algún acuerdo duradero, 
aboque a una situación de punto muerto, o incluso 
a una guerra civil o una dictadura que imponga su 
voluntad a la población. 

La autoridad estatal o el Estado representa un 
elemento clave de la definición de la política arriba 
formulada. Los Estados “tienen autoridad” en la 
medida en que, mediante sus poderes (legislativo, 
ejecutivo y judicial), hacen las leyes, las aplican y 
controlan la legalidad de su ejecución. Ciertamente, 
el término “política” tiene toda suerte de usos coti- 
dianos. Pero la política que estudiamos en ciencia 
política implica, de una u otra forma y en última 
instancia, al Estado. 

Son las instituciones del Estado las que adoptan 
decisiones sobre los objetivos de la comunidad, 
cualesquiera que sean éstos. Y es a ellas a las que 
acuden los ciudadanos a la hora de buscar decisio- 
nes vinculantes para tratar sus conflictos. Incluso 


quienes desean que el gobierno se mantenga al 
margen de un asunto particular y deje solos a los 
ciudadanos para manejar libremente un conflicto, 
están también implicados en el proceso político en la 
medida en que buscan definir el alcance y los límites 
de la autoridad del Estado. Cómo están organizados 
los Estados, cómo operan, cómo establecen las re- 
laciones con la sociedad y, en algunos casos, cómo 
se vienen abajo, son temas de máxima importancia 
en la ciencia política. La búsqueda de una primera 
respuesta a estas preguntas nos conduce al concepto 
de régimen político. Dos son las grandes categorías 
en las que cabe agrupar los regímenes políticos: la 
democracia y la dictadura. 


2. DEMOCRACIA Y DICTADURA 


La base esencial de los regímenes democráticos es 
que los ciudadanos tienen el derecho a determinar 
quién les gobierna y a hacer responsables a sus 
gobernantes de las acciones que emprenden. Las 
democracias imponen también límites legales al poder 
del Estado garantizando ciertos derechos y libertades 
a sus ciudadanos. 

Mientras las democracias reconocen a los ciudada- 
nos el poder de decidir quién les gobierna y de parti- 
cipar en la vida pública, los regímenes dictatoriales 
sitúan al Estado por encima de los ciudadanos y re- 
primen cualquier resistencia de la sociedad, violando 
así derechos humanos fundamentales. 

A lo largo de la historia, las dictaduras han re- 
vestido formas muy diversas. Entre ellas habría que 
contar, por ejemplo, la monarquía tradicional, en la 
que el emperador, el rey o el príncipe, flanqueados 
a menudo por la nobleza, ejercían el poder de forma 
absoluta o con escasas cortapisas. Las variantes 
contemporáneas de gobierno monárquico inclu- 
yen, por ejemplo, a Arabia Saudí y a otros países 
de Oriente Próximo. Otra forma de dictadura es la 
dirigida por un solo partido político encabezado 
por un líder carismático o un pequeño grupo de 
líderes. El régimen nazi de Hitler en Alemania y los 
regímenes comunistas de la antigua Unión Soviética 
y la China actual ilustran este tipo de dictaduras. 
Los gobiernos militares dirigidos por altos mandos 
del ejército constituyen otra variante de dictadura. 
Algunos gobiernos dictatoriales están encabezados 
por civiles cuyo poder protege a oficiales militares; 
otros se basan en una combinación del partido do- 
minante y mandos militares (como en Egipto, Siria 
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y el Irak de Sadam Hussein). Una dictadura dirigida 
por autoridades religiosas es una teocracia. En 
esta categoría se incluiría el gobierno islámico que 
impuso en 1981 el ayatolá Jomeini en Irán y que ha 
logrado mantenerse durante décadas. 

Aunque la democracia y la dictadura son consi- 
deradas como regímenes totalmente opuestos, dife- 
rentes elementos de cada forma de gobierno pueden 
combinarse en la realidad. Cabe, por ello, afirmar 
que existen diferentes grados de democracia y dicta- 
dura. En la actualidad, bastantes países tienen regí- 
menes mixtos, que mezclan elementos democráticos 
y dictatoriales. Algunos autores han denominado 
“regímenes híbridos” a aquellas dictaduras que han 
adoptado, si bien con notables restricciones, algu- 
nas instituciones típicamente democráticas, como 
las cámaras legislativas, los partidos políticos y las 
elecciones periódicas. Existen, al menos, dos motivos 
importantes que pueden explicar dicha adopción. 
Por un lado, los dirigentes pueden estar obedeciendo 
a presiones internacionales, pues, en la actualidad, 
algunas ayudas económicas están condicionadas a la 
mejora de las condiciones sociales y políticas de los 
países; pero, por otro, también pueden haber sido los 
mismos dirigentes autoritarios quienes han tomado 
dicha decisión al haber descubierto las ventajas de 
establecer cauces institucionales para expresar el 
descontento. Las instituciones han mostrado, en no 
pocas ocasiones, su utilidad a la hora de mantener 
cohesionada a la elite gobernante (por ejemplo, me- 
diante un partido político) y de cooptar a la oposición 
(por ejemplo, otorgándole cierta representación en la 
asamblea legislativa). 

Los expertos que elaboran los informes anuales 
Freedom in the World (Libertad en el mundo) propor- 
cionan algunos criterios útiles para distinguir entre 
los gobiernos predominantemente democráticos, 
los predominantemente dictatoriales y los que se 
sitúan entre ambos. Cada año valoran la situación de 
cerca de 200 países según el estado de los derechos 
civiles y políticos (consúltese la página web www. 
freedomhouse.org). Después asignan a cada país 
una puntuación en función de su grado de cumpli- 
miento de los requisitos de cada lista. La completa 
adecuación a los procedimientos democráticos pun- 
túa 1, y la inadecuación más flagrante 7 (estas cifras 
no se basan en rigurosos cálculos estadísticos, pero 
reflejan las opiniones de los expertos sobre la pun- 
tuación que se debe dar a cada país). Tras calcular 
el promedio combinado de cada país a partir de sus 


puntuaciones en cada lista, se le considera “libre” si 
obtiene una puntuación combinada de entre 1 y 2,5. 
Aquellos países cuyas puntuaciones oscilan entre 3 y 
5 se consideran “parcialmente libres”. Y la mayoría 
de los países cuyas puntuaciones oscilan entre 5,5 y 
7 se incluyen en la categoría de “no libres”. 

Según Freedom in the World, a finales del 2002 había 
34 países que encabezaban la lista con una puntuación 
de 1, y 9 países que se situaban al final con una pun- 
tuación de 7. Pero 149 países obtenían puntuaciones 
que oscilaban entre 1,5 y 6,5. De ellos, 55 se incluyeron 
en la categoría de “parcialmente libres”. ¿Cómo debe- 
mos aplicar los términos democrático y dictatorial a 
estos regímenes? 

Para simplificar, adjetivaremos como “democráti- 
cos” a los países que Freedom in the World clasifica 
como “libres”, y como “dictatoriales” a los clasifi- 
cados como “no libres”. Esta categorización admite 
que algunas democracias son más democráticas que 
otras. Los países con una puntuación combinada de 
2 ó 2,5 tienen dificultades para cumplir algunos de 
los criterios que satisfacen los países con una puntua- 
ción de 1 (incluso algunos países con puntuaciones 
muy buenas, como Gran Bretaña, Francia y Alema- 
nia, se quedan cortos a la hora de proporcionar de 
forma igualitaria derechos democráticos a todos sus 
ciudadanos). También hay que reconocer que las dic- 
taduras puntuadas entre 6 y 6,5 pueden no ser tan 
represivas como las que obtienen una puntuación 
de 7. A los países clasificados como “parcialmente 
libres” en Freedom in the World los denominaremos 
regímenes mixtos. En este libro se considerará que 
los países que obtienen una puntuación entre 3 y 
3,5 son “semidemocráticos”, y los que obtienen una 
puntuación entre 4 y 5,5, “semidictatoriales”. De esta 
forma, contemplaremos la relación entre la democra- 
cia y la dictadura como un continuum, con grados 
intermedios entre ambos extremos. 

¿Qué significan en la práctica estas denomina- 
ciones? De acuerdo con las listas de Freedom in the 
World, un país con una puntuación general entre 3 
y 3,5 puede haber obtenido un buen resultado en 
cuanto a procedimientos democráticos tales como 
unas elecciones libres y justas y una judicatura in- 
dependiente, pero también haber sido “penalizado” 
por exhibir una corrupción creciente, una discri- 
minación generalizada contra las mujeres o contra 
las minorías étnicas, o por imponer limitaciones a la 
libertad de prensa. Los países con puntuaciones gene- 
rales entre 4 y 5,5 pueden haber celebrado elecciones 
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democráticas o no haberlo hecho; en cualquier caso, 
el poder político tiende a concentrarse fuertemente 
en manos de una pequeña elite que elude los contro- 
les legales y el rendimiento de cuentas ante la ciu- 
dadanía. En definitiva, la coexistencia de aspectos 
democráticos y dictatoriales no es una rareza; con 
otras palabras, la distinción entre los dos tipos de 
gobierno no siempre es clara y precisa. 

Al margen de cómo clasifiquemos un gobierno 
—democrático, semidemocrático, semidictatorial o 
dictatorial—, en todos ellos quienes ostentan (en el 
caso de las democracias) o detentan (en el caso de 
las dictaduras) el poder del Estado adoptan decisio- 
nes sobre los objetivos de la comunidad y el manejo 
de los conflictos. Comparemos ahora cómo realizan 
estas tareas los regímenes democráticos y los dicta- 
toriales. Los semidemocráticos y los semidictatoria- 
les presentan diversas combinaciones de los proce- 
dimientos que aplican los regímenes democráticos y 
los dictatoriales. 


2.1. Diferencias en el manejo de los conflictos 


Si bien tanto los regímenes democráticos como los 
dictatoriales pueden perseguir fines tales como la se- 
guridad nacional y la prosperidad económica, difieren 
fundamentalmente en cómo eligen sus objetivos. 

Conforme a los principios democráticos, las de- 
mocracias se dotan de mecanismos para determinar 
los objetivos colectivos de la comunidad mediante 
la libre expresión de la opinión pública y la libre 
actuación de los partidos políticos y grupos de inte- 
rés organizados. En cambio, los dictadores definen 
los objetivos de las comunidades que gobiernan sin 
que existan mecanismos que los obliguen a tener en 
cuenta la opinión pública o los grupos de oposición 
organizados. Muchos dictadores, sin embargo, han 
experimentado lo difícil que puede resultar gobernar 
una población sumamente descontenta. Así, algunos 
líderes de dictaduras se han esforzado por cultivar el 
apoyo de determinados grupos de la sociedad, como 
la aristocracia, los empresarios, la clase trabajado- 
ra, el grupo étnico o religioso favorito, o algún otro 
segmento de la población. Los dictadores también 
pueden intentar convencer al conjunto de la pobla- 
ción de que las políticas del gobierno la favorecen, y 
en algunas ocasiones lo logran. Aun así, los dictado- 
res nunca son tan permeables a las demandas de sus 
ciudadanos, ni tan responsables ante ellos, como los 
gobernantes electos. 


Evidentemente, un objetivo prioritario de todos 
los gobiernos reside en desactivar los conflictos que 
surgen dentro sus comunidades. Ahora bien, una 
de las principales diferencias entre los gobiernos 
democráticos y los dictatoriales consiste en que 
los primeros afrontan los conflictos abiertamente, 
mediante procedimientos que garantizan que el go- 
bierno rendirá cuentas públicamente, mientras los 
segundos los abordan a menudo de forma encubier- 
ta, privando a la población de información fiable y 
sin asumir ninguna responsabilidad. La democracia 
no es una receta para eliminar el conflicto; antes 
bien, es un mecanismo para abordarlo de acuerdo 
con reglas establecidas, conocidas por todos y am- 
pliamente aceptadas. 


2.2. Negociación y coerción 


Como ya se ha mencionado, la política es un proceso 
que tiene lugar dentro de una estructura de reglas y 
procedimientos. En términos generales, el proceso 
político tiene lugar mediante la negociación, la coer- 
ción o una combinación de ambas. 

La negociación es un proceso a través del cual los 
individuos y los grupos persiguen sus objetivos y ma- 
nejan sus conflictos mediante la transacción directa o 
mediante formas indirectas de intercambio. La nego- 
ciación suele conllevar compromisos y acuerdos. No 
excluye el ejercicio de la presión sobre las otras partes, 
aunque, en la mayoría de los casos, la negociación 
es un proceso relativamente pacífico. En cambio, la 
coerción implica el uso de la fuerza o la amenaza de 
usarla. En un proceso político coercitivo, A fuerza a B 
a hacer algo, a menudo contra la voluntad de B. 

Tanto las democracias como los regímenes dicta- 
toriales emplean la negociación y la coerción en sus 
procesos políticos, pero aquéllas tienden a favorecer, en 
principio, la negociación. Por ejemplo, las elecciones 
pueden interpretarse como un proceso de negociación 
en el que los candidatos a ocupar puestos de respon- 
sabilidad política enuncian proyectos y promesas a 
los votantes a cambio de sus votos. Los candidatos 
presentan programas electorales cuyos contenidos 
se elaboran teniendo en cuenta las prioridades de los 
votantes. Una vez en el poder, los gobernantes de las 
democracias negocian de forma habitual entre ellos 
en diversos ámbitos —en el legislativo, en el ejecutivo 
o en ambos— para elaborar leyes y diseñar políticas. 

Sin embargo, la negociación no es el único proceso 
que emplean las democracias; también practican la 
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coerción. Todas las democracias se basan en la ley y 
en su aplicación efectiva. Hacer cumplir la ley depen- 
de en última instancia de la fuerza, incluso en una 
democracia. La policía, los tribunales y el sistema 
penal son instituciones coercitivas. 

Por su parte, los regímenes dictatoriales descansan, 
en gran medida, sobre la coerción. Muchos dictadores 
gobiernan por medio de la fuerza, usando la inti- 
midación y el terror para mantenerse en el poder. 
Pueden emplear al ejército, a la policía secreta y 
otras formas de coerción para mantener controlada 
a la población y a los posibles grupos de oposición. 
Pero los dictadores también se implican a veces en 
negociaciones. Así, pueden intentar obtener el reco- 
nocimiento del pueblo proporcionándole beneficios 
sociales y económicos, ofreciendo en realidad a la 
población esos bienes a cambio de su aquiescencia. 
Del mismo modo, las elites de las dictaduras nego- 
cian entre sí el reparto de poder, así como también el 
diseño y la adopción de las medidas de gobierno más 
favorables a sus propios intereses. 

Democracias y dictaduras difieren asimismo en 
lo que se refiere al uso de ciertos mecanismos ins- 
titucionales típicos del proceso político. Además de 
las instituciones estatales, los partidos políticos y 
algunas organizaciones no gubernamentales (ONG) 
desempeñan un importante papel en la vida política 
contemporánea de muchos países. Los partidos polí- 
ticos y los grupos de interés, por ejemplo, asumen a 
menudo la importante función de facilitar la comuni- 
cación entre el gobierno y la sociedad. Son conocidos 
como “organizaciones intermedias” porque se sitúan 
entre uno y otra. 

En las democracias, el papel principal de los par- 
tidos consiste en formular propuestas políticas que 
reflejen las preferencias de los ciudadanos, así como 
en presentar candidatos para los cargos elegibles, 
dando de este modo al electorado la posibilidad de 
optar entre diferentes programas y representantes 
políticos. Los grupos de interés pueden expresar 
libremente las preferencias de diferentes colectivos 
sociales con respecto a los asuntos públicos que les 
conciernen. Los sindicatos, las asociaciones patrona- 
les (o de empresarios), los grupos de mujeres y los de 
defensa de intereses étnicos se cuentan entre los gru- 
pos de interés mejor organizados, pero la democracia 
proporciona un terreno abonado para que proliferen 
cientos de grupos y movimientos sociales, la mayoría 
de los cuales trata de conseguir que los gobiernos 
protejan sus intereses. 


Por el contrario, en las dictaduras, los partidos polí- 
ticos y los grupos de interés tienden a ser instrumentos 
de dominación del gobierno sobre el pueblo llano. El 
partido nazi de la Alemania de Hitler y el partido co- 
munista de la antigua Unión Soviética, por ejemplo, 
perseguían el objetivo de mantener bajo un control 
riguroso a la población mientras se esforzaban por 
cultivar el apoyo de ésta a su gobierno dictatorial. 
Otras organizaciones creadas por estos gobiernos 
servían de instrumentos para mantener el control 
sobre los obreros, los jóvenes, los periodistas y otros 
colectivos sociales, actuando como “correas de trans- 
misión” de la dirección del gobierno. 

En las democracias, los partidos y los grupos de 
interés facilitan el proceso de participación política. 
Estructuran el modo en que los líderes políticos y los 
ciudadanos participan en el proceso político. La par- 
ticipación política de las elites y la sociedad, tanto en 
las democracias como en los sistemas que no pueden 
ser calificados como tales, se plasma en formas de 
comportamiento político, otro tema importante para 
la ciencia política. 

Cuando la ciencia política estudia el compor- 
tamiento político de las elites en las democracias, 
trata de identificar las pautas observables entre 
las personas que aspiran al liderazgo político ¿Qué 
tipo de personas se interesan por un cargo político 
o se convierten en entusiastas activistas políticos? 
Y cuando analiza el comportamiento político de los 
ciudadanos, la ciencia política se ocupa de cuestiones 
tales como el voto y las formas de organización para 
la acción colectiva (por ejemplo, la participación en 
manifestaciones, actos de protesta, etc.). 

Además de abordar cuestiones sobre la participa- 
ción y otras formas de comportamiento político, los 
estudiosos de la ciencia política también investigan 
las actitudes hacia la política de la sociedad y las 
elites. Se interesan particularmente por las actitudes 
básicas de las personas hacia las instituciones y los 
representantes políticos; por ejemplo, sobre el grado 
en que confían en su gobierno, toleran la diversidad 
de opiniones o apoyan los acuerdos alcanzados entre 
las elites. Por lo general, estas actitudes se pueden 
conocer por medio de encuestas de opinión pública. 
Las actitudes ampliamente compartidas hacia la polí- 
tica forman la base de lo que se conoce comúnmente 
como la cultura política de un país, que representa 
otro de los temas importantes de la ciencia política. 

Las dictaduras no celebran elecciones competiti- 
vas y raramente proporcionan información sobre la 
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opinión pública. A pesar de esas limitaciones, es po- 
sible hacer observaciones sistemáticas sobre el com- 
portamiento y la cultura políticos en esos regímenes. 
Por ejemplo, algunas dictaduras se han enfrentado a 
colectivos que no han temido manifestar su descon- 
tento a pesar del poder coercitivo ejercido por los go- 
bernantes. Un buen ejemplo se encuentra en Polonia 
durante el período de dominación soviética. Desde las 
primeras fases del comunismo impuesto por la Unión 
Soviética a finales de la Segunda Guerra Mundial has- 
ta su hundimiento en 1989-1990, millones de polacos 
se atrevieron a desafiar a las autoridades apoyando 
abiertamente a la Iglesia Católica, participando en 
manifestaciones y huelgas y organizando un sindi- 
cato independiente (“Solidaridad”) que coadyuvó al 
colapso del régimen comunista. En agudo contraste, 
otras poblaciones han soportado dictaduras represi- 
vas con aparente resignación. Hasta finales de la dé- 
cada de 1980, la mayoría de la población de la Unión 
Soviética se incluía en esta categoría, ya que apenas 
mostró signos perceptibles de descontento. 


3. LAS FUENTES DEL CONFLICTO POLÍTICO 


¿A qué tipo de conflictos políticos suelen enfrentarse 
los ciudadanos y sus gobiernos? ¿Cómo acostum- 
bran a manejarlos las democracias y las dictaduras? 
Cabría elaborar una larga lista de cuestiones sus- 
ceptibles de controversia política. En este libro nos 
ocupamos de cinco fuentes potenciales de conflicto 
político: el poder, los recursos, las características 
sociodemográficas y culturales (que pueden ser 
generadoras o no de identidad y, quizá entonces, 
también de conflicto político), las ideas y los valores. 
Aunque cada una de ellas posee sus propios rasgos 
definitorios, se aprecian algunos solapamientos en 
sus contenidos. 


3.1. El poder 


Es obvio que en todos los países del mundo, en uno 
u otro momento de su historia, algunas personas 
han dominado a otras o han disfrutado de más in- 
fluencia que las demás. Los amos han sometido a los 
esclavos, los aristócratas han avasallado a los plebe- 
yos, las mayorías han discriminado a las minorías, 
los hombres a las mujeres. Cuando las autoridades 
públicas se implican en estas relaciones sociales, la 
dominación o influencia pasa a convertirse en una 
cuestión de poder político. Si un grupo particular 


obtiene el control del aparato del Estado —el poder 
ejecutivo, la policía, los tribunales y el ejército—, 
puede ser capaz de hacer su voluntad en todo mo- 
mento o la mayor parte del tiempo, ejerciendo una 
dominación real sobre la población. En cambio, si 
ningún grupo es capaz de imponerse a otro, se pue- 
de dar cierto equilibrio de poder. En este caso, las 
instituciones estatales pueden representar un papel 
mediador cuando los diversos grupos que componen 
la sociedad (los empresarios, los empleados, los gru- 
pos religiosos, las minorías étnicas, etc.) intentan 
influir en los gobiernos para que les ayuden o apo- 
yen de una u otra forma. En política, quien controla 
el Estado y sus instituciones —en una dictadura o 
en una democracia— domina, o influye de manera 
decisiva, en los asuntos públicos. 

Dominación e influencia representan dos formas 
de poder político (este asunto se abordará con dete- 
nimiento en el Capítulo 5). En la mayor parte de las 
democracias, el modo predominante de ejercer el po- 
der político es la influencia. En las dictaduras suele 
prevalecer la dominación. Pero tanto en las democra- 
cias como en los regímenes que no lo son podemos 
encontrar elementos de dominación y de influencia. 
Al margen de la naturaleza del régimen, la política 
implica siempre un conflicto sobre quién controla el 
Estado, es decir, un conflicto por el poder. 


3.2. Los recursos 


Los recursos constituyen otra fuente de lucha política. 
Los recursos naturales, como la tierra, el petróleo y 
el agua, han provocado conflictos de diversa grave- 
dad, desde una disputa legislativa hasta una lucha 
armada. También el dinero es un recurso que pro- 
voca controversia política. ¿Cuánto debe gastar el 
Estado en el ejército, la tercera edad, la infancia, los 
estudiantes, los enfermos o los pobres? ¿Qué políti- 
cas debe adoptar el Estado para estimular el creci- 
miento económico, reducir la inflación o aliviar la 
pobreza? Cuestiones tan elementales constituyen la 
materia prima del conflicto político en prácticamen- 
te todos los países del mundo. 

Este tipo de conflictos son, por regla general, con- 
flictos económicos, enmarcables en el ámbito de la 
economía política, es decir, de la relación entre la 
política y la economía (otra de las grandes cuestiones 
de las que se ocupa la ciencia política y que examina- 
remos con detenimiento en el Capítulo 14). El modo 
en que se resuelven los conflictos mediante el proceso 
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político y el gobierno maneja los asuntos económicos 
varía de un país a otro, y a veces de forma ostensible. 
En algunos países, el gobierno desempeña un papel 
relativamente pequeño o indirecto en la economía, 
dejando la mayor parte de la actividad económica en 
manos de las empresas privadas y los trabajadores. 
Las democracias tienden a conceder mucha libertad 
a la empresa privada, pero la mayoría de los gobier- 
nos democráticos del mundo actual también asumen 
un notable protagonismo en la economía nacional: 
pueden subir los impuestos, regular la actividad 
empresarial, incentivar la contratación de mujeres 
o penalizar su discriminación laboral, mejorar las 
prestaciones sociales y, en algunos casos, ser propie- 
tarios de corporaciones. 

Por su parte, las dictaduras tienden a restringir 
las libertades de las empresas privadas. El control de 
la población de un país requiere, al menos en cierta 
medida, el control de su economía. Sin embargo, la 
comparación entre las políticas económicas de varias 
dictaduras revela la existencia de diferencias conside- 
rables. En los casos más extremos, el gobierno puede 
poseer todos los sectores económicos e intervenir en 
ellos, como ocurría en la antigua Unión Soviética. 
Estos sistemas son economías centralmente planifi- 
cadas. En muchas ocasiones, las dictaduras permiten 
el desarrollo de la empresa privada, aunque suelen vi- 
gilar atentamente los movimientos del sector privado 
y regularlo con el fin de evitar que sus actividades en- 
tren en conflicto con los objetivos políticos generales 
del gobierno. La dictadura de Hitler en la Alemania 
nazi, la China comunista desde la década de 1980 y 
muchas dictaduras militares del mundo han permi- 
tido el desarrollo de empresas privadas, pero, por lo 
general, han adoptado medidas para asegurarse de 
que sus actividades concuerden con los propósitos 
políticos y económicos del gobierno. 

El sector privado y sus actividades —incluida la 
producción de bienes y servicios por parte de las em- 
presas y su venta a los consumidores— suelen subsu- 
mirse bajo el término genérico de economía de mer- 
cado, o simplemente de “mercado” o “mercados”. Uno 
de los grandes focos de interés de la ciencia política se 
centra en la relación entre los mercados y los Estados. 
¿Cuánto y cómo debe el Estado regular o controlar la 
actividad económica y qué parte de esa activad debe 
dejar al libre juego de las fuerzas del mercado? Ésta 
es una de las preguntas que genera más debate en la 
política moderna, tanto en las democracias como en 
las dictaduras. 


3.3. Las características 
sociodemográficas, étnicas y culturales 


Todos tenemos características que nos identifican 
socialmente: la clase, la etnia, la religión, el sexo o la” 
edad. En muchas ocasiones, a partir de estos rasgos se 
construyen socialmente una serie de identidades (de 
clase, étnicas, religiosas, de género o generacionales); 
cada individuo puede sentirse afín a una o más iden- 
tidades colectivas y la conciencia de su pertenencia 
a ellas suele influir en su comportamiento político. 
Por ejemplo, las mujeres con una clara identidad de 
género pueden decidir votar a partidos socialdemó- 
cratas porque crean que defenderán mejor sus dere- 
chos como mujeres. Muchas personas también tienen 
algún tipo de identidad religiosa, aunque una actitud 
no religiosa puede definir también la identidad de 
una persona. Otros individuos adquieren una identi- 
dad ocupacional: por ejemplo, de estudiante, obrero 
industrial, abogado o médico. Mucha gente puede 
sentirse también identificada con una determinada 
clase socioeconómica (alta, media o baja). Algunas 
personas se identifican mucho con el territorio en el 
que habitan, desarrollando así una identidad regio- 
nal. Otras pueden identificarse con un determinado 
grupo lingúístico (o etnolingúístico), como los cana- 
dienses anglófonos y los francófonos. Y mucha gente 
se siente ligada a sus compatriotas mediante la identi- 
dad nacional. Las características sociodemográficas 
y culturales no tienen por qué, necesariamente, con- 
vertirse en identidades, pero, cuando lo hacen, suelen 
influir en el comportamiento político de quienes las 
ostentan y pueden llegar a constituir una fuente de 
conflicto político. 

La rama de la ciencia política conocida como 
sociología política se ocupa de estudiar la rela- 
ción entre las características de los individuos, sus 
identidades y el comportamiento de los mismos en 
el proceso político en función de ambas; también 
estudia cómo se distribuye el poder político entre los 
diversos grupos sociales. 

Es frecuente que grupos con diferentes identidades 
derivadas de sus características socioeconómicas 
y culturales entren en competencia entre sí. En casi 
todos los países del mundo es posible encontrar algún 
tipo de conflicto en torno a la igualdad de derechos 
de las mujeres y los homosexuales, así como enfrenta- 
mientos raciales o étnicos, choques intergeneraciona- 
les y rivalidades religiosas, de clase o regionales. En 
el momento en que las autoridades públicas median 
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o toman partido entre los grupos enfrentados, estos 
conflictos identitarios se politizan. En algunas oca- 
siones, los conflictos están estrechamente relaciona- 
dos con asuntos referidos al poder o a los recursos. 
Así ocurre, por ejemplo, cuando los cristianos de un 
país insisten en dominar a sus conciudadanos musul- 
manes (o viceversa), cuando los pobres reivindican el 
acceso a unas prestaciones económicas que han de 
ser subvencionadas por los ricos o la clase media, o 
cuando las mujeres reivindican el acceso a puestos 
de poder políticos que habitualmente ocupan los 
hombres. En el momento en que los poderes públicos 
legislan para apoyar las demandas de unos u otros, 
estos conflictos de identidad se convierten en con- 
flictos políticos sobre quién tiene poder o sobre cómo 
funciona la economía. 

Sin embargo, los conflictos de identidad pueden 
implicar mucho más que poder o recursos. Pueden 
guardar relación con la dignidad y el respeto, atribu- 
tos que todos los seres humanos merecen como tales. 
Cuando las cuestiones esenciales de quiénes somos y 
cómo vivimos están ligadas a nuestro grupo étnico 
mediante profundas ataduras emocionales, puede 
que nos sintamos impulsados a defendernos frente a 
la discriminación o la amenaza hostil contra el colec- 
tivo del que nos sentimos parte. Por esta razón, los 
conflictos de identidad suelen ser extremadamente 
difíciles de resolver. A diferencia de lo que ocurre 
con los conflictos meramente económicos, en los de 
identidad no siempre se puede “repartir o distribuir 
la diferencia”; por eso, los primeros se conocen como 
“conflictos distributivos” (en los que varias posicio- 
nes intermedias son posibles), y los segundos como 
“conflictos categóricos” (que suelen plantearse en 
términos de “todo o nada”). 

Las democracias y las dictaduras tienden a tratar 
las tensiones sociales de modo diferente. Las demo- 
cracias las abordan mediante las reglas básicas del 
proceso democrático: la competición electoral, la 
negociación política y el derecho a organizar grupos 
de interés. En general, los gobiernos democráticos 
logran reducir los antagonismos sociales ayudando 
a las partes enfrentadas a resolver sus diferencias 
y a cooperar sobre la base de la tolerancia y la no 
discriminación. Si la cooperación resulta imposible, 
los gobiernos pueden al menos evitar que los grupos 
enfrentados recurran a la violencia. Por desgracia, 
estas reglas básicas no siempre se observan con una 
ecuanimidad escrupulosa. En efecto, las democracias 
no son inmunes a la exclusión social, y las mayorías 


electorales pueden encontrar modos de someter a las 
minorías apoyando leyes discriminatorias. Durante 
gran parte de su historia, Estados Unidos ha exclui- 
do a los afroamericanos del proceso democrático 
negándoles la igualdad con los varones blancos. Por 
otra parte, hasta que se celebraron unas elecciones 
multirraciales en 1994, el gobierno de Sudáfrica re- 
presentaba a la minoría blanca, que comprendía sólo 
al 18 por ciento de la población frente a la inmensa 
mayoría negra del país. Muchas democracias han tar- 
dado en realizar los ideales de la no discriminación 
democrática con respecto a varios grupos sociales, 
en especial las mujeres. Gran Bretaña no concedió 
el voto a la mujer hasta 1918; Estados Unidos no 
adoptó una enmienda constitucional que otorgaba 
a todas sus ciudadanas el derecho al sufragio hasta 
1920; Francia no reconoció ese mismo derecho a las 
mujeres hasta 1944 y Suiza no lo haría hasta 1971. 
En España, las mujeres obtuvieron el derecho al voto, 
por vez primera, con el advenimiento de la Segunda 
República (1931), lo que suscitó una gran polémica 
incluso en el seno de la izquierda. 

A pesar de todos sus problemas, las democracias 
suelen tratar los conflictos con mayor ecuanimidad 
que las dictaduras. Muchas de éstas se han asentado 
en grupos sociales privilegiados, como las elites eco- 
nómicas o un grupo religioso o étnico dominante. Con 
frecuencia, las elites dirigentes han oprimido cruel- 
mente a otros grupos, aprovechándose de los poderes 
coercitivos del Estado. 

La paz civil se puede venir abajo si el Estado es 
incapaz de evitar que los grupos sociales rivales se 
enzarcen en una contienda. En las últimas décadas se 


TABLA 1.1 


Ingresos mensuales de los hogares en España 


(2001) 


Ingresos mensuales Porcentaje hogares" 


Hasta 397 € 3,3 
398-783 € 18,8 
784-1190 € 18,4 
1191-1587 € 16,6 
1588-2380 € 20,8 
Más de 2380 € 22,1 


* Total: 13.260.600 hogares 


Fuente: Instituto Nacional de Estadística, Anuario Estadístico de 
España, 2005 (Panel de hogares de la Unión Europea) 
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TABLA 1.2 


Coeficientes de Gini y distribución de la renta en algunos países 


Coeficiente 20% Segundo Tercer 20% 
País Año de Gini más pobre 20% 20% Cuarto 20% más rico 
Dinamarca 1997 24,7 8,3 14,7 18,2 22,9 35,8 
Bélgica 1996 25 8,3 14,1 17,7 22,7 37,3 
Suecia 2000 25 9,1 14 17,6 22,7 36,6 
Hungría 2002 26,9 9,5 13,9 17,6 22,4 36,5 
Finlandia 2000 26,9 9,6 14,1 17,5 22,1 36,7 
Alemania 2000 28,3 8,5 13,7 17,8 23,1 36,9 
España 1990 32,5 7,5 12,6 17 22,6 40,3 
India 1999-2000 32,5 8,9 12,3 16 21,2 43,3 
Francia 1995 32,7 7,2 12,6 17,2 22,8 40,2 
Canadá 1998 33,1 7 12,7 17 22,9 40,4 
Polonia 2002 34,1 7,6 12 16,2 22,3 41,9 
Italia 2000 36 6,5 12 16,8 22,8 42 
Reino Unido 1999 36 6,1 11,4 16 22,5 44 
Turquía 2000 40 6,1 10,6 14,9 21,8 46,7 
Estados Unidos 2000 40,8 5,4 10,7 15,7 22,4 45,8 
China 2001 44,7 4,7 9 14,2 22,1 50 
Nigeria 1996-7 50,6 4,4 8,2 12,5 19,3 55,7 
Brasil 2001 59,3 2,4 5,9 10,4 18,1 63,2 
Namibia 1993 70,7 1,4 3,0 5,4 11,5 78,7 


Fuente: Banco Mundial, World Development Indicators, 2005 (www.worldbank.org) 


han producido con frecuencia este tipo de desórdenes 
violentos, tanto en democracias como en dictaduras, 
especialmente en países desgarrados por divisiones 
religiosas o étnicas muy difíciles de solucionar. 

Para comprender mejor cómo la ciencia política 
aborda las características sociodemográficas y cul- 
turales de los ciudadanos, analicemos brevemente 
algunas cuestiones relacionadas con los conceptos de 
clase, etnia, religión, sexo y edad. 


La clase El concepto de clase se refiere normalmen- 
te a la posición económica de un individuo o grupo 
en la sociedad. A partir de la clase, algunas personas 
construyen su identidad socioeconómica. La división 
de la población de un país en clases socioeconómicas 
se denomina estratificación social. 

Cabe distinguir dos modos principales de deter- 
minar la clase socioeconómica. Uno es el enfoque 
subjetivo y, por lo tanto, más ligado a la idea de 
identidad: se pregunta simplemente a una persona a 


qué clase cree que pertenece. Por regla general, las 
personas actúan de acuerdo con sus percepciones 
de la realidad. Si sienten que pertenecen a la clase 
media o la clase trabajadora, suelen comportarse 
consecuentemente, por ejemplo, votando a candida- 
tos que representan los intereses de clase que ellos 
perciben como suyos. 

En cambio, el enfoque objetivo utiliza varias me- 
didas cuantitativas. Por ejemplo, se puede dividir 
a la población según la renta de sus hogares, como 
ilustra la Tabla 1.1. Asimismo, es posible calcular 
qué porcentaje de la renta de un país percibe el 20 
por ciento (o quintil) más rico, qué porcentaje per- 
cibe el 20 por ciento más pobre y cuánto perciben 
los tres quintiles intermedios, como se indica en la 
Tabla 1.2. Otro indicador objetivo es el coeficiente 
de Gini (o índice de Gini), que mide la razón entre 
los ricos y los pobres, por lo que es una medida del 
grado relativo de desigualdad socioeconómica en un 
país determinado. La igualdad perfecta equivale a 0: 
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todos los individuos (u hogares) reciben la misma 
renta anual, es decir, no existe desigualdad. La des- 
igualdad máxima equivale a 100, cifra que se obten- 
dría si un individuo (u hogar) monopolizara la tota- 
lidad de la renta de la sociedad. Cualquier número 
entre 0 y 100 expresa el grado en que la pauta de la 
distribución de la renta de una sociedad se desvía de 
la igualdad perfecta. 

Las cifras de las tablas 1.1 y 1.2 demuestran que 
todos los países están socialmente estratificados. En 
las democracias, la clase es uno de los principales 
factores explicativos del voto de los electores. El juego 
de la política democrática se mueve, en gran medida, 
en torno a los conflictos entre los más y los menos 
acomodados por marcar las prioridades del presu- 
puesto y de las políticas económicas del gobierno. 
Por otra parte, las dictaduras no comunistas se han 
sostenido tradicionalmente sobre las distinciones de 
clase, basando sus políticas en alianzas con uno o 
más grupos socioeconómicos favorecidos. Los con- 
flictos de clase a menudo se solapan con conflictos 
de poder y de recursos. 

El advenimiento y la pervivencia de una democra- 
cia guardan a menudo relación con la estratificación 
social. En efecto, como muchos observadores han 
señalado, las democracias tienden a emerger cuan- 
do existe una nutrida clase media. Los países que 
están muy polarizados entre una pequeña cantidad 
de personas extremadamente ricas y una gran masa 
de trabajadores y campesinos pobres, con pocos 
profesionales o empresarios de clase media, suelen 
sucumbir a la dictadura (todas estas cuestiones serán 
examinadas con detalle en otros capítulos). 


La etnia La etnia es una característica social basada, 
en muchos casos, en una supuesta ascendencia bioló- 
gica común en un pasado remoto. Los términos “etnia” 
y “grupo étnico” enlazan a menudo con la raza. Los 
antropólogos y otros científicos han aplicado tradicio- 
nalmente el término “raza” sólo a unos pocos grupos 
de seres humanos que comparten rasgos biológicos 
comunes. Los caucasianos (los blancos), los negroides 
(negros), los mongoloides (asiáticos orientales) y otros 
tres o cuatro grupos más de este tipo han sido defi- 
nidos como las principales categorías raciales. Pero a 
pesar de ciertas diferencias físicas evidentes, no existe 
una raza que sea, desde una perspectiva biológica, 
completamente diferente de las demás. Cada uno de 
estos grupos presenta una mezcla de características 
biológicas, incluidos el grupo sanguíneo y el ADN. 


Lo mismo cabe predicar de muchos subgrupos 
que se incluyen en estas grandes categorías raciales. 
Los caucasianos, por ejemplo, integran a los indo- 
europeos, una categoría que se subdivide, a su vez, 
en grupos como los escandinavos, los anglosajones, 
los eslavos, etc. Estos grandes grupos se pueden 
subdividir, a su vez, en grupos más pequeños. Por 
ejemplo, los eslavos incluirían a los rusos, los polacos, 
los checos, los eslovacos, los ucranianos, los serbios 
y los croatas, entre otros. Por mucho que cada uno 
de estos grupos se defina como una etnia específica, 
ninguno es biológicamente diferente a los demás. 
Todo grupo étnico o racial que se defina en términos 
biológicos consistirá necesariamente en una mezcla 
de influencias biológicas —resultado de migraciones 
masivas, invasiones y otras formas de contacto inter- 
grupal— que se remontan a tiempos inmemoriales. 
La distinción estricta y fundamentalista de las razas 
individuales u otros grupos definidos a partir de 
sus rasgos biológicos está en la base del racismo, es 
decir, de la exaltación de ciertos grupos étnicos por 
su supuesta superioridad genética y del consiguiente 
desprecio de otros que, también por su supuesta infe- 
rioridad genética, merecen ser sometidos. 

Ahora bien, afirmar que ningún grupo étnico es 
biológicamente homogéneo no significa negar los 
lazos de consanguinidad que unen a los miembros de 
determinados grupos. Siglos de convivencia dentro 
de fronteras geográficas relativamente delimitadas y 
de matrimonios cruzados entre miembros del mismo 
grupo pueden crear lazos biológicos reales entre sus 
miembros. Los japoneses, alemanes, coreanos, rusos 
y otras muchas colectividades se consideran grupos 
étnicos distintivos basados principalmente en víncu- 
los forjados en el transcurso de una larga historia de 
convivencia. Sobre estos vínculos suele sustentarse la 
conciencia de que las personas constituyen una “na- 
ción” distintiva. 

Los lazos de consanguinidad no son los únicos 
rasgos que definen una etnia. Los etnólogos mencio- 
nan también otros factores culturales, es decir, no 
biológicos, que pueden distinguir a un grupo étnico 
de otro, como la lengua, la religión, las costumbres, 
la gastronomía o la forma de vestir. A pesar de las 
dificultades que plantea la definición de etnia, la ma- 
yor parte de los habitantes del mundo se identifica 
con un grupo étnico. 

Ocurre también que algunas personas son defini- 
das por otras como pertenecientes a un grupo étnico 
determinado. En algunos países, las personas de raza 
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mixta, como, por ejemplo, los mulatos, pueden ser 
consideradas negras (o “de color”) por otras per- 
sonas de la sociedad, al margen de cómo prefieran 
autodefinirse. Los científicos sociales sostienen, 
pues, que la identidad étnica —como todas las de- 
más identidades— está socialmente construida: 
se crea o define por las personas en el transcurso 
de sus interacciones sociales. La autodefinición 
étnica, junto a las definiciones impuestas por unas 
personas a otras, puede influir profundamente en 
el comportamiento político. Por desgracia, también 
puede originar conflictos de difícil solución, que en 
ocasiones desembocan en acciones violentas. Ahora 
bien, el conflicto político no es la consecuencia ne- 
cesaria e inevitable de la convivencia entre grupos 
étnicos diversos. 


La religión También la adscripción religiosa puede 
adquiriruna influencia palpable en el comportamiento 
político. A lo largo de la historia, múltiples sociedades 
caracterizadas por la coexistencia de creencias reli- 
giosas diversas han encontrado modos de convivencia 
pacífica entre ellas, aun cuando en aquellos casos en 
los que se han creado fuertes identidades religiosas, 
éstas han originado tensiones y conflictos de diversa 
intensidad y naturaleza. En Estados Unidos, por ejem- 
plo, abundan las controversias sobre cuestiones tales 
como el rezo en las escuelas públicas y la moralidad 
del aborto, mientras que la adscripción religiosa expli- 
ca el voto de muchos estadounidenses. 

Aunque la mayoría de las democracias consiguen 
contener sus conflictos religiosos dentro de los 
límites que marcan la ley y la política electoral, no 
siempre lo logran. Por ejemplo, el conflicto que se 
planteó en España en torno a la cuestión religiosa 
durante la Segunda República (1931-1936) polarizó 
sobremanera la vida política y social, y representó un 
papel fundamental en la violencia desatada durante 
la guerra civil española (1936-1939). En Irlanda del 
Norte, la violencia ejercida por protestantes y católi- 
cos se ha cobrado más de 3.200 vidas desde 1969. El 
Líbano, un país con 17 grupos religiosos oficialmente 
reconocidos, experimentó la destrucción de su frágil 
sistema democrático en una guerra civil que enfren- 
tó a las facciones de musulmanes y católicos desde 
1975 hasta 1991, con el resultado de más de 150.000 
víctimas. Asimismo, los antagonismos religiosos con- 
tribuyeron a la ruptura de Yugoslavia en la década 
de 1990 y han generado una enorme tensión en las 
jóvenes democracias de la región desde entonces. Las 


tensiones religiosas entre sunitas y chiítas, que están 
quebrantando la difícil estabilización política de Irak 
tras el derrocamiento de Saddam Hussein, propor- 
cionan otro ejemplo contemporáneo. 

Como hemos podido comprobar recientemente, 
las dimensiones políticas del islam han adquirido 
una importancia central en el mundo. Actualmente 
hay 1.300 millones de musulmanes, y en cerca de 50 
países existe una mayoría musulmana. Quizá la ge- 
neralización más precisa que podamos hacer de ellos 
es que presentan una considerable diversidad por lo 
que respecta a sus interpretaciones de la doctrina 
islámica y sus orientaciones políticas nacionales e 
internacionales. Desde la teocracia islámica de Irán 
hasta la democracia electoral de Indonesia, desde la 
red terrorista de Al Qaeda hasta la pertenencia de 
Turquía a la OTAN, el mundo musulmán presenta 
un vasto panorama de inclinaciones, organizaciones, 
alianzas y líderes políticos. Las pautas de conflicto 
y cooperación que surgen de estas realidades diver- 
sas son igualmente variadas. Los conflictos entre 
musulmanes y no musulmanes en algunas regiones 
coexisten con lazos de cooperación en otras. Al igual 
que otras grandes religiones, el Islam es una fuente 
de estrechos lazos comunitarios, pero también de 
duros enfrentamientos políticos. 


El sexo y el género Mediante la palabra sexo se 
designa el carácter de los seres orgánicos por el cual 
pueden ser machos o hembras (Diccionario de uso del 
español de María Moliner). Sin embargo, se suele ha- 
blar de género para referirse a las diferencias cultura- 
les (no biológicas) entre varones y mujeres, así como 
a las diversas pautas de relación que establecen entre 
ellos. En función de nuestras características sexua- 
les se suele esperar que tengamos un determinado 
comportamiento social —e, incluso, a veces también 
político (rol de género). Sin embargo, cada individuo 
puede identificarse, o no, con el rol de género que la 
sociedad le asigna (identidad de género). La asigna- 
ción a las personas de un determinado rol de género 
puede llevar a que las personas de algún sexo sufran 
discriminaciones. Éste ha sido, y continúa siendo 
en muchos países, el caso de las mujeres que, por su 
condición sexual, son apartadas de puestos de poder 
económico o político. 

Todas las personas tenemos una identidad de géne- 
ro subjetiva, que puede no ser equivalente a nuestro 
sexo, y que es, hasta cierto punto, independiente del 
rol que la sociedad nos asigna. Por otra parte, algunas 
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mujeres han desarrollado una identidad feminista. 
Ésta comienza a surgir junto con diferentes movi- 
mientos sociales de mujeres que piden el fin de la dis- 
criminación basada en el rol social que se les adscribe. 
Desde finales del siglo XIX, diferentes movimientos 
feministas han luchado en las democracias occiden- 
tales por los derechos de participación política (las 
sufragistas) y económica de las mujeres en igualdad 
de condiciones con los hombres. Estos movimientos 
resurgieron con fuerza durante las décadas de 1960 y 
1970 del siglo XX, tratando de despertar la conciencia 
pública sobre la discriminación experimentada por la 
mujer en varias esferas de la vida política y social. 
Algunos gobiernos y parlamentos han respondido a 
estas demandas impulsando leyes para abordar cues- 
tiones tales como la discriminación laboral y el acoso 
sexual. En otros casos, la acción del gobierno no ha 
sido tan efectiva como esperaban muchas mujeres, 
incluso tratándose de democracias. 

En la mayoría de los regímenes no democráticos, 
las mujeres tienen muy pocas oportunidades de 
defender un trato más igualitario hacia ellas. Por 
ejemplo, en Afganistán los estrictos códigos religio- 
sos de los talibanes prohibían a las mujeres asistir 
a la escuela o trabajar fuera de casa, y las sometían 
a otras formas de opresión, incluyendo la violencia 
física por no cubrir la totalidad de su cuerpo en públi- 
co. Por otra parte, en países como la India, Pakistán 
o China, el aborto deliberado y el infanticidio de las 
niñas constituyen prácticas comunes, lo que se tra- 
duce en una desproporción anormal entre mujeres 
y hombres. En muchos países de África se practica 
la ablación genital de las mujeres. Recientemente, en 
Ciudad Juárez (estado de Chihuahua de México) se 
han documentado numerosas desapariciones de mu- 
jeres; algunas de ellas han sido encontradas muertas 
con signos inequívocos de violencia sexual. A pesar 
de las denuncias, la mayor parte de estos casos sigue 
sin esclarecerse; algunas investigaciones apuntan a la 
connivencia entre los asesinos, la policía y el sistema 
judicial, instituciones lastradas, especialmente en 
esa zona, por la corrupción y la falta de sensibilidad 
hacia la violencia de género. Finalmente, incluso en 
los países económicamente más desarrollados, la 
violación y la violencia doméstica contra las mujeres 
siguen siendo frecuentes, y a menudo se ha denuncia- 
do la levedad de los castigos que se impone a quienes 
cometen estos delitos. 

Si bien la política es una actividad dominada por 
los hombres en prácticamente todos los países del 


mundo, el número de mujeres que han logrado alcan- 
zar posiciones relevantes en los órganos del Estado 
ha venido aumentado de forma apreciable desde la 
década de 1970. Con todo, algunas de las democracias 
más viejas del mundo, como Estados Unidos y Gran 
Bretaña, registran un porcentaje pequeño de muje- 
res en sus cámaras legislativas. En otros casos, sin 
embargo, las mujeres han ascendido a la cúspide de 
la pirámide política, incluso en países predominan- 
temente musulmanes como Bangladesh, Indonesia, 
Pakistán y Turquía. 

A pesar de estos grandes logros, las mujeres siguen 
estando infrarrepresentadas en las estructuras esta- 
tales de la mayoría de las democracias actuales; es 
decir, su participación en estas estructuras es menor 
que su proporción en la población, que suele rondar 
el 50 por ciento (consúltese la página web: www.ipu. 
org/wmn.e/classif. htm). 

Cuando los politólogos estudian las relaciones en- 
tre el sexo y la política se hacen preguntas del tipo: 
¿influye el sexo sobre el comportamiento político, 
es decir, tienen varones y mujeres comportamientos 
políticos diferenciados? No hay una respuesta inequí- 
voca a esta pregunta. Algunas mujeres anteponen el 
género a cualquier otra consideración en su actividad 
política, pero otras muchas coinciden con los hom- 
bres en los mismos temas y votan consecuentemente. 
No obstante, en prácticamente todos los países del 
mundo, el género marca una identidad social con im- 
portantes implicaciones políticas, incluso en aquéllos 
donde la voz de la mujer es o ha sido silenciada. 


La edad La edad de las personas es un dato ob- 
jetivo. Sin embargo, la identidad generacional de 
las mismas es fruto de una construcción subjetiva, 
por mucho que se base en la exposición a determi- 
nados acontecimientos históricos que, teóricamente, 
contribuyen a la configuración de dicha identidad. 
La identidad generacional ha solido representar un 
papel destacado en la vida política de muchos países. 
Según algunas teorías, todas las generaciones llevan 
la impronta de los eventos políticos y sociales más re- 
levantes acontecidos en su juventud. Desde este punto 
de vista, las actitudes que adoptan la mayor parte de 
las personas en la vida están básicamente moldeadas 
por las experiencias políticas que vivieron en la ado- 
lescencia y la juventud. 

Por otro lado, las personas de edades diferentes 
suelen tener también perspectivas políticas distin- 
tivas. A lo largo de la historia, los jóvenes —sobre 
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todo, los estudiantes— han alentado movimientos 
en pro de la transformación política en muchos paí- 
ses del mundo, agitando las banderas de causas tan 
contradictorias como la democracia y el fascismo, 
la paz mundial y el nacionalismo, la reforma pací- 
fica y la revolución violenta. Los últimos años han 
sido testigo de cómo muchos activistas jóvenes han 
arriesgado su vida o se han enfrentado a la cárcel 
por defender la democracia contra arraigadas dicta- 
duras en China, Indonesia, Irán, Nigeria y México, 
entre otros países. Las personas mayores tienen 
otras necesidades, por lo que suelen dar prioridad 
a otros valores; además, en términos ideológicos, 
suelen ser más conservadoras. 

Desde el punto de vista económico, las tendencias 
demográficas observables en la mayor parte de los 
países avanzados sugieren la posibilidad de conflic- 
tos intergeneracionales en el futuro. El aumento en 
términos absolutos y relativos de las personas de más 
edad en estas sociedades supone, en principio, una 
carga creciente para los jóvenes, que tendrán que pa- 
gar más impuestos para satisfacer las necesidades de 
los mayores (si se mantiene el mismo nivel asistencial 
—pensiones, asistencia sanitaria, apoyo a sus proble- 
mas de dependencia física, etc.— y no se incrementa 
el número de contribuyentes). Hacia 1950 la población 
mayor de 64 años residente en la mayor parte de los 
países industrializados no superaba el 10 por ciento; 
medio siglo más tarde, rondaba el 15 por ciento, y se 
estima que en el año 2025 puede aproximarse al 20 
por ciento (Tabla 1.3). 

De todo lo anterior se desprende que, aunque los 
ciudadanos se definen y distinguen en virtud de dife- 
rentes características sociodemográficas y culturales, 
sólo algunas de éstas se convierten en una fuente de 
identidad importante, lo que, sin duda, influirá sobre 
su comportamiento político. Así, como se observa 
en la Tabla 1.4, en tanto que algunos se identifican, 
sobre todo, con el grupo de personas de su misma 
edad o profesión, otros se identifican con aquellos 
que comparten su mismo estado civil o pertenecen al 
mismo sexo. Las identidades varían no sólo entre las 
personas, sino también entre los países y a lo largo 
del tiempo (incluso dentro del transcurso de la vida 
de una misma persona). 


Divisiones sociales cruzadas y polarizadoras Una 
vez expuestas las características sociodemográficas, 
étnicas y culturales que generan con frecuencia con- 
flictos de identidad, subrayemos que, al estudiar en 


TABLA 1.3 


El envejecimiento de la población en varios 


países: porcentaje de población de 65 y más 
años sobre el total de población 


1950 1975 2000 2025 2050 
España 7,3 10,0 16,7 213 34,1 
Estados Unidos 8,3 10,5 12,3 17,7 20,6 
Reino Unido 10,7 14,0 15,9 198 23,2 
Suecia 10,3 15,1 17,3 22,1 24,7 
Japón 4,9 7,9 17,2 23,1 35,9 


Fuentes: United Nations Population División (2006), World Popu- 
lation Prospects: The 2004 Revision (http://esa.un.org.unpp) 


TABLA 1.4 


Identidades primarias de los españoles y los 


británicos (grupos con los que los ciudadanos se 


identifican en primer lugar, en porcentajes) 


Las personas de su mismo grupo de edad 21 4 
Las personas de la misma profesión 21 13 
La familia o las personas de su mismo 

estado civil 15 54 
Las personas del mismo sexo (género) 14 10 
Las personas de la misma nacionalidad 7 10 
Las personas de la misma clase social 4 2 
Las personas de la misma ascendencia étnica 3 2 
Las personas que votan al mismo partido 3 0 
Las personas de su misma región 3 2 
Las personas de su misma religión 2 3 
Con ningún grupo en particular 6 0 


Fuente: International Social Survey Program, 2003 (www.issp.org. 
data.htm) 


los próximos capítulos las divisiones que aparecen 
en torno a ellas, no debemos olvidar la distinción en- 
tre divisiones/fracturas sociales cruzadas (cross- 
cutting cleavages) y divisiones/fracturas sociales 
polarizadoras (polarizing cleavages). Las divisiones 
sociales son cruzadas cuando los diversos factores 
que caracterizan a un individuo tienden a empujar 
a esa persona en direcciones políticas diferentes. En 
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España, por ejemplo, un varón de más de 60 años y 
católico practicante tendría una probabilidad alta 
de votar a un partido conservador como el Partido 
Popular (PP). Sin embargo, si, además, es de An- 
dalucía (comunidad autónoma en la que el Partido 
Socialista Obrero Español —PSOE— ha gobernado 
hasta la fecha), profesor de instituto y partidario de 
la legalización de la marihuana, bien podría incli- 
narse hacia una opción socialdemócrata como el 
PSOE. Sus características de edad y religiosas se 
cruzan con la regional, la profesional y otra dimen- 
sión que podríamos calificar como ética. Su voto 
dependerá de cómo se conjuguen finalmente las 
influencias de esas características y cuáles preva- 
lezcan sobre las demás. 

Las divisiones sociales son polarizadoras cuando 
los factores que componen las características socio- 
demográficas y culturales de una persona tienden 
a empujarla en la misma dirección política. Por 
ejemplo, es muy probable que un votante varón de 
Castilla-León, con ingresos elevados, empresario, 
católico practicante, contrario al aborto y mayor de 
sesenta años, otorgue su voto a un partido conserva- 
dor. En este caso, sus identidades (regional, de clase, 
profesional, religiosa, ética y generacional) confluyen 
en la misma dirección. Lo mismo ocurriría, sólo 
que en sentido contrario, si se tratase de una joven 
nacida en Cataluña, estudiante universitaria, hija 
de inmigrantes españoles (murcianos, andaluces o 
extremeños), residente en el cinturón industrial de 
Barcelona y agnóstica; muy probablemente su voto 
se orientaría hacia opciones políticas progresistas, 
con la particularidad de que en Cataluña, al existir 
un espacio político bidimensional (al tradicional eje 
izquierda-derecha se suma el eje nacionalismo-espa- 
ñolismo), no se podría pronosticar tan fácilmente si 
dicha joven votaría al Partido Socialista de Cataluña 
(PSC) (como seguramente harían sus padres) o a Es- 
querra Republicana de Catalunya (ERC) o, incluso, a 
Iniciativa per Catalunya-Verds (IC-V). 

Sin duda, nada impide a la primera persona de 
nuestro ejemplo sobre las divisiones sociales polariza- 
doras votar al PSOE o a la segunda votar al PP. Todo 
lo que podemos hacer como politólogos es formular 
una hipótesis sobre qué sería más probable que vo- 
taran esos individuos, dadas las pautas generales de 
voto de la población. 

En lugar de en casos individuales, pensemos ahora 
en países enteros. Supongamos que un país X tiene 
una sociedad altamente compleja con diversos grupos 


étnicos (blancos, negros, asiáticos, etc.). Cada uno 
de ellos cuenta con miembros situados en diferentes 
niveles socioeconómicos (de clase baja, media o alta) 
y profesando diferentes religiones (católicos, musul- 
manes, budistas, protestantes, etc.). Esta sociedad, en 
su conjunto, se caracteriza por sus divisiones sociales 
cruzadas: la etnia se cruza con la religión y la clase 
en múltiples casos. 

En cambio, el país Z tiene tres grupos totalmente 
diferentes entre sí, cada uno con una combinación 
distintiva de identidades sociales. Por ejemplo, todos 
los blancos son católicos pobres, todos los negros son 
musulmanes de clase media y todos los asiáticos son 
budistas ricos. Otras combinaciones de etnia, clase y 
religión son numéricamente irrelevantes. Dentro de 
cada grupo, los factores clave de la identidad social se 
combinan de tal modo que crean tres grupos polari- 
zados con comportamientos políticos diferenciados. 

La mayoría de los politólogos formularía la hipó- 
tesis de que la sociedad del país X, caracterizada por 
divisiones sociales cruzadas, está mejor equipada 
para la democracia y la interacción cooperativa que 
una sociedad profundamente polarizada, como la 
del país Z. En vista de su extremada polarización, el 
país Z es un candidato perfecto para la confronta- 
ción social prolongada, la inmovilidad política y, en 
el peor de los casos, una guerra civil que terminaría 
probablemente con la dominación dictatorial de un 
grupo sobre los otros dos. 


3.4. Las ideas 


Algunos de los conflictos más antiguos y encarnizados 
de la historia del mundo se han debido principalmente 
a las ideas políticas. Las ideologías articulan, de 
una manera más o menos consistente, tales ideas. 
Una ideología es un conjunto coherente de ideas y 
orientaciones que definen cómo debe ser la relación 
entre el Estado y la sociedad, además de establecer los 
principales objetivos que la comunidad debe perseguir 
mediante la acción política. 

Mientras algunas ideologías se asientan en la idea 
de la democracia, otras exigen un sistema dictato- 
rial para su realización. Entre las primeras cabría 
distinguir la ideología democrático-liberal y la 
socialdemócrata. La ideología democrático-liberal 
pone el acento en la libertad del individuo. La liber- 
tad religiosa e intelectual, la libertad de expresión, 
la libertad de empresa y de participación en la vida 
política se cuentan entre las principales libertades 
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que celebra la tradición demócratico-liberal. De 
acuerdo con ella, la maximización de la libertad 
personal justifica imponer limitaciones estrictas a 
los poderes estatales. 

En cambio, la ideología socialdemócrata hace 
hincapié en el bienestar colectivo de la sociedad en 
su conjunto. Aunque también promueve las liber- 
tades de pensamiento, expresión, culto religioso, 
participación política, e incluso la libertad de em- 
presa privada, la prioridad de la socialdemocracia 
consiste en asegurar un nivel mínimo de bienestar 
económico a todos los miembros de la sociedad y 
aumentarlo en la medida de lo posible. Para alcan- 
zar este fin, la ideología socialdemócrata pretende 
ampliar los poderes del Estado y limitar la libertad 
de las empresas privadas al objeto de proporcionar 
a la población prestaciones tales como educación, 
asistencia sanitaria, seguro de desempleo y pensio- 
nes de jubilación. 

En realidad, la mayoría de las democracias mo- 
dernas como Estados Unidos, Canadá y los países de 
Europa Occidental, buscan un equilibrio entre las 
libertades que exalta la ideología democrático-liberal 
y los beneficios de la socialdemocracia. Pero algunos 
de estos países se inclinan hacia una de estas dos 
direcciones ideológicas. Estados Unidos tiende hacia 
la democracia liberal (si bien también proporciona 
algunas prestaciones sociales), mientras muchos paí- 
ses de Europa Occidental se inclinan en la dirección 


de la socialdemocracia (reconociendo las libertades ` 


económicas y políticas fundamentales). Aun cuando 
en la actualidad las diferencias entre las dos orienta- 
ciones no son tan grandes como lo fueron en su día, 
la tensión entre la libertad y la igualdad sigue muy 
presente en las democracias. 

El socialismo es una ideología que parte de la 
premisa central de que una economía basada en la 
empresa privada (es decir, una economía capitalista) 
deja excesivo poder económico y político en manos 
de un pequeño grupo de empresarios privados. Los 
defensores de la ideología socialista afirman que 
esta elite capitalista, guiada exclusivamente por 
el afán de obtener beneficios, se sirve de su poder 
para explotar a las masas trabajadoras que forman 
la inmensa mayoría de la población. Mantienen, 
además, que la humanidad progresaría si el sistema 
de libre empresa fuese completamente abolido. En 
lugar de ese sistema, la ideología socialista postula 
que el pueblo controle las empresas que producen los 
bienes y los servicios. 


Aunque los socialistas en general han coincidido en 
estos axiomas básicos, tradicionalmente han disenti- 
do sobre cómo llevar a la práctica tales ideales. Karl 
Marx (1818-83), el teórico más influyente de la ideolo- 
gía socialista, sostenía que una sociedad socialista no 
precisa Estado alguno. Marx concebía el socialismo 
como la fuerza que liberaría a las masas de la explota- 
ción económica y la sumisión al poder estatal. 

En cambio, los comunistas de orientación soviéti- 
ca creían en un Estado omnipotente, dirigido por un 
partido comunista muy organizado que se arrogaba la 
representación de los trabajadores. Bajo líderes como 
Vladimir Ilich Lenin (1870-1924) y Josif Stalin (1879- 
1953) en Rusia, y Mao Zedong (1893-1976) en China, 
los comunistas establecieron dictaduras y trasladaron 
el poder político y económico a las elites del partido 
que administraban una inmensa burocracia. 

El fascismo es una ideología que surgió en muchos 
países europeos en las décadas de 1920 y 1930, encar- 
nándose en líderes como Adolf Hitler (1889-1945), que 
gobernó en Alemania desde 1933 hasta 1945, Benito 
Mussolini (1883-1945), que se mantuvo en el poder 
desde 1922 hasta 1943, o José Antonio Primo de Rive- 
ra (1903-1936), fundador de la Falange en España en 
1933. Las características esenciales del fascismo son 
un nacionalismo agresivo que glorifica el propio pue- 
blo por encima de los demás, el encuadramiento de la 
sociedad en organizaciones jerárquicas y férreamen- 
te disciplinadas, la confianza en la capacidad de un 
Estado fuertemente militarizado para resolver todos 
los problemas de la sociedad y, en muchos casos, el 
racismo radical. 

Con todo, las ideologías no constituyen los únicos 
semilleros de ideas susceptibles de provocar conflictos 
políticos. Las ideas están constantemente, a diario, 
en el centro de los debates y las controversias políti- 
cas tanto en las democracias como en las dictaduras. 
Las democracias no dejan de debatir cuestiones tales 
como de qué modo debe intervenir el Estado en la 
resolución de los problemas de la comunidad. Incluso 
los regímenes no democráticos deben decidir entre 
una serie de fórmulas alternativas a la hora de reali- 
zar los objetivos que se marcan las elites dirigentes. 

El feminismo, como ideología política, se conoce 
principalmente por su reivindicación de que “lo per- 
sonal es político”. Con esta afirmación se denuncia 
la invisibilidad de la mujer para la política. Todas 
las ideologías políticas contemporáneas se han ba- 
sado en una división de esferas sociales que ubica a 
la mujer en el ámbito de lo privado y lo doméstico, 
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asumiendo que esta división es “natural”. Simultá- 
neamente el ámbito privado ha sido desvalorizado 
mediante su categorización como “no productivo”. 
Así, hasta fechas muy recientes el Estado no ha 
intervenido en cuestiones familiares (propias del 
ámbito privado), como el derecho de las mujeres 
a compartir la patria potestad de sus hijos, la vio- 
lencia doméstica o las ayudas para el cuidado de 
personas dependientes. 

Aunque también dentro del feminismo existen 
muchas corrientes diferenciadas, todas ellas coinci- 
den en señalar que el Estado no es neutral, puesto 
que sus instituciones y sus leyes tienen un impacto 
diferente sobre hombres y mujeres, dados los roles de 
género que les son asignados socialmente. En tanto 
que algunos movimientos feministas se apartan de la 
política, asumiendo que los sesgos son prácticamente 
imposibles de remover, otros tratan de influir sobre 
ella para que la dimensión de género esté presente en 
la consideración de cada cuestión. 

Podemos ubicar la mayor parte de las ideologías 
políticas a lo largo del espectro izquierda-derecha, 
conceptos que nacieron en la Revolución Francesa. 
Cuando en 1792 se reunió la asamblea legislativa 
conocida como Convención, los revolucionarios que 
estaban a favor de remplazar la monarquía por un 
sistema político fundamentalmente diferente se sen- 
taban a la izquierda del presidente; los conservadores, 
que querían mantener la monarquía, se acomodaban 
a su derecha; y los moderados, que intentaban alcan- 
zar algún tipo de acuerdo, se colocaban en el centro. 
Esta ubicación perduró en el tiempo, al igual que la 
alineación política que implicaba. Así, los defensores 
del cambio político empezaron a recibir la deno- 
minación de izquierdistas (o representantes del ala 
izquierda), los conservadores que defendían el statu 
quo, derechistas (o del ala derecha) y los que se si- 
tuaban en el medio, centristas. A quienes desde el ala 
derecha defienden posturas radicales se les suele lla- 
mar reaccionarios, porque defienden la recuperación 
de un orden que existió (en realidad o idealizado) en 
el pasado. 


3.5. Los valores 


Los valores se pueden definir como principios, ideales 
o cualidades vitales de índole moral que las personas 
mantienen y a los que tratan de ajustar sus compor- 
tamientos. Entre los valores más importantes que 
vertebran la vida política se encuentran la libertad, la 


justicia, la igualdad, la seguridad, el orden y la comu- 
nidad. Las personas suelen abrazar estos principios e 
ideales por su valor intrínseco para la promoción de la 
dignidad humana y las relaciones civilizadas. Pueden 
también considerar condiciones para una existencia 
civilizada valores tales como un medio ambiente salu- 
dable o vínculos familiares sólidos. 

Mientras que algunos valores políticos tienden a 
promover la democracia, otros suelen invocarse para 
justificar la dictadura. La libertad es uno de los valo- 
res democráticos más celebrados; en cambio, el orden 
es el valor en virtud del cual las dictaduras justifican 
el gobierno represivo. En efecto, la democracia se basa 
fundamentalmente en unos valores centrales que in- 
cluyen no sólo la libertad, sino también la noción de 
que la dignidad humana y la igualdad son imposibles 
bajo la represión dictatorial, además de exigir la ple- 
na rendición de cuentas de los gobernantes ante el 
pueblo. El choque entre la democracia y la dictadura 
es, pues, en gran medida, un choque de valores, y no 
sólo un conflicto por el poder o los recursos. 

Varias son las razones por las que los conflictos 
políticos pueden centrarse en los valores. En algunas 
ocasiones, los diversos valores que respalda una so- 
ciedad chocan entre sí, dificultando o imposibilitando 
la realización de un valor sin menoscabo de otro. Por 
ejemplo, la libertad y la igualdad suelen chocar. La 
libertad de un empresario para dirigir un negocio 
sin intervención alguna del Estado puede entrar en 
colisión con las demandas de sus empleados por un 
salario más elevado y prestaciones sociales, o con la 
exigencia de un trato no discriminatorio de las muje- 
res O las minorías étnicas en el lugar de trabajo. Para 
garantizar los derechos de los trabajadores y un cierto 
nivel de justicia social, los Estados pueden interferir 
en la libertad de las empresas privadas. También el 
conflicto sobre el derecho al aborto es fundamental- 
mente un choque de valores con connotaciones reli- 
giosas. La religión representa en muchas sociedades 
una fuente importante de valores, y los conflictos de 
valores (sobre todo, los de carácter ético) suelen sola- 
parse con los conflictos religiosos. 

Desde una perspectiva global, algunas de las cues- 
tiones más polémicas del mundo contemporáneo giran 
en torno a los valores. Mientras los defensores de la 
democracia y de la empresa privada reivindican la li- 
bertad y el individualismo, algunas personas rechazan 
estos ideales como “valores occidentales”, considerán- 
dolos incompatibles con las prácticas culturales y los 
sistemas de valores de su propia sociedad. Mantienen 
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que la exaltación occidental de la libertad individual 
conduce a una suerte de egoísmo depredador y a la 
quiebra social. En cambio, subrayan las responsabili- 
dades del individuo para con la comunidad, así como 
también la necesidad de respetar a las autoridades 
religiosas o políticas. Tales son los argumentos que 
han desarrollado algunos líderes políticos del Sudeste 
Asiático, que limitan las libertades democráticas de 
los gobernados y no dudan en proclamar la superio- 
ridad de los “valores asiáticos”. Los defensores de la 
democracia insisten, sin embargo, en que sus valores y 
procedimientos básicos son universalmente aplicables 
y se pueden adaptar igualmente a diversas culturas y 
diferentes sistemas de valores. 

En defensa de la democracia afirmamos que cuan- 
do a las personas se les niega la posibilidad de elegir 
a sus representantes políticos o de expresarse libre- 
mente, muchas son conscientes de que están siendo 
objeto de represión política, independientemente de 
su cultura. Cuando las personas padecen discrimi- 
nación sistemática, arrestos arbitrarios o torturas 
brutales debido a sus ideas políticas, creencias reli- 
giosas o identidad étnica, no ignoran que se les está 
privando de unos derechos humanos fundamentales, 
al margen de su cultura. Y cuando las personas pa- 
decen explotación económica por parte de los ricos y 
políticamente poderosos, cuando se les niega la opor- 
tunidad de salir de la pobreza más absoluta y mejorar 
sus circunstancias, saben que son objeto de injusticia 
social y económica, con independencia de su cultura. 
Las formas que las sociedades humanas adoptan son 
increíblemente diversas, y las diferencias culturales, 
incontables. No obstante, los valores que distinguen 
los derechos y las libertades democráticas de la do- 
minación dictatorial son iguales en todas partes y 
los reconocen universalmente quienes buscan una 
verdadera alternativa a la exclusión, la persecución y 
la eliminación de la dignidad humana. 


kkk 


En este capítulo se ha puesto de manifiesto que la 
ciencia política se ocupa de una serie muy variada de 
temas. Para explicar esta diversidad de fenómenos, los 
politólogos han desarrollado diversas herramientas 
analíticas y enfoques de investigación empírica, que se 
expondrán en los capítulos 3 y 4. Aun cuando este libro 
presenta una visión panorámica de la ciencia política 
empírica, no pasa por alto la subdisciplina de la teoría 
política normativa. Por ello, su Capítulo 2 ofrece una 
breve introducción a las cuestiones fundamentales 
que han abordado los teóricos de la política (o filósofos 
políticos) en la segunda mitad del siglo XX. 


TÉRMINOS CLAVE 
(en negrita en el texto) 


Política 

Regímenes democráticos 
Regímenes dictatoriales 
Teocracia 

Regímenes mixtos 
Negociación 

Coerción 

Influencia 

Dominación 

Economía de mercado 
Identidades 

Sociología política 
Coeficiente o índice de Gini 
Divisiones/fracturas sociales cruzadas 
Divisiones/fracturas sociales polarizadoras 
Ideología 

Socialismo 

Fascismo 

Feminismo 

Espectro izquierda-derecha 
Valores 


CAPÍTULO 2 


LA TEORÍA POLÍTICA: 
Algunos debates contemporáneos 


Este capítulo ofrece una breve introducción a las 
cuestiones que aborda la teoría política normativa, a 
los planteamientos que adopta y los argumentos que 
desarrolla. En la primera sección se expone cómo la 
teoría política normativa, cuyos orígenes se remontan a 
la Grecia Antigua, se ha configurado en el siglo XX como 
una subdisciplina de la ciencia política. En la segunda 
sección se explican los principios del pensamiento libe- 
ral y se presentan tres conceptos fundamentales para la 
teoría política liberal, predominante en la segunda mitad 
del siglo XX. Finalmente se señalan algunas de las críti- 
cas más importantes que han suscitado los supuestos y 
razonamientos de esta teoría. 


1. DEL PENSAMIENTO POLÍTICO 
“COMPRENSIVO” A LA SEPARACIÓN ENTRE 
CIENCIA POLÍTICA EMPÍRICA Y TEORÍA 
POLÍTICA NORMATIVA 


Las disciplinas académicas que ofrecen las universi- 
dades en nuestros días suelen asentarse en una larga 
tradición de reflexión sobre sus respectivos objetos de 
estudio. Así ocurre también con la ciencia política. 
En los cursos de introducción a la ciencia política, 
a la hora de explicar los orígenes de la disciplina, es 
habitual encontrar referencias a autores de la Grecia 
Antigua que escribieron obras de pensamiento político 
muchos siglos antes de que, en algunas universidades 
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de Estados Unidos, los estudios sobre la política alcan- 
zaran el reconocimiento de ciencia hacia 1900. 

En efecto, cuando Platón (427-347 a.C.) y Aristó- 
teles (384-322 a.C.) desarrollaron sus ideas sobre el 
gobierno de la comunidad, ni tenían como objetivo la 
formulación de argumentos falsables (o susceptibles 
de refutación) a través de la comprobación empírica 
(es decir, del contraste con la realidad), ni probable- 
mente se proponían ser neutrales u objetivos en la 
adquisición y exposición de sus conocimientos. Lo 
mismo cabría afirmar de otros muchos autores que 
escribieron sus obras entre los siglos XV y XIX, y a 
los que tradicionalmente se les considera los padres 
de la ciencia política, como Maquiavelo (1469-1527), 
Thomas Hobbes (1588-1679), John Locke (1632-1704), 
el barón de Montesquieu (1689-1775), James Madison 
(1751-1836), Alexis de Tocqueville (1805-1859) o Karl 
Marx (1808-1883), por poner sólo algunos ejemplos. 

Quizá, como ha escrito Colomer (2004), casi nin- 
gún escrito de estos autores sería hoy aceptado para 
su publicación en una revista académica de prestigio 
porque encierran no pocas ambigijedades e impre- 
cisiones. Y, sin embargo, ellos hicieron aportaciones 
muy importantes desde un punto de vista científico: 
examinaron las estructuras, los procesos y los resul- 
tados de la actividad política que desplegaban sus co- 
etáneos, descubrieron regularidades o pautas de com- 
portamiento de los ciudadanos y de las instituciones, 
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definieron conceptos y establecieron categorías para 
agrupar los fenómenos. A partir de estos conocimien- 
tos, reflexionaron sobre el buen gobierno y las virtu- 
des cívicas; en definitiva, acerca de los valores que 
debían informar la acción política y la convivencia. 
Estos escritos de pensamiento político conjugaban, 
por regla general, la descripción y la explicación de 
los fenómenos políticos con los razonamientos sobre 
cómo podían progresar las comunidades políticas. 
Ofrecían, en definitiva, un enfoque “comprensivo” o 
“integral” de la política. 

En nuestros días, estas dos vertientes de la inves- 
tigación en ciencia política —la que se plantea cómo 
“es” la realidad política y la que se pregunta cómo 
“debería ser”— aparecen habitualmente separadas: 
los autores que se dedican a una y otra son, por regla 
general, distintos, como también lo son las revistas y 
publicaciones académicas que recogen sus contribu- 
ciones. Las obras que describen y explican los hechos 
políticos se adscriben a la ciencia política empírica, 
mientras que las que especulan sobre los valores y los 
preceptos de acuerdo con los cuales debería regirse la 
comunidad política se clasifican como teoría política 
normativa o filosofía política. Dicho sucintamente, 
la ciencia política empírica se interesa por el “ser”, y 
la teoría política normativa por el “deber ser”. 

Para el estudiante de ciencia política, tan impor- 
tante como distinguir la teoría política normativa 
de la ciencia política empírica es saber que ambas 
se han enriquecido y pueden seguir enriqueciéndose 
mutuamente. Al fin y al cabo, como afirma Brian 
Barry (2001: 770), “las conclusiones acerca de cómo 
funcionan las cosas tienen normalmente implicacio- 
nes normativas”. Asimismo, razonamientos teóricos 
ligados a las cuestiones que se plantean los filósofos 
políticos subyacen, de manera más o menos explícita, 
a buena parte de las investigaciones empíricas que 
desarrollan muchos politólogos. 

Lo cierto es que la tendencia a identificar “ciencia 
política” con “ciencia política empírica” parece en la 
actualidad dominante. El grueso de la investigación 
politológica contemporánea se centra en el análisis 
de los fenómenos políticos y la explicación de sus 
causas y consecuencias de manera lógica, sistemática 
y contrastable (es decir, verificable). Sin embargo, 
un libro de introducción a la ciencia política que no 
recogiera la contribución de la teoría normativa al 
desarrollo de la disciplina y no expusiera algunas 
de las principales cuestiones intelectuales que pre- 
ocupan a los filósofos políticos resultaría incompleto. 


Como ha escrito Giovanni Sartori (1984: 47), “la filo- 
sofía política ha sido (...) un componente esencial e 
imposible de eliminar del discurso político. No es justo 
que la ciencia empírica de la política venga a eclipsar- 
la, ni tampoco tiene sentido que el científico político 
desconozca lo que es el fundamento de su campo”. En 
consonancia con esta posición de Sartori, aunque este 
libro ofrece una aproximación empírica al estudio de 
la política, dedica este capítulo a exponer algunas de 
las cuestiones que han suscitado el interés de los filó- 
sofos políticos durante la segunda mitad del siglo XX. 

Pero antes de que el lector se adentre en esta intro- 
ducción a la teoría política normativa, es importante 
advertirle de un posible error. La teoría política nor- 
mativa no se debe confundir con los enfoques (teó- 
ricos) de investigación empírica, a los que a menudo 
también se refieren los politólogos como “teorías de 
la ciencia política” (o incluso “teoría política” sin más 
adjetivos). Tales enfoques (entre los que destacan los 
que se exponen en el Capítulo 4) ofrecen herramientas 
conceptuales, analíticas y teóricas para analizar 
empíricamente la realidad política, es decir, para 
explicar el funcionamiento actual o efectivo de la 
política. En cambio, la teoría política normativa 
se aproxima a los fenómenos políticos a través de 
la reflexión especulativa o filosófica. No pretende 
contrastar sus razonamientos con la realidad, sino 
reflexionar en torno a los principios éticos y morales 
que deben informar un orden político orientado a 
procurar a sus ciudadanos una “vida buena”. 

En parte por la dilatada historia de la filosofía po- 
lítica, su acervo es tan amplio y diverso que una breve 
introducción como ésta no puede más que enfocar 
la atención sobre una selección muy restringida de 
cuestiones, autores y obras, obviando referencias sin 
duda importantes. Aquí nos centraremos en la teoría 
política liberal, predominante en la segunda mitad del 
siglo XX. Esbozaremos primeramente tres de sus pi- 
lares conceptuales (la libertad, la justicia y la sociedad 
civil), para después apuntar algunas críticas significa- 
tivas formuladas a sus supuestos y argumentos. 


2. EL PREDOMINIO DE LA TEORÍA 
POLÍTICA LIBERAL EN LA SEGUNDA MITAD 
DEL SIGLO XX: TRES CONCEPTOS CLAVE 


La teoría política normativa, en tanto subdisciplina 
de la ciencia política, ha recibido una atención aca- 
démica desigual a lo largo de las aproximadamente 
cinco décadas que constituyen el período que aquí 
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nos ocupa. De acuerdo con una interpretación bas- 
tante extendida, la filosofía política experimentó una 
crisis en torno a la Segunda Guerra Mundial de la 
que no se recuperaría hasta los años 70. En efecto, en 
las dos primeras décadas de la posguerra abundaron 
las críticas a la filosofía política, en la cual se tendía 
a ver un ejercicio de elucubración sobre preferencias 
morales cuya pretendida validez universal no hallaba 
respaldo en la realidad. Tras su declive en los años 
50 y primeros de los 60, la teoría política normativa 
resurgió en el contexto de significativos cambios so- 
ciopolíticos, como los que plasmaron el movimiento 
a favor de los derechos civiles en Estados Unidos y las 
masivas protestas estudiantiles en Europa. 

Esta interpretación de la historia reciente de la 
filosofía política ha suscitado, con razón, algunas re- 
servas. Se ha subrayado que es precisamente durante 
esas décadas de supuesto declive cuando autores 
como Friedrich Hayek (1889-1992), Michael Oakeshott 
(1901-1990), Karl Popper (1902-1994), Hannah Arendt 
(1906-1975) e Isaiah Berlin (1909-1997) y, desde una 
perspectiva marxista, Herbert Marcuse (1898-1979) 
o Louis Althusser (1918-1990), publicaron sus princi- 
pales obras. Como ha señalado Parekh (2001), estos 
autores —todos ellos europeos— entendían mayori- 
tariamente que la contribución de la filosofía política 
consiste en poner de relieve las características funda- 
mentales de la existencia humana y la vida política 
en el mundo moderno. Testigos de las atrocidades 
provocadas por el ascenso de las dictaduras totalita- 
rias (fascistas y comunistas) en la primera mitad del 
siglo XX, se empeñaron en identificar las causas de 
“tantos errores cometidos por la humanidad” (Pop- 
per 1994: 11). Así, por ejemplo, Popper las atribuyó 
a la construcción de utopías y la creencia en que las 
leyes del desarrollo histórico pueden conocerse y, por 
tanto, que la historia puede predecirse (historicismo); 
Oakeshott, al exceso de confianza en la razón como 
instrumento de la política (racionalismo), descuidan- 
do la importancia de los hábitos morales de compor- 
tamiento, que ni responden estrictamente a la razón 
ni son universales, o comunes a toda la gente; Hayek, 
al abandono de la tradición liberal, según la cual las 
sociedades evolucionan espontáneamente y no a golpe 
de proyectos de planificación social impuestos “desde 
arriba”; y Marcuse, a la búsqueda de efectividad y efi- 
ciencia propias del capitalismo tecnocrático. 

Minusvalorar la contribución de estos autores 
al avance y a la consolidación de la teoría política 
normativa en el siglo XX sería tan desacertado como 


cuestionar el alcance de la obra que muchos politólo- 
gos consideran el principal hito en la historia reciente 
de esta subdisciplina de la ciencia política: Una teoría 
de la justicia, publicada en 1971 por el estadounidense 
John Rawls (1921-2002). A partir de la publicación de 
esta obra y del lanzamiento por las mismas fechas de 
algunas de las revistas académicas más importantes 
de filosofía política, esta última se torna más crítica 
respecto a los principios morales que subyacen a la 
realidad contemporánea, al tiempo que refuerza su 
intención de transformarla. Su principal objetivo no 
consiste tanto en entender los fundamentos de los 
comportamientos individuales, cuanto en ofrecer 
orientaciones sobre instituciones, políticas y prácti- 
cas sociales deseables, asentadas en unos principios 
“razonables” (es decir, establecidos mediante el uso 
de la razón y justificables en términos racionales) y 
universalmente aceptables. 

En cualquier caso, antes y después de Rawls, gran 
parte de los autores que han marcado la historia 
contemporánea de la filosofía política occidental 
comparten unas premisas sobre el individuo y su re- 
lación con el Estado que constituyen los fundamentos 
del pensamiento liberal. Esta corriente comenzó a 
desarrollarse en el siglo XVII, impulsada fundamen- 
talmente por el filósofo John, Locke y, en los siglos 
siguientes, por economistas como Adam Smith (1723- 
1790) y John Stuart Mill (1806-1873). Desde sus pri- 
meras formulaciones, el pensamiento político liberal 
se ha ido construyendo sobre tres grandes ideas: 1) 
los seres humanos son racionales y poseen derechos 
individuales inviolables, entre ellos, el derecho a con- 
figurar la propia vida en la esfera privada con plena 
libertad, y los derechos a la propiedad y a la felicidad; 
2) el gobierno y, por tanto, la autoridad política deben 
resultar del consentimiento de las personas libres y re- 
gular la vida pública sin interferir en la esfera privada 
de los ciudadanos, y 3) el Estado de Derecho (rule of 
law) obliga a gobernantes y gobernados a respetar las 
reglas, impidiendo el ejercicio arbitrario del poder. 

Como veremos a continuación, aun cuando el nú- 
cleo de las premisas del liberalismo ha permanecido 
estable a través de los siglos, el desarrollo del pensa- 
miento liberal contemporáneo ha ido matizando el 
contenido de estos principios. Si el liberalismo clásico 
ensalzaba la libertad como bien máximo y absoluto, 
los teóricos liberales contemporáneos han puesto de 
relieve la complejidad y ambigiedad de este valor. 
Mientras los liberales clásicos circunscribían la in- 
tervención de los gobiernos a preservar y proteger 
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los intereses de los individuos y a prevenir que és- 
tos se inflijan daños, en décadas recientes algunos 
teóricos liberales han subrayado la imposibilidad de 
alcanzar una verdadera igualdad de oportunidades 
si el Estado y la sociedad no resuelven los problemas 
de distribución de los recursos de la sociedad, es de- 
cir, no promueven medidas de justicia distributiva 
o redistributiva (igualitaria). Y en tanto que los libe- 
rales clásicos situaban al individuo en el centro de 
sus preocupaciones intelectuales, muchos teóricos 
liberales contemporáneos han puesto de relieve la 
importancia y el poder de las organizaciones de la 
sociedad civil como instituciones que median entre 
el individuo y el Estado, contrapesando el poder de 
este último. 


2.1. La libertad 


¿Dónde empieza y dónde acaba mi libertad como 
ciudadano? ¿Quién puede obligarme a obedecer y en 
virtud de qué? Estas preguntas nos remiten al deba- 
te sobre el concepto y el valor de la libertad. No es 
casual que la publicación a finales de los años 50 de 
algunas de las grandes contribuciones de la filosofía 
política contemporánea sobre la libertad se produje- 
ra en plena lucha entre los paradigmas ideológicos 
del capitalismo y del comunismo durante la Guerra 
Fría. Pero tampoco parece accidental que coincidiera 
con la percepción de que los problemas morales que 
plantean las relaciones políticas estaban siendo pos- 
tergados en el debate intelectual de la época. 

“Descuidar el campo del pensamiento político por 
su objeto de estudio inestable, por sus límites borro- 
sos, (...) es simplemente permitirse permanecer a 
merced de creencias primitivas y no expuestas a la 
crítica”. Con estas palabras rechazaba Isaiah Berlin 
en 1958 la tendencia de sus coetáneos a concebir 
las ideas como productos derivados de los intereses 
materiales (una postura característica, aunque no de 
forma exclusiva, del marxismo) y, por tanto, menos 
merecedoras de atención y análisis que tales intere- 
ses (Berlin 1993: 189). Y como si ante tal descuido del 
poder de las ideas creyera necesario reaccionar recu- 
perando lo más básico o primordial de la reflexión 
filosófica sobre la política, convertía la libertad en el 
núcleo de sus razonamientos. 

La principal aportación de Berlin al debate sobre la 
libertad consiste en la advertencia de que la libertad 
no es un concepto unívoco e intrínsecamente condu- 
cente a un orden liberal; y ello porque coexisten dos 


conceptos de libertad: la negativa y la positiva. La 
libertad negativa resulta de la no interferencia de 
otros en el área de acción individual, en tanto que la 
libertad positiva implica la voluntad de adquirir el 
control sobre la propia vida. De acuerdo con el concep- 
to de libertad negativa, cuanto más amplia es el área 
de no-interferencia, más extensa es la libertad. Aunque 
el área de acción libre debe estar limitada por la ley, 
tiene que existir un área mínima de libertad personal, 
de privacidad inviolable por otros (y en particular, por 
los poderes públicos). Para los defensores de la liber- 
tad negativa, sólo la existencia de esta área garantiza 
el desarrollo de las facultades naturales que permiten 
al individuo perseguir los fines que considera buenos 
o deseables, o, según argumentaba Mill a finales del 
siglo XIX en su célebre ensayo Sobre la libertad, descu- 
brir “la verdad”. 

En cambio, para los defensores de la libertad positi- 
va, libre es el individuo cuya razón y voluntad (su “yo” 
superior) logran dominar sus deseos y pasiones (su 
“yo” inferior). A Berlin le preocupaba especialmente 
que algunos ideólogos pudieran atribuir (o “elevar”) 
la razón y la voluntad de los individuos a una entidad 
social; es decir, que trasladaran atributos individuales 
a la colectividad. Este traslado del nivel individual al 
nivel colectivo podría conducir a que, en virtud de los 
supuestos intereses y la libertad de la colectividad, se 
considerara lícito y aceptable menoscabar o destruir 
la libertad individual. Berlin sostenía, por tanto, que 
la libertad positiva (cuando devalúa al individuo al 
trasladar su “yo” superior al colectivo social) encierra 
el riesgo de convertirse en un argumento justificador 
de la coacción. De hecho, según Berlin, las dictaduras 
en sus diferentes variantes (totalitarias y autoritarias), 
así como también los nacionalismos, suelen construir 
su base de legitimación sobre este entendimiento per- 
verso de la libertad positiva. 

En verdad, el discurso de Berlin resulta tan denso 
y lleno de matices que sus reservas hacia la libertad 
positiva no implican una defensa incondicional de la 
libertad negativa. No se le ocultaba que la libertad 
negativa puede acabar siendo una libertad muy re- 
ducida o pobre. Asimismo, reconocía que lo que uno 
concibe como su propio deseo puede ser el resultado 
de internalizar lo que otro persuasivamente le incita 
a desear. No es, por tanto, inconcebible una dictadura 
respetuosa de la libertad negativa. 

Pero, como recordaba Hayek por las mismas fechas 
en su libro Los fundamentos de la libertad, publicado 
en 1960, tampoco es impensable que un régimen que 
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respete formalmente la libertad política (es decir, la 
libre participación de los individuos en la elección 
de sus gobernantes) atente contra la libertad de sus 
ciudadanos. Recordando cómo su compatriota Adolf 
Hitler accedió en 1933 al gobierno de Alemania a tra- 
vés de unas elecciones democráticas, Hayek (1975: 37) 
afirmaba: “Quizá el hecho de haber visto a millones de 
seres votar su completa subordinación a un tirano ha 
hecho comprender a nuestra generación que la elec- 
ción del propio gobierno no asegura necesariamente 
la libertad”. La voluntad de la mayoría no asegura, por 
tanto, el establecimiento de un Estado que respete los 
derechos y las libertades individuales. Este tipo de Es- 
tado debe comprometerse, como mínimo, a reconocer 
y proteger la esfera privada, y a aplicar leyes generales 
y conocidas (por tanto, predecibles). La libertad ne- 
gativa así garantizada se positiviza a través de lo que 
hace de ella el individuo. En efecto, de acuerdo con 
Hayek, es la libertad negativa la que hace posible la 
libertad positiva, toda vez que permite a las personas 
actuar de acuerdo con sus decisiones y planes. 

¿Hasta dónde puede alcanzar la intervención del 
Estado sin obstruir la libertad de los individuos? 
Qué constituye una obstrucción o un comporta- 
miento coactivo no es una cuestión que se pueda 
contestar de modo absoluto u objetivo, sino que 
requiere el desarrollo de argumentos morales. A 
modo de ejemplo, un filósofo político que priorice 
los valores clásicos del liberalismo hará hincapié 
en la relación entre la libertad y el ejercicio de los 
derechos individuales, y preferirá un Estado que 
interfiera lo mínimo posible en la libertad privada. 
Sin embargo, si, en consonancia con la filosofía 
política del republicanismo, considera prioritario 
promover “virtudes cívicas” como la participación 
ciudadana y el autogobierno, insistirá en la relación 
entre libertad y acción política, inclinándose por un 
Estado que capacite (“empodere”, como a menudo 
se traduce el verbo inglés empower) a la gente para 
cumplir sus derechos y obligaciones públicos. En 
esta segunda línea, algunos teóricos políticos han 
subrayado que la libertad tiene dos dimensiones 
igualmente importantes e imprescindibles: la de las 
oportunidades (de hacer algo) y la de los recursos 
(para hacer algo). Viene siendo habitual referirse 
a estas dos dimensiones como libertad negativa (o 
“libertad de”) y libertad positiva (o “libertad para”), 
retomando así la distinción conceptual de Berlin, 
pero desproveyendo al concepto de libertad positiva 
de la amenaza que este autor le atribuía. 


2.2. La justicia (equidad) 


¿Puede haber libertad sin justicia? ¿Qué concepto de 
justicia asegura la libertad individual y qué concepto 
de justicia la coarta? ¿Cabe justificar la intervención 
de los poderes públicos en la esfera individual para la 
consecución de la justicia social o equidad? 

En torno a estas cuestiones han reflexionado los 
filósofos políticos desde hace siglos. No obstante, a 
Rawls se le reconoce el mérito de haber reintroducido 
el concepto de justicia en la teoría política normativa 
en la segunda mitad del siglo XX. Rawls comenzó 
ya a finales de la década de los 50 a contrapesar el 
discurso predominante de la libertad con sus re- 
flexiones en torno al concepto de justicia entendida 
como “equidad” (fairness). Oponiéndose al concepto 
utilitario de justicia, según el cual un orden justo es 
aquel en el que los individuos de una sociedad maxi- 
mizan su satisfacción, en un artículo publicado en 
1958 Rawls consideraba que la justicia se asienta en 
dos principios: 1) cada persona tiene igual derecho 
a gozar de la máxima libertad compatible con una 
libertad de semejante amplitud para todos, y 2) las 
desigualdades son arbitrarias, a no ser que operen 
potencialmente en beneficio de todos (en otras pala- 
bras, las desigualdades sólo están justificadas cuando 
de ellas extraigan beneficios todos los ciudadanos o 
cuando resulten de ocupar posiciones sociales a las 
que todos pueden acceder). 

Años más tarde, en su libro Una teoría de la justicia 
(1971), Rawls identificó estos principios como aquéllos 
por los que, persiguiendo su propio interés, optarían 
las personas desde la “posición original”, o tras el 
“velo de la ignorancia”. Ésta es la posición teórica en 
la que se encuentra un individuo cuando desconoce 
cuáles son sus condiciones o cualidades específicas 
(de inteligencia, riqueza, etc.) gracias a las cuales va a 
poder convertirse en una persona determinada. Tras 
el “velo de la ignorancia” toma decisiones sobre los 
principios de justicia “como si” careciera de sesgos 
personales que le indujeran a seleccionar los princi- 
pios que más le benefician. 

Partiendo de su segundo principio de justicia (el 
denominado “principio de la diferencia”), Rawls tam- 
bién defendió que no debían de existir desigualdades 
en la distribución de los bienes sociales primarios 
—como los derechos, las libertades y oportunidades, 
pero también la renta y el patrimonio— excepto si 
una distribución desigual implicaba una ventaja en 
términos absolutos para los más desfavorecidos. Del 
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principio rawlsiano de la diferencia se sigue, pues, 
la necesidad de luchar contra las desigualdades de 
origen, azarosas y arbitrarias desde un punto de vis- 
ta moral, las que portan aquellos peor dotados por 
la naturaleza. En cualquier caso, la prioridad que 
Rawls concedía al primero de sus dos principios (o 
principio de la libertad), excluyendo la posibilidad 
de limitaciones de las libertades básicas en virtud de 
ventajas sociales o económicas que podrían derivarse 
del segundo principio, situaba su filosofía política en 
la tradición del liberalismo; eso sí, de un liberalismo 
calificado como “social” o “igualitario” o “liberalis- 
mo del bienestar” (welfare liberalism). 

El liberalismo social de Rawls se distancia del li- 
beralismo clásico en cuanto que reserva al Estado un 
papel que va más allá del de regulador y supervisor 
del libre juego de las fuerzas del mercado. Antes bien, 
basándose en los principios de justicia, el Estado debe 
mitigar la desigualdad distributiva redistribuyendo 
determinados bienes sociales primarios y, por tanto, 
ayudando a los más desfavorecidos económicamente. 
En definitiva, la teoría rawlsiana, fundada en el prin- 
cipio netamente liberal de la igualdad de derechos 
y libertades, legitima la provisión de los servicios y 
las prestaciones sociales del Estado del bienestar y 
justifica la intervención de los gobiernos en la conse- 
cución de un orden social justo. 

“El Estado mínimo es el Estado más amplio que 
cabe justificar. Cualquier Estado más extenso viola 
los derechos de la gente”. Con estas frases comenzaba 
Robert Nozick un capítulo de su libro Anarquía, Estado 
y Utopía, en el que discutía los argumentos de quienes, 
como Rawls, justifican un Estado que intervenga en la 
realización de un orden justo (Nozick 1974: 149). Según 
este autor estadounidense, la justicia se alcanza a 
través de las transacciónes e iniciativas voluntarias de 
los individuos, portadores de derechos, de acuerdo con 
tres principios: 1) la adquisición original de propiedad, 
es decir, la apropiación de las cosas que carecen de 
propietario, 2) la transferencia de propiedad de una 
persona a otra, y 3) la rectificación de la injusticia en 
las propiedades, al objeto de subsanar actos inicuos 
que se hayan podido cometer históricamente contra 
la propiedad de determinados grupos o personas 
(como, por ejemplo, expropiaciones sin adecuada 
indemnización de resultas de una política racial o de 
una guerra). 

Nozick postula que la distribución de la propiedad 
es justa, si los propietarios tienen derecho a sus pro- 
piedades conforme a estos tres principios. Así pues, 


Nozick niega que una distribución pueda ser justa 
en virtud de unos principios distributivos “pautados” 
(como los formulados por Rawls), esto es, de princi- 
pios orientados hacia un resultado final y que no en- 
tren a considerar cómo se han generado los derechos 
de propiedad. Desde una posición en ocasiones eti- 
quetada como liberalismo libertario, Nozick afirma 
que ningún principio de justicia “pautado” puede ser 
permanentemente realizado sin interferir de forma 
continua en las vidas de la gente, bien impidiéndole 
que transfiera recursos como desee, bien tomando 
recursos de algunas personas que otras, por alguna 
razón, decidieron previamente transferirles. 

Contra el argumento libertario de que la igualdad es 
enemiga del individualismo y la libertad, se ha erigido 
Ronald Dworkin. De acuerdo con este filósofo del de- 
recho, al contrato social que establecen los individuos 
desde la situación del velo de la ignorancia rawlsiano 
subyace una teoría que supone la existencia de derechos 
individuales humanos o naturales (es decir, previos a 
los derechos positivos o creados por la legislación). 
Para Dworkin, entre ellos ocupa un lugar fundamental 
el “derecho a la igual consideración y respeto” cuando 
se trata de diseñar y administrar las instituciones po- 
líticas que gobiernan a los individuos. Dworkin (1984, 
2003) defiende que los derechos a ejercer las libertades 
se derivan, en realidad, del derecho a la igualdad. Aun 
cuando los seres humanos sean responsables de las 
elecciones que adoptan en sus vidas, en la medida en 
que la naturaleza reparte dones tales como el talento, 
la inteligencia o ciertas habilidades de modo moral- 
mente arbitrario, esas cualidades no deben afectar la 
distribución de los recursos en la sociedad. 

Por su parte, Amartya Sen (1980, 2000) ha intro- 
ducido nuevas preguntas en el debate de la justicia, 
dirigiéndolo hacia la idea de las “capacidades básicas” 
como dimensión de relevancia moral. Para Sen, lo 
importante de una teoría de la justicia basada en la 
equidad es si los individuos, con los recursos o medios 
de que disponen, tienen la capacidad (o disfrutan de 
la libertad) de conducir diferentes tipos de vida que 
les parezcan razonables. Los bienes primarios y los 
recursos se convierten, pues, en libertad para elegir 
una vida particular. Y en la medida en que aumenta la 
libertad así entendida, se genera progreso. 

Los argumentos de Rawls, Nozick, Dworkin y Sen 
remiten a la cuestión esencial de hasta dónde debe 
llegar el Estado para promover la justicia social o dis- 
tributiva. Enlazan así con el debate sobre la libertad 
y sobre cómo controlar el poder del Estado e impedir 
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que, quizá amparándose en valores liberales (como 
temía Berlin), estrangule la libertad de sus ciudada- 
nos. Éste es precisamente el planteamiento desde el 
que cobra relieve la idea de la sociedad civil. 


2.3. La sociedad civil 


El concepto de sociedad civil, que comenzó a utili- 
zarse hace más de 200 años como baluarte contra la 
limitación de las libertades impuesta por las monar- 
quías absolutas, experimentó un resurgimiento con 
las transiciones a la democracia del último cuarto del 
siglo XX. Aunque algunos autores ya destacaron la 
contribución de la sociedad civil a la deslegitimación 
de las dictaduras del Sur de Europa y su sustitución 
por regímenes democráticos en los años 70 (para el 
caso español, por ejemplo, Víctor Pérez-Díaz 1987 
y 1993), su papel se reivindicó especialmente en las 
transiciones de la Europa del Este. La caída del muro 
de Berlín en 1989 plasmó simbólicamente el prota- 
gonismo de la sociedad, más o menos flexiblemente 
autoorganizada al margen de las estructuras estata- 
les, en el desplome de los aparentemente poderosos 
Estados del llamado “socialismo real” de Polonia, 
Checoslovaquia, Hungría o la República Democráti- 
ca Alemana. En gran medida, estos acontecimientos 
históricos estimularon una discusión de filosofía po- 
lítica que entronca con los principios del liberalismo. 
Si bien cabe encontrar múltiples definiciones de 
sociedad civil, suelen coincidir en considerar como 
su núcleo la existencia de numerosas asociaciones 
independientes del Estado que estructuran y coordi- 
nan a los individuos que forman una comunidad e 
influyen en la adopción de decisiones políticas. Pero, 
para los teóricos de la sociedad civil, la virtud de ésta 
no reside en el mero hecho de asociarse, sino en lo 
que producen esas redes de relaciones sociales crea- 
das para la defensa de intereses, ideologías, creencias 
o instituciones. Producen, concretamente, una vida 
social pública, en otras palabras, un espacio de libre 
intercambio de visiones e ideas, en el que, a través de 
la discusión y el debate, se va formando la opinión 
pública. La publicidad que caracteriza a esta opinión 
contrasta con la opacidad o falta de transparencia con 
la que a menudo operan el Estado y las burocracias. 
Teóricos de la sociedad civil, como Michael Walzer, 
han defendido que ésta constituye el entorno más 
adecuado para la “vida buena”. En efecto, el escena- 
rio en el que mejor se desarrolla esa “vida buena” no 
es, según Walzer, la comunidad política del Estado 


democrático, que nos hace ciudadanos; ni tampoco 
el mercado, que maximiza nuestras opciones como 
consumidores; ni la nación, que nos lleva a exigir 
la autonomía del pueblo del que formamos parte. 
“En el ámbito de la vida asociativa de la sociedad 
civil es donde se definen todos los argumentos sobre 
la vida buena y se ponen a prueba, resultando así 
ser todos ellos parciales, incompletos y, en último 
término, insatisfactorios” (Walzer 1998: 384). La 
ventaja de la sociedad civil reside precisamente en 
su carácter inclusivo de diferentes proyectos: de ahí 
que se desarrolle en muchos escenarios, englobando 
a agentes que actúan en la comunidad política (por 
ejemplo, los partidos políticos), el mercado (los ne- 
gocios familiares, las cooperativas de trabajadores, 
las asociaciones de consumidores) y la nación (los 
grupos nacionales). 

Como afirma Walzer, no hay Estado alguno que 
pueda mantenerse permanentemente al margen de 
la sociedad civil. No puede sobrevivir sólo mediante 
la coacción, necesita crear y reproducir lealtades; en 
definitiva, precisa construir legitimidad. Pero tam- 
bién la sociedad civil requiere del Estado como marco 
de actuación y autoridad capaz de hacer frente a las 
relaciones desigualitarias que pueden generarse en el 
seno de la sociedad civil. Estado y sociedad civil no 
son, por tanto, conceptos indefectiblemente opuestos. 

Del mismo modo que el Estado puede contribuir 
a desarrollar la sociedad civil, también otras insti- 
tuciones privadas o mercantiles, como las familias y 
las empresas pueden estimular tal desarrollo o, por 
el contrario, inhibirlo. Lo estimulan cuando respetan 
los derechos individuales de sus miembros o partici- 
pantes y actúan de acuerdo con reglas que generan 
comportamientos transparentes, cooperativos y pre- 
decibles. Ahora bien, si es cierto, en línea con Walzer, 
que el “civismo” sólo puede ser aprendido a través de 
las redes asociacionales, también lo es que no todas 
las asociaciones son civiles. La sociedad civil tiene, 
por tanto, que vigilar la aparición de asociaciones 
“inciviles”, que operan sin sujetarse a las reglas del 
juego democrático, omiten la necesaria información 
sobre sus objetivos y actuaciones, y adoptan decisio- 
nes sin abrir cauces de debate y participación entre 
sus miembros. 

El concepto de sociedad civil condensa, por tanto, 
la discusión sobre cómo mejorar la calidad de la de- 
mocracia involucrando más a la ciudadanía. Pero no 
es el único. Con cierta frecuencia se escucha la queja 
de que la democracia se convierte en un conjunto 


26 Política y ciencia política: Una introducción 


hueco de instituciones si los ciudadanos se limitan a 
votar a sus representantes cada cuatro o cinco años; 
en otras palabras, la democracia es poco democráti- 
ca cuando no hay otra participación más que la que 
producen las elecciones. Este tipo de críticas a la 
democracia representativa se remontan al menos a 
finales del siglo XIX, encarnándose inicialmente en 
el filósofo ginebrino Jean-Jacques Rousseau (1712- 
1778), para quien los ciudadanos gobernados por 
regímenes representativos sólo son libres el día de la 
elección. Otros muchos autores han seguido la este- 
la de la crítica de Rousseau, articulando diferentes 
discursos. Así, el republicanismo (como principio fi- 
losófico-político, y no como opción por una forma de 
Estado no monárquica) adopta una postura crítica 
ante el modelo de la democracia representativa, toda 
vez que ésta tiende a adormecer el interés político y 
el intercambio de opiniones del que surge la voluntad 
popular, obstaculizando así el necesario proceso de 
control permanente de los gobernantes para que no 
se desvíen de la virtud moral. 

En este contexto cabría citar asimismo el discurso 
sobre la democracia participativa, que comenzó a 
articularse desde los años 60 frente a una visión de la 
democracia como un espacio en el que los grupos de 
interés poderosos defienden sus posiciones, compiten 
y negocian entre sí y con las elites políticas, al margen 
de la ciudadanía. Como alternativa a este denomina- 
do “pluralismo democrático de grupos de interés”, así 
como también a la teoría de la democracia basada 
en la elección racional (que destaca el acto de votar 
como eje central de la democracia) se han planteado 
otros modelos de democracia: el de la democracia 
deliberativa (Jürgen Habermas) pone el énfasis en la 
consecución de consensos a través de la discusión, en- 
tendida como el razonamiento entre ciudadanos igua- 
les y que comparten criterios de lo que es razonable, 
como forma de llegar a la verdad y la justicia; el de la 
democracia fuerte (Benjamin Barber) valora que los 
ciudadanos lleguen conjuntamente a un compromiso 
público del que también participen organizaciones y 
grupos de interés. 

Los conceptos de “democracia deliberativa” o “de- 
mocracia fuerte” representan referentes normativos 
o modelos ideales que nos alertan ante la tendencia 
de conformarnos con el funcionamiento de la demo- 
cracia representativa o la democracia pluralista de 
los grupos de interés; es decir, nos advierten de las 
carencias de las “democracias electorales” o “pro- 
cedimentales”, en las cuales el ciudadano común se 


limita básicamente a elegir cada cierto tiempo a los 
representantes políticos o sociales. No obstante, en 
qué medida estos conceptos mejoran como referentes 
morales al más clásico de sociedad civil es una cues- 
tión que dista de estar clara. 


3. TRES CRÍTICAS A LA 
TEORÍA POLÍTICA LIBERAL 


3.1. ¿Dónde queda la comunidad? 


De lo hasta aquí expuesto se desprende con claridad 
que la teoría política liberal no constituye un cuerpo 
homogéneo de pensamiento filosófico. Entre los teó- 
ricos liberales, hay quienes, desde una concepción 
estricta de la libertad negativa, subrayan el riesgo 
de que los Estados invadan la sociedad civil, por lo 
cual proponen limitar las capacidades estatales y 
otorgar mayor protagonismo a los mecanismos del 
mercado. Sin embargo, a otros les preocupa más el 
riesgo que suponen las desigualdades sociales para el 
ejercicio de la libertad, y postulan un Estado activo 
que procure crear oportunidades iguales para todos 
los ciudadanos. 

Pero, por encima de las divergencias sobre el signi- 
ficado de los conceptos de libertad, justicia y sociedad 
civil, y sobre cuál debe ser el papel de los Estados en 
la consecución de estos valores, los teóricos liberales 
comparten una visión originariamente individua- 
lista. Cómo promover el bienestar de los individuos 
es la pregunta de partida que todos se formulan. La 
autonomía de los individuos para decidir cómo vivir 
mejor su vida, cómo construir sus planes vitales, se 
convierte en una premisa básica del pensamiento 
liberal. Junto a ella, otro factor aglutinador de bue- 
na parte de la filosofía política liberal reside en la 
confianza en la razón como instrumento mediante el 
cual alcanzar una sociedad política legítima, es decir, 
considerada justa (y, por tanto, justificable) por los 
individuos que viven en ella. 

Esta dimensión individualista de la teoría política 
liberal se ha visto sometida desde los años 80 a fuer- 
tes ataques de autores que insisten en la necesidad de 
enfocar la atención en la comunidad. Según los deno- 
minados “comunitaristas” (entre los que cabe destacar 
a Alasdair MacIntyre y Michael Sandel), la teoría polí- 
tica liberal mantiene una concepción “atomista” de los 
seres humanos, haciendo caso omiso de la pertenencia 
de éstos a grupos sociales. Cuando los liberales hablan 
de autonomía personal o de elección individual, o 
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cuando juzgan la justicia de un orden político concre- 
to, lo hacen sin tener en cuenta los límites culturales de 
estas ideas, presuponiendo que la libertad o la justicia 
tienen un carácter abstracto o universal. 

En cambio, el comunitarismo defiende que la 
identidad de los individuos, sus valores morales y 
políticos están marcados por las comunidades a las 
que pertenecen. Lo social (es decir, la comunidad) no 
sólo es previo a lo político, sino que determina lo polí- 
tico. Por otra parte, siguiendo el razonamiento de los 
comunitaristas, la razón o la deliberación racional, 
en la que tanto confían muchos teóricos liberales, no 
opera en un vacío cultural, sino en el seno de tradicio- 
nes sociales y culturales específicas. Es en la cultura 
de la comunidad, y no en la razón abstracta, donde se 
hallan las claves para articular un discurso sobre el 
“buen gobierno” y la “vida buena”. Los comunitaristas 
argumentan que, dada la importancia constitutiva de 
la comunidad, el Estado está llamado a preservar su 
salud, reforzando los lazos sociales y culturales, así 
como los valores de la vida comunitaria. 

Con su énfasis en las virtudes de la comunidad y 
la cultura, los comunitaristas se han hecho, a su vez, 
acreedores de numerosas críticas. Desde posiciones 
liberales se ha señalado, por ejemplo, que el comu- 
nitarismo conduce al relativismo: en ausencia de 
principios universales basados en la razón, ¿cómo 
se puede valorar la bondad moral y política de las 
diferentes comunidades? También se le ha acusa- 
do de favorecer un cierto conservadurismo social: 
¿no implica acaso el comunitarismo la aceptación 
acrítica de la cultura y las costumbres comunitarias 
existentes, aun cuando éstas favorezcan la opresión 
de grupos sociales, como las mujeres, las minorías 
étnicas o los homosexuales? Otros autores han pues- 
to en duda el argumento comunitarista de acuerdo 
con el cual en cada sociedad existe algo así como 
una comunidad de valores que se plasma, por lo ge- 
neral, en un orden jurídico determinado. Antes bien, 
las sociedades modernas se caracterizan por una 
pluralidad cultural, que refleja, en última instancia, 
la coexistencia de múltiples comunidades en el seno 
de un mismo orden político. 


3.2. ¿Cómo se resuelven los 
problemas de multiculturalidad? 


Ante la pluralidad cultural de las sociedades mo- 
dernas, la teoría liberal defiende que los Estados 
de derecho tienen el deber de actuar neutralmente, 


garantizando a todos los ciudadanos la posibilidad 
de desarrollar diferentes proyectos de vida, siempre 
que éstos respeten los principios de libertad, justicia 
y democracia. Lo cierto es que la teoría liberal se 
escuda a menudo en una neutralidad cultural que, 
como mantiene Will Kymlicka (1998), es un mito. En 
el momento en que un Estado establece una lengua 
oficial, define el contenido de la historia que deben 
aprender los niños en la escuela o aprueba la celebra- 
ción de una festividad, está apoyando una “cultura 
societaria” determinada. Del mismo modo, un Esta- 
do que limita la entrada a inmigrantes o establece 
condiciones para reconocerlos como ciudadanos 
con capacidad de ejercer los derechos políticos (por 
ejemplo, el voto) puede estar anteponiendo la perte- 
nencia cultural de la mayoría nacional a la igualdad 
de derechos y oportunidades del individuo. Si un 
Estado que procede de esta manera no es liberal, 
¿merece ese calificativo algún Estado existente en 
nuestros días? 

Evidentemente, los teóricos liberales responderían 
que sí. Y es que, como muchos de ellos han recono- 
cido, la existencia de una cultura común es esencial 
para crear sentimientos de lealtad política hacia un 
Estado y promover la confianza necesaria para la co- 
operación y la solidaridad entre los ciudadanos. Por 
lo tanto, como Kymlicka documenta, las medidas de 
protección de la cultura nacional no son incompati- 
bles con los valores liberales. Es más, constata que 
las culturas, o naciones, son “unidades básicas de la 
teoría política liberal” (Kymlicka 1998: 415). Al fin y 
al cabo, muchos proyectos de construcción nacional 
han sido históricamente impulsados por elites libera- 
les, no sólo desde el ámbito de la política, sino tam- 
bién de la sociedad y la cultura (como explica, para el 
caso español, José Álvarez Junco [2001])). 

Si los comunitaristas no han sabido integrar en 
el concepto de comunidad la posible existencia de 
diferencias culturales profundas, como las que se 
dan en Estados multiculturales (que cuentan con 
grandes grupos de inmigrantes o incluyen varias 
naciones), tampoco la teoría liberal ofrece una 
respuesta satisfactoria a la pregunta sobre cómo 
tratar la multiculturalidad dentro de un Estado. 
Se considera a menudo que los derechos de grupo, 
como los que protegen a las culturas minoritarias 
en sociedades multiculturales, violentan los prin- 
cipios liberales. De hecho, desde una perspectiva 
liberal parece sobrentenderse que las comunidades 
culturales minoritarias (o las minorías nacionales) 
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deben adaptarse a la cultura liberal de los derechos 
individuales (encarnada en la mayoría nacional). 

Kymlicka ha defendido que es posible superar esta 
supuesta incompatibilidad entre los valores del libe- 
ralismo político, de un lado, y el multiculturalismo y 
los derechos de grupo, de otro. Para ello, es necesario 
distinguir, en primer lugar, entre los grupos inmi- 
grantes y las minorías nacionales. Mientras que los 
primeros tienden a adoptar la cultura de las socieda- 
des de acogida, aun sin abandonar la propia, son las 
minorías nacionales las que habitualmente se resis- 
ten a integrarse en una cultura común y se empeñan 
en reforzar sus propias culturas societarias con fines 
de autonomía política. Pero Kymlicka entiende que 
si las culturas o naciones son unidades básicas de la 
teoría política liberal en la medida en que permiten 
alcanzar los objetivos liberales, la teoría liberal no 
puede dejar de reconocer la realidad y la legitimidad 
de los nacionalismos minoritarios. Más aún, argu- 
menta este autor, los valores del liberalismo político 
moderno sólo pueden realizarse si se reconocen los 
derechos de grupo. 

Ahora bien, esos mismos derechos están sometidos 
a límites: “los derechos de las minorías no deberían 
permitir a un grupo dominar a los demás grupos y 
tampoco deberían capacitar a un grupo para oprimir 
a sus propios miembros” (Kymlicka 1998: 439). Por 
tanto, el reconocimiento de los derechos de las mi- 
norías debe ir acompañado de la garantía de que se 
preserva la igualdad “entre” los grupos y la libertad e 
igualdad “dentro” de los grupos. 

El intento de Kymlicka de compatibilizar los valores 
del liberalismo político con los derechos culturales 
ha suscitado no pocas objeciones en las filas de la fi- 
losofía política liberal. Pero lo cierto es que ésta ha 
salido reforzada de las críticas que le han formulado 
comunitaristas y multiculturalistas, puesto que le 
han obligado a reconocer y matizar los límites de 
principios tales como la primacía del individuo, la 
neutralidad cultural del Estado, el valor de la razón 
o la universalidad de los principios morales aplica- 
bles a la política. Al mismo tiempo, estas críticas han 
abierto nuevos interrogantes de gran interés tanto 
para la filosofía política como para la práctica de los 
Estados democráticos. Entre otros cabe destacar los 
de cómo conciliar el respeto a la multiculturalidad 
con la protección del derecho individual a la igualdad 
de trato por parte de los poderes públicos, y cómo 
evitar que la tolerancia con la diversidad cultural ero- 
sione la cohesión de una comunidad política, hasta el 


punto de provocar el rechazo a cargas u obligaciones 
(sobre todo fiscales) mediante las cuales los Estados 
del bienestar articulan la solidaridad entre los dife- 
rentes grupos de la sociedad. 


3.3. Mujeres: ¿iguales o diferentes? 


La filosofía política feminista comprende a una 
gran variedad de autoras que, con argumentos dife- 
rentes y a veces enfrentados, han subrayado la debi- 
lidad de la teoría política liberal por dejar de lado, 
bien en su planteamiento, bien en su aplicación, a las 
mujeres. A pesar de su vocación universal, argumen- 
tan las teóricas feministas, la teoría política liberal, 
elaborada por los varones y desde la perspectiva de 
los varones, ha compatibilizado la defensa de las 
libertades y los derechos individuales con la acepta- 
ción de la discriminación de las mujeres en el ámbito 
público y su subordinación en la esfera privada. 

Con una indignación apenas oculta, muchas teó- 
ricas feministas se preguntan: ¿cómo es posible que 
la teoría política liberal haya cerrado los ojos ante la 
evidencia de que el sistema patriarcal, predominante 
en las sociedades contemporáneas, al legitimar la 
división sexual del trabajo y atribuir en exclusiva a 
las mujeres las tareas de amas de casa, esposas y ma- 
dres, les niega la libertad y la igualdad que postula el 
liberalismo? Como argumenta Carol Pateman (1995), 
cuando los liberales apelan a la teoría contractual 
para explicar cómo el gobierno surge del consen- 
timiento centran su atención en sólo una parte del 
contrato original, concretamente en el contrato social 
que los ciudadanos establecen con el Estado. Ocultan 
así la otra parte de aquel contrato original: el contrato 
sexual que se establece en la esfera privada; es decir, 
el arreglo que estipula quién ostenta la autoridad en 
el seno de la familia y cómo se desarrollan las relacio- 
nes de poder en el ámbito doméstico. Mientras que, 
de acuerdo con la teoría liberal, en la esfera pública 
todos los individuos son libres e iguales, en virtud del 
contrato sexual los varones suelen ser, en la esfera 
privada, quienes ejercen la autoridad, y las mujeres 
quienes obedecen. 

Según las teóricas feministas, la filosofía liberal, 
con su insistencia en la libertad de los individuos en la 
esfera privada y la necesidad de preservar ésta del con- 
trol público, han tendido a ignorar las desigualdades y 
las violaciones de derechos que pueden producirse en 
el ámbito privado. Es más, gracias a que las mujeres 
han desempeñado en el seno de las familias y de modo 
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exclusivo ese papel clave en la reproducción social (es 
decir, en la maternidad, la crianza y el cuidado de los 
miembros más vulnerables), los varones han podido 
adquirir el protagonismo del que disfrutan en la so- 
ciedad civil y el Estado. A partir de este análisis, las 
teóricas feministas reivindican que “lo personal es 
político” y “lo privado es público” (entendiéndose 
el “es” como “debe ser”) y exigen que no se excep- 
túen de la discusión pública y la acción política las 
relaciones familiares, la sexualidad o el trato entre 
hombres y mujeres en las escuelas, los lugares de 
trabajo y la calle. 

Todos estos razonamientos constituyen el núcleo de 
la crítica feminista a la teoría política liberal. Sin em- 
bargo, a la hora de articular propuestas para superar 
las deficiencias de la teoría liberal, se aprecian discre- 
pancias significativas entre las teóricas feministas. 

Así, las feministas liberales aceptan, en gran 
medida, las premisas del liberalismo (en concreto, la 
razón como condición de libertad y la primacía de los 
derechos individuales), pero denuncian que, a lo largo 
de la historia, las mujeres hayan sido excluidas de este 
marco liberal. El feminismo liberal llama la atención 
sobre la contradicción de partida del pensamiento li- 
beral clásico, que, al mismo tiempo que proclama que 
los seres humanos se distinguen de los animales por su 
racionalidad, considera que en las mujeres prevalece 
lo emocional y lo irracional. Al razonar de este modo, 
como ya señaló en el siglo XVIII la filósofa británica 
Mary Wollstonecraft (1759-1797), el liberalismo niega, 
en cierto modo, la naturaleza humana a las mujeres. 

Feministas liberales del siglo XX, como Betty 
Friedan (1921-2006), han argumentado que las 
mujeres son tan racionales como los varones, pero 
no han sido socializadas para ejercer la razón en la 
misma medida que ellos. Además, se les ha privado 
del disfrute de muchos derechos reconocidos a los 
varones y no siempre se han podido beneficiar de 
la aplicación de las reglas del Estado de Derecho 
contra la vulneración de sus derechos individuales 
a la libertad y la integridad física. Las feministas 
liberales apuestan, en definitiva, por hacer efectivo el 
principio liberal de la igualdad, de tal modo que a las 
mujeres les sean reconocidos, no sólo formalmente 
sino también en la práctica, los mismos derechos que 
a los varones. Ésta es la vía más prometedora para 
que las mujeres entren en la vida pública, quebrando 
así el dominio político y social masculino. 

En cambio, las feministas radicales mantienen 
que el concepto de razón que maneja la teoría política 


moderna, en general, y la teoría política liberal, en 
particular, refleja una perspectiva netamente mas- 
culina, excluyente de los rasgos característicos de la 
feminidad. Con otras palabras, el pensamiento liberal 
ha expulsado las diferencias y las particularidades al 
ámbito de lo privado, aspirando a unificar el ámbito 
público a través del uso de la razón universal e impar- 
cial. Frente a la razón abstracta, imparcial y universal 
postulada por la teoría política liberal, las feminis- 
tas radicales subrayan el valor de la afectividad, la 
intuición, los instintos y los contextos concretos. 
Mientras desaprueban la tendencia del liberalismo 
a rechazar todo lo que no emana del pensamiento 
racional, subrayan la necesidad de incorporar las 
formas de conocimiento y razonamiento femenino 
en la teoría política. 

A diferencia de las feministas liberales, las radica- 
les se oponen, por lo general, a la idea de la igualdad 
porque obliga a las mujeres a renunciar a sus valo- 
res y aceptar las reglas de un mundo definido por 
los varones. Frente a la igualdad de oportunidades 
que abandera el liberalismo, las feministas radicales 
abogan por la discriminación positiva de las mujeres, 
en tanto grupo con intereses distintos a los de los 
hombres. Como escribe Anne Phillips (1998: 327), 
“mientras las sociedades estén organizadas a partir de 
las diferencias sexuales y a cada sexo se le atribuyan 
sus propias funciones, identidades, responsabilidades 
y roles, debería haber mecanismos que aseguraran la 
paridad en la distribución del poder”. 

Esta propuesta encaja con la concepción alternativa 
de la vida pública que propugna otra destacada femi- 
nista radical, Iris M. Young. A su juicio, no se trata de 
suprimir la diferencia entre lo público y lo privado, 
sino de transformar esta distinción de forma que no 
se corresponda con una oposición entre razón, por 
una parte, y afectividad y deseo, por otra: “el único 
modo de asegurar que la vida pública no excluya a 
personas y grupos que ha excluido en el pasado es ha- 
cer un reconocimiento específico de las desventajas de 
esos grupos e introducir sus historias específicas en lo 
público” (Young 1998: 465). En definitiva, en lugar de 
aspirar a la homogeneidad y el consenso en la vida 
pública, el propósito normativo debe consistir en dar 
espacio a la particularidad, la heterogeneidad y las 
diferencias de significados como forma de enriquecer 
la esfera pública, garantizando, por lo demás, que en 
la esfera privada las mujeres puedan hacer efectivos 
sus derechos y que lo que ocurre dentro de ella no 
permanezca al margen de la sociedad. 
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En las páginas precedentes hemos presentado al lector 
algunos de los temas y argumentos más destacables 
de la teoría política normativa contemporánea. Esta 
subdisciplina de la ciencia política se erige sobre el le- 
gado de muchos pensadores que vienen reflexionando, 
desde muchos siglos atrás, en torno a los principios y 
valores que deben regir idealmente la vida pública de 
gobernantes y gobernados. La filosofía política pone 
de relieve que conceptos tales como los de libertad, 
justicia o sociedad civil admiten múltiples interpre- 
taciones y están sujetos a una permanente discusión 
crítica sobre cómo fundamentar la convivencia de las 
comunidades políticas y mejorar la democracia. En 
este sentido, merece la pena subrayar que en la teoría 
política normativa (en contraste con lo que viene suce- 
diendo en la ciencia política empírica, crecientemente 
especializada y compartimentalizada) discurre una 
discusión muy inclusiva, en la que participan, en ma- 
yor o menor medida, el conjunto de los practicantes 
de esta subdisciplina de la ciencia política. 

El interés que estas y otras muchas reflexiones ela- 
boradas por los filósofos políticos adquieren para la 
ciencia política es indiscutible y merece ser reconocido 
en una Obra que, como la que tiene el lector en sus 


manos, pretende ofrecer un amplio panorama de los 
planteamientos y los contenidos de esta disciplina. 
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(en negrita en el texto) 
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CAPÍTULO 3 


LA CIENCIA 


POLÍTICA EMPÍRICA (D 


Métodos y técnicas 
de investigación 


Este capítulo introduce al lector en el modo de razo- 
namiento de la ciencia política empírica. En la primera 
sección se explican los conceptos más importantes de 
los que se sirven los politólogos para diseñar sus inves- 
tigaciones empíricas o valorar críticamente las de otros. 
La segunda sección está dedicada a aclarar la diferencia 
entre ciencia política cuantitativa y cualitativa, y la ter- 
cera a presentar algunos de los errores más frecuentes 
en la elaboración de investigaciones en ciencia políti- 
ca. En la cuarta sección se expone detalladamente la 
principal fórmula mediante la cual la ciencia política 
empírica acumula conocimientos sobre la naturaleza y 
el funcionamiento de la realidad política: la comproba- 
ción de hipótesis. La última sección profundiza en las 
particularidades de la argumentación causal, núcleo del 
análisis politológico. 


1. LA CIENCIA POLÍTICA EMPÍRICA 


Una vez esbozadas en el capítulo anterior algunas de 
las cuestiones de las que se ha venido ocupando la 
teoría política normativa durante las últimas déca- 
das, enfocamos ahora la atención en la vertiente de 
la ciencia política en la que se centra este libro: la 
ciencia política empírica. 

- ¿Votan más los mayores que los jóvenes a partidos 
.conservadores? ¿Se interesan los varones por la po- 
lítica en mayor medida que las mujeres? ¿Hasta qué 
punto han incorporado los partidos políticos nuevas 
demandas provenientes de movimientos ecologistas, 
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pacifistas o feministas? ¿Muestra el comportamiento 
electoral de los españoles una tendencia hacia la mo- 
deración ideológica? ¿Qué partidos políticos se han 
moderado más? ¿Se están produciendo tendencias 
similares en otras democracias? Si esto es así, ¿por 
qué está ocurriendo? ¿Cuántas mujeres están incor- 
poradas en las elites políticas? ¿Por qué en algunos 
países hay más mujeres en puestos de responsabili- 
dad que en otros? ¿Comparten las elites políticas de 
los países en vías de democratización una concepción 
sobre la democracia o difieren en su entendimiento 
de ésta? ¿Qué explica estas similitudes o diferencias? 
¿Qué condiciones culturales favorecen y qué condi- 
ciones culturales obstaculizan el establecimiento de 
la democracia? 

Preguntas como éstas nos llevan más allá de los 
simples hechos aislados; nos empujan a generalizar 
a partir de esos hechos para obtener una perspecti- 
va más amplia sobre la realidad política. Estudiar 
la política de esta forma nos permite dar sentido 
a los numerosos acontecimientos políticos que pu- 
blican a diario los medios de comunicación. En sí, 
los hechos de la vida política no son especialmente 
significativos. Cobran sólo significado cuando los 
visualizamos como pautas, tendencias o relaciones 
generales. Si queremos comprender el significado de 
los diferentes eventos de la vida política, debemos in- 
tegrarlos en procesos o contextos más generales. Los 
titulares actuales de los medios de comunicación, 


32 Política y ciencia política: Una introducción 


por ejemplo, pueden anunciar que el primer minis- 
tro de un país democrático importante ha dimitido, 
que el banco central de un país con mucho peso en 
el comercio internacional acaba de subir los tipos de 
interés o que el ejército de otro país que está luchan- 
do para instaurar la democracia ha dado un golpe de 
Estado y se ha hecho con el poder. A diferencia de los 
gobiernos, las empresas privadas o los periodistas, 
que suelen prestar una atención momentánea a estos 
sucesos y valorar sus implicaciones más inmediatas 
(o en el corto plazo), a nosotros, como politólogos, 
nos interesan, además, lo que nos dicen respecto de 
la política en general. 

¿Qué nos sugiere la dimisión del primer ministro 
sobre el funcionamiento de la democracia? ¿Qué 
descubren las decisiones del banco central sobre la 
relación entre la política y la economía? ¿Qué reflexio- 
nes suscita ese golpe de Estado sobre la intervención 
militar en la política? Nuestro objetivo, como poli- 
tólogos, es profundizar en nuestra comprensión de 
la democracia en general, de la economía política 
en general y de las sublevaciones militares en gene- 
ral. La generalización es un propósito central de la 
ciencia empírica. Al mismo tiempo, podemos utilizar 
nuestra comprensión de estos procesos y estas ten- 
dencias generales para ampliar la que tenemos de 
los eventos concretos cercanos. La ciencia política se 
ocupa constantemente de la relación entre lo general 
y lo específico: entre los conceptos y las explicacio- 
nes generales (como la democracia y las teorías de la 
democracia), por un lado, y sus manifestaciones en 
países y períodos históricos concretos, por otro. 

Construir generalizaciones¿plausibles/a partir de 
toda una serie desordenada de eventos e información, 
y determinar el grado de precisión de estas generali- 
zaciones exige usar métodos científicos para analizar 


hechos y comprobar proposiciones generales. En 
buena medida, la esencia de la ciencia reside én sus 
métodos de análisis. 

El análisis es , simplemente la búsqueda de cono- 
cimiento mediante la observación minuciosa y la 
generalización amplia. Para lograr este objetivo, el 
análisis científico se sirve de una serie de concep- 
tos y procedimientos. Las variables, correlaciones, 
leyes, teorías, hipótesis, modelos _y paradigmas son 
algunos de los más importantes, y adquieren espe- 
cial importancia en la ciencia política. Aumentan 
nuestra capacidad de pensar críticamente y nos 


permiten comprender el mundo real de la política 
aplicando la lógica científica. Los siguientes apartados 


proporcionan una breve explicación de cada uno de 
estos términos junto a algunos ejemplos elementales 
de cómo se deben emplear en la ciencia política. 


1.1. Variables 


Una variable es algo que puede variar o cambiar. 
Es decir, puede adoptar formas diferentes o ser una 
característica cambiante de un fenómeno. 
Supongamos que nos proponemos comprender la 
naturaleza y el funcionamiento de la democracia. La 
democracia tiene diferentes características que pue- 
den variar o mostrar formas distintas. Por ejemplo, 
hay democracias estables que duran largos períodos 
de tiempo con pocas alteraciones importantes (como 
Estados Unidos y Reino Unido); existen democracias 
inestables que experimentan cambios frecuentes 
de gobierno o que se alternan temporalmente con 
formas de gobierno no democráticas. La estabilidad 
es, pues, una característica de la democracia que se 
puede analizar de forma sistemática. Para ello es pre- 
ciso definir exactamente lo que queremos decir con 
estabilidad e inestabilidad y recoger información so- 
bre esa característica. Por ejemplo, podemos definir 
la estabilidad como una duración superior a X años. 
Podemos recoger información sobre la duración de 
las democracias, y denominar estables a aquellas 
que se han mantenido más de X años, e inestables al 
resto. Posteriormente, podemos comparar diferen- 


tes casos de cada categoría y buscar posibles expli- 


caciones de por qué algunas democracias son estables 
y otras no lo son. Los factores que pueden explicar 
la estabilidad o inestabilidad son también variables. 
Tal vez descubramos que, de todas las característi- 
cas posibles de un determinado país, la riqueza na- 
cional es la variable que mejor explica la estabilidad 
democrática: las democracias ricas pueden resultar 
las más estables, y las pobres, las más inestables. 

Supongamos ahora que queremos saber por qué las 
personas votan de la forma en que lo hacen. Los elec- 
tores pueden votar a diferentes partidos o candidatos, 
o se pueden quedar en casa y ni siquiera votar. Los 
votantes también presentan características variables. 
El electorado está formado por personas de diferen- 
tes sexos, clases sociales, grupos étnicos, religiones y 
otras características sociales y demográficas. Pode- 
mos recoger información de forma sistemática sobre 
todas estas variables y analizar el grado en que las 
diversas características de los ciudadanos explican 
sus opciones electorales. 
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Del mismo modo, todos los temas generales de la 
ciencia política presentan características variables, 
como los tipos de gobierno (por ejemplo, democrá- 
tico o dictatorial), las instituciones (por ejemplo, las 
asambleas legislativas unicamerales o bicamerales) o 
el comportamiento político de la gente (por ejemplo, 
la preferencia partidista de los votantes o el grado 
de corrupción de las elites decisoras). Cuando nos 
implicamos en el estudio científico de la política, 
son estas variables las que reciben nuestra atención 
analítica más directa. En algunos casos, quizás sólo 
nos interese observar estos fenómenos, recoger infor- 
mación sobre ellos y clasificarlos de alguna manera. 
Sin embargo, el interés del análisis aumenta cuando 
intuimos e intentamos descubrir relaciones entre dos 
o más variables observadas. 

¿Existe tal vez una relación entre la estabilidad 
democrática y el nivel de desarrollo económico de un 
país? (¿Fraguan siempre las democracias en países 
ricos? ¿Están los países pobres condenados a la dicta- 
dura?). ¿Existe una relación entre el voto a candidatos 
conservadores y el nivel de renta, la religión, el grupo 
étnico o el sexo de los votantes? (¿Tienden los votantes 
con alto nivel de renta a votar principalmente a los 
conservadores?). Indagando sobre este tipo de rela- 
ciones, damos el primer paso para generalizar sobre 
la política. 

Cuando intentamos descubrir pautas o conexio- 
nes entre dos variables, utilizamos una de ellas 
como la variable dependiente y la otra como la va- 
riable independiente. 

La variable dependiente es la variable que más 
nos interesa examinar o. explicar; es- muestro. princi- 
pal ç objeto de de estudio. Es el efecto o resultado que está 
influido o causado por otra variable u otras variables. 
Es la variable cuyo valor cambia como. respuesta a- 
los cambios en el valor de.otras variables (a saber, las 
variables independientes). 

Pongamos que nos interesa comprender el compor- 
tamiento electoral en una sociedad determinada. Una 
característica de este comportamiento que varía es 
la participación electoral, el número de personas que 
acuden a votar. Algunos votantes acuden a las urnas, 
pero otros se quedan en casa. ¿Quiénes acuden a vo- 
tar? ¿Quiénes se quedan en casa? Si ésta es la cuestión 
que más nos interesa explicar, entonces ésta es nuestra 
variable dependiente. Podemos preguntarnos si el 
porcentaje de participación varía en función de otros 
factores. En última instancia, queremos descubrir si 
existen pautas asociadas al grado de participación. 


Dicho de otra forma, ¿de qué factores depende la par- 
ticipación electoral? La participación es, pues, nuestra 
variable dependiente. Es la variable que intentamos 
explicar; queremos descubrir de qué depende que los 
ciudadanos acudan a votar o que se queden en casa. 

La variable independiente es el factor o la caracte- 
rística que influye en, o causa, cambios en la variable 
dependiente. En las relaciones de causa-efecto, es la 
variable explicativa o causal. Los cambios en el valor 
de la variable independiente pueden producir cambios 
en el valor de la variable dependiente. 

En nuestro hipotético estudio sobre el comporta- 
miento electoral, las variables independientes son las 
diversas características de los electores que nos pueden 
ayudar a explicar las variaciones en el porcentaje de 
participación electoral. Estas características podrían 
incluir el nivel de renta, la edad o el sexo, el nivel de 
estudios, las tendencias ideológicas o las preferencias 
partidistas. Por ejemplo, cabe pensar que los votantes 
de renta baja tienden a votar menos que los votantes 
de renta alta; o que los votantes jóvenes tienden a 
participar menos que los mayores. Las variables in- 
dependientes pueden también incluir las diferentes 
actitudes sobre la política, tal y como quedan recogi- 
das en las encuestas de opinión pública. Así, algunas 
personas podrían abstenerse de votar creyendo que 
su voto no es realmente importante y que los votan- 
tes carecen de la capacidad para hacer que las cosas 
mejoren. Estas personas tienen un escaso sentido de 
la eficacia política y se sienten alienadas del sistema 
político. En cambio, otras poseen un alto sentido de la 
eficacia política si creen que “cada voto cuenta” y que 
los votantes pueden, de hecho, influir en los políticos 
para que tomen decisiones deseables. 

En resumen, en “A causa B”, A es la variable inde- 
pendiente y B es la variable dependiente. B depende 
de A. Nuestro objetivo en este estudio es determinar 
si hay conexiones y en qué medida las hay entre las 
variables independientes y nuestra variable depen- 
diente: la participación electoral. Tales conexiones 
entre las variables dependientes y las independientes 
se llaman correlaciones o asociaciones. 


1.2. Correlaciones 


Una correlación (o asociación) es una relación en la 
que dos o más variables cambian, simultáneamente. 
Las variables están “positivamente correlacionadas 
cuando varían en la misma dirección, es decir, cuan- 
do suben (crecen) o bajan (decrecen) juntas. 


34 Política y ciencia política: Una introducción > 


Participación (%) 


Baja 


Media Alta 


Renta anual (€) 


GRÁFICO 3.1 Correlación positiva entre niveles de renta y participación electoral 
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GRÁFICO 3.2 Correlación inversa (negativa) entre la alienación política y la participación electoral 


Si nuestras variables se pueden ordenar cuantita- 
tivamente, podemos reflejarlas en un tipo de gráfico 
denominado sistema de coordenadas. Normalmente 
ponemos la variable dependiente en el eje Y (el eje 
vertical o eje de ordenadas) y la variable indepen- 
diente en el eje X (el eje horizontal o eje de abscisas). 
Midamos la relación entre la participación y los ni- 
veles de renta del electorado en un país hipotético. 
El Gráfico 3.1 ilustra una correlación positiva entre 
el porcentaje de electores que acudió a votar en las 
elecciones (variable dependiente) y su nivel de renta 
(la variable independiente). En este ejemplo, cuanto 
mayor es el nivel de renta, mayor es la participación 
electoral; cuanto menor es el nivel de renta, menor la 
participación electoral. El 80 por ciento de las perso- 
nas en el tramo de más renta participaron y votaron, 
pero sólo el 5 por ciento de las personas incluidas en 
el tramo de menor renta acudió a las urnas. Adviér- 
tase que cuando la correlación es positiva, la línea 
trazada va desde la zona izquierda inferior hasta la 
zona derecha superior. 

Las variables están inversamente correlacionadas 
cuando varían en direcciones opuestas o inversas. 
En términos cuantitativos, una correlación inversa se 
da cuando una variable crece y la otra decrece. Pode- 
mos ilustrar una correlación inversa muy fácilmente 


analizando la relación entre la participación (la va- 
riable dependiente) y el sentimiento del votante de 
alienación del sistema político, es decir, la percepción 
de escasa eficacia política y la desconfianza básica 
hacia los políticos (la variable independiente). Como 
ilustra el Gráfico 3.2, los votantes con un escaso 
sentimiento de alienación presentan las tasas de par- 
ticipación más altas; los votantes con un sentimiento 
alto de alienación registran las tasas de participación 
más bajas. Así, existe una correlación inversa entre la 
alienación y la participación. Las correlaciones inver- 
sas también se denominan correlaciones negativas. 
Adviértase que cuando la correlación es negativa, la 
línea trazada va desde la zona izquierda superior a la 
zona derecha inferior. 

Es importante tener en cuenta que las variables no 
son en sí mismas dependientes o independientes. Se 
podría también emprender un proyecto de investiga- 
ción diferente tomando una de las variables indepen- 
dientes que acabamos de enunciar y convirtiéndola 
en variable dependiente. Supongamos, por ejemplo, 
que nos interesa principalmente el fenómeno de la 
alienación política: ¿qué factores pueden influir en 
ella o causarla? En este estudio, la alienación política 
es la variable dependiente e intentamos examinar 
varias variables independientes para descubrir si 
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GRÁFICO 3.3 Correlación entre el nivel de estudios y el grado de alienación política 


están correlacionadas con ella. ¿Hasta qué punto 
depende la alienación política (si es que depende) 
del nivel de renta, del nivel de estudios, de factores 
psicológicos, de otras variables o de una combina- 
ción de varias de ellas? El Gráfico 3.3 muestra una 
correlación negativa (inversa) entre la alienación (la 
variable dependiente) y el nivel de estudios (la varia- 
ble independiente). Cuantos menos estudios tiene la 
gente, mayor es su percepción de alienación; cuantos 
más estudios tiene, menor es su percepción de alie- 
nación. Así pues, la alienación puede ser una variable 
independiente o una variable dependiente en función 
de cuál sea el principal interés del análisis, es decir, 
el efecto que se pretende comprender o explicar. La 
característica de “dependiente” o “independiente” no 
es, pues, intrínseca a una variable, sino que obedece 
al propósito de análisis del investigador y, por tanto, 
al diseño de la investigación. 

No olvidemos que las correlaciones no son explica- 
ciones. Aunque los datos muestren una clara correla- 
ción, positiva o negativa, entre variables dependientes 
e independientes, no explican por qué están rela- 
cionadas. De acuerdo con el Gráfico 3.1 existe una 
correlación positiva entre la participación electoral y 
los niveles de renta. ¿Por qué las personas con niveles 
altos de renta votan más que los ciudadanos menos 
acomodados? Del gráfico no se desprenden respues- 
tas obvias a esta pregunta. 

Para descubrir por qué los votantes de renta alta 
salen a votar el día de las elecciones en mayores pro- 
porciones que los votantes menos acomodados, será 
necesario extender la investigación e indagar sobre 


las características y las actitudes de los electores (por 
ejemplo, a través de encuestas o de grupos de discu- 
sión). Nuestras indagaciones pueden revelar que los 
ciudadanos ricos suelen tener más estudios y, por lo 
tanto, más conocimientos sobre los asuntos políticos. 
También pueden tener una conciencia mayor de su 
propia eficacia política, es decir, de su capacidad para 
influir en las políticas del gobierno. Estos resultados 
sugieren que los niveles de renta (la variable indepen- 
diente) influyen en la participación en las elecciones 
(la variable dependiente) a través de factores como los 
estudios, el conocimiento de las cuestiones políticas y 
la conciencia ciudadana de la eficacia política. Tales 
factores son variables intervinientes, que se sitúan 
entre las variables independientes y las dependientes. 

Por regla general, las correlaciones no prueban que 
una variable (por ejemplo, el nivel de renta) cause o 
provoque el cambio en la otra variable (por ejemplo, 
la participación electoral). En otras palabras, las 
correlaciones no demuestran de forma concluyente 
la causalidad. Una correlación sí sugiere o implica 
que puede haber una relación de causa-efecto entre 
las variables que están siendo observadas. Sin duda, 
para mostrar que una relación causal existe en rea- 
lidad, primero es necesario demostrar que existe la 
correlación. Las correlaciones son necesarias para 
demostrar causalidad, pero en sí no son suficientes. 

En algunas ocasiones, las variables pueden estar 
positiva o negativamente relacionadas, pero, tras 
investigar más, puede resultar que no haya ninguna 
relación causa-efecto directa entre ellas. Entonces 
nos encontramos ante una correlación espuria. 


36 Política y ciencia política: Una introducción 


Uno de los ejemplos más famosos de correlación 
espuria se encuentra en el cuento de la cigüeña y los 
bebés. La historia de que las cigüeñas traen los be- 
bés procede de unos datos estadísticos del norte de 
Europa según los cuales los nacimientos humanos 
aumentaban al mismo tiempo que lo hacían los na- 
cimientos de las cigieñas. Cuando éstos disminuían, 
los nacimientos humanos también lo hacían. Nadie 
ha presentado explicaciones verificables de por qué 
los nacimientos de las cigiteñas y los de los humanos 
están positivamente correlacionados. Es obvio que 
un evento no puede causar el otro, pero tampoco hay 
evidencia de que otra variable (¿factores climáticos, 
los ciclos de la luna?) provoque que los nacimientos 
humanos y los de cigüeñas aumenten o disminuyan 
simultáneamente. Hasta que alguien presente evi- 
dencias convincentes de que interviene una variable 
causal, podemos suponer que la correlación entre los 
nacimientos de humanos y los de cigieñas es total- 
mente fortuita. Así, una correlación puede a veces 
deberse a la pura coincidencia, sin que exista ningún 
factor causal. 

También se da una correlación espuria cuando dos 
variables aparentemente correlacionadas (digamos A 
y B) no están directamente vinculadas en una rela- 
ción de causa-efecto (A no causa B, ni B causa A); 
antes bien, están indirectamente vinculadas porque 
otra variable diferente está causando que una de las 
dos varíe, o que lo hagan ambas a la vez (C causa 
A y B, o sólo una de las dos). En otras palabras, la 
correlación entre las cigüeñas y los bebés sería con- 
siderada espuria, aunque se pudiera demostrar que 
un tercer factor (factores climáticos) ocasiona que las 
dos poblaciones aumenten o disminuyan juntas. 

En resumen, se da una correlación espuria cuando 
dos variables parecen estar directamente vinculadas 
en una relación causa-efecto, pero, de hecho, (a) no 
existe vinculación causal o (b) están indirectamente 
vinculadas por medio de otra(s) variable(s) causal(es). 

Como politólogos, debemos estar constantemente 
en guardia ante las correlaciones espurias cuando 
realizamos o examinamos investigaciones científi- 
cas. También como ciudadanos conviene que estemos 
alerta. Por ejemplo, en los sistemas democráticos es 
bastante habitual que la oposición parlamentaria 
eche la culpa al gobierno de todo lo que va mal. En 
algunos casos, los gobernantes actuales pueden, en 
efecto, ser responsables de los problemas que se les 
atribuyen. Sin embargo, no siempre es así. Puede 
suceder, por ejemplo, que la recesión de la economía 


nacional que se manifiesta cuando el partido X está 
en el poder tenga realmente sus raíces en políticas 
realizadas varios años antes, cuando el partido 
Y ocupaba el gobierno. Si fuera así, la correlación 
entre el mandato del partido X y el deterioro de la 
economía sería espuria, debido a que una tercera 
variable, el partido Y, habría provocado el inicio de 
esa recesión económica. 

También es posible que ninguno de los dos partidos 
sea responsable del declive económico. La responsa- 
bilidad puede recaer en otros factores que escapaban 
al control total o parcial de los dos partidos rivales 
mientras estuvieron en el poder: unas condiciones 
económicas internacionales desfavorables o los efec- 
tos de un clima desastroso en la economía nacional. 


1.3. Leyes 


Una ley científica es una asociación (o correlación) 
verificable regularmente entre dos o más variables. 

Una ley determinista implica que cada vez que X 
ocurre, sucede Y indefectiblemente. Las leyes de la 
gravedad son un ejemplo. Isaac Newton (1642-1727) 
mostró con precisión matemática que los cuerpos 
físicos tienen una tendencia general a atraerse de 
acuerdo con pautas que están determinadas por 
su masa y distancia. La famosa ecuación de Al- 
bert Einstein (1879-1955), E = mc?, es una ley que 
especifica que la energía es siempre el producto de 
la masa por la velocidad de la luz al cuadrado. El 
mundo físico tiene una serie de leyes deterministas, 
y muchas de ellas se pueden expresar en fórmulas 
matemáticas intemporales. Este tipo de ley no se da 
en las ciencias sociales. 

Una ley probabilística es una suerte de ley cientí- 
fica menos rígida. En este caso, cada vez que ocurre 
A, sucede B algunas veces. Ocasionalmente podemos 
calcular el grado de probabilidad con el que B puede 
ocurrir. En el mundo natural las predicciones del 
clima suelen basarse en leyes probabilísticas. Dadas 
ciertas temperaturas, determinados niveles de hu- 
medad y otras condiciones atmosféricas, podemos 
predecir cuándo va a nevar. En función de la preci- 
sión de nuestros datos climáticos y la sofisticación de 
nuestros modelos informáticos, podemos ser capaces 
de hacer predicciones precisas con un grado muy alto 
de probabilidad. No obstante, son tantas las variables 
que intervienen, que no podemos estar totalmente 
seguros de cuándo va a nevar y, si lo hace, cuánta 
nieve va a caer. 
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El comportamiento humano no se rige tanto como 
la naturaleza por leyes. A diferencia de los planetas 
o las partículas atómicas, los seres humanos pueden 
mostrar un comportamiento deliberado, consciente, 
así como un comportamiento aparentemente in- 
fundado o irrazonable, incluso errático. Podemos 
tomar decisiones sobre el modo de comportarnos 
eligiendo entre varias líneas de acción alternativas; 
podemos cambiar de opinión; actuar por separado o 
en grupo; actuar de forma cooperativa o interesada. 
Es más, nuestro comportamiento político o social 
puede estar influido por numerosas variables (el 
grupo étnico, el sexo, la religión, los intereses econó- 
micos, los padres, los colegas, etc.). A veces podemos 
incluso calcular mal el efecto que tendrán nuestras 
acciones, actuar sobre la base de falsos supuestos, 
insuficiente información o una lógica defectuosa. 
En ocasiones podemos incluso ignorar los factores 
o cálculos racionales que deberían inducirnos a 
comportarnos de determinadas maneras, toda vez 
que las inclinaciones, las emociones o los impulsos 
subconscientes afectan a nuestras acciones. 

Por consiguiente, el comportamiento humano es 
sumamente variable e impredecible. De ahí que las 
ciencias sociales, cuyo objeto de estudio es el compor- 
tamiento humano (especialmente en grandes grupos 
sociales), no puedan predecir el futuro con precisión 
exacta. Mientras los planetas y otros cuerpos celestes 
cumplen inexorablemente las leyes de la gravedad, 
algo que hace posible determinar con precisión mate- 
mática la posición de la luna o del cometa Halley den- 
tro de cien o mil años, el comportamiento humano es 
tan variopinto que nadie puede predecir cómo será la 
realidad política, social o económica dentro de diez 
años o incluso de diez meses. Quizá por esta razón 
Einstein declaró, según se cuenta, que “la política es 
más difícil que la física”. 

Éstas son las razones por las cuales la ciencia 
política carece de leyes deterministas. No obstante, 
al igual que otros científicos sociales, como los so- 
ciólogos, los economistas o los psicólogos sociales, 
los politólogos pueden discernir pautas y tendencias 
en la actividad social humana. E incluso, aunque 
no seamos capaces de prever con seguridad qué nos 
depara exactamente el futuro, los científicos sociales 
podemos a veces sugerir qué desarrollos futuros son 
más o menos probables, al menos en el corto plazo. 

En las ciencias sociales, la predicción sólo puede 
ser probabilística. Si, por ejemplo, identificamos 
regularidades en las pautas de voto de una población, 


podemos sugerir cómo votará la gente probablemente 
en las siguientes elecciones. En principio, cuanto más 
cerca estemos del día de las elecciones, más podre- 
mos confiar en nuestra estimación de los resultados 
probables. Pero incluso los análisis estadísticos más 
sofisticados de los datos de encuesta más completos 
pueden no ser suficientes para predecir cómo votará 
la gente al día siguiente. De forma similar, expertos 
en los sistemas comunistas del Este de Europa se 
sorprendieron ante la caída del muro de Berlín en 
1989 y el inesperado hundimiento total de la Unión 
Soviética en 1991; veteranos analistas de China no 
previeron las manifestaciones estudiantiles a favor 
de la democracia en la Plaza de Tiananmen de Pekín 
en 1989; y muy pocos especialistas en el sistema de 
apartheid sudafricano predijeron a principios de 
la década de 1980 que, sólo unos años después, la 
minoría blanca tendría que permitir la celebración 
de elecciones multirraciales en su país y el nombra- 
miento de Nelson Mandela, un hombre negro, como 
presidente de Sudáfrica. 

En realidad, los científicos sociales usan esca- 
samente el término “ley”. Lo aplican, en todo caso, 
cuando determinadas pautas de comportamiento so- 
cial o determinados efectos políticos se dan frecuente 
y regularmente. Ahora bien, incluso en estos casos 
son leyes probabilísticas más que deterministas. 

En economía, por ejemplo, la ley de la oferta y la 
demanda establece que, por regla general, en una 
economía de mercado los precios suben cuando la 
oferta de bienes disminuye o cuando la demanda 
de esos bienes aumenta. Y a la inversa, los precios 
tienden a bajar cuando la oferta aumenta o la deman- 
da disminuye. Así, los precios están positivamente 


-correlacionados con la demanda y negativamente 


correlacionados con la oferta. 

En ciencia política, la ley de Duverger (que recibe 
el nombre del politólogo francés Maurice Duverger) 
predice que un sistema electoral en el que los can- 
didatos que se presentan en una circunscripción se 
eligen por mayoría simple en una sola vuelta (es decir, 
gana el que obtiene mayor número de votos), tiende 
a producir un sistema de dos partidos. El caso para- 
digmático sería el de las elecciones a la Cámara de 
Representantes de Estados Unidos. 

Si casi todas las leyes científicas tienen sus excep- 
ciones, las leyes de las ciencias sociales en mayor 
medida. Los economistas reconocen que la ley de 
la oferta y la demanda no siempre funciona perfec- 
tamente. Incluso en una economía de mercado hay 
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factores, como los monopolios o la fluctuación de la 
demanda de los consumidores, que pueden interferir. 
De forma similar, la ley de Duverger puede no cum- 
plirse en todas las circunstancias, como el mismo 
Duverger reconoció (Reino Unido, por ejemplo, tiene 
más de dos partidos representados en la Cámara de 
los Comunes, aun cuando sus miembros se eligen a 
través del sistema mayoritario). Cualquier regulari- 
dad formulada como ley en las ciencias sociales debe 
ser constantemente contrastada con la realidad para 
determinar si sigue cumpliéndose y en qué medida. 

Es más, las leyes, igual que las correlaciones, no 
son explicaciones. Simplemente indican que dos o 
más variables van, por lo general, juntas, pero no 
explican por qué. Para descubrir por qué existen esas 
pautas, los científicos sociales deben realizar otras 
investigaciones complementarias; más concretamen- 
te, deben formular teorías e hipótesis. 


1.4. Teorías 


En ciencia política, el término teoría puede tener 
varios significados diferentes. 

De acuerdo con su significado más básico, “teoría” 
hace referencia al pensamiento sobre la política, 
y se opone a su práctica. Teorizar implica en este 
caso hacer generalizaciones sobre la política, estén 
o no de acuerdo con estrictas reglas científicas. En 
esta definición elemental del término, “teoría” tam- 
bién alude a principios generales o ideas abstractas 
que, de hecho, no responden necesariamente a una 
realidad concreta. Por ejemplo, cuando decimos “en 
teoría, la democracia es el gobierno del pueblo”, nos 
estamos refiriendo a un principio o idea general de la 
democracia; no estamos explicando cómo funciona la 
democracia en la práctica. 

Como vimos en el Capítulo 2, el término teoría 
tambien puede aplicarse a la filosofía política; la teo- 
ría política normativa es aquella subdisciplina de la 
ciencia política centrada primordialmente en el aná- 
lisis de los valores que deben informar la política. 

En una tercera acepción, una teoría suele ser una 
generalización o un conjunto de generalizaciones que 
intentan explicar, y quizá predecir, relaciones entre 
variables. En efecto, la explicación es el primer ob- 
jetivo de la teoría en la ciencia política empírica. La 
palabra “porque” está implícita o explícita en prácti- 
camente todas las teorías explicativas. 

Los científicos usan el término teoría parsimoniosa 
para referirse a una teoría que explica una gran serie 


de fenómenos en términos muy sucintos. La teoría 
de la evolución de Charles Darwin es un ejemplo de 
teoría parsimoniosa. Su teoría estipula que toda la 
vida animal evoluciona desde las formas animales 
inferiores a través del proceso de la selección natural. 
Así pues, la teoría de Darwin intenta explicar todas 
las especies animales. Las teorías parsimoniosas po- 
seen, en potencia, un elevado poder explicativo. 

La ciencia política tiene pocas teorías parsimonio- 
sas (muchos politólogos dudan incluso de que tenga 
alguna). En lugar de enunciar generalizaciones capa- 
ces de explicar todos o, por lo menos, casi todos los 
fenómenos políticos en una o dos frases, la ciencia 
política se limita, en buena medida, a las llamadas 
teorías de alcance medio. Se trata de teorías que 
explican categorías o fragmentos específicos de la 
realidad política. Las teorías de alcance medio en 
ciencia política son conjuntos de enunciados e hipóte- 
sis engranados para explicar un fragmento particular 
de la realidad política. 

Por poner un par de ejemplos, la teoría democrá- 
tica se compone de una serie de descripciones sobre 
cómo funcionan las democracias en abstracto y cómo 
funcionan en la práctica, especificando, además, los 
factores que pueden propiciar o coartar el surgimiento 
o la persistencia de la democracia. En cambio, la teo- 
ría de las elites describe los papeles que representan 
las elites políticas y formula generalizaciones expli- 
cativas sobre sus orígenes sociales, sus percepciones 
políticas, sus relaciones con las bases, etc. 

Por regla general, las explicaciones que merecen el 
nombre de “teoría” han logrado gran aceptación du- 
rante largos períodos de tiempo, ya que su capacidad 
para explicar los hechos ha sido confirmada en repeti- 
das investigaciones científicas. Por lo tanto, las teorías 
suelen estar más sólidamente fundadas en la realidad 
empírica que las hipótesis, que son típicamente su- 
puestos todavía no comprobados suficientemente. No 
obstante, incluso las teorías más respetadas no son 
verdades indiscutibles. Se supone que están siendo 
constantemente sometidas al desafío de los hechos. En 
la ciencia política, como en las ciencias naturales, las 
teorías explicativas no son abstracciones divorciadas 
de la realidad; al contrario, intentan explicar la reali- 
dad. Las teorías son válidas sólo en la medida en que 
concuerdan con los hechos que se afanan por explicar. 
Si salen a la luz evidencias nuevas que contradicen la 
teoría, entonces probablemente la teoría está parcial 
o totalmente equivocada. En tal caso, es necesario 
modificarla o descartarla, sustituyéndola por otra 
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que se ajuste mejor a los hechos. Por ello, todas las 
teorías explicativas se deben considerar explicaciones 
provisionalmente válidas de la realidad empírica. Es 
preciso contrastarlas repetidamente con los datos de 
la realidad. La principal forma de satisfacer esta ne- 
cesidad consiste en “romper” las teorías en hipótesis y 
comprobarlas frente a la evidencia disponible. 


1.5. Hipótesis 


Una hipótesis es un supuesto o suposición que hay que 
comprobar con los datos de la realidad. En algunos 
casos, las hipótesis pueden ser. de índole puramente 

« descriptiva. Por ejemplo, cabe formular la hipótesis 
de que la democracia disfruta de un amplio apoyo 
popular en Rusia. Podemos comprobar esta hipótesis 
basándonos en datos de encuestas en las que se ha 
preguntado a un gran número de ciudadanos rusos 
si apoyan la democracia y, si lo hacen, cuánto apoyo 
le prestan. Después de haber reunido y analizado es- 
tos datos, obtendremos una imagen de las actitudes 
populares hacia la democracia rusa. Examinando 
la proporción de ciudadanos que la apoyan mucho, 
bastante, poco o nada, podremos describir cuánto 
respalda el pueblo ruso su democracia. 

Esta hipótesis descriptiva propone simplemente 
ciertos hechos sobre la ciudadanía rusa, y la compro- 
bación de la hipótesis pretende determinar si, y en qué 
medida, esos hechos están ocurriendo. Sin embargo, 


la hipótesis descriptiva no sugiere una explicación . 


de por qué los fenómenos propuestos podrían estar 
ocurriendo. No es una hipótesis explicativa que da 
cuenta de por qué los rusos sienten lo que sienten por 
la democracia. Pero, como ya se indicó antes, en la 
ciencia política, igual que en las ciencias físicas, la 
explicación es la meta última. 

* Las hipótesis explicativas formulan una relación 
causa-efecto entre variables dependientes e indepen- 
dientes que se puede comprobar empíricamente (con 
datos extraídos de la observación de la realidad). 

Al formular hipótesis explicativas sobre la política, 
nos obligamos a especificar cuáles son nuestras varia- 
bles dependientes e independientes y a establecer la 
gran diferencia que hay entre la causa y el efecto. Al 
comprobarlas hipótesis empíricamente, las sometemos 
a la prueba de la realidad: examinamos detenidamente 
los hechos disponibles para ver si respaldan o contra- 
dicen las relaciones que proponen nuestras hipótesis. 
Por ejemplo, podríamos descubrir que, en contra de 
lo que sugiere la hipótesis descriptiva anteriormente 


formulada, el apoyo popular a la democracia en Ru- 
sia es mucho más débil de lo supuesto inicialmente. 
Entonces debemos formular hipótesis explicativas 
que propongan las posibles razones subyacentes a este 
fenómeno. Quizá la insatisfacción con la marcha de la 
economía esté generando actitudes adversas hacia la 
democracia; tal vez en el descontento por la corrupción 
política resida la principal variable explicativa de tales 
actitudes; posiblemente, la falta de experiencia demo- 
crática sea la explicación principal; cabría, asimismo, 
desarrollar otras posibles explicaciones, por separado 
o en combinación. 

Podríamos entonces comprobar estas diversas 
hipótesis explicativas recurriendo a encuestas que 
interroguen a los ciudadanos sobre la economía y la 
corrupción. Después de analizar estos datos, podría- 
mos llegar a algunas conclusiones sobre qué variables 
explicativas dan cuenta de los motivos por los cuales 
muchos rusos desconfían de la democracia. En estas 
hipótesis explicativas, “las actitudes negativas hacia 
la democracia” constituyen la “variable dependiente”. 
Las explicaciones posibles que deben comprobarse 
son las variables independientes. 

En la segunda parte de este capítulo se desarrolla 
un extenso ejercicio para comprobar si la riqueza 
nacional promueve la democracia. ¿Es correcta esta 
hipótesis? ¿Es sólo parcialmente correcta? ¿O simple- 
mente no se ajusta a la realidad? La atenta lectura de 
este ejercicio proporcionará al lector una idea más cla- 
ra de cómo se aplica la lógica de la comprobación de las 
hipótesis al estudio de la política. 

Las teorías y las hipótesis explicativas en la ciencia 
política amplían enormemente nuestra compren- 
sión del mundo real de la política. También pueden 
ayudarnos a dilucidar nuestras propias posiciones 
sobre los problemas políticos de nuestro tiempo. En 
efecto, muchas de las opciones políticas prácticas que 
afrontan los responsables gubernamentales y los ciu- 
dadanos están arraigadas en alguna teoría general. 
Así, por ejemplo, los debates sobre la reforma de las 
políticas sociales y sobre la delincuencia están rela- 
cionados con teorías sobre la capacidad de los gobier- 
nos de cambiar las pautas de comportamiento de la 
población. Los debates sobre las políticas tributarias 
o fiscales guardan relación con teorías sobre si los go- 
biernos pueden estimular el crecimiento económico o 
cómo pueden hacerlo al mismo tiempo que recortan 
el déficit presupuestario y contienen la inflación. La 
lista de cuestiones políticas conectadas con teorías 
podría ser interminable. 
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Si bien algunas personas rechazan la teoría por 
considerarla totalmente desvinculada del mundo 
real, muchos individuos actúan sobre la base de 
ciertos supuestos y entendimientos de la política que 
equivalen a generalizaciones teóricas, aunque a veces 
no se percaten de ello. Como afirmó el economista 
británico John Maynard Keynes (1883-1946), “los 
hombres prácticos, que se creen exentos de toda in- 
fluencia intelectual, son, por lo general, esclavos de 
algún economista desaparecido”. Por la misma razón, 
los políticos y la gente a la que gobiernan pueden ser 
esclavos de ideas políticas que aceptan sin cuestio- 
narlas. Una aproximación inteligente a la política 
requiere una comprensión profunda de la importan- 
cia de la teoría explicativa y de la comprobación de 
hipótesis para el mundo real de la acción política. Por 
decirlo en pocas palabras, la aproximación científica 
a la política exige que contrastemos nuestras genera- 
lizaciones con evidencia o información relevante, y 
aplicando sistemáticamente la lógica. 


1.6. Modelos 


En la ciencia política, un modelo es una represen- 
tación simplificada de la realidad. Los modelos 
permiten comprender algún aspecto de la realidad 
representando algunos de sus rasgos esenciales de 
una forma simplificada o idealizada. 

El propósito de un modelo no es representar per- 
fectamente la realidad, sino ayudar a comprenderla al 
permitir compararla con un patrón (o modelo). Cuan- 
do se comparan con el modelo, las complejidades del 
mundo real se manifiestan ostensiblemente. Como 
señaló un economista: “los modelos están para usar- 
los, no para creer en ellos”. Ideados para aprender, los 
modelos cumplen un propósito heurístico, término 
que proviene del griego y que significa “descubrir”. 

Los politólogos han formulado diferentes tipos de 
modelos para comprender la realidad política. En 
algunas ocasiones, estos modelos son puramente des- 
criptivos. Por ejemplo, es posible construir un modelo 
de democracia enumerando sus rasgos característi- 
cos: un sistema electoral competitivo, unas garantías 
legales de determinadas libertades y derechos, etc. 
Aunque muchas democracias del mundo actual se 
desvían realmente de este modelo de “democracia 
ideal” de una u otra forma, estas desviaciones tienden 
a manifestarse cuando se compara la realidad con el 
modelo, lo cual estimula a investigar cómo y por qué 
se dan. 


Esta suerte de modelo descriptivo es conocida 
como tipo ideal. Un tipo ideal es un modelo de un 
fenómeno social o político que describe sus prin- 
cipales rasgos característicos. El término lo acuñó 
el sociólogo alemán Max Weber (1864-1920), uno 
de los fundadores de la sociología moderna. Weber 
se cuenta entre los primeros estudiosos de la buro- 
cracia moderna. Basándose en sus observaciones 
de las burocracias europeas de principios del siglo 
XX, Weber elaboró un tipo ideal de burocracia mo- 
derna que especificaba los rasgos más frecuentes 
que encontraba en ellas. Describió esta burocracia 
estándar (o típico-ideal) como una organización al- 
tamente impersonal que funcionaba de acuerdo con 
reglas y procedimientos legales estrictos. Sin embar- 
go, no todas las burocracias europeas se ajustaban 
perfectamente a este tipo estándar. Para Weber, un 
tipo ideal no es sólo una copia en papel carbón de 
uno o dos ejemplos del mundo real del fenómeno que 
representa. Antes bien, es una concepción abstracta 
construida a partir de varias observaciones y ten- 
dencias. Weber lo usó como modelo conceptual con 
el que los científicos sociales pudieran estudiar y 
comparar las burocracias del mundo y comprender 
mejor el fenómeno de la burocracia. El concepto de 
tipo ideal es muy útil para describir muchos fenóme- 
nos políticos. 

Además de tipos ideales, la ciencia política utiliza 
otros modelos. Los modelos estáticos simplemente 
definen los atributos fundamentales de un fenó- 
meno (como los tipos ideales), pero no describen 
cómo cambian o evolucionan esos atributos. A di- 
ferencia de ellos, los modelos dinámicos describen 
procesos de cambio. Por ejemplo, el modelo de la 
modernización describe cómo las llamadas “socie- 
dades tradicionales” evolucionan y se transforman 
en “sociedades modernas” a través del proceso de 
industrialización. Cuando la economía de una na- 
ción se industrializa, la gente tiende a trasladarse 
del campo a la ciudad, las redes de comunicación se 
expanden, las oportunidades educativas aumentan y 
las prácticas religiosas tradicionales y las supersti- 
ciones ceden paso a estilos de vida y creencias más 
secularizadas. La teoría de la modernización, muy 
influyente en los años 60 del siglo XX, tomaba como 
modelo el desarrollo histórico de Europa y Estados 
Unidos, y partía de que la mayoría de los países del 
mundo, tarde o temprano, se movería en la misma 
dirección. Pero el modelo de desarrollo político de 
la modernización ha provocado mucha controversia. 
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GRÁFICO 3.4 Modelo 
de democracia directa 


Sus críticos han argumentado que se basa demasiado 
en las experiencias americana y europea, y que presta 
poca atención a las circunstancias políticas, sociales y 
culturales específicas de Asia, África, Oriente Medio y 
otras regiones del mundo en vías de desarrollo. Algu- 
nos de estos críticos han propuesto modelos alterna- 
tivos de desarrollo político que combinan elementos 
de las sociedades modernas y las tradicionales. 

Los modelos también pueden ser analogías. En 
estos casos, los politólogos tratan de esclarecer los 
fenómenos políticos comparándolos con otros. Se ha 
comparado, por ejemplo, la democracia y la econo- 
mía de mercado, asumiendo que los votantes eligen 
a los candidatos en el “mercado político”, basándose 
en consideraciones muy similares a las que motivan 
a los consumidores para hacer una buena compra. 
Asimismo, se ha comparado el funcionamiento de 
los gobiernos con procesos cibernéticos, identifi- 
cando mecanismos de retroalimentación, cables de 
comunicación y otros elementos característicos de 
la tecnología computacional. Y como veremos en el 
próximo capítulo, las decisiones de los actores polí- 
ticos también se han equiparado con juegos (como el 
del “dilema del prisionero”). 

Algunos modelos son simplemente diagramas o 
descripciones esquemáticas de procesos y relacio- 
nes. Los gráficos 3.4 y 3.5 esquematizan dos formas 
alternativas de democracia: la democracia directa 
y la democracia representativa. En una democracia 
directa los ciudadanos se reúnen y toman decisiones 
autorizadas concernientes a la comunidad. En una 
democracia representativa, como su propio nombre 
indica, los ciudadanos eligen a sus representantes, 
que ostentan los poderes legislativo y ejecutivo del 
Estado, delegando en los elegidos y los nombramientos 


GRÁFICO 3.5 Modelo de democracia representativa 


que éstos hagan la toma de decisiones gubernamen- 
tales. Cuando estas decisiones surten efecto, los 
ciudadanos tienen la oportunidad de valorar sus 
consecuencias y seguir considerándolos o no res- 
ponsables, otorgándoles o negándoles su voto en las 
siguientes elecciones. 

Aun cuando los politólogos construyen a veces mo- 
delos matemáticos complejos para intentar represen- 
tar varios fenómenos políticos con la mayor precisión 
posible, en este libro no vamos a detenernos en estas 
técnicas estadísticamente avanzadas de modelación. 

Estrictamente hablando, un modelo no es una teoría 
explicativa. Mientras la teoría explicativa da cuenta de 
cómo sucede algo en la realidad, los modelos repre- 
sentan y describen esa realidad. Sin embargo, muy a 
menudo usamos el término “modelo teórico” (o “mo- 
delo conceptual”), que puede tener dos significados. 
De acuerdo con una primera acepción, un modelo teó- 
rico es una abstracción intelectual (en oposición a una 
representación física de algo). Los modelos informáti- 
cos, los modelos matemáticos, los diagramas e incluso 
los tipos ideales, son modelos teóricos en tanto repre- 
sentaciones intelectuales o abstractas de la realidad. 
Según una segunda acepción del término, un modelo 
teórico representa teorías explicativas. Una teoría que 
establece, por ejemplo, que la riqueza nacional causa 
la democracia a través del fomento de la educación y 
la circulación de información de interés público, se 
puede describir en un diagrama. El modelo causal re- 
cogido en el Gráfico 3.6 representa gráficamente esta 
teoría. Los modelos causales pueden ser útiles para 
clarificar cómo interactúan diferentes variables. En 
pocas palabras, los modelos también constituyen un 
método útil para enunciar generalizaciones sistemáti- 
cas sobre la política. 
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GRÁFICO 3.6 Modelo que describe las causas de la democracia 


1.7. Paradigmas 


El término paradigma adquiere dos significados en 
la ciencia política. En un sentido, un paradigma es un 
ejemplo perfecto de un fenómeno o pauta particular. 
Por ejemplo, el sistema británico de gobierno es un 
paradigma de la democracia parlamentaria. Esto 
no significa que todos los gobiernos parlamentarios 
sean exactamente iguales que el de Reino Unido en 
todos los aspectos. España, Italia, Israel y otros sis- 
temas políticos parlamentarios difieren de la versión 
británica (y entre sí) de varias maneras. Pero todos 
se parecen al ejemplo británico en ciertos aspectos 
fundamentales. Podemos comprender mejor cómo 
funcionan estos diferentes gobiernos comparándolos 
con el paradigma británico. 

Los paradigmas resultan muy útiles en la ciencia 
política comparada porque ayudan a observar y ana- 
lizar las variaciones de un mismo fenómeno (como 
la democracia parlamentaria). En este sentido, se 
aproximan mucho a los tipos ideales weberianos, si 
bien los paradigmas suelen tener un referente en el 
mundo real (como el sistema de gobierno británico), 
mientras que los tipos ideales, como su propio nom- 
bre indica, son representaciones abstractas o intelec- 
tualmente idealizadas de la realidad. 

En una segunda acepción, un paradigma es una 
forma particular de investigación intelectual o una 
aproximación específica a la investigación cientí- 
fica. Este significado del término lo popularizó en 
1962 el filósofo Thomas Kuhn (1922-1996), quien, en 
su libro La estructura de las revoluciones científicas, 
afirmó que durante siglos la ciencia occidental desa- 
rrolló varios paradigmas de pensamiento científico 
radicalmente diferentes, basados en supuestos muy 
distintos sobre el mundo natural y sobre cómo estu- 
diarlo. Así, por ejemplo, la astronomía de Ptolomeo 
(siglo II) sostenía que el sol y los planetas giraban 
alrededor de la Tierra. No sería hasta el siglo XVI 


cuando el antiguo paradigma de Ptolomeo cedió el 
paso a la astronomía heliocéntrica de Nicolás Copér- 
nico (1473-1543) basada en métodos de observación 
del sistema solar más precisos. De forma similar, las 
ideas de Aristóteles en física fueron finalmente rem- 
plazadas por las leyes de Newton en el siglo XVIII; el 
paradigma newtoniano fue relevado por la teoría de 
la relatividad y la mecánica cuántica del siglo XX; y 
así sucesivamente. 

Este significado de paradigma también se aplica 
en la ciencia política. El paradigma de la ciencia 
política que se expone en este capítulo cumple esen- 
cialmente las reglas de la lógica científica derivadas 
del enfoque empírico sobre la investigación que 
iniciaron Copérnico, Newton y otros autores que 
efectuaron aportaciones clave a la ciencia moderna. 
Sin embargo, este enfoque científico del estudio de 
la política es bastante reciente. Surgió lentamente en 
Estados Unidos en las décadas de 1930 y 1940, y fue 
moldeando cada vez más el modo de pensar de los po- 
litólogos americanos en las décadas siguientes. Antes 
de que se impusiera este paradigma de investigación 
empírica, el paradigma dominante en la ciencia políti- 
ca era principalmente descriptivo y tendía a centrarse 
en las instituciones gubernamentales y el derecho 
constitucional. Guardaba menos relación con el estu- 
dio de cómo se comporta la gente en la vida política 
y no empleaba conceptos como “variables”, “hipóte- 
sis”, “correlaciones” y otras “tuercas y tornillos” del 
pensamiento científico moderno (como las denomina 
el politólogo Jon Elster). Era también mucho menos 
cuantitativo. Incluso hoy en día siguen escribiéndose 
muchos libros y artículos importantes sobre la política 
que emplean el enfoque descriptivo más tradicional. 
Ahora bien, el paradigma científico en el que se inscri- 
be este libro —el propio de la ciencia política empírica 
moderna— es, en la actualidad, el predominante en las 
universidades americanas y europeas. 


2. CIENCIA POLÍTICA CUANTITATIVA 
Y CUALITATIVA 


La ciencia política ofrece dos enfoques básicos para 
investigar la relación entre las variables: el cuantitati- 
vo y el cualitativo. 

La ciencia política cuantitativa “se hace con nú- 
meros”. Se ocupa principalmente de fenómenos que 
pueden variar en grados o cantidades mensurables o 
cuantificables, como el número de votos emitidos en 
unas elecciones legislativas o el porcentaje de perso- 
nas que expresan diversas opiniones en una encuesta 
de opinión pública. Los estadísticos han desarrollado 
técnicas sofisticadas y programas informáticos para 
realizar diferentes tipos de mediciones de variables 
dependientes e independientes, y muchas herramien- 
tas de este tipo se pueden adaptar a la investigación 
sobre la política. 

En este libro no vamos a usar ninguna de estas 
técnicas estadísticas, pero pueden ser muy útiles 
para el estudio de la ciencia política en niveles 
más avanzados, dependiendo de la naturaleza del 
problema que se esté investigando. Sin embargo, el 
rigor estadístico no es siempre posible en el estudio 
de la política. En algunas ocasiones nos gustaría 
tener información política relevante pero, o no está 
disponible o, si lo está, no es fiable. Por ejemplo, 
las dictaduras raramente permiten que se celebren 
elecciones competitivas y apenas difunden infor- 
mación sobre la opinión pública; y las estadísticas 
que publican (como los datos económicos) no son 
transparentes y, por tanto, suscitan razonablemen- 
te sospechas de manipulación. En otras ocasiones, 
la información estadística disponible puede ser de 
utilidad para comprender una situación, pero basta 
con reflejar esa información en tablas o gráficos, sin 
entrar en cálculos muy sofisticados. Las estadísticas 
económicas, los resultados de las elecciones y otros 
datos cuantitativos relevantes suelen usarse en cien- 
cia política de esta forma; en capítulos posteriores 
emplearemos muchos de estos datos “en bruto”, es 
decir, sin someterlos a un tratamiento estadístico. 
Por último, en algunos casos, el análisis estadístico 
es sólo parcialmente útil para comprender la realidad 
política y debemos combinarlo con otra información 
fáctica no directamente cuantificable, como explica- 
ciones históricas u otras descripciones de los eventos, 
los procesos o las ideas políticas. 

Este último tipo de información es la que propor- 
cionan los politólogos que efectúan investigaciones 
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cualitativas. La ciencia política cualitativa des- 
cribe y analiza detalladamente cuestiones como el 
funcionamiento de las instituciones del gobierno, 
la organización de los partidos y grupos de interés, 
o los discursos públicos sobre los problemas que 
afronta un país. Estos y otros fenómenos políticos 
semejantes no se pueden entender completamente 
mediante los análisis estadísticos. 

Muchos analistas de orientación cualitativa son 
especialmente sensibles a los contextos en los que 
se desarrolla la vida política de un país dado. Por 
ejemplo, para comprender los eventos actuales en 
la China o la India contemporáneas, los politólogos 
cualitativistas suelen recordarnos que las particu- 
laridades de la política —como un cambio reciente 
de liderazgo o las últimas elecciones— no ocurren 
en el vacío. Estos eventos tienen raíces históricas y 
también están relacionados con condiciones sociales, 
culturales o económicas complejas, de manera que 
no se pueden explicar adecuadamente recurriendo 
sólo a datos numéricos u operaciones estadísticas. 
En definitiva, la ciencia política cualitativa postula 
la necesidad de sumergirse en la historia, la cultura, 
e incluso la lengua de cada país, para comprender 
cabalmente sus instituciones políticas y los procesos 
que se desarrollan en su marco. 

Cualitativistas y cuantitativistas se han enzarzado 
en acalorados debates sobre qué forma de análisis 
es superior. Los politólogos de orientación cuanti- 
tativa aprecian la precisión y la exactitud del rigor 
estadístico; suelen acusar a los investigadores de 
orientación cualitativa de vaguedad e imprecisión. 
Estos últimos, por su parte, tienden a acusar a los 
colegas que se aferran a los números de ignorar en 
política todo lo que no se puede reducir a simples 
datos estadísticos. En consecuencia, sostienen que 
los cuantitativistas no aprecian la realidad política 
en toda su complejidad. 

Hoy en día, un considerable número de politólogos 
reconocen que el enfoque cualitativo y el cuantitativo 
son complementarios, y que la elección depende, en 
última instancia, de la naturaleza del problema que se 
esté estudiando. Unos temas se prestan especialmen- 
te al análisis cuantitativo (como el comportamiento 
electoral o la opinión pública), mientras que otros son 
menos adecuados para la aplicación de métodos esta- 
dísticos. En muchos casos ambos pueden ir juntos. Y 
lo que es más importante aún, ambos enfoques utili- 
zan el análisis científico y deben observar las mismas 
reglas fundamentales de la lógica científica. 
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3. FALACIAS LÓGICAS 


Para terminar la presente introducción al pensamien- 
to crítico sobre la política, conviene hacer algunas 
advertencias sobre determinadas falacias lógicas 
frecuentes en la argumentación política. La lista si- 
guiente es sólo parcial debido a las limitaciones de 
espacio, y no puede sustituir a un libro de lógica. No 
obstante, como las falacias que presentamos son las 
más comunes, requieren especial atención. 

En la falacia de composición se incurre cuando 
se supone que el todo es exactamente igual que las 
partes. Hay que tener cuidado y no atribuir rasgos 
(como actitudes o comportamientos) a toda una cla- 
se o grupo cuando esos atributos pertenecen sólo a 
una parte de ese grupo. Esta falacia es la base del 
estereotipo, que considera similares a todos los indi- 
viduos de un grupo particular, pasando por alto sus 
diferencias. Por ejemplo, si a partir del análisis de la 
corrupción en un sistema democrático concluyéra- 
mos que todas las democracias adolecen de similares 
problemas de corrupción, estaríamos incurriendo en 
una falacia de composición. 

La falacia ecológica consiste en inferir carac- 
terísticas individuales a partir de datos agregados 
(ecológicos) de un grupo, esto es, de características 
del colectivo al que dicho individuo pertenece. La 
asociación entre variables que encontramos a escala 
agregada no tiene por qué producirse en cada uno 
de los miembros de dicho grupo. Como ilustración 
de una falacia ecológica, imaginemos que, tras la 
celebración de una consulta electoral, contamos con 
datos agregados sobre el porcentaje de abstención en 
diferentes circunscripciones electorales. Estos datos 
indican que en aquellas circunscripciones en las 
que normalmente predomina el voto al partido X, la 
abstención ha sido mayor. Si concluyéramos a partir 
de esta evidencia que son los votantes del partido X 
quienes se han abstenido, estaríamos incurriendo en 
una falacia ecológica, toda vez que nos faltan datos 
para saber exactamente quién votó y quién se abstuvo 
(puesto que el ejercicio del voto es personal y secreto, 
sólo si disponemos de una encuesta post-electoral en 
la que se pregunte a los entrevistados por qué partido 
votaron, tendremos información sobre las caracterís- 
ticas del voto individual). 

La tautología (razonamiento circular) atribuye 
causalidad al mismo fenómeno cuyas causas se in- 
tentan explicar. El término procede de una palabra 
del griego antiguo que significa “lo mismo”. Por 


ejemplo, la frase “el conflicto armado entre los gru- 
pos enfrentados de Yugoslavia generó una amarga 
guerra civil” es tautológica porque la guerra civil es 
un conflicto armado entre grupos enfrentados de un 
mismo país. Las dos cuestiones son esencialmente 
la misma y, por lo tanto, una no puede causar la 
otra. Para establecer las causas de una guerra civil 
debemos analizar variables explicativas diferentes al 
fenómeno que queremos explicar, como las hostilida- 
des étnicas y religiosas. 

Los razonamientos post hoc ergo propter hoc 
(“después de ello y, por lo tanto, debido a ello”) son 
falaces, toda vez que suponen que A causó B porque 
A precedió a B. La proposición “la caída de la dic- 
tadura portuguesa en 1974 precipitó el final de la 
dictadura franquista” ilustra un razonamiento de 
este tipo. La frase no explica por qué un fenómeno 
precipitó el otro. 

Los argumentos a fortiori (“con mayor razón”) 
parten de que lo que es verdad de un fenómeno en un 
nivel o grado es automáticamente verdad del mismo 
fenómeno en niveles o grados superiores. Por ejem- 
plo, la afirmación “cuanta más empresa privada hay 
en la economía, más democracia habrá” presupone 
que, puesto que un sector privado vigoroso puede ser 
favorable para la democracia, una economía total- 
mente privatizada, sin intervención gubernamental 
en los asuntos económicos, constituiría la mejor op- 
ción para promover la democracia. Se pasa así por 
alto la posibilidad de que una economía totalmente 
privatizada, sin un sistema de protección social ni un 
sistema fiscal redistributivo que aplique impuestos 
más altos a medida que aumenten los tramos de ren- 
ta, podría generar un reparto de la riqueza muy des- 
igual, y quizá conducir a intensos conflictos sociales 
capaces de destruir la democracia. 

Falsa analogía es la falacia consistente en realizar 
comparaciones inadecuadas o inexactas entre dos fe- 
nómenos o situaciones. Un ejemplo de falsa analogía 
es la afirmación “los sistemas políticos son como or- 
ganismos vivos: nacen, crecen, inevitablemente decaen 
y mueren”. Esta analogía “orgánica” no encuentra res- 
paldo en la realidad. Las analogías históricas también 
son problemáticas. He aquí un ejemplo: “la dictadu- 
ra de Salazar en Portugal fue como la dictadura de 
Franco en España”. A pesar de ciertas similitudes 
evidentes, los dos casos no son exactamente igua- 
les. Aunque ambas dictaduras coexistieron durante 
décadas, no afrontaron los mismos problemas ni su 
desplome respondió a las mismas causas. 
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Una hipótesis no falsable es aquella que no se 
puede comprobar empíricamente, es decir, que no 
es susceptible de refutación. Un ejemplo de hipóte- 
sis no falsable es: “el destino de nuestro país está en 
manos de Dios”. Como no podemos ver o escuchar 
físicamente a Dios, carecemos de evidencia empírica 
para poder rechazar la hipótesis. Otro ejemplo lo en- 
contramos en la afirmación: “las leyes del desarrollo 
histórico conducen, en el largo plazo, al desplome 
del capitalismo, aunque esta forma de organización 
económica tenga éxito en el corto plazo”. Ante la 
ausencia de evidencia empírica sobre el futuro, care- 
cemos de bases para probar si la hipótesis es correcta 
o no. Ambas hipótesis son artículos de fe; no cabe su 
contrastación con la realidad. 

Por último, los politólogos debemos precavernos 
ante dos falacias lógicas bastante comunes: la falsa 
inferencia y el reduccionismo. La primera consiste 
en inferir injustificadamente conclusiones a partir 
de datos estadísticos u otros hechos, especialmente 
cuando se intenta establecer causalidad. La segunda 
responde a la tendencia de explicar un fenómeno en 
función de una sola causa (monocausalidad), igno- 
rando otras que también han podido intervenir en él. 


4. LA LÓGICA DE LA COMPROBACIÓN 
DE HIPÓTESIS 


La comprobación de hipótesis representa una activi- 
dad central de la ciencia política. Es una de las tareas 
que la convierte en ciencia en el sentido formal del 
término. Al aprender a formular y comprobar hipóte- 
sis, se aprende mucho sobre la ciencia política y sobre 
la realidad política misma. 

El conocimiento y la aplicación de las principales 
reglas de la comprobación de hipótesis ayudan a 
pensar lógica y coherentemente. Una de las tareas 
cruciales a este respecto consiste en aprender algu- 
nas de las reglas de causalidad más importantes. En 
realidad, ¿qué certezas tenemos sobre la política?, 
¿qué sabemos con menos certidumbre?, ¿en qué me- 
dida podemos realmente “probar” que un fenómeno 
causa otro?, ¿hasta qué punto son válidas nuestras 
generalizaciones? Este tipo de preguntas se encuen- 
tran en el núcleo de la epistemología, el campo de la 
investigación que se ocupa de clarificar el alcance 
y los límites del conocimiento. Las cuestiones epis- 
temológicas son decisivas para el desarrollo de la 
capacidad de razonamiento crítico, necesaria en la 
práctica de cualquier ciencia. 


4.1. Fuentes de hipótesis 


Las hipótesis sobre la política se pueden derivar de va- 
rias fuentes. En algunos casos se derivan de preguntas 
que se nos ocurren cuando observamos la realidad. 
Por ejemplo, simplemente tras leer el periódico pode- 
mos advertir el hecho bastante obvio de que algunos 
países tienen sistemas de gobierno democráticos y 
otros no. A partir de un examen superficial de estas 
noticias podemos concebir algunas respuestas. Una 
posible explicación se centra en la economía: obser- 
vamos que las democracias más estables del mundo 
se encuentran entre los países más ricos. Advertimos 
particularmente que países ricos como Estados Uni- 
dos, Canadá, Reino Unido, Francia, Alemania, Espa- 
ña y Japón son democracias estables. Los países que 
carecen de democracia y los actualmente implicados 
en la construcción de la democracia tras el desplome 
de un régimen dictatorial, parecen, en su mayor par- 
te, menos desarrollados económicamente. Muchos 
países de Latinoamérica y África entran en estas 
últimas categorías. 

Un examen superficial de estos hechos nos per- 
mite plantear la siguiente hipótesis: “la riqueza 
nacional promueve la democracia”. Esta hipótesis 
implica una relación causa-efecto: la riqueza nacio- 
nal causa, de alguna forma, que surja y perdure la 
democracia, mientras la pobreza nacional impide o 
mina la democracia. 

La técnica que acabamos de usar para formular 
nuestra hipótesis se llama inducción. La inducción 
es un proceso de razonamiento que va de lo específico 
a lo general. Partimos de unas observaciones especí- 
ficas en virtud de las cuales formulamos una amplia 
generalización que se puede aplicar a los fenómenos 
observados, así como a fenómenos relacionados con 
ellos que aún no hemos observado. De este modo, 
nuestra observación de algunas democracias ricas 
y de algunos sistemas no democráticos pobres nos 
lleva a suponer que la riqueza nacional guarda tal vez 
relación con todas las democracias, y que la pobreza 
nacional concurre quizá con todos los sistemas no 
democráticos. Decimos “quizá” o “tal vez” porque, 
por el momento, estas amplias generalizaciones son 
sólo sospechas o suposiciones realizadas sobre la 
base de una pequeña cantidad de observaciones. Esto 
es precisamente lo que caracteriza a las hipótesis: son 
sospechas, conjeturas o suposiciones bien expresadas. 
No sabemos todavía si esa suposición es verdadera 
o falsa. Sólo tras comprobar la hipótesis analizando 


46 Política y ciencia política: Una introducción 


una cantidad bastante mayor de democracias y siste- 
mas no democráticos, se podrá obtener una idea más 
clara de si la generalización propuesta es válida y en 
qué medida. 

Otra fuente de hipótesis se halla en las generaliza- 
ciones que han sido ya formuladas. Mientras ojeamos 
el periódico, nos detenemos en un editorial que se 
manifiesta a favor de hacer más esfuerzos internacio- 
nales para promocionar el desarrollo económico de 
democracias incipientes como las de Rusia y Sudáfri- 
ca. El editorial justifica esta recomendación política 
en virtud de una generalización amplia: “la riqueza 
nacional promueve la democracia”. 

El editorial desarrolla una serie de razones que 
explican por qué la riqueza nacional promueve la 
democracia. Una es que la democracia implica un 
pueblo capaz de comprender las cuestiones políticas 
y participar activamente en el proceso electoral y las 
discusiones públicas. Pero un electorado con esas 
capacidades requiere un sistema de educación eficaz 
y de amplia cobertura, algo que cuesta bastante di- 
nero. Los países ricos se encuentran en una posición 
mejor que los pobres para proporcionar a sus ciuda- 
danos una buena educación universal. Igualmente es 
sabido que la democracia lleva consigo el desarrollo 
de un sistema de comunicación de masas para que 
la gente se mantenga informada sobre los aconteci- 
mientos políticos. Este sistema también es costoso. 

Es más, según se argumenta en el editorial, la demo- 
cracia requiere una considerable clase media deseosa 
de tener voz y voto en el modo en que se gobierna el 
país. Los ciudadanos ricos se pueden dar perfecta- 
mente por satisfechos con un régimen dictatorial que 
les permita conservar su riqueza, y los pobres pueden 
carecer de cultura o estar muy desorganizados como 
para promover las reformas democráticas. En cambio, 
la clase media suele generar un activismo favorable a 
la democracia. Y los países ricos tienden más que los 
pobres a tener una clase media considerable. 

Además, sigue la argumentación del editorial, los 
países ricos están mejor equipados que los pobres 
para satisfacer las demandas de servicios públicos 
de los ciudadanos. La democracia concede a la so- 
ciedad una oportunidad para demandar prestaciones 
tales como educación, una vivienda digna, asistencia 
sanitaria y pensiones. Los países pobres son menos 
capaces de satisfacer estas demandas populares, por 
lo que los gobernantes niegan a su pueblo la opor- 
tunidad de articularlas en un proceso democrático 
abierto. Así, si la democracia es una buena fórmula 


de gobierno para todo el mundo, concluye el editorial, 
las democracias ricas deben hacer todo lo posible 
para ayudar a las naciones menos desarrolladas del 
mundo a superar su pobreza. 

En este caso particular, el editorial no analiza 
países democráticos y no democráticos específicos. 
Antes bien, deriva su hipótesis de generalizaciones 
sobre las causas del surgimiento de la democracia. La 
hipótesis según la cual la riqueza nacional promueve 
la democracia se basa en una explicación general de 
varios factores necesarios para construir un régimen 
democrático, que dependen, en última instancia, de 
la riqueza nacional. Por tanto, no sólo los fenómenos 
específicos, sino también las generalizaciones pueden 
ser una fuente de generación de hipótesis. 


4.2. Pasos en la comprobación de las hipótesis 


¿Son correctas las amplias generalizaciones del edito- 
rial? Para saberlo, es necesario distinguir las proposi- 
ciones comprobables y contrastarlas con la evidencia. 
Concentrémonos en la hipótesis central, “la riqueza 
nacional promueve la democracia”. ¿Cómo puede 
comprobarse esta hipótesis? 

Cabe elegir entre varios métodos en función de si 
se va a utilizar un enfoque de análisis cualitativo o 
cuantitativo (o una combinación de ambos) y de si 
se quiere examinar una gran cantidad de países o 
circunscribirse a unos pocos particularmente ilus- 
trativos. Sin embargo, en la mayoría de los casos la 
lógica de la comprobación de hipótesis implica los 
cinco siguientes pasos: 


1. Definición de los términos clave 

2. Identificación de las variables 

3. Formulación de las expectativas de las hipótesis 
4. Recopilación y examen de los datos 

5. Conclusiones a partir de los datos 


Definición de los términos clave 


Como la hipótesis que pretendemos comprobar gira 
en torno a la democracia, es preciso, en primer lu- 
gar, definir el término. Democracia es un concepto 
multidimensional que implica, entre otros muchos 
elementos, la celebración de elecciones regulares y el 
reconocimiento de las libertades y los derechos civiles 
y políticos de los ciudadanos. Las listas de derechos 
civiles y políticos de Freedom House incluyen casi to- 
dos los componentes esenciales de la democracia. Es 
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más, el sistema de puntuación numérica que emplea 
Freedom House, de acuerdo con el cual los Estados 
más democráticos reciben la calificación de 1 y los 
más dictatoriales la de 7, proporciona una estimación 
útil del grado en que los países del mundo cumplen 
esos criterios, a pesar de que el sistema carece de 
precisión estadística. Aquí usaremos, pues, los crite- 
rios de Freedom House y nos serviremos de su índice 
compuesto de derechos políticos y civiles para medir 
el grado de democracia relativo de cada país. Conside- 
raremos “democracias” a los países con un índice de 
derechos civiles y políticos entre 1 y 2,5; “regímenes 
semi-democráticos”, entre 3 y 3,5; “regímenes semi- 
dictatoriales” entre 4 y 5,5; y “dictaduras”, entre 6 y 7. 

Es posible especificar aún más el concepto de 
democracia que vamos a utilizar seleccionando las 
democracias estables, es decir, las que han durado 
largos períodos de tiempo. Para los propósitos de este 
ejercicio, una democracia de larga duración, o estable, 
será la que ha durado al menos 40 años seguidos. 

Puesto que el objetivo de investigación consiste en 
examinar la relación entre la democracia y la riqueza 
nacional, hay que clarificar también lo que debe en- 
tenderse por riqueza y pobreza. Hay diferentes modos 
de medir la renta anual de un país, pero es preciso 
especificar qué medida usamos. Nos basaremos en 
los datos del producto nacional bruto (PNB) per 
cápita, también proporcionados por Freedom House. 
Tomando como criterios orientativos los utilizados 
por otras instituciones internacionales, podemos 
dividir los países en cuatro categorías según su PNB 
per cápita de 2005: países de renta alta, con 9.000 
dólares o más; países de renta media-alta, de 2.900 
a 8.999 dólares; países de renta media-baja, de 750 a 
2.899 dólares; y países de renta baja, con menos de 
750 dólares. 

Por último, ¿qué queremos decir cuando formula- 
mos la hipótesis de que la riqueza nacional “promueve” 
la democracia? Aquí tenemos que especificar de 
qué forma la riqueza nacional causa la democracia. 
Más concretamente, lo que queremos decir es que la 
riqueza (a) causa el surgimiento de la democracia, 
desplazando a las formas no democráticas de go- 
bierno, y (b) causa que las democracias ya existentes 
logren perdurar. 


Identificación de las variables 


El siguiente paso consiste en identificar las variables 
dependientes e independientes. Como la existencia de 


la democracia es el efecto que se pretende explicar, 
ésta es la variable dependiente. 

La variable independiente es el nivel de riqueza 
nacional. Queremos averiguar cómo se relacionan 
los diferentes niveles de riqueza nacional —medida 
en PNB per cápita— con los sistemas de gobierno 
democráticos y dictatoriales. Esta variable indepen- 
diente es, en principio, nuestra variable explicativa. 
Podemos manipularla observando cómo se relacio- 
nan los diferentes grados de riqueza nacional con la 
existencia de la democracia. 


Formulación de las expectativas de las hipótesis 


Las hipótesis se suelen plantear como proposiciones 
declarativas. Hasta ahora hemos formulado nuestra 
hipótesis como una frase declarativa: “la riqueza na- 
cional promueve la democracia”. Pero para compro- 
bar una hipótesis de forma sistemática, es necesario 
reformularla de modo que indique lo que debemos 
buscar cuando recogemos evidencias o datos que 
puedan confirmar o contradecir su validez: si la hi- 
pótesis es válida, entonces ¿qué esperamos encontrar 
a medida que examinamos los datos disponibles? En 
otras palabras, ¿cuáles son las expectativas de nues- 
tra hipótesis? Por tanto, es útil reformular la hipóte- 
sis del siguiente modo: “si...., entonces...”. 

Si la riqueza nacional promueve la democracia, 
entonces esperamos descubrir que: (a) los Estados 
relativamente ricos son democracias y (b) los Estados 
relativamente pobres no lo son. 

Lógicamente, también esperamos descubrir que 
(c) las democracias son relativamente ricas y (d) los 
regímenes no democráticos son relativamente po- 
bres. Cuanta más riqueza tenga un país, mayor será 
la probabilidad de que sea democrático. Por lo tanto, 
de acuerdo con la hipótesis formulada y concretando 
las expectativas, los países de renta alta y media-alta 
serán democracias o regímenes semi-democráticos, 
mientras que los países de renta baja y media-baja 
serán regímenes dictatoriales o semi-dictatoriales. 

El proceso por el cual las hipótesis se traducen a la 
forma “si..., entonces...” ejemplifica la deducción. Este 
término define, por tanto, un proceso de razonamiento 
que procede de lo general a lo particular. Partiendo de 
una generalización que abarca una amplia serie o clase 
de fenómenos, se aplica a casos particulares. En nues- 
tro ejemplo, partimos de la hipótesis que propone que 
la riqueza nacional promueve la democracia en general, 
y aplicamos esa generalización a países específicos. De 
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acuerdo con la lógica deductiva, las aplicaciones de la 
generalización a los casos particulares deben seguirse 
por necesidad lógica. En otras palabras, si A es verdad, 
entonces B debe ser verdad; si B es verdad, se sigue que 
C es verdad; y así sucesivamente. En definitiva, si la 
riqueza nacional promueve la democracia, entonces es 
lógico que países específicos relativamente ricos sean 
democracias, y que países específicos relativamente 
pobres no lo sean. Expresada mediante la fórmula de 
“si..., entonces...”, una hipótesis predice un determi- 
nado resultado de la investigación como un resultado 
lógicamente derivado. 

Las deducciones que acabamos de hacer a partir 
de la hipótesis indican lo que esperamos descubrir 
en la realidad. Si descubrimos o no esos resultados, 
es otra cuestión. Sólo si los datos recopilados en la 
fase de la comprobación de la hipótesis concuerdan 
con los resultados previstos, la hipótesis es, al menos 
hasta que se encuentre evidencia contraria, acertada. 
Pero si los datos se desvían de las expectativas que 
genera la hipótesis, la hipótesis es incorrecta. 


Recopilación y examen de los datos 


El análisis empírico se basa en datos, información o 
evidencia. Si falta un cuerpo suficiente de evidencia 


fáctica que respalde la hipótesis, ésta no puede ser 
comprobada de forma satisfactoria. Supongamos, por 
ejemplo, que sólo hay una democracia en el mundo y 
resulta que es bastante rica; que los demás gobiernos 
del mundo son regímenes no democráticos, y todos 
económicamente subdesarrollados. Sobre la base de 
esta información, se podría concluir que la evidencia 
disponible concuerda con la hipótesis que vincula 
la democracia con un nivel relativamente alto de 
riqueza nacional. Pero un único caso es insuficiente 
para confiar en la generalidad de esta conclusión. 
No nos convence de que la riqueza nacional sea 
realmente necesaria para promover las democracias 
en todo el mundo. Otros factores pueden ser más 
importantes (como la cohesión social, la religión 
que profesa la mayoría de la población, etc.). Que 
la única democracia existente sea rica puede ser 
puramente fortuito. La confianza en la validez de 
una generalización tiende a aumentar con el número 
de casos disponibles para respaldarla. 

Examinando la lista de Freedom House, descubrimos 
que sólo unas pocas democracias del mundo obtienen 
un alto índice de reconocimiento de derechos civiles y 
políticos. Tras identificarlas, verificamos si cumplen 
nuestros criterios de riqueza nacional. Los países 
de la Tabla 3.1 cumplen estos criterios: se cuentan 


TABLA 3.1 


Ejemplos de democracias de renta alta 


PNB per cápita 
(en dólares) 
Noruega 38.730 
Suiza 36.170 
Estados Unidos 35.400 
Japón 34.010 
Dinamarca 30.260 
Reino Unido 25.510 
Holanda 23.390 
Alemania 22.740 
Israel 20.131 
Italia 19.080 
España 14.580 
Taiwan 13.392 
Grecia 11.660 
Portugal 10.720 


Índice de derechos Democracia de larga 


políticos/civiles duración 

1 X 
1 X 
1 X 
1,5 X 
1 X 
1 X 
1 X 
1 X 
2 X 
1 X 
1 

2 

1 

1 


Fuente: Freedom House, Country Reports 2005 (www.freedomhouse.org) 
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TABLA 3.2 


Ejemplos de democracias y regímenes 


TABLA 3.4 


Ejemplos de dictaduras y regímenes 


semi-democráticos de renta media-alta 


Índice de 


PNB per cápita derechos 
(en dólares) políticos/civiles 
México 5.920 2 
República Checa 5.480 1 
Hungría 5.290 1 
Polonia 4.570 1 
Chile 4.250 1 
Argentina 4.220 2 
Estonia 4.190 1 
Venezuela 4.080 3,5 
Costa Rica 4.070 1 
Botswana 3.010 2 
Brasil 2.830 2,5 


Fuente: Freedom House, Country Reports 2005 (www.freedomhouse.org) 


TABLA 3.3 


Ejemplos de dictaduras y regímenes 


semi-dictatoriales de renta baja 


Índice de 
PNB per cápita derechos 
(en dólares) políticos/civiles 
Azerbaiyán 710 5,5 
Guinea Ecuatorial 700 6,5 
Afganistán 700 5,5 
Zimbabwe 490 6,5 
Vietnam 430 6,5 
Haití 440 6,5 
Pakistán 420 5,5 
Uzbekistán 310 6,5 
Nigeria 300 4 
Etiopía 100 5 


Fuente: Freedom House, Country Reports 2005 (www.freedomhouse.org) 


entre los países más ricos del mundo y todos ellos 
son democracias con un índice de reconocimiento 
de derechos civiles y políticos que oscila entre 1 y 2. 
Además, excepto unas pocas, todas son democracias 
de larga duración, cuyas instituciones democráticas 
han subsistido durante al menos 40 años. 


semi-dictatoriales de renta media-baja 


Índice de 
PNB per cápita derechos 
(en dólares) políticos/civiles 
Cuba 2.900 7 
Rusia 2.130 5,5 
Colombia 1.820 4 
Guatemala 1.760 4 
Irán 1.720 6 
Argelia 1.720 5,5 
Egipto 1.470 5,5 
Marruecos 1.170 4,5 
Siria 1.130 7 
China 960 6,5 


Fuente: Freedom House, Country Reports 2005 (www.freedomhouse.org) 


Hay también una elevada cantidad de países de 
renta media-alta clasificables como democracias 
o regímenes semi-democráticos de acuerdo con 
nuestra definición (Tabla 3.2). Sin embargo, a di- 
ferencia de la mayoría de países de renta alta, sólo 
uno de estos países, Costa Rica, puntúa como una 
democracia de larga duración que ha mantenido las 
instituciones y las prácticas democráticas durante al 
menos 40 años seguidos. 

Los datos parecen confirmar la expectativa de que 
los países ricos y de renta media-alta tienden a ser de- 
mocracias o regímenes semi-democráticos. También 
encontramos ejemplos que respaldan la hipótesis 
complementaria según la cual los países pobres tien- 
den a ser regímenes semi-dictatoriales o dictatoriales 
(Tabla 3.3). Asimismo, la expectativa de que los países 
de renta media-baja tienden a ser dictaduras o regí- 
menes semi-dictatoriales encuentra respaldo en los 
datos (Tabla 3.4). 

Así pues, hemos identificado algunos regímenes 
democráticos o semi-democráticos contemporáneos 
clasificados como ricos o relativamente ricos (estos 
últimos con rentas de nivel medio-alto) y una can- 
tidad elevada de regímenes no democráticos clasi- 
ficados como pobres o relativamente pobres (estos 
últimos con rentas de nivel medio-bajo). Los países 
con la puntuación más alta en el índice de derechos 
civiles/políticos se encuentran, en su mayoría, en la 
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TABLA 3.5 


nplos de democ ias de renta media-baja 


v baja 


PNB Índice de 
per cápita derechos 
(en dólares) políticos/civiles 
Sudáfrica 2.500 1,5 
El Salvador 2.110 2,5 
República Dominicana 2.070 2 
Perú 2.020 2,5 
Rumania 1.870 2,5 
Namibia 1.790 2,5 
Bulgaria 1.770 1,5 
Filipinas 1.030 2,5 
India 470 2,5 
Senegal 470 2,5 
Mali 240 2 


Fuente: Freedom House, Country Reports 2005 (www.freedomhouse.org) 


TABLA 3.6 


Ejemplos de regímenes semi-democráticos de 


renta media-baja y baja 


PNB Índice de 
per cápita derechos 
(en dólares) políticos/civiles 
Turquía 2.490 3 
Paraguay 1.170 3 
Albania 1.450 3 
Sri Lanka 850 3 
Indonesia 710 3,5 
Mozambique 200 3,5 
Nicaragua 710 3 
7Tanzania 290 3,5 
Mozambique 200 3,5 


Fuente: Freedom House, Country Reports 2005 (www.freedomhouse.org) 


categoría de los ricos, como todas las democracias 
de larga duración. Estos datos concuerdan con la 
predicción de la hipótesis. 


Sin embargo, en un trabajo de investigación cientí- 
fica no basta con buscar una evidencia que confirme 
la hipótesis o dar por finalizada la recopilación de 
datos después de haber encontrado esa evidencia 


confirmatoria. Es también imprescindible buscar 
información que pueda contradecir la hipótesis. 

La búsqueda de información que pueda contra- 
decir la hipótesis es crucial en todas las formas de 
argumentación lógica. Muchos científicos van mucho 
más lejos y, basándose en argumentos del filósofo 
austriaco Karl Popper (1902-1994), afirman que 
la ciencia consiste, sobre todo, en la formulación y 
comprobación de generalizaciones susceptibles de 
falsación empírica. Aplicado a nuestro caso, ello nos 
obliga a rastrear la existencia de (a) democracias que 
no sean ricas o relativamente ricas y (b) dictaduras 
ricas o relativamente ricas. 

El caso es que unas pocas democracias (con un ín- 
dice combinado de derechos políticos y civiles entre 
1 y 2,5) se clasifican como economías de renta baja 
o renta media-baja (Tabla 3.5). Uno de los países más 
pobres (y más grandes) del mundo, la India, ha man- 
tenido procedimientos democráticos durante la mayor 
parte de su existencia como Estado independiente 
desde 1947. Asimismo, más de una docena de países 
de renta baja y renta media-baja entran en la categoría 
de regímenes semi-democráticos (Tabla 3.6). 

La existencia de tantos regímenes democráticos y 
semi-democráticos en las categorías de renta baja y 
media-baja contradice las expectativas derivadas de 
nuestra hipótesis. Por tanto, los países enumerados 
en las tablas 3.5 y 3.6 proporcionan una evidencia 
indiscutible de que la pobreza no constituye una ba- 
rrera insalvable para la democracia. Si bien una eco- 
nomía de renta relativamente media puede facilitar el 
establecimiento y el mantenimiento de instituciones 
y prácticas democráticas, en modo alguno determina 
este resultado. 

De la Tabla 3.7 se desprende otra enseñanza no 
menos importante. En ella se relacionan países 
de renta alta y media alta que en el 2005 no eran 
democracias totalmente desarrolladas ni tampo- 
co regímenes semi-democráticos. La información 
presentada en esta tabla contradice la expectativa 
de que los países ricos tienden a ser democracias 
que garantizan un nivel alto de derechos civiles y 
políticos. Estos datos también refutan la expectati- 
va de que los países de renta media-alta tienden a 
ser democráticos o, al menos, semi-democráticos. 
La enseñanza obvia extraíble de estos datos es que 
la riqueza nacional no garantiza la democracia. Ni 
siquiera proporciona una garantía contra las dicta- 
duras muy represivas que violan flagrantemente los 
derechos civiles y políticos fundamentales. 
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TABLA 3.7 


Ejemplos de dictaduras y regímenes 


semi-dictatoriales de renta alta y media-alta 
PNB Índice de 
per cápita derechos 
(en dólares) políticos/civiles 
Qatar 20.701 5,5 
Singapur 20.690 4,5 
Emiratos Árabes Unidos 20.217 6 
Kuwait 16.340 4,5 
Brunei 13.724 5,5 
Arabia Saudí 8.530 7 
Libia 5.944 7 


Fuente: Freedom House, Country Reports 2005 (www.freedomhouse.org) 


En resumen, la mayoría de los países del mundo 
de renta alta son democracias; efectivamente, esta 
categoría de renta concentra, sin duda, el grupo más 
numeroso de democracias duraderas. Es más, un ele- 
vado número de países pobres y de renta media-baja 
son semi-dictatoriales o dictatoriales. Estos hechos 
concuerdan con nuestra hipótesis. Pero algunos países 
de renta alta y otros de renta media-alta no figuran 
entre las democrácias, ni tampoco entre los regímenes 
semi-democráticos. Además, una lista considerable 
de países de renta media-baja, e incluso pobres, son 
democracias o regímenes semi-democráticos (aunque 
sólo uno ha conseguido perdurar más de 40 años). 
Estos datos no concuerdan con la hipótesis de la que 
partíamos, es decir, contradicen las expectativas gene- 
radas por ella. Llegados aquí, el paso siguiente consis- 
te en determinar las conclusiones que cabe extraer de 
estas evidencias mixtas o ambiguas. 


Conclusiones a partir de los datos 


La primera pregunta que surge a la hora de sacar 
conclusiones a partir de la evidencia disponible es 
si ha quedado “probada” la hipótesis. Sin embar- 
go, el verbo “probar” implica certeza absoluta, y la 
mayoría de los científicos dudan de que se pueda 
probar algo con total certeza. Por un lado, la eviden- 
cia recopilada, al margen de lo exhaustiva que sea 
la investigación, puede no ser suficiente para emitir 
un veredicto final sobre la validez universal de las 
conclusiones. Aunque todos los datos disponibles con- 
firmaran la hipótesis, puede existir también evidencia 


contraria que desconozcamos. Por lo tanto, en lugar 
de jactarnos de que la evidencia “prueba” de forma 
concluyente que una hipótesis es correcta, debemos 
conformarnos con la modesta conclusión de que la 
evidencia concuerda con la hipótesis. La conclusión 
de que una relación hipotética es “verdadera” sólo 
puede ser tentativa. 

Resulta más fácil descartar la validez universal 
de una hipótesis que probarla. Encontrando alguna 
evidencia que contradiga los resultados que prevé la 
hipótesis, se puede demostrar que la relación hipoté- 
tica no es universalmente válida. Puede ser válida en 
ocasiones, pero no siempre. 

En pocas palabras, cuando sacamos conclusiones 
a partir de los datos disponibles, debemos distinguir 
entre la evidencia que concuerda con la hipótesis y la 
que no concuerda con ella. Cuando una parte de la 
evidencia concuerda con la hipótesis y otra parte no 
lo hace, los resultados de la investigación son mixtos. 
Entonces, en la medida de lo posible, hay que espe- 
cificar las condiciones bajo las cuales la hipótesis es 
correcta y las condiciones bajo las cuales no lo es. 

En otros casos, la evidencia puede ser tan mixta, 
confusa o sencillamente inadecuada que puede re- 
sultar no concluyente: en realidad, no podemos estar 
seguros de si nuestra hipótesis es verdadera o falsa, o 
en qué medida lo es. 

Teniendo en cuenta estas observaciones, extrai- 
gamos ahora algunas conclusiones a partir de la 
evidencia antes expuesta sobre las democracias y 
la riqueza nacional. Para empezar, disponemos de 
evidencia concordante con la hipótesis que relaciona 
la riqueza nacional y la democracia, pero también 
de datos que la contradicen. Existen democracias 
relativamente ricas y regímenes no democráticos que 
también lo son. Existen democracias relativamente 
pobres y dictaduras que también lo son. Por lo tanto, 
en conjunto, la evidencia examinada es mixta: parte 
de ella respalda la hipótesis y otra parte la contradice. 
Los datos no vinculan incontrovertiblemente la rique- 
za relativa con la democracia, ni excluyen de forma 
concluyente una relación entre estas dos variables. 

No obstante, es posible discernir algunas pautas 
generales. La inmensa mayoría de las democracias du- 
raderas que más puntúan se agrupan en la categoría 
de renta alta. En cambio, los regímenes dictatoriales 
(con una puntuación entre 6 y 7) tienden a agruparse 
en la categoría de renta baja. Estos datos sugieren la 
existencia de una correlación entre la democracia y 
la riqueza nacional. Si bien esta correlación puede 
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no ser universalmente aplicable, sigue marcando una 
tendencia perceptible. 

Establecer una correlación entre variables es un 
primer paso necesario para demostrar una relación 
causal entre ellas. Sin embargo, hay que tener en 
mente que una correlación no establece causalidad 
por sí misma. ¿En qué medida demuestran los datos 
recopilados que la riqueza nacional “promueve” la 
democracia en el sentido de que es causa de su sur- 
gimiento y persistencia? Procede ahora considerar 
algunos principios básicos de la inferencia causal y 
del razonamiento por deducción. 


5. INFERENCIA CAUSAL Y 
RAZONAMIENTO DEDUCTIVO 


5.1. Inducción 


Como ya se ha señalado, la inducción va de lo parti- 
cular a lo general. Es el proceso de sacar conclusiones 
o hacer generalizaciones a partir de una informa- 
ción o evidencia específicas. El proceso inductivo 
también se caracteriza por que, a diferencia de la 
deducción, la evidencia no conduce a conclusiones 
lógicamente determinadas. Antes bien, los hechos 
pueden concordar con dos o más conclusiones posi- 
bles, algunas quizá más próximas a la realidad que 
otras. La información específica que hemos reuni- 
do sobre la democracia y la riqueza nacional, por 
ejemplo, no conduce a la conclusión lógica de que la 
riqueza nacional siempre promueve la democracia. 
Simplemente sugiere que la riqueza puede promover 
la democracia. Extraer conclusiones de las compro- 
baciones empíricas de hipótesis suele ser un proceso 
inductivo. En estos casos, todas las conclusiones que 
podamos extraer a partir de los datos disponibles 
sólo pueden ser tentativas e inciertas. 


5.2. Comprobación indirecta de hipótesis 


Advirtamos, en cualquier caso, que no hemos com- 
probado directamente la hipótesis de que “la rique- 
za nacional promueve la democracia”. En efecto, no 
hemos observado directamente un solo caso en el 
que la riqueza nacional causara claramente la apari- 
ción de la democracia donde no existía previamente, 
o causara que una democracia ya existente sobre- 
viviera durante un período prolongado de tiempo. 
Sólo hemos clasificado en categorías los países del 
mundo contemporáneo por grupos de renta y tipo de 


gobierno para averiguar si se podían apreciar pau- 
tas. No hemos investigado con detalle estos países 
por separado para analizar si, en realidad, la rique- 
za explica la presencia o ausencia de democracia en 
cada caso y, si así fuera, cómo. Nunca hemos exa- 
minado directamente la evidencia que demostrara 
la afirmación del editorial según la cual la riqueza 
promueve la democracia al fomentar la educación, 
el desarrollo de la clase media y de los medios de 
comunicación, o los gobiernos responsables (es de- 
cir, que responden a las demandas ciudadanas, dan 
cuenta de sus actos y se someten periódicamente a la 
aprobación del electorado). 

Aunque los datos recogidos sobre cerca de 200 
países exhiben una pauta general que vincula la 
riqueza y las democracias estables y duraderas, no 
permiten concluir que la riqueza promueve siempre 
la democracia. Ni siquiera permiten concluir que la 
riqueza es definitivamente responsable de crear o 
mantener este sistema en alguna de las democracias 
más ricas de la Tabla 3.1. Los datos sólo sugieren 
que la riqueza, por regla general, está asociada (o 
correlacionada) con la mayoría de las democracias 
estables. Aunque esta correlación concuerda con la 
hipótesis de que la riqueza nacional promueve (es 
decir, causa) la democracia, la evidencia presentada 
en este capítulo no demuestra definitivamente que 
la hipótesis sea verdadera. 

La mayor parte de las hipótesis que formulan los 
politólogos se comprueban indirectamente. Cuando 
se analizan datos agregados de varios países, lo más 
aconsejable es hacer inferencias tentativas a partir 
de algunas pautas generales discernibles. Los estu- 
dios de caso de países individuales proporcionarán 
una información detallada más profunda sobre si 
la riqueza nacional promueve la democracia en la 
práctica y cómo lo hace. En otras palabras, sería 
preciso realizar una investigación detallada sobre la 
relación entre la riqueza nacional y la democracia en 
España, Italia, Japón u otras democracias, por ejem- 
plo, para averiguar si (y cómo) la riqueza promueve 
realmente la democracia. Pero los estudios de casos 
individuales, por su escaso alcance, no permiten ex- 
traer grandes conclusiones sobre la relación entre la 
riqueza y la democracia en general. Estos estudios 
no muestran cómo podría aplicarse esta relación 
a todas o la mayoría de las naciones del mundo en 
diferentes períodos históricos. De nuevo, debemos 
ser muy modestos sobre el alcance y la certeza de 
nuestro conocimiento. 
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5.3. Multicausalidad 


Algunos fenómenos tienen una sola causa. Por ejem- 
plo, el calor derrite el hielo. Pero suele ser mucho más 
frecuente, incluso en el mundo natural, que los even- 
tos ocurran debido a una multiplicidad de causas. 
Y en particular, los fenómenos políticos y sociales 
raramente se deben a una sola causa; en los asuntos 
humanos la multicausalidad se da con mucha más 
frecuencia que la monocausalidad. Al margen de lo 
que querramos explicar —la democracia, la dictadura, 
unos resultados electorales, el crecimiento económico 
o las razones por las cuales las naciones se implican 
en guerras—, lo normal es que dos o más variables 
independientes expliquen la variable dependiente. 
Así, el nivel de riqueza nacional, por sí mismo y como 
factor individual, no basta para explicar la presencia 
o ausencia de la democracia en ninguno de los países 
incluidos en las tablas anteriores. 

La riqueza nacional promueve posiblemente la 
democracia a través de otras variables que inciden 
más directamente en la aparición de la democracia 
o en su persistencia en el tiempo. En una obra muy 
influyente sobre esta materia, el politólogo estado- 
unidense Seymour Martin Lipset (1959) sugirió que 
variables tales como una ciudadanía educada, los 
medios de comunicación de masas y una clase media 
políticamente activa, pueden depender en última ins- 
tancia de la cantidad de riqueza de una nación, pero 
son estas variables intervinientes, no la riqueza en sí, 
las que influyen de forma más directa en la evolución 
de la democracia. Estas variables intervienen entre la 
riqueza nacional y la democracia, de forma que una 
ejerce un efecto causal en la otra. 

Sin embargo, como ya hemos señalado, aunque 
los datos revelan una tendencia general que relaciona 
riqueza nacional y democracia estable, no dicen nada 
sobre estas u otras variables intervinientes. Para saber 
si esas variables influyen en la democracia y en qué 
medida lo hacen, es preciso buscar datos específicos 
sobre estos fenómenos en los países incluidos en las ta- 
blas o realizar estudios más directos de estos factores 
en cada país. Tal vez las democracias requieran cosas 
tales como, por ejemplo, un Estado de derecho (es decir, 
que reconoce los derechos y las libertades individuales 
y garantiza el cumplimiento de la ley), una tradición de 
cooperación y compromiso entre los grupos sociales o 
una burocracia profesional y estable. 

Por otra parte, aunque el análisis revela la existen- 
cia de una fuerte asociación entre la riqueza nacional 


y la democracia, de ningún modo excluye la posibili- 
dad de que otras variables independientes adquieran 
importancia para explicar el establecimiento o la 
persistencia de una democracia. 

La comprensión cabal de la realidad política requie- 
re tener siempre en cuenta la posibilidad (de hecho, la 
probabilidad) de la multicausalidad. Como se explicó 
arriba, reducir las realidades complejas a una sola 
variable explicativa y no prestar suficiente atención a 
otras posibles explicaciones es una falacia lógica que, 
como hemos visto, denominamos “reduccionismo”. 
Un enfoque científico sobre la política exige prestar 
atención en todo momento a las múltiples fuentes de 
explicación y causalidad de la vida política, y a los mo- 
dos en que interactúan. No hacerlo implica el riesgo 
de argumentación ilógica y excesiva simplificación. 


e. o2 . 


5.4. Condición suficiente y condición necesari 


La distinción entre condición necesaria y condición 
suficiente es fundamental en la lógica de la causalidad. 
Una condición necesaria es la que debe estar presen- 
te para que un fenómeno o evento ocurra; sin ella, el 
evento no puede ocurrir. Una condición suficiente 
basta para que el fenómeno ocurra. Cuando se da una 
condición suficiente, el fenómeno tiene que ocurrir. 

Algunos factores causales son, al mismo tiempo, 
condición suficiente y necesaria. Así, por ejemplo, la 
gravitación entre la tierra y la luna es, al mismo tiem- 
po, causa necesaria y suficiente para que cambie la 
marea. Otros factores pueden ejercer una influencia 
causal perceptible en los fenómenos, pero no son ni 
necesarios ni suficientes para provocar los resultados 
observados. Numerosos estudios muestran que los 
fumadores contraen cáncer de pulmón en porcentajes 
considerablemente más altos que los no fumadores. 
Pero fumar no es una condición necesaria para pa- 
decer cáncer de pulmón, porque los no fumadores 
también contraen la enfermedad. Fumar tampoco es 
una causa suficiente del cáncer de pulmón, porque 
no siempre produce cáncer; hay personas que han 
fumado toda la vida y nunca han tenido cáncer. Por 
consiguiente, los científicos prefieren.decir que fumar 
es un “factor de riesgo” que está “estrechamente co- 
rrelacionado” con el cáncer. 

¿Es un alto nivel de riqueza nacional una condi- 
ción necesaria para la democracia o una condición 
suficiente? Los datos de las tablas revelan que ni 
lo uno, ni lo otro. Costa Rica, un país de renta me- 
dia-baja, ha logrado mantener los procedimientos 
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electorales democráticos desde 1949. Este país pro- 
porciona evidencia de que un nivel relativamente alto 
de riqueza no es absolutamente necesario para cons- 
truir y mantener la democracia. En consecuencia, 
otros factores diferentes de los que dependen de la 
riqueza nacional pueden ser muy importantes para 
crear una democracia e incluso mantenerla durante 
muchas décadas. Hay que analizar democracias bas- 
tante pobres, como la India, para averiguar cuáles 
son esas fuerzas que mantienen la democracia. 

Al mismo tiempo, los datos revelan que la riqueza 
no es suficiente para establecer o mantener la de- 
mocracia. Países bastante ricos como Arabia Saudí, 
Singapur, Kuwait y los Emiratos Árabes Unidos no 
son democracias, como tampoco lo son varios países 
de la categoría de renta media-alta. La Unión So- 
viética, en sus mejores momentos, tenía el segundo 
PNB más alto del mundo después de Estados Uni- 
dos, y nunca fue una democracia. De nuevo, otros 
factores diferentes de los que dependen de la rique- 
za nacional pueden ser necesarios para construir 
y mantener la democracia. Es, pues, preciso llevar 
a cabo una investigación más exhaustiva, país por 
país, para identificar esas variables. 

Entonces, ¿hasta qué punto la información que 
hemos expuesto permite concluir que la riqueza 
nacional “promueve” (o “causa”) la democracia? 
La mejor respuesta que cabe dar es que la riqueza 
nacional está estrechamente correlacionada con la 
democracia y que, por tanto, aumenta la probabili- 
dad de la democracia. Como Lipset concluye en su 
obra pionera: cuanto más rica es una nación, mayor 
probabilidad tiene de mantener la democracia; y, a la 
inversa, cuanto más pobre es un país, menor probabi- 
lidad tiene de establecer y conservar la democracia. 

Los datos no revelan con exactitud cuándo surge la 
democracia y sustituye a una dictadura. Como Adam 
Przeworski y otros investigadores (2000) han demos- 
trado en un estudio reciente que examina la relación 
entre la riqueza y la democracia en el transcurso 
de un período de 40 años, la democracia no surge 
automáticamente cuando un país traspasa cierto 
umbral de riqueza nacional. Otros factores diferentes 
de la riqueza —como las actividades concretas que 
desarrollan las fuerzas políticas favorables a la demo- 
cracia— pueden influir, incluso más que los factores 
económicos, en forjar una democracia allí donde no 
existía previamente. La riqueza contribuye, sobre 
todo, a mantener la democracia durante un largo pe- 
ríodo de tiempo en países donde ya existe. 


En suma, la evidencia disponible permite afirmar 
que la riqueza nacional tiende a promover y mante- 
ner la democracia, aumentando la probabilidad de su 
existencia. Pero no determina de forma definitiva el 
surgimiento de la democracia, ni tampoco su éxito, ni 
su duración en el largo plazo. 

Un enfoque científico sobre la política requiere 
modestia en las pretensiones de certeza política. La 
ciencia política enseña que, cuando se trata de hacer 
generalizaciones explicativas sobre la política, la in- 
certidumbre es más probable que la certidumbre. Esta 
lección es importante. En todas las ciencias, reconocer 
los límites del conocimiento es el principio del saber. 


kkk 


Una vez examinada una parte de los términos científi- 
cos que utiliza la ciencia política y tras recorrer todas 
las fases de la práctica de un ejercicio de comproba- 
ción de hipótesis, podemos hacernos una idea más 
completa de lo que es la ciencia política. Subrayemos 
lo que no es la ciencia política. 

Primero, no es “sólo opinión”. Aunque el estudio de 
la política suele proporcionar muchas oportunidades 
para formular y expresar las propias ideas políticas, la 
ciencia política establece una distinción básica entre 
los juicios de valor personales y los hechos observables 
o contrastables empíricamente. En la medida en que 
una opinión se basa en cualquier caso en supuestos 
o afirmaciones de hechos, la ciencia política, como 
ciencia empírica, insiste en la observancia de reglas 
estrictas para recoger, analizar e interpretar los he- 
chos. Exige fundamentar las opiniones con evidencia 
relevante y modificarlas (o descartarlas) a la luz de la 
información contraria. Así, la ciencia política no cree 
que todas las opiniones políticas sean igualmente 
válidas. Las opiniones susceptibles de someterse a la 
difícil prueba de los “controles de la realidad” —prue- 
ba que se basa en el rigor de la lógica científica— son 
generalmente más válidas que las que se basan en una 
evidencia insuficiente o en una lógica defectuosa. 

Aunque los cánones de la ciencia empírica son 
exigentes, queda mucho margen para el debate y la 
desavenencia razonable sobre cuestiones políticas 
polémicas. Los juicios de valor y las preferencias 
subjetivas representan —y, en efecto, deben represen- 
tar— un importante papel en el pensamiento político. 
Por su importancia, las reglas de la lógica científica 
abren un vasto espacio de incertidumbre empírica 
con respecto a muchos asuntos políticos. La ciencia 
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política no obliga a nadie a ser liberal o conservador, 
moderado o radical. Simplemente sostiene que, al 
margen las propias preferencias políticas, se deben 
tener en cuenta las reglas de la lógica científica a la 
hora de dar forma y defender las ideas políticas. 

Segundo, la ciencia política no trata sólo de “eventos, 
hechos o historias”. La ciencia política se esfuerza en 
comprender los fenómenos actuales y los pasados (y, 
en cierta medida, los futuros) a través de la generaliza- 
ción sobre la experiencia política de la humanidad. La 
ciencia política se sirve de los hechos para formular y 
comprobar esas generalizaciones. A los politólogos les 
fascinan o divierten igual que a cualquier otra persona 
las historias y anécdotas sobre la política, pero como 
científicos sociales, lo que les interesa principalmente 
es relacionar fenómenos particulares con tendencias 
y procesos más generales. Posiblemente sea necesario 
analizar una amplia muestra de datos o informacio- 
nes antes de llegar a alguna conclusión fiable. Y si la 
evidencia disponible es incompleta o meramente anec- 
dótica, es preciso especificarlo o reconocerlo. 

La ciencia política es, primordialmente, un modo 
de pensar sobre la política. Constituye una “disci- 
plina” académica en el sentido de que disciplina la 
mente para pensar de un modo determinado, en 
consonancia con una lógica específica y aplicando 
métodos sistemáticos de análisis. 


TÉRMINOS CLAVE 
(en negrita en el texto) 


Variable 

Variable dependiente 
Variable independiente 
Correlación (asociación) 
Correlación positiva 
Correlación negativa 
Variable interviniente 
Correlación espuria 

Ley científica 

Predicción probabilística 
Teoría 

Teoría parsimoniosa 
Teoría de alcance medio 
Hipótesis 

Modelo 

Tipo ideal 

Paradigma 

Ciencia política cuantitativa 
Ciencia política cualitativa 
Falacia de composición 
Falacia ecológica 
Tautología 
Razonamiento post hoc ergo propter hoc 
Argumento a fortiori 
Falsa analogía 

Hipótesis no falsable 
Falsa inferencia 
Reduccionismo 
Inducción 

Deducción 
Multicausalidad 
Condición necesaria 
Condición suficiente 


CAPÍTULO 4 


LA CIENCIA 
POLÍTICA EMPÍRICA (ID: 


Enfoques de investigación 


Es capítulo tiene como objetivo presentar tres de 
los enfoques de investigación más frecuentemente uti- 
lizados en ciencia política: el conductismo, la elección 
racional y el nuevo institucionalismo. Se pretende así 
ofrecer una visión de la riqueza de la disciplina, a la 
vez que de sus posibilidades analíticas. Tras presentar 
los principales aspectos teóricos de cada uno de los tres 
enfoques seleccionados, se muestra cómo un mismo 
tema, los conflictos bélicos, ha sido estudiado desde 
cada uno de estos enfoques. 


1. ENFOQUES Y TEORÍAS 


Un enfoque de investigación expresa una preferen- 
cia acerca de qué observar a la hora de aproximarse 
a la realidad. Por ejemplo, los primeros conductistas 
prefirieron centrarse en la observación de las con- 
ductas individuales. Por su parte, los teóricos de la 
elección racional decidieron enfocar su atención en 
las estrategias (es decir, en la interacción entre con- 
ductas). Finalmente, los institucionalistas optaron 
por centrarse en las instituciones (unas veces enten- 
didas como organizaciones, otras como meras reglas 
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del juego). Todos ellos contaban con buenas razones 
para pensar que las conductas, las estrategias o las 
instituciones “importaban”, es decir, que podían ser 
útiles para explicar los resultados de la acción o la 
realidad política. 

Un enfoque ilumina una parte de la realidad, nunca 
ésta en su totalidad. Que en determinadas instancias 
una institución (por ejemplo, la regla de la mayoría) 
explique lo acontecido, no quiere decir que lo vaya a 
hacer siempre; en otras ocasiones serán las acciones 
individuales o las estrategias de los actores las que se 
muestren decisivas. En realidad, un enfoque no expli- 
ca nada por sí mismo: sí que permite, sin embargo, 
construir teorías. Una teoría es “una especulación 
razonada y precisa sobre la respuesta que cabe dar 
a una pregunta de una investigación, e incluye una 
declaración de por qué tal respuesta es la correcta”. 
Implica, además, hipótesis descriptivas o causales 
más específicas del tipo “cuando esto ocurre, lo otro 
ocurre” o “si esto ocurre, lo otro también ocurre” 
(King et al. 2000 [1994]: 29). Por ejemplo, la “teoría 
de la paz democrática”, que se explica en este capítu- 
lo, establece que “las democracias raramente van a 
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la guerra entre ellas” (“democracies rarely fight each 
other). De la misma forma, la “teoría de la disuasión 
nuclear” nos explica la naturaleza (estratégica) del 
comportamiento enfrentado de dos Estados con ca- 
pacidad nuclear. 

En consecuencia, la utilidad de un enfoque y, 
como veremos en este capítulo, su auge y caída, 
vienen dadas por la riqueza y validez de las teorías 
que permite generar. En este sentido, los enfoques 
que se presentan aquí constituyen herramientas 
más o menos útiles para construir teorías y explica- 
ciones sobre la realidad, siendo el buen criterio y la 
experiencia de cada investigador los que finalmente 
determinen qué herramienta le resulta más útil para 
estudiar cada fenómeno. 


2. EL ENFOQUE CONDUCTISTA 


2.1. Características del conductismo 


La aparición y consolidación en los años 50 del 
programa de investigación conductista supuso la 
primera aplicación del método científico al estudio 
de la política. De ahí que el conductismo pueda ser 
considerado como la primera revolución científica en 
la ciencia política. 

Al igual que la teoría de la elección racional, cuyo 
origen está en la economía, el conductismo no fue 
un producto autónomo de la ciencia política. Tuvo su 
origen en la sociología y, sobre todo, en la psicología, 
disciplina que registró notables avances en los años 
20 y 30 del siglo XX y cuyas primeras aplicaciones al 
campo de la política cosecharon resultados muy no- 
tables en los trabajos de psicología política de Harold 
Lasswell (1902-78) y otros. 

El conductismo o behaviorismo (del inglés, 
behavior), llamado así por su énfasis en el estudio 
de la conducta política de los individuos, supuso el 
declive de los estudios jurídico-formales y la apertura 
de un nuevo campo de investigación centrado en el 
comportamiento de los principales actores del juego 
político (electores, gobiernos, partidos y grupos de 
presión, entre otros). Hasta entonces, el estudio de la 
política se había situado en el campo de la filosofía o 
el derecho. Pero los conductistas, rechazando, como 
pretendían los filósofos políticos desde Aristóteles, 
que la política fuera un “arte”, sostenían que ésta 
podía estudiarse de forma científica enfocando la 
atención en el comportamiento y las actitudes de 
los individuos. Para ellos, el estudio de la política no 


constituía un “arte” (en el sentido de la distinción 
entre “letras” y “ciencias”, arts and sciences), sino 
la “teoría y práctica de la lucha por el poder”. Toda 
actividad política, según Lasswell, consistía en una 
lucha entre elites rivales orientada a mantener, 
incrementar o demostrar poder; de ahí el título de 
su obra más conocida: Politics: Who gets what, when 
and how (La política: ¿Quién consigue qué, cuándo y 
cómo?), publicada en 1936. 

La ciencia política anterior al conductismo estaba 
íntimamente relacionada con el derecho político. 
Puesto que el Estado, como institución formal-legal, 
constituía el objeto de estudio principal, práctica- 
mente todos los trabajos de ciencia política previos 
al desarrollo del conductismo se enmarcaban en la 
“teoría del Estado”. Dado que el estudio del compor- 
tamiento político de los individuos y otros actores 
quedaba limitado al cumplimiento por parte de éstos 
de los roles formales que las leyes asignaban a los in- 
dividuos, la labor de un gran número de los primeros 
politólogos consistía en poco más que en la descrip- 
ción de las leyes que regulaban la política, así como 
de las competencias y prerrogativas de las principales 
instituciones públicas. 

Frente al derecho político y los estudios jurídico- 
formales, el marxismo (el otro gran enfoque enton- 
ces dominante en la ciencia política) adoptaba un 
supuesto de partida radicalmente contrario, pero de 
similares consecuencias para el estudio de la política. 
En el marxismo, el derecho, el marco formal-legal en 
el que se sustentaban los Estados u otros tipos de 
organizaciones simplemente reflejaba las relaciones 
de dominación existentes en cada sociedad en cada 
momento histórico. Desde este punto de vista, al 
igual que la monarquía absoluta encarnaba el instru- 
mento de dominación correspondiente a una socie- 
dad feudal con un sistema económico asentado en el 
vasallaje, el Estado liberal representaba simplemente 
el instrumento de dominación del que se servía la 
burguesía en una sociedad capitalista para ejercer 
su dominación sobre las clases trabajadoras. Los Es- 
tados constituían, por tanto, las “superestructuras” 
de las sociedades, es decir, un mero reflejo de las 
estructuras sociales reales, que eran de naturaleza 
exclusivamente económica. 

Al carecer la política en esta perspectiva de auto- 
nomía alguna, estudiar sus características específicas 
resultaba injustificado: los politólogos debían estudiar 
los modos de producción económicos y las relaciones 
de dominación existentes en cada sociedad, no las 
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instituciones políticas, ni mucho menos el comporta- 
miento político de los individuos, que supuestamente 
correspondía a la posición concreta de cada individuo 
en el sistema de producción (como se derivaba de la 
conocida afirmación de Karl Marx (1818-83): “el ser 
social determina la conciencia”). Por tanto, aunque el 
propio Marx ([1852] 2003) apuntara en su estudio sobre 
la II República francesa (El Dieciocho de Brumario de 
Luis Bonaparte) la necesidad de estudiar las institucio- 
nes políticas (y la conducta política de los individuos 
dentro de ellas), el estudio de la política como discipli- 
na autónoma, o siquiera parcialmente independiente 
de otras, arraigó antes de la Segunda Guerra Mundial 
sólo en algunas universidades estadounidenses. 

Ciertamente, antes que los politólogos estadouni- 
denses, un reducido número de estudiosos europeos 
habían comenzado a observar la política desde 
presupuestos que conferían cierta autonomía a la 
política y, también, al comportamiento político de 
los individuos. Tanto el clásico estudio de Robert 
Michels (Los partidos políticos, 1911) acerca de la 
centralización del poder dentro de los partidos polí- 
ticos de masas, como los estudios de Wilfredo Pareto 
(Tratado de sociología general, 1916) o Gaetano Mosca 
(Elementos de ciencia política, 1898) abrieron la vía 
para la consolidación de la corriente elitista o la 
teoría de las elites, de acuerdo con la cual en todas 
las sociedades cabía identificar una clase dirigente 
(elite) que concentraba el poder político y económi- 
co. Sin embargo, frente al marxismo y al elitismo, 
el conductismo afirmó una visión “plural” de la 
democracia estadounidense, destacando la apertura 
del sistema político a la participación política de 
los individuos y a la representación de todo tipo de 
intereses. De ahí que los conductistas de los años 50 
recibieran el apodo de “pluralistas”. 

El conductismo parte de la necesidad de observar 
y analizar empíricamente los fenómenos políticos y, 
más específicamente, las actitudes y los comporta- 
mientos de los individuos y grupos. En contraste con 
el primer institucionalismo dominante en la ciencia 
política en las primeras décadas del siglo XX, el con- 
ductismo no se interesa por las estructuras formales 
y las normas jurídicas, sino por las conductas o com- 
portamientos de los actores políticos, sean éstos los 
ciudadanos, las organizaciones políticas, los repre- 
sentantes parlamentarios, los miembros del gobierno 
o los empleados del Estado. 

Gracias a su rigor científico, las investigaciones 
conductistas siguen siendo, todavía hoy, un ejemplo 


de cómo una investigación aparentemente modesta 
puede alcanzar una notable repercusión teórica. 
Cómo se explica en el Capítulo 5 (“El poder”), el 
clásico ¿Quién gobierna? de Robert Dahl (1961) es, 
sin duda, un muy buen ejemplo de cómo un micro- 
estudio muy detallado (y muy económico en costes 
de investigación) de las dinámicas de poder en una 
pequeña ciudad estadounidense (New Haven, ciudad 
en la que tiene su sede la Universidad de Yale y en la 
que estudiaba Dahl) pudo convertirse en una obra de 
referencia para el debate entre elitistas y pluralistas. 
El libro de Dahl, además de reforzar las tesis de los 
pluralistas, sirvió para generalizar el convencimien- 
to acerca de la validez del enfoque y de las técnicas 
de investigación empleadas por los conductistas. 

En términos similares, La cultura cívica, una 
investigación empírica comparativa realizada por 
Gabriel Almond y Sidney Verba en 1963 sigue sien- 
do hoy una obra de referencia en los estudios sobre 
cultura política. Como se detalla en el Capítulo 12 
(“La cultura política”), el debate en torno al llamado 
“capital social” (concepto popularizado por el poli- 
tólogo Robert Putnam bajo el que se engloban los 
recursos de que dispone una sociedad para mante- 
nerse cohesionada y resultar eficiente desde el punto 
de vista económico), que iniciaron hace ahora 40 
años Almond y Verba, es clave para el análisis de 
las transformaciones a las que están sometidas las 
sociedades democráticas del siglo XXI. 


2.2. Crisis y balance del conductismo 


Pese a ser poco más que una serie de supuestos acer- 
ca de cómo estudiar (científicamente) la política, el 
conductismo comenzó a caer en descrédito a finales 
de los años 60. Tres frentes se abrieron por entonces 
contra él. 

El primero, proveniente de la “nueva izquierda” y 
de la contracultura de los años 60 y 70, argumentaba 
que el conductismo, con su obsesión por las técnicas 
y los métodos de investigación, había contribuido 
a desconectar de la realidad sus investigaciones, 
convirtiéndose en una ideología conservadora del 
statu quo. 

El segundo, proveniente de la economía neoclási- 
ca, cuestionó la cientificidad del método inductivo y 
planteó una alternativa basada en el modelo de ra- 
zonamiento deductivo, dominante en la teoría de la 
elección racional y en el análisis del comportamiento 
de los actores económicos. 


60 Política y ciencia política: Una introducción 3 ) 


Finalmente, el tercer frente, proveniente de la críti- 
ca neomarxista al pluralismo, acusó al conductismo 
de concebir el Estado como un espacio neutral, cuan- 
do la evidencia empírica señalaba que esto no siempre 
era así. Frente a la visión pluralista, los neomarxistas 
defendieron la necesidad de estudiar el Estado y sus 
instituciones como un agente activo en la producción 
y reproducción de los sistemas y las clases sociales. 

A pesar de estas críticas, el balance del conductismo 
tiene que ser necesariamente positivo. Para Dahl, más 
allá de las polémicas estériles que han dominado el 
debate en torno al conductismo, éste fue simplemente 
“un intento de mejorar nuestro entendimiento de los 
aspectos empíricos de la política mediante el empleo 
de métodos, teorías y criterios de verificación acepta- 
bles de acuerdo con los cánones, las convenciones y los 
supuestos de la ciencia política moderna” (Dahl 1961: 
767). Dicho de otra forma, el único elemento realmente 
aglutinador del conductismo y de los conductistas ha- 
bría sido su vocación científica, es decir, la convicción 
de que la política puede ser estudiada científicamente. 

Prueba de esta pluralidad del conductismo es la 
dispersión de los temas abordados por los conductis- 
tas. Por un lado hay que consignar los estudios acerca 
del comportamiento electoral y de la participación 
política, que arrancan bastante antes de la Segunda 
Guerra Mundial y prosiguen con los estudios sobre 
las elecciones presidenciales de 1940. Por otro lado, 
el conductismo, basándose en los avances de la psi- 
cología política, abrió el campo de estudio del com- 
portamiento y de la cultura política. Centrado en el 
análisis de las actitudes, creencias y predisposiciones 
políticas de los sujetos, este campo reúne estudios ya 
clásicos como el de Seymour M. Lipset (El hombre 
político, 1960) o el ya citado de Almond y Verba (La 
cultura cívica, 1963). Finalmente, como se muestra 
en la sección cuarta de este capítulo, el enfoque con- 
ductista fue particularmente útil para el estudio de la 
violencia política, tanto entre Estados (los conflictos 
internacionales) como entre ciudadanos (las guerras 
civiles, el terrorismo, etc.). 

De igual forma, la pluralidad del conductismo 
tampoco permite reducirlo a un enfoque de tipo 
individualista. El conductismo revolucionó también el 
llamado “análisis de sistemas” (Karl W. Deutsch 1963), 
las teorías acerca de la adopción de decisiones (Graham 
Allison 1971), siendo aplicado con notable éxito tanto 
al análisis del desarrollo político comparado (Gabriel 
Almond y Bingham Powell 1970), como de los sistemas 
políticos comparados (Arendt Lijphart 1968). 


Para concluir podríamos describir como conduc- 
tismo todo lo que aúna teoría empírica y observación 
de la realidad mediante técnicas y procedimientos 
homologados. Por tanto, a pesar de las críticas que 
se han vertido posteriormente acerca de la escasa 
cientificidad de los supuestos y métodos conductis- 
tas, lo cierto es que el conductismo tuvo su origen 
y estuvo siempre profundamente anclado en el po- 
sitivismo, es decir, en la concepción de la ciencia 
como conocimiento fundado exclusivamente en la 
experiencia. En este sentido, su principal mérito fue 
el de establecer una separación clara entre teorías 
“normativas”, centradas en el “deber ser”, y teorías 
“empíricas”, basadas en la observación estructurada 
de la realidad. 

Ahora bien, aunque el conductismo nació de la 
insatisfacción con los enfoques históricos, filosóficos 
e institucionales dominantes en la ciencia política de 
los años 20 y 30, proponiendo un método alternativo 
de aproximarse a la realidad, nunca llegó a ofrecer 
una teoría unificada acerca de la política. Eso ex- 
plica por qué, a la hora de definir en qué consiste 
el conductismo, sea difícil ir más allá del énfasis en 
los objetivos comunes de los conductistas (otorgar 
un estatuto científico al estudio de la política) y los 
métodos (predominantemente empíricos). 


3. EL ENFOQUE DE LA ELECCIÓN RACIONAL 


Después de la psicología, la economía constituye la 
otra gran fuente de influencias y presiones que han 
incidido en la ciencia política en los últimos 50 años. 
Esta influencia ha sido notable en cuatro campos 
centrales de la ciencia política: el comportamiento 
electoral de los individuos; el análisis de los procesos 
por los que los actores forman y establecen las prefe- 
rencias que definen sus posiciones en el juego político; 
el estudio de los modos en los que la información, la 
comunicación y, en definitiva, la coordinación son 
relevantes a la hora de explicar los resultados de la 
acción política; y, finalmente, los análisis sobre la in- 
fluencia de las instituciones (entendidas no sólo como 
organizaciones, sino en un sentido más amplio, como 
“reglas del juego”). 

Este enfoque económico de los fenómenos polí- 
ticos, descrito genéricamente como la “teoría de la 
elección racional” o, más ajustadamente, “teoría 
económica de la política” o “teoría política positiva”, 
ha sido considerado, con justicia, la segunda revo- 
lución de la ciencia política. Ello se ha debido a su 
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capacidad de explicar un gran número de fenómenos 
aparentemente inconexos (desde el agotamiento de 
los recursos medioambientales a la carrera nuclear; 
desde la competencia electoral a las transiciones a la 
democracia, por citar sólo unos pocos ejemplos), pero 
también a la transparencia y sencillez de sus supues- 
tos, lo que permite que cualquier investigador pueda 
verificar por sí mismo lo ajustado de las explicaciones 
o plantear nuevos escenarios, juegos o modelos. 

En muchos sentidos, sin embargo, la teoría de 
la elección racional no es más que un enfoque de 
investigación; nos dice qué debemos observar y cómo 
debemos hacerlo, permitiéndonos a continuación 
elaborar teorías concretas que expliquen lo ocurrido 
o predigan qué comportamientos políticos son más 
probables bajo determinados supuestos. 


3.1. Los orígenes de la teoría 
económica de la política 


Las bases de la teoría de la elección racional se 
remontan al utilitarismo de Jeremy Bentham (1748- 
1832). En su Introducción a los principios de moral 
y legislación (1789), Bentham preconizaba que todo 
acto humano, norma o institución, debían ser juz- 
gados según la “utilidad”, esto es, según el placer o 
el sufrimiento que producen en las personas, no de 
acuerdo a criterios morales o normativos ajenos a las 
mismas. A partir de esta premisa básica, proponía 
formalizar el análisis de las cuestiones políticas, so- 
ciales y económicas a través de medidas que dieran 
cuenta de la satisfacción, el beneficio o la utilidad de 
cada acción o decisión concreta para cada individuo. 
Así se fundamentaría una nueva ética, basada en el 
goce de la vida y no en el sacrificio y el sufrimiento, 
y una nueva concepción de la política, centrada en el 
objetivo último de lograr “la mayor felicidad para el 
mayor número de individuos”. 

Más allá de estos orígenes filosóficos, el punto de 
arranque de la estrecha relación contemporánea entre 
economía y política se genera en los planteamientos 
de Joseph Schumpeter (1883-1950) en Capitalismo, 
socialismo y democracia (1943). Allí se esboza, por 
primera vez, un modelo de comportamiento político 
basado en el supuesto de racionalidad económica 
(consistente en suponer que toda acción humana está 
orientada a la maximización de algún tipo de interés 
asociado al bienestar personal). Schumpeter sería, 
por tanto, el primero en proponer que el comporta- 
miento de los políticos y, subsidiariamente, de los 


electores, se estudiara sobre la base de sus motivacio- 
nes e intereses personales, y no de la retórica en torno 
al interés general. 

En la misma línea de ruptura con la visión de la 
política y del Estado como instituciones dedicadas a 
la conformación de la voluntad general, el estudio de 
Kenneth Arrow Elección social y valores individuales 
(1951), destacó un fenómeno sobre el que el filósofo 
francés Condorcet (1745-1794) había llamado ya la 
atención y que, tras ser elaborado formalmente, vino 
a llamarse la “paradoja de Arrow” o, más técnica- 
mente, el “teorema de la imposibilidad”. 

La aportación de Arrow consistía en demostrar 
matemáticamente que, dados unos supuestos ra- 
zonables sobre la estructura de preferencias de los 
miembros de una colectividad, no existe ningún 
proceso de toma de decisión que produzca resulta- 
dos racionales desde el punto de vista colectivo. En 
concreto, Arrow mostró cómo la regla de la mayoría 
puede producir resultados sumamente arbitrarios, 
produciendo mayorías cíclicas o inestables y pres- 
tarse a la manipulación de los resultados por parte 
de aquellos que determinan la agenda y el orden de 
las votaciones 

Frente a las teorías normativas acerca de la vo- 
luntad popular y la soberanía nacional, las ideas de 
Arrow y de otros como William Riker (1920-1993) 
sirvieron para demostrar que la conformación de la 
voluntad popular es, en gran parte, resultado del tipo 
de reglas de decisión que se adopten, es decir, que la 
misma voluntad popular puede conducir a resultados 
completamente distintos si para conocerla se opta, 
por ejemplo, por una elección de una, dos o tres vuel- 
tas (en la sección cuarta de este capítulo se incluye un 
ejemplo sobre las elecciones presidenciales francesas 
de 2002 que muestra efectivamente cómo las reglas 
de decisión pueden producir resultados contradicto- 
rios con las preferencias de los electores). 

La Teoría económica de la democracia (1957) de 
Anthony Downs supuso el primer intento sistemá- 
tico de trasladar este supuesto de racionalidad 
económica a la política. Downs planteó la política 
y el poder como un mercado en el que votantes y 
partidos intercambian votos a cambio de políticas 
favorables, y en el que la motivación de votantes y 
representantes está exclusivamente orientada a la 
satisfacción del interés personal. El análisis de Downs 
acerca de la racionalidad de la abstención abrió un de- 
bate sobre la participación política que todavía hoy 
no se ha cerrado. De acuerdo con los argumentos 
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de Downs, dado que la probabilidad estadística de 
que nuestro voto sea decisivo en unas elecciones 
generales es mínima, los individuos no deberían ir 
a votar. Igualmente, los argumentos de Downs sobre 
la tendencia de los partidos políticos a converger en 
el centro del espacio político como medio para maxi- 
mizar las posibilidades de ganar las elecciones han 
estructurado buena parte del debate contemporáneo 
sobre los partidos, los sistemas de partidos, la com- 
petencia electoral e, incluso, el fin de las ideologías. 

Más adelante, partiendo de la paradoja de la ra- 
cionalidad del abstencionista formulada por Downs, 
Mancur Olson (1932-98) planteó un análisis de los 
problemas de cooperación entre individuos con 
vistas a la provisión de bienes públicos, que sigue 
siendo aplicado a múltiples problemas políticos. 
La cuestión de los bienes públicos es central en 
nuestras sociedades. Un bien público es aquel que 
reúne una doble característica: primera, que no se 
puede excluir de su consumo a aquellos que no han 
participado en la provisión de dicho bien (principio 
de no exclusión); segunda, que la cantidad del bien 
producido no disminuye por el hecho de que más o 
menos personas consuman dicho bien (principio de 
no-rivalidad en el consumo). Por ejemplo, las luces 
de la calle alumbran a todo el mundo, independien- 
temente de que paguen la contribución urbana o no. 
Además, la calle no se oscurece por el hecho de que 
transiten por ella más o menos personas. Lo mismo 
ocurre con la defensa nacional: todos nos benefi- 
ciamos de la seguridad, independientemente de que 
paguemos más o menos impuestos o sirvamos en el 
ejército. Con estas condiciones, se entenderá fácil- 
mente por qué los bienes públicos son difíciles de 
lograr: existen pocos incentivos para participar en 
su provisión y escasas posibilidades de sancionar a 
los que no quieran participar. 

En su Lógica de la acción colectiva (1965), Olson 
demostró convincentemente que no participar en la 
provisión de bienes públicos podía considerarse como 
una acción racional. Olson popularizó el término 
“gorrón”, “polizón” o “free-rider” para caracterizar 
al que disfruta de los beneficios de una acción en la 
que no ha participado, e identificó las condiciones 
favorables al éxito de la acción colectiva. De acuer- 
do con su análisis, la cooperación entre individuos 
auto-interesados (es decir, la acción colectiva) es 
posible en dos tipos de situaciones: primero, cuando 
el interés de uno o varios miembros del grupo en el 
bien público es tan elevado que deciden promover 


su consecución unilateralmente, aun a sabiendas de 
que los demás disfrutarán del bien producido a pesar 
de no haber contribuido a él; segundo, la coopera- 
ción es posible cuando existen incentivos positivos 
para aquellos que participan en la acción colectiva, o 
negativos para los que quieran beneficiarse del bien 
público sin haber contribuido a su provisión. Desde 
esta perspectiva, el ostracismo que se aplica a los 
esquiroles, el reconocimiento social que se otorga 
a las acciones heroicas, la provisión de servicios de 
asesoría jurídica gratuitos a los miembros de un 
sindicato, etc., son fenómenos que responden a una 
misma lógica de incentivos selectivos destinados a 
facilitar la acción colectiva. 

Del planteamiento de Olson se deducía fácilmente 
una paradoja que ha centrado la atención de muchos 
politólogos a partir de entonces. La paradoja radica 
en que, frente a lo argumentado por economistas 
como Adam Smith (1723-1790) en el sentido de que 
los vicios privados (el afán de lucro) pueden ser be- 
neficiosos para la colectividad (en tanto en cuanto la 
competencia empresarial ofrezca a los consumidores 
mejores productos a precios más bajos), existen nu- 
merosas situaciones en las que la suma de los actos 
racionales de los individuos puede provocar conse- 
cuencias colectivas desastrosas (abstención electoral 
generalizada, ausencia de grupos de interés orga- 
nizados, insuficiente provisión de bienes públicos, 
sobre-explotación de los recursos naturales, etc.). 


3.2. Principales supuestos 


La teoría económica de la política tiene una serie de 
rasgos definitorios. El primero es el individualismo 
metodológico. Aunque se acepta que las estructu- 
ras O instituciones (políticas, sociales, culturales, 
etc.) limitan las alternativas de las que disponen los 
individuos, se rechaza la idea de que determinan el 
comportamiento de los individuos. Se niega, por tan- 
to, el “determinismo estructural” o “institucional”. 
Para los individualistas metodológicos, el principal 
constreñimiento de las acciones humanas reside en 
otras acciones humanas; concretamente, en acciones 
individuales, y no de actores colectivos como las na- 
ciones, las clases sociales o las razas. Aun cuando en 
ocasiones se confunda, el individualismo metodoló- 
gico tiene poco que ver con el “individualismo” tal 
y como se entiende normalmente, y menos con un 
individualismo en el sentido peyorativo de desprecio 
por lo colectivo. 
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El segundo supuesto de la teoría de la elección ra- 
cional se refiere a la consideración de la racionalidad 
económica como motivación básica de las acciones 
humanas. Éste es un punto controvertido de la teoría 
de la elección racional. Este principio, que a veces se 
confunde con el de egoísmo o simple interés personal, 
sólo implica que las acciones individuales se explican 
por los resultados que éstas producen en estos indi- 
viduos. La teoría de la elección racional da cuenta 
de por qué los individuos realizan ciertas acciones 
para conseguir determinados fines, pero no aclara 
los orígenes de esos fines. Así, las teorías que utilizan 
el marco de la elección racional tienden a explicar 
las acciones de los individuos como la interacción de 
los fines últimos que persiguen éstos (maximizar su 
ingreso personal, aumentar su poder, etc.) bajo unas 
determinadas condiciones (las acciones de otros ac- 
tores “autointeresados”, unas reglas del juego, etc.) El 
principio de racionalidad económica, aunque no re- 
coja la enorme variabilidad de las acciones humanas, 
sí sirve para entender un gran número de fenómenos 
sociales. Si bien los seres humanos se comportan muy 
a menudo de forma aparentemente irracional, cual- 
quier teoría tiene que construirse sobre los supuestos 
más simples y, a la vez, más probables. En aras de fa- 
cilitar y simplificar la tarea de investigación, la teoría 
de la elección racional supone que existe un mínimo 
de racionalidad común a todos los individuos que 
puede ser operacionalizado en el plano agregado. 

Con todo, es importante señalar que para la teoría 
de la acción racional suponer que los actores se com- 
portan racionalmente no implica afirmar nada acerca 
de su cualidades morales, porque la explicación de los 
fines últimos de cada individuo no forma parte de los 
objetivos de la teoría de la elección racional. Por tanto, 
no estamos ante un debate acerca del egoísmo o del 
altruismo en las acciones. Por poner un ejemplo: un 
multimillonario puede decidir invertir 100 millones 
de euros en construirse una lujosísima mansión o, 
alternativamente, regalar millones de tratamientos 
retrovirales a los afectados por el SIDA. En ambos 
casos, suponemos que se comportará racionalmente 
y que intentará maximizar el retorno de su inversión: 
si se decide por la mansión, elegirá el proyecto que 
mejor relación calidad/precio tenga; si se decide por 
los retrovirales, negociará con las empresas farma- 
céuticas para lograr maximizar el número de vacunas 
que podrá comprar. 

El tercer supuesto, la existencia de consecuencias 
imprevistas o no intencionadas de las acciones 


humanas, puede ser entendido mejor a la luz del 
famoso dilema del prisionero, formulado por A. 
W. Tucker en 1950. 


EL DILEMA DEL PRISIONERO 


El dilema del prisionero plantea la siguiente situación: dos 
delincuentes se encuentran detenidos en celdas separadas. 
La policía sabe que han atracado un banco, pero no tiene 
pruebas materiales por lo que sólo puede esperar que los 
detenidos se delaten mutuamente. Al ser interrogados por 
separado acerca de la culpabilidad del otro, cada uno puede 
optar por “callar”, asegurando que ambos son inocentes, o 
“delatar” a su compañero. Si los dos callan, recibirán una 
pena mínima de dos años cada uno por tenencia ilícita de 
armas. Si uno delata al otro y el otro calla, el que delata 
será condenado sólo a un año de cárcel por colaborar con la 
justicia, pero su colega será condenado a diez años. Y, final- 
mente, si los dos se delatan mutuamente, serán condenados 
cada uno a cinco años de cárcel. Existen, por tanto, cuatro 
posibilidades: que los dos callen, que A delate a B, que B 
delate a A, o que los dos se delaten mutuamente. 

El que Ao B elija “callar” o “delatar” dependerá de las 
expectativas que tengan acerca de lo que va a hacer el otro 
actor. Por esa razón, decimos que su comportamiento es 
estratégico: eligen su curso de acción en función de lo que 
prevean que van a hacer los demás, no solamente en función 
de lo que deseen individualmente. El dilema del prisionero 
no contempla que, por razones altruistas, un detenido pueda 
decidir no denunciar a su cómplice y asumir en solitario una 
condena más elevada de la que le correspondería (imagine- 
mos que B sepa que la mujer de A está muy enferma y decida 
callar para que A sólo pase un año en la cárcel, aun cuando él 
obtendría una condena de diez años). Hipotéticamente, esta 
situación podría ocurrir en la práctica, pero la virtualidad 
del dilema del prisionero es que explica acertadamente por 
qué la mayoría de las veces los dos detenidos se delatan mu- 
tuamente y, como consecuencia, acaban pasando más años 
en la cárcel que si se hubieran negado a colaborar con la poli- 
cía. Por tanto, el mérito del dilema del prisionero consiste en 
revelar una paradoja esencial de las interacciones humanas: 
que el comportamiento racional (egoísta) de los individuos 
puede llevar a resultados subóptimos desde el punto de vista 
agregado: comportarse egoístamente y delatar al compañero 
es la única solución (racional) del juego, pero claramente no 
la mejor para los detenidos. 

Como es esperable, todo el mundo prefiere ir a la cárcel 
un año que ir dos, ir dos a ir cinco e ir cinco a ir diez. Sin 
embargo, supongamos que somos el detenido B. Si A nos 
delata, da igual lo que hagamos: iremos a la cárcel cinco 
o diez años. Pero si A, como buen amigo, decide callar y 
optar por los dos años de cárcel (en lugar de cinco o diez), 
tenemos una opción mejor: traicionar a nuestro amigo y 
delatarle para ir a la cárcel sólo un año. Dado que confiar 
en nuestro amigo nos puede costar más que no confiar en 
él y delatarle, lo mejor es delatarle: la consecuencia es que 
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TABLA 4.1 


El dilema del prisionero 


Si... ...entonces 
A recibe... y B recibe... 

El y el años de años de 

detenido A detenido B cárcel cárcel 
Calla Calla 2 2 
Calla Delata 10 1 
Delata Calla 1 10 
Delata Delata 5 5 


ambos decidirán delatarse mutuamente y serán penados 
con cinco años de cárcel. La paradoja del juego es evidente: 
para minimizar el riesgo de pasar diez años en la cárcel 
hay que delatar al contrario. Sin embargo, con ello no se 
explotan adecuadamente los beneficios de la situación, ya 
que ambos acaban pasando cinco años en la cárcel cuando 
podían haber pasado solamente dos. 


3.3. Examen crítico y valoración 


El dilema del prisionero prueba que una de las críticas 
más habituales a la teoría de la elección racional (la de 
que no tiene en cuenta el hecho de que las estructuras 
dentro de las que operan los actores condicionan, en 
gran medida, su comportamiento) es bastante poco 
acertada. Al contrario: el dilema del prisionero y, en 
general, toda la teoría de la elección racional muestra 
cómo determinadas estructuras (de costes y oportuni- 
dades) pueden hacer que comportarse racionalmente 
vaya en contra de los propios intereses. 

Por ello, la validez o invalidez de la teoría de la 
elección racional no debe ser examinada en función 
de si observamos empíricamente que el supuesto de 
racionalidad se cumple o no en la realidad, sino en 
función de la capacidad explicativa de los modelos de 
comportamiento que construyamos de acuerdo con 
este supuesto. El carácter deductivo de la elección 
racional conlleva que la racionalidad económica deba 
ser entendida sólo como un supuesto teórico previo, 
no como un resultado de una investigación empírica 
típico del método inductivo. Dado que aúna el estudio 
de los aspectos individuales de las motivaciones de 
la acción (preferencias, información, cálculo estra- 
tégico) y las propiedades estructurales del entorno 
que condicionan decisivamente los comportamientos 


estructurales (incentivos, constreñimientos, informa- 
ción incompleta, etc.), la teoría de la elección racional 
parte de una buena posición para estudiar fenómenos 
tan relevantes como la degradación medioambiental, 
la falta de participación política en nuestras demo- 
cracias o los conflictos entre los Estados. 

Por citar un ejemplo relativamente reciente y nove- 
doso, Ignacio Sánchez-Cuenca (2001) ha utilizado la 
teoría de juegos para demostrar hasta qué punto la 
lucha del Estado español contra ETA se puede enten- 
der como un juego en el que las muestras de voluntad 
negociadora por parte del Estado han sido interpre- 
tadas por la banda terrorista como un signo de que 
los atentados constituían un instrumento eficaz para 
mejorar sus bazas negociadoras frente al Estado. 

En el mismo sentido, autores como Josep María 
Colomer han aplicado con éxito la teoría de la elec- 
ción racional a la comprensión de un buen número 
de decisiones adoptadas, por ejemplo, durante la 
transición política española (véase El arte de la ma- 
nipulación política, 1990). En el Capítulo 4 de dicho 
libro, Colomer da cuenta de cómo Torcuato Fernán- 
dez-Miranda, presidente de las Cortes franquistas, 
manipuló el procedimiento de selección para la terna 
de candidatos que el Consejo del Reino debía ofre- 
cer al Rey Juan Carlos, con el fin de incluir en ella a 
Adolfo Suárez, un candidato que carecía de apoyos 
para salir elegido en una votación directa dentro 
del Consejo, pero a quien el Rey había decidido de 
antemano designar como Presidente del Gobierno. 
En términos muy parecidos, como ilustra el ejemplo 
acerca de la elección de Chirac como Presidente de la 
República en las elecciones de 2002 que se incluye en 
la siguiente sección, la teoría de la elección racional 
pone de manifiesto cómo los resultados del proceso 
político pueden tener que ver más con el diseño de los 
mecanismos de elección que con la expresión de un 
genuino interés colectivo. 


4. EL ENFOQUE DEL NUEVO 
INSTITUCIONALISMO 


Tras varias décadas de concentración en los individuos 
y, paralelamente, de olvido de las instituciones, tanto 
los politólogos como los sociólogos y los economistas 
volvieron su mirada hacia aquéllas. Esta recuperación 
del interés de politólogos, sociólogos y economistas por 
las instituciones no supuso, lógicamente, un despertar 
del viejo formalismo jurídico, ya que éste había que- 
dado completamente superado con el conductismo. 
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Aunque se suele hablar de una “vuelta” al estudio del 
Estado o de las instituciones (en la expresión popula- 
rizada por Theda Skocpol a raíz de su libro Bringing 
the state back in, 1979), esta afirmación, desprovista de 
matices, resulta engañosa: el nuevo institucionalismo 
adopta la etiqueta de “nuevo” para destacar que existen 
diferencias sustantivas tanto en la propia definición 
de las instituciones como en los enfoques teóricos y 
las técnicas de análisis utilizadas. Por tanto, ni las 
instituciones que se estudian ni los métodos que se 
aplican son los mismos. En este sentido, la nueva 
definición de las instituciones no centra la atención 
en los aspectos formales o legales (las instituciones 
como “organizaciones jurídicas”), sino, sobre todo, 
en sus aspectos sustantivos, es decir: hasta qué punto 
influyen, condicionan, estructuran o determinan las 
preferencias y estrategias de los actores o los resulta- 
dos del juego político. 

Para el nuevo institucionalismo, las instituciones 
son las reglas formales e informales, las normas y 
prácticas, los hábitos y las costumbres que “influyen” 
en el proceso político, bien en el nivel “macro” (las 
Constituciones, la cultura política, etc.), bien en el ni- 
vel “micro” (las reglas del juego, el sistema electoral, el 
reglamento de un parlamento, etc.). No es de extrañar 
que, de acuerdo con estos criterios, la definición de 
instituciones que manejan los neoinstitucionalistas sea 
tan amplia como difícil de aplicar. Según Peter Hall y 
Rosemary Taylor (1996), esta variedad de análisis per- 
mite distinguir tres categorías de “nuevos” institucio- 
nalismos: el histórico, el racional y el sociológico. Pero, 
en realidad, dado que la hipótesis central del nuevo 
institucionalismo (en cualquiera de sus versiones) es 
que las instituciones median entre el poder y los re- 
sultados políticos, los análisis neoinstitucionalistas 
“descubren” las instituciones caso por caso. 


¿IMPORTAN LAS INSTITUCION ES? 


La relevancia de esta pregunta, central en la ciencia política 
de las últimas décadas, puede ser entendida mediante un 
sencillo ejemplo. En los meses previos a la invasión de Irak 
por Estados Unidos en el año 2003, las opiniones públicas 
británica y española se oponían ampliamente a la intención 
de la Administración Bush de emprender una acción en 
Irak. Una vez constatado que el Gobierno francés vetaría 
dicha resolución y también que Estados Unidos, Reino Uni- 
do y España ni siquiera podrían lograr una mayoría simple 
de los quince Estados representados en el Consejo de Se- 
guridad de la Organización de las Naciones Unidas, Bush, 


Blair y Aznar decidieron retirar el proyecto de resolución 
que habían promovido. 

El Primer Ministro Blair se enfrentó entonces a una de las 
horas más difíciles de su carrera política: dada la previsible 
pérdida de vidas británicas en las operaciones de combate, 
Blair se había comprometido a que la Cámara de los Co- 
munes votara una resolución aprobando la intervención en 
Irak, aunque carecía de la obligación legal de hacerlo. Sin 
embargo, sin una resolución del Consejo de Seguridad y con 
la opinión pública en contra, muchos diputados de la ma- 
yoría parlamentaria laboralista comenzaron a dudar acerca 
de la conveniencia de ir a la guerra. Aunque Blair disponía 
de una sólida mayoría parlamentaria, como los diputados 
de la Cámara de los Comunes se eligen en circunscripciones 
uninominales con un sistema mayoritario, muchos de ellos 
temían que, de votar a favor de la guerra, sus posibilidades 
de ser reelegidos en sus distritos en las próximas elecciones 
generales se redujeran notablemente. 

De acuerdo con la propia narración ofrecida por Blair 
posteriormente (véase la entrevista que concedió al diario 
Sun el 18 de abril de 2003 y que fue reproducida en multitud 
de medios de información y agencias de prensa, entre ellos la 
BBC), a pesar de contar con una sólida mayoría parlamen- 
taria, la tarde antes de la votación, Blair reunió a su mujer 
y a sus hijos y les comunicó que existía una posibilidad de 
que perdiera la votación y, en consecuencia, de que tuviera 
que dimitir. Esa misma tarde, el Presidente del Gobierno de 
España, José María Aznar, consciente de la dificultad de la 
situación, llamó a Blair para solidarizarse con él. Según la 
narración de Blair, para animarle, Aznar le recordó que en 
España, “menos del 4% de la población” apoyaba la guerra 
en Irak, a lo que Blair replicó: “¡Vaya, menos incluso que la 
gente que piensa que Elvis Presley sigue vivo!”. 

La situación de Aznar, en el fondo, no era muy distinta 
a la de Blair. En las filas del Partido Popular existían no 
sólo numerosas voces contrarias a la guerra (entre ellas, la 
del Vicepresidente Económico del Gobierno, Rodrigo Rato), 
sino una preocupación generalizada por el posible coste 
electoral de apoyar diplomáticamente una acción bélica de 
Estados Unidos que no contara con la aprobación expresa 
del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Sin em- 
bargo, el sistema electoral y de partidos español, de carácter 
proporcional y con listas cerradas y bloqueadas, configura- 
ba un mapa político completamente distinto: al contrario 
que en el Reino Unido, las posibilidades de reelección de un 
diputado no dependen tanto de su sintonía con el electorado 
en su circunscripción, como de su capacidad de acatar la 
disciplina de partido. Por tanto, los diputados del Partido 
Popular, por mucho que se opusieran a la guerra, carecían 
de incentivo alguno para manifestarse en contra de ella, ya 
que, independientemente de lo acertados o equivocados que 
estuvieran en sus juicios acerca de la guerra, era seguro que 
los que rompieran la disciplina de partido no entrarían en 
las próximas listas electorales. 

El ejemplo muestra cómo las instituciones, entendidas 
como “reglas del juego”, no son neutrales, sino que impor- 
tan, y mucho. En dos contextos similares (gobiernos con 
mayoría parlamentaria, pero sin apoyo público) y con 
preferencias similares (intervenir en Irak), las diferencias 
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institucionales (el sistema electoral) primaron estrategias 
distintas de comportamiento. Aunque Blair finalmente 
no perdiera la votación, el Partido Laborista sufrió una 
profunda división (hasta 139 diputados laboristas votaron 
en contra de su Gobierno y dos ministros, entre ellos el de 
Exteriores, abandonaron el Gabinete), mientras el Partido 
Popular permaneció unido y cohesionado, ganando có- 
modamente la votación parlamentaria que se planteó en 
relación a la intervención armada. 


4.1. El institucionalismo histórico 


Como se ha señalado, los pluralistas norteamericanos 
habían considerado el Estado como un ámbito/espa- 
cio neutral en el que se agregaban las preferencias 
y los intereses de los actores políticos. Sin embargo, 
para los partidarios de recuperar el papel del Estado 
(Bringing the state back in), en la expresión que les 
hizo famosos, el Estado (bien encarnado en los pro- 
pios burócratas o representado en las organizaciones 
como tales) era un actor con sus propias preferencias 
y, generalmente, notablemente decisivo en el juego 
político. A partir de ahí, la naturaleza del Estado, 
la fortaleza o debilidad de sus instituciones, la auto- 
nomía de los gobiernos y las burocracias respecto a 
otros poderes del Estado o la configuración del poder 
legislativo y judicial se convirtieron en un elemento 
explicativo sumamente recurrente en las investiga- 
ciones de ciencia política. 

Esta línea de investigación, que enfatiza la impor- 
tancia de los legados históricos e institucionales, ha 
recibido el nombre de institucionalismo histórico. 
Para los nuevos institucionalistas históricos, “las ins- 
tituciones configuran las estrategias y los objetivos de 
los actores y median en sus relaciones de cooperación 
y conflicto. Mediante estas vías, estructuran el juego 
político y condicionan decisivamente los resultados 
del mismo” (Steinmo, Telen y Longstreth 1992: 9). En 
su gran mayoría, los nuevos institucionalistas históri- 
cos no han adoptado el individualismo metodológico 
y el supuesto de racionalidad económica como punto 
de partida, sino que han seguido creyendo en, y apos- 
tando por, la capacidad explicativa de las estructuras 
frente a las acciones individuales. En oposición a la 
teoría de la elección racional, los partidarios del nue- 
vo institucionalismo histórico han sostenido que las 
instituciones “definen” las preferencias, que éstas sólo 
pueden ser entendidas como un producto del contex- 
to político, social e histórico, y que las acciones de los 


individuos están más orientadas hacia la satisfacción 
de normas y valores que hacia la maximización de 
beneficios personales o individuales. 


LOS ORÍGENES DE LA POLÍTICA SOCIAL 


EN ESTADOS UNIDOS 


En su obra, Los orígenes de la política social en Estados 
Unidos (1996), Theda Skocpol estudia el surgimiento de la 
política social en este país y concluye que, al igual que en otros 
muchos países avanzados, el Estado del bienestar no surgió 
como consecuencia de un diseño racional que reflejara las 
preferencias colectivas de una sociedad como la estadouni- 
dense, sino a partir del establecimiento, de la consolidación 
e institucionalización de respuestas parciales a problemas 
parciales, como por ejemplo la necesidad de proteger a viu- 
das y huérfanos de los soldados caídos en combate durante 
la Guerra Civil (1861-1863) y la Primera Guerra Mundial 
(1914-1918), o de establecer prestaciones sanitarias, sociales 
y laborales para heridos, mutilados y veteranos de guerra. De 
esta manera, el origen de la política social se situaría más 
cerca de la política internacional y la existencia de conflictos 
bélicos que de un proceso de decisión que considerara las 
prestaciones sanitarias o sociales por parte del Estado como 
un derecho de los ciudadanos. A posteriori, sin embargo, la 
“institucionalización” de la política social ha generado un 
marco de preferencias colectivas en el que la existencia de 
la política social es independiente de la desaparición de las 
causas (los conflictos bélicos) que dieron origen a la misma. 
Vemos así hasta qué punto las instituciones generan “iner- 
cias” y transforman las preferencias de los ciudadanos. 


De esta manera, al contrario que la teoría de la 
elección racional, el institucionalismo histórico 
ha venido considerando que el comportamiento de 
los individuos constituía un tema de interés me- 
nor frente a las interacciones a gran escala entre 
actores agregados (clases sociales, burocracias, 
elites gobernantes, etc.) y estructuras (Estados, 
mercados, sistema internacional, etc.). Para el nuevo 
institucionalismo histórico, lo relevante no es que 
los actores se comporten racionalmente dentro de 
unas estructuras sobre la base de unas preferencias 
dadas (exógenas), sino cómo explicar el surgimiento 
de dichas instituciones, los cambios (endógenos) en 
las preferencias de los actores, las transformaciones 
institucionales y su impacto sobre el curso de la 
historia. Por esta razón, en los estudios que adop- 
tan esta perspectiva institucionalista-histórica han 
sido recurrentes las consideraciones acerca de: (1) 
la influencia de las ideas que albergan los actores 
políticos; (2) las consecuencias no intencionadas de 


los diseños institucionales; y, (3) la forma en que las 
decisiones adoptadas en el pasado inciden en las de- 
cisiones del presente creando una dependencia de 
senda (path dependency). 


4.2. El institucionalismo racional 


Significativamente, el redescubrimiento de las ins- 
tituciones por parte de los politólogos coincidió con 
un fenómeno similar en el campo de la teoría de la 
elección racional. Salvo algunas excepciones, los 
conductistas consideraban que las instituciones eran 
“conchas vacías” que sólo cobraban sentido en función 
de los valores, los roles y el estatus de los individuos, y 
que, en consecuencia, no merecía la pena estudiarlas 
autónomamente. Igualmente, para los teóricos de la 
elección racional, las instituciones carecían de valor 
explicativo; los individuos eran concebidos como 
átomos conectados entre sí por sus interacciones, de 
tal manera que el comportamiento político poco se 
diferenciaba del comportamiento económico. 

En los años 70 del siglo XX, no obstante, tanto 
los politólogos, como los sociólogos y los econo- 
mistas comenzaron a sentirse incómodos con este 
planteamiento atomista. Sin embargo, los caminos 
adoptados por cada grupo fueron diferentes: como 
hemos visto, en tanto que los politólogos se centra- 
ron, sobre todo, en el papel del Estado y adoptaron 
una perspectiva histórica, los sociólogos abrieron 
sus investigaciones al estudio de las relaciones e 
interacciones sociales. Mientras, los economistas 
enfocaron su atención más específicamente hacia las 
instituciones. Para uno de los economistas que más 
han defendido la necesidad de emplear un análisis 
institucionalista, Douglass North, las instituciones 
priman o penalizan unos comportamientos frente a 
otros: son, por tanto, “las reglas del juego de una 
sociedad o, más formalmente, los constreñimientos 
diseñados por las personas para moldear la inte- 
racción humana. En consecuencia, estructuran los 
incentivos de los intercambios políticos, sociales o 
económicos” (North 1990: 1). 

Este redescubrimiento de las instituciones tuvo 
mucho que ver con la constatación de los problemas 
que traía consigo la aplicación de los modelos econó- 
micos neoclásicos al campo de la ciencia política. Así, 
el estudio del proceso legislativo en Estados Unidos 
demostraba claramente que tanto las estructuras 
decisorias (los grupos parlamentarios, los comités, 
el personal de apoyo), como los procedimientos de 
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funcionamiento y decisión (agendas, enmiendas, 
votaciones, vetos, etc.) eran enormemente relevan- 
tes para estudiar los resultados legislativos. Esta 
observación abrió una muy fructífera línea de inves- 
tigación centrada en la pregunta de hasta qué punto 
las instituciones condicionan la manera en la que 
se solucionan determinados problemas y, más con- 
cretamente, hasta qué punto resuelven problemas de 
acción colectiva. 

Los estudios que se agrupan bajo esta etiqueta del 
institucionalismo racional tienen en común cuatro 
elementos sustantivos: primero, el supuesto de racio- 
nalidad instrumental y maximizadora de los actores; 
segundo, el planteamiento de la acción política en 
términos de dilemas de acción colectiva, debido a los 
cuales la racionalidad individual tiende a producir re- 
sultados subóptimos desde el punto de vista agregado; 
tercero, el énfasis en los comportamientos estratégi- 
cos de los actores o, más llanamente, la suposición 
de que todo actor, antes de emprender un determi- 
nado curso de acción, intenta anticipar qué harán 
los demás a continuación; y, cuarto, la consideración 
de las instituciones como instrumentos designados ex 
profeso para reducir las incertidumbres inherentes a 
toda interacción humana (Hall y Taylor 1996: 944-5). 
Cuando un economista ve una institución, señala 
muy gráficamente Shepsle (1995), inmediatamente 
piensa que es una solución negociada a algún tipo de 
problema de cooperación (falta de información, falta 
de confianza, etc.). 


ELEGIR UN PRESIDENT 


LA SUERTE DE 
CHIRAC Y LA PARADOJA DE CONDORCET 


El sistema de elección presidencial en Francia nos ofrece 
un buen ejemplo de hasta qué punto los diseños institucio- 
nales pueden influir en los resultados. Como los franceses 
pudieron experimentar en el año 2002, la manera de elegir 
un Presidente puede ser decisiva a la hora de determinar 
qué Presidente saldrá elegido. Este ejemplo ilustra cómo las 
instituciones (en este caso, las reglas del juego electoral) no 
son neutrales. 

La elección presidencial en Francia se lleva a cabo 
mediante un sistema mayoritario a dos vueltas en una 
circunscripción única (es decir, que cubre todo el país), de 
tal manera que, si nadie gana por mayoría absoluta la pri- 
mera vuelta, se convoca una segunda vuelta en la que sólo 
participarán los dos candidatos más votados en la primera 
vuelta. Este sistema, combinado con la extrema facilidad 
que la ley electoral francesa otorga a cualquier persona o 
grupo para presentar un candidato a la Presidencia, tiende 
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TABLA 4.2 


Resultado de las elecciones presidenciales de 2002 en Francia (primera vuelta) 


Jacques Chirac (Gaullistas) 

Jean Marie Le Pen (Frente Nacional) 

Lionel Jospin (Partido Socialista Francés) 

Francois Bayrou (UDF centro-derecha) 

Arlette Laguiller (Trotskistas) 

Jean Pierre Chevénement (Socialistas independientes) 
Noël Mamère (Verdes) 

Olivier Besancenot (Liga Comunista Revolucionaria) 
Jean Saint-Josse (Tradicionalistas) 

Alain Madelin (Democracia Liberal) 

Robert Hue (Partido Comunista) 

Bruno Mégret (Movimiento Nacional Republicano) 
Christiane Taubira (Izquierda Radical) 

Corinne Lepage (Ecologistas) 


Votos en porcentajes 
19,88 
16,86 
16,18 

6,84 
5,72 
5,33 
5,25 
4,25 
4,23 
3,91 
3,37 
2,34 
2,32 
1,88 


Fuente: Centre d'étude de la vie politique française (http://elections2002.sciences-po.fr) 


TABLA 4.3 


Intención probable de voto en cada grupo sociológico (datos ficticios) 


Trabajadores en barrios con inmigrantes 
Electores de centro-izquierda 

Electores de centro-derecha 

Electores conservadores o de derechas 
Electores de extrema derecha 


% 1° 2° 3° 

21 Le Pen Jospin Chirac 
30 Jospin Chirac Le Pen 
29 Chirac Jospin Le Pen 
10 Chirac Le Pen Jospin 
10 Le Pen Chirac Jospin 


Tabla elaborada por José Fernández Albertos (Universidad de Harvard) 


a producir una proliferación de candidaturas de protesta o 
marginales que carecen de posibilidad alguna de pasar a la 
segunda vuelta. El resultado es una enorme dispersión del 
voto en múltiples candidaturas (véase la Tabla 4.2). 
Veamos qué ocurrió en la práctica. El 22 de mayo de 
2002 se celebraron elecciones presidenciales en Francia. 
Un desacreditado Jacques Chirac (derecha-gaullista) se 
presentaba a la reelección. Con múltiples escándalos de 
corrupción a sus espaldas, sus posibilidades frente a un 
Lionel Jospin (socialista) que disfrutaba de una elevada 
popularidad tras su paso por la Presidencia del Gobierno 
francés eran escasas. Por tanto, Jospin partía como claro 
favorito. Sin embargo, en el recuento efectuado la noche del 
22 de mayo saltó la sorpresa: el espectacular aumento del 
voto al partido trotskista de Arlette Laguiller, junto con la 


división de la izquierda en múltiples candidaturas, dejó en 
la cuneta a Jospin, llevando a Francia a una segunda vuelta 
entre Chirac (centro-derecha) y Le Pen (extrema-derecha). 
Ante la posibilidad de que ganara Le Pen, poniendo en 
entredicho la credibilidad internacional y democrática de 
Francia, todos los partidos políticos, incluido el socialista, 
pidieron el voto para Chirac. El resultado es que Chirac 
(centro-derecha) salió elegido dos semanas más tarde, el 5 
de mayo, con el 82,21% de los votos, frente al 17,79% de los 
obtenidos por Le Pen. Como consecuencia, Lionel Jospin 
tuvo que abandonar inmediatamente la Presidencia del 
Gobierno y la jefatura del Partido Socialista Francés, trun- 
cando así una carrera presidencial que parecía asegurada. 
¿Qué es lo que ocurrió? En la Tabla 4.3 hemos imaginado 
que los sondeos de opinión nos mostraran una estructura 
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de preferencias que ayudara a comprender lo ocurrido (los 
datos son ficticios y no concuerdan con los resultados 
reales de la elección, pero sirven para ilustrar el problema). 
Los trabajadores manuales que viven en barrios con un 
alto número de inmigrantes prefieren al radical Le Pen 
antes que a Jospin, pero a Jospin antes que a Chirac. Los 
electores de centro-izquierda prefieren a Jospin antes que a 
Chirac, pero a Chirac antes que a Le Pen. Lo mismo ocurre 
con los electores de centro-derecha, que prefieren a Chirac 
antes que a nadie, pero si tuvieran que elegir entre Jospin 
y Le Pen, preferirían a Jospin. Y así sucesivamente. Con 
este orden de preferencias, el resultado es que, aunque un 
59% prefiera a Jospin antes que a Le Pen, Jospin no pasa a 
la segunda vuelta: en la primera vuelta Chirac gana con el 
39%, seguido de Le Pen con el 31%. Y eso evita que Jospin 
salga elegido, mientras que garantiza que lo haga Chirac, 
aunque (paradójicamente) una mayoría (51% frente a 49%) 
prefiera a Jospin antes que a Chirac. 

Jospin fue, por tanto, víctima de la paradoja de Condorcet 
que se ha mencionado antes en relación al teorema de la 
imposibilidad de Arrow. 


4.3. El institucionalismo sociológico 


A la par que se desarrollaban las versiones histórica 
y racional del nuevo institucionalismo, la sociología 
también mostraba un renovado interés por las ins- 
tituciones. El nuevo institucionalismo sociológico 
puede ser visto como un proceso de cambio de para- 
digma dentro de la sociología de las organizaciones. 
Esta última, que experimentó su principal desarrollo 
en los años 50 y 60, optaba por un análisis micro de 
los papeles, estatus y tareas de los individuos dentro 
de las organizaciones, enfatizaba cómo las organiza- 
ciones socializan a los individuos en los valores, las 
normas y prácticas de la organización, y se centraba 
en las consecuencias no intencionadas de la lógica 
institucional o burocrática. Pese a ello, no rompía 
definitivamente con el paradigma racionalista e indi- 
vidualista, sino que lo matizaba proponiendo a cam- 
bio una “racionalidad limitada” (bounded rationality) 
dentro de las estructuras organizativas. 

Frente a este “viejo” institucionalismo sociológico, 
el “nuevo” representa un salto cualitativo: el llamado 
“nuevo análisis organizativo” adopta el programa 
constructivista, de acuerdo con el cual la realidad 
está socialmente construida y, en consecuencia, 
conceptos tales como “racionalidad” o “institución” 
son inseparables del contexto social en el que se 
formulan. De esta manera, las preferencias de los 
individuos resultan de la interacción social o son 
creadas por las instituciones, la cultura, el hábito y 


otras pautas, pero nunca son autónomas, exógenas 
o individuales. Por tanto, para los neoinstituciona- 
listas sociológicos, el comportamiento de los actores 
políticos responde más a la influencia de pautas cul- 
turales que racional-instrumentales. 

El viejo institucionalismo sociológico ya aceptaba 
que las instituciones reflejaban estructuras de valores 
subyacentes y, en consecuencia, asumía que la función 
de las instituciones consistía más en producir y repro- 
ducir determinados valores y comportamientos que, 
como en la visión racional, en facilitar la consecu- 
ción de intereses individuales. En el nuevo institu- 
cionalismo sociológico, el planteamiento cambia: no 
se trata tanto de que las instituciones marquen qué 
es apropiado hacer en cada momento, sino que cons- 
truyen estructuras completas de significado para 
interpretar las acciones individuales en cada contex- 
to. Así pues, las instituciones constituyen marcos de 
significado, percepción y comportamiento, indican a 
los actores lo que deberían preferir en cada momen- 
to, y no son, por tanto, simples instrumentos para la 
realización de sus preferencias. 

Este giro hacia lo cognitivo, es decir, hacia las 
percepciones, las identidades y la cultura, en senti- 
do amplio, queda particularmente plasmado en la 
definición de las instituciones que adopta el nuevo 
análisis organizacional: “las instituciones no son sólo 
las reglas formales, los procedimientos o las normas, 
sino los sistemas simbólicos, los guiones cognitivos 
y las estructuras morales que dan significado a las 
acciones humanas” (Hall y Taylor 1996: 947). “Las 
instituciones”, escriben Powell y DiMaggio (1991: 11), 
“no condicionan las preferencias de los individuos: 
establecen los criterios mediante los cuales los indi- 
viduos descubren sus preferencias”. Las instituciones 
(la cultura, por ejemplo) serían causa, y no conse- 
cuencia, de nuestras acciones, por lo que no pueden 
ser explicadas desde el punto de vista de las preferen- 
cias de los individuos. 


LAS POLÍTICAS DE CIUDADANÍA O 


LOS DERECHOS HUMANOS DE 
INSTITUCIONALISMO SOCIOLÓGICO 


En el estudio de Yasemin Soysal (1994) acerca de la con- 
vergencia de las definiciones de ciudadanía y nacionalidad 
entre países occidentales, las políticas de inmigración no 
se explican como un resultado de los conceptos de ciuda- 
danía imperantes en cada país o en razón de los diversos 
legados del pasado, como esperarían los institucionalistas 
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históricos. La autora tampoco recurre a modelos basados en 
el comportamiento estratégico de diversos actores políticos 
ni pretende buscar hasta qué punto los resultados reflejan 
el juego legislativo de mayorías y minorías. De acuerdo con 
el institucionalismo sociológico, la creciente legitimidad y 
difusión de una cultura de derechos humanos que enfatiza 
los componentes cívicos de la ciudadanía frente a los étnicos 
constituye el principal factor explicativo: los Estados, pese a 
sus posiciones de partida, terminan por acomodar sus viejos 
criterios a las nuevas y más legítimas definiciones. Así, la 
consolidación de una cultura de derechos humanos transfor- 
ma las preferencias políticas y sociales acerca del significado 
y de las condiciones de adquisición de la ciudadanía. 

De la misma manera, de acuerdo con las investigaciones 
de Martha Finnemore y Kathryn Sikkink (1998), la cultura de 
los derechos humanos se ha abierto camino universalmente, 
debido a un proceso de difusión normativo generado por 
la existencia de organizaciones internacionales públicas y 
privadas dedicadas a esta tarea. Pese a la inexistencia de 
precedentes históricos, las normas nacionales se han adap- 
tado a las internacionales, imitando estándares normativos 
considerados más legítimos y apropiados que los existentes 
en la esfera nacional, sin necesidad de ninguna negociación 
de carácter estratégico e independientemente de los contextos 
culturales nacionales. 


4.4. Balance y conclusiones 


Al igual que el conductismo o la teoría de la elec- 
ción racional, el nuevo institucionalismo puede ser 
considerado como una manera de orientar nuestros 
diseños de investigación. Como March y Olsen (1984: 
747) reconocían, el nuevo institucionalismo “no es ni 
una teoría ni una crítica coherente de una teoría: es 
simplemente un argumento acerca de la importancia 
de los factores organizativos en la vida política [...], 
un prejuicio, basado en la observación empírica, una 
constatación acerca del escaso ajuste entre las teorías 
contemporáneas de la política y la realidad que tene- 
mos delante”. 

Ciertamente, aunque el nuevo institucionalismo re- 
presenta una posibilidad de síntesis entre lo inductivo 
y lo deductivo, lo micro y lo macro, las normas y los in- 
tereses, esta integración plantea no pocos problemas. 
Como se ha señalado acertadamente, los tres nuevos 
institucionalismos están construidos sobre algo más 
que diferentes premisas. El análisis de las institucio- 
nes desde la teoría de la elección racional, el nuevo 
análisis organizacional y el institucionalismo histórico 
suelen conllevar maneras de aproximarse a la realidad 
incompatibles entre sí: el primero se sitúa en el marco 
del individualismo metodológico, el segundo enfatiza 
los aspectos cognitivos o culturales de la conducta, 


mientras que el tercero tiende a atribuir un gran peso 
a las grandes estructuras y procesos históricos. Por 
ello, en la práctica, los esfuerzos por aportar claridad 
en torno a las diferencias y similitudes que mantienen 
entre sí estas tres acepciones del nuevo institucionalis- 
mo han acentuado, más que solventado, la polémica 
y han expuesto al nuevo institucionalismo a un cierto 
descrédito. A pesar de estas críticas, no cabe ignorar su 
importante contribución a la explicación de los proble- 
mas de investigación que se plantean los politólogos. 
La recuperación de las instituciones para el análisis 
politológico ha contribuido al avance de la ciencia 
política en una medida cuando menos similar a la que 
provocaron el conductismo y la teoría de la elección ra- 
cional en los años 40 y 50, y 60 y 70, respectivamente. 


5. EJERCICIO PRÁCTICO: LA CAPACIDAD 
EXPLICATIVA DE LOS DISTINTOS ENFOQUES 
DE INVESTIGACIÓN 


5.1. El conductismo y el estudio de los 
conflictos bélicos 


Poco después de concluir la Primera Guerra Mundial, 
el profesor Charles E. Merriam (1874-1953), unáni- 
memente considerado como unos de los principales 
responsables del impulso científico que recibió la 
ciencia política durante el siglo XX, convocó a los 
Departamentos de Antropología, Ciencia Política, 
Psicología y Sociología de la Universidad de Chicago 
a una reunión interdepartamental con el objeto de 
crear una comisión de estudio acerca de las causas 
de la guerra. Durante los años siguientes, bajo la 
dirección del profesor Quincy Wright (1890-1970), se 
prepararon 66 estudios, 40 de los cuales dieron lugar 
a tesis doctorales y diez, los mejores, se publicaron 
como libros. El trabajo resultante, A study of war (Un 
estudio sobre la guerra), un volumen de 1.600 páginas 
publicado en 1942, constituye todavía hoy un ejemplo 
clásico de la utilidad de la ciencia política para estu- 
diar los conflictos bélicos. 

Merriam había publicado en 1921 un libro de 
enorme impacto: El estado actual del estudio de la 
política (The present state of the study of politics). En 
él proponía dos medidas para convertir el estudio de 
la política en una disciplina plenamente científica: la 
primera, explorar las bases psicológicas y sociológicas 
del comportamiento político; la segunda, introducir de 
una manera sistemática la cuantificación en el análisis 
de los fenómenos políticos. 
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A la exploración de este primer aspecto (las ba- 
ses psicológicas y sociológicas del comportamiento 
político) se dedicó Lasswell, psicólogo de formación 
y autor de una brillante tesis doctoral sobre las 
técnicas de propaganda en tiempos de guerra y la 
comunicación política. Lasswell (cuya aportación al 
conductismo se ha explicado en la sección primera 
de este capítulo) fue uno de los precursores de los 
estudios sobre la personalidad autoritaria, el lideraz- 
go político, la psicología de masas, la comunicación 
política y la propaganda. En su intento por entender 
las causas de la guerra, estudió los libros de texto que 
se utilizaban en las escuelas públicas alemanas, se so- 
metió personalmente a psicoanálisis en Viena con un 
discípulo de Freud, analizó en profundidad los infor- 
mes psiquiátricos correspondientes a pacientes cuyas 
afecciones, como la paranoia o la psicosis, podían 
tener alguna vinculación con la personalidad auto- 
ritaria o el hiperliderazgo carismático y, finalmente, 
llevó a cabo estudios experimentales con voluntarios 
para comprender mejor la propensión humana a la 
agresividad. Gracias a los estudios que inició, y a los 
que emprendieron los que le siguieron, fue posible 
desentrañar algunos de los aspectos centrales de los 
totalitarismos que configuraron la política europea en 
los años 30 y 40, tales como el liderazgo carismático, 
la psicología de masas o las técnicas de propaganda y 
comunicación política. 

En contraste con el énfasis en la conducta personal 
o en la psicología de masas, David Singer, en la actua- 
lidad profesor emérito de la Universidad de Michigan, 
decidió seguir la segunda recomendación de Merriam: 
utilizar técnicas de cuantificación para buscar regu- 
laridades en la observación de la realidad. En el caso 
de Singer, sus investigaciones partían del supuesto de 
que, por importante que sea el factor humano, es decir, 
los elementos psicológicos o psicoanalíticos del com- 
portamiento de los líderes, los individuos o las masas, 
éste no es suficiente para explicar de manera científica 
por qué hay conflictos armados entre los Estados. 

Con el propósito de demostrar la importancia de 
los factores estructurales frente a los personales, el 
equipo de investigación dirigido por Singer diseñó 
en 1964 una gran base de datos: en ella se recoge- 
ría minuciosamente toda la información relativa al 
conjunto de conflictos acontecidos entre los Estados 
de acuerdo con algunas categorías previamente de- 
finidas (demográficas, militares, económicas, etc.). 
El proyecto, denominado Correlates of war (Correla- 
ciones de guerra), continúa activo en nuestros días: 


la base de datos del proyecto, que cubre el período 
entre 1816 y 2001, y recoge 44 variables de cada 
conflicto internacional (duración del conflicto, nú- 
mero de víctimas, tamaño de los ejércitos, etc.) está 
disponible para todos los investigadores que deseen 
contrastar sus propias hipótesis acerca de las causas 
de las guerras!, 

Uno de los resultados más reveladores que se 
desprende del análisis de los datos generados por 
el proyecto de Singer es que “las democracias rara- 
mente van a la guerra entre ellas”; es decir, que la 
mayoría de los conflictos armados del mundo se han 
dado entre dictaduras y democracias, y sólo muy 
excepcionalmente entre democracias consolidadas. 
En realidad, señalan estas investigaciones, los pocos 
casos de enfrentamientos armados entre democra- 
cias son anteriores a la Segunda Guerra Mundial, 
tuvieron siempre motivaciones coloniales y se refie- 
ren a épocas en las cuales el concepto de democracia 
no respondía exactamente a los criterios definitorios 
que prevalecen hoy día (piénsese, por ejemplo, en la 
guerra entre España y Estados Unidos en torno a 
Cuba de 1898, uno de los casos en los que dos re- 
gímenes que pueden calificarse como democráticos 
han protagonizado un conflicto armado). 

La teoría de la paz democrática, construida sobre 
las observaciones empíricas de Singer, parte de unas 
premisas sencillas acerca del funcionamiento de las 
democracias y de los valores y mecanismos de con- 
trol que éstas promueven para afirmar que, aunque 
las democracias no dudarán en ir a la guerra contra 
regímenes dictatoriales, son intrínsecamente pacífi- 
cas entre ellas. Se trata de una teoría que se verifica 
empíricamente con notable facilidad y que ha tenido 
gran repercusión en el ámbito de la política exterior 
al situar la democratización global en el centro de la 
agenda de la paz y el desarrollo mundial. 

La idea según la cual el tipo de régimen político 
influye enormemente en la conducta exterior de 
los Estados no era realmente novedosa, ya que fue 
planteada por primera vez por el filósofo Immanuel 
Kant (1724-1804) en su interesantísimo Sobre la paz 
perpetua (1793), que constituye todavía hoy uno de 
los pilares intelectuales del proyecto cosmopolita 
sobre el que se asientan las Naciones Unidas y otros 
experimentos de gobernanza mundial. No obstante, 
la tesis de Kant sólo fue contrastada empíricamente 
por las investigaciones de Singer, lo que le permitió 


1 Consúltese www.correlatesofwar.org 
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consolidarse como una teoría de carácter científico 
de amplia aceptación. 

En conclusión, frente a esa primera ciencia política 
todavía apegada a la psicología, la teoría de la paz de- 
mocrática demostró el valor de la investigación empíri- 
ca basada en el estudio de las semejanzas y diferencias 
en una serie de casos previamente seleccionados de 
acuerdo con algunas variables relevantes. A partir del 
éxito de esta metodología, muchos politólogos adopta- 
ron un programa de investigación basado en el método 
comparado, definiéndose incluso a sí mismos como 
“comparatistas” en lugar de conductistas. Aunque el 
estudio comparado de casos sea un método más que un 
enfoque propiamente dicho, y en consecuencia pueda 
ser empleado para llevar a cabo investigaciones dentro 
de cualquiera de los principales enfoques que aquí se 
han presentado (incluyendo el enfoque económico de 
la política o el nuevo institucionalismo), la realidad es 
que fue el conductismo, con su énfasis en el estudio 
científico de la política, el que abrió el camino para 
su posterior generalización como método de amplia 
utilización en ciencia política. 


5.2. La teoría de juegos y los conflictos 


Al mismo tiempo que conductistas y comparatistas 
estudiaban los conflictos internacionales a través de 
métodos inductivos, otros politólogos con formación 
económica y/o matemática, adoptaban una aproxima- 
ción deductiva. La “teoría económica de la política” o, 
más llanamente, la “teoría de juegos” (expuesta en la 
segunda sección de este capítulo), registró un enorme 
auge en los años 50 y 60 en el marco del enfrentamien- 
to entre Estados Unidos y la Unión Soviética, ya que 
sus supuestos y modelos formales parecían ajustarse 
muy bien al contexto de la Guerra Fría. 

Para Thomas Schelling, ganador del Premio Nobel 
de Economía en 2005 y autor del libro, hoy clásico, 
La estrategia del conflicto: armas e influencia (The 
strategy of conflict: arms and influence, 1960), todos los 
conflictos bélicos, incluida la Guerra Fría, podían ser 
entendidos como negociaciones de carácter estratégico, 
es decir, contextos en los que el logro de los propios 
intereses depende de la capacidad de prever y anticipar 
los movimientos y las respuestas del contrario. 

La visión de Schelling acerca del conflicto no 
tenía nada que ver con la planteada por Lasswell; 
en realidad, era exactamente la contraria. En lu- 
gar de inclinaciones patológicas provenientes del 
subconsciente o de una deficiente socialización, la 


guerra y el conflicto podían ser analizados desde el 
punto de vista de la racionalidad, distinguiendo me- 
dios y fines, preferencias y estrategias. Más de cien 
años antes, el general prusiano Karl von Clausewitz 
(1780-1831) había formulado la idea de que la guerra 
era simplemente un medio más del que la política 
podía servirse (“la guerra es la continuación de la 
política por otros medios”). Siendo la guerra y la 
amenaza de conflicto nuclear tan importantes en la 
vida de sus coetáneos, Schelling se sorprendía por lo 
escasamente formalizado que estaba su estudio y, en 
consecuencia, por la facilidad con la que se tendía a 
considerar la conducción de los conflictos un “arte”, 
en lugar de una ciencia 

La teoría de la disuasión nuclear, resultante del 
esfuerzo de Schelling y otros por racionalizar lo apa- 
rentemente irracional (la guerra nuclear), partía del 
supuesto de que, en ausencia de un derecho interna- 
cional efectivo y de instituciones internacionales efi- 
caces para gestionar de forma pacífica los conflictos, 
resolver disputas y sancionar a los Estados incum- 
plidores, los Estados se verían obligados a confiar 
exclusivamente en la fuerza militar para garantizar 
su supervivencia. En este estado de naturaleza de 
tipo hobbesiano, técnicamente descrito en términos 
de “anarquía estructural”, sólo la ley del más fuerte 
imperaría. Por tanto, frente a las aproximaciones psi- 
cológicas, basadas en la personalidad de los líderes, o 
las comparadas, basadas en la estructura interna de 
los Estados, la teoría de la disuasión planteaba las re- 
laciones internacionales desde el punto de vista de la 
lucha por la supervivencia entre Estados. Como en el 
juego del gallina de las películas estadounidenses, en 
el que dos jóvenes conducen en dirección contraria de 
tal manera que uno de los dos deberá apartarse para 
evitar el choque (el “gallina”), la política de defensa 
estadounidense se basó, siguiendo estas premisas, 
en la llamada “teoría de la disuasión”, según la cual, 
Estados Unidos no sólo preservaría su seguridad 
mediante la acumulación de un formidable poder 
militar sino, más importante aún, en la medida en la 
que convenciera a la Unión Soviética de su determi- 
nación a usar dicho armamento nuclear en caso de 
conflicto. En consecuencia, la paz no se aseguraría 
mediante la diplomacia o apelando a la buena vo- 
luntad de los dirigentes soviéticos, sino elevando los 
costes de un conflicto entre las dos superpotencias 
hasta lo insoportable. 

Un buen ejemplo de la aplicación de la teoría de 
juegos al análisis de los conflictos internacionales 
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TABLA 4.4 


El “juego del gallina” y la crisis en torno a Cuba (octubre de 1962) 


Si... 
Estados Unidos 
Mantiene el bloqueo 


y la URSS 


Retira el bloqueo 
Mantiene el bloqueo 
Retira el bloqueo 


Fuente: Elaboración propia 


lo proporciona la llamada “crisis de los misiles cu- 
banos”. Ningún otro acontecimiento ilustró mejor la 
dinámica de la Guerra Fría que esta crisis, que en oc- 
tubre de 1962 puso al mundo al borde de una guerra 
nuclear tras la decisión de Fidel Castro de permitir a 
la Unión Soviética instalar rampas de lanzamiento 
de misiles nucleares en Cuba (maniobra mediante la 
cual esperaba disuadir a Estados Unidos de una in- 
vasión de la isla que en La Habana se consideraba in- 
minente). Lo que siguió al descubrimiento de dichas 
instalaciones fue un intensísimo juego de negocia- 
ción y amenazas que puede ser analizado mediante 
el citado “juego del gallina” y que ejemplifica muy 
bien la utilidad de la teoría de juegos para entender 
determinados conflictos. 

Una vez constatado que los misiles nucleares rusos 
estaban siendo enviados por vía marítima a la isla, 
el Presidente Kennedy decidió, el 22 de octubre de 
1962, imponer una “cuarentena naval” a Cuba (se 
evitó el término “bloqueo” porque, legalmente, podía 
ser considerado un acto de guerra), impidiendo el 
acercamiento de los barcos soviéticos. Esto dejaba en 
manos del Presidente de la Unión Soviética, Nikita 
Jruschev, la responsabilidad de poner a prueba la 
voluntad de Kennedy de hacer cumplir el bloqueo. 
Pero Kennedy también se enfrentaba a un dilema de 
difícil solución, puesto que sabía que los cargueros 
rusos que transportaban los misiles nucleares iban 
escoltados por submarinos, lo que implicaba un 
evidente riesgo de enfrentamiento armado entre las 
dos superpotencias si los rusos decidían ignorar el 
bloqueo estadounidense. 

En la Tabla 4.4 se presenta la “matriz de pagos” que 
permite formular el problema y estudiar las estrategias 
y posibilidades de ambos gobiernos. Entre paréntesis 
figura, a modo ilustrativo y con el objetivo de ordenar 
las preferencias de los actores, la estimación de los 


Ordena la vuelta de sus barcos 
Mantiene el envío de misiles 
Mantiene el envío de misiles 
Ordena la vuelta de sus barcos 


...entonces 
Estados Unidos URSS 
Gana (+5) Pierde (-5) 
Pierde (-5) Gana (+5) 
Pierde (-20) Pierde (-20) 
Se queda igual (0) Se queda igual (0) 


beneficios o costes esperados de cada opción: “-20” 
significa un enfrentamiento armado; “-5” la pérdida de 
credibilidad y, en consecuencia, de poder, que se pro- 
duce al retirarse del juego; “0” significa quedarse igual 
y “+5” la ganancia en credibilidad y poder propio. Dado 
que ambos actores quieren maximizar los beneficios, 
ordenarán las preferencias en consecuencia: “+5”, “0”, 
“5”, “20” (los dos prefieren humillar al contrario a 
quedarse igual, quedarse igual a ser humillados, y ser 
humillados antes que enzarzarse en una guerra de 
imprevisibles consecuencias con el otro). 

Todo juego tiene una o varias “soluciones de equi- 
librio” (aquélla en la que cada actor ha determinado 
cuál es su mejor secuencia de actuaciones, independien- 
temente de lo que haga el otro y que, en consecuencia, 
pone fin a la secuencia de pensamiento: “si yo hago 
esto, el otro hará aquello, pero si hago aquello, el otro 
hará esto”). El problema es que, en contraste con el 
juego popularmente conocido como el “dilema del 
prisionero” (expuesto en la sección segunda), en el 
que hay una única solución de equilibrio, en el “juego 
del gallina” no hay una estrategia “dominante” (que 
sea superior a todas las demás): uno puede decidir 
“no ceder”, lo que le puede llevar a ganar (+5) o a una 
guerra nuclear (-20); pero también puede optar por 
“ceder” y apartarse, lo que le puede conducir a perder 
(-5) o a quedarse igual (0). 

En el “juego del gallina”, como en la disuasión nu- 
clear, sólo gana aquel que decide mantener el rumbo 
y consigue que el otro se aparte, lo que exige conven- 
cer al otro de antemano de que no se apartará pase 
lo que pase. Para ello, pueden ser útiles estrategias 
que sirvan para restringir el margen de maniobra 
del jugador y hagan así visible al otro actor la deter- 
minación de seguir un curso de acción: por ejemplo, 
arrancar el volante en el “juego del gallina” de las 
películas estadounidenses, o automatizar la respuesta 
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nuclear en caso de ataque enemigo, como se llegó 
a proponer durante la Guerra Fría. Sin embargo, 
esta estrategia no garantiza la posibilidad de éxito; 
el choque frontal puede o no ocurrir igualmente: 
Por tanto, el “juego del gallina” es enormemente 
peligroso para quien se embarca en él: sean éstos 
dos adolescentes que sólo se juegan su propia vida o 
dos líderes mundiales con responsabilidades sobre 
la vida de millones de personas. 

Desde luego, puede entenderse así que, ni para 
Kennedy ni para Jruschev, aquéllas fueran horas fá- 
ciles. Como el propio Robert McNamara, Secretario 
de Estado de Estados Unidos, reconocería después 
públicamente, el 27 de octubre, cuando los barcos so- 
viéticos llegaron a la línea del bloqueo y un destructor 
estadounidense tuvo un incidente con el submarino 
nuclear soviético que los escoltaba, la tensión fue tan 
elevada que durante algunas horas estuvo convencido 
de que la humanidad no vería el amanecer del día 28 
de octubre. 

¿Qué ocurrió? Como se sabe, los cargueros rusos 
dieron finalmente la vuelta, no llegando a cruzar la 
línea de bloqueo impuesta por Estados Unidos. Sin 
embargo, lo hicieron como parte de un acuerdo se- 
creto negociado entre Robert Kennedy, Secretario 
de Estado de Justicia y hermano del Presidente, y el 
embajador ruso en Washington, Anatoli Dobrinin, 
por el que Jruschev retiraría los misiles de Cuba a 
cambio de que Estados Unidos retirara los instalados 
en Turquía. 

Aparentemente, el “juego del gallina” se habría 
resuelto porque los dos líderes habrían cedido. Sin 
embargo, existen dos explicaciones alternativas. 
Para unos, fue Jruschev el que cedió: lo definitivo 
no fue la retirada de los misiles de Turquía (que 
en nada alteraba la capacidad de Estados Unidos 
de alcanzar el territorio de la Unión Soviética con 
sus armas nucleares), sino que los rusos, viendo el 
despliegue militar puesto en marcha por Kennedy, 
habían conferido credibilidad al ultimátum ameri- 
cano de invadir Cuba en 48 horas y habían ordenado 
a sus barcos dar la vuelta. Para otros, sin embargo, 
fue Kennedy el que cedió porque, aunque los rusos 
decidieran no instalar misiles en Cuba, la situación 
de Jruschev y de Castro mejoró notablemente con 
respecto a la situación existente antes del inicio de 
la crisis: mientras que el primero logró la retirada 
de los misiles estadounidenses de Turquía, el segun- 
do logró un compromiso de que Estados Unidos no 
invadiría Cuba. 


5.3. El estudio de los conflictos desde 
el nuevo institucionalismo 


Como demostró Graham Allison en su estudio sobre 
la crisis de los misiles cubanos (Essence of decision: 
Explaining the Cuban missile crisis, publicado 
en 1971 y actualizado en 1999, una vez abiertos 
los archivos rusos), el modelo de “actor racional” 
muestra algunas limitaciones a la hora de explicar y, 
sobre todo, predecir la conducta de los Estados. Los 
gobiernos, concluía Allison, difícilmente podían ser 
conceptualizados como actores únicos y racionales 
orientados a la consecución de fines previamente 
definidos sobre la base de una información completa 
o un interés claro. Por ello, en sus conclusiones (véase 
el ejercicio de comprobación de hipótesis del Capítulo 
6), Allison optó por combinar explicaciones basadas 
en las culturas y prácticas organizativas de diferentes 
organizaciones, agencias y departamentos federales 
involucrados en la crisis (lo que denominó “modelo 
de conducta organizacional”), por un lado, y las 
rivalidades y luchas de poder entre diferentes agencias 
gubernamentales, ministerios y líderes políticos (lo 
que denominó “modelo de política gubernamental”), 
por otro lado. 

El estudio de Allison sobre la crisis de los misiles 
cubanos vio la luz en un momento, los años 70, en el 
que la ciencia política estaba retomando el estudio de 
las instituciones tras un largo período de desinterés 
marcado porla supremacía, primero, del conductismo 
y, posteriormente, de la teoría de la elección racional. 
Esta “vuelta del Estado” sería particularmente inten- 
sa en el ámbito de las relaciones internacionales y la 
política exterior. Al menos en sus versiones histórica 
y sociológica, el nuevo institucionalismo tenía unas 
innegables raíces marxistas en lo referente al énfasis 
en el estudio de las estructuras políticas, económicas 
y de clases sociales, pero también una indiscutible 
influencia de la sociología de las organizaciones, que 
subrayaba cómo toda acción está mediada por la es- 
tructura organizativa en la que se desarrolla. 

Así, en el ejemplo de Allison, las decisiones del Go- 
bierno estadounidense aparecían como fuertemente 
influidas por el proceso organizativo, las rutinas de 
funcionamiento y los procedimientos estandarizados 
existentes en cada Departamento o Agencia Federal 
(lo que Allison denominó “modelo organizacional” 
es, en realidad, una descripción bastante ajustada 
del tipo de explicaciones que suele ofrecer la versión 
sociológica del nuevo institucionalismo). 
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En la práctica, según los estudios de Allison y otros 
(por ejemplo, Ernest May y Philip Zelikov, 1997), un 
politólogo que quisiera entender lo ocurrido duran- 
te aquellos trece días que estremecieron al mundo 
no tendría suficiente con “el juego del gallina” y 
la teoría de la elección racional: debería tener en 
cuenta la cultura organizativa y los procedimientos 
de funcionamiento del Pentágono; la desconfianza 
de Kennedy en la CIA y los militares, cuyos errores 
de cálculo le habían llevado a autorizar un plan de 
invasión de Cuba a cargo de exiliados que resultó 
en un desastre sin paliativos (Bahía Cochinos); las 
rivalidades entre el Departamento de Estado y el 
de Defensa; el papel destacado de Robert Kennedy 
y el Consejero de Seguridad Nacional de Kennedy, 
etc. (de todo ello da cuenta con bastante interés la 
película Trece Días de Roger Donaldson, basada en 
el estudio de May y Zelikov). 

En otro ejemplo de hasta qué punto las organiza- 
ciones imponen a los individuos patrones y pautas de 
conducta que desincentivan la eficacia organizativa, 
Norman Dixon estudió en su Psicología de la incom- 
petencia militar (1969) cómo la rigidez jerárquica 
dominante en los ejércitos explica algunas de las 
derrotas bélicas más sonadas de la historia. 

De forma más exhaustiva, el sociólogo británico 
Michael Mann, ha llevado a cabo un detallado estudio 
de la estructura social, política, económica y admi- 
nistrativa del Imperio Alemán regido por el Kaiser 
Guillermo, detonante de la Primera Guerra Mun- 
dial. En sus Fuentes del Poder Social (1986), Mann 
explica cómo una alianza formada por terratenientes, 
industriales, altos funcionarios y oficiales del ejército 
se hizo con el control del Estado en la Alemania impe- 
rial e impuso a la nación alemana su propia visión del 
mundo, fines y valores. Al afirmar que las identidades 
personales de los protagonistas del conflicto eran irre- 
levantes con relación a sus identidades de clase y a las 
estructuras sociales y de poder en las que esas identi- 
dades se sustentaban, las investigaciones de Mann se 
situaban en el extremo opuesto del conductismo, que 
otorgaba a los factores de motivación personal una 
importancia central, y muy cerca del marxismo, que 
sostenía, en la afirmación clásica de Marx que “los 
hombres hacen la historia, pero no a su libre albedrío, 
sino en unas circunstancias por ellos no elegidas”. 

El potencial explicativo del enfoque institucionalis- 
ta ha quedado también de manifiesto a la hora de ex- 
plicar el tipo de conflicto dominante en la posguerra 
fría: la guerra civil y/o de carácter étnico. En el caso 


del conflicto acontecido en la antigua Yugoslavia en- 
tre 1991 y 1995, los institucionalistas históricos han 
resaltado el peso de los legados históricos (en especial 
los referidos a las instituciones y los modos de gobier- 
no establecidos como consecuencia de los acuerdos 
de paz derivados de las dos guerras mundiales del 
siglo XX), pero también la debilidad de las institucio- 
nes comunes de la Federación Yugoslava (sostenidas 
sobre la base de un nacionalismo muy precario y 
excesivamente personalizado en el mariscal Tito). 

Alternativamente, desde la perspectiva del insti- 
tucionalismo racional, autores como James Fearon 
(1995) han propuesto explicaciones basadas en la 
teoría de juegos que prescinden no sólo del carácter 
nacional, sino también de la historia. Siguiendo a 
Schelling y a otros, han establecido que la probabili- 
dad de que la secesión de un Estado desemboque en 
un conflicto étnico depende, fundamentalmente, de la 
percepción por parte de la minoría de las intenciones 
de la mayoría. Independientemente de su cultura, 
historia o idiosincrasia, sostiene Fearon, toda minoría 
prefiere la independencia antes que la autonomía; pero 
también es razonable suponer que si el coste de la se- 
cesión es la guerra, preferirá la autonomía antes que el 
conflicto. Asimismo, es posible deducir que cualquier 
minoría preferirá luchar antes que ser exterminada o 
deportada. Desde esta perspectiva, resulta sumamente 
sencillo prever que la probabilidad de que una secesión 
dé lugar a un conflicto étnico dependerá crucialmente 
de la credibilidad de las promesas de autonomía que 
la mayoría haga a la minoría y, también, de la credi- 
bilidad que la mayoría otorgue a las intenciones de 
secesión de la minoría. 

Aplicado al caso de la antigua Yugoslavia, el con- 
flicto podría explicarse de la siguiente manera. Por 
un lado tendríamos la evidencia de que Serbia y los 
serbo-bosnios carecían de intención alguna de preser- 
var la autonomía de eslovenos, croatas o bosnios. Ello 
hacía imposible pensar en una solución basada en la 
autonomía, e inevitablemente empujaba a eslovenos, 
croatas y bosnios hacia la secesión. Mientras, por otro 
lado, la falta de credibilidad de las instituciones inter- 
nacionales (tanto de la OTAN, como de las Naciones 
Unidas o la Unión Europea) en cuanto a su capacidad 
de proteger a las minorías u obligar a los serbios a 
cumplir los sucesivos altos el fuego acordados en los 
foros negociadores internacionales, haría factible que 
los líderes serbo-bosnios se plantearan la idoneidad de 
una estrategia basada en la limpieza étnica en aquellos 
territorios cuyo control deseaban retener. 
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Por tanto, en la explicación institucionalista de los 
conflictos civiles se busca ir más allá de las explicacio- 
nes basadas en los factores personales (sentimientos 
nacionales, odios atávicos, etc.) para resaltar cómo 
instituciones diferentes pueden provocar resultados 
distintos en contextos muy similares. Con ello afirman 
uno de los supuestos centrales de la aproximación 
institucionalista, a saber, que las instituciones no son 
neutrales, sino que “median” en los resultados de la 
acción política. 
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Más allá de los casos concretos, las investigaciones 
presentadas en este capítulo tienen algo en común: 
demuestran que el progreso de la ciencia política es 
incremental, que se basa en la revisión constante de 
los conceptos y de la propia realidad con la ayuda de 
nuevas teorías, hipótesis y evidencias empíricas. Tal 
y como se muestra en la sección del Capítulo 5 de- 
dicada a la comprobación de hipótesis, la pregunta 
sobre quién gobierna realmente en una democracia 
no tiene una respuesta fácil. ¿Gobierna realmente 
“el pueblo”?, como sugiere el término “democracia”, 
¿o es más bien una elite minoritaria la que, en la 
práctica, dirige las democracias contemporáneas? 
“Las ciencias sociales”, ha escrito Jon Elster (1996: 
19) “pueden aislar tendencias, propensiones y meca- 
nismos, y demostrar que [unas y otros] tienen conse- 
cuencias para la conducta que, a menudo, son sor- 
prendentes y contrarias a la intuición. Lo que menos 
frecuentemente son capaces de hacer es expresar las 
condiciones necesarias y suficientes en las cuales se 


ponen en marcha los diferentes mecanismos”. Ello se 
debe a que la acción humana es mucho más compleja 
que el movimiento de los cuerpos. Como se ha dicho 
irónicamente para destacar la complejísima natura- 
leza de la política como objeto de estudio, “Dios dio 
a los físicos los problemas fáciles” (es decir, aquellos 
que se pueden resolver) y dejó a los politólogos las 
cuestiones imposibles de responder de forma definiti- 
va (¿por qué hay guerras?, ¿quién gobierna realmen- 
te?, ¿cómo se democratiza un país?, etc.). 


TÉRMINOS CLAVE 
(en negrita en el texto) 


Enfoque de investigación 
Conductismo 

Teoría de la elección racional 
Racionalidad económica 
Bienes públicos 

Acción colectiva 

Incentivos selectivos 
Individualismo metodológico 
Dilema del prisionero 
Instituciones 
Institucionalismo histórico 
Dependencia de senda (path dependency) 
Institucionalismo racional 
Institucionalismo sociológico 
Teoría de la paz democrática 
Teoría de la disuasión nuclear 
Juego del gallina 


CAPÍTULO 5 


EL PODER 


Este capítulo examina la cuestión del poder: las distin- 
tas formas de definirlo, así como su distribución entre 
diversos grupos o personas. También presta atención a 
las diferentes fuentes de legitimidad o legitimación del 
poder y al uso abusivo de éste. En la última sección 
se plantea un ejercicio de comprobación de hipótesis 
basado en la pregunta ‘quién gobierna”. 


1. DEFINICIÓN DE PODER 


Poder, autoridad, elite, coerción, legitimidad: estos 
conceptos y otros similares son objeto de debate 
político constante. ¿Qué significan? Al tratar de las 
definiciones del poder y sus atributos, abordamos no 
sólo uno de los problemas conceptuales más básicos 
en ciencia política, sino también una de las cuestio- 
nes más controvertidas en la política del mundo real. 
El poder es tan central en la política como lo es el 
dinero en la economía. Comencemos por definir el 
poder y el poder político para luego pasar al análisis 
de algunos conceptos relacionados con él. 

En su sentido más general, el poder es la capacidad 
de producir resultados. “Producir” significa causar u 
ocasionar. Los resultados son acciones o productos. 
El poder es, pues, la capacidad de causar acciones o 
producir resultados. 

Poder es, ante todo, una capacidad o un potencial. 
Las palabras “poder” y “potencia” se derivan del la- 
tín potere, que significa “ser capaz”. El poder es una 
capacidad que alguien posee o que existe en algo. En 
función de su forma específica, esta capacidad pueden 
tenerla grupos (por ejemplo, una clase dominante) o 
instituciones (por ejemplo, el parlamento). Además, el 
poder no requiere ser ejercido. Es algo potencial que 
puede existir sin usarse. 
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Con anterioridad hemos definido la política como 
el proceso por el que las comunidades persiguen 
objetivos colectivos y abordan sus conflictos en el 
marco de una estructura de reglas, procedimientos 
e instituciones, con el objetivo de alcanzar solucio- 
nes y adoptar decisiones aplicables por la autoridad 
estatal (en sus diferentes niveles político-administra- 
tivos) al conjunto de la sociedad. En consonancia con 
esta definición, el poder político es la capacidad de 
producir resultados mediante el control del Estado o 
ejerciendo influencia sobre él (sobre el Estado y sus 
instituciones véase el Capítulo 6). 

En términos algo más precisos, el poder político 
significa la capacidad de condicionar o determinar las 
decisiones, las acciones o el comportamiento de los go- 
biernos. Los politólogos estudian las diversas formas 
de utlilización del poder en el marco de un país o Esta- 
do. Los estudiosos de la política internacional tienden 
a centrarse en las formas en que se emplea el poder en 
las relaciones que se establecen entre los países. 


1.1. ¿Quién tiene poder y cuánto tiene? 


Desde una perspectiva muy elemental, en todas las so- 
ciedades se puede distinguir entre elites y ciudadanos. 

El término “elites” puede hacer referencia a per- 
sonas que destacan socialmente en general, pero 
habitualmente implica la posesión de poder político. 
En su acepción más básica, las elites políticas están 
formadas por las personas que ocupan posiciones 
prominentes, bien en instituciones estatales, bien en 
organizaciones no estrictamente gubernamentales 
como los partidos, las asociaciones empresariales o los 
sindicatos, y las profesiones que tienen la capacidad 
de influir efectivamente en las acciones del gobierno. 
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Las autoridades políticas que poseen capacidad 
de tomar de decisiones —presidentes, primeros mi- 
nistros, legisladores, etc.— obviamente encabezan 
la lista de las elites políticas. Esta elite máxima o 
primaria no suele representar más del uno por cien- 
to de la población de un país. El concepto de elites 
políticas también incluye a personas que no están 
en el gobierno, pero que pueden tener una influen- 
cia significativa en las decisiones gubernamentales. 
Presidentes de grandes corporaciones y asociaciones 
empresariales, líderes de sindicatos y otros grupos 
de interés importantes, autoridades religiosas, perio- 
distas y académicos políticamente influyentes: todas 
estas personas constituyen la elite secundaria de una 
sociedad. Juntas, la elite primaria y secundaria suelen 
representar entre el 2 y el 5 por ciento de la población. 
El término “clase política” se usa a veces para des- 
cribir a los miembros políticamente más activos de 
la población: funcionarios del gobierno, militantes de 
un partido, etc. Estos individuos pueden formar par- 
te tanto de la elite primaria como de la secundaria, y 
suelen representar un porcentaje muy pequeño de la 
población de un país. 

El término “ciudadanía” se refiere al resto de la 
población en general (aunque a veces se emplee el 
término “masas”, sus connotaciones anti-democrá- 
ticas y elitistas han hecho decaer su uso). Esto no 
implica, en absoluto, que la ciudadanía sea siempre 
un grupo homogéneo. Como ya hemos visto, las 
sociedades pueden ser muy diversas y estar forma- 
das por una multiplicidad de grupos con intereses 
diferentes en función de sus características étnicas, 
religiosas, de género o de clase, entre otras. En todos 
los países, sean democráticos o no, algunos grupos 
ostentan más poder político que otros. 

En un mundo con recursos escasos, los gobiernos 
tienen la responsabilidad de tomar decisiones acerca 
de la mejor asignación de los recursos económicos de 
la sociedad entre los diversos grupos que la compo- 
nen. Puestos tales como los ministerios o los escaños 
parlamentarios son también recursos escasos. Dado 
un número fijo de escaños a ocupar en una asamblea 
legislativa, por ejemplo, los puestos que son ocupados 
por los miembros de un partido dejan de ser ocupa- 
dos al mismo tiempo por los miembros de otros par- 
tidos, quienes pueden, de este modo, experimentar 
el proceso como una pérdida de poder del grupo. El 
proceso político suele determinar quién tiene poder 
para distribuir y demandar esos recursos. Con toda 
propiedad, uno de los clásicos de la ciencia política 


moderna es el libro de Harold Lasswell Politics: Who 
gets what, when, and how (1936) (La política: ¿quién 
consigue qué, cuándo y cómo?), cuyo título capta con 
nitidez la centralidad del poder y su distribución en 
la vida política. 

En la práctica real, el poder político implica, sobre 
todo, (1) competencia por los puestos con autoridad 
gubernamental, (2) competencia por la influencia 
sobre lo que hacen los funcionarios del gobierno y 
(3) relaciones entre las elites y la sociedad. 

La tipología del poder clásica, según la formula- 
ción establecida por Bachrach y Baratz en 1962, 
abarca: “coerción”, “influencia”, “autoridad”, “fuerza” 
y “manipulación”. En todos estos escenarios, el poder 
es relacional: implica una relación entre el que tiene 
el poder (A) y alguien más (B), sobre el que A tiene 
algún tipo de ascendencia política. Por ejemplo, un 
sujeto A tiene poder sobre un sujeto B en la medida 
en que: 


e A consigue la obediencia de B mediante una ame- 
naza (coerción). 

e A consigue que B haga algo que B, de otro modo, 
no haría (influencia). 

+ B obedece a A porque reconoce que la orden de A es 
razonable en función de valores y procedimientos 
que acepta como legítimos (autoridad). 

e A alcanza su objetivo frente a la no obediencia de 
B despojándole de la posibilidad de elegir entre 
obedecer y no obedecer, toda vez que los costes de 
la desobediencia sobrepasan los límites aceptables 
para B (fuerza). 

e A logra la obediencia de B ocultándole la informa- 
ción sobre la procedencia o naturaleza exacta de lo 
que se le pide (manipulación). 


En consecuencia, A tiene poder sobre B cuando in- 
terviene en la adopción de decisiones que afectan a B. 
Sin embargo, como veremos en la sección dedicada a 
la verificación de hipótesis acerca del poder, éste pue- 
de manifestarse de formas más sutiles. Por ejemplo, 
además de adoptar decisiones favorables a sus intere- 
ses, un sujeto A también dispone de poder si consigue 
disuadir a B de plantear cuestiones que le perjudiquen, 
o en la medida en que logre controlar la agenda polí- 
tica, de forma que los temas que interesan a B queden 
excluidos del proceso de toma de decisiones. 

Por tanto, estas y otras conceptualizaciones de las 
relaciones de poder deben tener en cuenta los diferentes 
grados de poder. Una manera de refinar el concepto 
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consiste en distinguir entre supremacía e influencia. 
Ambas son formas de poder en el sentido de que 
pueden producir resultados políticos; se diferencian 
principalmente en el grado de poder que implican. 


1.2. Poder como supremacía y poder 
como influencia 


La supremacía implica la capacidad de determinar o 
controlar resultados políticos —en especial, cuando 
se da de forma regular o continuada. La supremacía 
es el máximo grado de poder político. Este tipo de 
poder lo pueden ejercer, bien aquellos que disfrutan 
de un grado excepcional de autoridad legal (como los 
dictadores), bien grupos o individuos que no pertene- 
cen al gobierno, pero tienen una gran capacidad para 
determinar tanto el modo de operar de éste como 
sus orientaciones políticas principales. La minoría 
blanca de Sudáfrica constituía un grupo social do- 
minante de este tipo antes de las históricas elecciones 
de 1994. Hasta ese año, los blancos dominaban com- 
pletamente a la mayoría negra, negándole el derecho 
al voto y haciendo cumplir estrictas leyes raciales y 
segregacionistas. Hasta la implantación del sufragio 
universal (masculino y femenino), los varones también 
han constituido en muchas democracias occidentales 
un grupo social dominante de este tipo. Dominaban 
completamente a las mujeres tanto en la esfera pú- 
blica (donde copaban el poder político y económico), 
como en la privada (donde ejercían la autoridad fami- 
liar como cabezas de familia). 

El término “influencia”, igual que muchos otros 
en la ciencia política, es en sí mismo motivo de con- 
troversia. Algunos estudiosos han usado “poder” e 
“influencia” de forma intercambiable, mientras que 
otros insisten en sus diferencias. Como ha señalado 
acertadamente Robert Dahl (1991: 12, 32), “la 'influen- 
cia” según un autor es ‘poder’ según otro”. Tal y como 
aquí se define, la influencia política es una forma de 
poder, no algo diferente de él. Más exactamente, es un 
grado o dimensión del poder, pero de menor alcance 
que la supremacía. 

Definimos la influencia como la capacidad para 
producir resultados indirecta o parcialmente. Por 
consiguiente, “influencia política” significa la capaci- 
dad de influir en las decisiones, acciones o conductas 
del gobierno sin controlarlas totalmente. Dependien- 
do de las circunstancias de cada caso, la capacidad 
para influir en los resultados de la actividad guber- 
namental suele ser menos directa, o menos decisiva 


o definitiva, que la capacidad para determinarlos. 
Poseer poder/influencia sobre una decisión guber- 
namental particular significa tener la capacidad de 
intervenir en el asunto sin, necesariamente, determi- 
nar el resultado último. Frecuentemente significa que 
uno tiene acceso a los que toman las decisiones, pero 
no un control total sobre sus decisiones. 

Como en el caso de la capacidad para determinar 
los resultados políticos, la capacidad para influir en 
ellos pueden tenerla bien miembros del gobierno o 
de la administración, bien individuos o grupos que 
no formen parte del gobierno ni de la administra- 
ción. Los sistemas presidenciales, basados en una 
separación estricta entre el poder legislativo y eje- 
cutivo, ilustran bien la cuestión de la influencia. El 
Presidente de Estados Unidos es un buen ejemplo de 
representante del gobierno que tiene más influencia 
que supremacía cuando se trata de ejercer el poder 
oficial. Aunque la Constitución de Estados Unidos 
confiere al Presidente poder legal para vetar proyec- 
tos de ley del Congreso y para adoptar determinadas 
decisiones, en muchos otros casos debe compartir 
el poder con el Congreso y otras instituciones. En la 
mayoría de los casos, el Presidente no “determina” 
el resultado final de la legislación; sólo puede influir 
en resultados legislativos negociando con los líderes 
del Congreso. En diferentes grados, los gobiernos 
democráticos deben negociar con los legisladores y 
otros funcionarios (además de tratar de conseguir el 
apoyo de los electores) para conseguir lo que quie- 
ren. Incluso los líderes más poderosos de los países 
democráticos ejercen la mayor parte del poder como 
influencia, más que como supremacía. 

En cambio, los dirigentes de las dictaduras tienden 
a ejercer su supremacía sobre la población, si bien 
su grado de poder dentro del Estado puede variar. 
Algunos dictadores son capaces de imponer una su- 
premacía prácticamente total sobre el gobierno y la 
administración, mientras que otros tienen que com- 
partir el poder y negociar las decisiones estatales. 

Asimismo, hay grupos o individuos que no están 
integrados en las instituciones del Estado, pero que 
pueden también tener capacidad para influir en las 
acciones gubernamentales, sin determinar éstas, o 
ejercer notable influencia sobre las actividades del 
Estado. Estas personas tienen influencia política en 
la medida en que son capaces de persuadir o presio- 
nar a miembros del gobierno y la administración, o 
a otras instituciones del Estado, para que les hagan 
favores o satisfagan sus demandas, aunque sólo sea 
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parcialmente o en casos específicos y de forma oca- 
sional. Unas personas son siempre políticamente más 
influyentes que otras, incluso en las democracias, 
donde el principio igualitario “un ciudadano, un voto” 
no garantiza en absoluto la igualdad de influencia 
política entre los ciudadanos. 

La distinción entre supremacía e influencia no 
siempre está clara. Con frecuencia aparecen dificulta- 
des cuando intentamos diferenciar a los gobernantes, 
así como otros grupos que disfrutan de una posición 
de “supremacía”, de los que simplemente tienen “in- 
fluencia” o “mucha influencia”. El largo debate sobre 
si Estados Unidos está dominado o no por una “elite 
de poder” refleja bien estas ambigiúedades. 


2. PODER Y ELITES 


¿Quién forma la elite política de un país? La lectu- 
ra de las biografías de los líderes nos puede aportar 
mucha información acerca de por qué eligieron la 
política como profesión y de cómo lograron ascender 
a la cima del poder político. También nos puede decir 
mucho sobre la relación entre los líderes individuales 
y el sistema político, el conjunto de la sociedad y el 
contexto histórico en el que ascendieron a posiciones 
de poder. En algunos casos podemos vislumbrar de 
forma reveladora rasgos psicológicos idiosincrásicos. 

Y lo que es más importante aún, un enfoque so- 
bre los líderes individuales nos ayuda a comprender 
el liderazgo en general. Muchos líderes desempeñan 
bastante bien las tareas rutinarias de la política co- 
tidiana, negociando con otras personas que toman 
decisiones y quizás ganándose el apoyo de segmentos 
clave de la población con el propósito principal de 
mantenerse en su puesto. Pero los grandes líderes 
están por encima de la política “transaccional” (la ac- 
tividad de negociación, votación y pacto constante en 
la que se ven normalmente envueltos los políticos en 
las democracias). Lo que James MacGregor Burns ha 
calificado de “liderazgo transformador” requiere un 
líder que una a la población para alcanzar objetivos 
elevados —como el progreso de la libertad o la justi- 
cia— o que supere graves desafíos, como una crisis 
económica o una guerra. Los líderes transformadores 
no temen defender causas impopulares aun a riesgo 
de perder el poder. Los líderes con más éxito son los 
que tienen capacidad de liderazgo. Ésta puede enten- 
derse como la capacidad para producir resultados 
haciendo que los demás reconozcan y sigan el propio 
liderazgo. Cuando hablamos de “líderes fuertes”, nos 


referimos no sólo a sus poderes legales, sino también 
a su capacidad de inspirar credibilidad y confianza, 
así como de conseguir el respeto de aquellos a los que 
lideran. De los líderes especialmente atractivos se 
dice que tienen carisma. 

La forma más edificante de liderazgo desde el pun- 
to de vista moral obliga a los líderes a anteponer los 
intereses de las personas a las que representan a los 
suyos propios o de su partido, respetando plenamen- 
te los derechos humanos básicos de la población. Un 
liderazgo de esta naturaleza requiere, por lo común, 
alguna forma de democracia. Pero los líderes pueden 
también establecer su autoridad personal obligando a 
otros a someterse a su dirección. Estos líderes están 
más interesados en cultivar el respeto y el temor de las 
personas bajo su dirección, que en suscitar su afecto o 
confianza. Éste es el estilo de liderazgo que proponía 
el filósofo italiano Nicolás Maquiavelo (1469-1527). 
En El príncipe (1513), Maquiavelo afirmó que un líder 
debía estar dispuesto a usar la violencia contra la po- 
blación y emplear sin piedad el engaño para asegurar 
la preservación y prosperidad del Estado. Un líder 
sabio —aconsejaba Maquiavelo— “no debe desviarse 
de lo que es bueno, en la medida de lo posible, pero 
debe saber cómo hacer el mal en caso necesario”. 

Al margen de su capacidad de persuasión o intimi- 
dación, ni siquiera los líderes políticos más exitosos 
ejercen el poder en solitario. Algunos disfrutan del 
respaldo de sectores sociales destacados, como gru- 
pos étnicos, organizaciones religiosas y sus partida- 
rios, o grandes corporaciones y familias adineradas. 
Algunos pueden ejercer el poder sobre la base de un 
amplio apoyo popular expresado a través de proce- 
dimientos electorales institucionalizados o a través 
de otro tipo de manifestación de la voluntad popular, 
como la insurrección revolucionaria. Otros pueden 
acceder al poder por la fuerza, mediante un golpe 
militar o tras ganar una guerra civil. Los monarcas 
heredan tradicionalmente el poder como un dere- 
cho de nacimiento. Cualquiera que sea el origen de 
su poder y el tipo de régímen político (democrático 
o dictatorial), las elites políticas primarias cultivan 
invariablemente el apoyo de ciertos segmentos de la 
población para mantenerse en el poder, y siempre 
necesitan conservar —y, quizás, ampliar— su base de 
apoyo mientras gobiernan. 

Una fuente importante del poder de cualquier elite 
gobernante es su legitimidad. El concepto de legi- 
timidad es controvertido. Desde el punto de vista de 
los gobernantes, la legitimidad significa el derecho a 
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mandar y, en consecuencia, la obligación de obede- 
cer por parte de los gobernados. Sin embargo, desde 
el punto de vista de los gobernados, la legitimidad 
representa, sobre todo, una creencia: la creencia en 
la equidad, justicia y bondad de las acciones y leyes 
que emanan del gobierno. Este segundo elemento (la 
creencia) es el que permite distinguir lo legal de lo 
legítimo. Dicho de otra forma, aunque la autoridad 
de un gobierno puede ser “legal” desde el punto de 
vista del cumplimiento de las normas y la legalidad 
establecida, sólo será “legítima” en tanto en cuanto 
sea considerada como tal por los gobernados. 

Legitimidad implica, por tanto, un derecho a gober- 
nar que no es puesto en cuestión. ¿Qué derecho tienen 
algunos seres humanos para gobernar a otros? Esta 
pregunta es tan vieja como la civilización. El término 
legitimidad —o autoridad legítima— suele adscribir- 
se a todo un sistema de gobierno, más que a un solo 
individuo o a una coalición gobernante. Cuando las 
personas se desencantan con un líder particular, se 
dice que éste ha perdido legitimidad. Pero, en un sen- 
tido formal, la legitimidad tiene una aplicación más 
amplia. Se refiere a si el régimen político de un país 
—una democracia o una dictadura— es considerado 
una forma de gobierno apropiada o aceptable. 

¿Quién determina si un gobierno es o no legítimo 
y cómo se determina? En otras palabras, ¿cuál es la 
fuente de legitimidad de un gobierno? 

Muchos teóricos consideran la democracia como 
la única forma de gobierno verdaderamente legítima, 
aduciendo que sólo ella está explícitamente funda- 
mentada en el consentimiento de los gobernados. 
En las democracias, la aprobación de los ciudadanos 
es la fuente de legitimidad del poder. Como los ciu- 
dadanos pueden adoptar la Constitución y las leyes 
que deseen, bien directamente o a través de sus re- 
presentantes electos, y como tienen la oportunidad 
de cambiar esas leyes y a sus líderes por medio de 
elecciones periódicas y procedimientos similares, las 
democracias proporcionan evidencia observable de 
apoyo o desaprobación popular al sistema político. 
Las democracias depositan su legitimidad sobre la 
capacidad de los gobernados para decidir acerca de 
la continuidad de sus gobernantes en el poder. 

Sin embargo, no todos los teóricos y practican- 
tes de la política han considerado a los ciudadanos 
como fuente principal de legitimidad. Durante la 
mayor parte de la Edad Media en Europa, los mo- 
narcas gobernaban sobre la base del “derecho divino 
de los reyes”, según el cual era Dios, y no los seres 


humanos, quien confería legitimidad a los monarcas 
y emperadores. Una idea muy similar predominó en 
China, donde durante casi dos mil años se sucedieron 
varias dinastías que proclamaban que su derecho a 
gobernar procedía de un “mandato del cielo”. Los 
emperadores japoneses también situaban el origen de 
su legitimidad en fuentes divinas. 

¿Es posible considerar legítimos los regímenes no 
democráticos? Una respuesta a esta pregunta la pro- 
porcionó uno de los autores que más han contribuido 
a la ciencia política moderna: el sociólogo alemán 
Max Weber (1864-1920). 


3. LOS DIFERENTES TIPOS DE LEGITIMIDAD 


Max Weber afirmaba que, incluso cuando no existen 
procedimientos democráticos para remover legal- 
mente a los gobiernos, algunos regímenes políticos 
pueden ser considerados legítimos por sus goberna- 
dos. Según Weber, la autoridad se da cuando existe 
una probabilidad de que las personas obedezcan 
una orden específica. La legitimidad se manifiesta 
cuando las personas obedecen a la autoridad porque 
consideran que así lo merece. Weber distinguió tres 
modos en que los líderes políticos a lo largo de la 
historia han convencido a los ciudadanos de que 
acepten su autoridad como legítima. 

El primer tipo es la legitimidad tradicional. Este 
tipo de legitimidad se fundamenta en “la creencia 
establecida en la santidad de las tradiciones inmemo- 
riales”. La gente llega a aceptar las realidades políticas 
existentes simplemente porque han estado vigentes 
durante largos períodos de tiempo. Las monarquías 
centenarias, como las que rigieron en su día en Gran 
Bretaña, China, Japón o España, son ejemplos de le- 
gitimidad basada en la tradición. 

El segundo tipo de legitimidad que Weber carac- 
terizó es la racional-legal. Este tipo arraiga en “la 
creencia en la legalidad de las reglas y en el derecho 
de los que ocupan posiciones, en virtud de esas reglas, 
para dar órdenes”. 

El tercer tipo de legitimidad, según Weber, es la 
carismática. Este tipo de legitimidad se adscribe a 
un líder singularmente atractivo o persuasivo y “des- 
cansa en la devoción” de sus seguidores por su “ex- 
traordinaria virtud, su heroísmo o ejemplaridad”. En 
estos raros casos, el líder carismático es percibido por 
los demás como “diferente del común de los morta- 
les” y “dotado de poderes o cualidades sobrehumanas 
o, al menos, excepcionales”. Figuras religiosas como 
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Moisés, Jesús, Mahoma y Buda encajan claramente 
en esta descripción. También lo hacen ciertas figuras 
políticas como Napoleón, Lenin, Mussolini, Hitler, 
Perón o Castro. Sin embargo, el carisma no necesa- 
riamente debe asociarse al comportamiento autori- 
tario, mesiánico o populista: líderes como Franklin 
Roosevelt, Winston Churchill, Charles de Gaulle, 
Nelson Mandela, Vaclav Havel o Margaret Thatcher 
han alcanzado, en razón de su carisma personal, una 
estatura política muy destacada en sociedades demo- 
cráticas contemporáneas, siendo capaces de ejercer 
una gran influencia personal en sus seguidores. 

Según Weber, la autoridad carismática es la forma 
de legitimidad más inestable. Cuando el líder carismá- 
tico muere, sus ideas y seguidores pueden morir con 
él. Para evitar que esto ocurra, el líder carismático y 
las sucesivas generaciones de seguidores deben institu- 
cionalizar (o “rutinizar”) el carisma del líder creando 
instituciones que le sobrevivan, como una religión or- 
ganizada, un partido político o un Estado. Sin embar- 
go, estos esfuerzos no siempre logran su propósito. 

Por último, Weber señaló que la legitimidad políti- 
ca se basaba en las creencias de los gobernados. Si los 
ciudadanos creen que los regímenes son legítimos, 
por la razón que sea, entonces los gobernantes son 
legítimos. Y si los ciudadanos creen en la legitimidad 
de su líder, observarán las leyes del país voluntaria- 
mente y no porque se sientan obligados a hacerlo. Por 
ello, el gobierno basado en la legitimidad será proba- 
blemente más estable y duradero que el basado en la 
pura coerción. 

Sin embargo, el análisis de Weber en torno a la 
legitimidad racional-legal ha sido criticado por su 
ambigúedad respecto a la aceptación de los principios 
democráticos. Lo cierto es que la idea de autoridad 
legal-racional de Weber fue desarrollada por algu- 
nos teóricos (como el jurista alemán Carl Schmitt) 
como fundamento último de la obligación de prestar 
obediencia a regímenes dictatoriales (autoritarios o 
incluso totalitarios). En principio, de acuerdo con los 
postulados de Weber la existencia de un Estado de 
derecho, es decir, el funcionamiento legal-racional, 
era suficiente para conferir legitimidad a un régimen, 
independientemente de sus principios o valores. En úl- 
timo extremo, incluso el régimen nazi instaurado por 
Hitler podía ser considerado legítimo (y así lo hicieron 
millones de alemanes), puesto que Hitler accedió al 
poder tras ganar unas elecciones y ser designado para 
el puesto de Canciller por el Presidente Von Hinden- 
burg. De la misma manera, dado que las leyes de pu- 


reza racial del régimen nazi fueron aprobadas por un 
parlamento elegido democráticamente, la confusión 
entre “legal” y “legítimo” podría llevarnos a considerar 
la expropiación de todos los bienes de los judíos y la 
privación de la nacionalidad de éstos como legítima. 

Esta confusión deloexistenteconlolegal, y delolegal 
con lo legítimo, ha llevado a una revisión del concepto 
de legitimidad conectándolo más estrechamente 
con la teoría democrática contemporánea. El 
concepto democrático de legitimidad entronca con la 
formulación de la democracia como “government of 
the people, by the people and for the people” (gobierno 
del pueblo, por el pueblo y para el pueblo) planteada 
por Abraham Lincoln en el famoso discurso 
pronunciado en plena Guerra Civil norteamericana 
en el cementerio de Gettysburg en 1863. 

Partiendo de esta definición de Lincoln, podemos 
distinguir, por una parte, un tipo de legitimidad ba- 
sada en los resultados (“gobierno para el pueblo”). Es 
decir, independientemente de si las decisiones se han 
tomado de forma democrática o no, los ciudadanos de 
un país pueden considerar un régimen como legítimo 
si éste es eficaz en sus resultados y sensible a las pre- 
ocupaciones y demandas de los ciudadanos. Este tipo 
de legitimidad, que se resume bien en la frase “todo 
para el pueblo, pero sin el pueblo”, es típica de “dicta- 
duras desarrollistas”, pero también del “despotismo 
ilustrado” clásico. De hecho, hay quienes consideran 
que, en razón de la elevada complejidad técnica que 
requieren las decisiones políticas y la sobre-repre- 
sentación de técnicos y expertos en áreas clave de la 
política gubernamental (piénsese, por ejemplo, en la 
política monetaria), las democracias contemporáneas 
son, cada vez más, “tecnocracias”. 

No por casualidad se ha aplicado también este tipo 
de acepción de la legitimidad a la disfrutada por la 
Unión Europea: mientras el proceso de integración 
ha generado prosperidad económica, los ciudadanos 
no parecen haberse preocupado excesivamente por 
su modo de funcionamiento escasamente democráti- 
co. Sin embargo, al pasar los problemas económicos 
a un primer plano, la cuestión del déficit democrático 
de las instituciones europeas ha cobrado una impor- 
tancia singular. 

En consecuencia, de acuerdo con la idea de legiti- 
midad orientada a resultados, aunque un ciudadano 
discrepe del modo de tomar decisiones de un gobier- 
no, puede prestar su consentimiento a un régimen 
siempre que valore los resultados de las políticas que 
emprenda dicho régimen. 


è 
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No obstante, el núcleo de la legitimidad de la 
democracia no puede descansar únicamente en la 
eficacia. Gracias a la inexistencia de controles y la 
concentración de todo el poder en sólo unos pocos, 
las dictaduras pueden ser más eficaces que las de- 
mocracias a la hora de llevar a cabo determinadas 
políticas (por ejemplo, la inexistencia de sindicatos 
en China es, sin duda, un factor muy importante en 
la eficacia exportadora de ese país). Sin embargo, 
los gobiernos democráticos anteponen la participa- 
ción del pueblo en el gobierno, a la eficacia de éste. 
Así, por ejemplo, los padres fundadores de Estados 
Unidos eran plenamente conscientes de que tanto el 
sistema de división de poderes como la garantía de 
derechos individuales, así como la estructura fede- 
ral establecida en la Constitución estadounidense 
de 1787 suponía, a la vez que una traba a la eficacia 
del gobierno, un más que aceptable precio a cambio 
de evitar la tiranía. Por tanto, toda sociedad demo- 
crática se basa en la existencia de una transacción 
(trade-off) entre eficacia y representatividad: una 
mayor representatividad resulta inevitablemente en 
un proceso de toma de decisiones más abierto, pero 
también más lento y fragmentado. 

Por estas razones, el núcleo central de la legitimidad 
de la democracia descansa en los procedimientos, 
puesto que éstos garantizan que son los ciudadanos 
quienes participan en su autogobierno (“gobierno 
por el pueblo”). En este caso, los ciudadanos consi- 
derarán legítima una decisión, incluso aunque no les 
beneficie personalmente, siempre que hayan tenido 
oportunidad de participar en ella, directamente o a 
través de sus representantes, y reconozcan que ha 
sido adoptada de forma democrática (es decir, por 
instituciones cuyos representantes han sido elegidos 
democráticamente) y de acuerdo con los principios 
centrales que gobiernan una democracia (igualdad 
ante la ley, garantía de los derechos individuales, 
respeto a las minorías, etc.). Este tipo de legitimidad 
es esencial para un régimen democrático porque 
garantiza que los ciudadanos que quedan en mino- 
ría considerarán como legítimas decisiones que no 
comparten y que, quizá incluso, les perjudican. Este 
tipo de legitimidad resulta imprescindible para que, 
en épocas de crisis económica, los ciudadanos no se 
vuelvan contra el sistema democrático por su inca- 
pacidad de producir resultados positivos. Al mismo 
tiempo, constituye una de las debilidades de los regí- 
menes dictatoriales, ya que, al basar su legitimidad 
sólo en los resultados y no en los procedimientos, 


su capacidad de sobrevivir a resultados económicos 
adversos es menor. 

Finalmente, una tercera dimensión de la legiti- 
midad está basada en las lealtades o en la identidad 
(“gobierno del pueblo”). El ejercicio del poder político 
requiere un demos, un pueblo, un sujeto colectivo que 
comparta una serie de valores y fines. Por razones 
relacionadas con la historia, los valores, los dere- 
chos cívicos, la cultura, la lengua, la religión, etc., 
los ciudadanos pueden desarrollar sentimientos de 


identificación y pertenencia a una comunidad que 


les lleven a considerar legítimas las decisiones de sus 
gobernantes, incluso cuando éstos les exijan enormes 
sacrificios y no respeten las reglas democráticas. El 
patriotismo, en su acepción más estándar, o el nacio- 
nalismo, en sus versiones más radicales, explican por 
qué determinados ciudadanos pueden estar dispues- 
tos a dar la vida por sus países, incluso cuando éstos 
no son democráticos. Evidentemente, esta fuente de 
legitimidad es muy apreciada por los gobernantes 
de regímenes dictatoriales, que suelen “envolverse 
en la bandera”, como se dice coloquialmente, para 
esconder su incapacidad de gestión económica o sus 
ansias dictatoriales detrás de las supuestas o reales 
amenazas provenientes de otros países o grupos. Sin 
embargo, también las democracias necesitan de un 
fuerte sentimiento de identidad común para garan- 
tizar la cohesión económica y social, defenderse de 
las agresiones exteriores o, en ocasiones, justificar 
recortes en las libertades, supuestamente en aras del 
bien común. 

Una razón por la que las democracias perduran 
es que su legitimidad está arraigada en el consen- 
timiento de los gobernados. Cuando los líderes y 
los regímenes que ellos controlan son considerados 
ilegítimos por la mayoría, normalmente deben go- 
bernar con mano dura. Pero las democracias no son 
en absoluto inmunes a los problemas de legitimidad. 
Grandes segmentos de la población pueden apoyar la 
democracia en principio, pero poner luego objeciones 
al modo en que funciona en la práctica. Algunos mo- 
vimientos feministas, por ejemplo, han cuestionado la 
legitimidad de los sistemas democráticos no-paritarios, 
es decir, aquellos en los que las mujeres no ocupan un 
porcentaje de puestos con poder político semejante 
al porcentaje que representan en la población. Y si la 
democracia no logra dar lo que la mayoría de la gente 
espera de ella en cuanto al logro de un nivel de vida 
adecuado o al disfrute de seguridad personal, la gen- 
te puede dirigir su mirada hacia líderes autoritarios 
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que les prometen una vida mejor. El hecho de que la 
historia esté llena de democracias fallidas supone una 
indudable llamada de atención acerca de las precarias 
posibilidades de éxito de los países que están luchando 
por construir una nueva democracia hoy en día. 

Mientras la legitimidad implica un derecho a go- 
bernar que no es puesto en cuestión, la autoridad le- 
gal es la capacidad de gobernar. Nadie duda de que la 
mayoría de los dictadores y su aparato gubernamen- 
tal tienen la capacidad de aprobar y hacer cumplir las 
leyes que ellos quieren, es decir, poseen la autoridad 
legal, pero no siempre se someten a la ley, ni siquiera 
a la que ellos mismos aprueban. 

En cambio, las democracias se basan en el principio 
del Estado de derecho (o “imperio de la ley” en su 
acepción anglosajona, rule of law), que significa que 
la autoridad legal del Estado y sus funcionarios está 
limitada por la ley, y que nadie está por encima de ella. 
Incluso los funcionarios del gobierno más poderoso 
deben observar las leyes que definen y limitan su auto- 
ridad en el proceso de toma de decisiones. En Estados 
Unidos, por ejemplo, la Constitución prescribe que los 
poderes legales del Presidente, el Congreso y el Tribunal 
Supremo deben equilibrarse. Bajo un sistema de pesos 
y contrapesos (checks and balances), la autoridad le- 
gal de cada una de estas ramas del gobierno nacional 
es más o menos la misma. En España, por ejemplo, la 
monarquía parlamentaria se asienta en el principio de 
que “el Rey reina, pero no gobierna”, lo que significa 
que todos sus actos deben estar refrendados por algún 
otro representante de las instituciones del Estado y, en 
consecuencia, sujetos a derecho. Otras democracias 
distribuyen de otra forma los poderes legales entre 
sus respectivas instituciones públicas, pero, por regla 
general, estos poderes están limitados por la ley. 

Aunque los dirigentes de las dictaduras tienden a 
gobernar por encima de la ley más que sujetos a ella, 
a veces reconocen ciertos límites legales a su poder 
gubernamental. Por ejemplo, cuando Gran Bretaña 
estaba gobernada por monarcas anteriores al naci- 
miento de la democracia parlamentaria, la autoridad 
legal de la Corona experimentó limitaciones progre- 
sivas. Uno de los hitos históricos de este desarrollo 
es la Carta Magna firmada en 1215 por el Rey Juan 
sin Tierra y un grupo de poderosos barones y ecle- 
siásticos, ávidos de proteger sus privilegios frente al 
poder monárquico excesivo. Encarando una auténti- 
ca rebelión, el Rey acordó respetar ciertos derechos 
de los barones y respetar unos límites a los poderes 
de la Corona en materias tales como la tributación 


y la propiedad privada. Como hemos señalado con 
anterioridad, numerosos gobiernos en el mundo de 
hoy combinan elementos propios de las dictaduras y 
las democracias (regímenes mixtos), proporcionando 
en algunas ocasiones derechos legales a la población, 
pero también limitando sustantivamente sus liberta- 
des políticas. 

¿Qué técnicas emplean las elites para ejercer el 
poder? Al comienzo del capítulo señalamos que la 
política implica típicamente negociación o coerción. 
Ambos procesos intervienen en las relaciones de poder. 
En ocasiones, A ejerce el poder sobre B usando técni- 
cas de negociación. La persuasión es una técnica de 
negociación que puede adoptar muchas formas. Los 
políticos se esfuerzan constantemente por persua- 
dir a las personas para que les sigan, normalmente 
apelando al interés o a las preocupaciones, o a sus 
prejuicios y temores más básicos. De forma rutinaria, 
los líderes consiguen apoyo popular recurriendo a 
símbolos patrióticos o religiosos. 

La propaganda de masas es una forma especial- 
mente premeditada de persuasión política. En mayor 
o menor medida, todas las dictaduras utilizan el con- 
trol de los medios de información y comunicación 
y el sistema educativo para moldear las actitudes y 
las conductas de la sociedad. Los regímenes totali- 
tarios, como las dictaduras fascistas y comunistas, 
han solido reforzar sus esfuerzos propagandísticos 
con campañas de movilización de masas, apelando 
a las emociones de los individuos mediante desfiles, 
mítines y otros actos multitudinarios cuidadosamen- 
te orquestados. 

Algunos críticos de las democracias modernas 
han afirmado que las elites de los sistemas demo- 
cráticos también emplean propaganda recurriendo 
a empresas especialistas en comunicación política. 
Sin embargo, existe una diferencia clara: mientras 
que en las dictaduras los medios de propaganda 
son monopolizados por la elite gobernante que los 
pone a su servicio, en las democracias los medios 
de propaganda son plurales (al menos en teoría), de 
manera que diferentes individuos, partidos o grupos 
de poder pueden intentar convencer al resto acerca 
de sus posturas. 

Otra forma de persuasión de la población consiste 
en ofrecer recompensas a cambio de una conducta 
favorable. Los líderes políticos, tanto en democracias 
como en dictaduras, a menudo prometen recompen- 
sas materiales (crear puestos de trabajo, bajar los 
impuestos u ofrecer prestaciones sociales) o psicoló- 
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gicas (como el sentimiento de orgullo nacional) en un 
esfuerzo por inducir a la gente a seguirlos. Regímenes 
dictatoriales de diferente tipo han intentado con fre- 
cuencia consolidar su poder a través de un contrato 
social no escrito con la población: el acuerdo tácito 
de proporcionar beneficios materiales a cambio de la 
dócil aquiescencia de la población al monopolio del 
poder político de la elite. La cooptación es una ma- 
nera particular de neutralizar a la oposición política 
a cambio de recompensas. El término suele aplicarse 
cuando los dirigentes ofrecen beneficios a individuos o 
grupos hostiles o indiferentes para suscitar su coope- 
ración o neutralidad. Por ejemplo, Hitler cooptó a los 
industriales alemanes más destacados, permitiéndoles 
que conservaran sus empresas y cosecharan pingúes 
beneficios con la producción de equipamiento militar 
y otros bienes para el Estado nazi. También cooptó a 
la aristocracia prusiana, pese a la ideología populista 
del régimen nazi, al permitirles ocupar puestos des- 
tacados en el ejército. 

La coerción es el acto por el que se obliga a las 
personas a hacer algo, normalmente mediante al- 
gún tipo de amenaza. En la mayoría de los casos, la 
amenaza implica el uso potencial de la fuerza física. 
Hitler, Stalin, Mao, los jemeres rojos que impusieron 
el terror en Camboya en los años 70 del pasado siglo, 
Sadam Hussein y toda una retahíla de dictadores han 
utilizado la violencia más cruenta para acabar con la 
oposición dentro del país. Los gobiernos democráticos 
no renuncian al recurso de la fuerza para imponer las 
decisiones, pero la aplican de acuerdo con la legalidad 
establecida y preservando las garantías jurídicas. 


4. EL ABUSO DE PODER 


¿Cómo puede evitarse el abuso de poder? Esta vieja 
pregunta tuvo una importancia vital para los padres 
fundadores de la Revolución Americana. James 
Madison, cuarto Presidente de Estados Unidos 
(1809-1817), se interesó especialmente por crear un 
sistema de gobierno que protegiera las libertades 
individuales de los posibles abusos de un gobierno 
excesivamente poderoso. “Si los hombres fueran án- 
geles”, escribió en The Federalist Papers (1787-1788), 
“no serían necesarios ni los controles externos ni los 
internos sobre el gobierno. A la hora de organizar un 
gobierno sobre las personas, administrado por per- 
sonas, la gran dificultad reside aquí: primero, hay 
que capacitar al gobierno para que controle a los go- 
bernados y, segundo, hay que obligarlo a que se con- 


trole a sí mismo”. Por consiguiente, “para controlar 
los abusos del gobierno” Madison creía que un siste- 
ma constitucional cuidadosamente construido, en el 
que los diversos poderes del Estado —el legislativo, 
el ejecutivo y el judicial — controlaran y equilibraran 
su propia autoridad legal entre sí, evitaría el abuso 
de poder por parte de alguno de ellos. El diseño de 
Madison se convirtió en la base de la Constitución 
estadounidense que entró en vigor en 1789, 

El abuso de poder por parte de los gobernantes es 
sólo una de las formas de abuso de poder que encon- 
tramos en la vida política. Madison y otros teóricos 
de la política advirtieron acerca de los peligros de la 
tiranía de la mayoría. En una democracia es posible 
que una gran mayoría de electores, en el ejercicio de 
sus derechos constitucionales, encuentre formas de 
limitar los derechos y las oportunidades de los gru- 
pos minoritarios de la sociedad. En el mismo pasaje 
que citamos anteriormente de The Federalist Papers, 
Madison escribió que era importante proteger a la 
sociedad no sólo de la opresión de sus gobernantes, 
sino también de “una parte de la sociedad contra la 
injusticia de la otra parte”. 

A fin de lograrlo, Madison proponía una república 
americana grande y extensa cuyas leyes se aplica- 
ran en todos los Estados de la Unión. Partiendo de 
que las grandes sociedades suelen dividirse en una 
amplia variedad de grupos e intereses sociales que 
proporcionan a las minorías una oportunidad de for- 
jar coaliciones eficaces en defensa de sus derechos, 
Madison formuló la hipótesis según la cual “cuanto 
más grande es la sociedad... mejor será capaz de go- 
bernarse a sí misma”. 

Un astuto observador de este país durante ese mis- 
mo período subrayó la tiranía de la mayoría como 
una amenaza particularmente grave para la joven de- 
mocracia de América. Alexis de Tocqueville (1805-59), 
tras recorrer Estados Unidos en 1831 colmó de elogios 
a la joven república, pero advirtió de que las tenden- 
cias al conformismo y a la mediocridad intelectual 
en la vida americana eran resultado de las influen- 
cias vulgarizadoras de la mayoría. “Si alguna vez se 
pierde la libertad en América”, sostenía, “será debido 
al exceso de poder de la mayoría para conducir a las 
minorías a la desesperación y obligarlas a recurrir a 
la fuerza física”. La obra maestra de Tocqueville, La 
democracia en América (1835) sigue siendo uno de los 
análisis más brillantes hasta ahora realizados de la 
política americana y, en términos más generales, de 
la democracia misma. 
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5. CORRUPCIÓN Y PODER 


“El poder corrompe; el poder absoluto corrompe 
absolutamente”. Esta conocida frase del historiador 
británico Lord Acton (1834-1902) parece tener validez 
eterna. La corrupción es una de las manifestaciones 
más recurrentes y visibles de abuso de poder; cabe 
afirmar que ningún país del mundo es inmune a ella 
(véase la Tabla 5.1). 

Definimos la corrupción política como el uso ile- 
gal oilícito de una posición de poder político con el fin 
de proporcionar ventajas particulares a individuos o 
grupos. En los casos de corrupción, los representan- 
tes políticos o los funcionarios públicos, abusan de la 
confianza que en ellos ha depositado la ciudadanía, 
se desvían de las tareas que tienen encomendadas 
y buscan el enriquecimiento de ciertos individuos o 
grupos a costa del erario público. La corrupción, en 
buena medida, es posible debido a la gran asimetría 
informativa que existe entre los políticos y los ciuda- 
danos respecto a las acciones de los primeros. Cuanta 
más transparencia exista sobre la actividad de quie- 
nes ostentan cargos públicos, más fácil será controlar 
sus acciones y, por tanto, menos probable será que 
éstos traten de enriquecerse de forma ilícita. Además, 
cuantos más mecanismos de control de la corrupción 
establezcan los regímenes, y cuanto más duras sean 
las penas establecidas por la legislación para estos 
casos, menos incentivos tendrán los políticos para 
embarcarse en conductas delictivas. Aunque, según 
estas consideraciones, la corrupción debería ser 
mucho más abundante en los regímenes dictatoria- 
les (en los que la brecha informativa anteriormente 
mencionada es mucho mayor y el control que puede 
ejercer la ciudadanía sobre sus gobernantes es casi 
inexistente), hay que reconocer que las democracias 
no han sabido protegerse suficientemente frente a 
este fenómeno. A continuación se enunciarán algu- 
nos ejemplos especialmente relevantes de prácticas 
corruptas acontecidas a lo largo de las dos últimas 
décadas tanto en dictaduras como en democracias. 

En la década de 1990, el sistema político italiano 
se tambaleó debido a escándalos políticos que devas- 
taron a las elites políticas del país. Al menos ocho 
destacados políticos, entre ellos algunos de los líderes 
más respetados de las décadas inmediatamente pos- 
teriores a la Segunda Guerra Mundial, fueron acusa- 
dos de aceptar sobornos y otros favores de la Mafia, 
empresas privadas y otras fuentes. Los escándalos 
produjeron el hundimiento de los partidos políticos 


consolidados y la introducción de importantes refor- 
mas electorales. 

Mobutu Sese Seko fue dictador de Zaire entre 1965 
y 1997. Durante los años de su largo mandato fue con- 
siderado uno de los líderes políticos más corruptos 
del mundo. Aunque la inmensa mayoría de la pobla- 
ción de Zaire, aproximadamente 43 millones, estaba 
hundida en la miseria, las rentables exportaciones 
de cobre, cobalto y diamantes del país proporciona- 
ron a Mobutu y su camarilla una abundante fuente 
de ingresos. El banco nacional imprimió dinero a 
capricho del dictador. Así, Zaire llegó a tener la tasa 
de inflación más alta del mundo en 1994: 12.500 por 
cien. Mobutu huyó del país en 1997, tras la victoria de 
los rebeldes en una sangrienta guerra civil. El nuevo 
gobierno, que cambió el nombre del país y lo llamó 
República Democrática del Congo, proclamó que 
Mobutu seguía teniendo depositada en bancos suizos 
una cantidad que, según diferentes estimaciones, 
rondaría los 5 mil millones dólares (algo más de cua- 
tro mil millones de euros). Bajo el mandato de Mobu- 
tu, Zaire se convirtió en una auténtica cleptocracia 
o “gobierno de los ladrones”, término acuñado en la 
ciencia política para describir aquellos regímenes en 
los que el único fin que persigue la clase política es 
el enriquecimiento personal, hasta el punto de que 
es posible conceptualizar todo el sistema de gobierno 
como una maquinaria dedicada a extraer recursos 
económicos a favor de la elite gobernante. 

Lo cierto es que los ejemplos de este tipo de prác- 
ticas son abundantes. En la antigua colonia españo- 
la, Guinea Ecuatorial, a pesar de ser el tercer país 
productor de petróleo de África (con más 350.000 mil 
barriles diarios de petróleo en 2004 y perspectivas de 
duplicar dicha producción en una década), las menos 
de 500.000 personas que viven en él carecen, en su 
mayor parte, de servicios básicos (como electricidad 
y agua corriente), así como de acceso a recursos edu- 
cativos elementales. El informe anual de 2004 de Am- 
nistía Internacional y el informe anual de 2005 sobre 
los derechos humanos que publica el Departamento 
de Estado de Estados Unidos han denunciado la falta 
de garantías de los procesos judiciales, la generali- 
zación de arrestos arbitrarios, así como torturas y 
maltratos a prisioneros y detenidos, con resultado, 
en algunos casos, de muerte. Además, el régimen 
impide la alternancia política (en las elecciones de 
2002, unánimemente consideradas fraudulentas por 
la comunidad internacional, el Presidente Obiang 
obtuvo el 97 por ciento de los votos). De acuerdo con 
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TABLA 5.1 


Algunos de los líderes políticos más corruptos de las últimas décadas 


Jefe de Gobierno 


. Slobodan Milosevic 
. Jean-Claude Duvalier Presidente de Haití, 1971-86 
Alberto Fujimori Presidente de Perú, 1990-2000 
. Pavlo Lazarenko 
Arnoldo Alemán 


10. Joseph Estrada 


VDOoO0o Jou 


. Mohamed Suharto Presidente de Indonesia, 1967-98 
. Ferdinand Marcos Presidente de Filipinas, 1972-86 
. Mobutu Sese Seko Presidente de Zaire, 1965-97 

. Sani Abacha Presidente de Nigeria, 1993-98 


Presidente de Serbia/Yugoslavia, 1989-2000 


Primer Ministro de Ucrania, 1996-97 
Presidente de Nicaragua, 1997-2002 100 490 
Presidente de Filipinas, 1998-2001 


Cálculos aproximados de PIB per cápita 
fondos supuestamente (2001) (en dólares 


malversados (en millones americanos) del 
de dólares americanos) país correspondiente 


15-35.000 695 
5-10.000 912 
5.000 99 
2-5.000 319 
1.000 no consta 
300-800 460 
600 2.051 
114-200 766 


78-80 912 


Fuente: Transparencia Internacional, Global Corruption Report 2004 (www.globalcorruptionreport.org) 


informes de Naciones Unidas, de los que la prensa 
internacional se ha hecho eco!, el 80 por ciento de 
los ingresos del petróleo estaría siendo distribuido 
entre una pequeña elite menor del 5 por ciento de la 
población. En el mismo sentido, el Fondo Monetario 
Internacional (FMI) calculaba en 1999 que sólo 34 
millones de dólares de regalías de los 130 millones 
pagados por las compañías petrolíferas al Gobierno 
de Guinea habían ido a parar a la caja del Estado. La 
connivencia entre el Gobierno de Guinea y las compa- 
ñías petroleras a la hora de permitir que una minoría 
se apropie sistemáticamente de los beneficios de la 
extracción del petróleo ha sido puesta de manifiesto 
por diversas investigaciones, entre ellas, la publicada 
por el Subcomité Permanente de Investigación del Se- 
nado de Estados Unidos en julio de 2004 bajo el título 
Money laundering and foreign corruption (Blanqueo 
de dinero y corrupción en el extranjero). El resultado 
de estas prácticas es revelador: la renta per cápita del 
país es de 19.780 dólares, lo que le sitúa en la posición 
28 del mundo, inmediatamente después de la mo- 
narquía petrolífera de Qatar en el Golfo Pérsico. Sin 
embargo, el país se sitúa en el puesto 121 (sobre 177) 
en el índice de desarrollo humano de las Naciones 
Unidas (http://hdr.undp.org/reports/global/2005). 


1 Por ejemplo, Christian Science Monitor (21-7-199), Financial 


Times (31-8-2004) y Washington Post (7-9-2004). 


Dada la opacidad bajo la que habitualmente se 
amparan las prácticas de corrupción política, resulta 
enormemente difícil ofrecer cifras fiables acerca de 
las fortunas que amasan los políticos que, sin lugar 
a dudas, pueden ser calificados como “saqueadores”. 
Sin embargo, de acuerdo con los cálculos de Trans- 
parencia Internacional (2004), una organización 
no-gubernamental dedicada a la lucha contra la 
corrupción política, los diez líderes políticos más 
corruptos del mundo (teniendo en cuenta la riqueza 
personal acumulada como consecuencia de su paso 
por el poder) serían los registrados en la Tabla 5.1. 

Transparencia Internacional elabora anualmente 
una lista de países, basada en la percepción de la co- 
rrupción que tienen los empresarios que establecen 
tratos con el personal gubernamental y no guberna- 
mental de diversos países. El “índice de percepción 
de corrupción” da una puntuación de 10 a un país li- 
bre de corrupción; cuanto más baja es la puntuación, 
mayor es la corrupción percibida. En 2004, de los 146 
países examinados, 60 obtuvieron puntuaciones infe- 
riores a 3, dato que indica la existencia de corrupción 
generalizada, mientras que 106 obtuvieron puntua- 
ciones inferiores a 5, lo que significa que apenas el 27 
por ciento de los países “aprobaron el examen”. 

Como se observa en la Tabla 5.2, no existe un 
patrón cultural o geográfico en la corrupción. Aun- 
que los Estados escandinavos obtienen muy buenas 
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TABLA 5.2 


Clasificación de los Estados según el “índice de 


percepción de corrupción” (2004) 


Diez menos Diez Diez más 
corruptos intermedios corruptos 

Finlandia (9,7) Chipre (5,4) Haití (1,5) 
Nueva Zelanda (9,6) Jordania (5,3) Bangladesh (1,5) 
Dinamarca (9,5) Qatar (5,2) Nigeria (1,6) 
Islandia (9,5) Malaisia (5,0) Myanmar (1,7) 
Singapur (9, 3) Túnez (5,0) Chad (1,7) 
Suecia (9,2) Costa Rica (4,9) Paraguay (1,9) 
Suiza (9,1) Hungría (4,8)  Azerbayán (1,9) 


Italia (4,8) 
Kuwait (4,6) 
Lituania (4,6) 


Turkmenistán (2,0) 
Tayikistán (2,0) 
Indonesia (2,0) 


Noruega (8,9) 
Australia (8,8) 
Países Bajos (8,7) 


Fuente: Transparencia Internacional (www.transparency.org/ 
/publications/annual_report) 


puntuaciones, también hay Estados asiáticos y musul- 
manes, como Singapur, con puntuaciones muy altas. 
Por otra parte, al igual que es posible encontrar países 
enormemente corruptos en América Latina, África o 
Asia, hay países árabes, como Jordania, Qatar o Tú- 
nez, que consiguen puntuaciones muy similares a las 
que obtienen Estados miembros de la Unión Europea, 
como Italia, Hungría o Lituania. 

¿Por qué existe corrupción política? Aun suponien- 
do que su causa radique en los apetitos adquisitivos 
de aquellos que demandan riqueza y poder, ¿existen 
variables políticas que puedan ayudarnos a explicar 
cómo se manifiesta la corrupción y que, quizás, arrojen 
alguna luz sobre cómo reducirla o desincentivarla? 

Entre las muchas variables independientes que 
pueden explicar la corrupción política, una de las más 
obvias es la ausencia de un Estado de derecho. Clara- 
mente, los regímenes en los que los dirigentes carecen 
de constricciones legales son especialmente sensibles 
a los estragos de la codicia personal y el afán de lucro. 
Incluso cuando el Estado de derecho prevalece como 
principio general, como ocurre en las democracias, la 
corrupción puede seguir existiendo si no es adecuada- 
mente detectada y no se aplica la ley convenientemente. 
La detección eficaz y los mecanismos para hacer cum- 
plir la ley son, por lo tanto, esenciales para desincentivar 
las prácticas corruptas en los Estados democráticos. 

Otro problema inquietante surge en las democra- 
cias cuando las leyes permiten actividades que, en 


opinión de algunas personas, deberían considerarse 
ilegales. Muchos observadores consideran la debili- 
dad de las leyes de financiación de las campañas elec- 
torales, así como las lagunas existentes en las leyes de 
financiación de los partidos en períodos ordinarios 
(no electorales), como el talón de Aquiles de la demo- 
cracia. La mayor parte de estos regímenes permite 
las aportaciones privadas para la financiación de las 
campañas electorales de candidatos individuales o 
partidos políticos. Si bien algunos países imponen 
límites a estas contribuciones, muchos otros no lo 
hacen. Con frecuencia se permite que parte de esa 
financiación privada tenga carácter anónimo (así 
ocurre, por ejemplo, en España). Aunque en ocasiones 
las donaciones anónimas sólo pretenden contribuir a 
sostener a un partido político afín, en otras, el propó- 
sito de estas contribuciones es obtener favores políti- 
cos personales en el caso de que los receptores sean 
elegidos. Este intercambio de favores, absolutamente 
ilícito, se produce con aún más impunidad en aquellos 
casos en los que la fuente de donación es anónima; la 
falta de información sobre el donante dificulta que 
se establezcan los mecanismos de control necesarios 
para que una democracia funcione correctamente. 

Una segunda variable independiente que influye 
en la corrupción es la falta de alternancia en el po- 
der. Si los altos representantes del gobierno no rotan 
de una forma periódica, y si tienen buenas razones 
para creer que no serán depuestos de sus posiciones 
en un futuro inmediato, aumentan las probabili- 
dades de que incurran en prácticas corruptas. Los 
gobiernos dictatoriales están particularmente bien 
protegidos contra su remoción del poder y, por eso, 
sienten más libertad para implicarse en formas ex- 
tremas de corrupción. Pero las democracias también 
pueden experimentar una alternancia inadecuada 
en el poder. 

Italia y Japón constituyen buenos ejemplos de ello. 
Antes de las elecciones de 1994, Italia estuvo goberna- 
da por coaliciones compuestas por los mismos cuatro 
o cinco partidos durante casi 30 años. Como estos 
partidos estaban bastante seguros de que no iban a 
perder las elecciones, mantenían prácticas corruptas 
sin temor a que un electorado indignado fuera lo 
suficientemente numeroso como para desplazarlos 
del poder (el principal partido de la oposición, el Par- 
tido Comunista Italiano, nunca tuvo la popularidad 
necesaria como para acceder al gobierno). Japón ha 
experimentado problemas similares. La evidencia de 
Italia y Japón parece respaldar la hipótesis según la 
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cual la probabilidad de encontrar corrupción varía 
inversamente con la probabilidad de que se produz- 
ca alternancia en el poder, es decir, cuanto menos 
probable resulta que un gobierno sea depuesto, más 
probable es que se implique en prácticas corruptas. 
Algunos estudiosos de la corrupción política han 
formulado la hipótesis de que ésta es una práctica 
rutinaria, “normal”, en la mayoría de los sistemas 
políticos. Prácticas tales como la compra del voto, 
la malversación de fondos y el nepotismo (es decir, 
el favoritismo hacia los parientes de altos cargos o 
funcionarios públicos) las podemos encontrar tanto 
en democracias como en regímenes no democráticos, 
aunque siempre de forma más frecuente en los segun- 
dos. Muchos científicos sociales convienen en que la 
mejor forma de combatir la corrupción consiste en 
desincentivarla institucionalmente, incrementar la 
transparencia —para reducir la mencionada brecha 
informativa entre gobernantes y gobernados— y, por 
tanto, la capacidad de la sociedad de controlar más 
eficazmente a los políticos, así como en promover la 
participación de los electores en el sistema político. 


6. LA FALTA DE PODER 


Hasta ahora nos hemos centrado, casi exclusivamente, 
en los que ostentan el poder. Pero, ¿qué hay de los que 
carecen de poder? ¿Acaso aquellas personas o grupos 
más débiles de la sociedad, los que en mayor medida 
soportan la hegemonía de gobiernos todopoderosos o 
de grupos sociales dominantes, están condenados a 
la sumisión? Incluso los miembros más débiles de un 
país pueden llegar a disponer de armas muy sutiles 
para defenderse de los abusos de poder. 

La historia proporciona clara y notoria evidencia 
de que las personas subyugadas pueden encontrar, en 
ocasiones, modos eficaces de ejercer poder. Aunque 
las revoluciones exitosas son relativamente escasas, 
en 1989 y 1990 una parte de la sociedad de Polonia, 
Alemania Oriental, Checoslovaquia y otros países del 
centro y este de Europa logró acabar con décadas de 
gobierno comunista. En otros países, grupos que no 
aceptan su estatus de sometimiento han encontrado 
maneras de llamar la atención para expresar su des- 
contento: atentados terroristas y actos de insurgencia 
son lo suficientemente espectaculares como para 
ocupar los titulares de los principales periódicos del 
mundo. Pero, ¿existen casos de descontento y/o resis- 
tencia a la autoridad demasiado silenciosos u ocultos 
como para saltar a la arena pública? 


En su libro Weapons of the weak (1985) (Las armas 
del débil), James C. Scott describió la sutil dinámi- 
ca de las relaciones de clase en Malaisia entre los 
campesinos, de un lado, y los terratenientes y fun- 
cionarios que les controlaban, de otro. Cuando los 
terratenientes empezaron a imponer nuevas técnicas 
para la producción de arroz que perjudicaban a los 
campesinos, éstos no se rebelaron abiertamente. Si 
bien aparentaban ser respetuosos con sus superiores 
en público, también podían ser muy críticos con sus 
señores cuando hablaban de ellos en privado. Algu- 
nos campesinos realizaron actividades clandestinas, 
como la pesca furtiva o la destrucción de pequeñas 
propiedades, para perjudicar directamente a los te- 
rratenientes. Estos y otros actos de insumisión cons- 
tituyen, según Scott, actos políticos intencionados de 
desafío que expresan la oposición de los campesinos 
a las estructuras de poder dominantes en Malaisia. 

En una obra posterior, Domination and the arts 
of resistance (1990) (La dominación y el arte de la 
resistencia), Scott realizó un estudio comparado 
sobre el desafío político de baja intensidad en varios 
países y distintas épocas históricas. Inspirándose en 
descripciones de la esclavitud en Estados Unidos, la 
servidumbre en la Rusia decimonónica, el colonialis- 
mo británico en Birmania, las castas en la India, el 
gobierno comunista en la Unión Soviética y Europa 
del Este, y en muchos otros ejemplos de relaciones 
entre dominantes y dominados, Scott investigó la hi- 
pótesis de que “las relaciones de dominación son, al 
mismo tiempo, relaciones de resistencia”. Argumentó 
que la resistencia existe incluso en los casos en los que 
no es abierta o violenta. Además de expresar su resen- 
timiento en privado, los grupos oprimidos se suelen 
implicar en formas de resistencia pública de perfil 
bajo: el hurto, la lentitud en el trabajo, el sabotaje de 
cosechas o maquinaria, la ocupación de inmuebles sin 
permiso de su dueño, la negativa a pagar los impuestos 
o a entregar alimentos, el trabajo manual chapucero, 
los incendios provocados, etc. A través de los rumo- 
res, las bromas, los cuentos populares y otros modos 
de discurso público codificado o simbólico, emplean 
astutamente modos elípticos de burlarse o vilipendiar 
a los grupos dirigentes que les oprimen. 

“Todos y cada uno de los grupos subordinados”, 
escribió Scott, “crean, a partir de su experiencia, un 
código que representa una crítica del poder manifesta- 
da a espaldas del dominante”. Lejos de ser un sustituto 
de la resistencia, estos mensajes son en sí mismos una 
forma de resistencia. Los efectos acumulados de actos 
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aparentemente pequeños de desafío pueden suponer 
un elevado coste a la economía y a los beneficios de las 
clases dominantes. En algunos casos pueden también 
preparar el camino para un levantamiento popular. 
Por lo tanto, si queremos entender las realidades de 
las relaciones de poder, debemos atravesar la capa de 
las apariencias superficiales y explorar las muchas 
maneras en las que los débiles “expresan al poder lo 
que realmente piensan de él”. 


7. EJERCICIO DE COMPROBACIÓN 
DE HIPÓTESIS: QUIÉN GOBIERNA 


7.1. Hipótesis y variables 


¿Conduce el poder económico, de forma automática, 
al poder político? ¿Confieren la riqueza individual 
o el control de grandes empresas inevitablemente 
una cantidad igualmente grande de influencia sobre 
los que toman las decisiones gubernamentales? Los 
politólogos que han estudiado estas cuestiones han 
descubierto que sí existen relaciones de diverso tipo 
en el mundo real entre el poder económico y el polí- 
tico, algunas con los resultados previstos y otras con 
consecuencias inesperadas. 

En los años 50 del pasado siglo, el sociólogo C. 
Wright Mills (1916-1962) suscitó un vivo debate cuan- 
do afirmó que el sistema político de Estados Unidos 
estaba dominado por una elite de poder. En su 
opinión, estos “altos círculos” de poderosos políticos, 
ejecutivos de grandes empresas y líderes militares for- 
maban una red organizada y unificada de “directorios 
entrelazados” que dominaban la toma de decisiones 
de la vida económica y política estadounidense. Esa 
red estaba formada casi exclusivamente por varones 
blancos, la mayoría protestantes. Por debajo de ellos, 
las capas medias de la sociedad estadounidense eran 
bastante menos influyentes, mientras la inmensa 
mayoría de la población integraba una “sociedad de 
masas” fragmentada, sin prácticamente ningún tipo 
de poder. Varios estudiosos de las relaciones de poder 
en Estados Unidos y otros países han desarrollado 
argumentos muy parecidos a éstos. 

Estos provocadores argumentos propiciaron el 
contraataque de otros estudiosos según los cuales, 
aunque la elite puede en efecto disfrutar de bastante 
poder político en Estados Unidos, no forma un grupo 
tan cohesionado y bien organizado como afirman los 
teóricos de la elite de poder. A veces, esas personas 
políticamente poderosas disienten entre sí sobre 


cuestiones políticas. Es más, aunque disfruten de mu- 
cho poder, no lo monopolizan todo, ya que la opinión 
pública y los resultados electorales influyen notable- 
mente en las acciones del gobierno. La mayoría de los 
críticos de la hipótesis de la elite de poder mantiene, 
en realidad, que, por influyentes que sean algunos 
individuos y grupos en la vida política estadouniden- 
se, no necesariamente la dominan hasta el punto de 
excluir a todos los demás. Es más, su influencia en 
las acciones del gobierno tiende a variar dependiendo 
de la cuestión de que se trate: los ejecutivos de las 
grandes compañías que fabrican equipamiento ar- 
mamentístico pueden influir en el gasto militar del 
gobierno, pero pueden no ejercer apenas influencia 
en la política medioambiental o sanitaria. 

Tal y como se explicó en el capítulo anterior, a los 
críticos del concepto de la elite de poder se les conoce 
como “pluralistas”. Según el enfoque de investigación 
pluralista, el poder político en Estados Unidos y otras 
democracias es compartido por una pluralidad de 
clases sociales, partidos políticos, grupos de interés, 
electores y otros participantes del proceso político. 
Por tanto, los ciudadanos no están dominados por 
una única elite todopoderosa. 

En su conocido libro Who governs? (1961) (¿Quién 
gobierna?), Robert Dahl pone a prueba la hipótesis 
según la cual el poder económico confiere poder polí- 
tico a los segmentos más ricos de la sociedad. En esta 
hipótesis, el poder político es la variable dependiente 
y el poder económico es la variable independiente. 
En los años 50 Dahl decidió comprobar esta hipótesis 
en New Haven (Connecticut), ciudad en la que está la 
Universidad de Yale. 


7.2. Expectativas y evidencia 


La expectativa inicial de Dahl era que si la economía 
determina la política, entonces las familias más ricas 
de New Haven y la gente de negocios más próspera de 
la ciudad lograrían que el gobierno local adoptara de- 
cisiones favorables a ellas siempre que lo necesitasen. 
Otra expectativa era que su supremacía sobre la 
economía local les proporcionaría un control amplio 
de los asuntos gubernamentales de la ciudad. Si esto 
era cierto, entonces el alcalde y otros representantes 
electos de New Haven prestarían más atención a las 
necesidades y demandas de la elite económica de la 
ciudad que a los votantes que los habían elegido. De 
hecho, la hipótesis implica en última instancia que, 
aunque las elecciones se celebren de acuerdo con el 
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principio “un ciudadano un voto”, en la práctica no 
todos los ciudadanos tienen el mismo poder o grado 
de influencia real. 

Dahl centró su investigación en decisiones clave que 
habían tomado los políticos locales en tres áreas: la 
educación pública, el urbanismo y los nombramientos 
de cargos públicos por parte del Partido Republicano y 
el Partido Demócrata. Descubrió que las familias ricas 
más consolidadas de New Haven tenían, en realidad, 
muy poca influencia política en esos asuntos. Muchas 
de ellas ni siquiera mostraban interés por la política en 
general. Descubrió también que la mayoría de los más 
destacados líderes empresariales locales, los llamados 
“notables económicos”, tampoco ejercían ninguna 
influencia efectiva en esos temas. Aunque ocasional- 
mente habían logrado influir en el proceso político de 
forma favorable a sus intereses, el poder económico 
no confería a este pequeño grupo el control general de 
la ciudad. Incluso en cuestiones de vital importancia 
para la comunidad de empresarios, los funcionarios 
electos de New Haven podían tomar decisiones sin una 
interferencia excesiva de los líderes empresariales. Es 
más, grupos menos poderosos, como los obreros fabri- 
les y las clases medias bajas, contaban con recursos 
políticos significativos que podían utilizar para influir 
en la política gubernamental en bastantes asuntos. 
Mediante la elección de funcionarios municipales que 
pensaban como ellos, podían lograr que el gobierno 
local decidiera ciertas cuestiones a su favor. 


7.3. Conclusiones 


Según Dahl, la evidencia no confirmaba la hipótesis. 
New Haven no estaba gobernada por “la mano oculta 
de una elite económica”, sino por una pluralidad de 
clases sociales, partidos políticos e instituciones pri- 
vadas y públicas. Estas conclusiones contradecían las 
afirmaciones de C. Wright Mills y otros defensores de 
la hipótesis de la elite de poder y apoyaban el concep- 
to de pluralismo para explicar el funcionamiento de 
la vida política estadounidense. 

Sin embargo, la cuestión no quedó ahí. El libro 
de Dahl suscitó un amplio debate entre politólogos 
y sociólogos, puesto que muchos consideraron que 
las conclusiones de Dahl suponían una injustificada 
celebración de la democracia y el pluralismo político 
estadounidense el mismo año (1961) en el que el propio 
Presidente Dwight D. Eisenhower (1980-1969) advirtió 
sobre el desproporcionado poder de que gozaba el lla- 
mado “complejo militar-industrial”, mientras que los 


afroamericanos carecían de derechos civiles (inclu- 
yendo el voto). El famoso discurso del 28 de agosto de 
1963 pronunciado por Martin Luther King (1929-1968) 
ante el Capitolio no dejaba lugar a dudas en cuanto 
a los límites del pluralismo estadounidense: “Sueño 
con el día en que esta nación se levante para vivir de 
acuerdo con su creencia en la verdad evidente de que 
todos los hombres son creados iguales (...) Sueño con 
el día en que mis cuatro hijos vivan en una nación don- 
de no serán juzgados por el color de su piel, sino por la 
integridad de su carácter”. 

Una de las críticas más brillantes al trabajo de 
Dahl tuvo su origen en el libro The unpolitics of air 
pollution (La no-política de la contaminación), escri- 
to por Mathew Crenson en 1971. En él, tras estudiar 
las políticas medioambientales en dos ciudades de 
Indiana (East Chicago y Gary), Crenson ponía en 
cuestión las conclusiones de Dahl según las cuales la 
industria carecía de influencia en el proceso político. 
Crenson se apoyó en el marco analítico elaborado 
por los politólogos Bachrach y Baratz en 1962 para 
estudiar la adopción de “no-decisiones” en cuanto a 
pobreza y raza en la ciudad de Baltimore (por “no- 
decisión” se entiende “una acción que conduce a la 
supresión de un tema que constituye un reto latente o 
manifiesto a los valores o intereses de quien adopta la 
decisión”, es decir, una decisión que tiene por objeto 
suprimir la posibilidad de que se tomen decisiones 
acerca de una determinada materia). Demostró que 
la influencia de la industria del acero (dominante 
en la ciudad de Gary), a pesar de no ser fácilmente 
observable en las decisiones municipales, sí que era 
manifiesta en el modo en el que los legisladores de la 
ciudad se inhibían a la hora de recoger o promover 
iniciativas que, de antemano, sabían que la industria 
rechazaría por ser lesivas para sus intereses. El po- 
der de la industria, afirmaba Crenson, consistía en 
disponer de un poder veto implícito sobre posibles 
decisiones, más que de una capacidad de moldear a 
su favor las decisiones adoptadas. El resultado era 
que, en una ciudad altamente contaminada en la que 
cabía razonablemente suponer una notable presencia 
de temas medioambientales en la agenda política, la 
industria había conseguido que la contaminación 
fuera eliminada de la agenda política. 

El estudio de Crenson ponía de manifiesto una 
dimensión del poder no observada por Dahl, pero 
de importancia crucial: el control de la agenda. En 
otras palabras: tan importante es lo que se decide 
como sobre qué se decide. 
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Efectivamente, conseguir que no se hable de un 
tema es, al menos, tan importante como conseguir 
decisiones favorables respecto a un asunto determi- 
nado. Por ejemplo, la industria tabaquera ha sido 
históricamente consciente de que su supervivencia 
dependía de mantener la cuestión de la nocividad del 
tabaco fuera de la agenda política y, especialmente, 
alejada del terreno de la salud pública. Sin embargo, 
una vez introducida en la agenda política, y enfocada 
como una cuestión de salud pública, la capacidad 
de presión de las tabaqueras resulta sensiblemente 
menor de lo que sus recursos económicos podrían 
hacernos creer. 

La revisión del concepto de poder dio un paso más 
con los planteamientos de Steven Lukes en Power: a 
radical view (El poder: un enfoque radical), publicado 
originalmente en 1974, En este libro, Lukes celebra- 
ba la puesta en cuestión de lo que él denominaba la 
“primera dimensión” del poder formulada por Dahl, 
basada exclusivamente en los aspectos decisorios y, 
por tanto, directamente observables, del poder. Pero, 
según Lukes, la conceptualización de Bachrach y 
Baratz de una “segunda dimensión” del poder, cen- 
trada en las llamadas “no-decisiones”, no terminaba 
de zanjar la cuestión. Lukes proponía, partiendo de 
las conclusiones de Crenson, una “tercera dimensión” 
del poder, que tuviera en cuenta los intentos de crear 
o manipular las preferencias de los ciudadanos. La 
forma más sutil y exitosa del poder, afirmaba Lukes, 
no es la que consiste en obtener decisiones favorables 
a nuestros intereses, ni siquiera la que se manifiesta 
en la capacidad de evitar que determinados temas 
entren en la agenda política; antes bien, consiste en 
moldear las preferencias de los electores para que 
perciban como natural e inevitable una distribución 
asimétrica del poder o los recursos económicos, y no 
manifiesten preferencias por determinadas políticas 
que objetivamente les beneficiarían. 

Lukes daba así un paso arriesgado, tanto en térmi- 
nos teóricos (al situarse muy cerca de la idea marxista 
de “conciencia de clase”), como prácticos (dada la evi- 
dente dificultad de someter a verificación empírica 
esta tercera dimensión del poder), pero no por ello 
carente de interés y atractivo. Adam Przeworski, 
en su estudio acerca del fracaso de la reforma de 
la Seguridad Social de Estados Unidos auspiciada 
por el Presidente Bill Clinton y su esposa Hillary en 
los años 90 (Przeworski 2001), aplicaba con éxito un 
modelo que tenía mucho que ver con los razonamientos 
de Lukes: el poder de la industria farmacéutica, apoya- 


do en los medios de comunicación, sumado al de la 
profesión médica y al de una gran parte de la clase 
política, consiguió parar una reforma que hubiera 
beneficiado a los más de 80 millones de estadouni- 
denses sin cobertura médica, convenciendo (contra 
toda evidencia empírica) a la opinión pública de que 
un seguro sanitario universal a cargo del Estado 
sería más caro e ineficaz que el vigente esquema de 
seguros privados y subsidios federales. 

Por tanto, mientras que el enfoque unidimensional 
del poder entraña “una insistencia en el comporta- 
miento a la hora de adoptar decisiones sobre proble- 
mas en torno a los cuales hay un conflicto observable 
de intereses, entendidos como preferencias expresas 
por una determinada política y revelados a través de 
una participación política”, el enfoque bidimensional 
del poder “considera las formas mediante las que se 
puede impedir que se adopten decisiones acerca de 
problemas potenciales en torno a los cuales existe 
conflicto observable de intereses”. Finalmente, el en- 
foque tridimensional del poder deja un margen para 
la consideración de las formas de mantener fuera 
de la política determinados problemas potenciales, 
dando lugar a un conflicto latente (no directamente 
observable) entre los intereses de aquellos que ejercen 
el poder y los intereses reales de aquellos a quienes 
excluyen (Lukes 1985: 25). 


TÉRMINOS CLAVE 
(en negrita en el texto) 


Poder político 

Elites políticas 
Supremacía 

Influencia 

Legitimidad tradicional 
Legitmidad racional-legal 
Legitimidad carismática 
Estado de derecho 
Sistema de pesos y contrapesos 
Persuasión 

Coerción 

Tiranía de la mayoría 
Corrupción política 

Elite de poder 

Pluralismo 

Control de la agenda 


CAPÍTULO 6 


EL ESTADO Y 
SUS INSTITUCIONES 


En este capítulo se exponen algunas de las cuestio- 
nes principales que suscita el estudio del Estado y se 
presentan las características básicas de sus principales 
instituciones. Las preguntas sobre qué es el Estado, 
qué principios lo definen y cuáles son sus objetivos 
centran las tres primeras secciones. Las secciones 3 y 
4 introducen al lector en las instituciones estatales y 
las principales formas de organización de los Estados. 
Las últimas dos secc iones ofrecen argumentos para 
comprender por qué la acción estatal no responde a 
menudo a las expectativas de racionalidad y eficacia 
que los gobernados depositan en ella. El contenido de 
este capítulo reviste gran importancia para el correcto 
entendimiento del enfoque de investigación neoinstitu- 
cionalista en la ciencia política. 


1. LA DEFINICIÓN DEL ESTADO 


Los politólogos suelen utilizar el término Estado para 
referirse a todas las instituciones de gobierno y admi- 
nistración de un país, así como a los funcionarios y 
empleados que trabajan en ellas. Las instituciones del 
Estado realizan funciones específicas de acuerdo con 
las leyes, reglas, directrices y otros procedimientos 
y prácticas establecidas. El gobierno, las asambleas 
legislativas, los tribunales, el ejército, la policía, las 
instituciones de enseñanza pública, los hospitales 
públicos, el servicio municipal de bomberos o de 
recogida de basuras: éstas y otras muchas organiza- 
ciones similares integran el Estado, lo representan 
y proveen servicios para los ciudadanos, quienes los 
financian con sus impuestos. En sentido lato, cabe 
incluir en el concepto de Estado las normas y los 
principios operativos que guían el funcionamiento 
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de tales organizaciones. En efecto, la constitución y 
las leyes de un país; los reglamentos que establecen el 
funcionamiento de los parlamentos y los tribunales; 
los procedimientos para reclutar a los funcionarios y 
definir su estatuto y sus cometidos; el ordenamiento 
del ejército: toda esta normativa queda comprendida 
en el Estado. 

El rasgo más importante que distingue al Estado 
de otras entidades —como organizaciones o empre- 
sas privadas— es que tiene la capacidad de elaborar 
y hacer cumplir leyes aplicables a toda la población. 
Para ello dispone de los principales medios del poder 
coercitivo: la policía, los tribunales, el sistema penal 
y el ejército. Precisamente porque al Estado se le re- 
conoce el monopolio de la autoridad legal y del uso 
de los medios de coerción legalmente sancionados, 
quienquiera que controle el Estado accede al núcleo 
del poder político. 

Si el Estado no puede emplear su poder coercitivo 
eficazmente y es incapaz de hacer cumplir la lega- 
lidad a los ciudadanos, carece de la capacidad para 
gobernar y puede ser tildado de Estado fallido. 
En la mayoría de los casos, los Estados fallidos no 
proporcionan seguridad básica a buena parte de la 
población y son desafiados por grupos organizados 
que poseen sus propios medios coercitivos. Cuando 
la autoridad estatal se desmorona, puede estallar la 
guerra civil o el caos. En algunos casos, prebostes 
locales, cárteles de la droga u otro tipo de grupos 
violentos organizados pueden apoderarse de los res- 
tos del Estado, dividir el país y reafirmar su control 
sobre determinados territorios. Entre otros Estados 
fallidos recientes cabe citar Afganistán, donde, tras 
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la invasión del país que, con el apoyo de la Organi- 
zación de las Naciones Unidas (ONU), inició Estados 
Unidos en octubre de 2001 y la posterior derrota del 
gobierno talibán, los líderes locales han reafirmado 
sus poderes tradicionales; también Colombia podría 
entrar dentro de esta categoría, ya que la guerrilla y 
los capos de la droga han logrado hacerse con el con- 
trol de grandes extensiones de terreno, ignorando al 
gobierno central democráticamente elegido; el mismo 
calificativo de “fallido” merecen los Estados de varios 
países africanos en los que la masiva violación de los 
derechos humanos ha provocado la intervención de 
fuerzas armadas extranjeras. Así, por ejemplo, las tro- 
pas británicas intervinieron en Sierra Leona en 2001, 
seguidas por unidades militares para el mantenimiento 
de la paz de la ONU; las tropas francesas intervinieron 
en Costa de Marfil y Congo en 2003, y ese mismo año 
Estados Unidos envió tropas a Liberia. 

En algunas dictaduras, forman parte del Estado 
ciertas organizaciones o grupos formalmente inde- 
pendientes de él, pero que influyen decisivamente en 
las acciones de gobierno del país. El Partido Obrero 
Nacionalsocialista Alemán de Hitler y el Partido Co- 
munista de la Unión Soviética representan ejemplos 
claros de estos sistemas de partido único o “partido- 
Estado”. Tampoco el actual Partido Comunista de 
China, que dirige prácticamente todas las institu- 
ciones públicas del país, se distingue del Estado. La 
República de Irán proporciona otro ejemplo: allí, des- 
de que el Sha de Persia fue derrocado por el ayatolá 
Jomeini en 1979, se instauró una teocracia en la que 
las autoridades religiosas desempeñan el papel clave 
en la dirección del Estado. 

Desde planteamientos marxistas se ha sostenido tra- 
dicionalmente que, en los países capitalistas, las elites 
empresariales dominan a los gobiernos convirtiendo 
al Estado esencialmente en el “guardián y protector” 
de esta clase social económicamente poderosa. Por 
ello, al menos algunos marxistas mantienen que la 
“clase dominante” capitalista forma parte del “sistema 
estatal”. Muchos estudiosos no marxistas disienten de 
esta definición del Estado y de esta interpretación de la 
clase capitalista como integrante del Estado. No obs- 
tante, como demuestran todos los casos precedentes, 
la línea divisoria entre lo que forma parte del Estado y 
lo que queda fuera de él puede ser borrosa. De ahí que, 
en algunas ocasiones, resulte aconsejable adoptar una 
concepción más flexible del término que incorpore a 
ciertas organizaciones y determinados grupos que, 
estrictamente, no pertenecen al Estado. 


Es preciso señalar que en la ciencia política coexis- 
ten al menos tres usos frecuentes del concepto Es- 
tado. El primero, ya señalado, se refiere al conjunto 
de las instituciones político-administrativas y los em- 
pleados públicos. Pero, además, el término Estado se 
usa como sinónimo de todo un país. En concreto, un 
Estado en el campo de las relaciones internacionales 
es un régimen político que tiene autoridad sobre la po- 
blación de un país. En este sentido, Estados Unidos, 
Japón, México y Sudáfrica son “Estados”; las relacio- 
nes entre sus respectivos gobiernos son “relaciones 
interestatales”. De acuerdo con el tercer uso, “Estado” 
se utiliza a veces para designar una unidad resultante 
de la subdivisión político-administrativa en ciertos 
países (concretamente en los sistemas federales). Así, 
Estados Unidos se divide en 50 Estados; Alemania, en 
16 Laender (o Estados federados). 


2. LOS ATRIBUTOS DEL ESTADO: SOBERANÍA, 
LEGITIMIDAD Y AUTONOMÍA 


2.1. La soberanía 


Uno de los atributos clave de un Estado es la sobera- 
nía. De acuerdo con la definición clásica del término, 
soberanía significa la capacidad exclusiva de gobernar 
la colectividad que habita en el territorio de un país, sin 
la interferencia de fuerzas externas. En otras palabras, 
un Estado es soberano en la medida en que ejerce de 
modo independiente la autoridad gubernamental en su 
territorio, rechazando la voluntad de Estados extranje- 
ros (u otros actores externos) de imponer sus propias 
leyes o interferir en el orden político interno. Tradi- 
cionalmente, uno de los mecanismos más comunes a 
través de los que un Estado fortalece su soberanía es 
el establecimiento de relaciones diplomáticas formales 
con otros Estados, sobre la base del reconocimiento 
mutuo de los derechos soberanos de cada uno. 

La mayoría de los gobiernos del mundo actual acep- 
tan esta concepción de la soberanía como un principio 
fundamental del derecho internacional, que tiene sus 
raíces en el Estado moderno de la Europa de los siglos 
XVII y XVIII. Los gobernantes y funcionarios de un 
país defenderán enérgicamente la soberanía de su 
Estado si perciben que está siendo minada. En investi- 
gaciones recientes se ha subrayado que la soberanía no 
es un concepto atemporal e inalterable. Al contrario, 
la soberanía es un concepto “socialmente construido”: 
lo moldea y define una combinación específica de fac- 
tores nacionales e internacionales que, en diferentes 
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períodos de la historia, afectan a países particulares o 
grupos de países. 

La Unión Europea(UE) proporciona un buen ejemplo 
de cómo ha cambiado la concepción de la soberanía 
en nuestro entorno, en un mundo globalizado e 
interdependiente. A partir de la mitad del siglo XX, un 
número creciente de Estados europeos ha renunciado 
a algunos de sus derechos soberanos, entre ellos el 
de determinar su propia política económica. En un 
esfuerzo por fomentar el crecimiento económico, la 
cooperacióninternacionalyotrosbeneficiosrecíprocos, 
buena parte de los gobiernos europeos han establecido 
instituciones integradas a escala supra-nacional y se 
han implicado en procedimientos conjuntos de toma 
de decisiones, configurando lo que se ha dado en 
llamar un sistema de soberanía compartida. 

Otros Estados del mundo no han llegado tan lejos 
en la creación de una soberanía compartida. No obs- 
tante, encuentran cada vez más difícil mantenerse al 
margen de influencias extranjeras no deseadas. Para 
muchos Estados resulta también difícil sustraerse a 
la ingerencia en su capacidad de decisión soberana 
de organizaciones supranacionales (como el Fondo 
Monetario Internacional) o a la aplicación de reglas 
establecidas por organismos en los que están integra- 
dos (como la Organización Mundial del Comercio). 
Aunque la soberanía sigue siendo muy valorada en el 
mundo —incluso en los países de la UE, que conservan 
derechos soberanos en determinadas áreas políticas, 
como la recaudación tributaria o la provisión de pres- 
taciones sociales—, las fuerzas de la globalización 
están obligando a su reconsideración. 


2.2. La legitimidad 


Otro importante aspecto del Estado es la legitimidad, 
es decir, el derecho justificable a gobernar (aspecto 
que ya hemos desarrollado en relación con el poder 
político en el Capítulo 5). El sociólogo alemán Max 
Weber (1864-1920) destacó el carácter crucial de la 
legitimidad para la propia definición del Estado. En 
su célebre expresión, el Estado “es una comunidad 
humana que reclama (eficazmente) el monopolio del 
uso legítimo de la fuerza en un territorio dado”. El 
uso que hace Weber del término “legítimo” implica 
que sólo el Estado tiene el derecho a emplear la fuerza 
o a autorizar a otros a que la usen (así, el Estado puede 
ilegalizar ejércitos privados y regular las compañías 
privadas de seguridad). Pero, ¿qué pasa si el Estado es 
considerado ilegítimo por su pueblo? La definición de 


Weber sugiere que al pueblo le asiste entonces el dere- 
cho a usar la fuerza, si no puede derribar al gobierno 
de otra forma. Su noción de que el Estado “reclama” 
el monopolio del uso legítimo de la fuerza implica, 
además, que el Estado puede fracasar en el objetivo 
de que la población (en su conjunto o en parte) acepte 
su reclamación. 

La cuestión de la legitimidad plantea una variedad 
de preguntas normativas sobre cómo deben consti- 
tuirse los Estados y cómo deben relacionarse con la 
población. ¿Quién debe determinar quién gobierna? 
¿Cómo deben hacerse las leyes? ¿Cuánta autoridad 
legal debe tener el Estado? Estas y otras preguntas 
son hoy tan relevantes como lo fueron hace siglos. 


2.3. La autonomía 


El concepto de autonomía del Estado se refiere a 
la independencia relativa de las autoridades estatales 
respecto a la población. Si el Estado disfruta de un 
grado alto de autonomía, entonces los empleados y 
funcionarios públicos son bastante libres para adop- 
tar decisiones de gobierno. En cambio, un bajo grado 
de autonomía estatal supone que los empleados y 
funcionarios públicos tienen escaso margen para 
elaborar leyes o tomar decisiones con independencia 
de la población en su conjunto o —como suele su- 
ceder— de los grupos políticamente más poderosos. 
Ambos extremos son peligrosos. La autonomía esta- 
tal máxima implica la dictadura: el pueblo interviene 
poco o nada en lo que deciden los gobernantes. La au- 
tonomía estatal mínima implica que quienes trabajan 
como servidores del Estado apenas tienen oportuni- 
dad de usar sus conocimientos ni de ocuparse del bien 
común del país para formular y ejecutar las políticas 
que consideran mejores, toda vez que actúan bajo la 
presión de grupos influyentes o dominantes en la so- 
ciedad. En cambio, una democracia auténticamente 
representativa debe intentar evitar los peligros tanto 
de un grado excesivo como deficiente de autonomía 
estatal, dando a los representantes públicos y a los 
funcionarios que adoptan las decisiones suficiente 
libertad para gobernar eficazmente, sin eludir su res- 
ponsabilidad de “rendir cuentas” ante la población. 


3. LOS OBJETIVOS DEL ESTADO 


¿Son necesarios los Estados? ¿Por qué? ¿Qué objeti- 
vos persiguen? ¿Cuáles deben ser sus cometidos? La 
pregunta por los propósitos últimos del Estado ha 
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suscitado mucha controversia durante siglos. Algunos 
teóricos han afirmado que la principal función del 
Estado debe ser garantizar el orden y la seguridad. 
Thomas Hobbes (1588-1679), uno de los “padres” de 
la teoría del Estado, elaboró una metáfora según la 
cual el pueblo, que vive en un estado violento de natu- 
raleza, establece una suerte de contrato social con el 
monarca absoluto, sobre quien recae la responsabili- 
dad de dirigir el Estado. El propósito principal de ese 
Estado, al que Hobbes denominó “Leviatán” (término 
con el que tituló su obra clásica, publicada en 1651), 
consiste en dar libertad a la humanidad para que se 
ocupe de la ciencia, el arte, la exploración y otros as- 
pectos de la civilización, sin la presión de un “temor 
continuo y el peligro de la muerte violenta”. 

Igual que Hobbes, John Locke (1632-1704) defen- 
dió la idea de un contrato social entre el pueblo y las 
autoridades del Estado, pero por motivos bien dife- 
rentes a los expuestos por Hobbes. Locke afirmaba en 
su Segundo tratado del gobierno (1689) que los seres 
humanos nacen libres. Los individuos disfrutan de 
un derecho natural a la vida, la libertad y al “estatus” 
(sus posesiones). Estos bienes, en conjunto, consti- 
tuyen, en palabras de Locke, la “propiedad” de una 
persona. “El gran y principal fin, por tanto, de que los 
hombres se sometan a un gobierno”, declaraba Locke, 
“es la preservación de su propiedad”. De no conseguir 
salvaguardar esos derechos naturales, el Estado sería 
ilegítimo. Por tanto, el filósofo británico defendía 
una democracia representativa “por común consenti- 
miento”, con una asamblea legislativa electa en la que 
residiera la máxima autoridad política. Locke, cuyas 
ideas influyeron considerablemente en los padres 
fundadores de Estados Unidos, puso especial énfasis 
en la responsabilidad del Estado para proteger los 
derechos y las libertades del individuo. 

Jean-Jacques Rousseau (1712-78), el tercer gran 
teórico del contrato social, propuso otra serie de ideas 
sobre los objetivos últimos del Estado. Si Locke enfa- 
tizó los derechos y las libertades individuales, el suizo 
Rousseau en su obra El contrato social (1762) puso el 
acento en los derechos y las libertades colectivas de 
la comunidad. En su opinión, el pueblo —no el Es- 
tado— es “el soberano”; todos los ciudadanos juntos 
forman un “cuerpo político” orgánico del que emana 
la “voluntad general”, que es el bien común. Para que 
cada individuo se vea libre de la tiranía, la comunidad 
en su conjunto debe ser libre. La libertad de cada uno 
depende, pues, de la libertad de todos. Rousseau reco- 
mendaba que “aquél que rehúse obedecer a la voluntad 


general, deberá ser obligado por todo el cuerpo a ha- 
cerlo; algo que no significa otra cosa que deberá ser 
obligado a ser libre”. Incluso el derecho del individuo 
a la propiedad privada “siempre estará subordinado 
al derecho que la comunidad tiene sobre todo”. Desde 
la perspectiva de Rousseau, el principal propósito del 
Estado consistía en capacitar al pueblo soberano para 
expresar y realizar su voluntad general. En la práctica, 
creía que esta meta debía cumplirla una pequeña elite 
que tomara las decisiones cotidianas, mientras los 
ciudadanos (en su época este concepto se aplicaba sólo 
a los varones que superaran ciertos niveles de renta) 
ejercían su autoridad de supervisión reuniéndose pe- 
riódicamente en asambleas populares. 

En contra de los argumentos de los teóricos del 
contrato social, la mayoría de los Estados contem- 
poráneos no surgieron a partir del consentimiento 
de los gobernados, sino de la sumisión de sus vo- 
luntades a través de la fuerza. Países como China, 
Japón, Rusia, Francia, España e Inglaterra llegaron 
a ser poderosos Estados centralizados tras siglos de 
turbulencias internas y rivalidades entre dinastías, 
clases o estamentos que luchaban por conseguir el 
gobierno del reino. Una vez que la facción ganadora 
se instalaba en el poder, su principal propósito era 
el uso del Estado para extender su control sobre la 
propia población y, en muchos casos, combatir a los 
adversarios nacionales y extranjeros. El Estado mo- 
derno temprano fue, en gran medida, un Estado de 
guerra autoritario. 

Con el tiempo, los Estados adquirieron propósitos 
más acordes con los deseos de la población o, al me- 
nos, los de sus partes políticamente más influyentes. 
Adam Smith (1723-90), filósofo escocés considerado 
el padre de la economía moderna de libre mercado, 
afirmó en La riqueza de las naciones (1776) que el 
propósito principal del Estado debía ser promover 
la empresa privada y permitir que las fuerzas del 
mercado operaran sin excesiva interferencia de los 
gobiernos. Para Smith, el Estado debía limitarse a 
proporcionar un sistema legal diseñado para que el 
comercio fluyera sin trabas, y a emprender grandes 
proyectos poco rentables para los empresarios pri- 
vados, como la construcción de puentes y canales, 
y la financiación de la educación pública y de deter- 
minadas actividades culturales. Durante el siguiente 
siglo, Gran Bretaña y Estados Unidos adoptaron 
filosofías de gobierno que se ajustaban bastante a 
las propuestas de Smith. Pero cuando se expandió 
la democracia en estos países y el voto se extendió a 
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grandes segmentos de la población, el Estado se vio 
cada vez más presionado por ésta para que aumen- 
tara su bienestar económico y social. 

Durante el siglo XX, sobre todo a partir de la Se- 
gunda Guerra Mundial, los Estados democráticos 
han asumido un creciente número de funciones rela- 
tivas al bienestar, desde la expansión de la educación 
pública a la provisión de pensiones, de prestaciones 
por desempleo, de asistencia sanitaria o de vivien- 
da pública. Los países gobernados en su día como 
Estados de guerra se convirtieron así en Estados 
del bienestar o Estados sociales. Incluso regímenes 
dictatoriales como la Alemania nazi (1933-1945) y 
la Unión Soviética (1917-1991) cultivaron el apoyo 
de las masas a través de una amplia oferta de pro- 
gramas sociales, aunque en ningún caso reúnen las 
características definitorias del modelo de Estado del 
bienestar paradigmático de las democracias europeas 
de la segunda mitad del siglo XX. 

Los principales objetivos que persiguen hoy en día 
los Estados del mundo varían mucho; todo depende 
de quién defina esos objetivos. En otras palabras, 
todo depende de si las elites gobernantes observan 
los controles democráticos, si imponen de forma 
violenta su voluntad a la población, o si persiguen 
una combinación de procedimientos democráticos y 
dictatoriales. En este orden de cosas, el único hecho 
universal es que el anarquismo, es decir, la doctrina 
según la cual el pueblo vive mejor sin un gobierno 
organizado, nunca ha llegado a realizarse de forma 
permanente en ninguna sociedad. Aunque durante 
el siglo XIX hubo importantes movimientos anar- 
quistas activos en Europa (en España, por ejemplo, 
mantuvieron considerable protagonismo político 
durante las tres primeras décadas del siglo XX), el 
anarquismo nunca triunfó como opción alternativa 
al Estado. El mundo político, tal y como lo conoce- 
mos en nuestros días, es un mundo construido sobre 
la base de los Estados. 


4. LAS INSTITUCIONES DEL ESTADO 


En última instancia, la cuestión del Estado se centra 
en las instituciones que lo integran. Como se explicó 
en el Capítulo 4, el institucionalismo (o neoinstitu- 
cionalismo en sus variedades más recientes) es el 
enfoque de investigación de la ciencia política que 
estudia cómo se forman las instituciones y cómo 
moldean el proceso político de la toma de decisio- 
nes. Su hipótesis central afirma que los resultados 


políticos —como las decisiones gubernamentales 
que determinan “quién consigue qué”— se explican 
en virtud del marco institucional de un país, y no 
simple y directamente por la presión que ejercen 
grupos sociales y organizaciones no gubernamenta- 
les. En definitiva, de acuerdo con este enfoque, los 
resultados de la política varían en función de cómo 
organiza un país su poder ejecutivo, su asamblea 
legislativa, su judicatura y otras instituciones, y de 
cómo funcionan estos órganos en la práctica. 

En la mayoría de países, el diseño y las atribuciones 
de las instituciones gubernamentales quedan plasma- 
dos en una Constitución nacional. Estados Unidos fue 
el primer país que se estableció, desde su origen, sobre 
la base de una Constitución escrita. La Constitución 
de Estados Unidos, elaborada en 1787 y enmendada 
26 veces, es la Constitución escrita en un único do- 
cumento más antigua del mundo. Las Constituciones 
vigentes en la mayoría de los Estados contemporáneos 
son mucho más recientes. Alemania, Italia y Japón, 
por ejemplo, adoptaron el nuevo marco constitucional 
después de la Segunda Guerra Mundial. La Constitu- 
ción actual de Francia data de 1958; la de España, de 
1978. Los países de Europa del Este que abandonaron 
el comunismo después de 1989 han adoptado nuevas 
Constituciones escritas y algunos ya las han sometido 
a revisión. Sudáfrica, Brasil y otros Estados también 
han emprendido recientemente cambios significativos 
del orden constitucional. 

No todas las Constituciones se plasman en un texto 
único. Inglaterra tiene una de las tradiciones cons- 
titucionales más antiguas y continuadas del mundo, 
pero la Constitución de Reino Unido consiste en mi- 
les de leyes y prácticas que se han desarrollado en el 
transcurso de siglos de interacciones parlamentarias 
con la Corona y los tribunales. Israel, que se estable- 
ció en 1948, también carece de Constitución formal; 
en su lugar cuenta con un conjunto de leyes básicas y 
otras disposiciones. 

Además de estudiar las reglas constitucionales 
en las que se asienta la autoridad del Estado, a los 
politólogos les interesa investigar cómo funcionan 
realmente las instituciones estatales. Una Cons- 
titución suele proporcionar sólo la estructura o el 
esqueleto de un sistema político-administrativo. No 
necesariamente ha de indicar cómo funcionan en la 
realidad las partes del sistema institucional, o cómo 
se aplican eficazmente las leyes del país. Las Consti- 
tuciones también pueden ser vagas o no pronunciarse 
sobre ciertos aspectos de la autoridad gubernamental; 
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asimismo pueden incluir términos susceptibles de 
interpretaciones variadas y polémicas (el caso del 
concepto “nacionalidad” en la Constitución Españo- 
la de 1978 es ilustrativo). Por ejemplo, en las últimas 
décadas se han redactado en Latinoamérica varias 
Constituciones siguiendo el modelo de separación 
de poderes del sistema de Estados Unidos. Sin em- 
bargo, a pesar de esas disposiciones, en la práctica 
la autoridad estatal ha tendido a imponer un poder 
presidencial muy personalizado. 

Para comprender adecuadamente la realidad políti- 
ca en una amplia variedad de contextos, es necesario 
estudiar las instituciones estatales más importantes. 
Normalmente se establece una división tripartita en- 
tre el poder ejecutivo, el poder legislativo y el poder 
judicial. Además de a estos tres poderes del Estado, 
prestaremos atención a otras dos instituciones esta- 
tales: la administración y el ejército. 


4.1. El poder ejecutivo 


El poder ejecutivo está formado por los órganos 
encargados de ejecutar la legislación en forma de 
políticas públicas. Los presidentes del gobierno o pri- 
meros ministros y los ministros son los principales 
representantes del poder ejecutivo. El poder ejecutivo 
adquiere una importancia primordial en todos los 
sistemas políticos y suscita mucha atención analítica 
en la ciencia política por razones obvias. Sobre sus 
integrantes recae, en la mayoría de los casos, la res- 
ponsabilidad de los éxitos y los fracasos del Estado. 
Como punto de partida, es importante tener clara 
una distinción básica entre dos funciones ejecutivas 
diferentes: la jefatura del Estado y la jefatura del go- 
bierno. En muchos países, éstas son dos posiciones 
independientes, ocupadas por personas diferentes 
y elegidas por procedimientos distintos. En efecto, 
en los denominados sistemas parlamentarios (en 
los que la formación del gobierno depende del parla- 
mento, como se expondrá más adelante), el jefe del 
Estado ostenta una posición formal que comporta 
poco o ningún poder real de toma de decisiones; 
suele ser una persona que se sitúa por encima de los 
partidos políticos y personifica la unidad de la nación 
o la continuidad de su historia. En algunos casos, 
la persona que ocupa esta posición simbólicamente 
prestigiosa pero políticamente neutra, es una figu- 
ra no electa, como por ejemplo un monarca en una 
democracia. Una monarquía parlamentaria (el tipo 
actualmente más frecuente de monarquía limitada) es 


un régimen en el que el monarca ostenta la jefatura 
del Estado, pero el poder efectivo en la toma de deci- 
siones reside en otros cargos que gozan de legitimidad 
democrática. Una serie de países en su día gobernados 
por monarcas poderosos, pero luego convertidos en 
democracias, han conservado la monarquía para pre- 
servar sus tradiciones históricas, al tiempo que han 
reducido radicalmente el poder efectivo de la Corona. 
Reino Unido, Bélgica, Dinamarca, Japón, Holanda, 
Noruega, Suecia y España representan algunos ejem- 
plos de monarquías parlamentarias. En este último 
caso, el rey Juan Carlos I ha desempeñado un papel 
político más activo, propiciando la transición desde la 
larga dictadura del general Franco (1939-1975) hacia 
la democracia. En los sistemas parlamentarios sin 
una fuerte tradición monárquica o en los que ésta se 
rompió de forma traumática y no se ha recuperado, 
el jefe del Estado suele ser una persona que disfruta 
del respeto de la población y las elites políticas del 
país, elegida habitualmente por el parlamento (como 
en Italia o en la República Federal de Alemania). En 
estos casos, las principales obligaciones del jefe del 
Estado se limitan a pronunciar discursos en festivida- 
des nacionales y otros actos solemnes, representar al 
Estado en ceremonias internacionales y recibir a los 
dignatarios extranjeros. 

En cambio, el jefe del gobierno suele ser el princi- 
pal responsable político de un país en los regímenes 
parlamentarios. A diferencia del jefe del Estado, el jefe 
del gobierno tiene encomendada la dirección política 
y encabeza el poder ejecutivo del Estado, integrado 
también por los ministros (que forman el gabinete o 
consejo de ministros) y, en ciertos países, por otros 
altos funcionarios, como los secretarios de Estado 
y los subsecretarios. Algunos ejemplos ilustran muy 
claramente esta distinción básica entre jefe de Estado 
y jefe de gobierno. En España, el jefe del Estado es el 
monarca; y el jefe del gobierno, el Presidente del Go- 
bierno. En Japón, el jefe del Estado es el emperador; y 
el jefe del gobierno, el Primer Ministro. En Alemania, 
el jefe del Estado es el Presidente de la República; y el 
jefe del gobierno, el Canciller Federal. 

Pero, como ya hemos señalado, hay excepciones a 
esta pauta de división de las jefaturas de Estado y go- 
bierno. Así, por ejemplo, en Estados Unidos, paradigma 
de los sistemas presidencialistas, el Presidente es si- 
multáneamente el jefe del Estado y el jefe del gobierno. 
Francia, con su “ejecutivo dual”, también diverge de 
esa pauta. En el sistema semi-presidencialista francés, 
el Presidente, en tanto jefe del Estado, tiene más poder 
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para tomar decisiones políticas que el Primer Ministro. 
En el caso de la Rusia actual, a pesar de su apariencia 
semi-presidencialista, el poder del jefe del gobierno 
es más formal que real, mientras que el Presidente 
determina las grandes líneas de la política nacional. 
Sin embargo, la Polonia poscomunista combina un 
jefe del Estado políticamente poderoso (el Presidente) 
con un jefe del gobierno también muy influyente (el 
Primer Ministro). En otras palabras, no todos los jefes 
del Estado son puramente simbólicos. Ostentan este 
carácter simbólico en los sistemas parlamentarios, 
que atribuyen al parlamento la principal responsa- 
bilidad en la formación del gobierno. En cambio, en 
los sistemas presidencialistas o semi-presidencialistas 
los jefes del Estado poseen un poder político efectivo 
que comparten, en mayor o menor medida, con otras 
instituciones del Estado. 


4.2. El poder legislativo 


El poder legislativo está formado por los órganos 
encargados de elaborar las leyes (a menudo en 
colaboración con el poder ejecutivo) y de representar 
a los ciudadanos en el proceso de elaboración 
de la legislación. Además de estas funciones, las 
asambleas legislativas (o parlamentos) cumplen el 
cometido de controlar al gobierno a través de diversos 
mecanismos. Esta última función se conoce como 
control parlamentario. 

En los sistemas parlamentarios, la asamblea 
legislativa elige (o inviste) al jefe del gobierno y lo 
considera, junto con su gabinete, responsable de sus 
acciones. Así ocurre en España, Gran Bretaña, Alema- 
nia, Italia, Japón, Israel e India, entre otras muchas 
democracias. En cambio, en los sistemas presiden- 
cialistas (como Estados Unidos, México, Argentina 
o Brasil) los poderes constitucionales de la asamblea 
legislativa (Congreso) y el Presidente (jefe del Estado 
y del ejecutivo) están más o menos equilibrados. 

Incluso las dictaduras suelen tener cuerpos legis- 
lativos que representan un determinado papel en 
el sistema político, aunque su poder efectivo en la 
elaboración de las leyes sea mínimo o inexistente. 
Puede ocurrir que una asamblea legislativa electa en 
un sistema político no democrático “incube” la demo- 
cracia, proporcionando a los representantes elegidos 
una oportunidad para demandar más poder de toma 
de decisión. 

Igual que el poder ejecutivo, las asambleas legislati- 
vas del mundo presentan muchas diferencias. Algunos 


países tienen una asamblea legislativa unicameral, 
que consiste en una sola cámara de representantes. 
Otros tienen una asamblea legislativa bicameral, 
consistente en dos cámaras. Por regla general, una 
de estas cámaras es la cámara baja (el Congreso de 
los Diputados en España, la Cámara de los Comunes 
en el Reino Unido y el Bundestag en Alemania), y la 
segunda es la cámara alta (el Senado en España, la 
Cámara de los Lores en el Reino Unido, y el Bundesrat 
en Alemania). La principal ventaja de las asambleas 
unicamerales reside en que no tienen que compartir 
el poder de elaborar y aprobar legislación con una 
segunda cámara. Al menos en principio, ello reduce 
la posibilidad de un retraso excesivo o bloqueo le- 
gislativo. Las principales ventajas de una asamblea 
bicameral, también en teoría, consisten en que pro- 
porciona a la población una mayor representación y 
requiere más deliberación en el proceso de elaboración 
de las leyes. También puede propiciar, en el supuesto 
de los Estados descentralizados, un ámbito específico 
para la representación territorial. En la práctica real, 
sin embargo, las asambleas legislativas bicamerales 
varían significativamente en cuanto al poder de las se- 
gundas cámaras de reformar o bloquear la legislación 
aprobada en las primeras. 

Las asambleas legislativas del mundo varían también 
en función del sistema electoral. Existen diferentes 
modos de contar los votos que producen diferentes 
maneras de traducir las decisiones del electorado en 
una distribución de escaños parlamentarios entre 
los candidatos y los partidos rivales. Otra diferencia 
fundamental entre las asambleas legislativas reside 
en el proceso de elaboración de las leyes, no sólo en 
la tramitación de la legislación, sino también en las 
prácticas de adopción de iniciativas legislativas. 


4.3. El poder judicial 


El poder judicial está formado por los órganos en- 
cargados de hacer cumplir las leyes. La judicatura 
representa una tercera institución estatal que, al igual 
que las anteriores, suele variar en su organización y 
funcionamiento de un país a otro. En algunos Esta- 
dos, la judicatura es relativamente independiente de 
los poderes ejecutivo y legislativo. Puede incluso tener 
competencia legal para imponer restricciones a las 
decisiones del gobierno y los parlamentarios. En otros 
(sobre todo, en muchos regímenes no democráticos), 
el sistema judicial está tutelado por los gobernantes, 
que manipulan a los tribunales para controlar a la 
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población. Y en otros casos, la judicatura puede repre- 
sentar un papel importante en la definición e incluso 
la ampliación de los derechos civiles y las libertades 
de la población cuando han sido restringidos o viola- 
dos por los otros poderes del Estado. Los tribunales 
han representado este papel casi independiente (o al 
menos han intentado representarlo) en países tales 
como Egipto (donde el ejecutivo central ha recurri- 
do a métodos severos de represión contra los rivales 
políticos), así como en otros en transición hacia la de- 
mocracia y en los cuales todavía no se ha establecido 
firmemente la definición formal del poder ejecutivo y 
de los derechos de la población. 

Son bastantes los países democráticos que, como 
España, Portugal, Italia, Austria, Alemania o Estados 
Unidos, tienen tribunales (o cortes) constitucionales 
con muy amplia libertad de interpretación de las 
leyes supremas del país y capacidad de calificar de 
inconstitucionales disposiciones aprobadas por el 
parlamento o el gobierno. En otros países ejercen 
esta función de control constitucional otras institu- 
ciones. Es el caso de Reino Unido, donde, por poner 
un ejemplo, la Cámara de los Lores, en febrero de 
2006, declaró ilegal la legislación antiterrorista del 
gobierno de Tony Blair, que permitía detener de for- 
ma indefinida y sin juicio a los sospechosos de haber 
cometido delitos de terrorismo. 

Además de la división tripartita de los poderes eje- 
cutivo, legislativo y judicial, hay otras dos instituciones 
del Estado en las que merece la pena detenerse, dada 
su crucial importancia para el proceso político: la 
administración y el ejército. 


4.4. La administración 


La administración del Estado está formada por los 
órganos encargados de elegir, entre diferentes posi- 
bilidades, la forma de poner en práctica las políticas 
públicas, así como de llevarlas a cabo. Sin una admi- 
nistración eficaz, los gobiernos no pueden funcionar. 
Los Estados contemporáneos incluyen siempre una 
cantidad considerable de secretarías técnicas, agen- 
cias, oficinas y otras instituciones formales que se 
encargan de muy variadas funciones relacionadas 
con la economía nacional, la educación, la sanidad, el 
medio ambiente, el comercio exterior, las relaciones 
internacionales, etc. Aun cuando el crecimiento de la 
administración ha constituido un fenómeno político 
observable durante mucho tiempo en la mayoría de 
los países, muchos de ellos están desarrollando más 


recientemente diversas iniciativas para reducir el 
volumen y el coste del aparato administrativo, procu- 
rando al mismo tiempo aumentar su rendimiento. 

Si bien todos los Estados están dotados de estructu- 
ras burocráticas, éstas difieren notablemente no sólo 
en cuanto a sus dimensiones y su organización, sino 
también en lo que atañe a su autonomía. En algunos 
casos, la capacidad de los funcionarios para regular 
cuestiones sobre las que existe una normativa gene- 
ral se mantiene dentro de límites muy estrictos. Los 
cuerpos legislativos y, en algunos casos, los tribuna- 
les, ejercen funciones de supervisión y control de la 
limitada autonomía de estas burocracias. En otros 
casos, los funcionarios disfrutan de poderes discre- 
cionales más amplios a la hora de especificar cómo se 
deben interpretar y llevar a cabo los objetivos políticos 
del gobierno. Esta notable autonomía para elaborar 
normas de desarrollo de la legislación aprobada por el 
poder legislativo o ejecutivo la encontramos en demo- 
cracias como Japón y Francia, así como en regímenes 
no democráticos, como la antigua Unión Soviética y 
algunas dictaduras militares de Latinoamérica. Entre 
las tareas más importantes de los países en vías de 
democratización que han heredado estructuras buro- 
cráticas autoritarias se encuentra la de tomar medidas 
para asegurar la existencia de controles democráticos 
sobre la administración pública. 

En la mayor parte de los países del continente 
europeo, la administración consiste en un núcleo 
bastante estable de empleados públicos reclutados 
en virtud de sus méritos y no de su adscripción 
política. Estos expertos (a menudo denominados 
“tecnócratas”) proporcionan información y análisis 
políticos indispensables a quienes adoptan las decisio- 
nes gubernamentales en sus correspondientes áreas 
de competencia, como la economía, la defensa, la tec- 
nología, la seguridad social, etc. A diferencia de lo que 
ocurre en otras muchas democracias, en Estados Uni- 
dos, aunque en la administración federal abundan los 
profesionales bien formados, los gobiernos reservan un 
número de puestos cada vez más elevado a personas de 
confianza política. Cada nuevo Presidente tiene así la 
oportunidad de nombrar a partidarios fieles para que 
ocupen puestos clave en la estructura administrativa. 


4.5. El ejército 


Los militares pueden tener una influencia formidable 
en la organización institucional y las políticas de los 
Estados. La utilización en otros idiomas distintos del 
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español de los términos “junta” o “pronunciamiento” 
(para denotar gobiernos militares o golpes militares) 
indica la importancia que la intervención militar ha 
tenido en la historia de España y Latinoamérica. 
En la actualidad encontramos muy pocos sistemas 
políticos dirigidos directamente por militares. Más 
frecuente es que dirijan indirectamente a gobiernos 
civiles, haciendo depender la estabilidad de éstos de 
su aprobación. 

Sin embargo, un número considerable de Estados 
se hallaban gobernados por militares, bien directa o 
indirectamente, justo antes de emprender el camino 
hacia la democracia. Entre ellos, cabe citar ejemplos 
tan dispares como España, Grecia, Corea del Sur y 
otros muchos de Latinoamérica y África. Algunos 
países han experimentado tantas oscilaciones cícli- 
cas entre el gobierno militar y la democracia que se 
podría decir, sin exagerar, que la alternancia entre 
estos dos tipos de régimen es, en realidad, su sistema 
de gobierno. Por ejemplo, entre 1825 y 1982 Bolivia 
ha experimentado períodos de gobierno civil y más de 
180 golpes de estado militares. Costa Rica abolió su 
ejército en 1949 precisamente para evitar la interven- 
ción de los militares en la política, y desde entonces 
ha conseguido mantener la democracia. Una de las 
principales tareas a las que se enfrentan estos países 
que intentan estabilizar su democracia es precisa- 
mente asegurar el control civil sobre el ejército. 

¿Bajo qué condiciones aumenta la probabilidad 
de que se produzcan golpes de Estado militares, es 
decir, la conquista del Estado por la fuerza militar? 
¿Por qué unos países sufren más golpes militares 
que otros? Los politólogos que han estudiado el 
pretorianismo —el fenómeno de la intervención 
militar en la política nacional de un país— han iden- 
tificado múltiples variables que responden a estas y 
otras preguntas relacionadas con ellas. Los estudios 
han revelado que la probabilidad y la frecuencia de 
los golpes de Estado se pueden explicar en virtud de 
variables independientes tales como el estancamien- 
to económico, el mal funcionamiento del gobierno, 
unas instituciones políticas ineficaces o corruptas, 
los bajos niveles de apoyo popular a la clase política, 
el quebrantamiento de la ley y la perturbación del 
orden. La combinación de estos factores explicati- 
vos varía de un país a otro, y de una época a otra, 
pero hay ciertas pautas discernibles. 

El papel del ejército en la política puede adoptar 
varias formas. Turquía proporciona en este sentido 
un caso de estudio de particular interés. 


EL EJÉRCITO EN LA POLÍTICA: TURQUÍA 


Desde el final de la Segunda Guerra Mundial (1939-1945), 
excepto durante unos pocos años, Turquía ha sido una de- 
mocracia multipartidista. Pero el mando militar turco ha 
intervenido en los procesos democráticos del país en varias 
ocasiones, destituyendo a Primeros Ministros, ilegalizando 
partidos e incluso suspendiendo la democracia e imponien- 
do el gobierno militar directo a la población. Para justificar 
estas intervenciones, los militares turcos han asumido la 
responsabilidad específica de mantener un gobierno laico 
e impedir que accedan al gobierno los defensores de una 
orientación política abiertamente islámica. También han 
interpretado sus intervenciones como intentos de defender 
la democracia y no de subvertirla (o permitir que otros lo 
hagan). El papel especial del ejército como guardián de los 
principios democráticos y aconfesionales de Turquía no es 
un fenómeno reciente. Arraiga en los fundamentos mismos 
del régimen turco tras el Imperio Otomano y en la ideología 
de su carismático padre fundador: Mustafá Kemal, más co- 
nocido como Ataturk (padre de los turcos) (1881-1938). 

Aunque Mustafá Kemal defendió el Imperio Otomano como 
heroico comandante militar en la Primera Guerra Mundial, 
también creyó que la modernización política, económica, so- 
cial y cultural de Turquía exigía poner fin a una dinastía cuyo 
gobierno se había prolongado durante 600 años. Por ello, en 
1919 lideró una revuelta contra el sultanato. Al año siguiente 
encabezó un gobierno de oposición en Ankara, respaldado 
por el creciente sentimiento nacional contra el débil régimen 
otomano de Constantinopla (Estambul). En 1921 fue nom- 
brado comandante en jefe del ejército por la Gran Asamblea 
Nacional de Turquía, que formalmente abolió el sultanato en 
1922. En 1923, una vez que las tropas de Turquía reclamaron 
parte del territorio que habían perdido después de la Primera 
Guerra Mundial, la Asamblea proclamó la República y eligió 
como su Presidente a Mustafá Kemal. 

Entre las principales ideas de lo que se llamó el kema- 
lismo figuraban un Estado laico y el compromiso de elevar 
a Turquía al nivel de las potencias europeas. El kemalismo 
defendía una separación estricta de la iglesia y el Estado. 
En la década siguiente, el islam fue privado de su estatus 
constitucional como religión oficial del país, se cerraron los 
tribunales religiosos y los pañuelos de las mujeres y los vesti- 
dos de los clérigos fueron prohibidos fuera de las mezquitas. 
Las mujeres vieron gradualmente ampliados sus derechos 
políticos y civiles; en 1934 lograron el derecho al voto en las 
elecciones parlamentarias y a presentarse a la Asamblea Na- 
cional. En 1928 el Gobierno sustituyó el alfabeto árabe por 
el latino en el turco escrito. Mustafá Kemal acercó Turquía 
a Occidente también en otros aspectos, ingresando en 1932 
en la Liga de Naciones (predecesora de la ONU) y firmando 
varios acuerdos fronterizos que reafirmaban el papel de Tur- 
quía como Estado europeo. En 1934 la Asamblea Nacional 
aprobó su sobrenombre de Ataturk. 

Ataturk esperaba que los militares fuesen los guardianes de 
su legado político. En vida de Ataturk, Turquía fue esencial- 
mente un Estado de un solo partido. El partido gobernante 
era el Partido Republicano del Pueblo (CHP) fundado por 
el propio Ataturk. Después de la Segunda Guerra Mundial, 
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Turquía evolucionó hacia una democracia multipartidista. 
Hasta 1961 coexistían dos partidos principales: el kemalista 
CHP y el Partido Demócrata (DP), situado a la derecha y 
presidido por Adnan Menderes, nombrado Primer Ministro 
en 1950. Cuando estalló la violencia en 1960 tras la restric- 
ción de la libertad de prensa por parte del Gobierno y la 
imposición de otras limitaciones a las libertades públicas, 
Menderes impuso la ley marcial (que revoca temporalmente 
determinadas leyes civiles e impone en su lugar normas 
militares de justicia, además de suspender la presunción 
de inocencia y otros derechos civiles). El ejército respondió 
en mayo de 1960 tomando el poder. Bajo la acusación al 
Gobierno de Menderes de que estaba violando los preceptos 
kemalistas y que sus políticas estaban llevando al país al 
borde de la desintegración, el jefe del ejército ordenó a las 
tropas que tomaran los edificios oficiales. El Primer Minis- 
tro, el Presidente de la Asamblea Nacional y varios diputados 
fueron arrestados. El propio Menderes, acusado de intentar 
establecer una dictadura, fue más tarde ejecutado. En 1961 
los líderes militares formaron una asamblea constituyente 
para redactar una nueva Constitución, que sería aprobada 
en referéndum. Tras la celebración de elecciones parlamen- 
tarias a las que se presentaron catorce partidos, los militares 
renunciaron al poder. 

En 1971 los militares volvieron a intervenir en la escena 
política. Cuando la frustración por la fracasada introduc- 
ción de reformas económicas, sociales y agrarias prometidas 
en la nueva Constitución empezó a provocar estallidos de 
protesta popular violenta, los líderes militares enviaron un 
memorando al Presidente de la República en el que pedían 
un “gobierno fuerte y con credibilidad”, capaz de llevar a 
cabo las reformas. El memorando advertía de la intervención 
militar en caso de que el Gobierno no actuara. El Primer Mi- 
nistro se apresuró a dimitir y se formó un nuevo ejecutivo en 
respuesta a lo que se llamó “el golpe mediante memorando”. 

Los militares turcos volvieron a intervenir en la política 
nacional en 1980. Crecía por entonces el descontento por 
la incapacidad de sucesivos gobiernos débiles de centro- 
derecha y centro-izquierda para solucionar los problemas 
económicos generados por la subida del precio del petróleo 
en la década de 1970. Además, un creciente número de mu- 
sulmanes turcos, representados por el Partido de Salvación 
Nacional, liderado por Necmettin Erbakan, exigía que se 
eliminaran las restricciones sobre los hábitos religiosos 
en la vestimenta y defendía la adopción de la ley islámi- 
ca. Aumentaba también la violencia en las zonas kurdas 
de Turquía, donde empezó a cobrar fuerza un movimiento 
independentista liderado por el Partido de los Trabajadores 
del Kurdistán (el PKK, según sus siglas en turco). Con los 
argumentos de que Turquía se precipitaba al caos y el Go- 
bierno estaba violando los principios kemalistas, el ejército 
tomó el poder e impuso, una vez más, la ley marcial. El líder 
del Partido Islámico, Erbakan, fue sentenciado a dos años 
de prisión. 

El Gobierno nombrado por el ejército estabilizó en cier- 
to modo la economía, y en 1982 se celebró un referéndum 
en el que el 91 por ciento de los votantes aprobó una nueva 
Constitución. Los militares no abandonaron el poder hasta 
1983, cuando se celebraron elecciones al nuevo parlamento. 


Sólo tres partidos fueron autorizados a participar en esas 
elecciones (aunque al año siguiente pudieron hacerlo más 
partidos). Finalmente, en 1984 se levantó la ley marcial. 

En 1993 Tansu Ciller se convirtió en la primera mujer 
que accedió a la jefatura de gobierno de Turquía. Acusa- 
ciones de corrupción la obligaron a dimitir en 1995, y en 
las elecciones que se celebraron a finales de ese año obtuvo 
la mayoría parlamentaria el Partido del Bienestar (Refah), 
de orientación islámica, presidido por Erbakan, un vetera- 
no líder político. En 1996 Erbakan fue nombrado Primer 
Ministro. Sus esfuerzos por eliminar las restricciones islá- 
micas a la indumentaria, así como por debilitar la estrecha 
relación de Turquía y Estados Unidos, y su duradera co- 
operación con Israel propiciaron, de nuevo, la intervención 
de los líderes militares. En 1997 el Consejo de Seguridad 
Nacional dominado por los militares forzó la dimisión de 
Erbakan. Posteriormente ilegalizó el Partido del Bienestar, 
acusándolo de “conspirar contra el orden aconfesional”. El 
Tribunal Constitucional prohibió a Erbakan participar en 
política durante cinco años. Aunque, en sentido estricto, la 
intervención de los militares no fue en este caso un golpe 
de Estado, la jerarquía militar demostró seguir siendo la 
guardiana de los ideales kemalistas y el árbitro último y 
decisivo de la política turca. 

En 1998 un grupo de diputados del ya ilegalizado Partido 
del Bienestar formó un nuevo partido islámico, el Partido de 
la Virtud. Pero en junio de 2001 el Tribunal Constitucional 
lo disolvió por adoptar posiciones alejadas de la orientación 
laica del régimen turco. Los líderes islámicos formaron enton- 
ces dos nuevos partidos, el Partido de la Felicidad, con una 
orientación fundamentalista, y el más moderado Partido de la 
Justicia y el Desarrollo (AKP) bajo el liderazgo del ex alcalde 
popular de Estambul, Recep Tayip Erdogan. 

En las elecciones parlamentarias celebradas en noviem- 
bre de 2002, el AKP de Erdogan obtuvo una victoria abru- 
madora, alzándose con 363 de los 550 escaños de la Gran 
Asamblea Nacional. En vista del destino que corrieron los 
anteriores partidos islámicos, Erdogan transmitió un mensaje 
claramente moderado en la campaña electoral, proclamando 
que el AKP era un “partido democrático conservador” que 
consideraba el “aconfesionalismo una garantía de todas las 
reli giones”. Se comprometió a mantener los lazos de Turquía 
con Estados Unidos, su “aliado natural”, y a presionar para 
que Turquía ingresase en la Unión Europea. A Erdogan no le 
permitieron ser Primer Ministro hasta que las autoridades 
militares levantaron la prohibición que le habían impuesto 
tres años antes por el delito de “sedición islámica”. 

El alto mando militar de Turquía mantuvo, no obstante, 
su protagonismo en la elección de los miembros del Consejo 
de Seguridad Nacional, organismo con gran influencia en 
las decisiones del ejecutivo turco. Pero en el verano de 2003, 
el Gobierno de Erdogan consiguió la aprobación parlamen- 
taria de una ley sin precedentes que declaraba que el Consejo 
de Seguridad Nacional constituía simplemente un cuerpo 
asesor sin autoridad para tomar decisiones vinculantes para 
el poder ejecutivo. La nueva ley estipulaba, además, que el 
secretario del Consejo, cargo habitualmente ocupado por un 
general de cuatro estrellas, podía ser en el futuro un civil, y 
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sometía el presupuesto militar a supervisión parlamentaria. 
La ley imponía asimismo límites a la tortura y aumentaba la 
libertad de expresión. El Gobierno de Erdogan, respaldado 
por su gran mayoría parlamentaria, actuó así a instancias 
de las instituciones europeas, que como condición para el 
ingreso de Turquía en la UE, habían instado al Gobierno tur- 
co a que redujera el poder militar y garantizara los derechos 
humanos básicos. 


5. CÓMO SE ORGANIZAN LOS ESTADOS 


Hasta ahora, nuestra descripción de las instituciones 
estatales se ha centrado exclusivamente en el nivel 
nacional, es decir, en los órganos del Estado central 
(normalmente ubicados en la capital), cuya respon- 
sabilidad se extiende al país en su conjunto. Pero 
los gobiernos subnacionales también determinan el 
funcionamiento de los sistemas políticos. Su impor- 
tancia puede, no obstante, variar considerablemente 
de un país a otro. 

Así, algunos países proporcionan relativamente 
poco espacio a las autoridades subnacionales para que 
gobiernen independientemente del gobierno central: 
Ja autoridad para tomar decisiones y la posibilidad 
de disponer de los ingresos tienden a concentrarse en 
las instituciones centrales. Estos gobiernos altamente 
centralizados se denominan Estados unitarios. 

Otros Estados, llamados federaciones, intentan 
combinar un gobierno central relativamente fuerte con 
la autoridad efectiva de varias unidades administrati- 
vas situadas por debajo del nivel federal o nacional. En 
estos sistemas federales, las unidades subnacionales 
suelen tener sus propios funcionarios localmente selec- 
cionados y, en algunos casos, el derecho a recaudar sus 
propios ingresos a través de impuestos de varios tipos 
(aunque una parte de su financiación presupuestaria 
depende de las asignaciones del gobierno central). 
Entre otros ejemplos de federalismo cabe citar a Es- 
tados Unidos, Alemania, la Federación Rusa, Austria o 
la India. Sin llegar a ser formalmente definidos como 
“federales”, algunos Estados muestran grados muy 
elevados de descentralización política (Estados des- 
centralizados). Entre ellos cabe destacar España, con 
su sistema autonómico y, en menor medida, Italia, con 
sus regiones. Hasta 1999, Reino Unido representaba 
un ejemplo clásico de Estado unitario, pero la creación 
de parlamentos regionales en Escocia, Gales e Irlanda 
del Norte ha supuesto un cambio histórico en la orien- 
tación hacia un sistema descentralizado. 


Las confederaciones son sistemas aún más laxos 
que se caracterizan por un gobierno central débil y 
un grupo de unidades territoriales constituyentes que 
disfrutan de una autonomía considerable o incluso de 
independencia, como si fuesen Estados soberanos. En 
los sistemas confederales las funciones del gobierno 
central se circunscriben a determinadas tareas bási- 
cas, como la defensa nacional y la emisión de moneda. 
El gobierno central no puede intervenir en los asuntos 
de los gobiernos confederados sin el consentimiento 
expreso de éstos. Así, por ejemplo, el gobierno central 
de la Confederación Helvética (Suiza) ostenta sólo los 
poderes que explícitamente le otorgan los 20 cantones 
y los seis semi-cantones que forman el país. Antes de 
que Estados Unidos adoptara la Constitución de 1787, 
los trece Estados se organizaban bajo los artículos de 
la Confederación de 1777. Ese sistema demostró ser 
demasiado descentralizado para muchos estadouni- 
denses y, a instancias de “federalistas” como James 
Madison y Alexander Hamilton, se sustituyó por un 
sistema federal. 


6. TRABAS A LA EFICACIA GUBERNAMENTAL 


¿Quién no ha experimentado alguna vez frustración 
y desencanto al comprobar que los gobernantes no 
responden de forma adecuada a los problemas de la 
población? A veces, los representantes del Estado tar- 
dan mucho en legislar o tomar decisiones vinculantes 
sobre asuntos urgentes. En otros casos, los parlamen- 
tos y los gobiernos adoptan decisiones equivocadas 
que no resuelven los problemas pendientes o incluso 
los empeoran. 

En ocasiones, las disposiciones legales no se de- 
sarrollan de acuerdo con sus propósitos iniciales. 
Sucede asimismo que los gobiernos subnacionales 
no siempre disponen de los recursos necesarios para 
poner en práctica las decisiones que adoptan. En al- 
gunos casos, las leyes y las regulaciones funcionan 
con propósitos encontrados (en España, sin ir más 
lejos, el Gobierno subsidia a los productores de ta- 
baco, al tiempo que legisla contra su consumo). Y en 
otras ocasiones, las instituciones gubernamentales 
son incapaces de tomar una decisión en respuesta 
a problemas bien conocidos, especialmente cuando 
las posibles implicaciones suscitan controversia po- 
lítica (por ejemplo, en 2002 más de 40 millones de 
personas carecían de un seguro sanitario en Esta- 
dos Unidos, una cifra que no ha disminuido en años 
siguientes). Papeleo burocrático, derroche de dinero 


104 Política y ciencia política: Una introducción 


público, prácticas ineficaces de gestión: la lista de 
quejas de los gobernados suele ser larga y las críticas 
a los gobiernos se asemejan sorprendentemente en 
todo el mundo. 

Evidentemente, los gobiernos también aciertan; a 
menudo solemos dar por sentado los resultados po- 
sitivos que producen sus acciones. No obstante, los 
gobiernos rara vez operan en niveles óptimos de efi- 
ciencia o eficacia. Mientras la eficiencia consiste en 
la adopción de decisiones que optimizan los recursos 
disponibles para cumplir los objetivos, la eficacia o 
efectividad alude a la capacidad de lograr el efecto 
que se desea, es decir, de responder adecuadamente 
a los problemas que requieren una solución. Aunque 
resulta imposible analizar aquí todas las potenciales 
razones de esas insuficiencias, podemos al menos 
examinar brevemente algunas hipótesis sobre los 
modos en que los gobiernos formulan e implantan 
sus políticas. 


6.1. Gobierno dividido y bloqueo legislativo 


Con frecuencia, cuando el poder ejecutivo está contro- 
lado por un partido político y la asamblea legislativa 
por el partido (o los partidos) de la oposición, se pro- 
duce un bloqueo legislativo. Así, en Estados Unidos, 
cuando el Presidente es republicano y la mayoría del 
Congreso se encuentra en manos de los demócratas 
—o viceversa—, se habla de un gobierno dividido. 
En 1995, por citar sólo un ejemplo, la mayor parte del 
Gobierno federal de Estados Unidos tuvo que detener 
su actividad seis días, mientras el Presidente demó- 
crata (Bill Clinton) y el Congreso, controlado por los 
republicanos, discutían sobre el nuevo presupuesto. 
A la luz de este problema implícito en el sistema de 
separación de poderes propio de los sistemas presiden- 
cialistas, se han ponderado las ventajas de los sistemas 
parlamentarios de gobierno democrático. Recordemos 
que, en un sistema parlamentario, la asamblea legisla- 
tiva elige o aprueba al jefe del gobierno y le otorga la 
confianza necesaria para gobernar. Por consiguiente, 
el poder ejecutivo y la mayoría legislativa represen- 
tan normalmente al mismo partido o partidos. Por 
ejemplo, el Partido Laborista británico ganó el 63 por 
ciento de los escaños de la Cámara de los Comunes en 
las elecciones de 1997. El líder laborista, Tony Blair, se 
convirtió inmediatamente en Primer Ministro, logran- 
do “eficazmente” que casi toda su legislación fuese 
aprobada por la mayoría laborista de la Cámara de los 
Comunes. En Estados Unidos, en cambio, el Presidente 


y el Congreso son elegidos por separado, abriendo así 
la posibilidad de un gobierno dividido. En el sistema 
semi-presidencialista francés también puede darse 
esta diarquía cuando el partido del Presidente de la 
República no coincide con el del Primer Ministro, ele- 
gido por la Asamblea Nacional (parlamento), dándose 
la situación que se conoce como “cohabitación”. 

Según se ha señalado repetidamente, el sistema 
estadounidense, que permite la existencia de un go- 
bierno dividido, arrastra más problemas de eficacia 
y eficiencia que el sistema parlamentario británico. 
Pero, en ocasiones, ni siquiera un gobierno parla- 
mentario puede gobernar eficaz y eficientemente. 
Uno de los ejemplos más gráficos lo proporciona el 
Reino Unido, donde en la década de 1990 la mayoría 
parlamentaria del Partido Conservador se desmoro- 
nó debido a las luchas internas en torno a la relación 
del país con la UE. Esta cuestión provocó disputas 
tan intensas en las filas de los conservadores, que 
al Primer Ministro John Mayor le resultó práctica- 
mente imposible seguir gobernando. Las divisiones 
de los conservadores contribuyeron a preparar el 
camino para la victoria laborista de 1997. 

Así pues, si un gobierno unificado es preferible a 
un gobierno dividido a la hora de elaborar y aplicar la 
legislación eficaz y eficientemente representa todavía 
una cuestión abierta, toda vez que la evidencia dispo- 
nible es mixta. Como tan a menudo pasa en la ciencia 
política, los esfuerzos por formular generalizaciones 
precisas y universalmente válidas se enfrentan a una 
evidencia compleja y ambigua. 


6.2. Maximalismo frente a posibilismo 


El proceso de transformar las ideas en leyes, mediante 
la interacción del poder ejecutivo y el legislativo, es 
siempre complicado, especialmente en las demo- 
cracias. Los representantes del gobierno que toman 
las decisiones deben considerar una diversidad de 
demandas e intereses rivales y sopesar cómo ac- 
tuar teniendo en cuenta los recursos disponibles. 
Difícilmente nos extrañará que el proceso legislativo 
no siempre produzca las “mejores” leyes, si por ellas 
entendemos las soluciones más racionales para proble- 
mas específicos o los modos más eficaces de mejorar el 
bienestar general de la población. En muchos casos, 
las leyes que resultan del proceso legislativo reflejan 
las prioridades de las mayorías parlamentarias, las 
presiones de los grupos de interés o de grupos sociales 
muy influyentes, y los resultados de las negociaciones 
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y los acuerdos entre los representantes electos, mu- 
chos de los cuales están motivados, en gran medida, 
por el deseo de ser reelegidos. En lugar de las “me- 
jores” de entre las leyes más racionales, el proceso 
legislativo en las democracias suele producir las leyes 
políticamente más aceptables para una mayoría de 
legisladores y para quienes adoptan las decisiones en 
el poder ejecutivo. 

Las decisiones políticamente más aceptables para 
una mayoría de legisladores, sin embargo, pueden no 
ser las más necesarias para mejorar la economía, para 
proteger el medio ambiente, para aumentar la seguri- 
dad nacional o para resolver de la manera más eficaz 
otros problemas que preocupan a la comunidad. En 
lugar de decisiones óptimas, son decisiones suficiente- 
mente “buenas” para los legisladores. El término que se 
suele emplear para describir este proceso es el de posi- 
bilismo, que significa tomar decisiones satisfactorias 
o “suficientemente buenas”, aunque no siempre sean 
las mejores de entre todas las alternativas posibles. El 
posibilismo refleja el método y la posibilidad de llegar 
a decisiones a través de un proceso de negociación 
que implica pactos y acuerdos. Las decisiones que 
genera un proceso posibilista no son necesariamente 
las “mejores” decisiones, bien porque no todos los que 
han intervenido coinciden en cuál es la mejor decisión, 
bien porque la mejor decisión para el conjunto de la 
comunidad puede perjudicar los intereses de algún 
segmento de la población. 

¿Qué es lo mejor para la economía nacional? Los 
economistas pueden defender la necesidad de redu- 
cir o eliminar el déficit presupuestario, y pueden 
ofrecer toda suerte de análisis estadísticos en los 
que representan gráficamente los beneficios gene- 
rales que se obtendrían de esas medidas. Los aná- 
lisis de los expertos también pueden proporcionar 
evidencia convincente de que la manera más eficaz 
de reducir el déficit consiste en elevar los impuestos 
y simultáneamente recortar el gasto público. Pero si 
algunas personas no quieren pagar más impuestos, 
y otras no quieren perder sus empleos públicos o sus 
prestaciones sociales, ¿cómo se las arreglan los go- 
bernantes para emprender la acción “mejor” y más 
apropiada? Con demasiada frecuencia, ello no es 
posible. En lugar de elevar los impuestos y reducir el 
gasto de la manera más eficiente económicamente, 
el gobierno, los altos funcionarios que le asesoran y 
los representantes electos que se sientan en las asam- 
bleas legislativas suelen decidir elevar sólo un poco 
(quizá menos de lo necesario, según los técnicos) los 


impuestos y recortar sólo un poco (también menos 
de lo aconsejado por los expertos) el gasto público. 


6.3. Los límites del modelo del actor unitario 


Los legisladores suelen estar divididos por la sencilla 
razón de que las personas que los han elegido tam- 
bién lo están. Pero ¿qué pasa con el poder ejecutivo y 
la administración? Hay quien piensa que un consejo 
de ministros —por lo general, formado por un pe- 
queño número de individuos de ideología próxima 
elegidos por el jefe del gobierno— puede tomar las 
decisiones políticas con mucha más eficacia que un 
legislativo dividido. En principio, cabe presumir que 
el poder ejecutivo de un Estado opera de una ma- 
nera relativamente eficaz y unificada. En cuanto a 
la administración, Max Weber, uno de los primeros 
estudiosos de la burocracia moderna, desarrolló en 
su obra principal Economía y sociedad (1923) un 
tipo ideal de la estructura y la conducta burocrá- 
ticas, inspirándose principalmente en la burocracia 
alemana de principios del siglo XX y destacando las 
siguientes características: 


e Jerarquía: Las burocracias, de acuerdo con el 
modelo de Weber, se estructuran de una manera 
jerárquica (vertical, es decir, de arriba abajo), con 
una clara cadena de mando que les permite res- 
ponder eficazmente a las directrices recibidas. 

e Especialización: Existe una división del trabajo 
estable claramente delimitada en la organización 
de la burocracia, y los funcionarios son elegidos 
exclusivamente sobre la base de su competencia 
profesional. 

e Reglas impersonales: Las burocracias funcionan 
de acuerdo con unas reglas y regulaciones minu- 
ciosamente definidas, otro factor que contribuye 
a su funcionamiento eficaz y predecible. La 
burocracia moderna aplica estas reglas imper- 
sonalmente, sin conceder favores especiales a 
individuos o grupos privilegiados. 

e Racionalidad: La “burocracia”, escribe Weber, 
“tiene un carácter ‘racional’: reglas, medios, fines 
y la fría realidad dominan su funcionamiento”. 
Todo el proceso burocrático está altamente orga- 
nizado para alcanzar los objetivos del Estado de 
una manera eficiente y eficaz. “Precisión, rapidez, 
claridad, conocimiento de los expedientes, conti- 
nuidad, discreción, unidad, subordinación estricta, 
reducción de la fricción y de costes personales y 
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materiales: éstos se llevan a un punto óptimo en 
una administración estrictamente burocrática”. 


El modelo de Weber se conoce como el modelo del 
actor unitario en la toma de decisiones. Si las bu- 
rocracias estatales operaran así, todos sus elementos 
funcionarían juntos como si fuesen un único actor. 
¿Pero actúan realmente así los gobiernos modernos? 

De los estudios más recientes sobre el comporta- 
miento organizativo se desprende una imagen del 
diseño de las políticas bastante diferente. La obra 
pionera de los economistas James March y Herbert 
Simon (1958) demostró que las grandes organizacio- 
nes, fuesen corporaciones privadas o burocracias 
gubernamentales, raramente operan de una manera 
tan racional como sostenía Weber. Las cadenas je- 
rárquicas de mando se ignoran con frecuencia. La 
información precisa puede no estar disponible. Las 
mejores soluciones alternativas no son siempre consi- 
deradas detenidamente, no digamos ya elegidas. 

Antes bien, las burocracias, como las asambleas 
legislativas, suelen implicarse en negociaciones y 
acuerdos que conducen a decisiones lo suficien- 
temente buenas como para suscitar un amplio 
consenso, aunque no desarrollen los procedimientos 
más efectivos para resolver el problema que se está 
considerando. Además, los funcionarios tienden a 
adoptar “procedimientos operativos estandarizados”: 
les disgusta emprender iniciativas atrevidas cuyos 
resultados sean impredecibles o ambiguos. Incluso 
los nuevos enfoques que emplean para afrontar los 
problemas sociales tienden a diferir muy poco de los 
ya puestos en práctica con anterioridad, aun cuando 
éstos no resulten plenamente satisfactorios. La ciencia 
política y de la administración ha acuñado el término 
incrementalismo para referirse a estos procesos: el 
cambio, si se llega a realizar, es marginal en lugar 
de radical. Se desincentiva la experimentación. Si el 
jefe del gobierno o el consejo de ministros solicitan 
a los empleados públicos de ellos dependientes que 
adopten soluciones innovadoras para resolver los 
problemas o si les ordenan que ejecuten directrices 
o reglas no conocidas, éstos pueden malinterpretar, 
ignorar o incluso sabotear las nuevas órdenes. 

Graham Allison (1969), en su análisis de la crisis de 
los misiles de Cuba de 1962 (al que ya hemos hecho 
referencia en el Capítulo 4), ofrece una explicación 
particularmente atractiva de cómo el modo burocrá- 
tico de adopción de decisiones a nivel ejecutivo puede 
seguir derroteros imprevistos. 


7. EJERCICIO DE COMPROBACIÓN 
DE HIPÓTESIS: LA RACIONALIDAD 
GUBERNAMENTAL EN LA CRISIS DE 
LOS MISILES DE CUBA 


En octubre de 1962, unos aviones espía estadouni- 
denses que volaban sobre la Cuba comunista de Fidel 
Castro divisaron a equipos soviéticos instalando unas 
bases para misiles en la isla. Este descubrimiento se 
hizo varias semanas después de iniciada la instalación 
de las bases. No ocurrió antes porque el Departamento 
de Estado de Estados Unidos había suspendido tem- 
poralmente la vigilancia aérea sobre Cuba debido al 
derribo de un avión espía estadounidense en China. 
El retraso todavía se hizo mayor porque las Fuerzas 
Aéreas de Estados Unidos y la Agencia Central de 
Inteligencia (CIA) se vieron inmersas en una batalla 
burocrática sobre qué pilotos debían efectuar un vuelo 
de reconocimiento con el nuevo avión U2. La disputa 
duró una semana. Si hubiera durado más, Estados Uni- 
dos no habría descubierto las operaciones soviéticas 
en Cuba y los misiles se habrían instalado en la base. 
Este retraso no fue más que uno de los inconvenientes 
y malentendidos burocráticos que complicaron los 
propósitos del Presidente John F. Kennedy de lograr 
que los soviéticos desmontaran los misiles e impedir 
que estallara una guerra nuclear a gran escala. 


7.1. Hipótesis y variables 


Graham Allison se propuso comprobar si la hipótesis 
de la racionalidad burocrática, tal y como se desprende 
del modelo weberiano del actor unitario, era aplicable 
al comportamiento del Gobierno de Estados Unidos en 
la crisis de los misiles de Cuba de 1962. Para ello llevó 
a cabo una investigación detallada de dos variables: el 
comportamiento del ejecutivo estadounidense y el gra- 
do de racionalidad con que trabajó la administración 
(en este caso no cabe identificar variables independien- 
tes porque no se establece una relación causal, sino 
que únicamente se intenta averiguar hasta qué punto 
existió una correlación entre ambas variables). 


7.2. Expectativas y evidencia 


Si el modelo del actor unitario es una representación 
certera de cómo operó el Gobierno de Estados Uni- 
dos en la crisis de los misiles de Cuba, entonces cabe 
esperar que el Presidente, sus principales consejeros 
y las diversas agencias del Gobierno estadounidense 
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implicadas en la formulación de las decisiones po- 
líticas y su aplicación tuvieran toda la información 
necesaria para diseñar y tomar decisiones racionales 
y sopesadas; que todos compartieran el análisis de la 
situación y las medidas que había que adoptar; y que 
esas medidas se tomaran sin desviarse de las líneas 
de mando establecidas. 

Aunque la adopción racional de decisiones requie- 
re una información relativamente completa sobre el 
problema en cuestión, Allison mostró que Kennedy y 
sus asesores carecían de información sobre las acti- 
vidades soviéticas en Cuba hasta que fue demasiado 
tarde. Les faltaba, además, información clara sobre 
los motivos soviéticos. ¿Estaban éstos emplazando 
misiles en Cuba para bombardear o amenazar a Es- 
tados Unidos? ¿Trataban de propiciar una negocia- 
ción para inducir el desmantelamiento de los misiles 
de Estados Unidos en Turquía, un aliado de la OTAN 
que lindaba con la Unión Soviética? ¿Intentaban 
simplemente defender el régimen de Castro de un 
ataque potencial de Estados Unidos? Y tampoco dis- 
ponían de información fiable sobre la respuesta que 
daría la Unión Soviética ante la presión estadouni- 
dense. ¿Cederían los líderes del Kremlin si Estados 
Unidos usaba la fuerza militar para obligar a Moscú 
a desmantelar los misiles? ¿O se arriesgarían a la 
aniquilación nuclear de ambos, en lugar de retirar- 
se? Estas preguntas resumen un dilema general en la 
toma de decisiones gubernamentales. Con demasia- 
da frecuencia, quienes toman las decisiones carecen 
de la información necesaria para hacer elecciones 
informadas y “racionales”. 

La evidencia también mostró que las principales 
agencias gubernamentales implicadas en la crisis no 
actuaron de una manera unificada. El tira y afloja 
entre las Fuerzas Aéreas y la CIA en torno a los vuelos 
del U2 es un ejemplo. Además, los jefes militares de las 
Fuerzas Aéreas y de la Marina de Guerra mantenían 
una posición clara sobre cómo realizar un posible 
ataque aéreo “rápido y preciso” sobre los emplaza- 
mientos de los misiles y un bloqueo naval de Cuba, 
ideas que diferían considerablemente del modo en 
que el Presidente, el Secretario de Defensa y otros 
altos representantes abordaban el problema e inter- 
pretaban las posibles consecuencias de esas opciones 
políticas. “Las grises rutinas organizativas estable- 
cidas”, concluye Allison, “determinaron cientos de 
detalles adicionales aparentemente poco importantes, 
cada uno de los cuales podría haber provocado un 
cortocircuito y generado un desastre”. 


Los soviéticos tampoco fueron inmunes a sus pro- 
pios problemas de organización. Allison señaló que 
los vuelos espía de Estados Unidos localizaron las 
bases de los misiles gracias a que los equipos de cons- 
trucción soviéticos habían talado los árboles de los 
bosques de alrededor. Este comportamiento se debió 
a sus procedimientos operativos burocráticos típicos 
para la construcción de bases para misiles, que nor- 
malmente se construían en las llanuras desarboladas 
de la ex Unión Soviética. Por seguir religiosamente la 
rutina organizativa, los constructores de misiles de 
Cuba no pudieron aprovecharse del camuflaje natu- 
ral que ofrecían los bosques. 

Cuando se detuvo a estudiara los catorce individuos 
clave implicados en el proceso de toma de decisión, 
Allison volvió a descubrir que no había unidad entre 
ellos. Cada uno tenía sus propias percepciones de 
cuál era la intención de los soviéticos y cuál era el 
mejor modo de enfrentarse a ellos. Algunos estaban 
influidos por la naturaleza de sus roles profesio- 
nales. En consonancia con el dicho “todo depende 
del cristal con que se mira”, los asesores militares 
apoyaban las soluciones militares, incluyendo el 
bombardeo de las bases de misiles y la invasión de 
Cuba. Otros, como el Presidente Kennedy y el Fiscal 
General, su hermano Robert, temían que esa acción 
provocara una guerra nuclear a gran escala. Por 
ello, abogaban por una solución política. Durante 
las dos semanas que duró la crisis, este equipo de 
altos representantes se vio envuelto en un proceso 
permanente de negociación, pactos y coaliciones, 
como resultado del cual algunos de ellos cambiaron 
su opinión. 

Al final, el Presidente de Estados Unidos se incli- 
nó por un bloqueo naval de la isla para impedir así 
que llegaran a tierra más cargamentos de misiles. El 
mundo suspiró aliviado cuando los líderes soviéticos 
decidieron retirar los misiles de Cuba. Kennedy se 
comprometió a no invadir nunca la isla. Unas déca- 
das más tarde se supo que también acordó retirar los 
misiles estadounidenses de Turquía. 


7.3. Conclusiones 


La información que recogió Allison no respaldaba 
la hipótesis derivada del modelo del actor unitario. 
Allison concluyó que otros dos modelos de toma de 
decisión describían mejor lo ocurrido en la crisis 
de los misiles de Cuba. Uno de ellos, el “modelo del 
proceso organizativo”, describe la toma de decisión 
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como un proceso más incoherente que implica mala 
comunicación, información insuficiente, mala co- 
ordinación y otros fenómenos “irracionales” que 
describen March y Simon (1958). El otro modelo, 
al que Allison llama de “política gubernamental” 
(governmental politics), acentúa los diferentes puntos 
de vista que separaron al Presidente Kennedy de los 
otros trece individuos clave implicados en encontrar 
una solución a la crisis. El análisis de Allison per- 
mite formular generalizaciones sobre los procesos 
de toma de decisiones públicas, aplicándolas a otros 
asuntos, además de a este incidente particular. Nu- 
merosos politólogos han utilizado posteriormente 
variantes de los modelos del proceso organizativo 
y de la política gubernamental para investigar la 
adopción de decisiones gubernamentales en distin- 
tos países. 


kkk 


En definitiva, el Estado constituye la realidad central 
de la vida política de un país. Cómo se organizan los 
Estados, cómo operan y cómo actúan las personas 
que los representan son cuestiones que forman el 
núcleo de la ciencia política. Como ilustra la crisis 
de los misiles cubanos de 1962, el proceso por el cual 
los actores estatales adoptan decisiones políticas cru- 
ciales para los ciudadanos tiene en muchas ocasiones 
menos de fácil, ordenado y “racional”, que de confuso, 
azaroso e incoherente. 


TÉRMINOS CLAVE, 
(en negrita en el texto) 


Estado 

Estado fallido 

Soberanía 

Soberanía compartida 
Legitimidad 

Autonomía del Estado 
Contrato social 
Anarquismo 

Poder ejecutivo 

Sistemas parlamentarios 
Jefe del Estado 

Monarquía parlamentaria 
Jefe del gobierno 

Poder legislativo 

Asamblea legislativa unicameral 
Asamblea legislativa bicameral 
Poder judicial 
Administración del Estado 
Golpe de Estado 
Pretorianismo 

Estado unitario 
Federación 

Federalismo 

Estado descentralizado 
Confederación 

Gobierno dividido 
Posibilismo 

Tipo ideal 

Actor unitario 
Incrementalismo 


CAPÍTULO 7 


ESTADOS Y NACIONES: 


Nacionalismo, construcción 
nacional y supranacionalismo 


Este capítulo examina, en primer lugar, los conceptos 
de “nación” y “nacionalismo” centrándose después en lo 
que ocurre cuando la nación y el Estado no coinciden. 
Para comprender mejor esta última cuetión, se presentan, 
además, dos estudios de caso detallados, correspondien- 
tes a dos Estados multinacionales (Canadá y la antigua 
República Yugoslava) que pueden ser considerados 
como ejemplos de éxito y fracaso en la integración de 
diferentes naciones dentro de un mismo Estado. Para 
concluir, se discute la cuestión de hasta qué punto el 
proceso de integración europea está construyendo un 
tipo específico de identidad supranacional. 


1. NACIÓN 


En los dos capítulos anteriores se ha señalado ya la 
importancia de la legitimidad como elemento central 
de la relación entre los gobernantes y los gobernados. 
Este capítulo explora otro rasgo de las relaciones en- 
tre Estado y sociedad: el concepto de “nación”. 
Cuando hablamos de “intereses nacionales” en 
referencia a las preocupaciones vitales de un Estado 
en el marco de los asuntos internacionales, o de la 
“construcción nacional” con respecto a las tareas 
de reconstrucción de Estados fallidos, como Haití, 
Somalia o Afganistán, queremos decir que la nación 
tiene algo que ver con el Estado. En el discurso co- 
tidiano, los términos “nación” y “Estado” suelen uti- 
lizarse indistintamente como sinónimos de “país”. 


Los miembros de Naciones Unidas, por ejemplo, son 
gobiernos de países; el término “gobierno nacional” 
se refiere al gobierno central de un país. Pero los 
politólogos también usan definiciones más precisas 
que acentúan la distinción entre Estado y nación. 
En términos estrictos, “Estado” y “nación” son con- 
ceptos diferentes. Estado normalmente se refiere 
al marco de instituciones político-administrativas 
de un país. En cambio, una nación es un grupo 
cuyos miembros comparten una identidad nacional 
diferenciada y reclaman para sí un territorio. Por 
identidad nacional entendemos la conciencia de 
pertenencia a un grupo, basada, bien en caracterís- 
ticas étnicas y culturales, bien en el reconocimiento 
de derechos y obligaciones comunes. 

La distinción clave entre “nación” y “Estado” reside 
en que una nación no tiene necesariamente un Estado 
propio, con sus propias instituciones autónomas. Por 
poner un ejemplo, los ibos de Nigeria han demostra- 
do que se conciben como una nación basada en lazos 
tribales, pautas lingúísticas, afiliaciones religiosas 
comunes, un territorio común en el sureste de Nige- 
ria y otros factores. Pero su descontento con el Estado 
nigeriano, principalmente controlado por grupos con 
diferentes afiliaciones religiosas, regionales, lingüís- 
ticas y tribales, les condujo a rebelarse en los años 
60 y a luchar por su propio Estado independiente, al 
que pensaban llamar Biafra. La “Guerra de Biafra”, 
conflicto que alcanzó gran repercusión internacional 
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en razón de su crudeza y el elevado número de vícti- 
mas mortales (más de dos millones) terminó, tras tres 
años de conflicto, en 1970, con la derrota de los ibos 
a manos del Gobierno militar de Nigeria. Pero ellos, 
no obstante, siguieron sintiéndose y considerándose 
una nación. 

Por su parte, la identidad nacional es un compo- 
nente importante de la definición de nación. Supone 
la creencia consciente de formar colectivamente parte 
de una nación. Es el sentimiento de una pertenencia 
común sobre la base de ciertas características que, 
en opinión de quienes así lo sienten y entienden, van 
más allá de sus diferencias y les distinguen de otros 
grupos nacionales. En otras palabras, la identidad 
nacional refleja el sentimiento colectivo de un pueblo. 
Las naciones con un fuerte sentimiento de identidad 
nacional están unidas por ataduras y lealtades muy 
estrechas y normalmente profundamente sentidas 
por parte de la inmensa mayoría de sus miembros. 
Los miembros de las naciones con niveles bajos de 
identidad nacional tienen lealtades más débiles a 
la nación; algunos pueden tener lazos de identidad 
más fuertes con grupos más restringidos (o de me- 
nor tamaño) dentro de la nación, como un clan, una 
tribu o una secta religiosa. Así, por ejemplo, los ibos 
tienen un sentimiento fuerte de su propia identidad 
como nación. Los nigerianos, en cambio, tienen un 
sentimiento débil de identidad nacional en tanto nige- 
rianos: muchos de ellos, como los ibos, se identifican 
más profundamente con su propio grupo tribal, lin- 
gúístico, regional o religioso, o con una combinación 
de estas señas de identidad. 

¿Cuáles son las “características distintivas” de un 
grupo que se identifica como nación? Una fuente de 
identidad nacional es la etnia. La etnia es una forma 
de identificación grupal que normalmente procede de 
una ascendencia biológica común o, con más precisión, 
la “creencia” de un pueblo en esa ascendencia común. 
Muchos grupos étnicos sitúan sus raíces en una tierra 
natal ancestral. Muchos siguen ligados durante siglos 
a ese territorio, bien física o, en el caso de los emigran- 
tes o exiliados, sentimentalmente. Otras fuentes de 
identidad nacional, que normalmente acompañan a la 
identidad basada en la etnia, son las señas culturales 
de distinción de grupo, como la lengua, la religión, las 
costumbres sociales o la expresión artística. Aun así, 
se trata principalmente de una “cuestión de familia”: el 
grupo étnico se percibe a sí mismo como una familia 
extensa que ha sobrevivido al paso del tiempo. Las ata- 
duras étnicas se pueden reforzar con factores políticos 


como, por ejemplo, instituciones gubernamentales 
comunes (un monarca, un código legal, un consejo 
tribal), así como por pautas de interacción económica. 
No obstante, la etnia es distinta del gobierno y el siste- 
ma económico. 

Si bien la etnia puede servir de base al sentimiento 
nacional, la nación no es simplemente un término 
más para referirse a la idea de “grupo étnico”. Lo que 
distingue a los dos es que los miembros de una nación 
reivindican un territorio más o menos claramente 
definido. Ellos perciben que, de alguna forma, el 
territorio les pertenece, lo gobiernen realmente o no, 
con independencia de otra autoridad gobernante. Los 
afroamericanos y los hispanos en Estados Unidos, 
los gitanos en España y otros países europeos, o los 
hindúes de Malaisia son grupos étnicos, pero no 
reclaman un territorio específico dentro de su país 
de residencia. Entre los grupos que han definido su 
identidad nacional en términos étnicos y territoriales 
están los japoneses, los chinos y los alemanes, y 
también los nacionalistas vascos o los escoceses. 

Otra fuente de identidad nacional radica en el 
sentimiento de compartir la pertenencia a una comu- 
nidad cívica común. Las personas sienten que consti- 
tuyen una nación sobre la base de ciertos principios 
o ideales u objetivos comunitarios compartidos, por 
muy vagamente que estén definidos. Estados Unidos 
proporciona un buen ejemplo. Más de 280 millones 
de personas que exhiben una amplia diversidad de 
grupos étnicos y procedencias se identifican a sí mis- 
mas como “estadounidenses”, principalmente debido 
a que comparten su implicación con un modo de vida 
que incluye derechos y libertades democráticas, liber- 
tad de empresa y varias actitudes y comportamientos 
específicos hacia la política y lo político. Corea- 
no-estadounidenses, italo-estadounidenses y otros 
estadounidenses “con guión” tienden a percibirse a 
sí mismos como parte de una gran nación estadouni- 
dense, pero, al mismo tiempo, se sienten conectados 
con sus respectivos grupos étnicos. La historia del 
país como tierra de inmigrantes y esclavos ayuda 
a explicar estas pautas de identidad. Suiza es otro 
ejemplo. Sus habitantes hablan cuatro lenguas, pero 
nunca se identifican como “suizos” desde el punto de 
vista étnico, pese a que la identidad nacional suiza se 
forjó en la Edad Media y se consolidó en el siglo XIX. 
Como en el caso del nacionalismo basado en la etnia, 
las formas cívicas de identidad nacional incluyen una 
dimensión territorial: las naciones estadounidense y 
suiza residen dentro de fronteras definidas. 


Capítulo 7 / Estados y naciones 111 


. 


En algunos casos, la identidad nacional de un 
grupo comprende tanto la identificación con su 
grupo étnico-cultural (por ejemplo, los tártaros en 
Rusia), como su identificación cívica como ciuda- 
danos miembros de un Estado (como la Federación 
Rusa). Si se les pidiera que identificaran su nación 
(o nacionalidad), estas personas probablemente 
responderían que son tártaros. Si se les preguntara 
que identificaran su Estado o país, probablemente 
dirían que es Rusia. Sin embargo, sólo los rusos ét- 
nicos identificarían su nacionalidad como rusa. Un 
gran numero de ciudadanos de Rusia no son étnica- 
mente rusos, ya que se incorporaron al imperio ruso 
en los siglos pasados, cuando éste se expandió por 
las vastas tierras eurasiáticas o, posteriormente, du- 
rante el régimen de la Unión Soviética. Por tanto, la 
Federación Rusa es un Estado multinacional: consta 
de una variedad de grupos que tienen sus propias 
identidades nacionales étnico-culturales diferentes, 
pero que comparten también una identidad nacional 
cívica común como ciudadanos del Estado ruso. Los 
Estados multinacionales pueden tener graves pro- 
blemas, porque algunos ciudadanos pueden ser más 
leales a su propia identidad nacional étnico-cultural 
que al Estado. Yugoslavia es un claro ejemplo. 

Karl Deutsch (1966) señaló que la identidad na- 
cional es uno de los resultados de compartir “pautas 
de comunicación social”. De acuerdo con este autor, 
el sentimiento de pertenencia a una nación consiste 
esencialmente en la capacidad de comunicarse más 
eficazmente y sobre muchos y variados temas con los 
miembros del grupo nacional que con los extraños 
a él. Entre los lazos que unen a las personas de un 
grupo nacional están típicamente los mitos grupales, 
la memoria histórica y símbolos emotivos, como las 
banderas, los himnos y los enfrentamientos bélicos. 
Benedict Anderson (1991: 6-7) ha sugerido que las 
naciones son “comunidades políticas imaginadas”. 
La nación es imaginada, escribe este autor, “porque 
incluso los miembros de la nación más pequeña que 
existe nunca conocerán a la mayoría de sus compa- 
triotas ni se los encontrarán, ni siquiera oirán hablar 
de ellos, pero en la mente de cada uno vive la imagen 
de su comunión”. 

Otros estudiosos de las identidades, como David 
Laitin y Russell Hardin, han señalado que la identidad 
nacional no se fija de una vez y para siempre en su esta- 
do primigenio; en un grado significativo, es el producto 
de una construcción social. Los individuos no pueden 
cambiar su ADN o sus relaciones consanguíneas, pero 


sí pueden cambiar su identidad nacional adoptando 
decisiones que varían con las circunstancias políticas 
y sociales en las que se encuentran. Una mujer tártara 
rusoparlante que vivía en la República de Ucrania en 
los tiempos de la Unión Soviética, y que ahora vive en 
la Ucrania independiente, ya no puede seguir identi- 
ficándose como soviética. Ahora tiene que decidir si 
se identifica como tártara, rusa, ucraniana o como 
una combinación de estas identidades nacionales. La 
“intensidad” de la identidad nacional también puede 
variar con las circunstancias. Si el grupo es amenaza- 
do por otro, puede elegir la negociación o la violencia, 
dependiendo de la situación. Pero la respuesta no está 
predeterminada por la etnia o el pasado histórico: es 
posible optar. En suma, cuando reflexionamos sobre 
la identidad nacional, debemos recelar de las catego- 
rías fijas y considerar las posibilidades de la elección, 
el cambio y la ambigüedad en los modos en los que se 
forma la identidad. 


2. NACIONALISMO 


Los conceptos de “nación” e “identidad nacional” es- 
tán impregnados de ataduras culturales, psicológicas 
y emocionales con el pueblo al que uno pertenece 
y su territorio histórico. En cambio, el concepto de 
nacionalismo es esencialmente político y está más 
explícitamente articulado. Los científicos sociales 
han definido el nacionalismo de muchas formas; no 
existe una única definición aceptada por la comuni- 
dad académica. Para el Diccionario de la Real Aca- 
demia Española, por ejemplo, el nacionalismo es la 
“ideología que atribuye entidad propia y diferenciada 
a un territorio y a sus ciudadanos, y en la que se fun- 
den aspiraciones políticas muy diversas”. Uno de los 
grandes estudiosos del nacionalismo, Anthony Smith 
(1991: 73), lo ha definido como “el movimiento ideo- 
lógico que aspira a lograr y mantener la autonomía, 
unidad e identidad de un grupo que se considera a sí 
mismo como una nación”. 

Es más, el nacionalismo puede tener diferentes 
connotaciones, en función del contexto. En algunos 
casos, el nacionalismo se refiere a la resolución de un 
pueblo de emprender una acción política en nombre 
de su grupo, bien consiguiendo que un gobierno exis- 
tente respete sus derechos, bien insistiendo en alguna 
forma de autogobierno. En otros casos el nacionalis- 
mo apunta a la resolución de un Estado en los asuntos 
internacionales de afirmar o defender los “intereses 
nacionales” (es decir, intereses estatales) del país en 
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sus acuerdos económicos, militares y diplomáticos 
con el mundo exterior. La definición general que aquí 
ofrecemos intenta abarcar ambas dimensiones: el 
nacionalismo es un conjunto conscientemente for- 
mulado de ideas políticas que acentúan el carácter 
distintivo y la unidad de la propia nación, especifi- 
cando los intereses comunes y definiendo objetivos 
de acción. 

Mientras la identidad nacional proclama: “Somos 
un pueblo y pertenecemos todos a él en este territorio”, 
la idea de nacionalismo añade: “Y, por lo tanto, de- 
bemos actuar juntos para cumplir nuestros objetivos 
políticos comunes”. Mientras la identidad nacional 
es principalmente una construcción cultural y social 
(con un componente territorial), el nacionalismo es 
fundamentalmente político: es un llamamiento a la 
acción que invariablemente implica al gobierno de 
una u otra forma. Y mientras la identidad nacional 
evoca sentimientos y emociones, el nacionalismo 
combina estas disposiciones afectivas —sentimientos 
de orgullo o resentimiento—, junto con un progra- 
ma político más o menos claramente elaborado. La 
identidad nacional responde a la pregunta: “¿quién 
soy?”, mientras el nacionalismo aborda la pregunta: 
“¿qué debemos hacer?”, y responde con un proyecto 
político concreto. 

Como el nacionalismo implica ideas y objetivos 
políticos, se puede considerar que es una ideología 
política. Como tal, el principio que la define es que 
la nación debe ser por sí misma una prioridad polí- 
tica superior. Para los más férreos nacionalistas, la 
nación es el valor político supremo por encima de 
cualquier otra consideración económica, social o 
política. Desde este punto de vista, la unidad de la 
nación se debe mantener constantemente de modo 
que se pueda emprender cualquier acción colectiva 
decisiva. Los lazos que unen a la nación, por lo tan- 
to, deben tener prioridad sobre la pertenencia a una 
clase social, las afiliaciones religiosas y otras fisuras 
que separan a sus miembros. Se debe reafirmar con 
claridad el carácter distintivo de una nación frente 
a otras naciones o grupos. Uno de los principales 
propósitos de una ideología nacionalista es definir 
quién pertenece a la nación y quién no. El Partido 
Nacionalsocialista de Hitler, uno de los movimien- 
tos nacionalistas más destructivos que ha existido, 
definía a la nación alemana en términos puramente 
raciales, excluyendo a los judíos alemanes, pese a que 
éstos llevaban mucho tiempo considerándose ciuda- 
danos alemanes de pleno derecho. 


Como en el caso de la mayoría de las ideologías, 
el nacionalismo lo impulsan y difunden las elites 
políticas —en su mayoría, activistas políticos pro- 
fesionales e intelectuales— que lo adoptan para 
promover una cultura nacional y diseñar programas 
para la acción política. Hay elites nacionalistas que 
se proponen alcanzar los objetivos de la nación por 
medios pacíficos; hay también otras a las que no les 
asusta la confrontación violenta. Algunas apoyan 
la democracia, mientras otras combinan diferentes 
grados de nacionalismo con el fascismo, el comunis- 
mo u otra ideología justificadora de instituciones y 
prácticas no democráticas. Unas se preocupan exclu- 
sivamente por el bien de la nación, y otras explotan 
las esperanzas y los agravios de un pueblo para per- 
seguir el poder, levantando pasiones nacionalistas 
en el proceso. En cualquier caso, la relación entre 
las elites nacionalistas y la nación —el pueblo cuya 
causa lideran— tiene una importancia central a la 
hora de concebir el nacionalismo y practicarlo en 
circunstancias concretas. En última instancia, esa 
relación determina exactamente cuán “nacional” es 
un movimiento nacionalista. 

Si una pequeña elite, como los líderes de un partido 
político o una organización militar, formula un pro- 
grama nacionalista y excluye a otros representantes 
de la comunidad nacional de una auténtica participa- 
ción en la causa nacionalista, entonces las personas 
que realmente “son” la nación apenas pueden partici- 
par en la definición de sus aspiraciones comunes. Si 
la elite monopoliza el poder una vez que se forma un 
gobierno independiente o autónomo, la nación como 
un todo puede acabar teniendo poca participación 
en su propio destino. Las causas nacionales son, a 
menudo, secuestradas por dictadores —desde Napo- 
león y Hitler, hasta Mao Zedong, Franco, Pinochet y 
Castro— que imponen su propia voluntad a la nación 
que afirman representar. Para ser verdaderamente 
“nacional”, el nacionalismo como proceso político 
debe estar abierto democráticamente a la gente que 
compone la nación y a sus representantes electos. 


2.1. La nación se constituye como actor político 


A escala regional, los defensores de una identidad co- 
lectiva nacional dentro de un país particular pueden 
querer que el gobierno bajo el que viven deje de dis- 
criminar a su pueblo. Para lograrlo, también pueden 
querer que el gobierno central garantice los derechos 
de su pueblo a servicios públicos y prestaciones del 
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Estado que otros ciudadanos del país reciben. Ade- 
más, pueden aspirar al derecho a utilizar su propia 
lengua en las escuelas locales, las oficinas públicas y 
los medios de comunicación. En estos y otros casos 
similares, el principal objetivo del grupo es disfrutar 
de ciertos derechos legalmente protegidos por las 
autoridades estatales superiores, dentro de un área 
geográfica reconocida. 

Alternativamente, un movimiento nacionalista 
puede querer la autonomía territorial, que significa 
el autogobierno de su propio territorio dentro de la 
estructura de un Estado mayor. La autonomía, en 
este sentido, equivale al autogobierno, incluyendo 
el derecho de los miembros del grupo en cuestión a 
elegir a sus propios representantes y a promulgar sus 
propias leyes en aquellas materias sobre las cuales 
dispongan de competencias. 

En un nivel más extremo, un movimiento nacio- 
nalista puede querer la independencia o la autode- 
terminación total. En este caso, la nación quiere su 
propio Estado, un país independiente y tener plena 
soberanía sobre su población y territorio, y ser ofi- 
cialmente reconocida por otros Estados del mundo. 
Este objetivo puede exigir rebelarse contra el gobierno 
central y separarse del Estado existente, un proceso 
conocido como separatismo. Así, por ejemplo, en el 
año 2002, tras décadas de un conflicto que se cobró 
más de 200.000 vidas, los timorenses orientales se 
separaron de Indonesia y crearon el nuevo Estado de 
Timor Oriental bajo los auspicios de las Naciones Uni- 
das. En otros casos, el camino hacia la independencia 
puede exigir la confrontación con un poder externo: 
la batalla de las colonias americanas para independi- 
zarse de Inglaterra o España a finales del siglo XVIII 
y comienzos del XIX o la lucha de Argelia para inde- 
pendizarse de Francia entre 1950 y 1960, representan 
ejemplos de este caso. Sin embargo, la violencia no es 
necesariamente la norma: India y Pakistán lograron 
liberarse de Gran Bretaña pacíficamente gracias a la 
ideología pacifista del principal líder del movimien- 
to independentista, Mohandas (“Mahatma” o “gran 
alma” en sánscrito) Gandhi. 

A escala estatal (frente a la escala regional), una 
identidad nacional común puede ser una importante 
fuerza unificadora, estableciendo cierta homogenei- 
dad en un grupo que, de otro modo, podría estar 
dividido en sus diferentes religiones, clases sociales, 
grupos lingüísticos u otras formas de identidad 
nacional étnico-cultural. Si los miembros del grupo 
coinciden al menos en que comparten una identidad 


colectiva basada en un proyecto político común de 
futuro y en derechos y deberes mutuos, pueden ser 
capaces de superar las diferencias internas que provo- 
can disensión entre sus filas, al menos en cuestiones 
que conciernen a su bienestar común. Pero para rea- 
lizar estas aspiraciones y dar a su identidad nacional 
un sentido político, los miembros de una nación ne- 
cesitan un programa básico: una Constitución, por 
ejemplo, o un conjunto de principios que definan sus 
objetivos más importantes y comúnmente comparti- 
dos (derechos lingüísticos, independencia soberana, 
seguridad contra enemigos externos, etc.). También 
precisan mecanismos institucionales y procedi- 
mientos para organizar la acción dirigida a realizar 
estas metas: un partido nacionalista, un movimiento 
de liberación, un gobierno democrático o cualquier 
otra organización. En otras palabras, requieren un 
nacionalismo efectivo, concebido en función de un 
programa político y los medios organizativos necesa- 
rios para llevarlo a cabo. El nacionalismo representa, 
pues, un papel constitutivo: su propósito es constituir 
la nación como un actor político efectivo para prote- 
ger los intereses comunes de sus miembros y realizar 
sus metas compartidas. 

Estados Unidos ha logrado mantener un nivel bas- 
tante alto de unidad nacional en torno a su Constitu- 
ción (al menos desde la Guerra Civil de 1861 a 1865), a 
pesar de la extraordinaria diversidad social de su po- 
blación y el conflicto constante en torno a cuestiones 
de política exterior e interior. Ha construido también 
su unidad nacional mientras difundía la democracia 
entre sus ciudadanos. Si falta democracia, y las per- 
sonas que habitan un país no se ponen de acuerdo 
democráticamente sobre un programa básico, las eli- 
tes nacionalistas pueden definir y organizar la causa 
de una nación sin respetar las reglas democráticas. 
Cuando los nacionalistas alemanes crearon un Esta- 
do alemán unificado en el siglo XIX, la democracia 
no fue su método ni su objetivo último. Al contrario, 
fue la monarquía prusiana la que lideró la cruzada 
nacionalista, forjando la nueva Alemania por medio 
de la conquista militar. Hasta entonces, los alemanes 
estaban divididos en numerosos Estados y principa- 
dos. Aunque muchos de ellos creían que compartían 
una identidad cultural común basada en su lengua y 
sus tradiciones, y aunque el deseo de un gobierno co- 
mún era muy popular, los esfuerzos por constituir un 
Estado unificado sobre principios democráticos fraca- 
saron. Una vez establecido en 1871, el Estado alemán 
adoptó el sistema de gobierno monárquico de Prusia. 
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Estadounidenses y alemanes lograron desarrollar 
con éxito un programa nacionalista. Sus líderes 
formularon proyectos que definían sus objetivos 
políticos nacionales (la unidad nacional bajo un 
Estado soberano) y los mecanismos organizativos 
para alcanzar esos objetivos (la democracia esta- 
dounidense, el militarismo prusiano). Pero estas 
semejanzas coexistían con importantes diferencias. 
El nacionalismo estadounidense estuvo basado en 
el principio del gobierno representativo y, con el 
paso del tiempo, se abrió a amplios segmentos de 
la población mediante la extensión del derecho al 
voto y otras formas de participación democrática. 
El nacionalismo alemán se encarnó en una elite 
autoritaria que monopolizó el proceso de definición 
de los objetivos de la nación y la movilización de los 
medios para realizarlos desde arriba, restringiendo 
severamente la capacidad de la nación para gober- 
narse democráticamente desde abajo. 

Si un grupo que es consciente de su identidad 
nacional no puede o no quiere unirse u organizarse 
en torno a un programa para la acción concertada, 
las ideas nacionalistas con las que pueden comulgar 
algunos de sus miembros probablemente no llegarán 
a realizarse. Por ejemplo, algunos puertorriqueños 
quieren independizarse completamente de Esta- 
dos Unidos. Pero su programa nacionalista recibió 
el apoyo sólo del 4,4 por ciento de votantes en el re- 
feréndum de 1993 y del 3,4 por ciento en el nuevo 
referéndum celebrado en 1998; en ambas ocasiones 
prácticamente la mitad de la población respaldó el 
estatus de asociación de la isla, mientras que otro 
porcentaje significativo, pero algo menor (en torno 
al 45 por ciento), se manifestó a favor de convertir 
Puerto Rico en un Estado más de Estados Unidos. 
Otro ejemplo significativo es el del nacionalismo 
árabe: durante décadas muchos árabes han defen- 
dido el nacionalismo árabe, pero la fragmentación 
del mundo árabe en múltiples Estados —cada uno 
de ellos con sus propias elites gobernantes, intereses 
y políticas— ha convertido el nacionalismo árabe en 
un ideal, más que en una realidad. 

Las probabilidades de que un conjunto amplio de 
personas pueda actuar de forma concertada sobre la 
base de un programa político común son más bajas 
aún, si no comparten una identidad nacional. Si 
los habitantes de un país determinado dedican sus 
lealtades nacionales a su tribu, grupo lingúístico u 
otro grupo de identidad particular y diferente de la 
del conjunto de la población del país, pueden no ser 


capaces de gobernarse de forma eficaz ni alcanzar 
otros objetivos estatales o a nivel estatal. Para que 
las distintas partes de una sociedad puedan actuar 
juntas, es necesaria una mínima identidad nacional, 
sin la cual es muy difícil que surja un movimiento 
nacionalista. Cuando dentro de un país no existe 
cierta homogeneidad nacional, se impone una hete- 
rogeneidad social potencialmente separatista y tal 
vez altamente conflictiva. La desunión crónica pue- 
de desembocar en un colapso total del Estado o en la 
guerra civil. En estas circunstancias no es probable 
que la población acuerde establecer un gobierno 
central que sea considerado legítimo por todos. Es 
incluso menos probable que los ciudadanos puedan 
construir juntos una democracia estable y exitosa. 


2.2. La construcción nacional 


El término construcción nacional, como muchos 
otros términos típicos del léxico de la ciencia política, 
significa diferentes cosas para distintas personas. 
Nuestra definición hace referencia a un proceso que 
implica a toda la población de un país, no sólo a un 
movimiento regional o un segmento particular de la 
población. Definimos la construcción nacional como 
el proceso de construcción de una identidad nacional 
ampliamente compartida entre la población de un 
país, bajo un Estado legítimo e independiente. Para 
empezar, la construcción de una nación requiere que 
los miembros de la población desarrollen un sentido 
colectivo de identificación o pertenencia que esté por 
encima de sus diferencias. Exige, además, que sobre 
esta base acuerden el establecimiento de los princi- 
pales objetivos que quieren alcanzar como nación y 
organicen un gobierno y otras instituciones estatales, 
con el fin de alcanzar esos objetivos comunes. Pero 
aunque la formación de un Estado independiente sue- 
le ser el proyecto más importante del nacionalismo, 
el proceso de construcción de una nación no finaliza 
con la creación de cualquier tipo de Estado. La sus- 
tancia y la calidad de la construcción de una nación 
dependen mucho de si el Estado es una democracia o 
una dictadura. 

En la práctica, es posible que una nación se una 
eficazmente y persiga sus objetivos comunes desea- 
dos bajo una dictadura, como muestra el caso de 
Alemania a finales del siglo XIX y de muchos otros 
gobiernos autoritarios del período moderno y con- 
temporáneo. Sin embargo, como hemos señalado, las 
dictaduras dejan en manos de una pequeña elite los 
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procesos de definición de los objetivos de la nación 
y la organización de los medios para alcanzarlos. 
El conjunto de la población que forma la nación 
es, por lo general, excluido del proceso de toma de 
decisiones. De este modo, se atrofia el desarrollo de 
una identidad nacional ampliamente compartida y 
verdaderamente popular. 

La democracia proporciona una manera más efecti- 
va de construir y reforzar la identidad de una población 
como nación, siempre que cumpla su promesa de dar 
a todos los diferentes elementos que la componen voz 
y participación en su gobierno común. Un Estado con 
un sistema de gobierno que la población ha aprobado 
explícitamente en un referéndum y que celebra elec- 
ciones de forma regular tiende a ser más legítimo que 
otro que no ha sido aprobado así y que, en el mejor de 
los casos, ha sido aceptado pasivamente. Y un Estado 
democráticamente legitimado tiende más que una dic- 
tadura a cimentar vínculos de interés y cooperación 
entre los diferentes componentes sociales de la nación, 
fomentando su participación activa en una causa co- 
mún. La democracia también puede ser un fin en sí 
mismo y proporcionar un objetivo programático, un 
proyecto nacionalista en torno al que se puede unir la 
población. Suscribiendo los ideales de la democracia y 
los procedimientos democráticos de toma de decisión 
como cuestión de principios, los miembros de la pobla- 
ción abordan en el día a día las cuestiones que los di- 
viden, manteniendo la unidad en pos de la democracia 
como un logro nacional común. Así, la construcción de 
una identidad nacional puede desarrollarse junto a las 
tareas de la construcción de un Estado legítimo y de 
sus instituciones democráticas. En suma, en su forma 
óptima, la construcción nacional combina los proce- 
sos de construcción de (1) una identidad nacional en 
el ámbito estatal, (2) instituciones estatales eficaces, 
(3) legitimidad y (4) democracia. 

Sin duda, todo esto es más fácil decirlo que hacerlo. 
Nigeria ha sido un Estado independiente desde 1960, 
pero sigue luchando por crear una identidad nacional 
nigeriana unificadora, y continúa intentando cons- 
truir una verdadera democracia después de más de 
30 años de dictadura militar. Muchos otros países se 
enfrentan a problemas similares. En Afganistán, el 90 
por ciento de la población se divide en cuatro grupos 
étnicos con una larga historia de antagonismos; el 
10 por ciento restante se divide, a su vez, en cerca de 
media docena de grupos étnicos. Existen numerosas 
tribus y clanes dentro de estas comunidades étnicas. 
Tradicionalmente estos diferentes grupos han hecho 


caso omiso del gobierno central de Kabul —que nunca 
ha sido un gobierno democrático— y algunos han sido, 
y son, más leales a Irán y a otros agentes exteriores. La 
tarea de la construcción de una identidad común como 
afganos debe, por tanto, ir acompañada de las otras 
tareas típicas que incluye la construcción nacional. En 
términos muy parecidos, las dificultades encontradas 
por Estados Unidos a la hora de construir un Estado 
iraquí democrático con posterioridad a la invasión del 
año 2003 se han visto notablemente agravadas por la 
falta de una conciencia nacional y un proyecto político 
compartido entre kurdos, chiíes y suníes. Ello se ha 
reflejado en la nueva Constitución iraquí, que consoli- 
da un modelo de Estado basado en tres comunidades 
étnicas y geográficas (los kurdos en el norte, los suníes 
en el centro y los chiíes en el sur) y trata de compaginar 
una amplia autonomía regional con unas instituciones 
comunes significativamente débiles. 


2.3. El nacionalismo estatal en los 
asuntos internacionales 


El término “nacionalista”, tal y como se usa frecuente- 
mente en los asuntos internacionales hace referencia 
a ciertas orientaciones que adoptan los gobiernos 
nacionales en sus relaciones con los Estados, las or- 
ganizaciones internacionales y otros actores de la 
escena mundial. Los principales ejecutores de estas 
orientaciones internacionales son los Estados, no las 
“naciones” en el sentido literal de “pueblos”. Una polí- 
tica exterior de corte nacionalista tiende a propugnar 
que el país tiene derecho a que se oiga su voz y a que se 
tengan.en cuenta sus intereses y posiciones políticas. 
Persigue, sobre todo, asegurarse de que el país no será. 
ignorado o desplazado por otros países. Practicamen- 
te todos los gobiernos del mundo son, en diferentes 
medidas, nacionalistas en su acción exterior. 

En su manifestación más benigna, el naciona- 
lismo en la arena global equivale a poco más que 
a la pretensión de un Estado de que se respeten su 
soberanía e integridad territorial. Pero los gobier- 
nos, los líderes políticos y los movimientos políticos 
decididamente nacionalistas pueden ser más vehe- 
mentes —y, a veces, radicales— en su defensa de las 
causas nacionales. En su forma más virulenta, el 
nacionalismo puede adoptar una postura arrogante 
que contempla a.otros países con desprecio. El na- 
cionalismo extremo de este tipo se denomina “hiper- 
nacionalismo” (véase el Capítulo 13). El gobierno nazi 
de Hitler (1933-1945) constituye un ejemplo palmario 
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de este fenómeno. El hipernacionalismo suele estar 


arraigado en la xenofobia, es decir, en_la.descon- 
fianza y el odio a los extranjeros, Las políticas muy 
nacionalistas exigen a la población más que el sim- 
ple patriotismo, que implica amor al propio país y 
lealtad general al propio Estado. Pueden exigir al 
pueblo que odie a los extranjeros y. que participe 
en guerras de agresión y conquista, sobrepasando 
los límites del sentimiento patriótico normal. Esta 
exaltación desmesurada suele denominarse “nacio- 
nalismo extremo” o “chovinismo”. 

En algunos casos, los Estados o movimientos na- 
cionalistas, manifiestan irredentismo; es decir, de- 
mandan la anexión del territorio de.otro.Estado, en 
un esfuerzo por unir territorialmente todo un grupo 
nacional, como, por ejemplo, una nación étnicamente 
definida. Hitler seguía políticas irredentistas cuando 
intentaba incorporar a la población alemana de los 
Sudetes en Checoslovaquia a Alemania. El término 
procede de la palabra italiana irredenta, que significa 
territorio “sin redimir”. En el caso del irredentismo se 
busca equipar el gobierno nacional (un Estado) y la 
“nación”, como la hemos definido aquí. Pero hay tam- 
bién otras maneras de configurar la relación entre los 
Estados y las naciones. 


3. CUANDO LA NACIÓN Y EL 
ESTADO NO COINCIDEN 


Desde una perspectiva histórica, el desarrollo del 
nacionalismo se produjo en algunos casos tras la 
creación de Estados, pero en otros precedió o acom- 
pañó a la creación de nuevos Estados. En Inglaterra 
y Francia existieron poderosos Estados monárquicos 
durante varios siglos antes de que se creara un nacio- 
nalismo inglés o francés distintivo. Cuando apareció 
el nacionalismo en estos países, tendió a definirse en 
términos marcadamente políticos, reflejando el desa- 
rrollo de los procedimientos parlamentarios ingleses, 
en un caso, y de la Revolución Francesa, en otro. En los 
siglos posteriores se elaboraron programas naciona- 
listas para establecer nuevos Estados. Los alemanes, 
como hemos visto, formaron un Estado alemán uni- 
ficado en el siglo XIX. Aproximadamente al mismo 
tiempo, los nacionalistas italianos crearon el nuevo 
Estado de Italia, poniendo fin a la larga fragmentación 
de la península en un mosaico de diferentes regíme- 
nes y ocupantes extranjeros (“Hemos hecho Italia; 
ahora debemos hacer italianos”, proclamó un líder 
nacionalista anticipando la necesidad de construir 


una identidad nacional de ámbito estatal). Al otro 
lado del océano, en Latinoamérica, nacían nuevos 
Estados independientes a medida que las colonias se 
emancipaban de España y Portugal. A medida que el 
siglo transcurría, los movimientos nacionalistas que 
surgieron en los Imperios Austrohúngaro (Habsbur- 
go), Otomano y Ruso favorecieron la creación de 
Estados independientes, procesos que se aceleraron 
tras la desaparición de dichos imperios durante o 
después de la Primera Guerra Mundial. 

En la mayoría de los casos de formación de un nue- 
vo Estado, el objetivo principal de los movimientos na- 
cionalistas consistía en crear un Estado nacional: un 
Estado soberano que constara de una “nación” dentro 
de unas fronteras internacionalmente reconocidas. 
Y, en muchos casos, la nación se definió principal- 
mente en términos étnicos y/o culturales. Alemanes, 
italianos, serbios, rumanos, polacos y otros grupos 
étnicamente definidos lograron, en última instancia, 
formar nuevos Estados cuyas poblaciones estaban 
principalmente formadas por su propio grupo étnico 
y/o cultural. Con el tiempo, el término “Estado na- 
cional” llegó a usarse como sinónimo frecuente de 
“Estado” o “país”. 

Sin embargo, en realidad, la coincidencia perfec- 
ta entre un Estado y una sola nación es sumamente 
infrecuente. Los Estados son entidades artificiales. 
El proceso de formación del Estado es siempre un 
asunto complicado que suele implicar choques inter- 
nos, guerras, imperialismo, ocupaciones extranjeras, 
revoluciones, luchas de liberación, tratados de paz y 
otros determinantes internacionales e internos. En 
consecuencia, por lo general, el término “Estado na- 
ción” es, en su sentido más literal, un término inapro- 
piado. Una investigación de 1971 mostró que, de 132 
países, sólo 12 (el 9,1 por ciento) cumplían estricta- 
mente los criterios de nación y de Estado. Hoy en día 
la situación no es muy diferente. Sobre 172 países con 
poblaciones de al menos 200.000 personas, estudiados 
en 2001, sólo 53 (el 30,8 por ciento) tenían un grupo 
étnico dominante que comprendía al menos el 90 por 
ciento de la población (por supuesto, un grupo étnico 
no siempre es lo mismo que una nación, pero, como 
hemos visto, esta última con frecuencia se basa en 
uno). Incluso entre estos 53 Estados eran muchos los 
que tenían problemas de identidad nacional, a pesar de 
que un solo grupo étnico compusiera la inmensa ma- 
yoría de la población. Algunos países de Europa Occi- 
dental, como Dinamarca, Alemania, España, Francia 
y los Países Bajos, han experimentado en las últimas 
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décadas un incremento de la inmigración procedente 
del norte de África, Oriente Medio, el África Subsa- 
hariana y otras regiones del mundo (América Latina, 
por ejemplo). En algunos de estos países, esto ha teni- 
do como consecuencia el desarrollo de sentimientos 
xenófobos y la aparición de partidos políticos contra- 
rios a la inmigración. Por ejemplo, Alemania ha de- 
finido históricamente su patria en términos étnicos 
(todo descendiente de alemanes, independientemente 
de su lugar de nacimiento y residencia, podía auto- 
máticamente solicitar el pasaporte alemán), pero el 
creciente número de inmigrantes y sus descendientes 
que han fijado en ese país su residencia permanente 
ha propiciado una revisión de los conceptos tradi- 
cionales de nación y ciudadanía. En China, el 92 por 
ciento de la población es Han, pero existen problemas 
constantes con el Tibet, incorporado a la fuerza en 
los años 50 del siglo XX por el gobierno comunista 
chino, además de otros problemas con la numerosa 
minoría Uighur, que es principalmente musulmana. 
En el caso de Rumania, existe una importante mino- 
ría húngara, pero también romaní o gitana, lo que 
origina numerosas tensiones. 

Las tensiones en torno a la identidad nacional 
tienen, en ocasiones, importantes efectos sobre la 
calidad de la democracia en un país. Un estudio de 
la organización no gubernamental Freedom House ha 
revelado que los países con un grupo étnico dominan- 
te, formado por al menos dos tercios de la población, 
tienden a observar más los derechos civiles y políticos 
que los países más divididos en términos étnicos. En 
estos últimos, las lealtades políticas se agrupan a 
menudo en torno a las identidades étnicas, lo que con 
frecuencia desemboca en prácticas políticas discri- 
minatorias de los grupos étnicos excluidos del poder. 

El mundo de hoy está formado por Estados con 
más de una nación y por naciones sin sus propios 
Estados. Canadá nos ofrece un buen ejemplo de lo 
que es un Estado plurinacional. 


CANADÁ 


Cinco años después del primer viaje de Colón a América, 
exploradores comisionados por la monarquía inglesa 
pisaron suelo canadiense y lo proclamaron “New Found 
Land”. Los exploradores franceses iban pisándoles los ta- 
lones y en 1534 reclamaron Canadá para Francia. Québec 
se estableció en 1608. Las pretensiones rivales de ingleses y 
franceses sobre el vasto territorio canadiense encendieron 


una prolongada lucha que terminó cuando Inglaterra 
adquirió Canadá en 1763. En 1867 se otorgó al Dominio 
de Canadá el derecho del autogobierno, pero hasta 1982 no 
lograría la independencia total del teórico derecho de veto 
de Gran Bretaña a la legislación canadiense. Hoy Canadá 
sigue reconociendo a la monarquía británica como jefatura 
simbólica del Estado, con un gobernador general que sirve 
de representante de la Corona. 

La discordia entre las comunidades inglesa y francesa ha 
persistido desde el principio de la historia de Canadá hasta 
nuestros días. 

Québec es una de las diez provincias de Canadá con una 
población de más de siete millones, aproximadamente una 
cuarta parte de la población total de Canadá. En los años 
60 del siglo XX empezó a hacerse notar en la región un mo- 
vimiento separatista cuyos líderes militaban a favor de la 
independencia de Québec. En 1974 la asamblea legislativa 
local aprobó una ley que declaraba el francés como única 
lengua oficial de la provincia, pero en 1979 el Tribunal 
Supremo de Canadá declaró inconstitucional el derecho de 
Québec a prohibir el inglés. El año siguiente cerca del 60 por 
ciento de los votantes de Québec rechazaron una propues- 
ta que hubiera dado a sus líderes el derecho a negociar un 
acuerdo para establecer la soberanía de Québec; al parecer, 
una clara mayoría de canadienses franceses se opuso a la 
independencia de Canadá. No obstante, cerca de 200.000 
anglohablantes residentes en Québec dejaron la provincia a 
finales de los años 70 y principios de los 80. Hoy en día, sólo 
alrededor de 750.000 residentes de Québec son predominan- 
temente anglófonos. 

En 1994 el Parti Québécois se erigió como el partido 
dominante de la provincia, y su líder Jacques Parizeau, un 
abierto defensor de la independencia de Québec, se convirtió 
en el jefe del gobierno provincial de Québec. Sin embargo, 
a finales de ese año, las encuestas de opinión pública reve- 
laban que sólo cerca del 40 por ciento de los votantes de la 
provincia apoyaba la independencia. Algunos se planteaban 
los posibles costes de la secesión, porque una provincia de 
Québec independiente tendría que asumir su parte de la deu- 
da nacional de Canadá y hacerse cargo de otros gastos. Un 
estudio estimó que el precio de la independencia se acercaba 
a los 100.000 millones de dólares. Mientras tanto, el primer 
ministro de Canadá, el francófono Jean Chrétien, se opuso 
abiertamente a la independencia de Québec. 

El 30 de octubre de 1995 se celebró el muy esperado re- 
ferendo. He aquí la pregunta que se hizo a los residentes de 
Québec: ¿Está usted de acuerdo con que Québec sea soberana 
tras hacer una oferta formal de nueva asociación económica 
y política a Canadá?” Esta vez el resultado se acercó al sí más 
que nunca, pero el 50,25 votó que no, suficiente para echar 
por tierra la propuesta. 

En 2003 el movimiento separatista experimentó un revés 
cuando el nacionalista Parti Québécois perdió su apuesta 
por lograr un tercer mandato consecutivo para gobernar 
la provincia de Québec. Sus militantes insistieron en que 
volverían a la escena, señalando que las encuestas seguían 
revelando un núcleo sólido del 40 por ciento de la población 
de Québec a favor de la independencia. Pero celebrar otro 
referendo no está en la agenda del nuevo gobierno de la pro- 
vincia, que se opone a un Québec independiente. 
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Canadá también resulta interesante desde el punto de vista 
de la autonomía de los pueblos indígenas (inuit o esquima- 
les). Después de muchos años, las reivindicaciones de los 
aproximadamente 40.000 inuit que viven en Canadá se han 
visto satisfechas. Tras unos primeros pasos en los años 60 y 
70, en los que el Gobierno federal puso en marcha una serie 
de programas específicamente dirigidos a esta comunidad, 
en 1976 los inuit reclamaron la creación de un territorio 
autónomo propio, que se llamaría Nunavut (“nuestra tie- 
rra”). Tras recibir la propuesta el apoyo mayoritario de los 
inuit en una primera consulta popular celebrada en 1982, 
se abrieron negociaciones entre la comunidad inuit y el 
Gobierno de Canadá. El acuerdo de autonomía resultante 
fue ratificado por el 85 por ciento de los inuit en 1992, pro- 
clamándose formalmente el nuevo territorio Nunavut el 1 
de abril de 1999. 


El pueblo de Québec ha representado su drama 
nacional pacíficamente y con procedimientos demo- 
cráticos. Sin embargo, en otros contextos occidentales, 
como Irlanda del Norte o el País Vasco, las reivin- 
dicaciones de una parte de los independentistas se 
han visto acompañadas de un uso generalizado de 
la violencia y la coacción. Más allá de Europa, Sri 
Lanka, por ejemplo, ha padecido una guerra civil 
desde 1983 entre el grupo mayoritario, los cingale- 
ses, predominantemente budista, y sus principales 
enemigos, los tamiles, en su mayor parte hindúes, 
que constituyen cerca del 18 por ciento de la pobla- 
ción. Además de practicar diferentes religiones, los 
dos grupos son étnicamente distintos y hablan dife- 
rentes lenguas. Los tamiles residen principalmente 
en las provincias del norte y el este de la isla, y su 
movimiento de liberación más destacado, los Tigres 
del Tamil Eelam, ha exigido la independencia total. 
Afirman que han estado sistemáticamente oprimi- 
dos desde la década de 1950, cuando los gobiernos 
dirigidos por cingaleses aprobaron la primera de 
una serie de leyes discriminatorias que eliminaban 
el derecho al uso de la lengua tamil y otros derechos 
civiles y políticos básicos. Las dos partes acordaron 
un alto al fuego en 2002 e iniciaron negociaciones 
sobre el estatus futuro de los tamiles, que podrían 
estar dispuestos a aceptar algo menos que la inde- 
pendencia total. Casi 64.000 personas han perdido 
la vida en el conflicto. 

Igual que hay Estados con más de una nación, hay 
también naciones sin Estado. Los kurdos propor- 
cionan un ejemplo claro. Constituyen una nación de 
cerca de 25 millones de personas que ocupan más de 
110.000 kilómetros cuadrados de un territorio que 


atraviesa varios países. Aunque británicos y fran- 
ceses, en guerra con Turquía, les prometieran un 
Estado propio durante la Primera Guerra Mundial, 
dichas promesas no fueron cumplidas. Con todo, 
un gran número de kurdos siguieron luchando para 
crear un Kurdistán independiente. Hoy, los kurdos 
viven en Turquía (aproximadamente 10 millones), 
Irán (5,5 millones), Irak (alrededor de 4) y en pe- 
queñas comunidades asentadas en Siria, Armenia 
y Azerbaiyán. Los kurdos han estado implicados 
en conflictos casi continuados durante décadas, 
principalmente frente a los gobiernos de Turquía e 
Irak. Tras la primera Guerra del Golfo, en 1991, los 
ataques persistentes de Sadam Hussein, desde Irak, 
indujeron a Estados Unidos, Francia y Reino Unido 
a proporcionarles protección mediante las llamadas 
“zonas de exclusión aérea”, en las que las autorida- 
des iraquíes no podían penetrar. Los kurdos de Irak 
celebraron la caída de Sadam en 2003, pero todavía 
hoy debaten si cooperar con los chiíes y suníes en el 
proceso de construcción de una identidad nacional 
iraquí o buscar alguna forma de autonomía. Por su 
parte, Turquía ha sido condenada repetidamente 
por el Consejo de Europa por violar los derechos de 
los kurdos. Como respuesta a las presiones inter- 
nacionales y, en particular, de la Unión Europea, el 
Gobierno turco lanzó un programa de reconciliación 
en 2000, y en 2002 levantó el estado de excepción 
en las regiones kurdas, que duraba ya quince años. 
Posteriormente, con la perspectiva de la adhesión de 
Turquía a la Unión Europea, las autoridades turcas 
han iniciado un proceso de descentralización que ha 
permitido el empleo de la lengua kurda en las escue- 
las y los medios de comunicación, así como mayores 
cuotas de representación y participación política de 
la minoría kurda en la política nacional. 


Por muy tentados que estemos de creer que los 
Estados son entidades resistentes y duraderas, no 
siempre lo son. Al igual que las formaciones geoló- 
gicas, los Estados pueden experimentar toda suerte 
de convulsiones sísmicas. Pueden crecer, desinte- 
grarse, reconstituirse o ser absorbidos por Estados 
mayores. Uno de los ejemplos más conspicuos de 
desintegración de un Estado multinacional es la 
antigua Yugoslavia. Su explosiva autodestrucción 
en la década de 1990 ocasionó la muerte de cerca 
de 250.000 personas y la expulsión de más de dos 
millones de sus casas y pueblos. 
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LA DESINTEGRACIÓN DE YUGOSLAVIA 


Orígenes 


Las raíces de los intensos conflictos de esta región se remontan 
a más de mil años. A finales del siglo VI, sucesivas oleadas de 
tribus eslavas procedentes de las estepas orientales, situadas 
en lo que es hoy Rusia y Asia Central, se trasladaron gra- 
dualmente a la península cuya espina dorsal constituye la 
cordillera de los Balcanes. Sus posteriores historias siguieron 
rumbos divergentes. La religión fue uno de los factores expli- 
cativos de estas diferencias: el otro lo constituye las diversas 
pautas de interacción con los pueblos vecinos. 

e Los eslovenos ocuparon la parte más septentrional de 
la región. En el siglo VIII la mayoría de los eslovenos se 
convirtió al catolicismo romano. Buena parte de lo que es 
hoy Eslovenia formaba parte del Imperio de los Habsburgo, 
controlado por Austria desde 1335 hasta 1918. 

e Los croatas se hicieron católicos romanos en el siglo X 
y hoy siguen siendo mayoritariamente católicos. Buena 
parte de lo que es hoy Croacia cayó gradualmente bajo el 
control de Austria y Hungría, y continúo formando parte 
del Imperio de los Habsburgo hasta el final de la Primera 
Guerra Mundial. 

e Los serbios ocuparon inicialmente los valles donde se 
juntan Bosnia, Montenegro y Kosovo. En el siglo IX, los 
santos Cirilo y Metodio los convirtieron al rito oriental 
del cristianismo ortodoxo, la base de la Iglesia Ortodoxa 
Rusa. Cirilo fundó lo que más tarde sería el alfabeto ruso 
(cirílico). Estos desarrollos religiosos y lingüísticos esta- 
blecieron una estrecha relación entre serbios y rusos que 
aún existe. Los turcos dominaron gran parte de esta región 
desde el siglo XIV hasta finales del siglo XIX. Bajo la pro- 
tección de Rusia, el reino de Serbia se estableció en 1882. 
El apoyo de Rusia a Serbia contra Austria-Hungría en 
1914 fue uno de los eventos clave que propició la Primera 
Guerra Mundial. 

e Los montenegrinos son originalmente serbios. Se separa- 
ron del resto de los serbios a principios del siglo XV al 
escapar del avance de los turcos y establecer su monarquía 
en una región montañosa e inaccesible. Montenegro fue 
un Estado independiente hasta 1918. 

e Los bosnios son también originalmente serbios. Abando- 
naron Serbia en el siglo XIV ante el avance de los turcos y 
establecieron su propio reino en el territorio que finalmen- 
te se convirtió en Bosnia. En 1463 los turcos invadieron 
Bosnia excepto una pequeña zona en los alrededores de 
Mostar, gobernada por el duque (Herzeg) de San Sava. 
Esta zona, conocida como Herzegovina, caería ante los 
turcos 20 años más tarde. En el transcurso de los siglos de 
gobierno otomano, la mayoría de los bosnios se hicieron 
musulmanes y empezaron a conocerse como bosniaks. 
Pero otros conservaron su identidad serbia de cristianos 
ortodoxos y empezaron a conocerse como serbo-bosnios. 
El Imperio Austrohúngaro arrebató Bosnia a los turcos en 
1878. Fue un serbo-bosnio el que asesinó al Archiduque de 
Austria Francisco Fernando en Sarajevo en 1914, suceso 
que provocó la Primera Guerra Mundial. 


e Los macedonios probablemente provienen de tribus esla- 
vas, pero también comparten antecedentes ancestrales con 
los búlgaros no eslavos. En el siglo IX se formó un imperio 
búlgaro-macedonio, pero los otomanos conquistaron casi 
todo su territorio un siglo después, gobernándolo casi 
interrumpidamente hasta 1913. Algunas partes de Mace- 
donia las tomaron Serbia, Grecia y Bulgaria en las dos 
guerras de los Balcanes que se libraron en 1912 y 1913. 

e Los albaneses son un pueblo no eslavo que estuvo go- 
bernado por los otomanos durante 450 años hasta 1912, 
cuando Albania se convirtió en un país independiente. La 
mayoría de albaneses se hicieron musulmanes. Aunque la 
mayor parte de ellos vive en Albania, muchos albaneses 
han vivido durante siglos en la región de Kosovo, que es 
parte de Serbia. 

Tras la Primera Guerra Mundial, estos diferentes pueblos 
formaron gradualmente un nuevo país llamado Yugoslavia, 
“la tierra de los eslavos del sur” (Albania conservó su in- 
dependencia). El nuevo Estado yugoslavo padeció desde el 
principio rivalidades intensas. Los esfuerzos por establecer 
una democracia estable fracasaron ante las actitudes intran- 
sigentes de los diversos grupos de distintas nacionalidades 
y sus líderes. En 1934 unos croatas mataron al monarca 
constitucional de Yugoslavia, que era serbio. 

Las amenazas externas exacerbaron los disturbios inter- 
nos. En 1941 la Alemania nazi conquistó Yugoslavia y ocupó 
el país hasta 1944. Muchos miles de yugoslavos tomaron las 
armas para luchar contra los alemanes en movimientos de 
resistencia, pero otros (fundamentalmente los fascistas croa- 
tas o ustachas) colaboraron activamente con los nazis, lo que 
provocó una guerra civil. La lucha entre serbios y croatas fue 
especialmente virulenta. Cerca de 1,75 millones de yugoslavos 
perdieron la vida durante la Segunda Guerra Mundial. A casi 
la mitad de ellos los mataron los alemanes; la otra mitad mu- 
rió a manos de otros yugoslavos. 

El movimiento de resistencia que más éxitos acumuló 
contra los alemanes durante los años de la guerra estaba 
organizado por comunistas yugoslavos. Su líder era Josip 
Broz, conocido por su pseudónimo, Tito. Los comunistas de 
Tito se hicieron con el control de Yugoslavia tras la retirada 
de los alemanes. Inicialmente, los comunistas yugoslavos 
intentaron reorganizar el país en la misma línea de la férrea 
dictadura soviética de Stalin. Pero en 1948 Tito y Stalin se 
enemistaron cuando los comunistas yugoslavos expresaron 
su oposición a la interferencia soviética en sus asuntos in- 
ternos. “Somos buenos comunistas”, dijo Tito, “pero antes 
somos buenos yugoslavos”. Yugoslavia y la Unión Soviética 
rompieron relaciones; Tito adoptó entonces una línea más 
neutral para poder relacionarse económicamente con Oc- 
cidente. 

Mientras Tito fue el líder supremo del país, los antagonismos 
étnicos, que apenas asomaban superficialmente en el régimen 
comunista de Yugoslavia, no irrumpieron con violencia. Pero 
nunca desaparecieron del todo. Tito, mitad croata y mitad es- 
loveno, ocasionalmente tuvo que actuar personalmente para 
impedir las manifestaciones exaltadas de nacionalismo étnico 
de serbios, croatas y otros grupos. Era la imponente presencia 
de Tito lo que mantenía unido al país. Su muerte en 1980 a 
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la edad de 88 años hizo que reaparecieran enfrentamientos y 
conflictos entre las distintas nacionalidades. 

Poco antes de morir, Tito dio a Yugoslavia una nueva 
Constitución que requería que, a su muerte, los líderes co- 
munistas de los grupos de las principales nacionalidades 
del país compartieran el poder. Este inestable acuerdo duró 
poco más de diez años. Cuando los vientos de libertad atra- 
vesaron la Unión Soviética y la Europa del Este a finales 
de los años 80 y principios de los 90, los yugoslavos de las 
distintas nacionalidades demandaron libertades semejan- 
tes. Para muchos yugoslavos, la reivindicación democrática 
significaba la reafirmación étnica. 

Tras celebrar referendos que revelaron que la inmensa 
mayoría favorecía la independencia, Eslovenia y Croacia 
se separaron de Yugoslavia y proclamaron su soberanía en 
junio de 1991. Macedonia siguió el ejemplo en septiembre, y 
los líderes musulmanes de Bosnia-Herzegovina declararon 
su independencia en diciembre. Serbia y Montenegro no 
declararon su independencia, pero juntas formaron lo que 
quedaba de Yugoslavia. Serbia dominó esta asociación bajo 
el liderazgo de Slobodan Milosevic, un ex funcionario comu- 
nista que defendía el objetivo irredentista de unir todas las 
regiones de los serbios en una “Gran Serbia”. 

Milosevic fortaleció su propia base de poder despertando 
deliberadamente las pasiones nacionales serbias. En 1989 se 
convirtió en Presidente de Serbia, la república más poblada 
de Yugoslavia. Poco después de ocupar el cargo, se dirigió a 
una multitud de serbios en un lugar del extremo kosovar, el 
“Campo de los mirlos”, donde el ejército serbio había sido 
derrotado por los turcos hacía exactamente 600 años. En su 
apasionado discurso, Milosevic prometió que Serbia nunca 
volvería a renunciar a su control de Kosovo, la provincia re- 
verenciada como el lugar de nacimiento de la nación serbia. 
Cientos de años de ocupación turca dejaron una gran mayo- 
ría étnica albanesa en Kosovo, musulmanes casi todos. De 
los 2,2 millones de residentes de la provincia, más del 80 por 
ciento eran albaneses. Tito había dado una serie de derechos 
y privilegios a los kosovares albaneses, y entre los años 60 y 
mediados de los 80, 300.000 serbios dejaron Kosovo debido a 
la dominación local albanesa. Milosevic se propuso invertir 
ese proceso. En 1989 empezó a eliminar los derechos de los 
kosovares albaneses y a expulsar de su trabajo a cientos de 
miles. Su lugar lo ocupaban serbios dispuestos a reclamar el 
control de la provincia. Los antagonismos provocados por 
estas acciones culminaron en un violento ataque masivo 
serbio en Kosovo en 1999, pero Milosevic tuvo primero que 
enfrentarse a los movimientos de secesión de Eslovenia, Cro- 
acia y Bosnia. 


Las Guerras de los Balcanes de la década de 1990 


La lucha estalló en Eslovenia, Croacia y Bosnia poco 
después de sus declaraciones iniciales de independencia. 
Milosevic desplegó el ejército yugoslavo, dirigido predomi- 
nantemente por oficiales serbios, para intentar detener la 
desintegración de Yugoslavia. Eslovenia repelió enseguida 
el ataque y conservó su independencia. Croacia y Bosnia- 
Herzegovina, sin embargo, se vieron envueltas en prolon- 
gados conflictos. No sólo las atacó el ejército yugoslavo 


controlado por los serbios; también las atacaron los serbios 
locales, muchos de los cuales habían sido armados por el 
Gobierno serbio de Milosevic. Los serbios croatas tomaron el 
control de la Krajina, una parte de Croacia donde los serbios 
habían vivido desde el siglo XVIII. 

A principios de 1995, los serbo-bosnios, respaldados 
por el Gobierno yugoslavo, controlaban el 70 por ciento 
de Bosnia-Herzegovina. Los asesinatos masivos, las viola- 
ciones y los incendios de hogares empezaron a ser sucesos 
rutinarios, mientras los serbo-bosnios llevaban a cabo una 
política que ellos mismos denominaban “limpieza étnica”: 
la expulsión de musulmanes bosnios de unas zonas que 
ellos reclamaban suyas. Entre 1992 y 1995 la artillería ser- 
bia sitió la capital bosnia de Sarajevo, que en su día fue un 
modelo de armonía multiétnica. 

Los esfuerzos de Naciones Unidas y la OTAN por solucio- 
nar estos conflictos se demostraron ineficaces hasta el verano 
de 1995. En agosto, el ejército croata atacó masivamente la 
Krajina expulsando de allí a más de 150.000 serbios. El Go- 
bierno de Estados Unidos y sus aliados de la OTAN, impelidos 
a la acción por una nueva oleada de atrocidades de los serbo- 
bosnios, entre ellas el asesinato de miles de varones bosnios 
en Srebrenica y su enterramiento en fosas comunes, llevaron a 
cabo una serie de ataques aéreos contra las posiciones serbias 
en Bosnia-Herzegovina. El ejército bosnio desató una ofensi- 
va y recuperó el control de varias zonas controladas por los 
serbo-bosnios. Al mismo tiempo se llevaron a cabo nuevas 
iniciativas diplomáticas que lograron convencer a Milosevic 
en Serbia de que restringiera su apoyo a los serbo-bosnios y se 
sentara en una mesa de paz. 

Se celebraron conversaciones de paz entre los líderes de 
Croacia, Bosnia-Herzegovina y Serbia bajo los auspicios 
de Estados Unidos en la Base Aérea Wright-Patterson, en 
las afueras de Dayton, Ohio. Después de tres semanas de 
intensas negociaciones, los principales partidos iniciaron 
un acuerdo de paz general el 21 de noviembre de 1995. Los 
Acuerdos de Dayton dividieron Bosnia-Herzegovina en una 
Federación Croata-Musulmana y una zona serbia conocida 
como la República de Serbia. Al principio, este acuerdo fue 
supervisado por casi 60.000 soldados de la OTAN, de los que 
20.000 eran estadounidenses. En 1997 disminuyó el número 
de soldados de la OTAN y su contingente estadounidense 
se redujo a 8.500 soldados. Bajo la tutela de las fuerzas de 
seguridad de la OTAN y de observadores internacionales 
de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en 
Europa (OSCE), se celebraron varias elecciones a escala 
local y federal. Sin embargo, las tensiones étnicas no han 
desaparecido. Varios combatientes serbios y croatas han sido 
arrestados como criminales de guerra y enviados a La Haya 
para ser juzgados por el Tribunal Penal Internacional de la 
ONU para la Antigua Yugoslavia. Pero algunos de los líderes 
responsables de las mayores atrocidades (como el líder de los 
serbo-bosnios, Radovan Karadjic y el general serbio Ratko 
Mladic) han logrado eludir el arresto. 

Después de los Acuerdos de Dayton, Kosovo volvió a ser 
noticia. Un movimiento de kosovares de etnia albanesa fun- 
dó en 1997 el Ejército de Liberación de Kosovo (ELK) y se 
levantó en armas contra el ejército serbio para conseguir la 
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independencia total de la provincia. Las represalias serbias 
fueron enormes y, en el verano de 1998, cerca de 700.000 
refugiados huyeron de la provincia. Estados Unidos y otros 
cinco gobiernos que formaban el “Grupo de Contacto” de los 
Balcanes (Reino Unido, Francia, Alemania, Italia y Rusia) 
presionaron a ambas partes para que negociaran un acuerdo 
que diera a Kosovo bastante autonomía dentro de Serbia, 
pero no la independencia total. En la primavera de 1999, 
el Grupo de Contacto intentó imponer su plan al Gobierno 
yugoslavo, pero Milosevic lo rechazó, proclamando que su 
gobierno tenía el derecho soberano de defenderse contra los 
secesionistas del ELK y afirmando que nunca aceptaría que 
fuerzas internacionales vigilaran la paz en Kosovo. 

Cuando las fuerzas serbias incrementaron sus campañas 
contra el ELK y la población civil, los aliados de la OTAN 
(incluyendo la Fuerza Área Española, que por primera vez 
desde el ingreso de España en la Alianza Atlántica en 1986 
participó en operaciones de combate) iniciaron un bombardeo 
intensivo en abril de 1999. Multitudes de refugiados salieron 
de Kosovo hacia las vecinas Albania y Macedonia, llevando 
consigo historias de asesinatos sumarios, violaciones perpe- 
tradas por bandas, extorsión y otras atrocidades cometidas 
por militares y fuerzas policiales especiales serbias. Se había 
puesto en marcha la limpieza étnica de Kosovo por parte de 
cerca de 40.000 soldados y paramilitares serbios. Después de 
once semanas de bombardeos, que destruyeron centrales de 
energía, puentes y otras instalaciones de Belgrado y otros lu- 
gares de Serbia y Montenegro, Milosevic se rindió y aceptó las 
condiciones de paz de la OTAN. Se obligó a todos los soldados 
yugoslavos a retirarse de Kosovo, al tiempo que se desplegaba 
bajo mando de la OTAN una fuerza internacional con 50.000 
efectivos (KFOR). Cerca de 30 países proporcionaron soldados 
a este ejército, incluida Rusia. A finales de 1999, la mayoría de 
los refugiados albaneses kosovares había regresado a Kosovo, 
con frecuencia para encontrar sus seres queridos muertos y 
sus propiedades destruidas. Las represalias contra los serbios 
que quedaban han sido frecuentes, a pesar de los esfuerzos de 
las fuerzas internacionales para evitarlas. Cerca de 100.000 
serbios han abandonado la provincia, casi la mitad de los que 
vivían allí antes de los bombardeos. 

Después de rendirse a la OTAN, Milosevic siguió ocupan- 
do su cargo, pero se vio obligado a convocar elecciones. En 
septiembre de 2000 perdió las elecciones contra Vojislav Kos- 
tunica, un abogado constitucionalista. Cuando Milosevic 
intentó en octubre invalidar los resultados de las elecciones, 
cientos de miles de manifestantes tomaron Belgrado y ocu- 
paron los edificios de las instituciones oficiales y los medios 
de comunicación. Al día siguiente, Milosevic dimitió. Más 
tarde comparecería ante el Tribunal Penal Internacional de 
la ONU para la Antigua Yugoslavia, que le juzgó por críme- 
nes de guerra y contra la humanidad, hasta que en marzo 
de 2006 apareció muerto en su celda de las dependencias 
del Tribunal. 

Desde que terminaron las Guerras de los Balcanes, los 
Estados independientes que en su día formaron Yugoslavia 
han seguido diferentes rumbos. Eslovenia ha desarrollado 
un sistema democrático estable, de tal manera que pudo in- 
corporarse a la Unión Europea y a la OTAN en 2004. Croacia 
eligió un gobierno comprometido con la democracia tras la 


muerte en 1999 de su antiguo presidente, Franjo Tudjman, 
el hombre fuerte de la era comunista, y también se encuen- 
tra a las puertas de la Unión Europea. Bosnia-Herzegovina 
ha realizado significativos progresos en el camino de la 
democracia y la reconciliación entre musulmanes y cató- 
licos serbios y croatas. Macedonia ha padecido violentos 
conflictos entre la mayoría macedonia y los grupos étnico 
albaneses, que constituyen el 23 por ciento de la población. 
Los albaneses reclamaron más derechos lingüísticos, em- 
pleos públicos y la realización de cambios constitucionales 
a su favor. Cuando en 2001 las guerrillas albanesas y las 
fuerzas armadas macedonias se reconciliaron, la OTAN 
interpuso tropas para salvaguardar la paz y celebrar eleccio- 
nes democráticas. Lo que quedaba de Yugoslavia cambió 
oficialmente de nombre para llamarse Unión de los Esta- 
dos de Serbia y Montenegro en 2002. En mayo de 2006, la 
mayoría de los ciudadanos de la República de Montenegro 
votó en un referendo a favor de la independencia de Serbia. 
Kosovo, mientras tanto, sigue dominado por la tensión y la 
incertidumbre bajo un régimen de protectorado internacio- 
nal, de tal manera que las fuerzas de paz bajo mando de la 
OTAN continúan desplegadas allí. 


4. SUPRANACIONALISMO-LA UNIÓN EUROPEA 


Un caso evidente de no coincidencia entre la nación y 
el Estado es la Unión Europea. Aunque el Estado na- 
cional sigue siendo la forma de organización política 
central del mundo actual, las fuerzas de la globali- 
zación —las interacciones económicas, los lazos de 
comunicación, las consecuencias medioambientales 
y otros fenómenos similares— están haciendo que 
los gobiernos soberanos cooperen más que en cual- 
quier otra época de la historia, obligando a matizar el 
concepto de soberanía nacional. Las realidades de las 
relaciones internacionales han generado en algunos 
casos esfuerzos muy estructurados por promover una 
cooperación que cruza las fronteras estatales. De estos 
esfuerzos, el de mayor alcance, sin lugar a dudas, es la 
Unión Europea. 

La Unión Europea es un ejemplo perfecto de supra- 
nacionalismo aplicado (como se explica pormenori- 
zadamente en el Capítulo 16). El supranacionalismo 
hace referencia a los esfuerzos de dos o más países 
por compartir su soberanía estableciendo nuevas es- 
tructuras de toma de decisiones sobre y por encima 
de sus gobiernos nacionales. En el caso de la Unión 
Europea, de acuerdo con las doctrinas de “suprema- 
cía” y “efecto directo”, estos cuerpos supranacionales 
tienen la autoridad de elaborar y aprobar leyes vincu- 
lantes para los Estados miembros. 
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5. EJERCICIO DE COMPROBACIÓN DE 
HIPÓTESIS: ¿SON LAS IDENTIDADES 
NACIONALES COMPATIBLES CON 
OTRAS IDENTIDADES?! 


Aunque otras regiones del mundo también se han 
embarcado en esfuerzos semejantes de cooperación 
económica, ninguna ha ido tan lejos como la Unión 
Europea en lo que concierne a las instituciones supra- 
nacionales. Entretanto, los ciudadanos de los diferen- 
tes Estados miembros de la Unión Europea no han 
abandonado completamente sus propias identidades 
nacionales, como pone de manifiesto el siguiente 
ejercicio de comprobación de hipótesis. 


5.1. Hipótesis y variables 


Las principales teorías acerca de las identidades 
sostienen que una persona puede tener más de una 
identidad dependiendo del contexto en que se encuen- 
tre. Por ejemplo, una misma persona puede definirse 
como “malagueña” frente a una “sevillana”, como 
“andaluza” frente a una “vasca”, como “española” 
frente a una “alemana”, o como “europea” frente a una 
“estadounidense”. Por ello, a veces se usa la metáfora 
articulan las identidades, aunque también se habla de 
identidades “entreveradas”, “marmoladas” o “vetea- 
das”, para sugerir que las fronteras entre unas y otras 
identidades son, en realidad, mucho más porosas de lo 
que se podría pensar. 

De acuerdo con estas teorías, nuestra hipótesis 
plantearía que las identidades subnacionales, nacio- 
nales y supranacionales son compatibles entre sí, no 
excluyentes; es decir, que una persona podría, hipo- 
téticamente, sentirse simultáneamente “catalana”, 
“española” y “europea”. 

Por razones obvias, el caso de España es muy 
adecuado para comprobar esta hipótesis: España es 
uno de los Estados más antiguos de Europa, pero 
también mantiene en su seno, de acuerdo con la fór- 
mula empleada en la Constitución de 1978, diversas 
“nacionalidades” históricas. A la vez, es miembro de 
la Unión Europea desde 1986, siendo considerada 
su pertenencia a dicha organización de integración 
supranacional muy positiva por todas las fuerzas 
políticas del arco parlamentario y una abrumadora 
mayoría de sus ciudadanos. 


l Esta sección ha sido elaborada por Antonia María Ruiz Jiménez. 


En este caso, el ejercicio de comprobación de la hi- 
pótesis consiste en explorar relaciones entre variables 
(diferentes tipos de identidad), sin determinar, apriori, 
que unas influyan sobre otras, es decir, sin considerar 
la existencia de variables dependientes e independien- 
tes, La forma más frecuentemente utilizada de medir 
la compatibilidad entre identidades ha consistido en 
combinar dichas identidades dentro de la misma pre- 
gunta, con diversas variaciones en su formulación. 

Un ejemplo (en este caso aplicado a la identidad 
nacional y europea) sería: “¿qué opción describe 
mejor cómo se ve usted a sí mismo?”. Las respuestas 
posibles serían: 

a) Sólo español. 

b) Español y europeo. 

c) Europeo y español. 

d) Sólo europeo. 

e) (En ocasiones se incluye la categoría: “tanto uno 
como otro” o “ninguna de las dos cosas”). 


5.2. Expectativas y evidencia 


Si la hipótesis es cierta, esperamos encontrar que los 
ciudadanos pueden (1) identificarse simultáneamente 
con su país y con la Unión Europea, e (2) identificarse 
con su país y con su región (comunidad autónoma) al 
mismo tiempo. Si la hipótesis no es cierta, los ciuda- 
danos sólo mantendrán una identidad al mismo tiem- 
po, de manera que quienes se sientan “nacionales” no 
se identificarán ni con la Unión Europea, ni con la 
comunidad autónoma de la que proceden. 

Los gráficos 7.1 y 7.2 muestran la evolución de las 
identidades nacional y europea en el conjunto de la 
Unión Europea y en España, respectivamente. 


5.3. Conclusiones 


A primera vista, los gráficos 7.1 y 7.2 confirmarían 
nuestra hipótesis acerca de la compatibilidad entre 
las identidades nacional y europea. En efecto, los 
datos muestran que aproximadamente la mitad de 
los ciudadanos.europeos se sienten simultáneamente 
nacionales de su Estado y, a la vez, europeos. Curiosa- 
mente, pese a los muy importantes cambios registrados 
en Europa en las dos últimas décadas, este porcentaje 
se ha mantenido estable entre 1992 y 2004. 

Cabe destacar, además, que la identificación 
nacional no ha sufrido ningún menoscabo como 
consecuencia de la emergencia de una identidad eu- 
ropea. Más bien al contrario, el número de personas 
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GRÁFICO 7.1 Porcentaje de da que declara una identidad “sólo nacional” “nacional y y 
europea”, “europea y nacional” o “sólo europea”, en el conjunto de la Unión Europea entre 1992 y 2004 


Fuente: Elaborado por A. Ruiz Jiménez a partir de los datos del Eurobárometro 
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GRÁFICO 7.2 Porcentaje de entrevistados que declara una identidad “sólo nacional”, “nacional y 
europea”, “europea y nacional” o “sólo europea”, en España entre 1992 y 2004 


Fuente: Elaborado por A. Ruiz Jiménez a partir de los datos del Eurobárometro 
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que ha reemplazado su identidad nacional por una 
identidad europea es realmente insignificante desde 
el punto de vista numérico. Por tanto, no hay incom- 
patibilidad entre la identidad nacional y la identidad 
europea: sea por las razones que fuera, unos indivi- 
duos incorporan la identidad europea en su identidad 
y otros no, pero este proceso no se desarrolla a costa 
o en detrimento de su identidad nacional. 

En consecuencia, aunque los Estados miembros 
de la Unión Europea rechacen en ocasiones que las 
instituciones europeas promuevan explícitamente la 
identidad europea, los datos parecen demostrar que 
sus temores acerca de una eventual debilitación de 
las identidades nacionales como consecuencia del 
reforzamiento de la identificación de los ciudadanos 
con Europa no estarían justificados en absoluto. 

El caso particular de España confirma dichas ob- 
servaciones más generales, pues la mayor parte de las 
personas se sienten españolas y europeas simultánea- 
mente. Si sumamos a quienes se sienten “nacionales 
y europeos” y los que sienten “europeos y nacionales”, 
encontramos que el porcentaje se ha situado entre el 
55 por ciento y el 65 por ciento entre 1992 y 2004. 
Por el contrario, el porcentaje de quienes se sienten 
únicamente europeos se ha mantenido muy bajo a lo 
largo de todo el período. 

Sí que cabría advertir, sin embargo, que, como se 
muestra en el Gráfico 7.2, a partir del año 1997 asis- 
timos en España a un debilitamiento de la identidad 
exclusivamente nacional a favor de la identidad na- 
cional y europea, mientras que entre el año 2000 y el 
año 2004 se produjo un reforzamiento de la identi- 
dad nacional. En consecuencia, existe una relación 
compleja entre identidades, de tal manera que, en 
función de la coyuntura europea o nacional, los ciu- 
dadanos pueden sentirse más o menos proclives a 
considerar la identidad europea como un elemento 
más de su identidad nacional. 

En resumen, de acuerdo con los datos que nos 
ofrecen los Eurobarómetros (las encuestas de opinión 
que financia la Comisión Europea en todos los 
Estados miembros), podemos confirmar una parte 
de nuestra hipótesis y afirmar que, al menos en el 
caso de la Unión Europea, las identidades nacionales 
y supranacionales son absolutamente compatibles. 
Nos quedaría por comprobar aún la segunda parte 
de la hipótesis: si las identidades nacionales y 
subnacionales son también igualmente compatibles. 
Para ello podemos tomar el caso del País Vasco dentro 
de España. 


El Gráfico 7.3 muestra los datos referentes a la 
identidad vasca y española de los ciudadanos del País 
Vasco. En este caso comprobamos que el porcentaje 
de personas que se sienten tanto vascas como espa- 
ñolas se sitúa en torno a un tercio (33 por ciento) 
entre 1987 y 2004, A éstos podemos suman aquellos 
que se sienten “más vascos que españoles” y quienes 
se sienten “más españoles que vascos”, puesto que 
ambos se sienten simultáneamente vascos y españo- 
les, aunque la intensidad de su vínculo a cada una 
de las identidades sea diferente. De este modo, el 
porcentaje de ciudadanos vascos que declara una 
identidad vasca y española al mismo tiempo supera 
al de quienes se sienten únicamente vascos o única- 
mente españoles, oscilando entre el 55 y el 64 por 
ciento entre 1987 y 2004. 

Antes de continuar, sin embargo, habría que hacer 
una precisión importante en cuanto a la interpreta- 
ción de estos datos. Nótese que la formulación de 
las categorías de respuesta en el Euskobarómetro 
(Gráfico 7.3) es diferente a las utilizadas en el Euro- 
barómetro (gráficos 7.1 y 7.2). Mientras que en este 
último se utilizan las categorías “nacional y euro- 
peo” o “europeo y español” de forma más o menos 
neutra, en el Euskobarómetro se utiliza “más vasco 
que español” o “más español que vasco”, lo que trans- 
mite una idea de oposición entre ambas identidades. 
Pero, en cierto modo, quienes se sienten más “vascos 
que españoles” o “más españoles que vascos”, en 
realidad, se sienten tanto vascos como españoles, 
ya que, de otro modo, habrían escogido las opciones 
“sólo español” o “sólo vasco”. Podemos, por tanto, 
justificar haber agrupado a quienes responden que 
se sienten “tanto españoles como vascos” con quie- 
nes se sienten “más vascos que españoles” y quienes 
se sienten “más españoles que vascos” porque todos 
ellos comparten ambas identidades, aunque su sen- 
timiento de pertenencia a cada una de ellas varíe en 
intensidad. Desde este punto de vista, volveríamos a 
confirmar nuestra hipótesis acerca de la compatibi- 
lidad entre identidades. 


5.4. Discusión 


Aunque hemos basado nuestras conclusiones en 
datos empíricos, éstas podrían estar influidas por 
nuestra manera de interpretar los datos, así como 
también, como parece verosímil, por el hecho de que 
la manera de preguntar acerca de las identidades esté 
sesgando los resultados de la encuesta en un sentido 
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GRÁFICO 7.3 Porcentaje de entrevistados en el País Vasco que declara una identidad “sólo española”, 
“más española que vasca”, “tanto una como otra”, “más vasca que española” o “sólo vasca”, entre 1987 


y 2004 


Fuente: Elaborado por A. Ruiz Jiménez a partir de los datos del Euskobarómetro 


u otro. La búsqueda de rigor en la investigación nos 
debería empujar a confirmar nuestras hipótesis a 
partir de otros indicadores o preguntas. 

Una posibilidad consiste en comparar los datos 
sobre identidad nacional y europea del Centro de 
Investigaciones Sociológicas (CIS) y del Eurobaró- 
— metro. En el Gráfico 7.4 se puede comprobar que las 
cifras de personas que se sienten simultáneamente 
españolas y europeas son sistemáticamente más 
bajas en los datos del CIS que en los del Eurobaró- 
metro. Al comparar las categorías de respuesta que 
se ofrecen a los entrevistados, se comprueba que el 
CIS elimina la opción de respuesta “español y eu- 
ropeo”, que sí está disponible en el Eurobarómetro. 
Es decir, en las encuestas del CIS, los entrevistados 
tienen que elegir entre “sólo español”, “europeo y es- 
pañol” o “sólo europeo” (o ninguna de las dos cosas), 


mientras que en el Eurobarómetro pueden elegir, 
además, la opción “español y europeo”. 

Lo cierto es que los entrevistados que declaran una 
doble identidad suelen escoger la opción “español y 
europeo” mucho más frecuentemente que la opción 
“europeo y español”, queriendo indicar probablemente 
que es posible mantener ambas identidades a la vez, 
pero que el vínculo con la identidad nacional es más 
fuerte. De este modo, al eliminar la opción “español y 
europeo”, el CIS parece forzar a los entrevistados que 
declaran una doble identidad a situar su identidad 
europea por delante de su identidad nacional. Como 
reacción, los entrevistados prefieren declararse en 
mayor medida “sólo españoles”, antes que declararse 
“europeos y españoles”, ya que esta última opción 
parece implicar sentirse primero, y sobre todo, 
europeo, y sólo luego, español. Puesto que muchos 
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GRÁFICO 7.4 Porcentaje de entrevistados que se sienten simultáneamente españoles y europeos 


según los datos del CIS y del Eurobarómetro 


Fuente: Elaborado por A. Ruiz-Jiménez a partir de los datos del Eurobárometro y el Banco de Datos del CIS 


de ellos se sienten primero, y sobre todo, nacionales/ 
españoles, lo lógico es que prefieran declararse “sólo 
nacionales” antes que “europeos y nacionales”. 

En definitiva, las identidades no constituyen ne- 
cesariamente compartimientos estancos, sino que 
pueden sumarse e incrementarse sin necesidad de 
que entren en competencia entre ellas. Con ello con- 
firmaríamos, por tanto, la segunda parte de nuestra 
hipótesis, a saber: que las identidades no tienen 
por qué ser necesariamente incompatibles entre sí, 
ya que muchas personas son capaces de mantener, 
simultáneamente, varias identidades en distintos 
niveles o contextos. 


TÉRMINOS CLAVE 
(en negrita en el texto) 


Nación 

Identidad nacional 
Nacionalismo 
Autonomía territorial 
Autodeterminación 
Construcción nacional 
Xenofobia 
Irredentismo 
Supranacionalismo 


CAPÍTULO 8 


LA DEMOCRACIA (1): 
¿QUÉ ES? 


E, este capítulo se ofrece una primera aproximación a 
los rasgos básicos de la democracia: la soberanía reside 
en el pueblo; una serie de derechos políticos y libertades 
públicas deben ser respetados por las autoridades y los 
ciudadanos; promueve valores fundamentales como 
la tolerancia y la justicia y, finalmente, mantiene una 
tensión entre los ideales de libertad e igualdad; tensión 
que, en épocas diversas y en distintos países, se ha ma- 
nejado de muy diferentes maneras. 


1. ¿QUÉ ES LA DEMOCRACIA? 


Hasta ahora hemos tratado someramente la democra- 
cia, ofreciendo tan sólo una definición rudimentaria 
del término. La idea esencial de la democracia es que 
los ciudadanos tienen el derecho a determinar quién 
los gobierna. En la mayoría de los casos eligen a los 
gobernantes principales y les hacen responsables de 
sus acciones. Las democracias imponen también lími- 
tes legales a la autoridad del gobierno, garantizando 
ciertos derechos y libertades a sus ciudadanos. 

Pero, al igual que muchas definiciones, ésta 
simplifica en exceso un fenómeno muy complejo y 
multifacético. De hecho, la democracia puede adoptar 
varias formas. Puede adquirir diferentes significados 
para diferentes personas. Para algunos teóricos de la 
democracia, la representación basada en elecciones 
competitivas, libres y limpias es el principio clave 
que define el gobierno democrático. Muchos teóricos 
probablemente coincidirían en que un país con 
esos rasgos cumple los requisitos mínimos de una 


democracia electoral. Freedom House estima que en 
2004 había en el mundo 119 democracias electorales, 
un 62 por ciento de los 192 estados soberanos. Pero si 
bienlos derechos electorales son necesarios, en absoluto 
son suficientes para establecer una democracia que 
merezca tal nombre. La democracia requiere que 
ciertos derechos y libertades de la población estén 
legalmente protegidos. Sin aspectos tales como la 
libertad de expresión, la libertad de reunión y otras 
libertades básicas que el gobierno no debe violar, las 
elecciones carecen de sentido. Freedom House calificó 
de “libres” a 89 países que en 2005 lograron combinar la 
democracia electoral con una amplia serie de derechos 
y libertades. Las discusiones sobre los objetivos últimos 
de la democracia provocan, inevitablemente, debates 
sobre las diversas definiciones de democracia. 


2. PROPÓSITOS Y PARADOJAS DE LA 
DEMOCRACIA 


¿Qué ventajas ofrece una democracia frente a una 
dictadura? Centrémonos en cuatro de sus propósitos 
más reconocidos. Uno es mejorar la calidad de vida y 
la dignidad del individuo. La democracia permite a to- 
dos los ciudadanos participar de forma significativa en 
los asuntos de su comunidad, expresar sus opiniones 
y tener voz y voto en las decisiones de sus gobiernos. 
También proporciona mucho espacio para la libertad 
individual y promueve la igualdad política sobre la 
base de “un ciudadano, un voto”. Así, la democracia 
tiene una dimensión profundamente moral de la que 
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carecen las dictaduras, con su tendencia a ignorar, re- 
primir o tratar de forma violenta a la población. Otro 
de sus propósitos consiste en discernir y hacer cumplir 
los deseos de la comunidad. En un intento de determi- 
nar lo que Rousseau llamó “la voluntad general”, las 
democracias fomentan un debate abierto sobre los pro- 
gramas y las políticas alternativas, realizan encuestas 
de opinión pública y permiten a sus ciudadanos elegir 
entre candidatos que representan visiones distintas en 
el momento de las elecciones. Las democracias tam- 
bién permiten que los ciudadanos estén informados de 
las actividades de su gobierno y que consideren tanto a 
los cargos electos como a los funcionarios y empleados 
públicos responsables de sus actos. 

Un tercer propósito de la democracia es limitar el 
poder. Al imponer límites legales a la autoridad de los 
cargos públicos, las democracias pueden controlar el 
enorme poder coercitivo del Estado. Y al permitir que 
prácticamente toda la población adulta participe en la 
vida política, la democracia promueve el pluralismo y 
contrarresta la influencia de los grupos y las organi- 
zaciones sociales excepcionalmente privilegiados. Por 
último, la democracia intenta reducir los antagonis- 
mos sociales. Cuando los diversos grupos que com- 
ponen la sociedad tienen la oportunidad de ser oídos 
y de compartir poder mediante el voto, la democracia 
proporciona a cada uno una oportunidad de obtener 
algo. Al reconocer que si participan en el juego de- 
mocrático ganan más que si se niegan a cooperar, los 
grupos sociales enfrentados negocian y establecen 
acuerdos. Así, la democracia proporciona incentivos 
para sustituir la confrontación por la cooperación. 

He aquí los objetivos e ideales de la democracia. 
Pero, ¿qué pasa si no se realizan en la práctica? La 
calidad de la democracia, después de todo, no siempre 
es la deseable. La paradoja central de la democracia es 
que sus instituciones y prácticas pueden ser ignoradas, 
subvertidas o manipuladas de forma que contradigan 
sus propósitos básicos, incluso aunque se sigan sus 
reglas y procedimientos. En algunos casos, la demo- 
cracia puede corromperse y producir resultados que 
vulneren totalmente sus objetivos. Cada uno de los 
propósitos de la democracia que acabamos de enume- 
rar tiene su opuesto correspondiente. 

La participación política, por ejemplo, puede que- 
dar muy lejos de su potencial. En primer lugar, debido 
a una serie de restricciones legales sobre quién se 
considera que forma parte de la comunidad política 
(los inmigrantes, en la mayor parte de los casos, son 
considerados ajenos a ella, toda vez que se restringe 


su derecho al voto); también puede verse limitada en 
función de cómo se atribuyan los derechos de ciuda- 
danía (los menores de edad, por ejemplo, continúan 
excluidos, mientras que las mujeres han sido inclui- 
das hace no tanto tiempo). En segundo lugar, porque 
incluso teniendo el derecho legal a la participación 
política, algunos ciudadanos deciden no ejercerlo. De 
hecho, la mayoría de la gente no participa en la vida 
política, salvo quizás para votar cada pocos años. Al- 
gunas personas pueden incluso sentir que su voz y voto 
no cuentan mucho y caer en la apatía, el cinismo o la 
desafección. Pueden sentir que los políticos pasan por 
alto las cuestiones importantes y prefieren las frases 
efectistas o los eslóganes al verdadero debate, o que 
las oportunidades de los ciudadanos para discutir de 
política de forma inteligente en foros abiertos son in- 
suficientes. La manipulación de los asuntos públicos 
por parte de las elites suele remplazar la deliberación 
de los ciudadanos. 

Además, puede ser difícil conocer o hacer cumplir 
“la voluntad general” de las personas. Las democra- 
cias modernas suelen estar seriamente divididas por 
lo que respecta a algunas cuestiones importantes. En 
muchos casos hay divisiones fundamentales sobre 
el papel apropiado del Estado. Algunos sectores de 
la población pueden querer que el Estado maximice 
su libertad. Desde la llamada perspectiva “liberal” 
(o “neoliberal”), un Estado con amplios poderes de 
intervención en los asuntos sociales y económicos 
es poco democrático porque limita la capacidad de 
la población para controlar su propio destino (y su 
dinero, sobre todo si los impuestos son elevados). 
Pero otros pueden creer que la democracia requiere 
que toda la población tenga ciertos derechos socia- 
les y económicos fundamentales, como el derecho a 
la educación, la asistencia médica y la vivienda. De 
acuerdo con esta perspectiva “socialdemócrata”, toda 
sociedad construida sobre patentes desigualdades no 
es verdaderamente democrática. Así, sus defensores 
apoyan un Estado intervencionista, con el poder y los 
ingresos fiscales suficientes para garantizar a todos 
un nivel de vida “decente”. Pero si una sociedad está 
profundamente dividida sobre el papel adecuado del 
Estado, ¿qué es la “voluntad general”? 

A veces, la población está tan dividida sobre un 
asunto controvertido que ni siquiera cabe alcanzar 
un consenso que englobe a la mayoría. Con frecuen- 
cia, la gente critica a los representantes electos por 
no resolver los problemas, pero los políticos suelen 
estar divididos porque los ciudadanos que les eligen 
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también lo están. Los diseños institucionales pueden, 
sin duda, magnificar estos problemas. La Constitu- 
ción de Estados Unidos, con sus frenos y equilibrios 
gubernamentales, dificulta deliberadamente la pro- 
mulgación de leyes. Otras democracias tienen sus 
propios problemas a la hora de tomar decisiones. El 
“bloqueo” o “punto muerto” de la democracia es un 
fenómeno frecuente. En estas circunstancias, o no se 
puede tomar ninguna decisión eficaz, o la decisión 
tomada ha de imponerse a la población (bien judi- 
cialmente, bien mediante un decreto del ejecutivo). 
En otros casos, la “voluntad general” puede ser in- 
cluso demasiado clara: puede reflejar el deseo de la 
mayoría de discriminar a las minorías. El principio 
democrático del gobierno de la mayoría comporta 
así el riesgo de producir la tiranía de la mayoría. 

La limitación del poder también puede resultar difí- 
cil. Una vez elegidas, las elites gobernantes y los cargos 
nombrados por ellas suelen disfrutar de considerable 
poder discrecional para tomar decisiones que podrían 
ser impopulares o flagrantemente discriminatorias 
antes de tener que enfrentarse con los votantes en las 
siguientes elecciones. Instituciones como la burocra- 
cia o los tribunales pueden llegar a tener una autoridad 
escasamente sometida a control. La influencia políti- 
ca de los grupos sociales privilegiados o las grandes 
corporaciones también puede ser difícil de contener, 
constituyan o no una elite de poder dominante. La 
financiación de partidos y candidatos políticos por 
parte de donantes ricos hace aumentar el poder del 
dinero en el proceso político y engrasa las ruedas de 
la corrupción, sobre todo, si se permiten las donacio- 
nes anónimas a los partidos. Mantener el apoyo de los 
propios votantes y tratar de lograr otros nuevos, puede 
incitar a los políticos a gastar el dinero del Estado en 
proyectos que beneficien a sus propios “clientes” polí- 
ticos. La mentira y otras formas de engaño por parte 
de representantes públicos pueden quedar impunes o 
incluso no ser detectadas. En suma, el abuso de poder 
puede ser menos flagrante en una democracia que en 
una dictadura, pero las democracias tampoco están 
exentas de esta lacra. 

Por último, la democracia puede intensificar y per- 
petuar los conflictos sociales en lugar de atenuarlos. 
La libertad de expresión da a los diferentes grupos la 
oportunidad no sólo de articular sus reivindicaciones 
abiertamente, sino también de lanzarse críticas y 
acusaciones, avivando así las llamas de la discordia. 
El derecho de asociación con propósitos políticos 
puede redundar en la constitución de formaciones 


partidistas y otras organizaciones basadas exclusiva- 
mente en un grupo étnico o religioso, enquistando así 
las divisiones sociales y dificultando los acuerdos. 

Si alguno de estos problemas se plantea, resulta 
difícil eludir las siguientes preguntas: ¿en qué medi- 
da es democrática la democracia? ¿Qué es entonces 
la democracia? Si queremos una concepción realista 
de lo que significa el término, debemos empezar por 
reconocer que ninguna definición de la democracia 
es suficiente. Como acabamos de ver, la gente tiene 
diferentes opiniones sobre lo que supuestamente 
debe lograr la democracia. Y la gente también difie- 
re sobre qué comportamientos de los representantes 
públicos o grupos sociales pueden considerarse 
verdaderamente “democráticos”. La democracia no 
es algo estático; puede manifestarse de diferentes 
formas y en distintos grados. 

Por consiguiente, este capítulo no se limitará a un 
solo concepto de democracia ni insistirá en una defi- 
nición “correcta” del término. El Capítulo 8 examinará 
varias formas institucionales de democracia y el Capí- 
tulo 9 presentará una serie de hipótesis sobre los facto- 
res condicionantes del surgimiento y de la estabilidad 
de las democracias. 


3. LAS CUATRO FACETAS DE LA DEMOCRACIA 


Una forma de matizar nuestra valoración de la de- 
mocracia es pensar en ella en función de sus cuatro 
aspectos o facetas: 


e La faceta I es el concepto de soberanía popular, 
que implica que las personas tienen el derecho de 
gobernarse a sí mismas. Para ejercer este derecho, 
o bien establecen un control directo sobre el go- 
bierno o bien articulan mecanismos efectivos para 
hacer a su gobierno formalmente responsable ante 
ellos, como las elecciones periódicas. 

e Lafaceta II consiste en ciertos derechos y libertades 
básicas que la ley debe garantizar a los ciudadanos. 
No pueden suprimirlos ni el Estado actuando en 
su nombre, ni las personas en el ejercicio de sus 
derechos soberanos, ni el gobierno de la mayoría. 

e La faceta III la constituyen los valores democráti- 
cos. La tolerancia, la justicia y el compromiso se 
encuentran entre los más importantes. 

e La faceta IV se centra en el concepto de democracia 
económica. Establece varios criterios de justicia o 
igualdad como componentes sociales y económicos 
de la democracia. 
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Cada una de estas facetas puede adoptar varias 
formas. La soberanía popular se puede ejercer bien 
directamente, es decir, a través del ejercicio activo 
de la autoridad gubernamental por parte del pueblo, 
bien indirectamente a través de los representantes 
elegidos por el pueblo. La lista de derechos y liber- 
tades que garantiza la democracia puede ser corta o 
larga. La democracia económica puede variar desde 
un vago compromiso con la igualdad de oportunida- 
des hasta la distribución sistemática de la riqueza de 
un país entre la población sobre una base de relativa 
igualdad. Como es de esperar, las diferencias no afec- 
tan sólo a la definición de la soberanía popular o de 
las otras tres facetas de la democracia, sino también a 
la cuestión de cómo llevar a la práctica estos distintos 
aspectos de la democracia. 


3.1. Principios fundamentales de la democracia 


A la vista de estas múltiples —y, hasta cierto punto, con- 
tradictorias— conceptualizaciones de la democracia, 
es legítimo plantearse si es posible encontrar una defi- 
nición del término basándose en elementos que todas 
las democracias compartan universalmente. Afortuna- 
damente existen varios principios fundamentales que, 
para la mayoría de los teóricos y activistas políticos del 
mundo, son absolutamente esenciales para calificar de 
democrático un sistema de gobierno. Estos principios 
básicos de la democracia son: (1) el Estado de derecho, 
(2) la inclusión y (3) la igualdad. 


El Estado de derecho 


El Estado de derecho es el principio según el cual 
el poder del Estado debe estar limitado por las leyes 
y nadie puede situarse por encima de ellas. Dicho 
de forma simple, el Estado de derecho significa que 
los gobernantes están sometidos al imperio de la ley. 
También significa que los poderes del gobierno para 
formular y aplicar las leyes deben estar limitados por 
constricciones legales. 

El Estado de derecho forma los cimientos sobre 
los que se erige el gobierno democrático. Requiere, 
en definitiva, que el Estado exprese con claridad las 
limitaciones de su autoridad en documentos oficia- 
les, como una Constitución escrita, o de alguna otra 
forma explícita, como la legislación. Sin el Estado de 
derecho, los representantes del gobierno podrían ejer- 
cer el poder sin límites, es decir, de modo absoluto (o 
legibus solutus, sin sujeción a las leyes). 


A pesar de su sencillez conceptual, el Estado de de- 
recho ha sido un bien escaso en la historia política de 
la humanidad. Surgió gradualmente en Gran Bretaña 
a lo largo de varios siglos, sometiendo lentamente a los 
sucesivos monarcas a limitaciones legales impuestas 
por el Parlamento, para concretarse ya durante el siglo 
XX en una democracia electoral. El Estado de derecho 
fue la piedra fundacional del sistema constitucional 
estadounidense desde los primeros días de la Repúbli- 
ca. Sin embargo, hasta la segunda mitad del siglo XX 
el Estado de derecho ha brillado por su ausencia en la 
mayoría de los países. Aunque estrictamente no hay 
Estado sin ley, pocos Estados tienen leyes que limiten 
de forma significativa el propio poder estatal. 

Antes de la Segunda Guerra Mundial, sólo unos 
pocos países —la mayoría de Europa Occidental— ha- 
bían logrado establecer gobiernos basados en el Esta- 
do de derecho. Muchos de ellos duraron poco tiempo 
sucumbiendo a la dictadura. El fascismo acabó con la 
democracia en Italia, Alemania y España, y la agresión 
nazi la destruyó en Francia y en otros países ocupados. 
Hasta después de la Guerra, estos países no lograrían 
establecer gobiernos democráticos basados en el Esta- 
do de derecho. Todavía hoy algunos países luchan por 
establecer, por vez primera, regímenes democráticos 
construyendo, por primera vez también, el principio 
del Estado de derecho. 

Lamentablemente, no todos los líderes políticos 
que se comprometen públicamente con el Estado de 
derecho observan siempre las limitaciones que éste 
impone. Con alarmante frecuencia, los representantes 
del gobierno o sus empleados violan los derechos 
civiles y políticos de la población y cometen toda 
suerte de prácticas corruptas, incluso en países 
donde el Estado de derecho lleva mucho tiempo 
consolidado. Si no se consagra el Estado de derecho 
como el primer principio de gobierno, la democracia 
no puede sobrevivir. 


La inclusión 


El principio de inclusión implica que toda la población 
adulta debe tener reconocidos los derechos democráti- 
cos, esto es, ser considerada ciudadana. La ciudadanía 
y los derechos que conlleva no se pueden negar a secto- 
res específicos de la población, como las mujeres o los 
grupos étnicos y/o culturales minoritarios. 

En otras palabras, si un país reconoce proce- 
dimientos democráticos tales como el derecho al 
voto, el derecho a la libertad de expresión y otros 
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explícitamente definidos, estos derechos políticos 
no pueden ser negados o limitados de forma discri- 
minatoria a segmentos particulares de la población. 
Todos los adultos integrantes de la comunidad deben 
ser incluidos en la categoría de ciudadanos; de otro 
modo, el sistema político se puede considerar, en el 
mejor de los casos, sólo parcialmente democrático. 

La inclusión también lleva a que todos los princi- 
pales grupos de la población —étnicos, religiosos, de 
clase social, etc.— tengan razones para sentir que es- 
tán mejor bajo una democracia que bajo otra forma 
no democrática de gobierno, siempre que ellos mismos 
observen las reglas y los procedimientos democráti- 
cos. Nadie debe ser sistemáticamente excluido de 
las ventajas que ofrece el proceso democrático. Si 
en un sistema político formalmente democrático las 
“reglas del juego” van en contra de grupos sociales 
específicos u operan constantemente en desventaja 
de algún grupo, hay que cuestionarse si es legítimo 
considerarlo como una democracia. Este resultado 
podría darse si, por ejemplo, los procedimientos 
electorales democráticos redundan en la permanen- 
te “tiranía de la mayoría” sobre las minorías. 

En realidad, casi todas las democracias alguna 
vez han reducido significativamente o han negado 
completamente ciertos derechos políticos a determi- 
nados grupos de la población. En algunos casos, la 
discriminación política abierta contra grupos socia- 
les señalados puede ser tan intencionadamente repre- 
siva como para hacernos dudar de las credenciales 
democráticas del país. La negación de los derechos 
electorales u otros derechos políticos a las mujeres, 
a determinadas clases o a minorías religiosas o étni- 
cas, plantea inevitablemente serias preguntas sobre 
en qué medida es realmente democrático este sistema 
político. La definición de ciudadanía en sí puede ma- 
nipularse deliberadamente con el fin de negar injus- 
tamente el voto a ciertos segmentos de la población, 
tal y como lo demuestran las experiencias recientes 
de los Estados bálticos. 


¿QUIÉN ES CIUDADANO?: 


El derecho al voto en los Estados bálticos 


Tres países que limitan con el Mar Báltico —Estonia, Letonia 
y Lituania— se convirtieron en Estados independientes 
entre 1918 y 1940. El 23 de agosto de 1939, poco más de una 
semana antes del estallido de la Segunda Guerra Mundial 
en Europa, Alemania y la Unión Soviética firmaron un 


pacto de no-agresión mutua (Pacto von Ribbentrop-Molotov) 
que incluía un protocolo secreto estableciendo el reparto 
entre ambas potencias de Polonia, Finlandia y los Estados 
bálticos. Conforme a dicho acuerdo, después de que el ejército 
alemán invadiera Polonia el 1 de septiembre de 1939, la 
Unión Soviética se anexionó los Estados bálticos en 1940, 
imponiendo inmediatamente una férrea dictadura comunista 
a su población. Sin embargo, la decisión de Hitler de permitir 
la dominación soviética en el área fue puramente táctica. 
Necesitaba temporalmente la abstención de Moscú mientras 
consolidaba el control nazi en el resto de la Europa continental. 
A principios del verano de 1941, Alemania atacó por sorpresa 
a la Unión Soviética. Cuando las tropas alemanas avanzaron 
hacia el Este, arrebataron rápidamente a los soviéticos la 
región báltica. Durante los años siguientes, las tres naciones 
bálticas estuvieron expuestas a los horrores sucesivos de la 
ocupación nazi y de los intentos soviéticos de recuperarlas. En 
1944 el ejército soviético logró expulsar por fin al alemán para, 
a continuación, reafirmar la soberanía de la Unión Soviética 
sobre sus recientes adquisiciones bálticas. Estados Unidos y 
sus aliados nunca reconocieron la legalidad de las anexiones 
soviéticas de los Estados bálticos, pero poco podían hacer 
para cambiar la situación. 

En agosto de 1991, con el poder soviético sumamente de- 
bilitado, Estonia, Letonia y Lituania declararon oficialmente 
su independencia de la Unión Soviética. En los tres Estados, 
el renacimiento de la soberanía nacional se vio acompañado 
de la democracia. Se adoptaron Constituciones democráticas 
con amplio apoyo popular y un sistema de varios partidos 
políticos remplazó rápidamente el gobierno comunista de un 
sólo partido. Pero especialmente en Estonia y Letonia, el esta- 
blecimiento de los derechos políticos y las libertades democrá- 
ticas coincidió con flagrantes intentos por parte de la mayoría 
étnica de excluir a las minorías del proceso democrático. 

Cuando la Unión Soviética se anexionó los Estados bálticos 
en 1940, la etnia estonia constituía el 88 por ciento de la po- 
blación total de Estonia, y la etnia letona el 77 por ciento de la 
población de Letonia. Durante décadas de gobierno soviético, 
se llevó a cabo una intensa política de “rusificación” de estas 
repúblicas, para lo cual se trasladaron cantidades elevadas de 
ciudadanos rusos a estas repúblicas. Como resultado, en 1991, 
sólo el 61 por ciento de la población de Estonia (1.600.000) 
era de etnia estonia; el resto eran minorías étnicas, entre las 
que predominaban los rusos, con el 30 por ciento de la po- 
blación total. La población de Letonia (2.500.000 habitantes) 
se diversificó incluso más, con sólo el 52 por ciento de etnia 
letona y un 34 por ciento de rusos. Como resultado, los letones 
hoy constituyen una minoría en las ciudades más grandes 
del país. La población de Lituania (3.700.000 habitantes a 
principios de la década de 1990) era menos heterogénea, pero 
también étnicamente mixta, con el 80 por ciento de habitantes 
de etnia lituana, el 9 por ciento de rusos, y el resto formado 
por otros grupos, como los ucranianos, bielorrusos, etc. En 
los tres países, la mayoría de los rusos no hablaba la lengua 
de la mayoría étnica. Su presencia no era grata para grandes 
segmentos de la mayoría étnica nativa, porque constituía un 
recuerdo constante de su dominación por la Unión Soviética. 

En 1992 Estonia estableció una nueva ley de ciudadanía 
que privaba de la ciudadanía plena a casi todos los 600.000 
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habitantes del país de etnia rusa, negándoles en la práctica 
el derecho al voto y otros derechos democráticos. En 1993 el 
Parlamento estonio aprobó una Ley de Extranjería que clasi- 
ficaba como “extranjeros”, y, por tanto, no ciudadanos, a las 
personas que establecieron su residencia en Estonia después 
de 1940 y a sus descendientes. A estas personas se les exigió 
que solicitaran un estatus especial de “residente permanente”, 
pero a muy pocos se les permitió acceder a la ciudadanía. 

Letonia siguió un camino semejante. Una regulación del 
Parlamento letón en 1991 otorgó plena ciudadanía sólo a 
quienes eran ciudadanos de Letonia antes de 1940 y a sus des- 
cendientes. A nadie más, ni siquiera a la gran minoría rusa, 
se le permitió solicitar la ciudadanía si no había vivido en 
Letonia al menos durante 16 años, demostraba tener un cierto 
nivel de conversación en la lengua letona y cumplía otras con- 
diciones adicionales. Estas directrices suprimieron el derecho 
al voto a cerca de 700.000 personas, es decir, a casi un tercio 
de la población del país en edad de votar. Otra ley aprobada en 
1994 limitó de forma estricta el número de letones de etnia no 
letona que podrían adquirir la ciudadanía en 2000. 

Estos esfuerzos por negar el derecho al voto y otros requi- 
sitos de la ciudadanía democrática a las minorías étnicas 
fueron muy criticados por el gobierno de Estados Unidos y 
también, muy especialmente, por la Unión Europea, que, 
aprovechando el interés de estos Estados por convertirse en 
miembros de la Unión, impulsó medidas que mejoraran la 
situación de los ruso-hablantes. En consecuencia, los Go- 
biernos de Estonia y Letonia suavizaron significativamente 
sus restricciones iniciales de los derechos de la minoría rusa 
e iniciaron un proceso de “naturalización” destinado a con- 
ceder la ciudadanía estonia a la minoría rusa. Sin embargo, 
estos procesos no se han completado totalmente, ya que en 
2004 todavía había cerca de 160.000 ruso-parlantes que, al 
no hablar estonio, no podían acceder a la nacionalidad esto- 
nia, aunque sí votar en las elecciones locales. 

En Letonia, cerca de una quinta parte de la población 
carece de plenos derechos de ciudadanía. Aunque el Parla- 
mento abolió en 2002 la ley que imponía hablar letón con 
fluidez a los candidatos a las elecciones locales y nacionales, 
el cambio ha significado poco para quienes la ley excluye 
de la plena ciudadanía, ya que no pueden votar en las elec- 
ciones locales y estatales. Además, ese mismo año la lengua 
letona se adoptó como única lengua oficial del Parlamento 
nacional y las asambleas locales. A los no ciudadanos se les 
prohíbe también ocupar algunos cargos públicos. 

Lituania, por su parte, amplió en 1992 la ciudadanía a 
todas las personas que habían nacido allí, incluyendo así 
a cerca del 90 por ciento de todas las minorías étnicas no 
lituanas. No obstante, los grupos minoritarios étnicos que 
habitaban el país se han quejado con frecuencia de padecer 
discriminación por parte de la mayoría lituana. Todo esto lle- 
vó a la Unión Europea a demandar a las autoridades lituanas 
que aceleraran el proceso de naturalización como requisito 
previo para ingresar en la Unión el 1 de mayo de 2004. 

En 2004 los tres Estados bálticos se incorporaron a la 
Unión Europea, manteniéndose sus políticas de ciudadanía 
con respecto a la minoría ruso-parlante bajo la estrecha su- 
pervisión del Consejo de Europa. 


La igualdad 


Mientras el principio de inclusión establece que 
todos debemos disfrutar de derechos y libertades 
democráticos, el principio de igualdad implica que 
esos derechos y esas libertades han de distribuirse 
entre todos por igual. Ningún grupo o segmento de 
la población debe obtener más derechos o libertades 
que otro. Este principio ha de aplicarse, sobre todo, 
con respecto a los derechos políticos básicos, como el 
derecho al voto, el derecho a la libertad de expresión, 
de asociación y de reunión, así como otros derechos 
que vinculan directamente a los ciudadanos con el 
Estado. Si las reglas y prácticas de la democracia 
se llegan a distorsionar de tal modo que niegan el 
disfrute de estos derechos a algunos segmentos de la 
sociedad en pie de igualdad con los demás, la demo- 
cracia queda menoscabada. 

Así, si para ejercer el derecho al voto algunos miem- 
bros de la sociedad deben cumplir condiciones más 
estrictas que otros, la distribución de los derechos 
políticos es desigual. De forma similar, si las leyes del 
país se aplican de forma discriminatoria y algunos 
grupos resultan mejor tratados que otros, el gobierno 
está violando el principio de “igualdad ante la ley”, un 
derecho civil básico en una democracia. 

Sin embargo, el concepto de igualdad es complejo. 
Puede adquirir diferentes significados en función 
del contexto. Para empezar, es importante distinguir 
entre el principio de igualdad y el principio de equi- 
dad. Equidad significa justicia. Esto requiere dar a 
las personas una oportunidad razonablemente justa 
de realizar sus deseos y mejorar su bienestar bajo las 
mismas leyes que se aplican a los demás. No implica 
que todos empiecen desde la misma situación social 
o económica ni acaben en la misma posición. Los 
ricos normalmente tienen más ventajas políticas y 
sociales que los pobres, pero el principio de equidad 
no implica igualar la riqueza de manera que nadie 
sea rico o pobre; simplemente insiste en que a los 
menos favorecidos económicamente se les dé una 
oportunidad justa para mejorar su bienestar econó- 
mico, social o político. La sociedad puede fomentarlo 
proporcionando universalmente (es decir, a todos los 
ciudadanos), a bajo o ningún coste, educación pública 
de calidad, asistencia médica, asistencia legal y otras 
prestaciones semejantes. 

Igualdad, en cambio, es un concepto más riguroso. 
Implica que todos debemos ser, en última instancia, 
iguales, bien en materia de derechos políticos (por 
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ejemplo, el derecho a votar), bien por lo que a con- 
diciones sociales y económicas se refiere. Si todos 
fuésemos verdaderamente iguales en términos so- 
cioeconómicos, todos tendríamos aproximadamente 
la misma cantidad de riqueza y no habría distincio- 
nes de clase. Muy a menudo, cuando las personas 
usan el término igualdad, se están refiriendo en 
realidad a “equidad”; debemos ser conscientes de 
esta distinción. 

Si bien existe el acuerdo general de que las demo- 
cracias deben reconocer a sus ciudadanos igualdad 
política, el asunto de la igualdad económica siempre 
resulta controvertido. Algunos opinan que las demo- 
cracias deben otorgar a sus ciudadanos la máxima 
libertad posible para conseguir sus objetivos con la 
mínima interferencia del Estado, sin importarles 
demasiado que de ello se deriven disparidades y se 
creen diferentes niveles de riqueza en la sociedad. En 
contra de esta perspectiva, otros mantienen que la 
igualdad de derechos políticos debe ir acompañada 
de alguna forma de igualdad de derechos económicos 
y sociales. Más adelante, en este capítulo, examinare- 
mos algunas de estas controversias. 

En resumen, las cuatro facetas de la democracia se 
fundamentan en las nociones del Estado de derecho, 
la inclusión y la igualdad. 


3.2. Formas de democracia mínimas y máximas 


Como ya hemos señalado, las cuatro facetas de la de- 
mocracia adoptan diferentes formas y grados. Para 
comprender estas diversas posibilidades, debemos 
pensar que cada faceta contiene una variante mí- 
nima y otra máxima. La concepción mínima parte 
de ciertos criterios básicos para definir y poner en 
práctica las diversas facetas de la democracia. De 
acuerdo con esta concepción, se puede afirmar que 
las democracias exigen ciertos niveles mínimos de so- 
beranía popular, derechos y libertades civiles, valores 
democráticos y democracia económica. A buen segu- 
ro, no todos estarán de acuerdo con esta formulación 
y la discusión sobre los criterios necesarios para que 
una democracia exista dista de estar cerrada. 

La concepción máxima amplía el grado o la 
medida de la democracia en cada faceta hasta el 
nivel superior. En general, las formas máximas de 
democracia se pueden considerar deseables, aunque 
no absolutamente necesarias para que se dé una 
democracia. Pero no cabe pasar por alto que las 
que para unos son formas máximas de democracia, 


para otros constituyen formas mínimas y, por tanto, 
esencialmente constitutivas de un régimen democrá- 
tico. Estas distinciones se entenderán mejor cuando 
examinemos, a continuación, las diversas facetas de 
la democracia. 


4. FACETA I: LA DEMOCRACIA COMO 
SOBERANÍA POPULAR 


Recordemos que por soberanía popular se entiende 
que los ciudadanos tienen el derecho a determinar 
cómo han de ser gobernados. En otras palabras, los 
ciudadanos constituyen la fuente de la legitimidad 
del Estado; son soberanos en la medida en que eligen 
libremente sus instituciones de gobierno y a sus re- 
presentantes públicos; tienen el derecho a determinar 
las acciones y las políticas que adopta el gobierno, así 
como también a considerar a sus gobernantes res- 
ponsables de sus acciones. 

Así concebida, la soberanía popular es un aspecto 
esencial de la democracia. Sin ella, la democracia sería 
imposible. La palabra misma democracia se deriva de 
las palabras griegas demos, que significa “pueblo”, y 
kratia, que significa “autoridad” o “gobierno”. Literal- 
mente, la democracia significa “gobierno del pueblo”. 

La soberanía popular implica dos conceptos clave: 
participación y rendición de cuentas. Si el pueblo es 
soberano, tiene el derecho a participar en la política. 
También le asiste el derecho de considerar a sus 
gobernantes responsables de sus acciones. Es más, 
el principio del Estado de derecho exige que las 
democracias garanticen legalmente a todos los ciu- 
dadanos la participación y la posibilidad de exigir 
responsabilidades a quienes les gobiernan. 

Pero, ¿cómo participan las personas en la vida polí- 
tica? Durante más de dos mil años las experiencias de 
numerosos sistemas políticos democráticos y las ideas 
que han expresado los teóricos de la democracia han 
producido una serie de respuestas diferentes a esta 
pregunta. Aquí nos vamos a ocupar de dos de ellas: la 
democracia representativa y la democracia directa. 

La democracia representativa realiza los objeti- 
vos de la participación ciudadana y la rendición de 
cuentas del gobierno principalmente a través de mé- 
todos indirectos, sobre todo, mediante la elección de 
representantes políticos. La democracia directa, en 
su sentido más puro, permite a todos los ciudadanos 
adultos participar directamente en la toma de deci- 
siones políticas de su comunidad. En este sistema, el 
pueblo es el gobierno. 
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4.1. Democracia representativa 


En una democracia representativa, las elecciones 
son el mecanismo principal por el que el pueblo 
ejerce sus derechos soberanos de participar en la 
política y hacer que sus representantes electos den 
cuenta de sus acciones. En el mundo contemporá- 
neo, la democracia representativa es principalmente 
una democracia electoral. Las elecciones, al posibi- 
litar la remoción de los gobernantes, constituyen la 
forma más importante de rendición de cuentas en 
una democracia. 

Para cumplir su tarea de asegurar la participación 
ciudadana y la rendición de cuentas eficazmente, los 
procedimientos electorales deben cumplir ciertos cri- 
terios básicos. Tales procedimientos deben ser: 


e significativos: los cargos que se proveen mediante 
el proceso electoral deben revestir considerable 
autoridad, incluida la de aprobar leyes y nombrar 
autoridades públicas; 

e competitivos: ha de existir verdadera competición 
para ocupar los cargos electos. Como mínimo, no 
debe haber leyes o prácticas que puedan impedir 
la competición o que garanticen que los candidatos 
participen sin oposición; 

e libres: los electores deben tener la libertad de votar 
por su opción preferida, o incluso de no acudir a 
votar o de votar en blanco. No deben experimen- 
tar ninguna forma de coerción o intimidación por 
parte de las autoridades públicas o por individuos 
u organizaciones ajenas al Estado; 

e secretos: para proteger la confidencialidad de la 
opción de los votantes, las elecciones deben cele- 
brarse mediante el voto secreto; 

e justos y transparentes: los procedimientos utiliza- 
dos para seleccionar a los candidatos, realizar las 
elecciones y contar los votos no deben basarse en 
el favoritismo, la discriminación, el fraude o cual- 
quier otra forma de injusticia que perjudique a los 
participantes o la población en su conjunto; 

e periódicos: las elecciones deben celebrarse a inter- 
valos regulares, al menos cada cuatro o cinco años, 
para que los votantes puedan ejercer sus derechos 
de atribución de la responsabilidad, y los perdedo- 
res tengan una oportunidad de volver a participar; 

e inclusivos: todos los adultos mayores de cierta 
edad (en la mayoría de las democracias, 18 años) 
deben tener el derecho al voto, con mínimas ex- 
cepciones razonables; 


e igualitarios: los derechos electorales se deben distri- 
buir con igualdad entre los individuos, de acuerdo 
con el principio de “una persona, un voto”. 


Además de votar en las elecciones, los ciudadanos 
pueden participar en la política electoral asumiendo 
un papel activo en un partido político o trabajando 
para un candidato en tiempos de elecciones. Pueden 
también participar en el proceso político expresan- 
do públicamente sus opiniones sobre cuestiones 
que afectan a su comunidad. Las democracias más 
modernas proporcionan una serie de oportunidades 
para la expresión libre y abierta de la opinión pública. 
En algunas democracias existe la tradición de que la 
gente escriba a sus representantes electos para ha- 
cerles saber su postura sobre determinados asuntos, 
de que participen en foros comunitarios donde los 
ciudadanos tienen la oportunidad de dirigirse a sus 
representantes, y de que formen organizaciones con 
personas que piensen de forma semejante para dar 
publicidad a su causa. Los ciudadanos también pue- 
den contestar a preguntas de encuestas de opinión 
que realizan las empresas u organismos de investiga- 
ción demoscópica. 

Estos y otros mecanismos de expresión pública 
cumplen la importante función de influir, aunque 
indirectamente, sobre la agenda política. Dan a la 
población la oportunidad de expresar sus priorida- 
des y puntos de vista, para que los gobernantes y los 
partidos los incorporen a sus programas políticos. En 
definitiva, permiten a la ciudadanía participar, limi- 
tadamente, en la toma de decisiones políticas. 

La soberanía popular exige apertura y transparen- 
cia política. Idealmente, los representantes políticos 
deben compartir con la población la información re- 
levante respecto a las decisiones que toman. La esfera 
de secretismo gubernamental en una democracia 
debe ser lo más reducida posible, mientras la de go- 
bierno transparente y abierto debe ser lo más extensa 
posible. Los gobernantes y funcionarios públicos que 
incumplen este requisito implicándose, a espaldas 
de la opinión pública, en actos ilegales o éticamente 
reprobables vulneran gravemente la democracia. Las 
democracias deben, por tanto, vigilar el funciona- 
miento de las instituciones públicas e investigar las 
acusaciones de mal uso del poder. 

Por la misma regla, la apertura requiere un flujo 
libre de información. De ahí que la libertad de prensa 
y la libertad de acceso a las múltiples fuentes de infor- 
mación que influyen sobre las decisiones del gobierno 
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constituyan elementos fundamentales de la soberanía 
popular. La censura y la divulgación deliberada de 
información confusa son técnicas de control típicas 
de las dictaduras. 

¿En qué medida es democrática una democracia 
representativa? La esencia de la democracia repre- 
sentativa consiste en la delegación del poder y de 
la responsabilidad gubernamentales, por parte del 
conjunto de la ciudadanía, en un pequeño número 
de personas. En todas las democracias del mundo 
contemporáneo, las tareas reales de gobierno las 
realiza una porción sumamente pequeña de la po- 
blación del país. También constituyen una minoría 
los empleados públicos de alto nivel con importantes 
responsabilidades en la adopción de decisiones. Al 
formar una porción tan pequeña de la población, las 
personas que ocupan cargos de autoridad guberna- 
mental constituyen una elite. 

En otras palabras, las democracias representativas 
están gobernadas por elites políticas. Por necesidades 
prácticas, estas elites gobernantes disfrutan de una 
cantidad considerable de discrecionalidad para tratar 
los asuntos de la comunidad. Como señalamos en el 
Capítulo 5, la democracia moderna opera conforme 
al principio del elitismo democrático. En lugar de 
basarse en el concepto del “gobierno por el pueblo”, 
la democracia, tal y como hoy la conocemos, equivale 
al gobierno por parte de elites que rinden cuentas al 
pueblo. Implica una compleja mezcla de soberanía 
popular y toma de decisión de las elites. Las eleccio- 
nes proporcionan el principal mecanismo mediante el 
cual el pueblo puede pedir cuentas a las autoridades 
gubernamentales e influir en sus decisiones. 

Robert Dahl, uno de los teóricos más importantes 
de la democracia moderna, ideó el término de poliar- 
quía para captar esa realidad. Mientras “democracia” 
significa el “gobierno del pueblo”, “poliarquía” signi- 
fica literalmente el “gobierno de muchos”. En su libro 
La poliarquía (1971), Dahl usa este término como 
sinónimo de la democracia moderna que surgió en 
el siglo XIX y se desarrolló en el XX. Las poliarquías 
son democracias a gran escala que gobiernan países 
enteros, por lo que no resulta factible en ellas la de- 
mocracia directa. De esta forma, combinan, de un 
lado, la adopción de decisiones por parte de las elites 
con la participación de las masas; y de otro lado, la 
competencia por el poder con la rendición de cuentas 
de las elites gobernantes a los gobernados. 

Dahl reserva el término “democracia” para la con- 
cepción ideal de ésta, y utiliza la expresión “poliarquía” 


para denominar a las democracias realmente exis- 
tentes. Éstas son regímenes “relativamente” demo- 
cráticos, muy representativos y abiertos al debate pú- 
blico. Para Dahl, la poliarquía constituye, por tanto, 
la realidad más cercana a la democracia entendida 
como ideal. Como poliarquías cabe identificar a to- 
dos los regímenes que han llegado a unos niveles de 
participación en el debate público y de representación 
política bastante aceptables. 


4.2. Democracia directa 


A diferencia de la democracia representativa, la 
democracia directa se caracteriza por el ejercicio 
directo del gobierno por parte del pueblo. Es el “go- 
bierno por el pueblo” en su sentido más literal. Los 
ejemplos reales de democracia directa son sumamen- 
te raros. En el mundo antiguo, algunas ciudades-es- 
tado griegas, sobre todo Atenas, tenían sus propias 
variedades de esta forma de gobierno. Durante los 
mejores años de la democracia ateniense, desde al- 
rededor del 500 al 300 a. de J.C., a los ciudadanos 
se les reconocía el derecho a participar en debates 
públicos sobre cuestiones que afectaban a la ciudad 
y a formular y votar propuestas para abordarlas. De 
hecho, los ciudadanos eran los legisladores. El poder 
político ejecutivo era principalmente un cuerpo ad- 
ministrativo encargado de realizar los deseos de los 
ciudadanos; tenía escasa autoridad para emprender 
iniciativas políticas importantes y lo ostentaban 
normalmente ciudadanos elegidos al azar para 
ejercer sus cargos durante un año. La ciudad-estado 
de Ginebra del siglo XVIII ilustra otra versión de la 
democracia directa. 

Sin embargo, ninguno de estos ejemplos de demo- 
cracia directa clásica presentaba niveles muy altos de 
inclusión o igualdad. Tanto la antigua Atenas como 
la Ginebra del siglo XVIII negaban los derechos de 
ciudadanía a las mujeres. Determinadas categorías 
de varones estaban también excluidas. Los esclavos, 
los nacidos fuera del territorio (extranjeros) y los 
hombres que no cumplían ciertos requisitos patri- 
moniales no estaban incluidos en los procedimientos 
de autogobierno de Atenas. Se estima que sólo dos 
de cada cinco atenienses adultos disfrutaban de los 
derechos de ciudadanía. Ginebra imponía también 
requisitos de propiedad para disfrutarlos. Más aún, 
la democracia de Ginebra otorgaba bastantes pode- 
res de decisión a elites que ejercían el poder político 
de una manera rutinaria. El derecho a participar 


136 Política y ciencia política: Una introducción 


en procedimientos democráticos directos fue lige- 
ramente más abierto en las asambleas municipales 
de pequeñas ciudades de Estados Unidos, una forma 
de democracia directa que prevaleció en la Nueva 
Inglaterra del siglo XVI. Incluso con semejantes 
derechos de participación limitados, estas democra- 
cias directas del pasado debieron funcionar sólo a 
pequeña escala. 

Aunque las democracias directas no existen como 
modo de gobierno de grandes grupos en el mundo 
actual, es posible ampliar la participación de los 
ciudadanos en la toma de decisiones entre los dos 
extremos de la democracia representativa y la de- 
mocracia directa. Una posibilidad es la democracia 
plebiscitaria. La otra es una posibilidad mucho 
más novedosa que está evolucionando gracias a los 
últimos desarrollos en la tecnología de las comuni- 
caciones: la llamada tecnodemocracia. 


4.3. Democracia plebiscitaria 


El término “plebiscitario” se deriva del latín plebs, 
que se refiere al pueblo llano de la antigua Roma 
frente a la elite patricia. En el transcurso del siglo 
XX, una serie de democracias representativas han 
dado a sus ciudadanos la oportunidad de votar so- 
bre cuestiones políticas específicas en un referendo 
(o plebiscito). En Estados Unidos, los referendos 
son bastante habituales en los niveles local (de los 
municipios) y estatal (de los Estados federados) de 
gobierno, pero no se han empleado en el nacional 
(federal). En Canadá se han celebrado varios refe- 
rendos en Québec a propósito de su posible secesión. 
Varios países de Europa Occidental han celebrado 
referendos sobre la incorporación a la Unión Euro- 
pea, entre otras cuestiones. En España, el artículo 
92 de la Constitución es el que regula la convocatoria 
de referendos. De acuerdo con él, en 1986 se celebró 
el referendo sobre la incorporación de España a la 
OTAN, y en 2005 sobre el Tratado por el que se esta- 
blece una Constitución para Europa. 

En algunos casos, los resultados de un referendo 
son vinculantes para los representantes del gobierno; 
en otros, los resultados son meramente consultivos y, 
aunque arrojan información relevante sobre el sentir 
de la sociedad, no comprometen las decisiones polí- 
ticas. En cualquier caso, los referendos constituyen 
un mecanismo electoral que se encuentra a medio 
camino entre la democracia representativa y la de- 
mocracia directa. 


4.4. Tecnodemocracia 


Los sorprendentes avances de la tecnología de la co- 
municación en nuestros días ofrecen una oportunidad 
sin precedentes de potenciar la capacidad de los ciuda- 
danos para transmitir sus deseos a sus representantes 
de forma directa e instantánea. El teléfono, el fax, las 
páginas web, el correo electrónico, los chats y otros 
mecanismos semejantes abren la extraordinaria po- 
sibilidad de crear un tipo de democracia semidirecta 
de alta tecnología en las poliarquías representativas 
de hoy. 

Al margen de estas dos formas —referendos y 
nuevas tecnologías— de participación directa de los 
ciudadanos en la política, hace ya algunos años que 
se viene experimentando en el nivel local con otras 
formas de involucrar a los ciudadanos en el proceso 
de deliberación y adopción de decisiones sobre asun- 
tos que les conciernen directamente. Tras la experien- 
cia pionera con los “presupuestos participativos” de 
Porto Alegre (Brasil), muchas otras localidades de 
muy diversos países han empezado a contar con la 
opinión de sus ciudadanos a la hora de marcar las 
prioridades de asignación de los recursos públicos. 
En España, han cobrado especial relieve las experien- 
cias de presupuestos participativos desarrolladas en 
los municipios de Rubí y Sabadell (en la provincia de 
Barcelona), así como de Córdoba. 


5. FACETA II: LA DEMOCRACIA COMO 
DERECHOS Y LIBERTADES 


Para los padres fundadores de Estados Unidos, el 
propósito más importante del gobierno consistía 
en garantizar determinados derechos y libertades 
individuales, protegiendo así, mediante el Estado 
de derecho, a los ciudadanos frente a la tiranía de 
cualquier tipo. Apoyaron un sufragio limitado, 
reservando “el consentimiento del gobernado” a los 
varones de cierta edad y con una renta determinada 
(sufragio censitario). En su opinión, una democra- 
cia de masas basada en el sufragio universal —en 
todo caso, excluyente de las mujeres y de los ne- 
gros— representaba, en realidad, una amenaza para 
la supervivencia de la libertad política porque la 
mayoría no instruida podía hacer mal uso de sus de- 
rechos de voto eligiendo a un tirano. Esta es la razón 
por la que la palabra “democracia” no aparece en la 
Constitución de Estados Unidos. La mejor forma de 
gobierno que los fundadores podían imaginarse era 
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TABLA 8.1 


Lista de libertades y derechos democráticos mínimos 


1. El derecho a la vida y a la seguridad de la propia persona y la propiedad frente a la interferencia del gobierno, siempre 


que no haya indicios de actividad ilegal. 


2.Las libertades de pensamiento, opinión y expresión (incluida la libertad de prensa). 


3.Las libertades de conciencia y credo religioso. 


4.El derecho a votar en elecciones significativas, justas, transparentes y competitivas, y a poder pedir cuentas a los re- 


presentantes del gobierno. 


5.El derecho a reunirse y organizarse de forma pacífica con fines políticos. 


6.La libertad de movimiento, es decir, el derecho a viajar libremente dentro y fuera de las fronteras del país y a vivir 


donde uno elija. 


7. El derecho a un trato igual bajo la ley y a garantías legales, incluido el derecho a un juicio justo. 


8.El derecho a poseer, a comprar y a vender propiedad privada, y a participar en actividades empresariales privadas. 


9. El derecho a una educación obligatoria financiada por el Estado. 


una república de poderes estrictamente limitados 
bajo la dirección de hombres muy parecidos a ellos: 
ilustrados, socialmente respetables y activamente 
dedicados a prevenir el gobierno despótico. 

No sería hasta 1791 cuando los padres fundadores 
codificaron unos derechos y unas libertades que 
consideraban sacrosantos. Conocida como Carta de 
Derechos, estas garantías legales frente al exceso 
de poder gubernamental se ratificaron a finales de 
ese año en las primeras diez enmiendas de la nueva 
Constitución de Estados Unidos que, de hecho, había 
entrado en vigor hacía dos años. Entre estos derechos 
figuran la libertad religiosa, de expresión, de prensa y 
de asociación (Primera Enmienda); el derecho a llevar 
armas, considerado necesario para “una milicia bien 
ordenada” (Segunda Enmienda); el derecho a la segu- 
ridad frente a inspecciones y detenciones arbitrarias 
(Cuarta Enmienda); el derecho a no ser juzgado dos 
veces por el mismo delito y a no declararse culpa- 
ble, así como también a “no ser privado de la vida, 
la libertad, la propiedad sin el debido proceso legal” 
(Quinta Enmienda); y la prohibición de las “penas 
crueles y desusadas” (Octava Enmienda). En ningún 
lugar de la Constitución original de Estados Unidos, 
o en ninguna de las primeras diez enmiendas, figura 
explícitamente el derecho al voto. 

¿Podemos hacer una lista de derechos y libertades 
y considerar unos y otras absolutamente esenciales 
para una democracia moderna? Probablemente, mu- 
chos teóricos considerarán que la lista de la Tabla 8.1 
contiene los derechos y las libertades fundamentales 


que permiten distinguir una democracia de un régi- 
men no democrático. Por consiguiente, se trata de 
una lista de criterios mínimos: en un nivel mínimo 
se puede afirmar que tales derechos y libertades han 
de garantizarse por ley para que el sistema político 
de un país sea considerado democrático. No obstan- 
te, debemos tener en mente nuestra advertencia ini- 
cial de que ninguna definición de democracia será 
del agrado de todo el mundo. A algunas personas les 
gustaría aumentar esta lista de criterios mínimos e 
incluir derechos o libertades adicionales que consi- 
deran fundamentales. Y no debemos olvidar también 
que pueden surgir graves conflictos en torno a cómo 
interpretar y aplicar esos criterios mínimos. 
Algunos podrían objetar que el derecho a la 
propiedad privada, y particularmente el derecho a 
beneficiarse de la actividad empresarial privada, 
no es necesariamente un derecho democrático fun- 
damental. Estas personas argúirían que es posible 
tener una verdadera democracia sin esos derechos. 
Pero también otras personas querrían que se inclu- 
yeran en esa lista de derechos civiles, políticos y de 
propiedad, otros derechos sociales o económicos, 
como el derecho al trabajo o a la asistencia sanita- 
ria. De hecho, la Declaración Universal de Derechos 
Humanos de 1948 contiene varias disposiciones de 
este tipo (así, por ejemplo, el artículo 22 declara que 
“toda persona, como miembro de la sociedad, tiene 
derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el 
esfuerzo nacional y la cooperación internacional (...) 
la satisfacción de los derechos económicos, sociales 
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y culturales, indispensables a su dignidad y al libre 
desarrollo de su personalidad). 


6. FACETA III: LA DEMOCRACIA COMO 
SISTEMA DE VALORES 


Las primeras dos facetas de la democracia tratan 
principalmente de los derechos civiles y políticos de 
los ciudadanos frente al Estado. Pero, ¿son suficientes 
estos derechos para establecer una democracia? 
Mucha gente diría que el procedimiento electoral 
asociado a la faceta 1 y los derechos y las libertades 
enumerados en la faceta II son necesarios, pero no 
suficientes para establecer una verdadera democracia. 
La democracia, desde este punto de vista, también re- 
quiere la observancia de ciertos valores centrales. De 
estos valores o normas, los más importantes son: 


e justicia, que significa que todos los grupos de la 
sociedad deben ser tratados equitativamente, y 
ninguno debe negar oportunidades a otros sobre la 
base de la discriminación sistemática; 

e tolerancia, que supone respeto a los que son dife- 
rentes de nosotros y disposición a vivir en armonía 
con ellos; 

e consenso, que es el esfuerzo por reconciliar nues- 
tras diferencias sobre la base de la cooperación, la 
negociación justa y la disposición mutua a hacer 
concesiones; 

e fiabilidad, que requiere que los miembros de la 
sociedad, y particularmente los políticos y fun- 
cionarios, se comporten de modo que inspiren 
confianza en su integridad y honestidad; 

e compromiso con la resolución pacífica de las dispu- 
tas internacionales, utilizando la fuerza sólo como 
último recurso en las relaciones internacionales. 


Se puede afirmar que estos valores centrales 
ejemplifican el “espíritu de la democracia”. En una 
democracia que merezca tal nombre, los líderes 
políticos y todos los implicados en la vida social y 
política del país deben no sólo adoptar públicamente 
estos valores, sino también ponerlos en práctica de 
forma eficaz, recurriendo, si fuese necesario, a la 
autoridad del Estado. En la medida en que son am- 
pliamente adoptadas y rigurosamente aplicadas, estas 
normas contribuyen a que las democracias realicen 
los principios de inclusión e igualdad. Promueven la 
inclusión insistiendo en que todos tenemos derecho 
a ser tratados sobre una base justa y no discrimina- 


toria, al margen de la religión, la raza, el sexo u otra 
característica. Fomentan la igualdad porque subra- 
yan la dignidad y el valor intrínseco igual de todos 
los seres humanos, al margen de la riqueza, el talento 
u otros signos de distinción individual. En el marco 
internacional, los valores democráticos también pro- 
mueven la paz porque descartan la agresión directa y 
reservan el uso de la fuerza para la autodefensa o la 
defensa de los aliados. 

Igual que las dos primeras facetas de la democracia, 
la faceta III admite variantes mínimas y máximas. En 
un nivel mínimo, cabe afirmar que las democracias 
deben rechazar la discriminación sistemática de cier- 
tos grupos sociales. Las democracias deben al menos 
abstenerse de usar la ley para practicar esas formas 
de discriminación social. Cuando los gobiernos ha- 
cen leyes que excluyen de derechos a determinados 
grupos, institucionalizan la discriminación y violan 
el espíritu de la democracia. 

Desde un concepto más amplio de los valores de- 
mocráticos, cabría argumentar que las democracias 
deben usar también la ley para impedir la discri- 
minación injusta o los actos de intolerancia en los 
intercambios privados. Obviamente, las restricciones 
legales contra esta discriminación privada pondrían 
límites al derecho a disponer de la propia propiedad 
y a implicarse en transacciones empresariales pri- 
vadas, incluido en la lista de derechos democráticos 
fundamentales de la Tabla 8.1. Los defensores de que 
los gobiernos intervengan contra este tipo de discri- 
minación replicarían que el derecho a implicarse 
en transacciones empresariales privadas no debería 
ser un derecho absoluto, sino que tendría que estar 
limitado por ley para impedir la violación de otros 
elementos esenciales de la democracia, como el dere- 
cho a un trato no discriminatorio y justo. El conflicto 
entre los derechos de propiedad privada y el derecho 
aun trato igual y justo aún plantea problemas espino- 
sos en muchas democracias. 

De acuerdo con una concepción todavía más 
amplia de las normas democráticas, los gobiernos 
deben ir más lejos y no escatimar esfuerzos para 
ayudar a grupos que son o han sido objeto de dis- 
criminación. Para ello se propone la aprobación de 
leyes o medidas de “acción positiva” (denominadas, 
a veces, medidas de “discriminación positiva”), al 
objeto de compensar las desventajas de partida de 
determinados grupos (en función de su raza, sexo, 
nacionalidad, etc.). Medidas de este tipo serían, por 
ejemplo, las cuotas, esto es, la reserva de plazas 
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(para los grupos infra-representados) a la hora de 
acceder a determinados puestos de trabajo u opcio- 
nes educativas. A veces, estas leyes han provocado la 
oposición de personas que afirman que la preferen- 
cia legalmente sancionada por las minorías equivale 
a invertir la discriminación, redundando en un trato 
injusto para las mayorías. Sin embargo, los grupos 
infra-representados a los que se pretende ayudar 
con “acciones positivas” no siempre constituyen una 
minoría numérica, como en el caso de la exclusión 
de las mujeres de la política. 

Lo máximo que puede hacer un gobierno democráti- 
co es pedir a sus ciudadanos que resuelvan sus diversos 
conflictos pacíficamente y conforme a determinadas 
reglas y procedimientos. Pero, ¿qué ocurre cuando los 
conflictos que dividen una sociedad son tan profundos 
y complicados que los procedimientos normales de la 
democracia —las elecciones competitivas, la libertad 
de expresión, etc.— mantienen a los principales grupos 
rivales en un estado de tensión y hostilidad permanen- 
te? En sociedades excepcionalmente divididas, a veces 
pueden ser necesarias instituciones y procedimientos 
especiales para impedir que se desate la violencia o 
que su gobierno quede totalmente colapsado. Como 
veremos en el ejercicio de comprobación de hipóte- 
sis, para salvar la democracia misma, las sociedades 
profundamente divididas pueden necesitar diseños 
institucionales especiales, concretamente los propios 
de una democracia consociativa. 


7. FACETA IV: LA DEMOCRACIA ECONÓMICA 


Una de las cuestiones más controvertidas en torno a 
la definición de la democracia estriba en la relación 
entre la ciudadanía y la economía. Hay dos cues- 
tiones que atañen especialmente a la democracia 
económica: 


e ¿Qué objetivos debe perseguir un país democráti- 
camente gobernado respecto del estatus socioeco- 
nómico de su población: igualdad de oportunida- 
des, igualdad de riqueza, libertad máxima para 
perseguir la propia fortuna u otro ideal? 

e ¿Cuánto poder deben tener los ciudadanos para de- 
terminar o influir en las decisiones económicas? 


Todas las sociedades se enfrentan al problema 
central de cómo distribuir sus limitados recursos y 
oportunidades entre la población ¿Cómo se deben 
asignar recursos tales como los alimentos, la energía 


y el acceso a los médicos? ¿Cómo se deben distribuir 
los puestos de trabajo y las oportunidades educativas? 
Estas preguntas se reducen, en última instancia, a la 
cuestión política fundamental de “quién obtiene qué, 
cuándo y cómo”. Dependiendo de la naturaleza de 
las instituciones políticas de un país, determinados 
grupos pueden acaparar más ventajas económicas 
que otros. Es posible, sin embargo, que un sistema 
político se organice de tal modo que distribuya los 
recursos y las oportunidades más equilibradamente, 
permitiendo que la población comparta los bienes 
económicos del país más justa o equitativamente. 
Empecemos por suponer que las economías que lo- 
gran distribuir sus recursos y oportunidades entre la 
mayoría con cierta igualdad son más democráticas que 
las economías que los concentran en manos de unos 
pocos. Por la misma regla, supongamos que las eco- 
nomías que garantizan varias libertades económicas a 
la población —como la libertad de dirigir los negocios 
privados propios o de disponer de la renta propia como 
uno quiera con la mínima intervención gubernamen- 
tal — pueden ser consideradas más democráticas que 
las que limitan el poder económico y la iniciativa 
empresarial al Estado o a una elite privilegiada. ¿Es 
posible alcanzar de forma simultánea los dos objetivos 
— igualdad y libertad—, o se excluyen mutuamente? 
Al igual que las otras tres facetas de la democracia, 
la faceta IV se puede considerar en términos de un 
continuum (véase el Gráfico 8.1). Algunas personas 
afirmarán que, en el nivel mínimo, una democracia 
debe esforzarse por realizar el principio de equidad 
para todos. Como se ha señalado ya en este capítulo, 
“equitativo” significa “justo”, entendido como que 
cada cual recibe según sus méritos o esfuerzos. De 
acuerdo con este principio, los líderes políticos, así 
como otras personas activamente implicadas en la 
política o la vida económica de un país, trabajarán 
para asegurar que todos en la sociedad tengan 
una oportunidad razonable de lograr seguridad y 
disfrutar de bienestar económico. Incluso los muy 
pobres deben tener, conforme a este principio, al 
menos una oportunidad justa de salir de la pobreza, 
abrirse camino en la clase media y quizás hacerse 
ricos. A buen seguro, el concepto de justicia (equi- 
dad) no es tan preciso (ni tan exigente) como el de 
plena igualdad. Las distintas sociedades, e incluso 
los individuos dentro de ellas, medirán la justicia 
de forma diferente y subjetiva. Algunas personas 
mantendrán que es bastante justo que el gobierno 
proporcione gratuitamente educación hasta el nivel 
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GRÁFICO 8.1 Opciones entre libertad e igualdad 


secundario a todos sus ciudadanos; otras insistirán 
en que el Estado tiene la obligación de proporcionar 
educación gratuita hasta el nivel más alto de la edu- 
cación superior. 

Además de apoyar una asignación de oportu- 
nidades justa, algunas personas afirmarán que el 
gobierno debe distribuir también de forma justa 
los recursos económicos entre la población. A este 
fin, suscribirán políticas de bienestar diseñadas 
para garantizar que nadie quede por debajo de un 
determinado nivel de pobreza y que los menos fa- 
vorecidos dispongan de alimentos suficientes, una 
vivienda digna y una asistencia sanitaria adecuada. 
La lista de lo que puede ser considerado necesario 
para asegurar la equidad de todos se puede extender 
de forma considerable. 

Como se desprende del Gráfico 8.1, el concepto 
de equidad concede un amplio margen a la libertad 
económica. Permite a los individuos y a las corpo- 
raciones privadas realizar negocios y disponer de 
su propiedad privada con gran libertad. Ello no 
excluye que el gobierno imponga ciertos límites a di- 
chas actividades. Con el fin de preservar la equidad 
puede tener que recaudar impuestos elevados para 
financiar la educación de todos, los programas de 
formación profesional y muchas otras prestaciones 
sociales. Quizá también tenga que intervenir para 
evitar la discriminación. A pesar de dichas actuacio- 
nes, puede que la economía se siga rigiendo por las 
leyes del mercado y, con todo, reunir las condiciones 
necesarias para que se dé la equidad. 

El siguiente principio de la distribución en nues- 
tro continuum es la igualdad de oportunidades. La 
igualdad es un criterio más preciso que la equidad. 
La igualdad de oportunidades requiere que el Estado 


y el sector privado se comprometan a que todos en 
la sociedad sean relativa o verdaderamente iguales 
cuando se trata de compartir las oportunidades de- 
rivadas del progreso económico. Bajo este riguroso 
principio, nadie debe verse favorecido por una ven- 
taja social significativa que le permita disfrutar más 
que otros del acceso a las oportunidades educativas 
y laborales. 

Una manera de lograr más igualdad de oportuni- 
dades consiste en suprimir o restringir el derecho 
a la herencia. Impidiendo que los padres dejen sus 
bienes económicos a sus hijos u otros beneficiarios, 
el Estado puede evitar la acumulación de grandes 
concentraciones de riqueza en manos de familias 
particularmente prósperas y reducir de este modo el 
número de niños especialmente privilegiados a largo 
plazo. Asimismo, en un esfuerzo por proporcionar 
más igualdad de oportunidades en el mercado de tra- 
bajo, el gobierno podría hacer algo más que penalizar 
el comportamiento discriminatorio, exigiendo a las 
empresas que reserven mediante cuotas un determi- 
nado número de empleos a segmentos particulares 
de la población, como las mujeres u otros muchos 
grupos minoritarios. Estas y otras medidas se sue- 
len emprender con el propósito expreso de crear un 
campo de juego de relativa igualdad para todos los 
ciudadanos cuando empiezan su carrera académica 
o laboral, o pretenden avanzar en ella. 

Que estas medidas logren realmente alcanzar una 
genuina igualdad de oportunidades es otra cuestión. 
La propiedad privada y la economía de la empresa 
privada pueden seguir existiendo en un país que per- 
sigue el objetivo de la igualdad de oportunidades, 
creando toda suerte de desigualdades arraigadas en 
las diferencias económicas. Sin embargo, hay una 
cosa cierta: el alcance de la intervención pública en 
la economía privada será mayor si de lo que se trata 
es de lograr más igualdad de oportunidades que si 
el objetivo reside simplemente en la consecución de 
equidad. Por lo tanto, por regla general, el alcance 
de la libertad económica para individuos y empresas 
se reduce a medida que se intensifica el objetivo de 
la igualdad. 

En el nivel máximo de nuestro continuum figura 
el objetivo de la igualdad de resultados. Mientras 
el concepto de igualdad de oportunidades sugiere 
que, al final, unos individuos aventajan a otros en su 
persecución del bienestar económico, la igualdad de 
resultados significa que todos disfrutarán, en última 
instancia, de aproximadamente la misma cantidad 
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de riqueza. Perseguir este resultado requiere que el 
Estado emprenda grandes esfuerzos por redistribuir 
la riqueza entre toda la sociedad y quizá también que 
controle las rentas. Algunas políticas fiscales y otros 
modos de intervención pública en la economía están 
diseñados para prevenir que la sociedad se estratifi- 
que en clases bajas, medias y altas. Su objetivo podría 
residir en asegurar que todos los ciudadanos perte- 
nezcan a la misma clase socioeconómica. En estas 
condiciones, la libertad de los individuos y las em- 
presas privadas para dirigir sus asuntos económicos 
se vería necesariamente muy restringida. De nuevo, 
cuando el alcance de la igualdad económica se am- 
plía, el alcance de la libertad económica se reduce. 

Así, nuestros esfuerzos por establecer una distribu- 
ción “democrática” de los recursos y las oportunidades 
se enfrentan a un verdadero dilema. La democracia 
requiere tanto la igualdad como la libertad, pero 
cuanta más igualdad queramos, menos libertad ten- 
dremos (la Figura 8.1 muestra la correlación inversa 
entre ellas). Uno de los aspectos más polémicos en 
prácticamente todas las democracias modernas es 
la tensión entre dos concepciones de la democracia 
económica. Algunas personas tienden a definir la de- 
mocracia económica fundamentalmente en función 
de la igualdad. Otras prefieren definir la democracia 
económica prioritariamente en función de las liber- 
tades del mercado privado. Entre los defensores de 
la máxima libertad económica, muchos suscriben el 
concepto de democracia económica conocido como 
“capitalismo popular”, cuyo fin estriba en fomentar 
la creación de pequeñas empresas, la adquisición de 
acciones y la propiedad de la vivienda entre segmen- 
tos de población lo más extensos posibles, no sólo 
entre una minoría rica. 

Muchas democracias se esfuerzan por resolver 
el conflicto entre estas nociones opuestas de demo- 
cracia económica intentando lograr un equilibrio 
entre la igualdad y la libertad. Por ejemplo, pueden 
ensalzar el concepto de equidad más que la plena 
igualdad, mientras, al mismo tiempo, buscan ar- 
monizar la intervención del Estado en la economía 
con una amplia libertad para la empresa privada. 
El Estado del bienestar democrático es el producto 
de este equilibrio; como tendremos oportunidad de 
comprobar en el Capítulo 14, representa la forma 
más ampliamente adoptada de economía política en- 
tre las democracias económicamente avanzadas del 
mundo. Existen, sin embargo, diferentes modelos de 
Estados del bienestar. Determinados países (como 


Estados Unidos), ponen mayor acento en la libertad 
económica; otros (como los países continentales eu- 
ropeos) hacen hincapié en los elementos igualitarios 
y en el bienestar. 


8. EJERCICIO DE COMPROBACIÓN DE 
HIPÓTESIS: LA DEMOCRACIA CONSOCIATIVA 


8.1. Hipótesis y variables 


Tradicionalmente se ha considerado que una demo- 
cracia estable y eficaz requiere una población relati- 
vamente homogénea. De acuerdo con esta hipótesis, 
una sociedad que comparte un origen étnico y una 
religión comunes, unos intereses económicos com- 
patibles y unas perspectivas políticas similares, tiene 
más probabilidades de mantenerse en el tiempo y 
de adoptar decisiones y ejecutar políticas de forma 
eficaz que una sociedad heterogénea, caracterizada 
por una pluralidad de grupos étnicos, afiliaciones 
religiosas, intereses económicos o ideologías polí- 
ticas. La democracia, después de todo, se basa en 
la cooperación. A estos efectos, es de esperar que 
la diversidad social produzca constantes tensiones 
políticas, en lugar de una democracia duradera. 

Así formulada, cabe identificar dos variables 
dependientes en esta hipótesis: la estabilidad de la 
democracia y la eficacia de la democracia; la primera 
se mide en función de la duración de la democracia; 
la segunda, según su capacidad para llevar a cabo 
las políticas y para lograr mediante ellas los efectos 
deseados. La variable independiente es el grado de 
heterogeneidad de la población. 


8.2. Expectativas y evidencia 


La hipótesis sugiere que las sociedades heterogéneas 
están condenadas al fracaso en sus intentos de cons- 
truir y mantener una democracia eficaz y estable. 
Como los Países Bajos tienen una población social 
y políticamente heterogénea, cabe esperar que la de- 
mocracia fracase o, al menos, que sea muy inestable 
e ineficaz. 

Arend Lijphart (1969, 1975) señaló que los Países 
Bajos han exhibido durante la mayor parte de su his- 
toria moderna las características distintivas de una 
sociedad muy fragmentada. Los holandeses com- 
parten una identidad nacional común, pero desde el 
siglo XVI han estado divididos por la religión, entre 
católicos y protestantes (la mayoría calvinistas). Ade- 
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más, en el siglo XIX la población se dividió por mo- 
tivos económicos e ideológicos. Los liberales de clase 
media y alta, que defendían las libertades necesarias 
para emprender actividades empresariales privadas, 
se oponían a los socialistas de la clase trabajadora, 
que preferían introducir restricciones a la empresa 
privada y políticas diseñadas para aumentar el poder 
de negociación de los sindicatos y proporcionar pres- 
taciones sociales a los trabajadores y a sus familias. 
En el siglo XX se formaron en la sociedad holandesa 
cuatro grupos o “pilares” (Zuilen en holandés) bien 
definidos y organizados: el católico, el protestante, 
el liberal y el socialista. Cada grupo tenía su propio 
partido político, sus grupos de interés, periódicos y 
otras formas de asociación. Además, los cuatro esta- 
ban relativamente separados entre sí. Sus respectivos 
miembros no pertenecían a organizaciones de otros 
“pilares” y mantenían escasas relaciones. Incluso el 
matrimonio entre miembros de diferentes grupos 
era raro. 

Y, sin embargo, contra toda probabilidad, los 
Países Bajos emergieron en el siglo XX como una 
de las democracias más estables del mundo. Han 
celebrado elecciones competitivas regularmente; 
en su seno ha fraguado un sistema de partidos po- 
líticos democráticos y un sólido Estado de derecho, 
mientras que los sucesivos gobiernos han adoptado 
decisiones y abordado los principales problemas del 
país bastante eficazmente. 


8.3. Conclusiones 


Así pues, la evidencia de la historia holandesa moderna 
no respalda la hipótesis de la heterogeneidad. En lugar 
de desintegrarse en la inestabilidad y la ineficacia, la 
democracia holandesa ha resultado no sólo viable, sino 
también comparativamente muy estable y eficaz. 

No obstante, Lijphart continuó su exploración más 
allá de la refutación de esta hipótesis. ¿Qué factores 
explican esta combinación aparentemente paradójica 
de fragmentación social y democracia estable? De 
acuerdo con las indagaciones de Lijphart, el éxito 
de Holanda ha sido atribuible, sobre todo, al valor 
que dan sus elites a la tolerancia y la acomodación. 
Reconociendo que las instituciones democráticas y 
las libertades políticas pueden fracasar si los respec- 
tivos grupos no llegan a un acuerdo, los líderes de los 
cuatro grupos se aprestaron a tolerar sus diferencias 
y acomodar sus intereses y demandas concurrentes. 
A través de la negociación paciente, con frecuencia 


llegaron a pactos y acuerdos que dieron a cada gru- 
po una oportunidad razonable de alcanzar el poder 
político y produjeron una distribución relativamente 
equitativa del gasto público. Y, al mismo tiempo, los 
líderes de los cuatro grupos mantuvieron un compro- 
miso abierto con la democracia y la determinación de 
llevar a cabo sus acuerdos de forma eficaz. 

Por su parte, la mayoría de ciudadanos holandeses 
ha dotado a sus líderes de bastante libertad para ne- 
gociar con los máximos representantes de los grupos 
rivales, sin presionarles para que adopten posiciones 
rígidas e intransigentes. Lo que Lijphart llama “la 
política del acuerdo” de los Países Bajos es en sí una 
forma muy elitista de democracia. Depende, en últi- 
ma instancia, de la capacidad de las personalidades 
más destacadas de los cuatro grupos para superar sus 
diferencias y llegar a acuerdos eficaces, en ocasiones 
secretos, por el bien del común de la población. 

Democracia consociativa es el término que acuñó 
Lijphart para denominar este sistema de negociación 
entre las elites de una comunidad política social- 
mente heterogénea. En los Países Bajos surgió hacia 
1917 y alcanzó su punto culminante en los años 50 
y principios de los 60. La sociedad holandesa no ha 
vuelto a necesitar las prácticas especiales de acuerdo 
del pasado. La democracia sigue siendo segura en 
Holanda, quizás en buena parte debido a los sólidos 
fundamentos que adquirió durante las largas décadas 
de la democracia consociativa. Lijphart afirma que 
la democracia consociativa, en su forma más pura, 
como la que existió en su día en Holanda, o en una 
forma algo diferente, constituye un modelo distinti- 
vo de democracia que se puede aplicar en sociedades 
profundamente divididas: las divisiones sociales 
profundas que se refuerzan entre sí no erigen una 
barrera insuperable para la viabilidad de la democra- 
cia. Diversas variedades de democracia consociativa 
se han utilizado en India y se están probando en la 
Bosnia contemporánea. Pero sus críticos advierten 
que sus procedimientos se pueden volver tan ruti- 
narios que acaben ahondando las divisiones de una 
sociedad, en lugar de reducirlas. 

Los valores democráticos que comparten grandes 
segmentos de la población, ¿deben considerarse cri- 
terios mínimos de democracia, sin los cuales un país 
no puede en absoluto calificarse de democracia? ¿O 
más bien deben considerarse criterios máximos muy 
deseables quizás en una democracia avanzada, pero 
no verdaderamente necesarios en las primeras fases 
del desarrollo de una democracia? 
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TABLA 8.2 


Las cuatro facetas de la democracia 


Rasgos clave 


Faceta I: 


Soberanía popular cuentas 


Faceta II: 
Derechos y libertades inalienables (no pueden 
ser recortados por la 


mayoría) 


Faceta TII: 
Valores democráticos 


Valores y actitudes 
relativas a las relaciones 
entre mayoría y minorías 


Faceta IV: 


Democracia económica y poder de toma de 


decisiones económicas 


Algunos politólogos mantienen que la democracia 
se define, en última instancia, por los principios 
que hemos esbozado en las facetas I y II. Desde 
esta perspectiva, los benéficos valores de la faceta 
III deben considerarse más bien como el resultado 
de la democracia, y no como generadores de demo- 
cracia. Desde una perspectiva contraria, los valores 
democráticos son vitales para la naturaleza misma 
de la democracia. Este argumento lo desarrolló hace 
más de un siglo y medio Alexis de Tocqueville, que en 
La democracia en América (1835-1840) atribuía el éxito 
de la joven república estadounidense principalmente a 
ciertos valores que se derivaban de fuentes tales como 
la religión, la educación superior y la experiencia de 
cooperación interpersonal en los gobiernos locales y 
en las asociaciones no gubernamentales. Estos valo- 
res, que incluyen el amor a la libertad y el espíritu de 
cooperación, constituyen lo que Tocqueville llamó los 
hábitos o costumbres (mores) de la sociedad, “la suma 
de ideas que dan forma a los hábitos mentales”. Las 
mores, en su opinión, son incluso más importantes que 
las leyes para establecer una democracia viable. “Las 
leyes son siempre inestables cuando carecen del res- 
paldo de las mores”, escribió; “las mores son el único 
poder resistente y duradero de una nación”. Tocquevi- 
lle sostenía que los valores democráticos, lejos de ser el 
producto final de una larga experiencia con elecciones 


Variante mínima 


Participación, rendición de Democracia 
representativa 


Enumeración de derechos Derechos civiles 
básicos 


Distribución de la riqueza Equidad; 
laissez-faire 


Variante intermedia Variante máxima 


Democracia plebiscitaria; Democracia directa 
tecno-democracia; 
presupuestos 


participativos 


Derechos adicionales, 
determinados por 
procedimientos 


democráticos Acción afirmativa 


No discriminación Tolerancia, compromiso 


Igualdad de Igualdad de 
oportunidades; resultados; 
democracia electoral democracia 
más Estado del bienestar participativa 


y otros aspectos institucionales de la democracia, for- 
man parte de la esencia misma de la democracia. 

Robert Putnam (1993) ha desarrollado una varian- 
te de este argumento. En un estudio que intenta ex- 
plicar por qué algunas regiones de Italia han logrado 
más que otras mantener estables los gobiernos locales 
y proporcionar los servicios básicos a la población, 
Putnam y sus colegas descubrieron que la variable 
principal que explicaba estas diferencias era el grado 
en el que la ciudadanía local compartía valores cívi- 
cos, como altos niveles de confianza interpersonal 
y de cooperación. En algunas regiones, estas pautas 
divergentes se remontan a cientos de años. “La efica- 
cia y responsabilidad de las instituciones dependen”, 
señala Putnam (1933: 182), “de las virtudes y prácti- 
cas republicanas”. 

Una tendencia bastante reciente en la teoría políti- 
ca proporciona apoyo filosófico al argumento según 
el cual las democracias se definen tanto por sus va- 
lores como por sus instituciones. Los comunitaristas 
conciben al individuo integrado en una comunidad y 
participando de sus valores. Como se ha expuesto en 
el Capítulo 2, a diferencia de la teoría política liberal 
clásica, que parte de categorías morales abstractas 
y universales, el comunitarismo atribuye un valor 
determinante a la cultura de la sociedad en la que se 
desarrollan las instituciones políticas. 
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Como hemos señalado antes, coexisten diferentes 
definiciones de democracia, no sólo entre los politólo- 
gos, sino también entre los ciudadanos. Las encuestas 
internacionales realizadas en los años 90 revelan que 
en Europa central y oriental, donde la construcción 
de la democracia estaba todavía en sus fases iniciales 
tras la caída del comunismo, segmentos relativamente 
grandes de la población tendían a definir la demo- 
cracia principalmente en términos económicos: una 
economía mejor, más igualdad económica o cobertura 
de las necesidades básicas. Sin embargo, la mayoría 
de los ciudadanos en las democracias de Europa occi- 
dental define la democracia, sobre todo, en términos 
políticos más que económicos. Ahora bien, muchos 
ciudadanos de las nuevas democracias en Europa del 
Este también consideran que las libertades políticas 
constituyen aspectos relevantes o fundamentales de la 
democracia, mientras que un gran número de europeos 
occidentales estima que las prestaciones económicas 
son importantes o incluso esenciales. Las encuestas 
suministran evidencia empírica de que la noción 
económica de la democracia, por muy toscamente 
que se conceptualice, puede resonar con fuerza en la 
conciencia política del ciudadano medio. 


Las cuatro facetas de la democracia, resumidas en 
la Tabla 8.2, expresan algunas de las complejidades 
del concepto multifacético de democracia. El capítulo 
siguiente presenta las diferentes formas en las que las 
democracias modernas se organizan en la práctica. 


TÉRMINOS CLAVE 
(en negrita en el texto) 


Democracia 

Democracia electoral 
Gobierno de la mayoría 
Soberanía popular 
Estado de derecho 
Inclusión 

Igualdad 

Equidad 

Democracia representativa 
Democracia directa 
Poliarquía 

Sufragio censitario 
Democracia económica 
Democracia consociativa 


CAPÍTULO 9 


LA DEMOCRACIA (ID: 
¿CÓMO FUNCIONA? 


Diseño institucional 
y sistemas electorales 


¿Cómo funcionan los gobiernos democráticos? En 
este capítulo abordamos esta cuestión centrándonos 
en dos aspectos clave del gobierno democrático: la 
forma institucional que toma (su diseño institucio- 
nal) y el sistema electoral por el que se rige. Así, en la 
primera parte del capítulo se abordarán los sistemas 
institucionales que han adoptado los regímenes de- 
mocráticos (el presidencialista, el parlamentario y el 
mixto); o, lo que es lo mismo, las peculiaridades ins- 
titucionales que los singularizan y/o diferencian como 
modelos de democracia representativa. En la segunda, 
el objeto del análisis se concreta algo más, circunscri- 
biéndose a los sistemas electorales (de representación 
mayoritaria, proporcional y mixta), a través de los 
cuales los ciudadanos en elecciones libres, competi- 
tivas y periódicas determinan con sus votos quiénes 
ostentan el poder legislativo y el ejecutivo. 


1. DISEÑO INSTITUCIONAL DE LAS 
DEMOCRACIAS REPRESENTATIVAS 


En el transcurso de la historia han surgido tres 
modelos principales de democracia representativa: 
(1) el sistema presidencialista, representado, por 
ejemplo, por Estados Unidos en una de sus varian- 
tes, (2) el sistema parlamentario, que se desarrolló 
inicialmente en Gran Bretaña, y (3) el sistema mixto 
presidencialista-parlamentario, que rige actual- 
mente en Francia, Portugal, Polonia y otros muchos 


países. Cada modelo establece una serie de métodos 
para seleccionar los tres poderes principales del 
Estado —ejecutivo, legislativo y judicial— y estipu- 
la cómo debe distribuirse la autoridad legal entre 
esos tres poderes. Los tres modelos de democracia 
representativa han experimentado importantes trans- 
formaciones en los países donde surgieron. Además, 
en otros países han aparecido modalidades que 
combinan rasgos de esos tres modelos a medida que 
los líderes políticos han intentado copiarlos o ajus- 
tarlos al perfil de su propia historia nacional y sus 
condiciones políticas específicas. El objetivo de las 
primeras secciones de este capítulo es explicar estas 
tres formas institucionales de democracia, compa- 
rando sus principales particularidades. 


1.1. El sistema presidencialista 


En el sistema presidencialista de democracia, cono- 
cido también como presidencialismo, el presidente 
es el jefe del Estado y del gobierno, es decir, la única 
cabeza efectiva del gobierno y está provisto constitu- 
cionalmente de poderes efectivos para tomar decisio- 
nes. En este tipo de sistema, el presidente no se limita 
a asumir deberes puramente ceremoniales (no es un 
mero jefe de Estado) y no comparte el poder ejecu- 
tivo real con otro jefe del gobierno, como un primer 
ministro. En muchos países con este tipo de sistema, 
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los ciudadanos eligen directamente al presidente; en 
otros, como Estados Unidos, lo hacen indirectamente 
a través del colegio electoral. 

En las democracias presidencialistas, el presidente 
comparte el poder con una asamblea legislativa nacio- 
nal electa (unicameral o bicameral) y, asimismo, debe 
respetar la autoridad de los tribunales de justicia. El 
papel de la asamblea puede variar en los distintos re- 
gímenes presidencialistas: algunas asambleas tienen 
mucho poder, como en Estados Unidos, y otras son 
más débiles, en beneficio del poder ejecutivo. Aquí 
nos centramos en el sistema estadounidense por 
cuanto constituye uno de los ejemplos más paradig- 
máticos de sistema presidencialista con separación 
de poderes. 

Estados Unidos tiene una forma particular de 
presidencialismo. Merece la pena resumir aquí sus 
características básicas para poder establecer luego 
comparaciones con otros sistemas democráticos. El 
sistema estadounidense fue establecido con la Cons- 
titución, redactada en 1787 y ratificada en 1789. Esta 
Constitución establece un sistema federal que distri- 
buye el poder de gobierno entre el Estado federal (de 
ámbito nacional) y los 50 Estados federados. A escala 
nacional, la que aquí nos interesa, las tres institu- 
ciones principales son: la Presidencia, pieza central 
del poder ejecutivo; el Congreso, integrado por la Cá- 
mara de Representantes y el Senado, que forman la 
asamblea legislativa; y el Tribunal Supremo, máxima 
autoridad judicial del país. 

Los principales arquitectos de este sistema no 
querían que ninguno de estos poderes dominara a los 
otros dos. Así, dotaron a cada uno de determinadas 
facultades para controlar o contrapesar la autoridad 
de los demás. En la construcción de este sistema de 
separación de poderes y frenos y contrapesos, 
James Madison y otros padres fundadores se inspira- 
ron en la obra de Aristóteles, quien creía que la mejor 
Constitución requería una combinación de gobierno 
de la elite y de los ciudadanos responsables. Aunque 
ambiguo en los detalles, Aristóteles (384 a. de J.C.-322 
a. de J.C.) desconfiaba de la democracia electoral de 
masas, porque temía que degenerara en el gobierno 
de las turbas. Otra influencia considerable fue la del 
filósofo francés Montesquieu (1689-1755). En El es- 
píritu de las leyes (1748), Montesquieu defendió una 
clara separación entre el ejecutivo, el legislativo y el 
judicial, de tal forma que los representantes de es- 
tos poderes nunca fueran los mismos. Pensaba que 
un sistema semejante reduce las oportunidades de 


abusar de poder. Para Madison y otros creadores de 
la Constitución de Estados Unidos, impedir el abuso 
de poder estatal constituía la principal prioridad del 
sistema de gobierno estadounidense. 

Si bien ciertos aspectos de dicho gobierno han evo- 
lucionado desde que entró en vigor la Constitución en 
1789, hoy día se basa en estos principios nucleares: 


e El Presidente y el Congreso se eligen por separa- 
do. El Presidente es elegido por el colegio elec- 
toral que, en la práctica, eligen los votantes de 
cada uno de los 50 Estados. Las dos cámaras del 
Congreso —el Senado y la Cámara de Represen- 
tantes— las eligen los votantes. El Congreso no 
elige al Presidente. Los miembros del Congreso 
pueden votar para destituir al Presidente de su 
cargo sólo por “graves crímenes y delitos”, no 
porque les disgusten sus políticas. El Presiden- 
te no está obligado a responder preguntas en el 
Congreso; su deber consiste sólo en presentar un 
informe anual sobre el “estado de la Unión” expli- 
cando sus políticas. 

e La elaboración de las leyes depende de un equilibrio 
entre los poderes del Congreso y del Presidente. En 
la práctica, sólo los miembros del Congreso tie- 
nen derecho a proponer proyectos de ley que se 
aprobarán como leyes definitivas. Las propuestas 
legislativas del Presidente son sometidas al Con- 
greso por miembros que actúan en su nombre. 
Las leyes se promulgan cuando ambas cámaras 
del Congreso las aprueban por mayoría y el Presi- 
dente las firma. El Presidente tiene derecho a vetar 
las leyes del Congreso. Ahora bien, el Congreso pue- 
de invalidar el veto del Presidente por una mayoría 
de dos tercios. 

e El Tribunal Supremo puede anular leyes por in- 
constitucionales, aunque la Constitución no recoge 
explícitamente este derecho de revisión judicial 
(judicial review). 

e El Presidente, el Congreso y los Estados, actuando 
conjuntamente, pueden ignorar las decisiones del 
Tribunal Supremo. Los jueces del Tribunal Su- 
premo son seleccionados por el Presidente, previo 
informe positivo del Senado. Si el Tribunal anula 
una ley por inconstitucional, se puede enmendar 
la Constitución. Las enmiendas constitucionales 
requieren el voto de dos tercios de los miembros de 
cada cámara del Congreso y la aprobación por las 
cámaras legislativas de tres cuartas partes de los 
Estados federados. 
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En sintonía con las intenciones de sus creadores, 
la ventaja fundamental de este sistema es que ni el 
Presidente, ni el Congreso, ni el Tribunal Supremo 
pueden dominar por sí mismos el gobierno estadouni- 
dense. La principal desventaja del sistema de frenos y 
contrapesos es su potencial de bloqueo institucional. 
Las elecciones separadas para elegir al Presidente y al 
Congreso ofrecen la posibilidad de que el Presidente 
sea del Partido Demócrata, y la mayoría del Congreso 
del Partido Republicano (o viceversa), condición cono- 
cida como gobierno dividido. Si las dos partes no se 
ponen de acuerdo, puede ser muy difícil aprobar una 
ley o coincidir en los nombramientos para el Tribunal 
Supremo. Una visión más positiva de esta situación, 
sin embargo, acentúa su potencial de compromiso o 
consenso. Quienes valoran positivamente este diseño 
institucional destacan que la posibilidad de bloqueo 
estimula la búsqueda de acuerdos entre el Presidente 
y el Congreso en la elaboración de las leyes. Madison 
compartía esta perspectiva y afirmaba que un proce- 
so lento y deliberado de hacer las leyes era preferible 
a otro en el que éstas se aprobaran demasiado rápida- 
mente y sin suficiente reflexión. 


1.2. El sistema parlamentario 


El sistema parlamentario de democracia, también 
conocido como gobierno parlamentario, es la for- 
ma de organización democrática más frecuente en el 
mundo actual. En la mayoría de los sistemas parla- 
mentarios, el término “gobierno” se usa en su sen- 
tido más restrictivo: se refiere al jefe del gobierno 
(normalmente llamado primer ministro o premier) 
y a los distintos ministros del poder ejecutivo. El 
jefe del gobierno es el máximo responsable de la 
toma de decisiones del país. Los regímenes parla- 
mentarios también cuentan, en general, con un jefe 
del Estado: éste puede ser un presidente (como en 
Alemania, Grecia o Italia) o un monarca parlamen- 
tario (como en España, Bélgica o Suecia) que tiene 
ningún o poco poder efectivo de adopción de deci- 
siones y cuya principal misión consiste en simboli- 
zar la unidad del país o su continuidad histórica. 
Hay muchas versiones de gobierno parlamenta- 
rio y normalmente todos los países que tienen esta 
forma de gobierno exhiben algún rasgo propio que 
no encontramos en otros sistemas parlamentarios. 
No obstante, las instituciones básicas del parlamen- 
tarismo tienden a ser ampliamente compartidas. En 
pocas palabras, el principio definitorio del gobierno 


parlamentario es que el gobierno es seleccionado en 
un doble proceso: 


1. Los electores eligen la asamblea legislativa nacional. 

2. La asamblea legislativa nacional (normalmente la 
cámara baja en las legislaturas bicamerales) elige 
al jefe del gobierno. 


En este sistema, no hay separación estricta de pode- 
res entre el ejecutivo y el legislativo como en Estados 
Unidos; antes bien, existe una colaboración de poderes 
entre la asamblea legislativa y el ejecutivo. Por decirlo 
de otra forma, el gobierno en el sistema parlamentario 
nace de la asamblea legislativa y es formalmente res- 
ponsable ante ella. Esta colaboración de poderes y de 
responsabilidades se alcanza del siguiente modo: 


e Como acabamos de señalar, la asamblea legislativa 
elige al jefe del gobierno. El pueblo no vota directa- 
mente a éste; vota a los candidatos que se presentan 
ala asamblea legislativa nacional que, a su vez, tiene 
la oportunidad de votar al jefe del gobierno o primer 
ministro y, eventualmente, aprobar su gabinete. En 
algunos países, como España, se realiza una vota- 
ción formal de la asamblea legislativa, llamada voto 
de investidura, para elegir al primer ministro (o 
presidente del gobierno). 

e El gobierno debe presentar y defender sus polí- 
ticas ante la asamblea legislativa. Normalmente, 
el primer ministro y otros ministros del gobier- 
no presentan ante la asamblea sus políticas y las 
defienden en un debate parlamentario. Pueden 
también responder a preguntas formuladas por los 
miembros de la asamblea en sesión abierta. 

e La asamblea legislativa puede destituir al gobier- 
no. Igual que las asambleas legislativas “hacen” al 
jefe del gobierno votándole para el cargo, también 
pueden “deshacerlo” destituyéndolo por votación. 
Ejercen esta prerrogativa a través de la moción 
de censura. 


No debe confundirse la moción de censura con 
la cuestión (o el voto) de confianza. Esta última 
consiste en un voto que el jefe del gobierno solicita 
de la asamblea de representantes, normalmente en 
situaciones críticas, para determinar si su programa 
de gobierno sigue teniendo el apoyo (la confianza) 
de la mayoría de los legisladores. Si el gobierno no 
obtiene la confianza de la mayoría, normalmente 
debe dimitir y la asamblea puede elegir a otro jefe 
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del gobierno. Si ésta no se pone de acuerdo en un 
nuevo candidato, debe disolverse, correspondiéndo- 
les entonces a los ciudadanos la responsabilidad de 
elegir una nueva asamblea. 

La moción de censura es también un mecanismo de 
control parlamentario. Mientras que en el caso de la 
cuestión de confianza es el gobierno el que, con carác- 
ter extraordinario, somete su continuidad al control 
del parlamento, en el caso de la moción de censura 
(que generalmente exige la aprobación por mayoría 
absoluta, así como la presentación de un candidato 
alternativo a la presidencia del gobierno cuando se 
trata de una moción de censura constructiva) es el 
parlamento el que toma la iniciativa de exigir respon- 
sabilidades al gobierno como tal para sustituirlo en el 
caso de sacar adelante la moción. 

En resumen, en los sistemas parlamentarios el 
gobierno depende de la asamblea legislativa. Este 
modelo difiere fundamentalmente del sistema de se- 
paración de poderes de Estados Unidos. 

Clarifiquemos cómo funcionan los sistemas parla- 
mentarios de gobierno ofreciendo algunos ejemplos 
del modo en que la asamblea legislativa elige o aprue- 
ba al jefe del gobierno. Entre los varios resultados 
posibles, aquí nos centraremos en tres: (1) gobierno 
mayoritario de un solo partido, (2) gobierno mayori- 
tario de coalición y (3) gobierno minoritario. 


Gobierno mayoritario de un solo partido 


En un gobierno mayoritario de un solo partido, 
un único partido, aquel que ha obtenido la mayoría 
absoluta de escaños de la asamblea legislativa, es 
quien forma el gobierno (en solitario) (mayoría abso- 
luta significa el 50 por ciento más uno). 

Un ejemplo de este supuesto se encuentra en las 
elecciones británicas de 1997 para la Cámara de los 
Comunes (Tabla 9.1). En estas elecciones, el Partido 
Laborista obtuvo 419 de los 659 escaños de la Cámara, 
el 63,6 por ciento del total. Cuando la Cámara se reunió 
tras las elecciones, los diputados laboristas recurrieron 
a su mayoría para respaldar a un gobierno compuesto 
totalmente de ministros del Partido Laborista, enca- 
bezados por el Primer Ministro Tony Blair. Los otros 
partidos de la Cámara asumieron el papel de partidos 
de la oposición. El Partido Laborista conservó su ma- 
yoría absoluta en las elecciones de 2001 y 2005. 

Con 179 escaños más que el total de los partidos 
de la oposición, el respaldo del Partido Laborista 
permitió al gobierno mayoritario de Blair aprobar 


TABLA 9.1 


Elecciones generales de Reino Unido (1997) 


Distribución de escaños por partidos 


Porcentaje 
Partido Escaños escaños 
Laborista 418 63,6 
Conservadores 165 25,0 
Demócratas liberales 46 7,0 
Otros 30 4,4 
TOTAL 659 100,0 


Fuente: www.parliament.uk 


sus proyectos de ley con relativa comodidad. Sin 
embargo, esta posición envidiable requería la dis- 
posición de los diputados laboristas de mantener la 
disciplina de partido. Se mantiene la disciplina de 
partido cuando los diputados parlamentarios de un 
determinado partido votan unánimemente, como 
un bloque, las iniciativas legislativas. La disciplina 
de partido se suele dar con más frecuencia en los 
sistemas parlamentarios que en los presidencialis- 
tas, como Estados Unidos, donde es manifiesta una 
tradición de mayor individualismo e independencia 
por parte de los miembros del Congreso. Aunque la 
disciplina absoluta no se da con frecuencia en Gran 
Bretaña, sigue produciéndose con mayor regulari- 
dad que en Estados Unidos. 

Mientras el partido que apoya al gobierno controle 
a su grupo parlamentario y mantenga una acción 
concertada, el gobierno mayoritario de un solo par- 
tido despliega una eficiencia notable, toda vez que 
puede lograr que se aprueben sus propuestas legis- 
lativas rápida y cómodamente. Sin tener los votos 
suficientes para oponerse a un partido gobernante 
disciplinado, los partidos de la oposición, simple y 
llanamente, son incapaces de reunir una mayoría 
para rechazar los proyectos de ley del gobierno. En el 
caso de Reino Unido, los gobiernos mayoritarios de 
un solo partido logran habitualmente la aprobación 
del 97 por ciento de los proyectos presentados a la 
Cámara de los Comunes, un grado extremadamente 
alto de eficiencia gubernamental. 

Sin embargo, ¿qué pasa si ningún partido ha logra- 
do una mayoría absoluta de los escaños legislativos? 
Las alternativas son un gobierno mayoritario de coa- 
lición o, en su defecto, un gobierno minoritario. 
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Gobierno mayoritario de coalición 


Un gobierno mayoritario de coalición está formado 
por dos o más partidos que acuerdan compartir car- 
gos ministeriales, normalmente con el fin de formar 
una mayoría electoral en la asamblea legislativa. Vea- 
mos el ejemplo de las elecciones de 1998 al Bundestag, 
la cámara baja de la República Federal de Alemania. 

Como se desprende de la Tabla 9.2, ningún partido 
obtuvo la mayoría absoluta (es decir, 334 de los 666 
escaños). Así las cosas, ¿cómo se formó el gobierno? 
En este caso los socialdemócratas del SPD llegaron 
a un acuerdo con los dirigentes de Los Verdes para 
formar un gobierno de coalición. Los socialdemó- 
cratas, el partido que había obtenido más escaños, y 
por tanto con más peso en la coalición, ocuparon el 
puesto más importante del gobierno, la cancillería 
(en Alemania, el jefe del gobierno se llama canciller, 
en lugar de primer ministro). De los quince minis- 
terios, los socialdemócratas ocuparon diez, incluidas 
las carteras clave de economía, justicia y defensa. 
Por su parte, los diputados de Los Verdes obtuvieron 
cuatro ministerios, incluido el de asuntos exterio- 
res, el segundo puesto más prestigioso después del 
canciller. Uno de los ministros carecía de afiliación 
política. Uniendo sus fuerzas para gobernar el país, 
los socialdemócratas y los verdes lograron controlar 
el 51,5 por ciento de los escaños del Bundestag, con 
una ajustada mayoría de menos de diez escaños. 
Mientras sus grupos parlamentarios mantuvieran 
la disciplina de partido, los proyectos de ley de los 
partidos de la coalición presentados en el Bundestag 
podían ser aprobados sin problemas. 

Claramente, el partido Los Verdes tenía buenas ra- 
zones para sentirse satisfecho con este acuerdo. Con 
menos del 7 por ciento de los escaños del Bundestag, 
logró acaparar una porción considerable de poder en 
el gobierno nacional. Este ejemplo ilustra uno de los 
rasgos más característicos del gobierno de coalición: 
proporciona a pequeños partidos una oportunidad de 
participar en el ejecutivo. En lugar de quedar relegado 
al estatus de un partido de oposición débil en el Bun- 
destag y con escasa influencia en la política guberna- 
mental, el partido de Los Verdes negoció su ascenso 
hacia el peldaño más alto del diseño de las políticas 
públicas, el gobierno. Su presencia en el gobierno sig- 
nificaba que podía ejercer influencia directa en casi 
todas las cuestiones políticas importantes del país. 
Los socialdemócratas y los verdes volvieron a formar 
otro gobierno de coalición tras las elecciones de 2002. 


TABLA 9.2 


Elecciones generales de la República Federal 


de Alemania (1998) 
Distribución de escaños por partidos 


Porcentaje 
Partido Escaños escaños 

Partido Socialdemócrata de 294 44,5 

Alemania (SPD) 
Unión Critiano-Demócrata (CDU) 245 36,7 
Los Verdes 47 7,0 
Partido Demócrata Liberal (FDP) 43 6,5 
Partido del Socialismo 

Democrático (PDS) 37 5,2 
TOTAL 666 100,0 


Fuente: www.bundestag.de 


En cambio, tras las elecciones de 2005, el SPD formó 
una “gran coalición” con los cristiano-demócratas de 
la CDU. 

Por su propia naturaleza, el gobierno de coalición 
implica siempre negociaciones entre los partidos que 
lo forman. Las políticas que ejecuta el gobierno sue- 
len ser el resultado de acuerdos y negociaciones entre 
los partidos de la coalición. En el ejemplo que aquí se 
muestra, socialdemócratas y verdes debían estar de 
acuerdo sobre los proyectos que proponían al Bun- 
destag, así como sobre otras decisiones que adoptaba 
su gobierno en la tarea cotidiana de dirigir el Estado. 
El gobierno de coalición es el gobierno de la negocia- 
ción, por excelencia. 

¿Cuáles son las ventajas y desventajas de un go- 
bierno de coalición? Una de las ventajas reside en 
que las coaliciones amplían la representatividad 
del gobierno. Como se observa en el ejemplo, los 
gobiernos de coalición hacen posible que un partido 
pequeño, como Los Verdes, participe directamente 
en la adopción de decisiones del Estado, otorgando 
así a los electores que votaron a ese partido, es decir 
a cerca del 7 por ciento del electorado, la capacidad 
de participar en la composición del ejecutivo. 

Otra ventaja de los gobiernos de coalición es que 
incrementan el nivel de negociación y compromiso 
del ejecutivo. Al obligar a los partidos de la coalición 
a trabajar constantemente juntos en las políticas que 
adoptan, las coaliciones promueven los ideales demo- 
cráticos de la negociación y el acuerdo. A diferencia 
de los gobiernos mayoritarios de un solo partido, que 
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permiten que éste monopolice el ejecutivo y defina, 
en gran medida, la agenda de la asamblea legislativa, 
las coaliciones obligan al partido mayoritario a tener 
en cuenta las preocupaciones y preferencias de los 
demás partidos. En este proceso, las coaliciones pro- 
porcionan un mecanismo para limar las divergencias 
y los conflictos que separan al variado electorado que 
estos partidos representan. Al menos en principio, los 
gobiernos de coalición pueden aumentar la probabili- 
dad de que la política siga el camino de la moderación 
y el compromiso, más que el de la dominación del 
punto de vista de un solo partido. 

Una tercera ventaja del gobierno de coalición estriba 
en su flexibilidad y adaptabilidad. Como hemos visto, 
la democracia parlamentaria permite a la asamblea 
legislativa hacer y deshacer gobiernos. Si los partidos 
que forman una coalición gobernante se enfrentan 
y no son capaces de arreglar sus desacuerdos políti- 
cos, pueden optar por formar un nuevo gobierno de 
coalición sin esperar a las siguientes elecciones. Los 
líderes de los diversos partidos tienen la oportunidad 
de organizar juntos una nueva coalición mayoritaria. 
Esto es lo que sucedió en Alemania en 1982, cuando el 
gobierno de coalición formado por socialdemócratas y 
liberales se rompió debido a sus diferencias irreconci- 
liables. Enseguida se formó otro gobierno de coalición 
entre los cristiano-demócratas de la CDU y los libera- 
les del FDP, con Helmut Kohl como Canciller Federal. 
Esta coalición se mantuvo tras sucesivas elecciones 
y gobernó hasta 1998, ocupando Kohl la cancillería 
durante 16 años. 

Sucede, sin embargo, que las desventajas de un 
gobierno de coalición están muy relacionadas con 
sus ventajas. Mientras la inclusión de más de un par- 
tido en un gobierno de coalición aumenta su nivel 
de representación en el ejecutivo, la implicación de 
demasiados partidos puede resultar difícil de mane- 
jar. Por regla general, cuantos más partidos se en- 
cuentran representados en un gobierno de coalición, 
más difícil es llegar a un acuerdo sobre políticas y 
decisiones a tomar. Los ejemplos alemanes que aca- 
bamos de examinar son bastante simples porque se 
trata de gobiernos de coalición de dos partidos. Pero 
algunas democracias tienen coaliciones que impli- 
can tres o más partidos. Por ejemplo, durante buena 
parte de los años 70, 80 y 90, Italia estuvo gober- 
nada por sucesivos gobiernos de coalición de entre 
cuatro y nueve partidos. Ello se traducía en largas 
negociaciones, estancamiento y confusión política. 
En algunas ocasiones, las coaliciones de muchos 


partidos producen una ineficiencia gubernamental 
considerable. Evidentemente resulta más difícil que 
dos o más partidos formulen políticas y ejecuten de- 
cisiones con tanta eficiencia y eficacia como un solo 
partido que controla la mayoría de los escaños de la 
asamblea. Además, como los socios de una coalición 
deben estar de acuerdo sobre las políticas más im- 
portantes, sus decisiones pueden reflejar el mínimo 
común denominador de consenso entre partidos, en 
lugar de las medidas más efectivas para abordar los 
objetivos y problemas del país. 

Otra desventaja potencial es que unos partidos 
pequeños pueden obtener un nivel de influencia en 
el gobierno que excede con mucho su porción de 
apoyo electoral. Como vimos en el caso alemán, el 
partido Los Verdes logró ocupar en 1998 puestos gu- 
bernamentales clave, aunque acumulaba menos del 
7 por ciento de los escaños del Bundestag. Si algunas 
personas aprueban que un sistema político permita a 
un partido minoritario compartir la adopción de las 
decisiones del gobierno, otras pueden considerarlo 
injusto porque confiere excesiva influencia a un par- 
tido con escaso respaldo electoral. 

Una tercera desventaja se deriva de la misma fle- 
xibilidad y adaptabilidad que antes se señaló como 
ventaja del gobierno de coalición. Ciertamente, las 
instituciones de la democracia parlamentaria y el 
gobierno de coalición pueden ser herramientas va- 
liosas que permitan a los líderes del partido y a los 
parlamentarios remover gobiernos ineficaces, pero 
también entrañan el riesgo de abusar de estas opor- 
tunidades. En algunas democracias, las coaliciones 
gobernantes se disuelven y deben ser reemplazadas 
con mucha frecuencia, un fenómeno conocido como 
inestabilidad gubernamental. Italia vuelve a pro- 
porcionar un ejemplo aleccionador de lo que puede 
fallar en una democracia parlamentaria. Entre 1945 
y 2003 (por tanto, en menos de 60 años) la han gober- 
nado 59 ejecutivos, buena parte de los cuales estaban 
constituidos por tres o más partidos. 


Gobierno minoritario 


¿Qué ocurre si ningún partido obtiene la mayoría 
absoluta de escaños de la asamblea legislativa y los 
líderes de los diversos partidos no se ponen de acuer- 
do para formar un gobierno de coalición que cuente 
con el respaldo de la mayoría de la cámara legisla- 
tiva? En estas circunstancias sólo se puede formar 
un gobierno minoritario. Como su propio nombre 
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indica, un gobierno minoritario está formado por uno 
o más partidos cuyos representantes no constituyen 
una mayoría de la cámara legislativa. Dado que se 
necesita una mayoría para la promulgación de las 
leyes, ¿cómo puede legislar un gobierno así? Hay 
varias posibilidades. 

Una de ellas es la alianza parlamentaria. En este 
caso, dos o más partidos acuerdan que no van a com- 
partir puestos ministeriales, pero que sus parlamenta- 
rios votarán juntos para apoyar al gobierno y aprobar 
los proyectos que éste presente. Esta modalidad de 
gobierno minoritario, que cuenta con el respaldo de 
una alianza parlamentaria que se hace explícita en la 
investidura del presidente del gobierno y en alianzas 
coyunturales a lo largo del desarrollo legislativo, es 
la que se ha establecido en España tras las elecciones 
generales de marzo de 2004. Concluida la legislatura 
en la que el partido Partido Popular había disfrutado 
de una mayoría absoluta en el Congreso de los Dipu- 
tados, el Partido Socialista (PSOE) consiguió formar 
gobierno con sólo 164 de los 350 escaños que integran 
el Congreso de Diputados. El candidato del PSOE a la 
Presidencia del Gobierno, José Luis Rodríguez Zapa- 
tero, fue investido con el voto de otras cinco fuerzas 
parlamentarias: Esquerra Republicana de Catalunya, 
Izquierda Unida, Coalición Canaria, Bloque Nacio- 
nalista Galego y Chunta Aragonesista, reuniendo fi- 
nalmente 183 votos, que rebasan la mayoría absoluta 
(176) exigible para que la investidura se produzca en 
primera votación. 

Este respaldo explícito a la formación del Gobierno 
de Rodríguez Zapatero no se ha visto, sin embargo, 
acompañado por una alianza parlamentaria, sella- 
da formalmente por alguna de las fuerzas políticas 
que apoyaron en su día la investidura presidencial. 
Así pues, la acción del gobierno en este período ha 
venido descansando en un ejercicio de búsqueda de 
apoyos parlamentarios diversos en función de las 
mayorías que, en cada caso, concitaban las iniciati- 
vas del gobierno. 

Obviamente, la dependencia del gobierno mi- 
noritario de otros partidos de la asamblea —en 
alianza parlamentaria estable o puntualmente en 
cada votación particular— puede dar a los partidos 
cooperantes una cantidad considerable de poder de 
negociación, capacitándolos para obtener recom- 
pensas y beneficios del gobierno que no recibirían si 
el partido en el poder tuviera mayoría. No obstante, 
si se “atasca” este proceso continuo de negociación, 
el desarrollo legislativo puede resultar bloqueado. 


Una tercera posibilidad de que funcione un go- 
bierno en minoría consiste en pedir a los partidos 
de la oposición que se abstengan de votar contra él 
cuando somete a votación sus propios proyectos de 
ley. En muchas democracias, lo único necesario para 
confirmar a un gobierno en el poder o aprobar un 
proyecto de ley es tener a favor a la mayoría de los que 
están presentes y votan. Si algunos representantes se 
abstienen en una votación dada o no están presentes 
en la cámara cuando se celebra la votación, sus “votos 
ausentes” no cuentan como votos contra el gobierno 
o contra una iniciativa legislativa. Los gobiernos mi- 
noritarios de este tipo suelen ser muy inestables; los 
partidos que se abstienen pueden no querer sostener 
durante mucho tiempo un gobierno en el que no par- 
ticipan o del que obtienen poco o ningún beneficio. 

En términos más generales, los gobiernos minori- 
tarios constituyen, en el largo plazo, un pilar frágil 
para una legislatura estable, cualquiera que sea la 
forma que adopten. No obstante, son relativamente 
frecuentes en los sistemas parlamentarios actuales. 

Pero ¿qué ocurre si los partidos de una legislatura 
determinada son incapaces de formar algún tipo de 
gobierno, mayoritario o minoritario? En este caso, las 
urnas, es decir, las elecciones para formar una nueva 
asamblea legislativa, constituyen su único recurso. 


Elecciones anticipadas 


Todas las democracias tienen que celebrar obligatoria- 
mente elecciones a la asamblea legislativa nacional a 
intervalos regulares. En Estados Unidos, las eleccio- 
nes se celebran cada dos años para toda la Cámara de 
Representantes y para un tercio del Senado. En Reino 
Unido, las elecciones a la Cámara de los Comunes se 
celebran cada cinco años. El Bundestag alemán se elige 
cada cuatro años, como el Congreso de los Diputados 
en España. A diferencia de Estados Unidos, sin em- 
bargo, la mayoría de las democracias parlamentarias 
permite la celebración de elecciones al parlamento 
antes de que termine la legislatura. 

Las elecciones parlamentarias que se celebran an- 
tes de que expire el mandato de la asamblea legislativa 
se llaman elecciones anticipadas. Estas elecciones 
representan un importante papel en la actualización 
del potencial de una democracia representativa. Pro- 
porcionan a los votantes un mecanismo valioso para 
registrar sus opiniones e influir en los que toman las 
decisiones políticas con más frecuencia que si este 
mecanismo no existiera. Y como se pueden convocar 
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en coyunturas especialmente críticas de la vida polí- 
tica de un Estado —por ejemplo, durante una crisis 
nacional o en medio de un bloqueo político grave—, 
las elecciones anticipadas permiten a los ciudadanos 
intervenir en la resolución del problema de manera 
oportuna y ordenada. 

¿En qué circunstancias, pues, suelen anticiparse 
las elecciones? Las ocasiones más frecuentes son las 
siguientes: 


e No se puede formar gobierno en la asamblea le- 
gislativa nacional. Como se ha explicado anterior- 
mente, cabe la posibilidad de que ningún partido 
consiga una mayoría de escaños de la asamblea y 
resulte imposible formar un gobierno mayoritario 
de coalición o uno minoritario. En algunos casos, 
el gobierno pierde una cuestión de confianza y los 
legisladores son incapaces de formar otro nuevo. 
Ante un bloqueo total, la única opción que les que- 
da a los líderes políticos de la nación es convocar 
a las urnas a los ciudadanos para que elijan un 
nuevo parlamento. 

e La presión pública demanda elecciones inmediatas. 
Supongamos que se produce una crisis importante 
y que el gobierno se encuentra en dificultades. Las 
encuestas revelan que la confianza de la opinión 
pública ha disminuido de forma considerable. In- 
cluso los líderes clave del partido o de los partidos 
en el gobierno sienten la necesidad de un cambio. 
En estas circunstancias, el gobierno puede sentirse 
presionado por la opinión pública a dimitir y convo- 
car elecciones, dando así al pueblo la oportunidad 
de votar una nueva asamblea legislativa. Aunque el 
gobierno no está obligado por ley a convocar elec- 
ciones simplemente porque las pida la ciudadanía, 
puede hacerlo si percibe que, en la práctica, carece 
del respaldo del electorado para gobernar. 

e El gobierno quiere elecciones inmediatas para 
consolidar una mayoría parlamentaria. En algunas 
ocasiones, un gobierno puede querer convocar elec- 
ciones anticipadas porque las encuestas de opinión 
revelan que, si se celebran elecciones en ese momen- 
to, en lugar de al cabo de un año o más, el partido 
(o los partidos) en el gobierno las ganará(m) con 
seguridad. Al gobierno le puede interesar convocar 
elecciones si considera que disfruta de suficiente 
apoyo de la opinión pública para su reelección. 


La mayoría de los políticos son, sin duda, conscien- 
tes de que se arriesgan a perder los votantes si abusan 


de su derecho a convocar elecciones anticipadas. En 
efecto, los votantes pueden enojarse si perciben que 
están siendo convocados a las urnas con demasiada 
frecuencia o que las elites políticas no están intentan- 
do verdaderamente formar un gobierno que funcione. 
Algunas democracias se han dado reglas que limitan 
el número de veces que se pueden celebrar elecciones 
anticipadas en un determinado período de tiempo. 
Con o sin esas reglas, los líderes políticos suelen 
convocarlas en raras ocasiones, siempre atentos a la 
actitud de la opinión pública. 


1.3. El sistema mixto 
parlamentario-presidencialista 


El tercer tipo de democracia moderna que se va a 
explicar aquí es el sistema parlamentario-presi- 
dencialista. Este sistema también se conoce como 
semi-presidencialismo. Esencialmente se caracteri- 
za porque tanto el jefe del Estado (el presidente) como 
el jefe del gobierno (el primer ministro) disponen de 
considerables poderes de decisión. El presidente es 
elegido por los votantes y el primer ministro suele ser 
investido por el parlamento (la cámara baja en las 
asambleas bicamerales). En otras palabras, se trata de 
un sistema de ejecutivo dual. Algunos países, como 
Francia, Finlandia, Austria y Portugal, presentan mo- 
dalidades de este sistema semi-presidencialista. 

En algunos casos, como en Francia y Rusia, el pre- 
sidente ostenta más poderes constitucionales que el 
Presidente de Estados Unidos, mientras las asambleas 
legislativas tienen menos poderes que el Congreso de 
Estados Unidos. Los presidentes de las Repúblicas de 
Francia o Rusia, por ejemplo, pueden promulgar de- 
cretos u otras decisiones ejecutivas sin necesidad de la 
aprobación del parlamento. Incluso puede tener la au- 
toridad de declarar un estado de emergencia nacional 
y gobernar con poco o ningún control parlamentario. 
El parlamento, por su parte, puede tener constitucio- 
nalmente prohibido proponer o aprobar leyes en de- 
terminadas áreas que son competencia exclusiva del 
presidente o de su gabinete. 

El propósito principal de este tipo de régimen es 
facilitar y acelerar el proceso de adopción de decisio- 
nes gubernamentales. Como otorga un grado signifi- 
cativo de autoridad legal al presidente, es posible evitar 
el enfrentamiento prolongado que se puede producir 
cuando la elaboración de las leyes está en manos de 
los legisladores. Así, la democracia parlamentaria- 
presidencialista intenta, sobre todo, maximizar la 
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eficiencia del proceso de la toma de decisiones y la 
estabilidad de la autoridad ejecutiva. Francia adoptó 
este sistema en 1958 precisamente con el fin de evitar 
la habitual y persistente inestabilidad y el bloqueo 
que experimentó su sistema parlamentario de gobier- 
no desde 1946 hasta 1958. Rusia adoptó su propia 
variedad de semi-presidencialismo entre 1993 y 1994 
para hacer la difícil transición del comunismo a la 
democracia con un poder ejecutivo fuerte. 

Sin embargo, puede ocurrir que un presidente con 
demasiado poder abuse de él, suponiendo quizá una 
amenaza a los principios de la negociación, la aco- 
modación y el compromiso sobre los que, en última 
instancia, descansa la democracia. Los Presidentes 
de Rusia Boris Yeltsin y Vladimir Putin han sido acu- 
sados de ejercer un poder casi dictatorial. Como Rusia 
y Ucrania —al menos, hasta 2005—, bastantes países 
del mundo tienen un sistema semi-presidencialista que 
podría calificarse de autoritario o semi-autoritario. 

Por otro lado, no siempre resulta eficiente que el 
proceso de adopción de decisiones esté firmemente 
concentrado en manos del presidente. Además de 
elegir al presidente, los votantes también eligen la 
asamblea legislativa. Si el presidente representa a 
un partido político determinado y la mayoría de 
los legisladores representan a partidos rivales, pue- 
de producirse una situación de gobierno dividido y 
bloqueo. Puede ocurrir incluso que el presidente y el 
primer ministro representen a partidos opuestos, una 
perspectiva que complica gravemente el proceso de 
toma de decisiones en los niveles ejecutivos más altos 
del gobierno nacional. El presidente puede nombrar 
un primer ministro, pero la asamblea tiene el derecho 
a rechazar la opción presidencial. Por consiguiente, el 
presidente puede decidir nombrar un primer ministro 
de un partido opuesto para satisfacer a la mayoría 
legislativa. Es lo que se conoce como el fenómeno 
de la cohabitación. Francia ha experimentado este 
problema varias veces desde los años 80, y reciente- 
mente entre 1997 y 2002. 


1.4. ¿Son posibles las comparaciones? 


¿Es posible afirmar que algunos de estos diseños ins- 
titucionales de sistemas democráticos son mejores que 
otros? Responder de forma inequívoca a esta pregunta 
es un ejercicio inútil. Cada sistema ofrece ventajas y 
desventajas diferentes. El presidencialismo puede ser 
una forma de gobierno eficiente, eficaz y estable, siem- 
pre que los poderes ejecutivo y legislativo trabajen en 


armonía. Pero alberga el riesgo potencial de abuso de 
poder del presidente, que puede llegar a proporciones 
dictatoriales si no lo controlan el poder legislativo y 
el poder judicial. Otro problema potencial estriba en 
el bloqueo —la parálisis del proceso de elaboración 
de las leyes— en el caso de distanciamiento entre el 
presidente y la asamblea. 

En ocasiones, el gobierno parlamentario puede 
funcionar con mayor eficiencia y flexibilidad que el 
sistema presidencialista, pero estas ventajas suelen 
darse cuando un partido tiene la mayoría absolu- 
ta de los escaños. Cuando no se da esta condición, 
el gobierno mayoritario de coalición y el gobierno 
minoritario se pueden bloquear tanto o más que el 
sistema presidencialista. 

Por último, el sistema parlamentario-presidencia- 
lista puede asegurar un gobierno estable y eficaz, 
pero también puede llegar a ignorar a la asamblea y 
correr el riesgo de cruzar la delgada línea que separa 
la democracia presidencialista del abuso del poder 
ejecutivo. Alejándose de los sistemas semi-presiden- 
cialistas, pueden llegar a convertirse en sistemas 
super-presidencialistas. En otras ocasiones, los pode- 
res de decisión de la presidencia en este sistema se 
pueden reducir de forma considerable si los partidos 
de la oposición controlan la asamblea y el presidente 
tiene que trabajar codo con codo (“cohabitar”) con su 
principal oponente: su primer ministro. 

Todos estos sistemas de gobierno existen, en la rea- 
lidad, en el contexto único que crea la combinación 
de características históricas, económicas, sociales y 
de otro tipo de cada país. No existen dos países exac- 
tamente iguales, y sus instituciones políticas surgen 
y se desarrollan de acuerdo con sus propios rasgos 
distintivos. El sistema estadounidense de separación 
de poderes ha evolucionado durante más de 200 años 
en una nación cuyas experiencias han sido muy dife- 
rentes de las de Europa, Latinoamérica y otras partes 
del mundo. Los factores que explican la duración de 
este sistema en Estados Unidos pueden estar ausen- 
tes en otros países, donde otros tipos de democracia 
pueden resultar más convenientes o deseables. 

De igual modo, los factores explicativos del fun- 
cionamiento del gobierno parlamentario en España 
difieren seguramente de los que prevalecen en Gran 
Bretaña, Japón, Israel, India, etc. Asimismo, las 
características del sistema mixto parlamentario- 
presidencialista pueden ser apropiadas para algunos 
países en épocas particulares de su historia, pero no 
en otros momentos u otros países. 
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2. SISTEMAS ELECTORALES 


La celebración de elecciones periódicas constituye 
uno de los componentes indispensables para las demo- 
cracias contemporáneas. Sin embargo, la celebración 
de elecciones democráticas puede regirse por reglas 
y normas diferentes, es decir, por diferentes sistemas 
electorales que especifiquen cómo se traducen los 
votos en escaños. El recuento de votos es un aspecto 
de la ciencia política que ha suscitado mucho interés 
durante siglos. Plantea problemas teóricos complejos, 
al tiempo que influye poderosamente en la manera en 
la que se distribuye el poder político. 

En esta sección analizamos primero dos métodos 
de elegir al presidente: el sistema de elección directa 
que se utiliza en Francia, Rusia y otros regímenes 
democráticos presidencialistas y semi-presidencia- 
listas, y el sistema de colegio electoral que se aplica 
en Estados Unidos. En segundo lugar estudiamos 
dos métodos de elegir la asamblea legislativa: el sis- 
tema mayoritario y el sistema proporcional. Estos 
sistemas electorales no representan, en absoluto, los 
únicos métodos de recuento de votos empleados en el 
presente o en el pasado. Sin embargo, con todas sus 
variantes, los sistemas que se describen aquí son los 
que con mayor frecuencia se emplean en las democra- 
cias contemporáneas. 


2.1. Elecciones presidenciales 


En algunas democracias, el proceso de elegir un 
presidente es directo: el pueblo vota directamente a 
candidatos individuales. En Francia y Rusia, entre 
otros países, este proceso electoral se puede decidir 
en una única vuelta o en dos vueltas de votaciones. 
En la primera vuelta pueden presentarse todos los 
candidatos que cumplan determinados requisitos. Si 
un candidato obtiene la mayoría absoluta de los votos 
populares en la primera vuelta, es declarado ganador. 
Si nadie obtiene la mayoría absoluta, se celebra una 
segunda vuelta una semana o dos más tarde entre 
los dos finalistas de la primera. El ganador de este 
desempate es elegido presidente. 

El sistema de elección directa suele presentar a 
los electores un conjunto variado de opciones en la 
primera vuelta; en realidad, equivale a unas eleccio- 
nes primarias de ámbito nacional en las que todos 
los candidatos elegibles compiten el mismo día. Este 
sistema también obliga a los electores a elegir entre 
dos individuos, en caso de ser necesaria una segunda 


vuelta. Si el candidato votado por un grupo de electo- 
res no pasa a la segunda vuelta, éstos deben decidir 
si votan a uno de los dos candidatos restantes o se 
abstienen. Los resultados de las últimas elecciones 
presidenciales en Francia y Rusia muestran que este 
sistema fomenta una amplia participación, tanto en 
la primera como en la segunda vuelta (en esta última 
quizá mayor) (véase la Tabla 9.3). Al menos para el 
caso de Francia, esta fórmula asegura que la persona 
que se elige presidente responde a la mayoría absoluta 
de quienes han votado. Los rusos, en cambio, tienen 
la oportunidad de votar en ambas vueltas en contra 
de todos los candidatos. 

El sistema estadounidense es considerablemente 
más complicado. Quienes redactaron la Constitución 
no deseaban que los electores votaran directamente 
al presidente porque desconfiaban de la cultura po- 
lítica de la población; preferían un sistema que diera 
la última palabra en la elección del jefe del ejecutivo 
a una elite políticamente preparada. Así, introduje- 
ron un procedimiento por el que los ciudadanos de 
cada Estado federado eligen electores presidenciales 
quienes, a su vez, eligen al presidente. El número de 
electores presidenciales asignados a cada Estado va- 
ría en función del tamaño de su población y es igual 
al número de delegados que envía ese Estado a la 
Cámara de Representantes más dos a la del Senado 
de Estados Unidos. El Artículo II de la Constitución 
de Estados Unidos autoriza a cada Estado a elegir 
sus electores presidenciales “del modo que sus nor- 
mas dispongan”. 

Varias semanas después de celebrarse las eleccio- 
nes populares, los electores presidenciales se reúnen 
por separado en cada Estado para formar el colegio 
electoral y votar al presidente. Para ser elegido, el 
candidato ganador debe obtener la mayoría absoluta 
del número total de votos de los colegios electorales. 
En 2004 había 538 votos de colegios electorales (o 
electores presidenciales); la mayoría absoluta se al- 
canzaba con 270 votos. 

Una peculiaridad de este sistema reside en que, 
en muchos Estados, el que gana el máximo de votos 
populares automáticamente se apunta todos los votos 
electorales del Estado. El sistema de elección presi- 
dencial de Estados Unidos consiste, por tanto, en unas 
elecciones en las que el candidato que consigue más 
votos del electorado de un Estado puede llevarse la 
totalidad de los votos de los electores presidenciales 
asignados a ese mismo Estado. Como muestra la Tabla 
9.4, en 2004 un candidato podía ganar la presidencia 


Porcentajes de votos obtenidos por diferen 
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TABLA 9.3 


>s candidatos en los sistemas de elección 


directa de presidente en 


ancia (2002) y Rusia (2004) 


FRANCIA: Elecciones presidenciales de 2002 


Primera vuelta (21 de abril) 
Participación: 71,60 por ciento 


Segunda vuelta (2 de mayo) 
Participación: 79,71 por ciento 


Porcentaje Porcentaje 
Candidato Partido de votos Candidato de votos 
Chirac Reagrupamiento por la República (RPR) 19,9 Chirac 82,1 
Le Pen Frente Nacional (FN) 16,9 Le Pen 17,8 
Jospin Partido Socialista (PS) 16,2 
Bayrou Unión para la Democracia Francesa (UDF) 6,8 
Laguiller Lucha de los Trabajdores (LO) 5,7 
Chevènement Movimiento Ciudadano (MRC) 5,3 
Mamère Verdes 5,3 
Besancenot Liga Comunista Revolucionaria (LCR) 4,3 
Saint-Josse Caza, Pesca, Naturaleza, Tradición (CPNT) 4,2 
Madelin Democracia Liberal 3,9 
Hue Partido Comunista Francés (PCF) 3,4 
Taubira Galway (Guayana) 2,3 
Mégret Movimiento Republicano Nacional 2,3 
Lepage Convención para una Alternativa Progresista 1,9 
Boutin Foro de Socialrepublicanos 1,2 
Gluckstein Partido de los Trabajadores (PT) 0,5 
RUSIA: Elecciones presidenciales de 2004 
Primera vuelta (14 de marzo) 
Participación: 64,39 por ciento 
Porcentaje 

Candidato Partido de votos 

Putin Independiente 71,9 

Jaritónov Partido Comunista de la Federación Rusa (PCFR) 13,8 

Glásiev Independiente 4,1 

Jakamada Independiente 3,8 

Maliskin Partido Liberal Democrático de Rusia (PLDR) 2,0 

Mirónov (Presidente del Consejo de la Federación) 0,7 

“Contra todos” Independiente 3,5 


Fuentes: www.parties-and-elections.de; www.fei.ru; www.ifes.org 


obteniendo la mayoría de votos populares en sólo 12 
Estados más el Distrito de Columbia. Aunque ese can- 
didato no hubiera ganado ni una sola votación popular 
en ninguno de los demás Estados, podría conseguir 
los 270 votos de colegio electoral. Y como revelaron las 
controvertidas elecciones de 2000, cabe la posibilidad 


de que un candidato gane el voto popular, pero pierda 
los votos de los colegios electorales. Albert Gore logró 
el 48,38 por ciento del voto popular y George W. Bush 
el 47,87 por ciento; Bush ganó 271 votos electorales y 
Gore 266. Anomalías de este tipo han ocurrido tam- 
bién en el pasado. 
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TABLA 9.4 


Xúmero de Estados mínimo necesario para 


ganar 270 votos de colegios electorales (2004) 


Votos 
Estado electorales 
California 55 
Nueva York 31 
Texas 34 
Florida 27 
Pennsylvania 21 
Illinois 21 
Ohio 20 
Michigan 17 
Nueva Jersey, Carolina del Norte o Georgia 15 
Massachussets 11 
Indiana 12 
Alaska 13 
Distrito de Columbia* 3 
TOTAL 270 


* Los siguientes Estados también tienen tres votos electorales cada 
uno: Alaska, Delaware, Montana, Dakota del Norte, Dakota del 
Sur, Vermont y Wyoming. 


2.2. Elecciones legislativas 


Como se ha señalado en un capítulo anterior, la 
asamblea legislativa nacional de un país puede ser 
unicameral, de una sola cámara, o bicameral, de dos 
cámaras. Existen diferentes métodos para elegir es- 
tas cámaras legislativas. Los dos métodos que se van 
a examinar aquí —el sistema mayoritario y el sistema 
proporcional— presentan, a su vez, algunas varian- 
tes. En este capítulo describiremos sólo los principios 
básicos de estos dos sistemas electorales utilizando 
algunos ejemplos ilustrativos. 


El sistema mayoritario 


Cuando se celebran elecciones legislativas, el terri- 
torio del país en cuestión suele dividirse en distritos 
electorales de diferente tamaño. Los distritos elec- 
torales son, pues, divisiones administrativas de un 
país cuya población (con derecho a voto) elige uno 
(distrito uninominal) o varios (distrito plurinominal) 
representantes para la cámara legislativa. En los 
sistemas de elección mayoritarios los distritos suelen 
ser uninominales. Por ejemplo, Estados Unidos se 


divide en 435 distritos electorales uninominales para 
la Cámara de Representantes. Reino Unido se divide 
actualmente en 659 distritos electorales uninomina- 
les para las elecciones a la Cámara de los Comunes. 
Como en los distritos uninominales la relación entre 
los electores y el candidato elegido es muy directa, el 
sistema mayoritario se denomina a veces sistema de 
mandato (mandate system). 

Una de las ventajas de este sistema es que, como 
sólo hay un representante por distrito, los votantes 
tardan menos en hacerse una idea acerca del dipu- 
tado que mejor representa sus intereses que en el 
caso de distritos plurinominales, donde tienen que 
familiarizarse y evaluar a un mayor número de can- 
didatos. Los distritos uninominales conceden a los 
candidatos mayor protagonismo personal que los 
plurinominales, y por eso fomentan supuestamente 
una mayor conciencia ciudadana de la política y 
más responsabilidad del representante electo hacia 
su electorado. Entre las desventajas, se ha señalado 
que los candidatos necesitan más recursos persona- 
les para competir en distritos uninominales que en 
distritos plurinominales, lo que supone una desven- 
taja para que las personas menos favorecidas, social 
y económicamente (minorías étnicas, mujeres, etc.), 
puedan presentarse como candidatas y ganar las 
elecciones. Por ejemplo, a 31 de diciembre de 2005, 
Estados Unidos y Reino Unido eran dos de las demo- 
cracias con menores porcentajes de representación 
femenina. Estados Unidos ocupaba el puesto 67 en 
el ranking mundial (con un 15 por ciento de mujeres 
en la Cámara de Representantes), y Reino Unido el 
puesto 50 (con un 20 por ciento de escaños ocupa- 
dos por mujeres en la Cámara de los Comunes), por 
detrás no sólo de países desarrollados como España 
(en el puesto 8 del ranking), Suecia o Noruega, sino 
de otros menos desarrollados como Costa Rica, 
Sudáfrica, Venezuela, Bulgaria o Nicaragua, por 
poner sólo algunos ejemplos (más datos al respecto 
en www.ipu.org). 

Si sólo dos candidatos compiten en cada distrito, el 
ganador automáticamente gana por mayoría absoluta 
(la mitad más uno). Este resultado se produce con 
frecuencia en Estados Unidos, donde en la mayoría 
de las elecciones al Congreso en cada distrito se en- 
frentan un miembro del Partido Demócrata contra 
un miembro del Partido Republicano. Sin embargo, 
en Reino Unido y otros países en los que se aplica el 
sistema mayoritario compiten tres o más candidatos 
en cada distrito. En algunas ocasiones, el candidato 


ganador consigue una mayoría absoluta de los votos 
emitidos, pero no se precisa una mayoría absoluta 
para ser elegido representante del distrito. Para 
ganar, es suficiente una mayoría simple, esto es, ob- 
tener el mayor número de votos de los candidatos que 
compiten. Por esta razón, estos sistemas electorales se 
llaman sistemas electorales mayoritarios. 

Así pues, el candidato que obtiene el mayor número 
de votos gana el escaño del distrito, mientras que el 
resto de los candidatos pierden. El sistema electoral 
mayoritario es un sistema en el que “el ganador se 
lleva todo” (winner-take-all). 

Este sistema electoral es relativamente simple. Sin 
embargo, entre los problemas que puede presentar 
debe señalarse, en primer lugar, la posible disparidad 
entre el porcentaje de voto de un partido a escala 
nacional y su porcentaje de escaños en la asamblea 
legislativa. Para entender esta posibilidad, conside- 
remos simplemente el resultado de una competición 
hipotética por un escaño en la Cámara de Represen- 
tantes de Estados Unidos. Supongamos, en nuestro 
ejemplo, que sólo dos candidatos compiten en un dis- 
trito electoral uninominal, el candidato republicano 
consigue el 51 por ciento de los votos emitidos y el 
demócrata obtiene el 49 por ciento. El republicano 
es elegido para el Congreso, y el demócrata tendrá 
que esperar dos años para tener otra oportunidad de 
competir por ese escaño. 

Supongamos ahora que este resultado, por una 
rara coincidencia, se diera en todos y cada uno de los 
435 distritos electorales para la elección de la Cámara 
de Representantes. Si sumamos todos los votos emi- 
tidos en todo el país, es evidente que los candidatos 
republicanos consiguen, en conjunto, el 51 por ciento 
del voto a escala nacional, mientras los demócratas 
reúnen el 49 por ciento. Sin embargo, como los can- 
didatos republicanos ganan por mayoría en cada uno 
de los distritos, obtienen al final la totalidad de los 
435 escaños, en tanto que los demócratas se quedan 
sin ninguno a pesar de haber obtenido el 49 por ciento 
del apoyo electoral. En resumidas cuentas, obtenien- 
do un poco más de la mitad del voto nacional, los re- 
publicanos conseguirían la totalidad de los escaños, 
mientras que los demócratas, con algo menos de la 
mitad de los votos, se quedarían sin representación 
alguna en la Cámara. 

Desde luego, éste es un ejemplo extremo que, de 
momento, resulta muy improbable. Pero ilustra una 
cuestión general: el sistema mayoritario puede crear 
una diferencia significativa entre el porcentaje de 


TABLA 9.5 


Resultados de las elecciones a la Cámara 


de Representantes de Estados Unidos, 


porcentaje de votos y escaños, 1992 


Porcentaje Porcentaje 
Partido voto escaños Diferencia' 
Demócrata 50,8 59,3 +8,5 
Republicano 45,6 40,5 -5,1 
Otros 3,6 0,2 -3,4 


* Un signo positivo indica que el partido obtiene un porcentaje de 
escaños mayor que su porcentaje de votos. 
Un signo negativo indica que el partido obtiene un porcentaje de 
escaños menor que su porcentaje de votos. 


voto de un partido y su porcentaje de escaños en la 
asamblea. La Tabla 9.5 proporciona un ejemplo real 
de resultados electorales en las elecciones a la Cámara 
de Representantes de Estados Unidos. Las elecciones 
británicas a la Cámara de los Comunes de 1992 y 1997 
(Tabla 9.6) ofrecen ejemplos aún más clarificadores. 
En algunas ocasiones, las anomalías que produce el 
sistema mayoritario pueden ser muy notables. 

Otro problema característico del sistema mayori- 
tario es que tiende a castigar a los partidos pequeños. 
Para obtener un porcentaje significativo de escaños 
en la Cámara de Representantes de Estados Unidos 
o en la Cámara de los Comunes británica, un par- 
tido debe ser capaz de presentar candidatos viables 
en todo el país; prácticamente, en todos los distritos. 
Los partidos que no pueden organizar estas grandes 
campañas tienen escasas probabilidades de ganar 
muchos escaños de la asamblea. En otras palabras, el 
sistema mayoritario es la principal razón por la que 
en Estados Unidos prevalece un sistema de dos par- 
tidos. Los demás partidos son demasiado débiles en 
los distritos, así como a escala nacional, como para 
conseguir escaños en la Cámara. 

Las elecciones británicas a la Cámara de los Comu- 
nes ilustran gráficamente lo difícil que resulta a los 
pequeños partidos obtener un porcentaje de escaños 
parlamentarios proporcionado a su porcentaje de voto 
popular. Adviértase en la Tabla 9.6 que, en 1992 y 1997, 
el tercer gran partido de Reino Unido, el Demócrata 
Liberal, obtuvo casi el 20 por ciento del voto a escala 
nacional, pero sólo un 3 por ciento de los escaños en 
la Cámara de los Comunes en 1992 y un 7 por ciento 
en 1997 (es decir, ganó sólo el 3 por ciento de las 651 
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TABLA 9.6 


Resultados de las elecciones británicas a la Cámara de los Comunes, 


porcentaje de votos y porcentaje de escaños, 1992 y 1997 


1992 1997 
Porcentaje Porcentaje Porcentaje Porcentaje 
Partido voto escaños Diferencia" voto escaños Diferencia" 
Conservador 42,8 51,7 +8,9 30,7 25,0 -5,7 
Laborista 35,2 41,7 +6,5 43,3 63,6 +20,3 
Demócrata Liberal 18,3 3,1 -15,2 16,8 7,0 -9,8 
Otros 3,7 3,7 0 9,3 4,4 -4,9 


* Un signo positivo indica que el partido obtiene un porcentaje de escaños mayor que su porcentaje de votos. 
Un signo negativo indica que el partido obtiene un porcentaje de escaños menos que su porcentaje de votos. 


circunscripciones en 1992 y el 7 por ciento de las de 
las 659 en 1997). El apoyo de sus votantes estaba muy 
extendido por el país, pero sólo estaba suficientemen- 
te concentrado como para obtener la mayoría en unos 
pocos distritos. A otros partidos les fue mucho peor. 
Resultados más o menos similares se dieron en 2001 
y 2005. 

Por tanto, uno de los problemas principales del 
sistema mayoritario es que un resultado justo a es- 
cala local puede ser injusto a escala nacional. Que “el 
ganador se lo lleve todo” puede ser un proceder justo 
para elegir a alguien que represente a nuestro distrito 
en la asamblea nacional. Pero cuando todos los votos 
se cuentan a escala nacional, puede producirse una 
brecha significativa entre el porcentaje de escaños de 
cada partido en la asamblea y su porcentaje de voto 
nacional. Estas disparidades pueden ser importantes 
y mantenerse en el tiempo. El sistema proporcional 
está diseñado para solventar este problema. 


El sistema de representación proporcional 


Un sistema de representación proporcional, es 
aquel en que la proporción (el porcentaje) de escaños 
de un partido en la asamblea nacional es exactamente 
o aproximadamente igual que su porcentaje de voto 
popular a escala nacional. En pocas palabras, si un 
partido obtiene el 25 por ciento del voto popular en las 
elecciones legislativas, obtendrá el 25 por ciento (exac- 
ta o aproximadamente) de los escaños de la asamblea. 
Existen varias fórmulas estadísticas para asegurar 
estos resultados, dando lugar a variantes del sistema 
proporcional. La mayor parte de estas variantes son 
sistemas proporcionales aproximados. En la variante 


de lista de partido, los partidos componen listas confi- 
guran candidatos, ordenando sus nombres de acuerdo 
con su notoriedad política (u otros criterios decididos 
por el partido). A modo de ejemplo, si un partido con- 
sigue 200 escaños de la asamblea, las primeras 200 
personas de la lista obtendrían los escaños. 

Israel ofrece un ejemplo claro de cómo funciona el 
sistema electoral de representación proporcional. 


ELECCIONES EN ISRAEL 


Israel se constituye en un único gran distrito electoral para 
elegir la Kneset, su asamblea legislativa unicameral de 120 
diputados. Los electores votan por un partido, no por candi- 
datos individuales. La Tabla 9.7 muestra los resultados de las 
elecciones de 1999 y 2003. 

Lo primero que merece la pena subrayar es lo mucho que 
se aproximan el porcentaje de voto nacional de cada partido 
y su porcentaje de escaños en la Kneset. Cada partido obtie- 
ne un número de escaños en proporción aproximada a su 
porcentaje de voto nacional. Aquí no se aprecian las grandes 
diferencias entre estas dos cifras que son posibles —y que a 
veces se dan de hecho— en el sistema mayoritario. 

Quizá lo más sorprendente sea el elevado número de par- 
tidos elegidos para la Kneset. En efecto, el sistema proporcio- 
nal puede generar una proliferación considerable de partidos 
políticos representados en la asamblea legislativa. En estas 
condiciones, no es probable que un solo partido obtenga la 
mayoría absoluta de los escaños legislativos. Por lo tanto, el 
sistema proporcional suele dar lugar a un gobierno de coa- 
lición de varios partidos o un gobierno minoritario. Si los 
partidos que participan mantienen buenas relaciones, este 
sistema puede funcionar perfectamente y establecer gobier- 
nos estables y eficaces. Sin embargo, como se ha señalado ya, 
los gobiernos multipartidistas pueden ser también inestables 
e ineficientes. Así pues, entre los inconvenientes del sistema 
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TABLA 9.7 


Resultados de las elecciones a la Kneset de Israel, porcentaje de votos 


y porcentaje de escaños, 1999 y 2003 


1999 
Porcentaje Porcentaje 

Partido voto escaños 
Laboristas 20,2 21,7 
Likud 14,1 15,8 
Shas 13 14,2 
Meretz 7,6 8,3 
Lista de Árabes Unidos 5,3 5,8 
Ba'Aliya de Israel 5,1 5 
Shinui 5 5 
Centro 5 5 
Partido Religioso Nacional 4,2 4,2 
Judaísmo Unido de la Tora 3,7 4,2 
Unión Nacional 3 3,3 
Beitenu de Israel 2,6 3,3 
Hadash 2,6 2,5 
Una Nación 1,9 1,7 


Balad - - 


2003 
Porcentaje Porcentaje 
Diferencia" voto escaños Diferencia" 

+1,5 14,5 15,8 +1,3 
+1,7 29,4 31,7 +2,3 

+1,2 8,2 9,2 +1 
+0,7 5,2 5 0,2 
+0,5 2,1 1,7 —0,4 
-0,1 2,2 1,7 -0,5 
0 2,3 12,5 +10,2 

0 0,1 - - 
0 4,2 5 +0,8 
+0,5 4,3 4,2 —0,1 
+0,3 5,5 5,8 +0,3 

+0,7 z = - 
0,1 3 2,5 -0,5 
-0,2 2,8 2,5 -0,3 
2,3 2,5 +0,2 


* Un signo positivo indica que el partido obtiene un porcentaje de escaños mayor que su porcentaje de votos. 
Un signo negativo indica que el partido obtiene un porcentaje de escaños menos que su porcentaje de votos. 


Fuente: www.israel-mfa.gov.il 


proporcional cabe mencionar que aumenta la probabilidad 
de la inestabilidad e ineficiencia. 

Israel ejemplifica también este fenómeno. La Kneset de 120 
miembros en 1999 incluía catorce agrupaciones de partido y 
la de 2003, trece. Estos partidos reflejan las numerosas dife- 
rencias étnicas, religiosas, ideológicas y de clase de la sociedad 
israelí. El centrista Partido Laborista es uno de los partidos 
más antiguos de Israel. Ha proporcionado varios primeros 
ministros, como Golda Meir (1969-74), Isaac Rabin (1974-77 
y 1992-95), Shimon Peres (1984-86 y 1995-96) y Ehud Barak 
(1999-2000). Del Likud, el mayor partido de derechas del país, 
han salido los primeros ministros Menachem Begin (1977-83), 
Benjamín Netanyahu (1996-99) y Ariel Sharon (2000-2005). 
Shas es un partido religioso cuyos seguidores proceden, en su 
mayoría, de Marruecos y otras partes de Oriente Medio. El 
Partido Religioso Nacional y el Judaísmo Unido de la Torah 
son partidos religiosos muy relacionados con el judaísmo 
ortodoxo. La Unión Nacional es un partido de derechas de 
la línea dura. Shinui, Meretz y Centro son partidos laicos con 
vocación centrista. La Lista de Árabes Unidos está formada 
por pequeños partidos que apelan a la población árabe de 
Israel. Ba'Aliya de Israel y Beitenu congregan a los judíos de la 
antigua Unión Soviética, mientras que Hadash, Una Nación y 
Balad son pequeños partidos de izquierda. 


Poco después de las elecciones de 1999, Ehud Barak, del 
bloque Un Israel (formado por el Partido Laborista y dos 
pequeños aliados), puso en marcha un gobierno de coalición 
que incluía a otros cinco partidos: dos centristas (Meretz y 
el Partido de Centro), dos religiosos conservadores (Shas y 
el Partido Religioso Nacional) y el conservador Ba'Aliya de 
Israel. El viejo dicho “la política hace extraños compañeros 
de cama” no puede ser más apropiado para esta coalición de 
partidos tan dispares. Enseguida surgieron las principales 
diferencias entre los socios de la coalición, no sólo sobre 
cuestiones internas, como la financiación pública de las 
escuelas religiosas, sino también sobre asuntos vitales de 
política exterior. Mientras el Partido Laborista, Meretz y el 
Partido de Centro estaban dispuestos a hacer más concesio- 
nes para lograr la paz con los palestinos, los demás partidos 
de la coalición se oponían a sellar acuerdos que pudieran 
poner en peligro el estatus de los asentamientos judíos en 
la Franja de Gaza Oriental u otros intereses israelíes clave. 
También seguían recelando mucho de las intenciones del 
líder palestino Yasser Arafat. Cuando Barak voló a Estados 
Unidos en verano de 2000 para reunirse con el Presidente 
Clinton y Arafat en Camp David, los tres partidos conser- 
vadores de este gobierno retiraron su apoyo, como hizo el 
propio ministro de exteriores de Barak. Éste regresó a su país 
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y se encontró a su gobierno desmembrado. Incapaz de volver 
a organizar la coalición, dimitió. 

El principal adversario político del Partido Laborista, el 
Likud, también se opuso abiertamente a las iniciativas de 
paz de Barak. El líder del Likud, Ariel Sharon, se aprovechó 
de los problemas políticos de Barak y ejerció presión para 
cambiar el gobierno. Cuando israelíes y palestinos iniciaron 
una nueva fase de violencia, Sharon derrotó ampliamente a 
Barak en unas elecciones por el cargo de primer ministro en 
febrero de 2001, obteniendo el 62,4 por ciento del voto frente 
al 37,6 por ciento de Barak. Estas elecciones fueron el segun- 
do y último intento de Israel de celebrar comicios diferentes 
para elegir el primer ministro y la Kneset por separado. 

Una vez elegido primer ministro, Sharon heredó la frag- 
mentada Kneset de 1999. En busca de respaldo parlamentario 
para formar un gobierno viable, Sharon tendió la mano a su 
principal rival, el Partido Laborista, que se avino a unirse al 
Likud y a otros partidos pequeños en una nueva coalición. 
Sin embargo, esta combinación resultó difícil, especialmente 
entre los dos partidos mayoritarios enfrentados en la política 
israelí —el Likud y el Laborista— que compartían el gobierno. 
Entretanto, durante los dos años siguientes la espiral de vio- 
lencia entre Israel y Palestina se aceleró. En una atmósfera de 
máxima inquietud, los israelíes fueron a las urnas en enero 
de 2003 para elegir una nueva Kneset. La Tabla 9.7 muestra 
el resultado de estas elecciones: otra asamblea marcadamente 
dividida. Aunque el Likud aumentó sus escaños de 19 a 38, se- 
guía sin alcanzar la mayoría absoluta (61 de los 120 escaños). 
Como los laboristas se negaron a volver a formar parte del 
gobierno, al Primer Ministro Sharon sólo le quedó la opción 
de formar otro gobierno de coalición entre varios partidos, 
integrado inicialmente por el Likud y cuatro partidos peque- 
ños. Juntos sumaban 66 escaños en la asamblea, una mayoría 
absoluta por 5 escaños. Esta coalición se terminó rompiendo 
en noviembre de 2005 a raíz de la devolución de los territorios, 
previamente ocupados por los colonos judíos en la Franja de 
Gaza, a las autoridades palestinas. Y como consecuencia de 
ello, ha quedado disuelta la Kneset y se han convocado nuevas 
elecciones a las que Sharon, antes de que su grave enfermedad 
le alejara definitivamente de la política, pensaba concurrir con 
un nuevo partido creado por él a este efecto. 

Con Ehud Olmert como líder de este nuevo partido, 
Kadima, que en lengua hebrea significa “adelante”, los 
resultados de las pasadas elecciones de marzo de 2006 
han vuelto a conformar una Kneset integrada por una gran 
variedad de partidos. Y si es cierto que este nuevo partido ha 
sido el más beneficiado al obtener 28 de los 120 representantes 
en disputa, no lo es menos que ha quedado mermada su 
representación en comparación con la que tenía el Likud en la 
anterior asamblea, 38 escaños. Estos resultados menoscaban 
su capacidad de maniobra a la hora de conformar un nuevo 
gobierno con los laboristas, que han obtenido 20 escaños, 
y los ultraortodoxos del partido Shas, con 13 escaños. Por 
otra parte, el antiguo partido Likud, que lideraba la anterior 
coalición de gobierno, ha pasado a obtener 11 escaños frente 
a los 38 conseguidos en las elecciones del 2003. 

A buen seguro, el sistema electoral de representación pro- 
porcional no constituye en absoluto la causa principal del 
persistente y delicado conflicto entre israelíes y palestinos, ya 


que hay razones profundamente arraigadas que explican la 
hostilidad y la desconfianza entre ambas partes. Además, el 
sistema proporcional no crea divisiones políticas en la socie- 
dad; antes bien, al igual que un espejo, las refleja. En efecto, es 
un método muy democrático para representar en la asamblea 
nacional de Israel las diversas y numerosas identidades, inte- 
reses y actitudes de la compleja sociedad del país. Sin embargo, 
al mismo tiempo, el sistema proporcional anima activamente 
a los partidos pequeños a presentar sus propios candidatos en 
lugar de fundirse en grandes partidos, como ocurre en Estados 
Unidos. Y como imposibilita prácticamente un gobierno de 
un solo partido con un diseño político coherente, el sistema 
proporcional favorece, que el gobierno israelí esté formado 
por partidos diferentes, con propensión a discrepar en una u 
otra decisión política —incluyendo, a veces, las cuestiones 
más vitales que afectan a la seguridad de Israel y a los san- 
grientos conflictos de Oriente Medio—. En efecto, en algunas 
ocasiones partidos muy pequeños del gobierno de Israel han 
vetado iniciativas políticas apoyadas por el primer ministro 
y el partido más importante del gobierno. La representación 
proporcional en Israel tal vez no sea un catalizador de la crisis 
de Oriente Medio; pero ciertamente obstaculiza el proceso de 
toma de decisiones en el gobierno israelí, añadiendo una car- 
ga más a la ya castigada región. 


A pesar de las complicaciones que, como ilustra 
el caso de Israel, puede provocar el sistema electoral 
de representación proporcional, sus partidarios in- 
sisten en que representa mejor las divisiones políticas 
de un país que el sistema mayoritario, que puede 
producir gobiernos más coherentes y estables, pero 
no representa fielmente las diversas orientaciones 
políticas del electorado. Los sistemas proporcionales 
nunca son sistemas de dos partidos y sus defensores 
afirman que los mayoritarios, como no ofrecen más 
elección que dos o quizás tres grandes partidos, li- 
mitan indebidamente la elección del votante y crean 
falsas mayorías legislativas (como la mayoría del 
64 por ciento de los escaños que obtuvo el Partido 
Laborista británico en la Cámara de los Comunes 
con sólo el 43 por ciento del voto popular en las elec- 
ciones legislativas de 1997 -Tabla 9.6). 

Los críticos del sistema proporcional sostienen que 
la pluralidad de partidos puede dificultar enorme- 
mente la gobernabilidad. Pero algunas democracias 
con sistemas proporcionales han encontrado una ma- 
nera de reducir el número de partidos elegidos para 
la asamblea. Se puede emplear un umbral electoral, 
una especie de barrera electoral, por la que se estable- 
ce un porcentaje mínimo de voto por debajo del cual 
un partido no obtiene representación (escaños) parla- 
mentaria. Suecia, por ejemplo, tiene un umbral del 4 
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por ciento; Alemania, del 5 por ciento, e Israel uno muy 
bajo, del 1,5 por ciento, que obviamente beneficia a los 
partidos pequeños, pero no a los que defienden una 
Kneset menos fragmentada (en 2003, quince partidos 
estaban por debajo de esa barrera). Polonia impuso un 
umbral electoral, una vez que comprobó que el sistema 
proporcional empleado en 1991, en la primera fase de 
la transición desde el comunismo a la democracia, 
abrió el acceso a 30 partidos a la asamblea. Tras esta- 
blecer una barrera del 5 por ciento de los votos nacio- 
nales a los partidos que se presentasen solos y del 8 por 
ciento a los partidos que se coaligaran, el número de 
partidos electos cayó a siete en 1993 y a cinco en 1997. 
En España, este umbral electoral se sitúa en el 3 por 
ciento de los votos válidos emitidos en cada uno de los 
52 distritos electorales en los que se divide el país para 
las elecciones al Congreso de los Diputados. 

Una de las críticas que puede hacerse al sistema 
proporcional es la de que tiende a ser más impersonal 
que el sistema mayoritario. En el sistema mayorita- 
rio, los votantes pueden reconocer a los candidatos 
participantes por su nombre, mientras que en la 
mayoría de los sistemas proporcionales los votantes 
votan a un partido, no a candidatos individuales. 
Normalmente, cada partido proporciona una lista 
con sus candidatos (en el caso de listas cerradas), 
pero no se suele dar excesiva publicidad en la pro- 
paganda electoral y los medios de comunicación 
a los nombres que componen la lista. Salvo el caso 
de los líderes más destacados de cada partido, en la 
mayoría de los sistemas proporcionales los votantes 
no suelen reconocer a los candidatos por el nombre. 
Además, algunos países con sistemas proporcionales 
tienen distritos plurinominales, con frecuencia con 
más de diez representantes electos en cada distrito. 
Si bien a algunos votantes les puede agradar tener 
varios representantes dedicados a las necesidades de 
su distrito, a otros les resulta difícil recordar su nom- 
bre. Tales circunstancias pueden dificultar que los 
representantes electos o legisladores rindan cuentas 
a título individual ante su electorado local. 

Alemania intenta sortear estos problemas combi- 
nando el sistema proporcional y el mayoritario. La 
mitad de los escaños del Bundestag se elige con el sis- 
tema proporcional y la otra mitad con el mayoritario. 
Una fórmula estadística asegura que la distribución 
final de los escaños en la cámara se aproxime a la 
del sistema proporcional. Japón y Rusia también 
emplean sistemas electorales mixtos para elegir sus 
cámaras bajas. 


El sistema proporcional puede resultar más eficaz 
que el mayoritario en lo que respecta a la elección de 
mujeres y/o miembros de minorías. En un sistema 
electoral de este tipo, es el partido, en lugar de los 
candidatos individuales, el que financia la campaña 
electoral, y ello facilita que personas con recursos so- 
ciales o económicos limitados (por ejemplo, miembros 
de algunas minorías) puedan presentarse como candi- 
datas, al no tener que sufragar parte de los gastos de la 
campaña con sus recursos personales (como sí suele 
ocurrir en los distritos uninominales donde el ganador 
se lleva todo, especialmente en el caso de Estados Uni- 
dos). Por otro lado, los partidos presentan listas con 
más de un candidato en los distritos plurinominales y 
parece haber una correlación positiva entre el número 
de candidatos de una lista (o el número de escaños a 
cubrir en cada distrito) y la presencia de mujeres. No 
obstante, la probabilidad de que las mujeres resulten 
elegidas candidatas en distritos plurinominales depen- 
de también del lugar que ocupen en las listas que pre- 
sentan los partidos, si éstas son cerradas y bloqueadas 
(es decir, no permiten elegir candidatos no incluidos 
en la lista ni alterar el orden en el que los candidatos 
incluidos aparecen). Pongamos un ejemplo:en un dis- 
trito plurinominal en el que se eligen cinco escaños, un 
partido presenta una lista con cinco candidaturas, dos 
de ellas de mujeres. Si el partido sólo obtiene el respal- 
do electoral suficiente para mandar tres candidatos al 
congreso, serían los tres candidatos que ocupan los tres 
primeros puestos en la lista quienes se convertirían en 
diputados. Ahora bien, si las dos mujeres candidatas 
ocupan los puestos cuarto y quinto en la lista, ningu- 
na de ellas se convertirá en diputada. No obstante, 
en algunos sistemas de representación proporcional 
existe la posibilidad de que los partidos presenten 
listas desbloqueadas. Esto significa que los electores 
no sólo eligen un partido, sino que seleccionan a sus 
candidatos preferidos dentro de la lista que presenta 
dicho partido (no tienen que elegir necesariamente a 
los que encabezan la lista, y en la misma pueden figu- 
rar más candidatos que escaños a elegir en el distrito 
electoral). La experiencia de los países nórdicos en 
Europa parece mostrar que este sistema de represen- 
tación proporcional y voto preferencial es el que, en 
mayor medida, favorece la representación de género y 
de minorías. 

En resumen, las principales ventajas del sistema 
proporcional son: (1) su justicia al traducir el apoyo 
popular dado a los partidos políticos en proporciones 
equivalentes de escaños legislativos, (2) su capacidad 
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para ayudar a los partidos pequeños —y quizás a las 
mujeres y las minorías— a ganar una porción de esca- 
ños legislativos ajustada a su peso y (3) su tendencia a 
ampliar las opciones de los votantes al proporcionar al 
electorado una variada serie de partidos entre los que 
elegir. Entre las desventajas del sistema proporcional 
cabe mencionar: (1) su tendencia a promover la proli- 
feración de partidos, (2) su proclividad a incrementar 
la probabilidad de bloqueos parlamentarios, inestabi- 
lidad gubernamental, ineficiencia e ineficacia, y (3) su 
carácter impersonal. 

Del mismo modo que no podemos identificar con 
toda seguridad “la mejor” forma institucional de de- 
mocracia representativa, tampoco resulta fácil elegir 
“el mejor” sistema electoral entre el sistema mayo- 
ritario y el proporcional. Como hemos visto, ambos 
sistemas tienen sus ventajas e inconvenientes. Y lo 
que es más importante, el modo en que estos sistemas 
funcionan en la práctica suele diferir en cada país. 

Para entender cómo influye el sistema electoral en 
el curso real de los acontecimientos políticos es ne- 
cesario combinar una sólida comprensión teórica de 
cómo pueden funcionar esos sistemas, con un análisis 
empírico de cómo funcionan efectivamente en las di- 
ferentes democracias. 


3. EJERCICIO DE COMPROBACIÓN 
DE HIPÓTESIS: ¿PROMUEVEN LOS 
SISTEMAS PROPORCIONALES LA 
PARTICIPACIÓN ELECTORAL EN MAYOR 
MEDIDA QUE LOS MAYORITARIOS? 


¿Difiere mucho el porcentaje de participación ciuda- 
dana en las urnas entre los sistemas mayoritarios y 
los sistemas de representación proporcional? Parece 
plausible que los sistemas proporcionales atraigan a 
más votantes que los sistemas mayoritarios, porque los 
primeros ofrecen a los ciudadanos más opciones entre 
las que elegir a sus representantes para la asamblea 
legislativa. En los sistemas mayoritarios, como en Es- 
tados Unidos o Reino Unido, los dos grandes partidos 
obtienen invariablemente la mayoría de los escaños. 
Así, parece que los sistemas proporcionales tienden a 
persuadir a un mayor número de partidos a presentar 
candidatos, ofreciendo también a los votantes más op- 
ciones el día de las elecciones que los sistemas mayori- 
tarios. Además, la decisión de los ciudadanos de acudir 
a votar puede verse afectada por el peso marginal que 
el sistema electoral otorgue a su voto, y éste es mayor 
en los sistemas proporcionales que en los mayoritarios 


(toda vez que el voto individual tiene más probabilidad 
de quedar reflejado en la distribución de escaños). 


3.1. Hipótesis y variables 


De acuerdo con estos supuestos, cabe formular, con 
una base bastante sólida, la hipótesis según la cual 
los sistemas electorales proporcionales tienden a pro- 
ducir porcentajes más altos de participación electoral 
que los sistemas mayoritarios. 

La variable dependiente es la participación electo- 
ral de los ciudadanos (que podemos medir como el 
porcentaje de electores que acudió a votar el día de 
las elecciones). La variable independiente es el tipo 
de sistema electoral, que puede tomar dos valores: 
proporcional o mayoritario. 


3.2. Expectativas y evidencia 


Si la hipótesis es correcta, las democracias con siste- 
mas proporcionales registrarán porcentajes bastante 
más altos de participación electoral que las que eligen 
sus asambleas legislativas a través de sistemas mayo- 
ritarios. 

La Tabla 9.8 enumera 22 países que han celebrado 
elecciones democráticas en los últimos 40 años y la 
cifra de participación media tomando todas las eleccio- 
nes de forma conjunta. La mayoría de las democracias 
incluidas en la tabla ha conservado el mismo sistema 
electoral durante décadas, con la excepción única de 
Francia. Aunque los sistemas proporcionales de los 
distintos países difieren en detalles concretos, en 
principio se asemejan lo suficiente como para poder 
agruparlos con fines comparativos. Lo mismo sucede 
con los sistemas mayoritarios. 

Lo primero que se puede apreciar es que el conjun- 
to de los países con sistemas proporcionales registra 
un porcentaje medio de participación del 72,2 por 
ciento. La moda (el valor que más repite) es el 85 por 
ciento, en tanto que la mediana (el valor que deja el 
mismo número de países por encima y por debajo) es 
el 80 por ciento. Se trata de porcentajes de partici- 
pación elevados. Sólo dos casos entre los países con 
sistemas mayoritarios muestran porcentajes de par- 
ticipación electoral superiores al 79 por ciento. En las 
democracias con sistemas electorales mayoritarios, 
la participación media es del 57,4 por ciento, quince 
puntos por debajo de la que encontramos entre los 
países con sistemas electorales proporcionales. La 
mediana, el 68 por ciento, es 12 puntos más baja que 
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TABLA 9.8 


Porcentajes de participación electoral en países con sistemas electorales proporcionales vs. 


países con sistemas electorales mayoritarios 


SISTEMAS PROPORCIONALES 


Porcentaje de 
participación electoral 
media en cada país 


País entre 1945-1997 
Islandia 89,5 
Austria 85,1 
Bélgica 84,9 
Países Bajos 84,8 
Dinamarca 83,6 
Suecia 83,4 
Alemania 80,6 
Israel 800 
Noruega 79,8 
Finlandia 79,0 
Irlanda 74,9 
Francia, IV República 72,2 
Luxemburgo 64,1 
Suiza 49,3 
MEDIA para el conjunto de países 72,2 


seleccionados en el período 1945-1997 


SISTEMAS MAYORITARIOS 


Porcentaje de 
participación electoral 
media en cada país 


País entre 1945-1997 
Nueva Zelanda 86,2 
Australia 84,4 
Reino Unido 74,9 
Canadá 68,4 
Francia, V República 65,3 
India 60,6 
Estados Unidos 48,3 
MEDIA para el conjunto de países 57,4 


seleccionadosenel período 1945-1997 


Fuente: International Institute for Democracy and Electoral Assistance, Voter Turnout from 1945 to 1997: A Global Report (www.idea.int) 


en las democracias con sistemas proporcionales. Es- 
tas cifras ofrecen, por tanto, respaldo empírico a la 
hipótesis antes formulada. 


3.3. Conclusiones 


Por regla general, los porcentajes medios de parti- 
cipación en los sistemas electorales proporcionales 
son más altos. No obstante, no se deben perder de 
vista algunos detalles interesantes. Adviértase que el 
porcentaje medio de participación en Nueva Zelanda, 
Australia, Reino Unido y Canadá —países con varian- 
tes del sistema mayoritario— es más alto que en Ja- 
pón, Luxemburgo y Suiza, con variantes del sistema 
proporcional. Los sistemas mayoritarios no siempre 
arrojan porcentajes más bajos de participación que 
los sistemas proporcionarles. La evidencia general es, 
pues, mixta. 

Al profundizar en algunos datos que aquí no se 
indican, cabe ocasionalmente encontrar variaciones 


significativas en el porcentaje de participación elec- 
toral de un mismo país, a pesar de no haber cambiado 
su sistema electoral. En Suiza, por ejemplo, la par- 
ticipación cayó del 63 por ciento en 1951 al 35,7 por 
ciento en 1995, En Estados Unidos, la participación 
en las elecciones a la Cámara de Representantes sue- 
le ser mayor en los años que coinciden con las elec- 
ciones presidenciales. El sistema electoral alemán 
combina el sistema proporcional y el mayoritario: 
aunque el resultado final se aproxima siempre a la 
representación proporcional, los votantes se pueden 
sentir atraídos a las urnas, al menos parcialmente, 
para votar a un miembro que representa los intere- 
ses de su distrito. 

Éstas y otras desviaciones de la validez general 
de la hipótesis formulada sirven para recordar que, 
en la práctica, las generalizaciones no están libres 
de excepciones y que una correlación entre dos va- 
riables no explica por sí misma por qué éstas están 
asociadas o correlacionadas. Los ciudadanos votan 
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—o se abstienen— por muchas y diferentes razones. 
Aunque se aprecia una tendencia hacia mayores 
porcentajes de voto en los sistemas proporcionales 
que en los mayoritarios, sería un error atribuir al 
sistema electoral la explicación última del nivel de 
participación. Tal vez convenga recordar otra gene- 
ralización: en la ciencia política la multicausalidad 
suele ser más adecuada para explicar los complejos 
fenómenos de la realidad política que la monocausa- 
lidad, que resulta forzosamente reduccionista. 


TÉRMINOS CLAVE 
(en negrita en el texto) 


Presidencialismo 

Separación de poderes 

Frenos y contrapesos 

Gobierno dividido 

Gobierno parlamentario 

Voto de investidura 

Moción de censura 

Cuestión de confianza 

Gobierno mayoritario de un solo partido 
Disciplina de partido 

Gobierno mayoritario de coalición 
Inestabilidad gubernamental 

Gobierno minoritario 

Elecciones anticipadas 

Sistema parlamentario-presidencialista (semi-presi- 
dencialismo) 

Sistema de ejecutivo dual 

Colegio electoral 

Sistema electoral mayoritario 

Sistema de representación proporcional 
Umbral electoral 


CAPÍTULO 10 


LA DEMOCRACIA (IID: 
¿QUÉ CONDICIONES REQUIERE PARA 
SU IMPLANTACIÓN Y DESARROLLO? 


Este capítulo se ocupa de analizar una cuestión que 
ha suscitado un intenso debate en la ciencia política 
durante la segunda mitad del siglo XX: qué condi- 
ciones políticas, sociales, económicas y culturales 
requiere la democracia. Tras establecer la diferencia 
entre democratización y consolidación de la democra- 
cia, se pasa revista a diez factores que se han puesto 
a menudo en relación con estos dos procesos. De la 
evidencia disponible se desprende que la democracia 
no es una fórmula mágica que se pueda imponer en 
cualquier sociedad, ni tampoco un orden histórica- 
mente inevitable. Más bien se trata de un arreglo frágil 
que requiere, sobre todo, de muchas voluntades para 
su emergencia y subsistencia. El caso de la India, 
que se analiza en la última parte del capítulo, pone de 
relieve la crucial importancia que adquiere el arraigo 
de valores democráticos en la sociedad, aun cuando 
existan precarias condiciones para el desarrollo esta- 
ble de la democracia. 


1. DEMOCRATIZACIÓN Y 
CONSOLIDACIÓN DE LA DEMOCRACIA 


¿Por qué algunos países logran establecer demo- 
cracias y mantenerlas durante largos períodos de 
tiempo, mientras que otros no consiguen ni construir- 
las ni mantenerlas? ¿Qué deben hacer los países para 
facilitar una transición exitosa desde un régimen no 
democrático a una democracia estable y duradera? En 
este capítulo examinamos una serie de factores que 


han contribuido a dar cuenta del éxito de algunas de 
las democracias más antiguas del mundo, como Es- 
tados Unidos y Gran Bretaña. Estos mismos factores 
pueden servir de orientación a los países actualmente 
involucrados en el difícil, pero crucial proceso de de- 
mocratización. La democratización hace referencia al 
proceso de construcción de una democracia. Se trata 
de un proceso de transición, bien mediante la reforma 
paulatina de las instituciones existentes, bien mediante 
la ruptura drástica con ellas, desde un régimen de dic- 
tadura (en cualquiera de sus modalidades: autoritaria, 
totalitaria, sultanista, etc.) a otro de democracia. 

El objetivo último de todos estos esfuerzos demo- 
cratizadores es la consolidación (o asentamiento 
y estabilización) de la democracia. Los países que 
inician un proceso de democratización necesitan 
completarlo construyendo una democracia fuerte y 
duradera que resista la prueba del tiempo. Los Esta- 
dos cruzan la línea divisoria entre la democratización 
y la consolidación cuando sus instituciones son tan 
ampliamente aceptadas y sus prácticas democráticas 
están tan arraigadas, que ningún sector importante 
de la ciudadanía está dispuesto a subvertir el orden 
democrático sustituyéndolo por otro; o, como dicen 
algunos autores, cuando la democracia “is the only 
game in town”, esto es, cuando nadie se plantea que las 
reglas del juego político sean otras que las democrá- 
ticas. Sin embargo, suele ser difícil precisar cuándo 
se ha cruzado el umbral que lleva a la consolidación. 
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Algunas democracias parecen haberse consolidado, 
pero, de pronto, se derrumban dando paso a una 
dictadura. La consolidación de la democracia puede 
requerir décadas y mucha perseverancia. Los factores 
que enumeramos en este capítulo pueden ayudar a 
los países a evolucionar de la dictadura a la democra- 
tización y de la democratización a la consolidación de 
una democracia estable y duradera. El resultado, sin 
embargo, no siempre está garantizado. 


2. DIEZ CONDICIONES PARA LA DEMOCRACIA 


Los siguientes diez factores están lejos de constituir 
una fórmula infalible. No pueden garantizar que se 
establezca la democracia ni que, si se consigue, ésta 
perdure. Los países deben encontrar su propio camino 
hacia este tipo de régimen en función de sus propias 
condiciones. Muy pocas democracias estables, o paí- 
ses en vías de democratización, presentan todos los 
elementos de nuestra lista. De hecho, como sugiere 
el ejemplo de la India que ofrecemos al final de este 
capítulo, algunos países pueden incluso presentar 
características contradictorias con alguno de estos 
diez factores y, aun así, lograr construir y mantener 
estructuras y procesos democráticos. Por esta razón 
consideramos estos factores como “requisitos” para 
la democracia en un sentido bastante laxo y en modo 
alguno determinista: no se trata ni de “condiciones 
necesarias”, puesto que no es necesario que se den 
los diez factores para que exista una democracia, ni 
de “condiciones suficientes”, puesto que el hecho de 
contar con la mayoría de ellos no asegura el éxito de 
una democracia. 

Por lo tanto, más que una receta infalible sobre 
“cómo construir una democracia”, lo que sigue a 
continuación es simplemente una lista de variables in- 
dependientes formuladas como hipótesis sobre cómo 
surgen las democracias y por qué duran. Destaque- 
mos, en cualquier caso, que estamos considerando de 
forma simultánea dos procesos diferentes: la creación 
de una democracia donde ésta no existía es una cosa, y 
otra bien distinta es la consolidación de una democra- 
cia que acaba de nacer. Aunque algunos autores han 
subrayado la pertinencia de analizar estas cuestiones 
por separado, defendiendo que dichos procesos obe- 
decen a lógicas distintas, para simplificar y teniendo 
en cuenta que ambos suelen estar muy relacionados 
entre sí, los trataremos de forma conjunta. En con- 
secuencia, nuestras variables dependientes (es decir, 
lo que pretendemos explicar) son tanto la emergencia 


como la consolidación de la democracia y, de acuerdo 
con nuestras hipótesis, todas las variables indepen- 
dientes aquí consideradas contribuyen, en mayor o 
menor medida, a incrementar las probabilidades de 
que se produzca la democratización y/o la consolida- 
ción democrática. Este capítulo adopta la forma de un 
ejercicio de comprobación de hipótesis extenso, toda 
vez que su objetivo consiste en contrastar, mediante la 
evidencia empírica disponible, la capacidad explicati- 
va de los diez factores o variables independientes. 

Es preciso recalcar que el modo en que intervie- 
nen estas variables difiere según el país. No todos 
siguen el mismo camino desde la dictadura hasta 
la democracia, y no todas las democracias estables 
logran consolidar los procesos del mismo modo ni 
empleando la misma cantidad de tiempo. En otras 
palabras, nuestros diez factores no son los causantes 
de la aparición de la democracia o de su consolidación, 
interactuando entre ellos según una pauta universal- 
mente aplicable. Aunque podamos hacer algunas 
generalizaciones sobre la democratización y la conso- 
lidación basándonos en la observación de una amplia 
variedad de países, resulta muy difícil construir una 
teoría general sobre estos procesos que se pueda 
aplicar a todos ellos. Hay que estudiar minuciosa- 
mente cada caso si queremos entender los muchos 
caminos posibles hacia la democracia. Además, nin- 
guna de nuestras variables da lugar por sí sola a la 
democratización o la consolidación; la democracia 
requiere una combinación de ingredientes. 

Dependiendo de las circunstancias de un país, va- 
rios de los factores que vamos a estudiar pueden ser 
suficientes para crear o consolidar una democracia; 
algunos pueden ser necesarios, pero no suficientes; 
y otros pueden ser útiles, pero no imprescindibles. 
Una vez más, debemos recelar de las explicaciones 
monocausales y recordar que correlaciones (A está 
relacionado con B) y causas (A causa B) no son lo 
mismo. Unos niveles de riqueza nacional altos y 
unos niveles educativos elevados suelen mostrar una 
correlación muy alta con la democracia, pero ni por 
sí solos ni combinados producen la democratización 
de un país. En otras palabras, podemos observar 
empíricamente que la mayoría de las democracias 
emergen en países ricos (luego hay correlación entre 
ambos factores), pero también sabemos que la rique- 
za no conduce necesariamente a la democratización 
del país (ya que hay dictaduras en países ricos, como 
Arabia Saudí) e, inversamente, que los países pobres 
no son, necesariamente, dictaduras. Luego, no hay 
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una relación de causalidad clara entre el origen de 
la democracia y la riqueza del país. 

Es obvio que carecemos de espacio en estas pocas 
páginas para someter nuestras hipótesis sobre la 
democracia a pruebas exhaustivas. Lo máximo que 
podemos hacer aquí es proporcionar algunos ejem- 
plos relevantes para ilustrar cómo han funcionado en 
ciertos casos algunas de las variables independientes 
seleccionadas. Después de describirlas, trataremos de 
aplicarlas al caso de la India para mostrar cómo, in- 
cluso en situaciones claramente adversas, es posible 
que la democracia arraigue. 


2.1. Instituciones del Estado 


Una democracia estable requiere, primero y princi- 
palmente, un Estado que funcione correctamente, 
con soberanía sobre un territorio claramente defini- 
do y cuyas fronteras, elites gobernantes e instituciones 
básicas sean consideradas legítimas por la mayor 
parte de su población. Como los politólogos Juan 
Linz y Alfred Stepan (1996) han señalado en sus in- 
vestigaciones sobre la democratización, este fenóme- 
no de la estatalidad constituye un requisito previo 
fundamental para el desarrollo democrático. “Sin un 
Estado”, señalan, “no puede haber ciudadanos y, sin 
ciudadanos, no puede haber democracia”. 

En efecto, el surgimiento de la democracia suele 
presuponer la existencia de un Estado: muchas tran- 
siciones hacia la democracia tienen lugar allí donde 
ya existe un Estado. La disputa sobre quién obtiene 
el control del mismo es especialmente dura en las 
confrontaciones que se dan entre los defensores de 
la democracia, por un lado, y los defensores del “an- 
tiguo régimen” en una versión más tradicional o más 
moderna. Cuando analizamos el papel del Estado en 
varios procesos de democratización, podemos discer- 
nir algunas pautas. 

En algunos regímenes no democráticos funcionan 
determinadas instituciones del Estado que pueden 
representar el papel de incubadoras de la democracia. 
Desde sus inicios en el siglo XIII, el Parlamento británico 
sirvió de baluarte institucional a los miembros de la no- 
bleza inglesa que demandaban la imposición de límites 
legales a los poderes de la monarquía. Aunque formaba 
parte esencial del Estado, cuyos monarcas reclamaban 
a menudo la autoridad absoluta por derecho divino, el 
Parlamento abrió un espacio para la representación 
proto-democrática en los procesos de elaboración de la 
legislación. Con el transcurso del tiempo, el Parlamento 


fue ampliando gradualmente ese espacio y reafirmando 
su primacía constitucional sobre la Corona. Además, en 
los siglos XIX y XX se acabó extendiendo el voto para 
la elección de los miembros del Parlamento a toda la 
población adulta. 

En las dos últimas décadas encontramos otros ejem- 
plos de instituciones parlamentarias que han servido 
de incubadoras de la democracia —o de la posibili- 
dad de democracia— en regímenes no democráticos. 
Los gobiernos dictatoriales que, con la pretensión 
de incrementar su apoyo popular o reforzar su legi- 
timidad, permiten la celebración de elecciones a las 
instituciones legislativas corren el riesgo real de minar 
su propia autoridad al proporcionar una (restringida) 
vía de expresión a las fuerzas de la oposición. Para 
mantenerse en el poder, suelen amañar las elecciones 
o limitar severamente el poder de los cuerpos electos, 
acciones que a menudo denuncia la oposición, y que 
acaban volviéndose contra el régimen. El antiguo líder 
de la Unión Soviética, Mijail Gorbachov, y el Partido 
Revolucionario Institucional (PRI) en México, inten- 
taron controlar los procesos legislativo y electoral 
manteniéndolos dentro de límites estrictos, pero al 
final no pudieron contener las fuerzas democráticas 
a las que ellos mismos habían dado cauce y cuyas 
expectativas habían contribuido a alimentar. 

Por supuesto, aun cuando las fuerzas de oposición 
logren derribar una dictadura valiéndose de sus 
oportunidades legislativas y/o electorales, esto no 
garantiza la instauración inmediata de la democra- 
cia. Puede que no todas las fuerzas de oposición a 
la dictadura sean democráticas y que algunas traten 
de aprovecharse de las elecciones para remplazar una 
dictadura existente por otra más afín a su ideología y 
propósitos. Por ejemplo, cuando la dictadura argelina 
permitió que se celebraran las primeras elecciones 
parlamentarias libres en 1991 —a las que concurrie- 
ron varios partidos— un grupo islámico radical ganó 
una amplia mayoría de escaños en la primera vuelta. 
Ante la posibilidad de que los islamistas consiguieran 
la mayoría parlamentaria, el gobierno no democrático 
convocante de las elecciones, decretó, con el respaldo 
del ejército, la anulación de la segunda vuelta de las 
elecciones. Esta decisión dio lugar al estallido de una 
brutal guerra civil que se cobró más de 100.000 vidas 
a lo largo de la siguiente década. 

Si examinamos las transiciones a la democracia 
que se han producido en las últimas décadas en Lati- 
noamérica, Europa y la antigua Unión Soviética, nos 
encontramos con una amplia variedad de relaciones 
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entre los representantes del anterior régimen y los 
defensores del nuevo orden democrático. En algunos 
casos se produjo una transición pactada: el poder del 
Estado se transfirió sobre la base de un acuerdo o 
pacto entre un gobierno dictatorial debilitado y los 
líderes del movimiento democrático. Las transiciones 
pactadas han sido especialmente frecuentes en La- 
tinoamérica, donde varios regímenes militares han 
acordado entregar el Estado a políticos civiles. En 
la década de los 70, España experimentó una transi- 
ción pactada entre las elites reformistas del régimen 
franquista y los líderes de los partidos políticos de la 
oposición comprometidos con la democracia, con la 
intermediación del Rey Juan Carlos y el respaldo de 
la sociedad española y la comunidad internacional. 

En otros casos, nos encontramos con una autén- 
tica revolución desde abajo: un movimiento amplio 
de ciudadanos que se rebelan contra un gobierno 
no democrático. Así ocurrió en Portugal, donde la 
Revolución de los Claveles de 1974, liderada por una 
parte del ejército y entusiásticamente celebrada por 
la población en las calles, derrocó la dictadura autori- 
taria instaurada en 1933. La caída del comunismo en 
Alemania Oriental, Polonia, Checoslovaquia y Ruma- 
nia también se produjo con la intervención decisiva 
de la ciudadanía, que se manifestó masivamente en 
contra de las dictaduras que durante décadas la ha- 
bían gobernado. Mientras que en Polonia los líderes 
del sindicato Solidaridad obligaron a las autoridades 
comunistas a pactar el acceso al poder tras imponer- 
se rotundamente en unas elecciones parcialmente 
libres, en Checoslovaquia, la República Democrática 
Alemana y Rumania, los gobiernos no sólo se negaron 
a negociar con la oposición, sino que la reprimieron 
duramente. Ello desencadenó una movilización 
ciudadana sin precedentes, que desbordó a los diri- 
gentes comunistas obligándoles a entregar el poder 
sin negociación alguna. En el caso de Rumania, el 
proceso desembocó incluso en el enjuiciamiento po- 
pular, seguido de ejecución sumarísima, del dictador 
Nicolae Ceaucescu y su mujer. 

Un modelo bien diferente es aquel en el que los 
elementos de la elite gobernante deciden imponer la 
democratización “desde arriba”. En la antigua Unión 
Soviética, el secretario general del Partido Comunis- 
ta, Mijail Gorbachov, inició a mediados de los años 80 
un proceso de reformas (Perestroika) y transparencia 
informativa (Glasnost) encaminado a liberalizar la 
rígida dictadura. Fue, sin embargo, la presión popu- 
lar tras el fallido golpe de Estado de agosto de 1991, 


combinada con el liderazgo de Boris Yeltsin al frente 
de la Federación Rusa, la que forzó el desalojo defi- 
nitivo de los comunistas del poder y la disolución de 
la Unión Soviética en diciembre de 1991. También en 
Hungría y en Bulgaria, ante la amenaza inminente 
de su derrocamiento, las elites comunistas lograron 
mantener un notable protagonismo en el proceso de 
reformas democráticas. 

Los estudiosos de las transiciones han apuntado 
que el modo en que el Estado se transfiere de los 
gobernantes de la dictadura a los líderes que favo- 
recen la democracia influye en la estabilidad del 
proceso de cambio y en la calidad posterior de la 
democracia. Así, algunos politólogos han sostenido 
que las transiciones pactadas son las que suelen 
producir democracias más duraderas. Otros, sin 
embargo, han señalado la gran diversidad de proce- 
sos de transferencia de poder y la igualmente amplia 
variedad de resultados. Las transiciones pactadas 
no siempre han producido democracias estables en 
Latinoamérica, y la democratización “desde arri- 
ba”, aunque ha funcionado notablemente bien en 
Hungría, ha registrado numerosos problemas en 
Bulgaria. Por ejemplo, Michael McFaul (2002) ha 
afirmado que, tras las transiciones poscomunistas, 
la democracia es más sólida en aquellos países en los 
que las fuerzas democráticas han gozado de mayor 
respaldo social (como en Polonia y los Estados bálti- 
cos), y más débil allí donde la correlación de fuerzas 
ha estado más equilibrada (como en Rusia y en Ucra- 
nia). Finalmente, la democracia ha tardado mucho en 
implantarse o lo ha hecho con mucha lentitud y difi- 
cultad allí donde la elite comunista se ha mantenido 
en el poder, aparentando una súbita conversión a los 
valores democráticos (como en Kazajstán y otras 
repúblicas de Asia Central, anteriormente miembros 
de la Unión Soviética). 

Al margen de cómo se efectúa la transferencia de 
poderes, una vez que se inicia el proceso de democra- 
tización, las instituciones del Estado inevitablemente 
representan un papel vital. La legitimidad del Estado 
se convierte en un factor clave de este proceso. Los 
países en los que una parte importante de la pobla- 
ción demanda su independencia territorial frente al 
Estado —como ocurrió en Yugoslavia— enfrentan, 
por lo general, graves problemas. Suelen experimen- 
tar también procesos conflictivos los países en los que 
una proporción significativa de la población rechaza 
categóricamente la autoridad del gobierno sucesor 
de la dictadura. Si grandes segmentos de la sociedad 
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creen que los nuevos líderes han obtenido el poder de 
forma inadecuada (por ejemplo, mediante un golpe 
de Estado o una intervención extranjera no deseada), 
o lo conservan de forma ilegítima o incluso ilegal (por 
ejemplo, amañando las elecciones, practicando la 
corrupción o con otras estrategias de manipulación), 
la democracia afronta serias dificultades, porque el 
mismo Estado descansa sobre cimientos endebles. 

La democracia depende, en gran medida, de las 
instituciones y los procedimientos del Estado. Así, 
para completar el proceso de consolidación con éxi- 
to, una democracia joven necesita instituciones que 
garanticen la soberanía popular y los derechos y las 
libertades básicas. El Estado debe necesariamente 
organizarse sobre la base del imperio de la ley. Los 
gobernantes tienen que dar cuenta de sus actos ante 
la ciudadanía y someterse a procesos electorales 
justos y competitivos que permitan la alternancia pe- 
riódica en el poder. La transparencia del proceso de 
gobierno ha de permitir a los ciudadanos controlar a 
los políticos para detectar tanto el incumplimiento de 
promesas electorales como las prácticas corruptas; 
en definitiva, para tener la capacidad de castigar elec- 
toralmente (esto es, mediante el voto en las siguientes 
elecciones) a los gobiernos que hayan defraudado su 
confianza. Los jueces deben ser independientes y no 
hallarse sujetos a manipulación política por parte de 
los poderes legislativo y ejecutivo. A la burocracia le 
corresponde actuar conforme a procedimientos lega- 
les y, al mismo tiempo, ha de disponer de suficientes 
recursos para ayudar a los cargos electos en los proce- 
sos de diseño y ejecución de las políticas públicas. Por 
su parte, los militares tienen que respetar las reglas 
del juego democrático y aceptar la supremacía del 
poder civil. Finalmente, el proceso de elaboración de 
las leyes debe ser razonablemente eficiente y eficaz. 

Las democracias han de contar también con la 
capacidad de protegerse de aquellos que las quieren 
destruir o que suponen una amenaza para los dere- 
chos y las libertades de sus ciudadanos. Así, deben 
contar con unas Fuerzas Armadas cuyos miembros 
sean leales al Estado democrático y estén plenamente 
sometidos al poder civil. Las milicias de partido o 
las fuerzas paramilitares independientes constituyen 
una grave amenaza; allá donde existen, es difícil que 
el Estado de derecho y la democracia pervivan. 

Los Estados democráticos han de vigilar muy es- 
trechamente a los enemigos de la democracia. Aunque 
las reglas democráticas permitan a los detractores de 
la democracia utilizar las elecciones, el parlamento o 


los medios de comunicación privados y públicos para 
expresar su disentimiento y exponer sus propósitos, 
en ocasiones puede estar justificado que los Estados 
democráticos limiten mediante procedimientos le- 
gales y judiciales los derechos y las libertades de los 
grupos antidemocráticos, por ejemplo, mediante la 
ilegalización de partidos particularmente amenaza- 
dores para el sistema. 

Respecto a esta cuestión, hay quien argumenta 
que, en una democracia, la libertad de expresión 
no debería tener límites: sólo los actos delictivos 
concretos pueden y deben prohibirse, no las ideas 
en los que éstos se sustentan que, en ningún caso, 
deben criminalizarse; en consecuencia, tampoco 
deberían prohibirse las organizaciones, como los 
partidos, puesto que carecen de la capacidad de 
cometer delitos como tales. Ahora bien, como se ha 
señalado en numerosas ocasiones, la historia más 
reciente muestra que determinados actos delictivos 
son consecuencia directa de unas ideologías que 
justifican expresamente el asesinato político o pre- 
conizan abiertamente la supresión de los derechos 
y las libertades fundamentales de los ciudadanos. 
Por tanto, estas ideologías sí pueden calificarse de 
criminales; en tal caso, cabe considerar que quienes 
las sostienen cometen un delito. 

Desgraciadamente, después del holocausto nazi, 
los campos de la muerte en Camboya, el genocidio 
en Ruanda, los atentados del 11 de septiembre de 
2001 en Estados Unidos y del 11 de marzo de 2004 en 
Madrid, por poner sólo algunos ejemplos, las demo- 
cracias no pueden permitirse el lujo de ser neutrales 
hacia cualquier ideología, ni ingenuas respecto a los 
propósitos de sus enemigos. No se trata, por tanto, de 
practicar la intolerancia con unas ideas o unas cultu- 
ras particulares, sino de reconocer que las reglas de la 
democracia no pueden amparar ni respetar a quienes 
son intolerantes con las ideas de los demás, puesto que 
aspiran a impedir su difusión o, en casos extremos, 
a eliminar físicamente a quienes las difundan. Por 
ello, la mayoría de las democracias contemporáneas 
consideran que la libertad de expresión no permite 
la negación del holocausto, la incitación al odio ét- 
nico, la propagación del fundamentalismo religioso 
de carácter violento o la justificación del terrorismo, 
y actúan, en consecuencia, prohibiendo las organi- 
zaciones que defienden estas causas y manteniendo 
estrechamente vigilados a quienes las apoyan. 

Nos hallamos, en cualquier caso, ante una cues- 
tión muy delicada, puesto que un exceso de celo en 
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defensa de las instituciones democráticas podría 
resultar peligroso para su propia supervivencia si 
llegara a consentirse la supresión de aquellas liber- 
tades y aquellos derechos (de expresión, asociación, 
reunión, por no mencionar los derechos humanos más 
básicos) cuya garantía es precisamente lo que legitima 
al Estado democrático. Este dilema que se le plantea 
a las democracias es particularmente evidente en el 
caso de aquellos Estados que deben enfrentarse a una 
amenaza terrorista, y ha cobrado particular vigencia 
desde los atentados perpetrados por grupos islamistas 
en el arranque de este siglo XXI. Como ha escrito 
Michael Ignatieff (2005) en su obra El mal menor (en 
la que estudia la respuesta de las democracias ante la 
amenaza terrorista), el balance de los esfuerzos de las 
democracias por conciliar libertad y seguridad es deso- 
lador. “Hasta ahora”, escribe Ignatieff, “la información 
ha sido manipulada; los medios de comunicación han 
colaborado en la desinformación del público; los jueces 
han sido excesivamente deferentes con los gobiernos; 
los parlamentos han carecido de coraje; los gobiernos 
han recortado las libertades de minorías y extranjeros 
indefensos, y el público ha seguido la corriente”. Como 
resultado, señala Ignatieff, “tenemos leyes que propor- 
cionan a la policía poderes que no necesita, opiniones 
públicas que apoyan medidas que no contribuyen a su 
seguridad y servicios secretos que se toman la justicia 
por su mano”. 

Por todo ello, es posible concluir que el tan traído 
y llevado dilema entre libertad y seguridad es más 
ficticio de lo que parece: las detenciones ilegales, la 
tolerancia con la tortura o los limbos extrajudiciales 
difícilmente mejoran la seguridad de los ciudadanos 
ni fortalecen las instituciones democráticas. La ex- 
periencia señala que, en ausencia de controles, los 
fondos reservados de los que disponen los gobiernos 
acabarán siendo mal administrados; los servicios 
secretos espiarán a la oposición democrática o se- 
cuestrarán a ciudadanos sin respetar el principio de 
presunción de inocencia; los gobernantes acabarán 
extralimitándose en sus funciones, mintiendo al 
parlamento, ocultando información a la prensa y ne- 
gándose a colaborar con la justicia. Las democracias, 
concluye Ignatieff, pueden y deben defenderse de sus 
enemigos, pero han de hacerlo de una forma que 
sea compatible con sus principios y derechos; de lo 
contrario, alimentarán los fenómenos que pretenden 
erradicar y socavarán los principios que dicen defen- 
der. Ello implica, necesariamente, que las medidas de 
excepción han de ser precedidas de un amplio debate 


público, deben ser adoptadas y supervisadas por los 
parlamentos —no por los gobiernos o los servicios 
secretos en exclusiva y de espaldas al público— y ser 
objeto de control judicial periódico en cuanto a su 
justificación y aplicación. 

Entretanto, los países que están construyendo la 
democracia sobre las ruinas de un régimen dictatorial 
pueden verse obligados a negociar con los anteriores 
gobernantes y, a veces también, con los agentes de la 
policía secreta, los jueces y los torturadores que, en 
su día, gozaron de gran poder, ejerciéndolo de forma 
arbitraria. Algunos políticos y altos funcionarios 
fueron juzgados y encarcelados cuando se desintegró 
el comunismo en Europa y en la antigua Unión Sovié- 
tica tras 1989, pero el alcance de estos esfuerzos fue 
diferente en cada país. Por ejemplo, el primer gobierno 
multirracial de Sudáfrica estableció “comisiones para 
la verdad y la reconciliación” para investigar los abu- 
sos cometidos en el pasado y detener a los principales 
responsables de las violaciones de los derechos huma- 
nos. El deseo de justicia es comprensible, e incluso a 
veces resulta necesario para romper con el pasado y 
rehabilitar a las víctimas; pero los países recién demo- 
cratizados pueden también sentir la necesidad de dejar 
el pasado al margen y centrarse en la construcción del 
futuro, tratando de evitar que los detractores del nuevo 
régimen lo desestabilicen. Así, pueden incluso ofrecer 
la oportunidad de reintegrarse en el nuevo sistema a 
aquellos altos cargos de la dictadura que se muestren 
dispuestos a respetar las reglas del juego democrático 
y renuncien a luchar contra la democracia. 

La evidencia que se desprende del estudio de la his- 
toria de la democratización parece ser muy congruente 
con la hipótesis de que las instituciones estatales com- 
pleta y firmemente democratizadas son necesarias 
tanto para el proceso democratizador como para la 
posterior estabilidad democrática. La construcción del 
Estado democrático constituye, pues, la tarea principal 
de los países en vías de democratización, y la fortaleza 
de las instituciones estatales democráticamente con- 
troladas es crucial para el proceso de consolidación a 
largo plazo. 


2.2. Elites comprometidas con la democracia 


Como hemos señalado en varias ocasiones, la de- 
mocracia es el gobierno de los ciudadanos. Pero las 
democracias modernas se prestan mejor a ser des- 
critas como el gobierno de elites responsables ante 
los ciudadanos. El éxito y, de hecho, la verdadera 
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existencia de la democracia dependen, pues, en bue- 
na medida, de las actitudes y del comportamiento de 
las elites políticas y sociales de cada país. 

Además de defender los principios democráticos, 
estas elites políticas han de adherirse escrupulo- 
samente a las leyes y las normas de la democracia, 
resistiendo la tentación de incurrir en prácticas co- 
rruptas. Su capacidad de negociación y compromiso 
es esencial, pero muchos teóricos afirman que el arte 
del liderazgo en la democracia requiere mucho más 
que eso. Por ejemplo, ha de ser moralmente persuasi- 
vo y estimulante, lo que resulta fundamental cuando 
hay resistencia pública a la democracia (como ocu- 
rre cuando la mayoría apoya la discriminación de 
las minorías) o cuando se necesita un apoyo popular 
fuerte para responder a un desafío especialmente 
complicado (como una guerra o profundas crisis 
económicas). Las tareas de la democratización y la 
consolidación precisan, en particular, de las habili- 
dades de un liderazgo sólido y capaz de llevar a cabo 
los enormes cambios políticos, económicos, sociales 
y culturales consustanciales a dichos procesos. Los 
países cuyos líderes no están a la altura de estas difí- 
ciles tareas corren el riesgo de perder la oportunidad 
de democratizarse. 

Las elites políticas no son las únicas que deben ate- 
nerse a las reglas básicas de la democracia para que 
ésta se desarrolle y florezca adecuadamente. El tér- 
mino elite (del francés élite) no se aplica solamente al 
ámbito político. Prácticamente todas las profesiones 
y organizaciones tienen figuras destacadas que cons- 
tituyen una elite en virtud de sus elevadas posiciones 
administrativas o logros ampliamente respetados. 
Muchas representan directa o indirectamente un 
papel importante en la vida política de su país. Las 
elites empresariales, militares, religiosas, étnicas, 
periodísticas y académicas, entre otras, tienen impor- 
tantes responsabilidades en sus respectivas esferas de 
actividad cuando se trata de observar los principios e 
ideales del comportamiento democrático. Cuando so- 
brepasan las fronteras que establece la democracia a 
los comportamientos de todos los ciudadanos, o cuan- 
do influyen en sus seguidores para que éstos actúen 
en dirección contraria a la legalidad democrática, la 
estabilidad del régimen puede peligrar. En cambio, 
cuando los líderes sociales apoyan al nuevo régimen 
sin fisuras, la probabilidad de supervivencia de éste 
aumenta considerablemente. 

Aunque los valores y actitudes de las elites de una 
sociedad son fundamentales en todas las fases del 


proceso democratizador, la experiencia demuestra 
que resultan particularmente relevantes en sus pri- 
meras etapas. Fue el compromiso con la libertad 
económica y política de los padres fundadores de 
Estados Unidos, una elite económica y política muy 
selecta, lo que situó a ese país en el camino hacia la 
democracia actual. La determinación de Frederik W. 
de Klerk (líder del Partido Nacional, que representaba 
a los blancos) y de Nelson Mandela (líder del Congreso 
Nacional Africano, que representaba a los negros) de 
negociar para establecer una democracia multirracial 
fue lo que permitió que tuvieran lugar en Sudáfrica 
las primeras elecciones verdaderamente democráticas 
—con sufragio universal — en 1994. Por el contrario, 
la alianza entre las elites empresariales y los militares 
de alto rango fue la que impidió la democratización 
de algunos países latinoamericanos durante buena 
parte de las décadas de los 70 y 80; más tarde, una 
parte importante de esas mismas elites permitirían 
el regreso de la democracia a Argentina, Brasil, Chile 
y otros países de la región. Y, por último, en países 
como la Unión Soviética o Hungría fueron los líderes 
comunistas con ideas reformistas quienes favorecie- 
ron el advenimiento de la democracia. 

Estos y otros muchos ejemplos son coherentes 
con la hipótesis de que las elites políticas y sociales 
influyen de forma decisiva en la implantación de la 
democracia, así como en el modo en que se desarro- 
lla. Las democracias del mundo real se asientan sobre 
una participación conjunta de la sociedad y las elites 
en el proceso político. 


2.3. Una sociedad homogénea 


Algunos politólogos afirman que la democracia 
tiene más probabilidades de asentarse en países so- 
cialmente homogéneos. Desde esta perspectiva, las 
sociedades fragmentadas por profundas divisiones 
étnicas, religiosas, de clase o de otro tipo son dema- 
siado inestables para lograr un gobierno democrático 
suficientemente sólido. 

El mundo contemporáneo no está falto de sociedades 
profundamente polarizadas a las que les ha resultado 
difícil, o incluso imposible, establecer instituciones 
democráticas o mantenerlas durante mucho tiempo. 
La información que recoge Freedom House revela que 
los países con un grupo étnico dominante, formado 
por al menos dos tercios de la población, tienen el 
doble de probabilidades de ser calificadas de “libres” 
que las multiétnicas. Sin embargo, hay países que han 
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encontrado modos de hacer compatible la democracia 
con unas profundas divisiones sociales. Estados Uni- 
dos, Suiza y Holanda representan buenos ejemplos. 
En realidad, son pocas las democracias consolidadas 
del mundo actual que carecen de divisiones sociales 
de uno u otro tipo, a veces muy marcadas. Sucede, 
además, que en algunos casos la heterogeneidad social 
puede aumentar la probabilidad de la democracia, 
porque ésta ofrece el método más adecuado para que 
un pueblo dividido reconcilie sus diferencias de forma 
pacífica. Ejemplos de que la homogeneidad étnica no 
necesariamente garantiza la democracia se encuen- 
tran en Japón y Alemania, países en los que, pese a 
una gran homogeneidad étnica, la democracia no lo- 
gró consolidarse hasta que la impusieron las fuerzas 
vencedoras de la Segunda Guerra Mundial. 

La homogeneidad social, por lo tanto, no garantiza 
la democracia. Y aunque la polarización social pue- 
de dificultar el florecimiento y la maduración de la 
democracia, de ningún modo la hace imposible. En 
primer lugar, algunas sociedades encuentran modos 
de superar sus divisiones sociales manteniendo la 
unidad nacional. Como señalamos en el Capítulo 7, 
una identidad nacional cívica puede eventualmente 
proporcionar a la población de un país un nivel sufi- 
ciente de homogeneidad para mantenerla cohesionada, 
a pesar de la existencia de divisiones profundamente 
arraigadas basadas en la etnia, la lengua, la religión, 
la clase u otras fuentes de diferenciación. Gracias, 
en parte, a la red tejida por una identidad nacional 
compartida, los suizos pudieron poner en marcha su 
confederación, y los holandeses lograron su demo- 
cracia consociativa. La unidad nacional de Estados 
Unidos se basó en el deseo de independizarse de 
los británicos y, simultáneamente, en el acuerdo de 
construir un gobierno limitado dedicado a preservar 
las libertades individuales. Esa unidad se rompió a 
raíz de los conflictos que desencadenaron la Guerra 
Civil Americana (1861-1865). Pero cuando terminó la 
contienda y, gradualmente, se consolidó un sentido 
compartido de identidad nacional, la democracia se 
extendió progresivamente en Estados Unidos hasta 
llegar a incorporar a los antiguos esclavos, las muje- 
res y los inmigrantes procedentes de todo el mundo. 

La unidad nacional representa, por tanto, un papel 
fundamental en la creación y el mantenimiento de 
sistemas democráticos viables en países que, por lo 
demás, son muy heterogéneos. Cuando no existe una 
identidad nacional común, las fuerzas que resultan 
de la heterogeneidad social están menos contenidas. 


Sin una patria compartida en la que apoyarse, los 
países socialmente polarizados tendrán dificultades 
para llegar a los acuerdos necesarios para construir 
o mantener la democracia. Dankwart Rustow (1970) 
afirmó que la unidad nacional es la única “condición 
previa” con la que ha de contar un país para empren- 
der la democratización con un mínimo de garantías. 
A buen seguro, toda regla tiene sus excepciones. El 
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, por 
ejemplo, se convirtió en una democracia próspera, aun 
cuando carecía de una identidad étnico-cultural “bri- 
tánica” fuerte y unificadora. De hecho, las identidades 
étnico-culturales inglesa, irlandesa, escocesa y galesa 
siguen siendo robustas en la actualidad, pero las reglas 
de la democracia son aceptadas en todo el Reino (con 
la excepción de la violencia terrorista promovida por 
los extremistas protestantes y católicos de Irlanda del 
Norte, a la que han puesto fin los acuerdos de paz del 
Viernes Santo de 1998 y la destrucción de los arsenales 
del Ejército Republicano Irlandés o IRA). También son 
aceptadas en Canadá, a pesar del apoyo a la indepen- 
dencia por parte de muchos ciudadanos de Québec. 
Por supuesto, Reino Unido y Canadá son democracias 
longevas. Las democracias jóvenes tienden a ser más 
frágiles y a mostrarse más vulnerables ante los efectos 
potencialmente desestabilizadores de la falta de cohe- 
sión nacional. Para ellas, la unidad nacional adquiere 
gran importancia, especialmente si la población está 
dividida en grupos sociales enfrentados. 

La evidencia respecto a la hipótesis de la homo- 
geneidad es, por tanto, mixta. Tener una población 
socialmente homogénea (desde el punto de vista de la 
etnia, la religión y la clase) no es un requisito indis- 
pensable para la democracia, pero ciertamente ayuda. 
Lo mismo puede decirse del sentimiento de unidad 
nacional: puede no ser siempre imprescindible, pero 
facilita el nacimiento de la democracia e incrementa, 
de forma significativa, sus probabilidades de conso- 
lidación a largo plazo. Carecer de ella, en algunos 
casos, puede resultar fatal. 


2.4. La riqueza nacional 


En el Capítulo 3 hemos examinado con bastante 
profundidad la correlación existente entre la ri- 
queza nacional y la democracia. Esa evidencia es 
también mixta. Aunque la riqueza nacional aparece 
fuertemente correlacionada con las democracias 
consolidadas, y muchos países pobres no han logrado 
construir o mantener la democracia, hay excepciones 
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sorprendentes. Países relativamente acomodados han 
fracasado en el intento, mientras que otros pobres se 
han embarcado en el proceso democratizador e in- 
cluso, en casos como la India y Botswana, han tenido 
éxito. Algunos estudios han mostrado que el desarro- 
llo económico ha aumentado las probabilidades de 
la democracia en determinados países, pero también 
que, por sí solo, no es la “causa” del surgimiento de 
la democracia. La democracia no “nace” espontá- 
neamente cuando un país alcanza un determinado 
nivel de renta per cápita; las elites políticas y algunos 
elementos de la sociedad deben intervenir para que la 
democracia surja y sobreviva a los múltiples retos que 
debe afrontar. Sin embargo, como Adam Przeworski 
y Fernando Limongi (1997) han puesto de relieve, una 
vez que la democracia se instaura, sus perspectivas 
de supervivencia se incrementan de forma sistemá- 
tica cuanto más rico es el país; ello les ha permitido 
concluir que, hasta la fecha, ninguna democracia con 
una renta per cápita superior a los 6.000 dólares ha 
fracasado. Sin embargo, estos mismos autores insis- 
ten en que el nivel de riqueza nacional no explica el 
inicio del proceso democratizador. 


2.5. La empresa privada 


De acuerdo con ciertos autores, la libertad económica 
promueve la libertad política. Según esta hipótesis, 
las personas que tienen su propio negocio, o que 
trabajan en empresas privadas, suelen mostrar una 
predisposición más alta a controlar las actuaciones 
de los gobernantes. Aspiran, en particular, a opinar 
sobre el modo en que el gobierno regula los derechos 
de propiedad, los impuestos, el funcionamiento de las 
empresas, etc. “Tener algo que decir” en lo que hace el 
gobierno y considerarlo responsable de sus actos es, al 
fin y al cabo, en lo que consiste la soberanía popular. 
Desde esta perspectiva, cabe explicar el surgimiento 
de la democracia en relación a la aparición de meca- 
nismos para proteger los derechos de propiedad. La 
otra cara (complementaria) de esta hipótesis sostiene 
que la ausencia de libertades económicas implica 
una restricción de las libertades políticas. Cuando el 
gobierno controla la economía, reduce las oportuni- 
dades de los ciudadanos para organizarse y ocuparse 
de sus necesidades económicas con independencia 
del Estado, limitando, por tanto, el control que deben 
ejercer sobre los poderes públicos. 

Uno de los estudios más influyentes a este respecto 
es Social origins of dictatorship and democracy (Los 


orígenes sociales de la dictadura y la democracia), 
publicado por Barrington Moore en 1966. Este autor 
afirma que la democracia surgió en Gran Bretaña y 
Estados Unidos, principalmente debido a la temprana 
aparición en estos países de una elite capitalista pujan- 
te, la burguesía, que hizo de la industria y la agricultu- 
ra privadas los elementos dominantes de la economía. 
La burguesía también quería tener voz en la adopción 
de las decisiones políticas, con el fin de asegurar que 
el Estado protegiera sus derechos de propiedad. En 
cambio, aquellos países que no lograron desarrollar 
una clase empresarial fuerte, no disfrutaron de de- 
mocracias asentadas hasta mucho más tarde. Desde 
una perspectiva histórica, países que, como Alemania, 
Rusia y China, tuvieron hasta bien entrado el siglo XX 
una clase empresarial privada relativamente débil, 
una clase agrícola comercial escasamente desarrolla- 
da, un campesinado pobre y, además, contaron con la 
poderosa intervención del Estado en muchos aspectos 
de la vida económica, no reunían buenas condicio- 
nes socioeconómicas para introducir la democracia; 
tampoco Japón, que tenía un campesinado sin tierra 
y una poderosa elite empresarial, pero estrechamente 
vinculada al Estado imperial. 

Como resultado de todo ello, señala Moore, Rusia 
y China se hicieron comunistas, Alemania albergó 
una dictadura fascista y Japón pasó a ser gobernado 
por un régimen militar autoritario. “Sin burguesía no 
hay democracia”, concluye Moore. En otras palabras, 
según este autor, una clase capitalista próspera es 
esencial para la instauración de instituciones demo- 
cráticas, y ello porque la empresa privada estimula el 
desarrollo de una clase media que no sólo no depende 
directamente del Estado para sobrevivir, sino que tie- 
ne un enorme interés en controlar estrechamente las 
acciones del gobierno. Como veremos en el siguiente 
apartado, la clase media tiende a proporcionar, por sí 
misma, un respaldo esencial al régimen democrático. 

Aunque una amplia evidencia respalda esta hipóte- 
sis, también hay muchos indicios de que la libertad de 
empresa no promueve necesariamente la democracia. 
Muchos países con un próspero sector privado se rigen 
por instituciones políticas represivas. Desde luego, los 
propietarios de grandes empresas pueden apoyar ac- 
tivamente gobiernos dictatoriales. Así ha ocurrido en 
muchas dictaduras (Argentina, Brasil, Chile, Singapur 
y Filipinas, entre otras muchas). Como sabemos, la 
China comunista actual combina un sector privado 
muy activo con la férrea dictadura de un partido, sin 
que resulte evidente que la expansión de la empresa 
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privada esté generando presiones a favor de la demo- 
cracia; tal vez incluso los éxitos económicos del sector 
privado estén afianzando aún más la base de poder y la 
legitimidad de los gobernantes comunistas. En el caso 
de la Rusia poscomunista, la rápida introducción de la 
empresa privada ha provocado el surgimiento de una 
pequeña camarilla de multimillonarios políticamente 
influyentes y, al mismo tiempo, se ha producido un 
descenso considerable de los niveles de vida de gran- 
des segmentos de la población. Algunos de los sectores 
más desfavorecidos, entre ellos también grupos de 
pequeños empresarios, han respondido al deterioro de 
su situación cuestionando la bondad de la democracia 
y añorando el comunismo de la época soviética en la 
medida en que, cuando menos, aseguraba un nivel 
mínimo de igualdad social. 

Por lo tanto, aquí también encontramos una eviden- 
cia mixta. Aunque en algunos países el capitalismo ha 
fomentado las tendencias democráticas, en otros no sólo 
no lo ha hecho, sino que incluso las ha menoscabado. 


2.6. La clase media 


Una hipótesis relacionada con las anteriores sugiere 
que en los países económicamente polarizados, don- 
de existe una pequeña clase de personas ricas y una 
gran masa de pobres, sin una importante clase media 
entre ambas, la probabilidad de que surja la demo- 
cracia es menor. En estas condiciones, cabría esperar 
que los ricos se sirvieran de su control de la economía 
para dominar a los pobres, al tiempo que los pobres 
aspiraran a expropiar a los ricos. Al configurarse 
la alternancia de unos y otros en el poder como un 
“juego de suma cero” (lo que unos ganan, otros lo 
pierden), ambas clases estarían dispuestas a recurrir 
a la represión del otro para alcanzar sus objetivos. 
En cambio, una clase media, formada por pequeños 
propietarios (de tierras, negocios, viviendas y otros 
bienes) sería más favorable a la democracia porque 
sus miembros estarían fundamentalmente intere- 
sados en garantizar su propia seguridad económica 
sobre la base de la libertad de empresa, el imperio de 
la ley y un gobierno responsable ante los ciudadanos. 

Hay considerable evidencia, tanto actual como 
histórica, que vincula a la clase media con actitudes 
favorables a la democracia. Las tendencias democrá- 
ticas que se desarrollaron en Gran Bretaña, Estados 
Unidos y Francia en los siglos XVIII y XIX se debie- 
ron, principalmente, a las presiones de la clase media 
contra las monarquías decadentes y las aristocracias 


económicamente estancadas. Hasta hoy mismo, la 
clase media constituye la columna vertebral de la 
democracia en esos tres países, así como en otras 
democracias que han surgido y prosperado en el siglo 
XX. En los últimos años, algunos segmentos clave de 
la clase media han representado un papel fundamen- 
tal en la lucha a favor de los derechos políticos y los 
procedimientos democráticos en varios países latinoa- 
mericanos, europeos y asiáticos que, durante décadas, 
han padecido dictaduras militares o gobiernos de un 
solo partido. En algunos países ex comunistas, como 
Rusia, donde la clase media sigue estando principal- 
mente formada por funcionarios del Estado, empieza 
a surgir una nueva clase media vinculada al sector 
privado. Diversos datos apuntan que esta nueva clase 
media respalda claramente la democracia. 

Pero, ¿acaso la clase media ofrece siempre su 
apoyo a la democracia? Resultan elocuentes los 
casos en los que grandes segmentos de dicha clase 
media han vuelto la espalda a las instituciones de- 
mocráticas cuando han percibido que éstas podían 
poner en peligro su bienestar. Ésta fue la actitud de 
millones de alemanes de clase media, que padecieron 
sucesivas crisis económicas en los años 20 y 30, bajo 
la República de Weimar, es decir, cuando Alemania 
tenía un sistema democrático de gobierno. Un gran 
número de ciudadanos de clase media de este país 
concluyeron que en la democracia residía la causa 
de sus desgracias y votaron en las elecciones parla- 
mentarias al partido nazi. “Sin prosperidad no hay 
democracia”: éste ha sido el lema típico de las clases 
medias en varios países democráticos. Aun cuando 
una amplia clase media ofrezca su apoyo a la demo- 
cracia en un determinado país, esto no garantiza que 
aquélla propicie la democracia en lugares donde ésta 
aún no existe o que la mantenga donde ya existe. La 
democracia también requiere del respaldo de otras 
clases sociales. 

Sopesándolo todo, la evidencia en torno a esta 
hipótesis es, de nuevo, mixta. Hay datos inequívocos 
de que la clase media ha contribuido a promover la 
democracia en una serie de casos, pero también otros 
que indican su alejamiento de la democracia cuando 
percibe que sus intereses materiales corren peligro. 


2.7. El apoyo de los más desfavorecidos 


De acuerdo con esta hipótesis, aunque el compro- 
miso de las elites y la clase media de una sociedad 
puede aumentar enormemente las perspectivas de 
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democracia, si los segmentos más pobres de la socie- 
dad perciben que están siendo excluidos del proceso 
democrático o que no obtienen de éste ningún be- 
neficio, pueden dificultar su desarrollo. En algunos 
países, estos segmentos están formados por millo- 
nes de personas que luchan desesperadamente por 
sobrevivir. Otros grupos que también pueden verse 
desfavorecidos en términos económicos y/o sociales 
son las mujeres y las minorías. Si la democracia no 
ofrece una esperanza real para salir de la pobreza 
o impedir la discriminación sistemática de ciertos 
colectivos, evidentemente no representa a todos. La 
exclusión y la discriminación pueden producir la 
indiferencia de la gente más humilde y socialmente 
desfavorecida hacia la democracia. Y, lo que es peor, 
su descontento puede contribuir a la formación de 
movimientos políticos antidemocráticos e, incluso, 
provocar estallidos de violencia. 

La evidencia que permite contrastar esta hipótesis 
procede de varios países en distintos momentos de 
su desarrollo histórico. Gran Bretaña, por ejemplo, 
logró consolidar la democracia expandiendo de for- 
ma significativa la participación política y el derecho 
al voto a finales del siglo XIX y principios del XX, 
primero a los miembros de la clase trabajadora, y con 
posterioridad a las mujeres. Como consecuencia de 
ello, los trabajadores, que constituían el segmento 
más grande y desfavorecido de la sociedad británi- 
ca, aceptaron la democracia como el único método 
legítimo mediante el que intentar remediar sus 
penurias, rechazando la revolución violenta y la 
dictadura. En cambio, en Francia y Alemania el 
desarrollo de la democracia fue más lento y más tur- 
bulento que en Gran Bretaña. La inmensa mayoría 
de los trabajadores de aquellos países tenía razones 
para sentirse excluida del proceso político. De ahí 
que buena parte de la clase obrera se desilusionara 
con la democracia; el sentimiento de alienación del 
proceso político encontró expresión en un apoyo 
significativo a los partidos comunistas o fascistas, 
principales adversarios de la democracia. 

Pero el apoyo a la democracia de los grupos más 
desfavorecidos no se produce de forma automática 
cuando se les da la oportunidad de participar en el 
proceso democrático. Depende mucho del modo en 
que el gobierno electo aborde sus problemas, en es- 
pecial los que genera el mercado. La empresa privada 
puede estimular extraordinariamente el crecimiento 
económico y fomentar así las tendencias democráticas 
entre los que se benefician de ella. Pero la economía 


de mercado también puede producir recesiones 
prolongadas, graves desigualdades, desempleo per- 
sistente, inflación, pobreza severa e incertidumbre 
económica de cara al futuro. Los más afectados por 
estas dificultades suelen recurrir al gobierno para 
tratar de mejorar su situación. Por lo tanto, para 
mantener el apoyo a la democracia, los gobiernos 
electos deben diseñar y ejecutar toda una serie de 
medidas de bienestar social destinadas a paliar la 
miseria económica y la marginación social de los 
más desfavorecidos. 

En los países menos industrializados, donde gran 
parte de la población vive en áreas rurales pobres y con 
escasos servicios públicos, o hacinada en barriadas de 
chabolas del extrarradio urbano, no resulta extraño 
que la democracia no disponga del apoyo de la socie- 
dad. En África, Latinoamérica y Asia, grandes grupos 
de población, hundidos en la pobreza y desprovistos de 
formación, se muestran incapaces de organizarse de- 
mocráticamente y lógicamente renuncian a apoyar a 
los grandes partidos que no satisfacen adecuadamente 
sus necesidades. En cambio, allí donde los partidos y 
los grupos de presión se ocupan de los más meneste- 
rosos y hacen esfuerzos para abordar sus problemas 
cuando están en el gobierno, la democracia, goza de 
más apoyo social y, en consecuencia, es más fuerte. 

Aunque fragmentaria, la evidencia presentada aquí 
sugiere que el apoyo de los desfavorecidos es crítico 
para la democracia, sobre todo, en aquellos países en 
los que la marginación afecta a sectores muy amplios 
de la población. A menos que estos segmentos de la 
población crean que pueden mejorar su suerte apo- 
yando a los movimientos y partidos democráticos, 
la democracia tenderá a descansar en fundamentos 
muy endebles. Si la democracia no se abre a todos, 
puede que no tenga éxito para nadie. 


2.8. Participación ciudadana, sociedad civil y 
cultura política democrática 


Para dar vida a la democracia, la gente tiene que par- 
ticipar. Los partidos políticos representan un papel 
crítico en el proceso de participación, proporcionando 
el principal vínculo organizativo entre los políticos 
que se presentan a las elecciones y la sociedad. En 
la mayoría de las democracias este vínculo es in- 
directo. Por lo general, los ciudadanos tienen muy 
poca conexión con los partidos, salvo en tiempos de 
elecciones, y los asuntos internos del partido suelen 
estar controlados por los políticos profesionales y 
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sus equipos. Sin embargo, en el mundo democrático 
algunos partidos permiten a sus miembros partici- 
par en reuniones para debatir cuestiones políticas y, 
en ocasiones, votar al líder máximo del partido o a 
otros candidatos. Estos partidos dejan espacio a la 
participación política de los ciudadanos en la base de 
la organización. Ciertamente, sólo segmentos peque- 
ños del electorado tienen esta opción. El partidismo 
—el grado en que los votantes se identifican con un 
partido concreto— está en decadencia en la mayoría 
de las democracias consolidadas. Así se desprende, 
por ejemplo, de los índices de afiliación partidista, 
que en muchas democracias han experimentado 
un notable descenso en las últimas décadas. Sin 
embargo, los partidos siguen siendo indispensables 
para el funcionamiento de la democracia, pues 
proporcionan a los electores opciones reales en las 
elecciones y permiten que las asambleas legislativas 
y los gobiernos se articulen en instituciones opera- 
tivas. Los países recién democratizados necesitan, 
por lo tanto, partidos fuertes con los que se puedan 
identificar los electores, y capaces de representar 
adecuadamente la diversidad de opiniones existente 
en la sociedad en torno a las cuestiones políticas. 
Para maximizar la participación ciudadana, la 
democracia requiere también una sociedad civil 
fuerte. En el Capítulo 2 de este libro ya tuvimos 
ocasión de detenernos en este concepto que, en su 
acepción más común, hace referencia a los ciuda- 
danos organizados en asociaciones independientes 
del Estado. Algunos científicos sociales mantienen 
que los partidos políticos y las empresas privadas no 
forman parte de la sociedad civil. Una concepción 
más amplia de sociedad civil incluye a los partidos 
políticos democráticos, así como a los grupos de 
interés, preocupados principalmente por cuestiones 
relacionadas con la economía de mercado, como los 
sindicatos y las asociaciones empresariales. La clave 
estriba, en todo caso, en que la sociedad civil esté 
formada por organizaciones creadas por los ciuda- 
danos y a las que éstos se incorporen por decisión 
propia, sin la intervención de las autoridades públi- 
cas. Algunas de estas asociaciones pueden albergar 
propósitos políticos explícitos y, en consecuencia, 
tratar de acercarse, o incluso incorporar, a políticos 
y a funcionarios o empleados del Estado para que 
apoyen su causa. Además de sindicatos y patronales, 
la sociedad civil incluye también organizaciones reli- 
giosas, étnicas y de defensa de intereses particulares, 
como el derecho a la vida (o el derecho al aborto), la 


protección del medio ambiente o el apoyo a las víc- 
timas del terrorismo. Otras asociaciones pueden ser 
políticas de forma menos explícita, pero no por ello 
dejar de interesarse por cuestiones públicas relevan- 
tes como, por ejemplo, las organizaciones centradas 
en asuntos educativos o sanitarios. También hay 
asociaciones cívicas que carecen de una agenda po- 
lítica explícita, como las organizaciones caritativas, 
los clubes sociales o las peñas deportivas. 

De acuerdo con una hipótesis ampliamente acep- 
tada, cuanto más se involucra la ciudadanía en estas 
asociaciones voluntarias, más probable es que la 
democracia se afiance. Al incorporarse libremente a 
grupos y asociaciones, los individuos siguen pautas 
de interacción y adoptan hábitos de organización, 
cooperación y confianza que son vitales para el 
mantenimiento de las instituciones y los procedi- 
mientos democráticos, al tiempo que contribuyen a 
la cohesión social. Aprenden de este modo a abor- 
dar muchos de los problemas de la comunidad de 
forma independiente del gobierno. La sociedad civil 
es, por tanto, una fuente de aprendizaje y adquisi- 
ción de cultura política democrática (de actitudes 
y valores, ampliamente compartidos, de apoyo a las 
instituciones y los procedimientos democráticos). Es 
la red social que fundamenta el gobierno democrá- 
tico, pues, por un lado, limita el poder del Estado y, 
por otro, lo hace responsable de sus actos, ya que los 
poderes públicos tienen que rendir cuentas ante una 
ciudadanía organizada. En el mejor de los casos, la 
sociedad civil promueve la tolerancia, el compromiso 
y una disposición a confiar en los demás y a cooperar 
con ellos, actitudes absolutamente esenciales para la 
estabilidad y calidad de la democracia. 

Sin embargo, no cabe duda de que los ciudadanos 
también pueden formar organizaciones que rechacen 
categóricamente los principios de la democracia. Por 
ejemplo, pueden impulsar grupos que promuevan el 
odio racial o la xenofobia, como el Ku Klux Klan 
en Estados Unidos, o los movimientos de extrema 
derecha, o la extorsión y el chantaje, como la mafia 
O las bandas callejeras violentas. En realidad, estas 
asociaciones no forman parte de la sociedad civil. 
Nuestra definición del término se limita estricta- 
mente a asociaciones de ciudadanos que se atienen 
a las reglas democráticas y promueven los valores 
propios de la democracia. 

En su famoso tratado sobre La democracia en 
América (1835-1840), el pensador francés Alexis de 
Tocqueville (1805-1859) prestó especial atención a la 
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amplia serie de asociaciones privadas que tejieron los 
estadounidenses en las primeras décadas de la Repú- 
blica. En su opinión, esa creciente red de grupos de 
empresarios, sociedades religiosas y otros foros de 
discusión situados fuera de las fronteras formales 
del Estado adquirió una importancia fundamental 
para el éxito del audaz experimento democrático de 
la nueva nación, proporcionando un baluarte social 
contra un Estado arbitrario o despótico. “Las cos- 
tumbres y la inteligencia de un pueblo democrático 
corren peligro”, advierte Tocqueville, “si, en algún 
momento, un gobierno usurpa completamente el 
lugar de las asociaciones privadas”. 

Más de siglo y medio después, el politólogo Robert 
Putnam ha llevado a cabo una descripción preocu- 
pante de la situación en que se encuentra la sociedad 
civil en Estados Unidos. En el libro Bowling above: 
the collapse and revives of the American community 
(Sólo en la bolera: colapso y resurgimiento de la co- 
munidad norteamericana) publicado en el año 2000, 
Putnam proporciona evidencia empírica de la cons- 
tante disminución de la pertenencia a todo tipo de 
asociaciones, proceso cuyo inicio sitúa a finales de 
la década de los 60. En concreto, Putnam ofrece los 
siguientes datos sobre Estados Unidos: en los últimos 
25 años, la asistencia a reuniones de asociaciones ve- 
cinales ha bajado un 58 por ciento, las cenas familia- 
res un 33 por ciento, y las cenas de amigos un 45 por 
ciento. Todo ello implica una considerable reducción 
del capital social —que, para Putnam, consiste en las 
“redes sociales y normas de reciprocidad y confianza 
que existen entre los individuos de una sociedad”—, 
lo cual podría tener consecuencias negativas sobre 
la calidad de la democracia, e incluso sobre la pros- 
peridad económica, puesto que las sociedades que 
cuentan con redes de personas capaces de cooperar 
disfrutan de una elevada dosis de confianza recípro- 
ca en la que basarse para alcanzar sus objetivos con 
eficacia y eficiencia. 

El capital social se manifiesta en la existencia 
de transacciones personales que no responden me- 
ramente a una relación de intercambio económico. 
Esta perspectiva permite poner de relieve los efectos 
positivos que pueden esperarse de la creación y el uso 
del capital social, tales como la creación de confian- 
za entre individuos, la cooperación coordinada, la 
resolución de conflictos, la movilización y la gestión 
de recursos comunitarios, la legitimación de líderes 
y la producción de bienes públicos. De manera más 
específica, quienes utilizan este enfoque subrayan 


que las relaciones estables de confianza, reciprocidad 
y cooperación pueden contribuir a un conjunto de 
beneficios tales como el incremento de la actividad 
económica, el surgimiento de pequeñas empresas, la 
reducción de los litigios judiciales o el aumento de la 
acción colectiva. 

En su investigación acerca de las causas de la dis- 
minución de la implicación cívica en Estados Unidos, 
Putnam admite que parte del problema se deriva de 
las presiones económicas y temporales a las que se 
ven sometidas las familias de doble carrera laboral 
(en la que los dos miembros de la pareja trabajan 
fuera de casa), así como también de las pautas de 
residencia que empujan a los ciudadanos desde las 
pobladas ciudades a los tranquilos y alejados subur- 
bios. Pero el atractivo de la televisión y otros medios 
de comunicación electrónicos, junto con las acti- 
tudes de las nuevas generaciones son, incluso, más 
importantes para dar cuenta de dicho fenómeno. 

Lo cierto es que los miembros de la generación del 
baby boom (explosión de natalidad) de los años 60 
tienden a pertenecer a asociaciones voluntarias en 
menor medida que sus progenitores. Y los jóvenes 
nacidos en las décadas inmediatamente posteriores 
son, de las tres generaciones analizadas por Putnam, 
la que menos se involucra socialmente, manifestando 
niveles inferiores de activismo político, confianza, 
bienestar psicológico e, incluso, felicidad. 

Si bien la hipótesis de Putnam ha propiciado un 
debate considerable, pocos observadores pondrían 
en cuestión que la vital sociedad civil de Estados 
Unidos ha tenido una importancia crucial en la 
construcción y el mantenimiento de la democracia 
en ese país, así como en otras democracias estables. 
Confirmación adicional de esta realidad puede ob- 
tenerse de Europa central y oriental, donde algunos 
países siguen tratando de consolidar su democracia 
tras la caída del comunismo. Polonia y la República 
Checa han dado importantes pasos en sus procesos 
de democratización, mientras que Rumania y Bul- 
garia han sufrido más altibajos. Estas diferencias se 
pueden explicar, al menos en parte, por la presencia 
de una sociedad civil fuerte en los dos primeros paí- 
ses antes de que se estableciera el régimen comunista 
y que éste no logró sofocar del todo. En Polonia, más 
de diez millones de personas pertenecieron a Soli- 
daridad, un movimiento sindical anticomunista que 
desafió abiertamente al régimen. En Checoslovaquia, 
en la década de los 70 nació un grupo de disidentes 
pequeño (Carta 77), pero muy activo, que luchó a 
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favor del cambio democrático. Rumania y Bulgaria 
carecieron de este tipo de organizaciones, por lo que 
han tenido que adoptar vías más indirectas y menos 
participativas hacia la democracia. 

Así pues, una considerable evidencia empírica 
corrobora la relación existente entre la sociedad ci- 
vil y la democracia. Hay también datos que avalan 
la existencia de un vínculo entre la cultura política 
democrática y la democracia. Sin embargo, la prueba 
de que la preexistencia de dicha cultura no repre- 
senta una condición necesaria para que comience 
a producirse la democratización de un país es que 
puede pasar mucho tiempo antes de que la población 
aprenda actitudes y comportamientos democráticos y 
los interiorice hasta el punto de convertirlos en algo 
incuestionable. Por esta razón, algunos autores se 
han preguntado qué viene antes: los demócratas o la 
democracia. Parece incuestionable que la democra- 
cia puede surgir sin que la mayoría de la población 
tenga interiorizados los valores democráticos; sin 
embargo, tampoco cabe duda de que las transiciones 
o procesos de democratización resultan más sencillos 
allí donde sí ha prendido una cultura política demo- 
crática. Respecto a la incidencia de la sociedad civil 
sobre el éxito de la democracia una vez instaurada 
ésta, también parece que, en conjunto, la evidencia 
es congruente con la hipótesis según la cual una 
sociedad civil fuerte —compuesta por asociaciones 
que promueven valores democráticos y se organizan 
y operan de acuerdo con ellos— confiere estabilidad 
y fortalece a la democracia. 


2.9. Educación y libertad de información 


De acuerdo con esta hipótesis, las perspectivas de la 
democracia aumentan con el nivel educativo: cuanto 
mayor sea la instrucción de la población, más apo- 
yará los valores y procedimientos democráticos. Y, a 
la inversa, las sociedades con niveles altos de anal- 
fabetismo tienden a crear o sostener la democracia 
en menor medida. La democracia requiere la libertad 
de expresión, la libre circulación de información y la 
capacidad de los ciudadanos para procesar ésta. En 
un régimen no democrático, al disponer sólo de infor- 
mación censurada y no poder discutir abiertamente 
de política e intercambiar opiniones enfrentadas, 
los defensores de las libertades tienen dificultades 
para conseguir el respaldo de una masa crítica de 
ciudadanos contra la dictadura. Incluso una vez ins- 
tauradas las instituciones democráticas, el nivel de 


participación ciudadana en la vida política depende 
bastante de la disponibilidad inmediata de informa- 
ción relevante sobre los asuntos de la comunidad, así 
como también de la capacidad de los ciudadanos de 
entender cuestiones económicas y políticas más o 
menos complejas. 

Es posible reunir una sólida evidencia en respaldo 
de esta hipótesis. La democracia en Gran Bretaña y 
Estados Unidos fue impulsada, primera y principal- 
mente, por elites sociales con altos niveles educati- 
vos. Las universidades británicas y estadounidenses 
de los siglos XVIII y XIX facilitaron el estudio de 
la filosofía política y alentaron un debate riguroso 
que tuvo enormes consecuencias políticas. Además, 
la monarquía británica permitió cierto grado de 
libertad de prensa y de debate político abierto, un 
factor crítico para la expansión del papel del Parla- 
mento en Gran Bretaña y la propagación de las ideas 
democráticas a las colonias estadounidenses. Pero 
las tendencias democráticas de estos siglos queda- 
ron anuladas en países como Rusia, Japón y China, 
donde la opresiva censura del Estado sofocó el libre 
intercambio de información e ideas. 

Por otra parte, las democracias consolidadas 
contemporáneas tienden a tener niveles más altos de 
alfabetización y educación secundaria que los siste- 
mas no democráticos, con la importante excepción 
de las dictaduras comunistas. Esta excepción sugie- 
re que la educación, sin libertad de información, no 
tiene por qué estar relacionada con la democracia. 
Resulta evidente que los niveles educativos de un 
país gobernado dictatorialmente, como Cuba, son 
muy superiores a los de los países de su entorno. 
Sin embargo, los innegables logros educativos del 
régimen de Fidel Castro no han repercutido favora- 
blemente en la democratización. 

En directa relación con lo anterior, aun cuando se 
abran oportunidades educativas a toda la sociedad 
y aumente la cantidad de personas que termina la 
educación secundaria o accede a la universidad, es 
también importante el contenido de lo que se enseña 
y debate. Por ejemplo, la Unión Soviética aumentó 
enormemente las oportunidades educativas de la so- 
ciedad, pero la discusión abierta de las ideas políticas 
estaba estrictamente prohibida. Muchas otras dicta- 
duras han exhibido pautas semejantes de restricción 
de la discusión, manteniendo una férrea censura 
sobre todo lo que se publicaba. En nuestros días se 
plantea la cuestión de si, con la libertad de informa- 
ción política y discusión abierta que atraviesa las 
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fronteras por medio de Internet, el correo electrónico 
y la televisión por satélite, podrán o no perdurar las 
dictaduras actuales. Sin embargo, es difícil pronun- 
ciarse de forma categórica: regímenes como el chino 
parecen muy eficaces a la hora de controlar Internet 
y otros canales alternativos de información en manos 
de la disidencia política. 

Por regla general, se observa una correlación 
estrecha entre las democracias estables, los niveles 
educativos elevados y la pluralidad de fuentes de 
información existentes. Esta correlación positiva es 
coherente con nuestra hipótesis de que la educación 
y la libertad de información están relacionadas 
con el correcto funcionamiento de la democracia, 
aunque también parece que ésta puede comenzar a 
surgir sin ellas. 


2.10. Un entorno internacional favorable 


Las condiciones para la democracia que hemos exa- 
minado hasta ahora se refieren al interior de cada 
país. Pero, en algunas ocasiones, el contexto inter- 
nacional puede influir de forma significativa en las 
perspectivas del surgimiento de la democracia, así 
como en su posterior desarrollo. Por ejemplo, no es 
accidental el hecho de que países tan diversos como 
Estados Unidos, Canadá, Australia, Nueva Zelanda 
y la India hayan sido colonias británicas. Las elites 
autóctonas que tomaron las riendas del gobierno 
de estos países tras la independencia ya habían ad- 
quirido de los británicos un concepto de las ideas 
y prácticas democráticas. Sin embargo, también es 
cierto que no todas las antiguas colonias británicas 
se han convertido en democracias estables, como ha 
ocurrido con Pakistán, Malaisia, Singapur y otros 
países africanos. 

La guerra y sus consecuencias pueden tener efectos 
positivos o negativos en la democracia. En cuanto a los 
negativos, la guerra suele requerir un liderazgo fuer- 
te y centralizado, así como que los mandos militares 
tengan un papel influyente en los altos órganos de de- 
cisión política. En estas circunstancias puede quedar 
poco espacio para la pugna entre partidos, la libertad 
de prensa o la expresión abierta de la opinión pública. 
Pero no todos los países implicados en grandes con- 
flictos internacionales han sucumbido a la tentación 
del autoritarismo militar. Del lado positivo, la Segunda 
Guerra Mundial trajo la democracia a Alemania Occi- 
dental y a Japón de la mano de las autoridades de las 
potencias vencedoras, que ocuparon durante un tiempo 


estos países y tutelaron sus primeros gobiernos demo- 
cráticos. Una cuestión que permanece abierta en los 
primeros años de nuestro siglo XXI es si países como 
Afganistán e Irak tendrán resultados semejantes. 

Un contexto internacional poco propicio para el 
surgimiento y la estabilidad de las democracias fue 
el de los años 30 y la posterior etapa de Guerra Fría. 
El auge del fascismo y del comunismo contribuyó a 
radicalizar la vida política y social de muchas demo- 
cracias. Por otra parte, tras la Segunda Guerra Mun- 
dial, el miedo de muchas potencias democráticas a la 
expansión del comunismo hizo que algunas de ellas 
apoyaran dictaduras de derechas (muchas veces de 
carácter militar), aun cuando no ignoraban que éstas 
incurrían en constantes violaciones de los derechos 
humanos más elementales. Aquí nos enfrentamos a 
una de las más inquietantes paradojas de los regímenes 
democráticos: gobiernos que defienden la democracia 
en sus propios países pueden, perfectamente, aunque 
de forma habitualmente poco transparente, contribuir 
a sostener dictaduras terribles en otros. 

En determinados contextos, las condiciones eco- 
nómicas globales pueden ejercer una influencia 
igualmente profunda en las perspectivas de la de- 
mocracia. La crisis económica mundial a principios 
de los años 30 del siglo XX, conocida como “Gran 
Depresión”, influyó de forma significativa en la 
caída de la democracia en Alemania y en el ascenso 
de la popularidad de los nazis. En la actualidad, la 
probabilidad de que algunos países de Latinoamé- 
rica, África y Asia consigan estabilizar sus jóvenes 
democracias depende, en gran medida, de la volun- 
tad de las democracias económicamente avanzadas 
de proporcionar ayuda económica a tiempo, o de 
su disposición a abrir sus mercados a un comercio 
que sería beneficioso para todos. Las instituciones 
europeas han representado un papel crucial en 
Europa central y oriental ofreciendo a los antiguos 
Estados comunistas de la región el ingreso en la 
Unión Europea. Y la Unión Europea, el Banco Mun- 
dial y otras organizaciones insisten, cada vez más, 
en el buen gobierno —incluida la eliminación de la 
corrupción y la expansión de las prácticas democrá- 
ticas— como requisito imprescindible para prestar 
su ayuda económica. Una cuestión más general es 
si la globalización, fenómeno que se aborda en el 
Capítulo 17 de este libro, propiciará u obstaculizará 
la democracia en los países en vías de desarrollo. 
En principio, la interdependencia tecnológica y eco- 
nómica global puede tener consecuencias positivas 
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y negativas para el desarrollo de estos países; el 
futuro próximo nos revelará, con más claridad, sus 
efectos políticos. 

La evidencia disponible respalda, por tanto, la 
hipótesis que vincula la existencia de condiciones 
internacionales propicias con el surgimiento y el 
desarrollo satisfactorio de la democracia. Pero la 
experiencia nos muestra que, si bien las influencias 
externas son importantes, difícilmente pueden los go- 
biernos extranjeros crear o propiciar las instituciones 
y los hábitos democráticos cuando las condiciones 
internas para la democracia son desfavorables. En 
última instancia, las fuentes y los nutrientes de la 
democracia deben ser “de cosecha propia” para que 
el orden democrático prospere de forma perdurable. 


3. ¿ES INEVITABLE LA DEMOCRACIA? 


Woodrow Wilson (Presidente de los Estados Unidos 
entre 1913 y 1921) creía que el triunfo de la demo- 
cracia era históricamente inevitable. En los últimos 
años, la hipótesis de la ineludible victoria última 
de las democracia sobre las dictaduras ha sido re- 
afirmada por el politólogo estadounidense Francis 
Fukuyama (1992), según el cual el colapso de los re- 
gímenes comunistas en Europa y la Unión Soviética 
en el tramo final del siglo XX marcó el fracaso del 
último desafío ideológico planteado a la democracia 
liberal (el otro desafío importante del siglo XX, el 
fascismo, había sido derrotado en la Segunda Guerra 
Mundial). Si bien todavía existen muchas dictaduras 
en el mundo, Fukuyama cree que estos regímenes, 
por mucho que aparenten estabilidad y fortaleza, 
carecen de ideas sugerentes capaces de atraer a las 
sociedades contemporáneas. 

Y, sobre todo, lo que no pueden ofrecer es lo que, 
de acuerdo con Fukuyama, anhelan todos los indivi- 
duos: el reconocimiento, por parte de los demás, de la 
dignidad humana, por encima de cualquier diferen- 
cia. Sólo la democracia puede responder, según este 
autor, a semejantes anhelos íntimos del ser humano, 
porque la democracia es el único sistema que ofrece 
oportunidades de participar en la vida de la comuni- 
dad desde la igualdad, la dignidad y el respeto. Así, 
su propagación por el mundo equivaldrá al “fin de 
la historia”, en el sentido de que no podrá surgir una 
alternativa política mejor. 

Desde una perspectiva más empírica, Samuel Hun- 
tington es menos optimista respecto a la inevitabili- 
dad del éxito de la democracia a escala mundial. En 


su libro The third wave (La tercera ola), publicado en 
1991, Huntington observaba que en el siglo XX se han 
producido tres grandes “olas” de democratización en 
el mundo. No obstante, a cada una de las dos prime- 
ras Olas le siguió una “ola adversa”, en la que algunos 
países que habían logrado construir la democracia, 
fracasaron luego en mantenerla, regresando a alguna 
forma de dictadura. Según este autor, no cabe excluir 
una tercera ola adversa a corto plazo. 

De acuerdo con Huntington, la primera ola tuvo 
lugar entre 1828 y 1926. Durante ese período, cerca 
de 33 países adoptaron algunos elementos rudimen- 
tarios de la democracia, como el sufragio masculino 
por medio del voto secreto y la responsabilidad del 
gobierno ante una asamblea legislativa electa. Sin 
embargo, hacia 1922 empezó a perfilarse una ten- 
dencia adversa a medida que la democracia caía en 
algunos de esos mismos países. En 1942, 11 Estados 
habían sucumbido al fascismo u otra forma de go- 
bierno dictatorial. 

Cuando la Segunda Guerra Mundial llegó a su 
fin, se inició una segunda ola de democratización. 
Este proceso, que empezó con la reinstauración de 
la democracia en Italia y Alemania, y su instau- 
ración en Japón, cobró fuerza con la extensión de 
la democracia a un creciente número de países en 
vías de desarrollo. La segunda ola duró, aproxima- 
damente, desde 1943 hasta 1962, y llegó a 41 países 
que se incorporaban al mundo democrático por vez 
primera o mantenían un sistema democrático aún sin 
consolidar. Ahora bien, igual que tras la primera ola, la 
democracia no pudo arraigar en todos estos países. Se 
inició una segunda ola adversa alrededor de 1958 que 
prosiguió hasta 1975. En conjunto, 22 Estados cayeron 
bajo la dictadura durante esta segunda ola adversa. 

La tercera ola democratizadora empezó a media- 
dos de los años 70 con las transiciones de Portugal, 
Grecia y España. Durante los siguientes 20 años la 
democracia nació en más de 40 Estados, culminan- 
do con la caída de la Unión Soviética y la transición 
de varias de sus repúblicas hacia la democracia y la 
independencia. 

¿Se ha iniciado ya una tercera ola adversa? Entre 
1987 y 1995, la cantidad de democracias electorales 
del mundo aumentó astronómicamente (de 66 a 117). 
En 2004 se contaban ya 119 democracias en el mun- 
do; el 44 por ciento de la población mundial vivía bajo 
regímenes democráticos. Aunque algunas democra- 
cias nuevas, o reconstituidas, regresaron a una u otra 
forma de gobierno autoritario en la década de los 90, 
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no se ha producido una ola adversa masiva. Con todo, 
el proceso de democratización en muchos países está 
lejos de haberse completado, un hecho que subraya lo 
frágil e imprevisible del gobierno democrático. 

Entonces, ¿es inevitable la democracia? “Los 
tiempos corren a favor de la democracia” afirma 
Huntington en la última página de su libro. Pero 
su análisis nos alerta sobre el hecho de que la de- 
mocracia está lejos de llegar a todo el mundo en los 
próximos años. 

Sea como fuere, las perspectivas de la democracia 
son, hoy día, probablemente mucho mejores que en 
ningún otro momento de nuestra historia. A pesar de 
todas sus debilidades e imperfecciones, la democracia 
sigue ofreciendo a la humanidad más y mejores opor- 
tunidades para la libertad, la dignidad y la autorreali- 
zación que cualquier otra forma de gobierno existente. 
“Se ha dicho que la democracia es la peor forma de 
gobierno, con excepción de todas las demás que se han 
probado”, afirmó el Primer Ministro británico Wins- 
ton Churchill tras la Segunda Guerra Mundial. 


4. EJERCICIO DE COMPROBACIÓN 
DE HIPÓTESIS: LA INDIA Y LAS DIEZ 
CONDICIONES DE LA DEMOCRACIA 


¿Cómo encaja la experiencia india con las diez con- 
diciones de la democracia que hemos desarrollado 
a lo largo de este capítulo? En el siguiente ejercicio 
de comprobación de hipótesis vamos a comprobar 
la relación entre cada una de estas condiciones, 
planteadas como variables independientes, y el fun- 
cionamiento de la democracia en la India, que es la 
variable dependiente. 


4.1. Instituciones del Estado 


A primera vista, las estructuras institucionales de la 
India parecen adolecer de una gran debilidad. Las 
tendencias hacia la fragmentación social, arraigadas 
en la heterogeneidad religiosa y etnolingúística 
e institucionalizadas en el sistema federal, son 
exacerbadas por movimientos separatistas, creando 
un problema enorme de estatalidad. Decenas de 
grupos tribales insurgentes han luchado sin cesar 
por la autonomía o la independencia. Las disputas 
con Pakistán por la frontera de Cachemira complican 
la cuestión. 

Por otra parte, la corrupción política generalizada, 
junto con la ineficiencia e ineficacia persistentes en 


todos los niveles del gobierno, desgastan el apoyo so- 
cial a los funcionarios del Estado, los gobernantes y 
los líderes de los partidos. En 2002, aproximadamen- 
te el 10 por ciento de los parlamentarios estatales y 
nacionales de la India fueron acusados de asesinato, 
violación o robo a mano armada. La guerra entre 
bandas políticas ha causado estragos en el proceso 
electoral; los asesinatos y secuestros son comunes 
en algunos Estados federados. Policías y militares 
abusan de su autoridad de forma asidua, practican- 
do la tortura, la violación de los derechos humanos, 
las “desapariciones” y el asesinato de insurgentes, 
musulmanes, sijs y miembros de las castas inferio- 
res; se han podido documentar detenciones ilegales, 
destrucciones arbitrarias de la propiedad y otros abu- 
sos. Las instituciones judiciales del Estado, aunque 
formalmente independientes, funcionan con lentitud 
y están saturadas (al parecer han llegado a tener acu- 
mulados 30 millones de casos). 

Pero el Gobierno de la República ha logrado man- 
tener unidas las diversas partes de la India, evitando 
una guerra civil a gran escala o la secesión directa de 
algún Estado federado. Y lo que es más importante 
aún, el proceso electoral sigue siendo considerado 
legítimo por la mayoría de los indios. Aunque la 
participación electoral está disminuyendo a escala 
nacional, se mantiene por encima de la participación 
en las elecciones al Congreso de Estados Unidos. 
La actividad política permanece viva en los niveles 
locales y regionales. Si bien los indios pueden dar 
señales de desencanto con los líderes políticos de su 
democracia y recurrir con demasiada frecuencia a la 
violencia política, el apoyo de las elites y la población 
al régimen democrático es, de momento, muy amplio. 
Las tradiciones de gobierno parlamentario adaptadas 
de Gran Bretaña siguen intactas. Y aunque la con- 
tienda política suele ser encarnizada, ningún partido 
o movimiento insurgente parece dispuesto a imponer 
a todo el país una alternativa a la democracia. 


4.2. Elites comprometidas con la democracia 


Los creadores de la India moderna —Mahatma 
Gandhi (1869-1948), Jawarharlal Nehru (1889-1964) y 
sus sucesores inmediatos— estaban unánimemente 
comprometidos con la democracia, como también lo 
estaba la mayor parte de las elites que encabezaban 
los principales grupos etnolingúísticos y religiosos 
del país. Arend Lijphart, promotor del concepto de 
democracia consociativa —pensado para los países 
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que se encuentran divididos por profundas líneas de 
fractura social— ha afirmado que el modelo conso- 
ciativo, que acentúa la importancia del reparto de 
poder entre las elites que representan a los principa- 
les grupos en conflicto, permite explicar por qué la 
democracia ha persistido en la India, a pesar de su 
gran diversidad social. Lijphart sostiene que incluso 
cuando este país estaba gobernado por las grandes 
mayorías parlamentarias del Partido del Congreso, 
existían elementos del modelo consociativo. El repar- 
to del poder entre las elites y la autonomía cultural de 
los diversos grupos lingúísticos fueron evidentes al 
menos hasta finales de los años 60. 

Aun cuando posteriormente se rompieron los 
acuerdos de distribución del poder y el Partido del 
Congreso perdió el control del sistema político, las 
elites indias se ocuparon de conservar un nivel sufi- 
ciente de reparto de poder entre los diversos grupos 
del país para que la democracia no muriera (el bienio 
bajo el estado de emergencia decretado por Indira 
Gandhi [1917-1984] en los años 70 constituye una ex- 
cepción). Para Lijphart, estos esfuerzos consociativos 
de reparto de poder constituyen los elementos que 
mejor explican el éxito de la democracia india. 

Ciertamente, la fragmentación del sistema de parti- 
dos indio se ha acelerado desde que Lijphart publicara 
su análisis en los años 60. El Partido del Congreso si- 
gue perdiendo apoyo y su principal rival, el Bharatiya 
Janata (BJP), de ideología nacionalista hindú, es in- 
capaz de forjar una mayoría operativa. Parece que los 
arreglos consociativos han disminuido en los últimos 
años. No obstante, las elites que lideran los partidos 
políticos y los grupos sociales no parecen dispuestas 
a optar por un sistema no democrático. Aunque los 
conflictos y las tensiones entre sectores de la sociedad 
india siguen muy presentes, mientras las elites perse- 
veren en su compromiso con la democracia, es muy 
probable que ésta se mantenga. 


4.3. Una sociedad homogénea 


Es bien sabido que la India está lejos de ser una 
sociedad homogénea. Como ya se ha dicho anterior- 
mente, el descontento de los diversos grupos religiosos 
y etnolingúísticos del país generó importantes dosis 
de inestabilidad a la democracia desde sus inicios. 
Y las tendencias violentas de los miembros más 
fanáticos de estos diversos grupos han constituido 
la peor amenaza para la democracia, situación que 
parece haberse agravado en los últimos años. Pero 


la mayoría de los indios —incluidos millones de 
musulmanes y miembros de los numerosos grupos 
etnolingúísticos— sigue, al parecer, concibiendo la 
India como un único Estado que comparte una iden- 
tidad nacional y es capaz de aglutinar las numerosas 
divisiones del país. Así pues, coexiste un sentimiento 
muy difundido de homogeneidad nacional con una 
heterogeneidad social extraordinaria, luchas reli- 
giosas y tendencias separatistas. Sea como fuere, la 
mayoría de los indios considera la democracia como 
la forma más eficaz de mantener intacta la unidad 
nacional, evitando así la guerra civil a gran escala y 
permitiendo que los diversos grupos del país partici- 
pen en el proceso político. 


4.4. La riqueza nacional 


La India destaca como una de las principales excep- 
ciones a la correlación entre pobreza y dictadura. Con 
una renta per cápita de tan solo 480 dólares en 2002, es 
uno de los países más pobres del mundo. Entre 1999 y 
2000, el 80 por ciento de la inmensa población del país 
(más de 1.000 millones de personas) vivía con menos 
de dos dólares diarios, y el 35 por ciento subsistía con 
menos de un dólar al día. Las mujeres y los niños son 
los más afectados por los efectos devastadores de la 
pobreza. Los programas gubernamentales destinados 
a reducir las causas y los efectos del subdesarrollo cró- 
nico apenas han sido eficaces. 

Al mismo tiempo, el Producto Interior Bruto (PIB) 
de, aproximadamente, 3 billones y medio de dólares 
sitúa a la India entre los cinco países económicamente 
más potentes del mundo. Su PIB aumentó un 5,9 por 
ciento de promedio anual entre 1978 y 1996. Desde 
entonces, pocos años se ha quedado la tasa de creci- 
miento por debajo del 5 por ciento, superando entre 
2003 y 2005 el 7 por ciento. Estas tasas de crecimien- 
to resultan impresionantes cuando se las compara, 
por ejemplo, con las que han consignado durante ese 
mismo período muchas de las economías europeas 
más avanzadas. A lo largo de la última década, el 
impulso reformador de los sucesivos gobiernos de la 
India ha tenido como consecuencia un importante 
despegue económico que ha llevado a los analis- 
tas internacionales a ver en la India una de las dos 
grandes potencias emergentes del siglo XXI (la otra 
es China). Gracias a una fuerte apuesta por la cap- 
tación de capital extranjero, una sostenida inversión 
en educación superior y en innovadoras tecnologías 
del conocimiento y de la información, ciudades como 
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Bangalore se han convertido en las nuevas mecas de 
la informática mundial. 

Así, el estatus económico de la India es ambiguo: su 
economía produce una riqueza agregada considerable, 
pero no la suficiente como para elevar los niveles de 
vida de su población. Sin embargo, en general, se diría 
que los altos y crónicos niveles de pobreza de este país 
no encajan con la larga supervivencia de la democra- 
cia. Por lo tanto, es necesario acudir a otros factores 
para explicar el éxito de la democracia y explorar las 
posibilidades de su preservación en el futuro. 


4.5. La empresa privada 


Los esfuerzos por promover la empresa privada en la 
India aumentaron en los años 90. Estas tendencias 
iban en contra de los elevados niveles de interven- 
ción gubernamental característicos de la economía 
mixta india desde la época de Jawaharlal Nehru 
(1889-1964). El desarrollo del sector privado ha sido 
bastante fuerte; aunque persisten barreras para el de- 
sarrollo del sector privado que dificultan la inversión 
extranjera, algunas de las empresas públicas han sido 
privatizadas, y las cantidades invertidas en el mercado 
de valores de la India casi triplican las de los años 90. 
Al mismo tiempo, el Estado conserva una fuerte pre- 
sencia económica: el gasto público aumentó como por- 
centaje del PIB entre 1980 (10,8 por ciento) y 2000 (16,7 
por ciento). El gobierno nacional incurrió en sucesivos 
déficits, alcanzando el 5,2 por ciento del PIB en 2000. 
No obstante, ni el persistente intervencionismo estatal 
ni el desarrollo del sector privado parecen afectar ne- 
gativamente a la democracia india. Los defensores de 
ambos enfoques suelen apoyar el método democrático 
para alcanzar sus objetivos. 


4.6. La clase media 


De acuerdo con los datos del PNUD (Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo), el 20 por 
ciento de la población de la India posee el 41,6 por 
ciento de la riqueza, lo que configura una clase 
media muy numerosa (de más de 400 millones de 
personas). Según nuestra hipótesis, la clase media 
india debería haber proporcionado un apoyo 
sustancial a la democracia. A buen seguro, muchos 
indios de clase media están enfrentados por el 
mismo fervor religioso y etnolingiístico que aviva 
las tensiones en el seno de otras clases sociales. Sin 
embargo, en conjunto, la inmensa mayoría parece 


apoyar la democracia por encima de cualquier forma 
de gobierno de signo dictatorial, aunque ponga en 
cuestión el modo en que funciona la democracia en 
la práctica cotidiana. 


4.7. El apoyo de los más desfavorecidos 


Si la pobreza endémica fuese una seria amenaza para 
la democracia, una parte importante de la sociedad 
india debería movilizarse contra ella como una forma 
inaceptable de gobierno. Curiosamente, ningún mo- 
vimiento político ha llegado a organizar una protesta 
de importancia de los más desfavorecidos contra la 
democracia. Vuelven a surgir así las paradojas del 
caso indio. Aunque exista un extendido descontento 
social por la manera en que las elites afrontan los 
problemas de los más pobres, no se ha producido una 
reacción masiva contra la democracia electoral en sí. 
Al contrario, el activismo democrático cobra cada 
vez más vida en muchos de los Estados del sistema 
federal indio. 

Si bien millones de mujeres indias han realiza- 
do grandes progresos educativos y laborales, otras 
muchas se encuentran en clara desventaja, particu- 
larmente en las zonas donde las autoridades locales 
hacen caso omiso de los abusos flagrantes que se co- 
meten contra ellas. La dote es una práctica ilegal y, 
sin embargo, hay miles de mujeres al año que son sa- 
crificadas, golpeadas o inducidas al suicidio debido 
a disputas sobre la dote. A menudo, las violaciones y 
otros delitos no se registran ni se persiguen efectiva- 
mente por las autoridades policiales y judiciales. 

Por lo demás, el número de varones nacidos vivos 
sobrepasa considerablemente al número de muje- 
res en varios Estados, lo cual es debido, sin duda, 
al aborto selectivo y al infanticidio cometido con 
las niñas. Estas prácticas explican el desequilibrio 
demográfico entre hombres y mujeres. Las mujeres 
suelen ser discriminadas de varias formas según la 
tradición musulmana o hindú. Y en toda la India 
muchos millones de mujeres son víctimas del fenó- 
meno conocido como la “feminización de la pobre- 
za”, porque soportan unas condiciones de vida en el 
nivel mínimo de subsistencia. Para remediar estos 
problemas, las mujeres indias política y socialmente 
activas piden más democracia, no menos. Cada vez 
más mujeres participan en los procesos electorales y 
concurren a las elecciones, en ocasiones aventajando 
a los hombres. Entretanto, la discriminación contra 
los 160 millones de indios pertenecientes a la casta 


184 Política y ciencia política: Una introducción 


de los intocables —actualmente llamados dilats (los 
oprimidos)— sigue extendiéndose. La prostitución 
infantil es también preocupante y se estima que 
puede haber hasta 100 millones de niños trabajando 
en condiciones de sobreexplotación. 

Sin embargo, parece que, más que la sublevación 
revolucionaria, la apatía y la resignación marcan las 
actitudes políticas de los muchos indigentes de la 
India. Podría pensarse que la religión hindú contri- 
buye al conformismo, pues está basada en un rígido 
sistema de castas consideradas inamovibles. Desde 
otro punto de vista, también cabría pensar que la 
simple lucha diaria por la vida deja poco tiempo para 
preocuparse por las elecciones y los programas de los 
partidos. Si bien estos argumentos no parecen favore- 
cer el apoyo a la democracia, lo cierto es que tampoco 
se puede verificar una oposición masiva contra ella. 
El respeto a la autoridad política es enorme. No hay 
indicios sólidos de que, entre los crecientes grupos de 
activistas políticos de la India y sus millones de su- 
fridos y resignados habitantes asolados, pueda surgir 
algo parecido a una amenaza orquestada contra la 
democracia electoral. 


4.8. Participación ciudadana, sociedad 
civil y cultura política democrática 


En un país tan grande y variado como la India, di- 
vidido como está por tantos conflictos no resueltos, 
apenas sorprende encontrar realidades culturales 
muy diferentes. Una sociedad civil próspera comparte 
el escenario con una sociedad notoriamente incivil 
inclinada a la violencia. Un ruidoso activismo político 
coexiste con la deferencia y la resignación. Las actitu- 
des y los comportamientos democráticos se enfrentan 
a diversas subculturas étnicas, religiosas, sociales y 
políticas que desprecian abiertamente los valores de la 
tolerancia, el compromiso, la confianza y otros pilares 
morales de la cultura política democrática. 

En los últimos años, la sociedad civil de este país 
ha hecho algunos progresos dignos de mención. 
Los grupos que luchan por los derechos de la mujer 
han proliferado y las organizaciones a favor de los 
derechos humanos también desarrollan una mayor 
actividad. Los sindicatos están bien organizados y 
son muy dinámicos. Y la sociedad civil ha represen- 
tado un papel especialmente importante a la hora 
de frenar la violencia entre hindúes y musulmanes. 
Ashutosh Varshney, uno de los politólogos más co- 
nocidos por sus estudios sobre la India, ha mostrado 


que los estallidos periódicos de violencia sectaria se 
concentran fundamentalmente en unas pocas ciu- 
dades. La India rural, donde viven dos tercios de la 
población total, es básicamente tranquila, como lo es 
la mayoría de las populosas áreas urbanas del país. 

El extenso análisis de Varshney (2000) revela asi- 
mismo que, en varias ciudades, las asociaciones cí- 
vicas que integran miembros musulmanes e hindúes 
—patronales, sindicatos, etc.— resultan bastante 
eficaces para detener la violencia comunitaria antes 
de que se desborde. En algunos casos existen comités 
de paz vecinales que refuerzan estos canales de co- 
municación y resolución de conflictos. Las ciudades 
que carecen de estas redes de implicación civil suelen 
ser las que experimentan los brotes de violencia más 
duraderos y devastadores. En las zonas rurales, los 
contactos cotidianos entre personas pertenecientes 
a diferentes religiones favorecen habitualmente el 
mantenimiento de la paz entre hindúes y musulma- 
nes. En suma, las experiencias asociativas de este 
país son muy variadas: mientras algunas organiza- 
ciones parecen existir principalmente para exacerbar 
el conflicto social y político, otras intentan reducirlo 
de acuerdo con un espíritu democrático. 


4.9. Educación y libertad de información 


También en este punto la India registra toda una serie 
de contradicciones. El país puede alardear de tener 
millones de licenciados universitarios y de titulados 
en formación profesional. Sin embargo, muchos li- 
cenciados están desempleados durante años. Por otra 
parte, el analfabetismo afecta a aproximadamente un 
tercio de los varones mayores de quince años y a más 
del 60 por ciento de las mujeres. 

La libertad de prensa está garantizada: prosperan 
los periódicos y las revistas locales y nacionales. No 
existe la censura. No obstante, algunos periodistas 
han sido atacados físicamente por sus ideas políticas. 
El Gobierno de la República mantiene el monopolio de 
la televisión nacional, pero últimamente permite que 
las televisiones extranjeras emitan en su territorio. 


4.10. Un entorno internacional favorable 


El entorno exterior de la India representa asimismo 
una fuente de influencias tanto negativas como positi- 
vas para su orden democrático. En general, mantiene 
con muchos países unas relaciones exteriores de 
buen entendimiento. Pero su complicada relación 
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con Pakistán afecta inevitablemente a los delicados 
vínculos entre hindúes y musulmanes en la India. 
El apasionado nacionalismo de muchos seguidores 
del BJP y otros nacionalistas hindúes apunta, sobre 
todo, al vecino Pakistán, pero este partido también 
mira hacia los musulmanes del interior con recelo, 
y desprecia al Partido del Congreso y a otros por no 
haber conseguido apoyar convenientemente a los 
hindúes frente a sus rivales. El estatus de la India 
como potencia nuclear, si bien es motivo de orgullo 
nacional para muchos ciudadanos, también le ha 
creado problemas con los países que se oponen a 
la carrera nuclear y que le presionan para que de- 
sista de un militarismo potencialmente peligroso 
(la India no firmó el Tratado de No Proliferación 
Nuclear). Por otra parte, la India también tiene una 
vieja frontera conflictiva con China. Con todo, el 
conflicto con Pakistán es el que más negativamente 
afecta a la democracia india, en particular por lo 
que se refiere a la delicada situación que se vive en 
la región de Cachemira (con mayoría musulmana) y 
que se traduce en altos niveles de violencia política, 
terrorismo y represión. 


4.11. Conclusiones 


La evidencia empírica relativa a las condiciones de la 
democracia en la India es, por tanto, ambivalente. Aun- 
que el país cumple nuestras expectativas en algunos de 


los factores que hemos identificado como favorecedores 
de la democracia, también cuenta con un buen número 
de tendencias contrarias que disminuyen la calidad de 
sus instituciones y prácticas democráticas. Pero lo más 
sorprendente del caso indio es que varios elementos 
que solemos considerar potencialmente debilitadores 
de la democracia —la heterogeneidad social, cultural 
y religiosa, así como la extrema situación de pobreza 
de una ingente cantidad de personas— nunca se han 
combinado para minarla. El compromiso con los idea- 
les y las prácticas democráticas parece firmemente en- 
raizado entre amplios sectores de la población. Pese a 
la insatisfacción que suscitan sus condiciones de vida, 
la mayoría de los indios que participan en la vida po- 
lítica apoyan la democracia y no apelan a expedientes 
dictatoriales como remedio a su difícil situación. 


TÉRMINOS CLAVE 
(en negrita en el texto) 


Democratización 

Consolidación 

Estatalidad 

Unidad nacional 

Sociedad civil 

Capital social 

Primera ola, segunda ola y tercera ola 
de democratización 


CAPÍTULO 11 


LA SOCIEDAD Y LA POLÍTICA: 


Votantes, partidos y grupos 
de interés 


Este capítulo examina una de las cuestiones que 
más interés han suscitado en la ciencia política del 
siglo XX: las diferentes formas a través de las cuales 
la sociedad participa en la actividad política. En la 
primera sección se analiza la diversidad de formas 
de participación política en las democracias, pres- 
tando especial atención a la participación electoral 
como modalidad más importante y extendida, y a 
los partidos políticos como principales organizacio- 
nes de intermediación entre la sociedad y el Estado 
democrático. En la segunda sección se exponen dos 
tipos de comportamiento político opositor en las so- 
ciedades gobernadas por dictaduras: la disidencia y 
la revolución. El capítulo se cierra con un ejercicio de 
comprobación de hipótesis que postula la existencia 
de una relación entre el tipo de sistema electoral vi- 
gente en una democracia y el número de partidos que 
conforman el sistema de partidos. 


1. LA PARTICIPACIÓN DE LA 
SOCIEDAD EN LAS DEMOCRACIAS 


De acuerdo con una de las premisas centrales de la 
teoría democrática, los ciudadanos deberían partici- 
par activamente en la vida política, tratando de dar a 
conocer sus opiniones a los gobernantes y haciéndo- 
los responsables de sus actuaciones. Sin embargo, en 
contra de estas expectativas, la observación empírica 
muestra que buena parte de los ciudadanos no partici- 
pan activamente en las democracias. Un estudio sobre 


la participación política en Estados Unidos, realizado 
en los años 60 del pasado siglo, calificó al 30 por cien- 
to de la población adulta como “apática” porque no 
se interesaba prácticamente nada por la política; un 
60 por ciento merecía el calificativo de “espectadora” 
porque prestaba cierta atención a la política, aunque 
con intensidad variable y sin involucrarse demasiado. 
Sólo entre el 5 y el 7 por ciento de los ciudadanos eran 
calificados como “activistas”, ya que colaboraban en 
las campañas de las elecciones presidenciales; los 
años en los que éstas no se celebraban, este grupo de 
activistas políticos descendía hasta el uno o el 2 por 
ciento de la población. Incluyendo a los “activistas” y 
los “espectadores” más activos políticamente, sólo el 
20 por ciento de la población se implicaba regular- 
mente en discusiones sobre cuestiones políticas. Ellos 
integraban el grupo de los “líderes de opinión”. 

Estos porcentajes no son sustancialmente diferentes 
en nuestros días. En la década de los 90, menos del 10 
por ciento de los estadounidenses participó activamen- 
te en campañas electorales, y menos del 5 por ciento se 
involucró en manifestaciones políticas o actividades 
de protesta. En otras democracias, la mayoría de la 
gente tampoco se implica en la vida política. 

A pesar de ello, por regla general, una cantidad ele- 
vada de ciudadanos, con frecuencia la mayoría, votan 
en elecciones periódicamente convocadas. Votar re- 
presenta la principal forma de participación política 
en prácticamente todos los países democráticos. Sin 
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TABLA 11.1 


Participación electoral en algunas democracias seleccionadas (participación media como 


porcentaje sobre la población mayor de edad en cada país) 


País Años 50 
Australia 83 
Austria 89 
Bélgica 88 
Canadá 70 
Dinamarca 78 
Finlandia 76 
Francia 71 
Alemania 84 
Islandia 91 
India . 6l 
Irlanda 73 
Israel 79 
Italia 93 
Japón 74 
Luxemburgo 62 
Países Bajos 88 
Nueva Zelanda 91 
Noruega 78 
España - 
Suecia 77 
Suiza 61 
Reino Unido 79 
Estados Unidos 49 


Años 60 Años 70 Años 80 Años 90 
84 85 83 82 
90 88 87 77 
87 88 89 84 
72 68 67 59 
87 86 85 82 
85 82 79 69 
67 67 64 61 
82 86 79 74 
89 89 90 88 
59 6l 63 63 
74 82 76 70 
82 81 81 84 
94 94 93 90 
71 72 71 61 
70 71 63 59 
90 85 82 73 
84 83 86 79 
83 80 83 76 
- 73 73 78 
83 87 86 81 
53 43 40 37 
75 74 74 72 
56 46 46 43 


Fuente: IDEA (International Institute for Democracy and Electoral Assistance) (www.idea.int) 


embargo, los porcentajes de participación difieren 
según países, como indica la Tabla 11.1. 

¿Por qué muchas personas que disponen del privi- 
legio de la participación democrática no hacen uso 
de él? Como ya vimos en el Capítulo 4, Mancur Olson 
ofreció una respuesta en su célebre libro La lógica de 
la acción colectiva (1965). 


1.1. La lógica de la acción colectiva 


Según la teoría democrática tradicional, las per- 
sonas que gozan de libertad para participar en la 
actividad política aprovecharán esta oportunidad, 
organizándose e intentando ejercer presión sobre 
quienes toman las decisiones, con el fin de promo- 
ver sus intereses o satisfacer sus demandas. ¿Pero 


lo hacen? Olson sugirió que los individuos que for- 
man grandes grupos no suelen comportarse así. No 
es habitual que se impliquen en la acción colectiva 
junto a ciudadanos que comparten sus ideas; ni si- 
quiera los ciudadanos que tienen motivos de queja 
legítimos e importantes acostumbran a organizarse 
colectivamente. Suelen preferir la inacción personal 
a la acción colectiva. 

Olson mantenía que esta inacción responde a una 
lógica de elección racional del individuo. La mayoría 
de los científicos sociales definen la racionalidad 
como la conducta encaminada a maximizar (o al 
menos a incrementar) las ganancias esperadas y a 
minimizar (o reducir) los costes o riesgos esperados. 
Aplicada a la lógica de la acción colectiva, Olson hi- 
potetiza que las personas, cuando tienen que decidir 
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si se implican en algún tipo de actividad política de 
grupo, razonan de la siguiente manera: 


e Los costes y riesgos de esa acción pueden ser de- 
masiado altos (sacrificar tiempo, confort, quizá 
dinero y, si la actividad es ilegal, incluso poner en 
riesgo la propia integridad física). 

e Si ya hay un grupo formado que defiende los in- 
tereses del individuo, la contribución particular 
de éste puede resultar prescindible (si 10.000 
personas se manifiestan en las calles o firman 
peticiones, ¿qué añadirá uno más?). 

e Si el grupo no logra cambiar la política del gobier- 
no de acuerdo con sus preferencias, quienes se han 
implicado en la acción colectiva ganan exactamen- 
te lo mismo que quienes no lo han hecho: nada. 
Pero si el grupo tiene éxito, quienes no participa- 
ron comparten las ganancias colectivas igual que 
los comprometidos activistas que asumieron los 
costes y riesgos de la acción. 


Esta lógica se aplica en particular a los bienes co- 
lectivos: bienes materiales o inmateriales compartidos 
por amplios sectores de la comunidad y no divisibles 
entre los individuos. Entre estos bienes cabe citar la 
defensa de la nación, la ampliación de las prestacio- 
nes sociales, la mejora de los transportes públicos o 
la protección del medio ambiente. 

Dadas estas consideraciones, Olson argumentó que 
la mayoría de las personas optarán por ser gorrones 
(free riders), que no participan y dejan que los demás 
hagan por ellos el trabajo “sucio” de la actividad po- 
lítica. De ahí que la inacción sea más probable que la 
acción colectiva. “La paradoja”, concluía Olson, reside 
en que “grandes grupos constituidos por individuos 
racionales no actuarán en interés de su grupo”. Esta 
conclusión es sorprendentemente contraintuitiva: 
contradice el supuesto de sentido común según el 
cual los individuos racionales emprenden acciones en 
su propio interés, o en interés del grupo al que perte- 
necen, si se les da la oportunidad de hacerlo. 

Aun cuando la lógica de la elección racional de Ol- 
son explica por qué muchas personas no participan en 
actividades políticas, no descubre por qué otras sí se 
involucran en tales actividades. De hecho, decenas 
de millones de personas del mundo votan regular- 
mente y otras tantas se implican más activamente 
de una u otra forma en política. Y aunque tal vez 
representen una pequeña minoría en su propio país, 
muchos ciudadanos corrientes se sienten en ocasiones 


suficientemente afectados por alguna cuestión política 
como para protestar y manifestarse, firmar una peti- 
ción o desafiar al gobierno en las calles. La política no 
es sólo una cuestión de costes y riesgos; ofrece también 
grandes oportunidades y beneficios materiales reales. 
Para algunas personas, la participación constituye una 
actividad más expresiva que instrumental. Es decir, 
independientemente de los beneficios materiales que 
puedan obtener, organizarse colectivamente junto a 
otras personas afines o que comparten los mismos pro- 
blemas representa una forma de “expresar” la impor- 
tancia de alguna característica que define al grupo. 

Si bien el grado de participación política en las 
democracias puede variar considerablemente, las 
principales formas de participación democrática son 
generalmente las mismas: el voto en las elecciones, así 
como la movilización organizada por partidos políti- 
cos y grupos de interés. Examinemos éstas y alguna 
otra forma más de participación popular y analicemos 
algunas hipótesis relevantes sobre estos temas. 


1.2. Los votantes 


A los politólogos les interesa primordialmente hallar 
pautas de comportamiento electoral. Por ejemplo, 
¿qué características definen a los votantes? Una 
respuesta a esta permanente pregunta liga el voto 
al estatus socioeconómico: de acuerdo con esta 
hipótesis, los sectores más acomodados votan a 
los partidos defensores de una escasa intervención 
del Estado en la economía (como el Partido Repu- 
blicano en Estados Unidos, el Partido Conservador 
en Gran Bretaña, la Unión Cristiano-Demócrata en 
Alemania y el Partido Popular en España), mientras 
que los menos acomodados votan a partidos de iz- 
quierda o centro-izquierda, más favorables a que el 
Estado priorice la protección social (como el Partido 
Demócrata en Estados Unidos, el Partido Laborista 
en Gran Bretaña, el Partido Socialdemócrata en 
Alemania y el Partido Socialista en España). Como 
ocurre con todas las pautas, hay excepciones. De 
hecho, las pautas de voto en la mayoría de las de- 
mocracias se ven afectadas por muchos factores. Si 
bien los niveles de renta influyen en el voto de los 
ciudadanos, también lo hacen variables tales como 
la identificación partidista, la etnia, la religión, el 
género, la edad o la ideología. 

Además de por factores dependientes de los pro- 
pios votantes, como la renta, el nivel educativo, el 
interés en la campaña y la percepción de la eficacia 


190 Política y ciencia política: Una introducción 


política (¿importa realmente mi voto?), las pautas 
de participación electoral se ven también afectadas 
por factores tales como los requisitos exigidos para 
ejercer el derecho al voto, la eficacia de los partidos 
políticos para atraer a los electores, e incluso el día 
de la semana en el que se celebran las elecciones (los 
estadounidenses votan los martes y la mayoría de los 
europeos, los domingos). Por ejemplo, las tasas de 
participación electoral más bajas que registra Esta- 
dos Unidos (Tabla 11.1) pueden deberse a un cierto 
cansancio del electorado, al que se convoca con más 
frecuencia a participar en elecciones al Congreso. És- 
tas tienen lugar cada dos años, mientras que en otras 
democracias europeas se celebran cada cuatro años. 

Pero ¿son conscientes los votantes de lo que significa 
el acto de emitir un voto? Sin un nivel mínimo de com- 
prensión política por parte del electorado, el acto de 
votar puede carecer de sentido, y la noción misma de 
soberanía popular resultaría así ilusoria. La democra- 
cia se fundamenta en el supuesto de que los votantes se 
comportan de forma racional, pero ¿lo hacen? 

De acuerdo con la variante estándar de la teoría 
de la elección racional, los votantes individuales son 
“racionales” en la medida en que 


1. saben cuáles son sus preferencias y prioridades; 

2. recogen la información accesible sobre los diver- 
sos candidatos y entienden sus posiciones sobre 
las diferentes cuestiones (especialmente las que se 
refieren o afectan a sus preferencias individuales); 

3. comprenden cuáles podrían ser las consecuencias 
si este o aquel candidato saliera elegido; 

4. y votan a los candidatos de los que esperan que, 
cuando empiecen a desempeñar sus cargos, satis- 
farán mejor aquellas preferencias y prioridades. 


Algunos teóricos de la elección racional sostienen 
que los votantes se comportan racionalmente sólo 
cuando buscan promover sus propios intereses ma- 
teriales. Esta estricta definición acentúa el egoísmo 
personal como ingrediente esencial de la racionalidad. 
Los votantes con este tipo de orientación son racionales 
si votan a candidatos que pueden satisfacer sus prefe- 
rencias individuales (bajar sus impuestos o aumentar 
sus prestaciones sociales, por ejemplo); no les interesa 
el bienestar general de la comunidad. Otros teóricos 
adoptan una idea más amplia de la racionalidad y 
mantienen que se puede seguir considerando racional 
el comportamiento de una persona, aunque el día de 
las elecciones anteponga los objetivos de la comunidad 


a sus propios objetivos personales. Si un votante quiere 
promover la protección medioambiental o la seguridad 
nacional, puede seguir siendo considerado un votante 
racional mientras vote a candidatos que persigan esos 
objetivos. Incluso en estos casos, esos individuos soli- 
darios con la comunidad obtendrán también ventajas 
personales si se alcanzan sus objetivos generales de 
bienestar (como una atmósfera limpia o una defensa 
nacional fuerte). 

Como ya expusimos en el Capítulo 4, en su libro 
Teoría económica de la democracia (1957), Anthony 
Downs sostenía que los votantes de las democracias 
piensan y actúan de forma muy similar a los consu- 
midores en una economía de mercado: saben qué tipo 
de productos quieren, salen “de compras” y recogen 
información sobre las alternativas, consideran cómo 
les van a afectar al bolsillo las diferentes opciones 
posibles, y finalmente toman una decisión basada 
en lo que más les conviene. Así, según Downs, todos 
los ciudadanos “dan su voto al partido que creen que 
les proporcionará más beneficios”. Por su parte, los 
políticos se comportan como vendedores, ajustando 
racionalmente sus “productos” (sus políticas y pro- 
mesas electorales) para atraer al máximo número de 
“compradores” (votantes). De acuerdo con esta teoría, 
los gobiernos democráticamente elegidos y los partidos 
de la oposición siempre actúan en su propio interés: 
impulsan sólo aquellas políticas que maximicen los 
votos, independientemente de que beneficien más o 
menos a la sociedad. 

Downs explicó la lógica del comportamiento electoral 
en términos puramente teóricos. Pero, poco después 
de la publicación de su libro, un estudio empírico de 
referencia obligada, basado en resultados electorales 
y entrevistas a votantes, proporcionó considerable 
evidencia de que la mayoría de estadounidenses eran 
cualquier cosa menos racionales cuando iban a votar. 
En efecto, The American Voter (1960) (El votante 
estadounidense), un análisis muy exhaustivo de las 
elecciones de finales de los años 40 y 50 realizado por 
un equipo de politólogos de la Universidad de Michigan, 
reveló que el grueso de los estadounidenses contaban 
con información demasiado escasa y pobre para 
poder basar su voto en un análisis puntual de la oferta 
política de los partidos o los candidatos. La variable 
que mejor explicaba el comportamiento electoral de 
la mayoría durante ese período era la identificación 
partidista. Por lo general, los que se identificaban 
como demócratas tendían a votar a candidatos del 
Partido Demócrata, y los que se identificaban como 
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republicanos tendían a votar al Partido Republicano. 
Sólo en torno a un 20 por ciento del electorado 
cambiaba su voto de un partido a otro. 

Esta explicación del comportamiento electoral acen- 
túa las ligaduras psicológicas o los vínculos emocio- 
nales de los votantes con los partidos: las opciones 
de los votantes expresan su identificación con la 
orientación general de un partido político particu- 
lar (por ejemplo, “pro-empresa” o “pro-bienestar 
social”). Así, la gente no vota necesariamente sobre 
la base de un conocimiento detallado de los asuntos 
políticos, o tras una comparación estratégica de las 
posturas de los candidatos, como predice el enfoque 
de la elección racional; y ello porque, según datos de 
encuesta, son pocos los ciudadanos bien informados 
sobre los asuntos políticos. 

Los estudiosos del comportamiento electoral en las 
últimas décadas han modificado un poco esta descrip- 
ción tan poco positiva del ciudadano medio. Si bien 
reconocen que muy pocos electores cumplen estricta- 
mente los criterios de racionalidad que hemos definido 
antes, algunos investigadores afirman que los votantes 
no necesitan un nivel alto de conocimiento político ni 
de sofisticación analítica para decidir de una forma 
razonada y razonable. Argumentan que la mayoría de 
votantes tienen una comprensión “instintiva” de los 
candidatos y los asuntos políticos, derivada en parte 
de los eslóganes electorales y otras informaciones que 
obtienen de los políticos y los medios de comunica- 
ción. Las consignas partidistas y los mensajes de los 
medios son utilizados como “atajos” que proporcionan 
conocimientos simples, pero suficientes. Estos cono- 
cimientos simples, basados en informaciones sueltas 
más que en lecturas y análisis exhaustivos, les bastan 
para adoptar decisiones electorales coherentes con sus 
propias preferencias políticas, por muy vagamente que 
hayan podido ser articuladas. Desde esta perspectiva, 
sin cumplir estrictamente los criterios de la elección 
racional, los votantes, en general, no pueden ser consi- 
derados como actores irracionales. Actúan de acuerdo 
con un tipo de racionalidad limitada debido, entre 
otras razones, a la falta de información completa. 

Algunos politólogos rebaten el argumento según el 
cual los votantes ignoran las cuestiones políticas hoy 
día tanto como hace 30 o 40 años. Se ha señalado acer- 
tadamente que el tiempo que cuesta en la actualidad 
obtener información sobre cuestiones políticas es mu- 
cho menor que antiguamente, gracias a la extensión de 
la televisión y otros medios electrónicos como fuentes 
de noticias accesibles a un gran público. Además, es 


probable que, con el aumento de la formación educa- 
tiva, crezca el colectivo de votantes instruidos capaces 
de procesar la información política de forma rápida e 
inteligente. Todo ello redunda en el aumento de votan- 
tes independientes y el correspondiente descenso de 
las lealtades de partido, fenómenos observables tanto 
en Estados Unidos como en Europa Occidental duran- 
te las últimas décadas. 


1.3. Los partidos políticos 


Los partidos políticos son instituciones indispen- 
sables para el funcionamiento de las democracias 
contemporáneas, en la medida en que proveen a los 
votantes de una oferta de candidatos y programas 
entre los que elegir. Pero los partidos también existen 
en los regímenes no democráticos. La Alemania de 
Hitler, la Unión Soviética, la China comunista, Cuba, 
Corea del Norte y muchos otros países han estado go- 
bernados por partidos únicos que monopolizaban el 
poder del Estado. También pueden existir dos o más 
partidos rivales en regímenes no democráticos, como 
Irán, Pakistán y Marruecos. Cualquier análisis de los 
partidos políticos debe tener en cuenta las distintas 
funciones que pueden representar bajo diferentes 
sistemas políticos. 

Los partidos políticos son organizaciones que pro- 
curan colocar a sus líderes y cuadros en instituciones 
a través de las cuales pueden ejercer poder político. 
Situados entre la sociedad y el Estado, concurren 
ante el electorado con propuestas de acción política, 
al objeto de conseguir suficiente respaldo electoral 
para dirigir la acción de gobierno o, al menos, influir 
en ella. 

Ahora bien, esta definición es tan general que 
puede incluir varios tipos de partidos políticos: desde 
los que predominan en las democracias hasta los que 
imperan en las dictaduras, pasando por los que no 
buscan consolidar el sistema político dentro del cual 
operan, sino subvertirlo. Una primera clasificación 
permite distinguir entre partidos políticos competiti- 
vos, anti-régimen y hegemónicos o únicos. 


e Los partidos competitivos aceptan los principios 
democráticos y compiten, a través del proceso 
electoral, por los puestos desde los que se ejerce el 
poder político. 

e Los partidos anti-régimen no aceptan las reglas 
del sistema existente de gobierno, aspirando a 
revocarlas. En algunas ocasiones, estos partidos 
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compiten en elecciones democráticas, pero no con 
el objetivo de consolidar la democracia, sino más 
bien de hacerla fracasar. 

e Los partidos hegemónicos y/o únicos monopo- 
lizan el poder del gobierno en muchos regímenes 
dictatoriales. 


Un elemento común de los tres partidos es su in- 
tención de alcanzar el poder de gobierno. En efecto, 
a través de procedimientos democráticos o de la 
violencia, el objetivo último de los partidos consiste en 
alcanzar el poder de tomar decisiones vinculantes para 
la comunidad. Vamos a dedicar el resto de esta sección 
a los partidos competitivos, que son los que promueven 
la participación popular en las democracias. 


Partidos distintivos y partidos “atrapalotodo” 
(catch-all) 


En la ciencia política conviven diversas tipologías o 
modos de clasificación de los partidos políticos. Su 
diversidad refleja, en buena medida, las dificultades 
de captar en categorías la variada realidad que han 
configurado los partidos políticos a lo largo de su 
historia. Aquí presentamos una sencilla clasificación 
basada en dos grandes categorías que consideramos 
de utilidad para identificar, en una primera aproxi- 
mación, las características fundamentales de los 
partidos políticos. 

Podemos denominar partidos distintivos a aque- 
llos que establecen distinciones dentro del conjunto 
del electorado en la medida en que apelan a grupos 
o sectores específicos dentro de la estructura social 
del país. Bajo la categoría de “partidos distintivos” 
cabe incluir a los que en la literatura han recibido la 
denominación de partidos de afiliados o militantes, 
de clase, de masas, particularistas, confesionales y 
étnicos. Cuando en el siglo XIX surgieron los parti- 
dos políticos modernos en Europa y América, éstos se 
orientaban hacia segmentos particulares de la pobla- 
ción. Los partidos conservadores tendían a reflejar 
las posiciones de las clases altas aristocráticas y los 
miembros más ricos de la clase empresarial, mien- 
tras que los partidos obreros buscaban sus votos casi 
exclusivamente entre las clases trabajadoras de los 
centros industriales urbanos. A ellos se añadían en 
algunos países los partidos agrarios, que promovían 
específicamente los intereses de los campesinos. 

Tanto los partidos conservadores, como los obre- 
ros y los agrarios se fueron formando a partir de 


fracturas o cleavages de clase social. Estos partidos 
reivindicaban a menudo la representación exclusiva 
de determinados grupos sociales, a los que atribuían 
una particular identidad política. La oferta ideológi- 
ca, de contenidos precisos y bastante estables en el 
tiempo, se presentaba como un reflejo de los intereses 
explícitos del grupo al que representaba el partido. 

Los partidos confesionales, que buscan los votos 
de los fieles a diversas religiones en países con pro- 
fundas rivalidades religiosas, también constituyen 
un tipo particular de partidos distintivos. Aunque los 
partidos demócrata-cristianos existentes en algunos 
países europeos (por ejemplo, Alemania) son here- 
deros de partidos confesionales, en la actualidad su 
orientación se define principalmente por intereses 
socioeconómicos y cuestiones políticas, más que por 
consideraciones religiosas. Sin embargo, en algunos 
países la religión representa todavía un factor impor- 
tante de identificación de los partidos políticos. Así, 
por ejemplo, Irlanda del Norte tiene partidos protes- 
tantes y católicos; en la India hay partidos hindúes y 
musulmanes que reúnen a muchos seguidores; y los 
partidos islámicos han cobrado en los últimos años 
fuerza en varios países con poblaciones musulma- 
nas numerosas. 

Algunos partidos distintivos se organizan con el 
fin de promover intereses de minorías regionales o 
nacionales (como el Partido Nacional Escocés en el 
Reino Unido, el Partido Popular Surtirolés en Italia o 
el Partido Nacionalista Vasco en España), y otros se 
centran en una cuestión específica como, por ejem- 
plo, el medio ambiente, los derechos de la mujer o la 
oposición a la Unión Europea. En última instancia, 
lo que importa es si un partido de estas característi- 
cas, es decir, orientado hacia grupos específicos del 
electorado, acepta o no las reglas de la democracia, 
incluido el compromiso y la cooperación con otros 
partidos en caso necesario para impedir el bloqueo o 
la crisis del régimen democrático. 

A diferencia de este tipo de partidos (cuyos votan- 
tes registran bastante homogeneidad, al menos en 
alguna dimensión importante de su identidad polí- 
tica, como la clase a la que pertenecen, la confesión 
que profesan, la lengua que hablan o el grupo étnico 
del que forman parte), los partidos “atrapaloto- 
do” (catch-all) son interclasistas y buscan ampliar 
el máximo posible su base de apoyo popular. Para 
lograr su principal objetivo de ganar las elecciones 
y acceder al gobierno, los partidos “atrapalotodo” 
intentan captar votos procedentes de diversas clases 
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sociales, religiones, grupos étnicos y otros segmentos 
de la población. Relajan, por tanto, sus compromisos 
con grupos sociales específicos y adoptan progra- 
mas políticos más flexibles e incluyentes para atraer 
a amplios sectores del electorado. Muchos partidos 
europeos, inicialmente “distintivos” y marcadamen- 
te ideológicos, se han convertido en partidos “atra- 
palotodo” a partir de la Segunda Guerra Mundial. 
Estos partidos tienden a ser moderados ideológica- 
mente, tratan de evitar los extremos políticos de la 
izquierda y la derecha, y prefieren tejer una amplia 
red a ambos lados del centro político. 

De acuerdo con una hipótesis ampliamente acep- 
tada, los partidos “atrapalotodo” fomentan más la 
estabilidad de la democracia que los “distintivos”. 
En efecto, se ha afirmado que los partidos intercla- 
sistas promueven la moderación y el compromiso 
en todas las clases sociales y en otros grupos de la 
sociedad porque son muy inclusivos. En cambio, 
los partidos que defienden causas específicas y los 
intereses particulares de sus militantes y votantes 
pueden mantener posturas más intransigentes y 
refractarias al compromiso. La evidencia de las 
democracias contemporáneas presta algún respaldo 
a esta hipótesis, pero es demasiado variada como 
para permitir formular un argumento concluyente 
al respecto. 

En Europa Occidental se han formado familias 
de partidos integradas por formaciones ideológica- 
mente próximas que pertenecen a diferentes países. 
Algunos de estos partidos encajan mejor en la cate- 
goría de “distintivos”, como los comunistas en Italia, 
Francia, Grecia o Portugal, o los partidos verdes que 
han proliferado desde los años 80 en muchos países 
europeos. En cambio, otros responden mejor a la 
definición de partidos “atrapalotodo” o interclasis- 
tas, con bases más amplias, como los conservadores, 
liberales o demócrata-cristianos, de un lado, y los 
socialdemócratas o socialistas, de otro. Los partidos 
integrados en cada familia cultivan relaciones estre- 
chas y forman grupos políticos en instancias supra y 
transnacionales, como el Parlamento Europeo. 


¿En qué medida son democráticos los partidos? 


En 1911 Robert Michels publicó un estudio sobre el 
Partido Social-Demócrata de Alemania (SPD), la for- 
mación política que aspiraba a representar los intereses 
de la clase obrera alemana y defendía una mayor parti- 
cipación política de ésta en el sistema político. Michels 


mostró que, a pesar de que su tradición ideológica po- 
pular le acercaba más a la democracia, el SPD dirigía 
sus asuntos internos de una manera apenas conforme 
con los procedimientos democráticos. En concreto, 
circunscribía la toma de decisiones clave a sus cuadros 
ejecutivos, con escasa consideración por las opiniones 
de los militantes de base. Michels concluía que la 
búsqueda de eficiencia en la adopción de decisiones 
favorecía que todas las organizaciones grandes (in- 
cluidos los gobiernos) se hallaran gobernadas por un 
puñado de dirigentes, haciendo así prácticamente im- 
posible la democracia. Denominó este fenómeno la ley 
de hierro de la oligarquía. 

Los partidos políticos de las democracias actuales 
muestran diferentes pautas de organización inter- 
na. En Estados Unidos, el Partido Demócrata y el 
Partido Republicano están muy descentralizados y 
tienen organizaciones separadas en cada uno de los 
50 Estados. Cada partido tiene un “comité nacional”, 
pero estas estructuras organizativas se ocupan prin- 
cipalmente de recaudar fondos, más que de formular 
políticas de partido sobre asuntos de interés general. 
Ningún partido cuenta con un líder, reconocido por 
todos los cuadros y las bases simultáneamente, al que 
se le atribuya la responsabilidad de articular la línea 
del partido sobre cuestiones específicas; y ninguno es 
un partido de militantes o afiliados que invite a las 
personas a pagar cuotas y participar en las reuniones 
del partido. Los candidatos individuales son libres 
de recaudar fondos para sus campañas electorales y 
de expresar sus propias posiciones sobre los asuntos 
políticos, mientras que la participación de los ciuda- 
danos estadounidenses en la vida de los partidos se 
produce principalmente cuando votan en las eleccio- 
nes primarias (para elegir a los candidatos de cada 
partido a los puestos susceptibles de elección). 

En cambio, la mayoría de los partidos europeos po- 
see una estructura piramidal. En España, por ejemplo, 
tanto el PSOE como el PP están más centralizados y 
jerarquizados que los partidos Demócrata y Republi- 
cano en Estados Unidos; tanto el PSOE como el PP 
cuentan con una sede nacional o federal en Madrid, 
que se ocupa de recaudar y gastar la mayor parte del 
dinero que cuestan las campañas electorales. Por lo 
demás, los candidatos individuales están más someti- 
dos a la disciplina de partido, es decir, tienen menos 
libertad para desviarse de la línea “oficial” de éste, toda 
vez que su presencia en las listas electorales depende 
normalmente de los órganos ejecutivos del partido, y 
no de elecciones primarias en las que participan los 
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afiliados. Cuando un partido proporciona a los ciuda- 
danos oportunidades significativas de participar en la 
definición del programa y la selección de los líderes 
—por ejemplo, ofreciendo foros para el debate abier- 
to O permitiendo la participación de los afiliados en 
elecciones primarias—, muestra una mayor apertura 
hacia la sociedad civil. 


Gobierno de partido responsable 


Algunos estudiosos de la democracia han identificado 
tres condiciones necesarias para que una democracia 
electoral funcione eficazmente. La primera consiste 
en que los partidos rivales expongan lo más explícita- 
mente posible qué harán en caso de obtener suficientes 
votos para acceder a puestos de responsabilidad en el 
gobierno. Por tanto, cada partido debe formular un 
programa coherente y especificar a los votantes antes 
de las elecciones cuál es su postura sobre la política 
económica, la política social, la política exterior, etc. La 
segunda condición requiere que los votantes comparen 
detalladamente los programas de los partidos rivales 
y voten a los candidatos que mejor representen sus 
propias preferencias. Y la tercera condición exige que, 
cuando llegue al gobierno el partido vencedor, haga 
realidad su programa y sus promesas electorales. 

Estas tres condiciones plasman un modelo ideal de 
gobierno de partido responsable; un modelo que 
proporciona a los votantes claras opciones en las elec- 
ciones y convierte los deseos de la mayoría electoral 
en acciones de gobierno efectuadas por los represen- 
tantes elegidos. Sin embargo, el funcionamiento de la 
democracia en la mayoría de los países democráticos 
rara vez se ajusta a este modelo. 

Uno de los problemas surge cuando un partido po- 
lítico se divide internamente. En algunos casos, estas 
divisiones pueden reflejar diferencias fundamentales 
que perduran mucho tiempo. Por ejemplo, algunos 
partidos pueden tener un ala izquierda con actitudes 
más favorables a la subida de impuestos y al aumento 
del gasto social, y un ala derecha que se inclina por ba- 
jar los impuestos y reducir el gasto social. Estas fisuras 
pueden, a su vez, reflejar la diversidad de la base social 
del partido (especialmente en los “atrapalotodo”). Los 
partidos que recogen votos de diversos grupos étnicos, 
religiones, niveles de renta, regiones geográficas, etc., 
son proclives a experimentar divisiones internas arrai- 
gadas en los intereses de estos diferentes grupos. En 
otros casos, los desacuerdos en el seno del partido pue- 
den referirse a determinadas cuestiones de actualidad, 


como la adopción de una decisión no contemplada en 
el programa electoral o la reacción ante un escándalo 
de corrupción. Y en otros casos, un partido se puede 
dividir por lealtades a diferentes dirigentes que aspi- 
ran a encabezar el partido. Las divisiones internas 
de este tipo suelen complicar el proceso de lo que los 
politólogos llaman agregación de intereses. 

La agregación de intereses es el proceso porel cual 
los partidos políticos articulan (agregan) los diversos 
intereses, las prioridades y opiniones diferentes de sus 
líderes y votantes potenciales, convirtiéndolos en ob- 
jetivos y propuestas políticas comunes. Este proceso 
representa el primer paso del modelo del gobierno de 
partido responsable. Para todos los partidos políticos 
de las democracias actuales se trata de una complica- 
da tarea que normalmente implica una considerable 
cantidad de negociaciones y transacciones entre las 
elites políticas de los partidos. Cuanto más complejo 
es el proceso interno de agregación de intereses, más 
difícil le resultará al partido dirigirse a los votantes 
con voz clara y unísona. 

Lo cierto es que los programas que presentan los 
partidos a los votantes pueden ser tan ambiguos 
o internamente incoherentes, que resulte difícil 
anticipar con precisión qué va a hacer el partido si 
resulta elegido. Los grandes partidos interclasistas 
son especialmente propensos a estos problemas. 
En Estados Unidos es muy frecuente, por ejemplo, 
que los candidatos a la Presidencia del país ignoren 
despreocupadamente o rechacen los programas con 
principios generales y propuestas específicas que se 
han aprobado en las convenciones de sus partidos. 

El segundo paso del modelo de gobierno de partido 
responsable supone que los votantes comprenden las 
cuestiones políticas lo suficiente como para tomar una 
decisión razonable a la hora de votar. Sin embargo, 
como hemos visto, el votante medio puede carecer de 
tiempo o información para valorar los programas y las 
propuestas de los diferentes partidos en el momento de 
las elecciones. En tales circunstancias, la lealtad y las 
preferencias partidistas pueden constituir importan- 
tes factores condicionantes del voto. 

No obstante, en la mayoría de las democracias con- 
solidadas, los partidos políticos encuentran cada vez 
más difícil conservar un núcleo estable de votantes 
y mantener la lealtad partidista. En Estados Unidos, 
la identificación del votante con los demócratas o los 
republicanos, que tan marcada fue en los años 50 y 
60, ha disminuido de forma muy notable. En Europa 
Occidental, las lealtades de partido en los años 60 
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eran muy parecidas a las de los años 20. Aunque to- 
davía siguen siendo fuertes en muchos casos, se han 
debilitado en varios países europeos y han aparecido 
nuevos partidos. Las lealtades partidistas también 
se han atenuado en otras democracias establecidas 
desde hace años, como Japón y la India. 

En parte, esta atenuación de los vínculos parti- 
distas refleja los cambios que se han producido en 
la naturaleza de las cuestiones políticas candentes 
en muchas democracias desde los años 60 y 70. Los 
viejos partidos como el Republicano y el Demócra- 
ta en Estados Unidos y sus equivalentes en Europa 
Occidental desarrollaron su núcleo de seguidores 
en la primera mitad del siglo XX, si no antes. Estos 
núcleos de votantes constituían principalmente gru- 
pos socioeconómicos —las clases alta y media alta 
formaban los partidos conservadores de derecha, y la 
clase trabajadora y los estratos más bajos de la clase 
media integraban los partidos socialdemócratas de iz- 
quierda—. Pero el surgimiento de las cuestiones de la 
nueva política, como el ecologismo, los derechos de 
la mujer y la igualdad racial, ha fomentado el desarro- 
llo de nuevos grupos de votantes para los cuales han 
perdido importancia los vínculos socioeconómicos 
que se establecían con los partidos tradicionales. Los 
votantes más interesados por estas nuevas cuestiones 
políticas no constituyen grupos sociales de contornos 
suficientemente nítidos, como los de los empresarios 
o los obreros fabriles, y tienden menos a unirse como 
grupo a un determinado partido. Otra posible causa 
de la disminución de las lealtades partidistas estriba 
en el declive generacional de la participación cívica: 
parece que las personas que hoy día cuentan entre 20 
y 30 años son menos activas políticamente y están 
menos comprometidas ideológicamente que las de 
ese rango de edad en generaciones anteriores. 

Los votantes que se identifican sistemáticamente 
con un partido político y votan a sus candidatos en 
sucesivas elecciones pueden ser calificados como vo- 
tantes leales. En ocasiones, ciertos grupos reconocibles 
de la sociedad, como las diversas clases socioeconómi- 
cas, los grupos religiosos o étnicos, han apoyado a un 
partido específico durante largos períodos de tiempo. 
Cuando determinados grupos sociales votan al mismo 
partido en sucesivas convocatorias electorales, nos ha- 
llamos ante el fenómeno de alineamiento partidista 
estable. En cambio, cuando elevadas cantidades de 
votantes retiran el apoyo a su partido favorito (hasta 
ese momento), se distancian de él y se hacen más in- 
dependientes, se produce un desalineamiento. Los 


partidarios incondicionales de un determinado parti- 
do en el pasado ya no votan automáticamente a favor 
de éste. Pueden votar a algunos de sus candidatos en 
función de la postura que adopten respecto a diferen- 
tes cuestiones; pueden acercarse a otro partido, o tal 
vez se muevan entre dos partidos en elecciones suce- 
sivas. Los votantes que no muestran estabilidad en el 
voto, que no sienten lealtad hacia un partido concreto 
configuran un electorado volátil. 

En condiciones de desalineamiento del electorado, 
a los partidos les resulta más difícil elaborar progra- 
mas a largo plazo que atraigan a seguidores estables. 
Al verse obligados a efectuar cambios y revisiones 
frecuentes de sus programas para atraer a votantes 
volátiles e imprevisibles, encuentran dificultades 
para representar las ideas de su electorado poten- 
cial de una manera nítida y permanente, así como 
también para apoyar iniciativas políticas que tarden 
muchos años en desarrollarse. En pocas palabras, 
los desalineamientos complican aún más la tarea de 
establecer un gobierno de partido responsable. 

En algunas ocasiones, los votantes cambian sus 
hábitos aún más radicalmente. Cuando un bloque 
numeroso de ciudadanos que tradicionalmente votaba 
a un partido traslada su apoyo a otro partido, adhi- 
riéndose a él durante un largo período de tiempo, se 
produce un realineamiento partidista. En Estados 
Unidos, el grueso de los varones protestantes blancos 
del sur votaba a los demócratas. Sin embargo, desde la 
década de los 70 muchos se han convertido en republi- 
canos. Asimismo, en Europa, una parte importante de 
la base electoral de los partidos xenófobos de extrema 
derecha se ha nutrido de los votantes tradicionales de 
los partidos de izquierda. Los realineamientos impli- 
can importantes cambios en las pautas electorales de 
una sociedad que, en algunos casos, obstaculizan aún 
más el gobierno de partido responsable. 

Tras las elecciones, los representantes electos 
deberían convertir sus programas y promesas en ac- 
tuaciones del gobierno (el tercer paso del modelo de 
gobierno de partido responsable). Pero este proceso 
suele estar sembrado de riesgos. En aquellas democra- 
cias en las que los ciudadanos votan al presidente del 
país y a la asamblea legislativa en elecciones diferentes 
—como, por ejemplo, Estados Unidos, Rusia, Francia 
o Polonia— puede ocurrir que los votantes elijan a 
un presidente que pertenece a un partido distinto del 
que conforma la mayoría parlamentaria. Estos casos 
de “cohabitación” entre partidos rivales pueden difi- 
cultar la acción de gobierno si el poder legislativo y 
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el ejecutivo se bloquean mutuamente a través de los 
diferentes mecanismos previstos en la ley. 

En las democracias con sistema parlamentario de 
gobierno, como ya hemos explicado en el Capítulo 9 de 
este libro, dos o más partidos se pueden ver obligados 
a formar un gobierno de coalición o una alianza par- 
lamentaria para constituir una mayoría suficiente en 
la asamblea. Las leyes y las actuaciones de gobierno 
deben entonces reflejar escrupulosamente los acuer- 
dos y compromisos alcanzados entre los partidos que 
forman el gobierno. De nuevo, cuantos más partidos 
estén implicados en el proceso de toma de decisión, 
más difícil es que un partido dé a sus votantes lo que 
les prometió. En algunas ocasiones no se puede cons- 
tituir una mayoría estable de gobierno y se paraliza 
el proceso de toma de decisión. En estos casos, cabe 
afirmar que las asambleas legislativas y los gobiernos 
están divididos porque el electorado también lo está. 

Otra posible razón para explicar por qué los parti- 
dos políticos ganadores en unas elecciones no cumplen 
las promesas que formularon al electorado reside en 
la ausencia de disciplina de partido en las votaciones 
de la asamblea. La disciplina de partido significa que 
los representantes del partido en el parlamento votan 
los proyectos legislativos unánimemente y de acuerdo 
con lo que establece la dirección del partido. 

En Estados Unidos, la disciplina de partido ha sido 
tradicionalmente muy laxa. Los representantes del 
Congreso se suelen financiar sus propias campañas 
electorales y no dependen económicamente de su par- 
tido. Además, el sistema estadounidense de separación 
de poderes proporciona a los congresistas independen- 
cia institucional de la Presidencia. Como consecuencia, 
los presidentes del país no siempre pueden convencer a 
los congresistas de su propio partido de que suscriban 
sus políticas, como pudo comprobar Bill Clinton en 
1994, cuando no consiguió que la mayoría demócrata 
del Congreso aprobara sus propuestas de reforma del 
sistema sanitario. La disciplina de partido es, en cam- 
bio, relativamente alta en democracias parlamentarias 
como Gran Bretaña, Alemania y España. 

El ideal del gobierno de partido responsable puede 
resultar difícil de materializar en democracias con- 
solidadas, pero lo es aún más en los países en vías de 
democratización. Rusia y muchos de los Estados que 
en su día formaban la Unión Soviética cuentan con 
pocas o nulas experiencias democráticas en su histo- 
ria. Han tenido que partir de cero y construir nuevos 
partidos. También están surgiendo nuevos partidos 
en la Europa del Este. En los países en proceso de 


transición de la dictadura a la democracia se tienen 
que formar nuevos partidos desde la base, o recrearse 
en los casos en los que quedan restos de partidos de 
regímenes democráticos anteriores. A los partidos les 
corresponde un papel muy importante en el arraigo 
de estas democracias jóvenes, toda vez que forjan los 
principales vínculos entre la sociedad y el Estado. 


Sistemas de partidos 


El término sistema de partidos hace referencia al nú- 
mero de partidos de un país, a sus relaciones y posibles 
alianzas, así como sus orientaciones ideológicas. Aquí 
nos ocuparemos sólo de dos variables características 
de los sistemas de partidos: el número de partidos 
dentro de un sistema dado y sus relaciones, es decir, su 
tendencia a la competición centrípeta o centrífuga. 

En algunas democracias ha gobernado durante 
un largo período un solo partido, configurando un 
sistema de partido hegemónico. Por ejemplo, Ja- 
pón estuvo gobernado ininterrumpidamente por el 
Partido Democrático Liberal (PDL) desde 1955 hasta 
1993. Aunque otros partidos concurrieron con el 
PDL en sucesivas elecciones libres, nunca lograron 
una mayoría parlamentaria hasta que el PDL expe- 
rimentó pérdidas considerables de apoyo electoral 
en los años 90, propiciadas por los escándalos de 
corrupción. En México, el Partido Revolucionario 
Institucional (PRI) gobernó desde 1929 hasta 2000. 
Si bien desde los años 70 varios partidos aumentaron 
su porcentaje de voto, el PRI siempre fue el partido 
dominante de México hasta que el candidato del 
Partido de Acción Nacional (PAN), Vicente Fox, con- 
siguió la Presidencia de la República. 

En aquellas democracias en las que dos partidos 
suelen alternarse en el gobierno nos encontramos con 
un sistema bipartidista. Muy pocos países tienen 
un sistema predominantemente bipartidista. Esta- 
dos Unidos es uno de ellos. Aunque ocasionalmente 
surgieron terceros partidos en la escena nacional, no 
lograron que sus candidatos accedieran al Congreso 
o a la Presidencia. El sistema de partidos británico 
también ha sido clasificado a menudo como biparti- 
dista. Ciertamente, el Partido Conservador y el Partido 
Laborista han ocupado el gobierno alternativamente 
desde la Segunda Guerra Mundial, sin necesidad de 
contar con un tercer partido como socio de coalición. 
Pero otros partidos obtienen regularmente represen- 
tación parlamentaria e, incluso en algunas ocasiones, 
desempeñan un importante papel en el diseño de las 
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políticas públicas. Sería más apropiado referirnos al 
sistema británico como un sistema bipartidista im- 
perfecto. Estos sistemas suelen tener de tres a cinco 
partidos con representación parlamentaria, aunque 
dos de ellos acaparan la mayor parte de los escaños 
parlamentarios. Francia, la República Federal de Ale- 
mania, Japón y Canadá pertenecen en la actualidad a 
esta categoría. 

Y hay otros países que tienen un sistema multi- 
partidista. En los sistemas multipartidistas, seis o 
más partidos obtienen representación parlamentaria, 
pueden participar en gobiernos de coalición o prestar 
apoyos a gobiernos minoritarios. Los países escandi- 
navos, España, Polonia, Israel e Italia son ejemplos de 
sistemas multipartidistas. 

Algunos politólogos han valorado las ventajas del 
sistema bipartidista imperfecto porque si, por una par- 
te, ofrece a los votantes más opciones que el sistema 
bipartidista en sentido estricto, por otra, crea vínculos 
partidistas más estables que un sistema multiparti- 
dista. Este último, al aumentar la oferta de partidos 
disponible a la hora de votar, puede facilitar que los 
votantes cambien su voto en sucesivas elecciones. 

La caracterización de un sistema de partidos con- 
creto también exige conocer si los partidos integrantes 
tienden hacia la moderación o al extremismo. Un 
sistema de partidos centrípeto es aquel que favorece 
la constitución de partidos moderados y centristas en 
lugar de radicales. En un sistema centrípeto, los prin- 
cipales partidos y la mayoría del electorado se sitúan 
en el centro del espectro político, posibilitando así el 
consenso. Estados Unidos y Reino Unido tradicional- 
mente, así como Alemania y España en nuestros días 
ofrecen algunos ejemplos. En cambio, un sistema de 
partidos centrífugo es aquel en el que los partidos 
principales y grandes grupos de votantes tienden 
hacia los extremos de la izquierda y la derecha. La 
Alemania de la República de Weimar (1919-33) y la 
España de la Segunda República (1931-1936) repre- 
sentan ejemplos de esta polarización. En los últimos 
años de la República de Weimar, cada vez más votan- 
tes abandonaron los partidos de centro para apoyar al 
Partido Comunista Alemán, en la extrema izquierda, y 
al Partido Nacionalsocialista de Hitler, en la extrema 
derecha. También en la Segunda República española 
el sistema de partidos fue polarizándose hasta plas- 
marse en dos grandes bloques en las elecciones de 
febrero de 1936: el Frente Popular, que aglutinaba a 
las izquierdas, y la CEDA, que englobaba al grueso 
de las derechas. Los especialistas en transiciones a 


la democracia han señalado que si los parlamentos 
de los países en vías de democratización se fragmen- 
tan entre muchos partidos muy polarizados, pueden 
plantearse graves problemas de bloqueo del sistema 
político y, por tanto, de las reformas democráticas. 


1.4. Los grupos de interés 


Las organizaciones que representan y expresan los 
intereses y las demandas de grupos particulares de 
personas, a menudo con el fin de influir en el Estado 
para que actúe en su beneficio, se denominan grupos 
de interés o grupos de presión. Proporcionan otro 
medio de participación de la sociedad en los sistemas 
políticos democráticos, promoviendo los objetivos de 
sectores sociales específicos, así como presionando a 
los partidos políticos, a los altos funcionarios y los go- 
bernantes. En palabras de Almond y Powell (1966), los 
grupos de interés cumplen la función de la articula- 
ción de intereses. Es decir, dan expresión, agregan o 
“articulan” las demandas y los deseos de varios grupos 
de la sociedad. Tanto los partidos políticos como los 
grupos de interés son organizaciones intermedias: se 
sitúan entre la sociedad y el Estado. Uno de los objeti- 
vos de estas organizaciones, al menos en las democra- 
cias, consiste en capacitar a los ciudadanos para influir 
en las actuaciones de los poderes públicos. 

Al mismo tiempo, algunos grupos de interés atienden 
los intereses de las elites de la sociedad. Por ejemplo, 
los que defienden las posiciones y articulan las reivin- 
dicaciones de los directivos de las grandes empresas, 
de los médicos, los abogados y otros grupos muy de- 
finidos, se distinguen de los que tienen una base más 
amplia, como los grupos que representan los intereses 
de los obreros industriales, los ancianos, las mujeres o 
un grupo étnico determinado. Así pues, los grupos de 
interés son vehículos para la articulación de los intere- 
ses tanto de las elites como de colectivos extensos. 

No todos los grupos de interés se dirigen exclu- 
sivamente al campo de la política. En muchos casos 
intentan promover sus intereses de grupo sin implicar 
a los gobiernos. Por ejemplo, los sindicatos pueden 
expresar las reivindicaciones salariales y de mejora de 
las condiciones de trabajo por medio de la interacción 
directa con los empresarios o patronos, recurriendo a 
negociaciones, huelgas y otros medios. Cuando los sin- 
dicatos o las asociaciones patronales piden al gobierno 
que interceda en su favor en una disputa laboral o que 
apoye medidas económicas específicas, sus acciones 
adquieren una impronta política. En Estados Unidos 
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y Otras muchas democracias hay numerosos grupos 
de interés que forman lobbies (grupos de presión) y 
diseñan y aplican estrategias para influir en quienes 
adoptan las decisiones gubernamentales. 

Los politólogos han propuesto diferentes categorías 
para diferenciar los grupos de interés. Aquí ofrecemos 
algunos criterios de distinción entre grupos de presión 
asociativos, institucionales, informales y anómicos. 

Los grupos de presión asociativos son organiza- 
ciones que representan a segmentos específicos de 
la población de un país que comparten problemas 
y objetivos comunes. Suelen encontrarse en las 
democracias, ya que éstas reconocen la libertad de 
asociación. En cambio, los Estados dictatoriales 
impiden, por lo general, que se establezcan estos 
grupos al margen del control estatal. Los grupos 
de presión asociativos son muy variados. Algunos 
articulan los intereses económicos de sus miembros, 
como los sindicatos y las asociaciones patronales. 
Otros pueden representar grupos étnicos (como las 
asociaciones de inmigrantes o de gitanos), grupos de 
género y preferencia sexual (como las asociaciones 
de mujeres o de homosexuales), grupos generaciona- 
les (como las asociaciones de jubilados o de jóvenes), 
grupos religiosos (como las asociaciones de católicos 
o de protestantes), así como grupos centrados en 
una cuestión determinada (por ejemplo, la protesta 
contra la construcción de un embalse). 

Los grupos de presión institucionales son prin- 
cipalmente organizaciones no gubernamentales 
que representan a instituciones consolidadas en la 
sociedad o en la economía y que, en principio, per- 
siguen propósitos diferentes de la acción política. 
En España, por ejemplo, integran esta categoría 
instituciones tales como la Asociación Española de 
Banca o la Conferencia Episcopal Española. Estos 
grupos institucionales no surgen de la asociación de 
las bases que los integran, sino de las iniciativas de 
las elites. 

A diferencia de los grupos de presión asociativos 
y de los institucionales, hay otros que intentan 
promover sus intereses sin contar con el respaldo 
de una organización estable. A veces, un segmento 
particular de la población que comparte una identidad 
común —una minoría étnica, los practicantes de una 
religión determinada, un grupo de personas con la 
misma ocupación o que viven en la misma zona— 
puede reunirse espontánea y puntualmente para 
denunciar un agravio particular o perseguir alguna 
meta concreta. Estas asociaciones son grupos de 


presión informales. Entre otros ejemplos cabe citar a 
los consumidores que participaron en una campaña 
de envío de cartas al Congreso de Estados Unidos 
demandando leyes que prohibieran la fabricación de 
juguetes peligrosos; o los ciudadanos de diferentes 
países europeos que, a través de distintas vías, han 
tratado de presionar a sus respectivos gobiernos a 
fin de que destinen el 0,7 por ciento del PIB para la 
cooperación al desarrollo de los países más pobres. 
La globalización electrónica ha producido sus propios 
grupos informales. Por ejemplo, Jody Williams utilizó 
Internet desde su casa en Vermont para organizar 
la Campaña Internacional de Prohibición de Minas 
Personales y ganó el Premio Nobel de la Paz en 1997. 
Los grupos de presión informales suelen disolverse 
una vez resuelto el problema. Sin embargo, a veces 
forman grupos asociativos más permanentes o se 
fusionan con otros ya existentes. 

Un tipo especial de grupo de presión informal es 
el grupo anómico, que se forma espontáneamente 
entre la población para manifestar su ira o sus frus- 
traciones. En estos casos, la protesta puede venir 
ocasionalmente acompañada de violencia. Las mani- 
festaciones espontáneas, los disturbios y las huelgas 
salvajes son ejemplos de comportamiento anómico, 
calificativo que procede de la palabra griega anomia, 
que significa ausencia de normas. 

Un análisis de los grupos de interés quedaría in- 
completo si no se mencionaran los grupos sociales 
que no articulan con claridad sus intereses comunes. 
Incluso en las democracias prósperas puede haber 
segmentos de la sociedad con intereses políticos 
identificables que, por una u otra razón, no logran 
formar grupos de presión o llamar la atención sobre 
los agravios que padecen. Así sucede, por ejemplo, 
con las personas que carecen de algún tipo de seguro 
médico en Estados Unidos. En 2002 este segmento de 
la población superaba los 43 millones de personas. 
Aunque los líderes de los dos grandes partidos reco- 
nocen el problema, este conjunto de ciudadanos sin 
protección sanitaria carece de una organización for- 
mal u otro mecanismo para articular colectivamente 
sus preocupaciones. Los países de todo el mundo 
ofrecen ejemplos de grupos sociales no organizados 
incapaces de articular eficazmente sus necesidades 
políticas. Temporeros, niños trabajadores, mujeres 
oprimidas o maltratadas y otras personas privadas 
de voz pública que se cuentan por millones, confir- 
man la enorme importancia de los grupos de interés 
precisamente porque carecen de ellos. 
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El funcionamiento de los grupos de interés puede 
diferir notablemente según el diseño y las prácticas 
institucionales del país. A este efecto, los estudiosos 
de los grupos de interés suelen distinguir entre plura- 
lismo y corporatismo. 

Como señalamos en el Capítulo 5, el enfoque de in- 
vestigación pluralista parte de que, en la mayoría de 
las democracias, el poder político no lo monopoliza 
un grupo particular (como una gran empresa) o una 
combinación de grupos vinculados que forman una 
elite de poder estrechamente trabada. Antes bien, el 
poder político se encuentra disperso entre una plura- 
lidad de grupos e intereses. Aplicado a los grupos de 
interés, el pluralismo acentúa: 


e la libertad de asociación, que dota a los ciudadanos 
de autonomía para organizar sus propios grupos 
de interés; 

e la competencia por la influencia, que implica que 
los grupos de interés con diferentes posturas sobre 
una cuestión compiten libremente por obtener la 
atención de los legisladores y otros representantes 
gubernamentales e influir en sus actuaciones. 


Estados Unidos proporciona seguramente el mejor 
ejemplo de este modelo de pluralismo de grupos de 
interés. El fracaso del Presidente Bill Clinton a la 
hora de conseguir que, durante su primer mandato, 
el Congreso aprobara un proyecto de ley de reforma 
del sistema de sanidad pública, ilustra bien el funcio- 
namiento del pluralismo de grupos de interés. 


PLURALISMO DE GRUPOS DE INTERÉS 
EN ESTADOS UNIDOS 


La política de relorma del sistema sanitario, 1993-94 


“Este año”, proclamó el Presidente Clinton en enero de 1994, 
“vamos a hacer historia reformando nuestra sanidad”. Con este 
anuncio televisado en todo el país, el Presidente inició la fase 
final de su campaña para que el Congreso aprobara una impor- 
tante reforma del sistema nacional de salud. La propuesta del 
Presidente planteaba la creación de un seguro sanitario univer- 
sal que ofreciera cobertura a los millone s de estadounidenses 
que carecían de seguro sanitario y que mejorara el acceso a los 
servicios sanitarios para otros muchos que disponían de una 
cobertura insuficiente o sólo temporal. La financiación de este 
programa requería que la mayoría de empleadores pagara el 
80 por ciento de las primas del seguro de sus empleados. Por 
otra parte, los impuestos del tabaco subirían para contribuir 
a financiar parte de los subsidios federales a los más pobres, 
de modo que pudieran pagar sus propias pólizas de seguros. 
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La ley federal debía garantizar a todos la cobertura del segu- 
ro, mientras que el gobierno impondría límites estrictos a la 
capacidad de las empresas aseguradoras de subir los precios 
de sus seguros médicos. El Gobierno de Estados Unidos tam- 
bién exigiría la formación de cooperativas de consumidores 
de seguros que se preocuparan de controlar los precios de los 
cuidados médicos. 

La propuesta de Clinton, presentada en el Congreso en 
octubre de 1993, constituía un proyecto de ley de 1.342 pági- 
nas de extensión. Antes incluso de que se hubiera terminado 
de preparar, algunos detractores se habían organizado para 
suscitar la oposición de la opinión pública y del Congreso. 
La Asociación de Seguros Médicos de América (HIAA), un 
grupo de interés que representa a las empresas privadas de 
seguros médicos más importantes, financió una serie de 
espacios publicitarios de televisión en los que salían “Harry 
y Louise”, una pareja ficticia de clase media, con una pesada 
copia del plan de Clinton criticando que el Gobierno de Es- 
tados Unidos interviniera en el funcionamiento del sistema 
sanitario. Estos espacios publicitarios se retransmitieron a 
escala nacional en el canal Cable News Network (CNN) y 
se difundieron también entre audiencias más concretas en 
Washington D.C. y en los quince Estados donde residían los 
miembros clave del Congreso. Durante el año siguiente la 
Asociación de Seguros Médicos gastó 15 millones de dólares 
en publicidad en televisión, radio y prensa para poner a la 
opinión pública en contra de la propuesta de Clinton. 

Mientras los comités del Congreso analizaban minu- 
ciosamente el proyecto en 1994, el bombardeo publicitario 
en televisión y prensa se intensificó. En el verano de 1994, 
cuando el Congreso estaba a punto de terminar de con- 
siderar el proyecto, cerca de 49 grupos de presión habían 
gastado la suma de 50 millones de dólares en publicidad 
para situar a la opinión pública en contra o a favor de las 
propuestas presidenciales. La publicidad en contra del plan 
de Clinton resultó especialmente eficaz para cambiar las ac- 
titudes públicas. En octubre de 1993, el 51 por ciento de los 
estadounidenses se declaraban a favor de la propuesta de 
Clinton. En enero de 1994, el porcentaje había descendido 
al 48 por ciento, y en septiembre al 42 por ciento. Como 
hemos señalado, los casi 40 millones de estadounidenses 
sin cobertura sanitaria carecían de grupos de interés que 
los representaran. También cundía la ignorancia sobre la 
propuesta de Clinton. Las encuestas realizadas en enero de 
1994 revelaron que el 69 por ciento de los jubilados cono- 
cían poco o nada las disposiciones del plan. 

Entretanto, las peculiaridades del sistema político de 
Estados Unidos se sumaban a las dificultades del Presidente. 
Los demócratas, correligionarios de Clinton, controlaban 
ambas cámaras del Congreso. En el verano de 1994 había 256 
demócratas en la Cámara de Representantes, 178 republicanos 
y un independiente. El Senado tenía 56 demócratas y 44 
republicanos. Pero los demócratas no fueron capaces de 
mantener la unidad del partido. El espíritu individualista del 
Congreso se reafirmó fuertemente cuando varios demócratas 
presentaron una propuesta de reforma de la sanidad que 
se alejaba del plan de Clinton. Cinco comités del Congreso 
presididos todos por demócratas celebraron audiencias sobre 
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sanidad y debatieron diferentes propuestas. Por su parte, los 
republicanos no ofrecieron un plan alternativo. Sin haber 
consensuado una alternativa clara, los republicanos del 
Congreso se contentaron con dejar “morir” la propuesta de 
los demócratas. 

Durante años, los sectores de las empresas aseguradoras 
y sanitarias han invertido elevadas sumas de dinero para 
“lubricar” sus relaciones de influencia en el Congreso. De 
acuerdo con una estimación, estas empresas han aportado 
en quince años un total de 40,1 millones de dólares a las 
campañas electorales de los senadores de Estados Unidos. 
Los 100 representantes que componían el Senado en 1994 re- 
cibieron aportaciones de este grupo de presión que oscilaban 
entre 3.000 dólares y más de 1,25 millones de dólares. 

Pero era el Congreso el que, en definitiva, tenía la última 
palabra sobre la sanidad en 1994. Sobre el trasfondo 
de la creciente pérdida de confianza de los congresistas 
demócratas en el proyecto de Clinton, a finales de septiembre 
los dos partidos renunciaron a seguir negociando la reforma 
sanitaria. Al final, los grupos opuestos a la reforma habían 
invertido más de 46 millones de dólares en la campaña contra 
la propuesta de Clinton. También a 46 millones ascendía el 
número de residentes en Estados Unidos sin seguro médico 
en el año 2004 (16 por ciento de la población). 


A diferencia del pluralismo del tipo estadounidense, 
el corporatismo representa una implicación diferente 
de los grupos de interés en la política. En términos 
generales, el corporatismo es un sistema de participa- 
ción formal de los grupos de interés en los procesos de 
toma de decisiones del Estado. 

Las prácticas corporatistas han adquirido diferen- 
tes formas en distintos países, momentos y sistemas 
políticos. El corporatismo fue adoptado por muchas 
dictaduras, como la de Mussolini en Italia, Hitler en 
Alemania, Franco en España y Salazar en Portugal, 
así como también por algunas dictaduras militares 
de Latinoamérica. En estos casos, las organizaciones 
corporatistas se distinguían escasamente del Estado y 
del partido único que monopolizaba el poder político. 
Muchas democracias modernas —entre ellas, Austria, 
Alemania o Suecia— también han utilizado reiterada- 
mente prácticas del corporatismo (como la concerta- 
ción entre sindicatos, patronal y gobierno), pero bajo 
condiciones de libertad de asociación y expresión. 

Uno de los denominadores comunes del pensa- 
miento corporatista establece que los representantes 
más importantes de los grupos clave de la sociedad 
—especialmente las organizaciones empresariales y 
los sindicatos— deben negociar directamente con los 
representantes del gobierno para sacar adelante las 
principales políticas económicas y sociales. En este 
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capítulo nos vamos a limitar a esbozar un modelo muy 
generalizado (un “tipo ideal” en el sentido que dio a 
este término Max Weber) de corporatismo moderno 
que se desarrolla actualmente en varias democracias. 
Sin perder de vista que las democracias pueden diferir 
notablemente en la aplicación de las ideas corporatis- 
tas a sus circunstancias específicas, conviene insistir 
en las diferencias más importantes entre el corporatis- 
mo y el pluralismo del tipo estadounidense. 

El tipo ideal de corporatismo de las democracias 
contemporáneas (en ocasiones llamado neocorpo- 
ratismo) se asienta sobre las siguientes prácticas 
institucionales: 


1. Los principales grupos de la sociedad implicados 
en la producción económica —en concreto, los 
empresarios, los trabajadores y los agricultores— 
forman grandes grupos de interés que representan 
a una proporción considerable, a veces la mayo- 
ría, de las personas en sus respectivos sectores. 
Estas organizaciones tienden a estar organizadas 
jerárquicamente; es decir, sus líderes nacionales 
ejercen una influencia considerable en las bases a 
escala regional y local. 

2. Los líderes de las principales organizaciones, es- 
pecialmente las que representan al sector de los 
empresarios y los trabajadores, se reúnen regular- 
mente con los representantes del gobierno al más 
alto nivel (sobre todo, con los ministros del ramo 
correspondiente). En el modelo corporatista, el 
poder ejecutivo desempeña un papel más impor- 
tante en el trato con empresarios y trabajadores 
que el poder legislativo. 

3. Juntos, estos representantes de las principales orga- 
nizaciones y del Estado negocian sobre cuestiones 
económicas tales como el nivel de los salarios y las 
cotizaciones sociales, las condiciones laborales, los 
beneficios sociales, etc. 

4. Una vez que se alcanzan acuerdos, los intermediarios 
vuelven a sus respectivos grupos y los exponen a sus 
miembros. Si las bases no aceptan esos acuerdos, se 
emprenden habitualmente nuevas rondas de negocia- 
ción. No obstante, los líderes de las organizaciones 
suelen presionar a sus bases para que acepten los 
acuerdos alcanzados en las negociaciones tripartitas 
sobre la base de que son los mejores posibles en las 
condiciones del momento. 

5. Si las bases aprueban los acuerdos, éstos se transpo- 
nen a la legislación. En los sistemas parlamentarios, 
el gobierno ve facilitado el procedimiento si cuenta 
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con la mayoría parlamentaria. Con mucha fre- 
cuencia, el parlamento se limita a votar un acuerdo 
ya consensuado. 


En comparación con el pluralismo estadouniden- 
se, el neocorporatismo se materializa normalmente 
en un proceso más ordenado y regularizado. Las 
negociaciones tripartitas y bilaterales entre empresa- 
rios, trabajadores y gobierno suelen ser constantes. 
Sin embargo, las prácticas neocorporatistas son más 
cerradas y opacas que las pluralistas. Estas últimas 


se desarrollan primordialmente en el parlamento, a - 


veces incluso bajo la atenta mirada de las cámaras 
de televisión. Los procedimientos corporatistas de 
negociación son generalmente menos competitivos 
que los pluralistas. Como se vio en el caso de la 
fallida reforma sanitaria de Clinton, en un sistema 
pluralista los grupos de interés con preferencias 
opuestas buscan influir en la opinión pública y los 
legisladores mediante costosas campañas mediáticas 
u otras técnicas de presión. En el corporatismo, una 
serie de organizaciones se erigen en representantes 
prácticamente exclusivos de un sector de la sociedad, 
y son reconocidas como tales por el gobierno. A cam- 
bio, éste espera que las organizaciones garanticen la 
adhesión de sus miembros a los pactos establecidos. 

Los defensores de los procedimientos corporatistas 
afirman que éstos proveen al gobierno de mecanis- 
mos eficaces para lograr que la economía funcione 
sin sobresaltos, con negociaciones constantes entre 
los líderes empresariales y sindicales que disponen de 
amplios poderes de negociación. En cambio, en los 
países en los que predomina el modelo pluralista el 
gobierno ejerce menos influencia directa en los em- 
presarios o los trabajadores. Los críticos del sistema 
pluralista estadounidense argumentan que la econo- 
mía de Estados Unidos está menos coordinada y es 
menos eficiente. 


1.5. Los movimientos sociales 


Los movimientos sociales surgen cuando grupos 
de personas, convencidos de que ni el Estado ni los 
partidos políticos o grupos de interés establecidos 
han abordado correctamente sus preocupaciones, 
organizan una acción colectiva que logra definir 
de forma atractiva una causa, suscitar eficazmente 
la adhesión de un grupo numeroso de activistas y 
atraer la atención pública. Las mujeres, los homo- 
sexuales, los ecologistas y los pacifistas, entre otros, 


han formado movimientos sociales en muchas de las 
democracias del mundo, sobre todo, en los años 60 
y 70. Como consideran ineficaces los métodos con- 
vencionales para expresar la protesta social y atraer 
la atención del Estado, los movimientos sociales sue- 
len implicarse en formas de actividad política con 
elevada repercusión pública, como manifestaciones, 
huelgas y, eventualmente, diferentes actos de desafío 
a las autoridades públicas. 

Pero, ¿por qué se implican tantas personas en ac- 
ciones políticas potencialmente arriesgadas en lugar 
de quedarse al margen y comportarse como “gorro- 
nes”? Expertos en el análisis de los conflictos sociales, 
como Sydney Tarrow (1994), han afirmado que, tanto 
en las democracias como en los regímenes que no lo 
son, suelen formarse movimientos sociales cuando 
las personas descontentas con el statu quo perciben 
súbitamente la existencia de nuevas oportunidades 
de presionar a quienes ostentan la autoridad (quizá 
porque ha llegado al poder un gobierno teóricamente 
más sensible a sus demandas o porque han cambiado 
las circunstancias económicas). En definitiva, estas 
personas estarían dispuestas a actuar cuando esti- 
men que las limitaciones se han relajado y los costes 
de la acción han disminuido. Si son capaces de hacer 
causa común y unirse a otros grupos con semejantes 
preocupaciones, pueden constituir alianzas y redes de 
cooperación para desarrollar acciones políticas sos- 
tenidas en el tiempo. Así ocurrió, por ejemplo, con el 
movimiento de los derechos civiles en Estados Unidos 
entre 1955 y 1965, los movimientos feministas en los 
años 60 y 70, el movimiento ecologista que comenzó 
a fraguar en los años 80 en Europa Occidental o el 
movimiento de protesta contra la dictadura en los an- 
tiguos países comunistas en 1989. La supervivencia de 
los movimientos sociales depende, en buena medida, 
aunque no exclusivamente, de la solución a los proble- 
mas que denuncian. 


1.6. Un caso especial: las relaciones patrón-cliente 


Por último, a la hora de examinar los vínculos entre 
las elites políticas y la sociedad, es preciso hacer re- 
ferencia a uno que, en determinados momentos de 
la historia de sociedades (al menos, formalmente) 
democráticas, ha cobrado notable protagonismo: 
las relaciones patrón-cliente, también denomina- 
das clientelismo. A diferencia de la participación 
electoral y de la actividad de los grandes grupos 
de interés, las relaciones patrón-cliente suelen 


202 Política y ciencia política: Una introducción 


darse generalmente a una escala menor y más 
individualizada. Sus orígenes se remontan a los 
vínculos personales que se formaban en las socie- 
dades preindustriales entre las autoridades locales 
y los aldeanos o campesinos que necesitaban de 
aquéllas asesoramiento, favores o trabajo. En estas 
relaciones, el patrón podía ser el alcalde del pueblo, 
un terrateniente respetado o los notables de la lo- 
calidad, que no necesariamente ocupaban cargos 
oficiales. Sus clientes eran aquellos que les pedían 
favores a cambio de lealtad y otros servicios. Los 
patronos que concedían este tipo de apoyo a una 
amplia clientela podían llegar a acumular mucho 
poder y prestigio personal en la localidad. 

Ya en el siglo XIX, con el desarrollo de la indus- 
trialización, el crecimiento de los centros urbanos y 
la expansión de la democracia electoral en Estados 
Unidos y algunos países europeos, las relaciones 
patrón-cliente llegaron a las grandes ciudades y se 
politizaron. Las personalidades políticas, particular- 
mente las vinculadas con los aparatos de los partidos 
políticos ávidos de votos, se convirtieron en patronos 
para toda suerte de clientes que luchaban por ganarse 
la vida: los residentes locales que intentaban salir de 
la pobreza, los recién emigrados del campo o de otros 
países. Su control sobre el gobierno municipal, sus in- 
fluencias en las instituciones gubernamentales y sus 
contactos con las diversas elites les permitían repartir 
trabajos, contratos y otros favores a una clientela cada 
vez más numerosa. A cambio de esta protección y estos 
favores, los clientes proporcionaban a sus patronos los 
votos que necesitaban para controlar el gobierno. 

Sobre estas relaciones clientelares se sustentaba 
lo que en la España de la Restauración (1876-1923) 
se denominaba “caciquismo”. Los partidos políticos 
entonces dominantes (el Conservador y el Progresista) 
disponían de hombres de confianza en las provincias 
y municipios (caciques locales) que ejercían el con- 
trol político de estos territorios y, a cambio de apoyo 
electoral, procuraban trabajo o ayudas a las familias 
residentes en ellos. 

En la actualidad siguen existiendo redes clientela- 
res de diferente tipo en muchos países. Con frecuencia 
suele ser un partido político poderoso con acceso a 
fondos públicos y puestos de trabajo el principal 
patrón en estas relaciones. En algunos casos, estas re- 
laciones están marcadas por el soborno, el nepotismo 
y otras formas de corrupción. El Partido del Congreso 
de la India, el Partido Revolucionario Institucional 
de México y el Partido Democrático Liberal de Japón 


constituyen sólo algunos ejemplos de formaciones po- 
líticas que, en cierta medida, han articulado sus rela- 
ciones con la sociedad sobre la base del clientelismo. 


2. LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA DE LOS 
CIUDADANOS EN LAS DICTADURAS 


Los regímenes dictatoriales, por definición, impiden 
o limitan la participación política libre de los ciuda- 
danos. Algunas dictaduras se dotan formalmente de 
las instituciones que caracterizan a las democracias, 
como elecciones, partidos y grupos de interés, pero 
la capacidad de la población para usar esos mecanis- 
mos de forma efectiva es muy limitada, ya que suelen 
estar sujetos al control de los dirigentes. Aunque las 
dictaduras no excluyan la participación popular, la 
vigilan rigurosamente y la canalizan desde arriba. 
De ahí que se la pueda calificar como participación 
tutelada y restrictiva. 

No obstante, en la medida en que los dictadores 
conocen el riesgo de basar su gobierno únicamente 
en el ejercicio de la violencia y tratan de obtener algu- 
na aprobación de los gobernados, no es extraño que 
celebren elecciones no competitivas. Éstas se utilizan 
para pedir (y en algunos casos obligar) a la población 
que dé su aprobación al líder máximo en unas “elec- 
ciones” o un referendo organizado en el que no hay 
oposición. También se puede pedir el apoyo popular 
para candidatos previamente seleccionados por las 
autoridades, sin que los votantes tengan otra opción. 
En muchos de estos casos, el poder de la asamblea 
así elegida es puramente formal, puesto que las prin- 
cipales decisiones políticas se toman en otro lugar, 
concretamente en la cúspide del apartado ejecutivo 
del Estado. Estas elecciones no competitivas y los 
órganos “electos” adquieren un carácter simbólico: 
los símbolos de la democracia están presentes, pero 
el régimen no funciona como tal. Los dirigentes 
usan estos procedimientos principalmente para 
manipular y controlar a los ciudadanos, dando a la 
población una impresión falsa de participar en los 
asuntos públicos. Antes de 1989, la Unión Soviética 
y los antiguos Estados comunistas de Europa del 
Este y Central celebraban regularmente elecciones 
no competitivas y constituían asambleas legislati- 
vas con muy escaso poder político basadas en este 
modelo. Cuba, China y la mayoría de las dictaduras 
africanas y asiáticas existentes en nuestros días han 
incorporado nominalmente a sus sistemas políticos 
estas instituciones propias de la democracia. 
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Otra forma de participación popular que utilizan 
al menos algunas dictaduras es la movilización de 
masas. Además de ser llamados a las urnas para 
votar en elecciones no competitivas, adultos y niños 
pueden ser invitados u obligados a participar en ma- 
nifestaciones o desfiles de masas organizados por el 
gobierno, a escuchar discursos propagandísticos o 
a involucrarse en campañas extraordinarias en su 
escuela o lugar de trabajo. Todo ello no excluye que 
las dictaduras puedan disfrutar de cierto apoyo entre 
algunos colectivos de la sociedad. Muchas dictaduras 
han cultivado abiertamente el apoyo popular au- 
mentando el bienestar económico de la población o 
ensalzando su orgullo nacional a través de conquistas 
militares o propaganda nacionalista. En muy pocos 
casos, estos regímenes logran realmente construir 
una base amplia de popularidad. El general argenti- 
no Juan Domingo Perón (1895-1974) proporciona un 
ejemplo significativo. Con la ayuda de su mujer Evita 
Perón, cuyo carisma y poder de movilización social 
han quedado reflejados en múltiples documentos 
audiovisuales (además de.en películas y musicales 
diversos), consiguió el apoyo de la clase trabajadora 
en Argentina gracias a la puesta en marcha de una 
serie de medidas de bienestar social. Aunque ganó las 
elecciones en 1946, 1951 y 1973, presidió un gobierno 
no democrático que ha sido descrito como una forma 
de “autoritarismo popular”. Otras dictaduras también 
han intentado granjearse el apoyo de la población con 
diferente grado de éxito. 

Este tipo de propuestas de las elites políticas a 
la población se conocen como populismo. En rea- 
lidad, el término populismo tiene dos significados. 
Cuando nace del pueblo, el populismo hace referen- 
cia al anti-elitismo de determinados sectores de la 
sociedad. Expresa la hostilidad del pueblo hacia el 
arrogante poder de las elites. En algunas ocasiones, 
estos sentimientos pueden traducirse en una activi- 
dad política significativa, como el Partido Populista 
que organizaron los agricultores y trabajadores es- 
tadounidenses en la década de 1890 contra el poder 
de los grandes empresarios. Cuando la fuente de las 
ideas populistas se encuentra en las elites políticas, el 
término alude a los esfuerzos de éstas por ganarse el 
apoyo de los grupos desfavorecidos. 

Rasgos de este populismo se encuentran a menu- 
do en las democracias cuando los políticos intentan 
conseguir votos entre los sectores que sufren más 
problemas prometiéndoles solucionarlos. Pero, como 
en el caso de la Argentina peronista, también puede 


darse en los regímenes no democráticos. Ahora bien, 
no siempre funciona. Los líderes comunistas de la 
Unión Soviética y de sus países satelites intentaron 
mantener tranquilas a sus poblaciones por medio 
de un “pacto social” no escrito que estipulaba la 
aquiescencia de la población mientras el régimen le 
proporcionara acceso a determinados productos y 
servicios (educativos, sanitarios, de ocio...). El comu- 
nismo fracasó debido, en parte, a que los dirigentes 
no lograron sacar a sus economías del estancamiento 
y, en cierto modo, incumplieron su parte del trato. 

Si los líderes de una dictadura son realmente im- 
populares y la población rechaza de forma categórica 
el sistema político, cobra protagonismo la oposición. 
Este tipo de comportamiento siempre entraña consi- 
derable riesgo para quienes lo secundan y adopta dos 
formas básicas: la disidencia y la revolución. 


2.1. Disidencia 


Por disidencia se entiende el comportamiento ma- 
nifiesto en contra de un gobierno dictatorial. Puede 
adoptar muchas formas: desde la distribución de 
panfletos y otras actividades pacíficas hasta actos 
terroristas. Los disidentes suelen estar dispuestos a 
correr riesgos extraordinarios, incluso cuando son 
conscientes de que la sublevación masiva no es pro- 
bable a corto plazo. La vigilancia, el encarcelamiento 
y la tortura son las respuestas que reciben habitual- 
mente de los dirigentes de la dictadura. 

Pero la disidencia política no es exclusiva de los de- 
fensores de la democracia. Algunos disidentes pueden 
querer remplazar una forma de dictadura por otra. 
Ahora bien, los disidentes políticos más destacados 
en las últimas décadas han sido abiertos defensores 
de las libertades y los derechos democráticos. Sin 
ánimo de exhaustividad, se relacionan a continuación 
algunos de ellos: 


e Andrei Sajarov (1921-1989), padre de la bomba 
atómica soviética, fue desterrado a la aislada ciu- 
dad de Gorky en los años 70 por criticar el sistema 
de gobierno comunista y defender la democracia. 
Cuando el dirigente soviético Mijail Gorbachov le 
rehabilitó, Sajarov exigió la libertad para todos los 
presos de conciencia, convirtiéndose en 1989 en 
diputado electo del último parlamento de la Unión 
de Repúblicas Socialistas Soviéticas. 

e Nelson Mandela (1918), defensor sudafricano de la 
igualdad racial, estuvo encarcelado 27 años, antes 
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de que lograra establecer con los líderes blancos del 
apartheid (sistema de segregación racial) el acuer- 
do histórico que permitió a la población negra de 
Sudáfrica votar en 1994. 

e Vaclav Havel (1936), aclamado dramaturgo checo, 
denunció la represión y la restricción de libertades 
que el gobierno comunista de Checoslovaquia (1945- 
1989) imponía a su población. Fue varias veces 
encarcelado entre 1970 y 1989, antes de convertirse 
en este último año en el primer Presidente de la 
Checoslovaquia poscomunista y, posteriormente, 
de la República Checa. 

e Kim Dae Jung (1925), defensor de la democracia 
en Corea del Sur durante tres décadas de gobierno 
autoritario, pasó 16 años en situación de prisión, 
exilio y arresto domiciliario, antes de ser elegido 
Presidente de su país en 1997. En el año 2000, tras 
propiciar la reconciliación con Corea del Sur, le fue 
otorgado el Premio Nobel de la Paz. 

e Aung San Suu Kyi (1945), también ganadora del 
Premio Nobel de la Paz en 1991 por sus esfuerzos 
en pro del establecimiento de la democracia en 
Myanmar (Birmania), sufrió arresto domiciliario 
desde 1989 a 1995. Sin cejar en sus reivindicaciones 
en favor de la liberación de presos políticos y del es- 
tablecimiento de acuerdos políticos, los dirigentes 
de la dictadura birmana han sometido a Aung San 
Suu Kyi a detenciones y arresto domiciliario. 

+ Wang Dan (1969) encabezaba la lista de personas 
más buscadas del régimen chino a la edad de 20 
años por su liderazgo en la manifestación estudian- 
til de 1989 a favor de la democracia en la plaza de 
Tiannanmen de Pekín. Tras su arresto pasó cuatro 
años en prisión. Cuando fue liberado en 1993, con- 
tinuó con sus actividades a favor de la democracia y 
volvió a ser arrestado. Las autoridades comunistas 
lo entregaron a Estados Unidos en 1998. 

e Ali Lmrabet (1960), periodista marroquí, fue con- 
denado en 2003 a prisión por ultraje al Rey de 
Marruecos al haber publicado caricaturas y artícu- 
los (entre ellos, un reportaje sobre el presupuesto de 
la Casa Real marroquí) sobre el monarca. Defensor 
de la libertad de expresión, en abril de 2005 Lmra- 
bet fue condenado a diez años de prohibición del 
ejercicio del periodismo. 


2.2. Revolución 


El término revolución alude normalmente al derro- 
camiento de un sistema de gobierno y su sustitución 


por otro diferente. Estos cambios de régimen político 
suelen implicar el uso de la violencia e ir acompaña- 
dos de transformaciones profundas en las actitudes 
políticas de la población y las elites. 

Son raras las revoluciones que alcanzan el objetivo 
que las pone en marcha. La Revolución Americana 
y la Revolución Francesa de finales del siglo XVIII, 
la Revolución Rusa de 1917, la Revolución China que 
empezó en 1911 con la caída de la dinastía Manchú 
y culminó en la toma de poder por parte de los co- 
munistas en 1949, y la Revolución Iraní que derribó 
al Sha en 1979, constituyen tal vez los ejemplos más 
importantes de la historia moderna. En las últimas 
décadas, la caída del comunismo en la Unión Soviéti- 
ca y Europa del Este han sido consideradas auténticas 
revoluciones pacíficas a favor de la democracia. 

¿Cuándo ocurren las revoluciones? La ciencia polí- 
tica ofrece varias explicaciones. Todas ellas subrayan 
la importancia de la oposición popular al gobierno 
vigente y, como elemento central, el deseo vehemente 
y generalizado de mejorar las condiciones de vida. 
Aunque son los activistas políticos —las elites revolu- 
cionarias— quienes dirigen siempre las revoluciones, 
su éxito depende crucialmente de que logren sintoni- 
zar con la población. 

Entre las diferentes explicaciones, cabe destacar las 
que se centran en las fuentes psicológicas de la violen- 
cia revolucionaria. Algunas, por ejemplo, consideran 
la actividad revolucionaria como una elección racional 
y ponen de relieve que la “lógica de la acción colectiva”, 
que parte de la pasividad política de la mayoría de los 
ciudadanos, no siempre explica los comportamientos 
de los gobernados. El descontento de éstos puede ser 
tan grande que estén dispuestos a sacudirse la pasivi- 
dad y participar activamente contra el régimen, aun- 
que corran el riesgo de ser arrestados o heridos. Este 
comportamiento puede ser muy racional si se trata de 
una oportunidad “única en la vida” de derrotar a un 
gobierno despreciado, si los riesgos son tolerables y 
las probabilidades de éxito altas. Otras explicaciones 
prestan atención a las condiciones sociales y políticas 
que enmarcan las situaciones revolucionarias. Una 
explicación general de las causas y los resultados del 
fenómeno revolucionario exige seguramente la combi- 
nación de ambos tipos de análisis. 

Muchos de los mejores estudios psicológicos sobre 
la revolución se basan en la teoría de la frustración- 
agresión, de acuerdo con la cual las personas recurren 
a la violencia cuando ven frustrados repetidamente 
sus intentos de alcanzar objetivos. Según la hipótesis 
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formulada por James C. Davis (2005), las revoluciones 
no suelen ocurrir simplemente debido a la pobreza o la 
opresión, como el sentido común sugiere, sino cuando 
muchas personas que han experimentado una mejoría 
reciente de sus condiciones de vida ven, de repente, 
empeorar su situación. En estas circunstancias, las 
expectativas de estas personas se ven bruscamente 
frustradas y crece el temor a regresar a las deplorables 
condiciones previas. Esta frustración puede conducir 
a un aumento súbito del comportamiento violento, que 
finalmente se dirige contra el propio régimen político. 

En una línea de argumentación parecida, Ted Ro- 
bert Gurr, en su conocido libro Why men rebel (1971) 
(Por qué se rebelan los hombres), identifica la priva- 
ción relativa como la fuente principal de la frustración 
que, al menos en algunos casos, desencadena la vio- 
lencia popular y conduce a la revolución. La privación 
relativa se da cuando las personas perciben una gran 
diferencia entre lo que creen que merecen y lo que se 
sienten capaces de conseguir en las circunstancias 
vigentes. Si sus esfuerzos por satisfacer objetivos 
sociales, políticos o económicos básicos se ven con- 
tinuamente frustrados y no perciben modos alternati- 
vos de alcanzarlos, aumenta la probabilidad de que se 
impliquen en alguna forma de violencia colectiva. En 
última instancia, estas frustraciones pueden generar 
grados excepcionalmente altos de violencia política 
dirigida directamente a las autoridades gubernamen- 
tales. Otros estudios psicológicos se han centrado en la 
personalidad de los líderes revolucionarios. 

Entre las investigaciones sobre las revoluciones 
también destacan las centradas en las realidades (o “es- 
tructuras”) políticas, económicas y sociales existentes 
cuando estalla la actividad revolucionaria. La teoría de 
Karl Marx (que en el Capítulo 13 se presenta con más 
detalle) predecía que cuando un país hubiera alcanza- 
do una fase avanzada de capitalismo, la sociedad se 
dividiría entre una pequeña clase de empresarios rica y 
políticamente dominante (la burguesía) y una ingente 
masa de trabajadores y desempleados (el proletariado). 
A medida que la clase de los desposeídos aumentara y 
adquiriera “conciencia de clase”, los proletarios orga- 
nizarían la revolución y arrebatarían a la burguesía el 
control de la economía. La existencia de numerosas 
sociedades capitalistas con grandes desigualdades 
sociales en las que no se ha producido esta revolución 
ha desmentido la teoría formulada por Marx. Por otra 
parte, la experiencia del comunismo soviético puso 
de manifiesto que la revolución de los trabajadores y 
la dictadura del proletariado producen resultados de 


libertad, justicia y prosperidad menos satisfactorios 
para la población que los que predijo Marx. 

Un enfoque estructural más reciente explora las 
causas de las revoluciones francesa, rusa y china, 
identificando paralelismos políticos y sociales en- 
tre los tres casos. Según Skocpol (1979), en el nivel 
político, el Estado prerrevolucionario en Francia, 
Rusia y China consistía en una monarquía absoluta 
decadente que ya no podía resolver las presiones 
procedentes de las potencias extranjeras. En el nivel 
socioeconómico, en los tres países tuvieron lugar 
violentas rebeliones de campesinos, hastiados de su 
inferior condición económica y social. Finalmente, 
en los tres países, los revolucionarios movilizaron a 
la población y, después de conquistar el poder, esta- 
blecieron un Estado centralizado y poderoso, dota- 
do con una imponente burocracia. Las revoluciones 
dieron así paso a regímenes dictatoriales en lugar de 
a gobiernos democráticos. 

La actividad revolucionaria no ha disminuido en 
absoluto en los tiempos que corren. En la década de 
los 80 y los primeros 90, por ejemplo, un movimiento 
de guerrilleros peruano, conocido como Sendero Lu- 
minoso, realizó una campaña sistemática de terror 
con el objetivo de alcanzar el poder del Estado. La 
mayor parte de los militantes de Sendero Luminoso 
procedía de zonas rurales y urbanas pobres de Perú 
que atravesaban grandes penurias económicas. Su 
líder fue capturado y encarcelado en 1992. También 
Colombia ha padecido durante varias décadas intentos 
revolucionarios de derrocar a los gobiernos naciona- 
les. En 1999, las guerrillas rebeldes controlaban casi 
la mitad del país. En nuestros días, en países como 
Egipto y Argelia hay focos revolucionarios activos 
con agendas políticas basadas en el fundamentalismo 
islámico. Grupos rebeldes han intentado asimismo 
tomar el poder en Congo, Costa de Marfil, Liberia, 
Sierra Leona y otros países africanos, con objetivos 
políticos a menudo nada claros. 


3. EJERCICIO DE COMPROBACIÓN DE 
HIPÓTESIS: LA LEY DE DUVERGER 


3.1. Hipótesis y variables 


¿Qué factores explican las variaciones en el número de 
partidos que presentan las democracias? El politólogo 
francés Maurice Duverger (1959) estableció una rela- 
ción entre el número de partidos y la naturaleza del 
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sistema electoral. Duverger sostuvo que los sistemas 
electorales mayoritarios a una sola vuelta producen 
casi siempre sistemas bipartidistas. De acuerdo con 
Duverger, estas dos variables se hallan tan frecuente- 
mente correlacionadas, que constituyen una suerte de 
“ley” (la ley de Duverger). Entre otros ejemplos cabe 
citar los sistemas electorales empleados para elegir la 
Cámara de los Comunes en Reino Unido y los sistemas 
empleados en Estados Unidos para elegir la Cámara 
de Representantes y el Senado. 

En esta hipótesis, la variable independiente es el 
sistema electoral (concretamente, la existencia o au- 
sencia de un sistema electoral mayoritario a una sola 
vuelta), y la variable dependiente, el tipo de sistema 
de partidos (concretamente, la existencia o ausencia 
de un sistema bipartidista). 


3.2. Expectativas y evidencia 


Si la hipótesis es correcta, la evidencia empírica 
revelará que los sistemas electorales mayoritarios 
se asocian, sobre todo, a democracias dominadas 
electoralmente por dos partidos y en los que terceros 
partidos apenas representan algún papel político. 

La evidencia de Estados Unidos ofrece la confir- 
mación más sólida de la hipótesis de Duverger. En 
las elecciones a la Cámara de Representantes y al 
Senado se aplica el sistema mayoritario para deter- 
minar quiénes obtienen los escaños. Estas elecciones 
establecen una sola vuelta: los votantes no vuelven a 
las urnas una o dos semanas después de la primera 
vuelta para elegir entre los candidatos que ganaron 
en la primera (como ocurre, por ejemplo, en las elec- 
ciones a la presidencia de Francia). En consonancia 
con la hipótesis de Duverger, el sistema político de 
Estados Unidos ha estado dominado por dos parti- 
dos, el Partido Demócrata y el Partido Republicano, 
durante más de un siglo. 

La situación de Reino Unido reviste, sin embargo, 
mayor complejidad. Este país cuenta también con 
dos partidos —el Laborista y el Conservador— que 
han dominado la política desde la Segunda Guerra 
Mundial, hecho que corrobora la ley de Duverger. 
Pero también algunos partidos más pequeños han 
conseguido escaños en la Cámara de los Comunes y, 
en ocasiones, han desempeñado un papel crucial en 
la formación del gobierno británico. Así, por ejem- 
plo, en las elecciones de 1974, ni laboristas ni conser- 
vadores obtuvieron suficientes escaños como para 
formar una mayoría suficiente. El Partido Laborista 


presidió dos gobiernos minoritarios en varias ocasio- 
nes durante los siguientes años y tuvo que pactar con 
varios otros partidos más pequeños para asegurarse 
el respaldo de la mayoría parlamentaria a sus pro- 
yectos e iniciativas. Cuando le retiraron su apoyo en 
1979, el Gobierno laborista de James Callaghan cayó. 
Aunque estos hechos ejemplifican excepciones a una 
pauta de predominio bipartidista, demuestran que, 
a diferencia del sistema estadounidense, el británico 
no responde al modelo bipartidista puro. 

De acuerdo con la ley de Duverger, Italia tendría 
que haber desarrollado asimismo un sistema bipar- 
tidista después de cambiar su sistema electoral en 
los años 90 de uno de representación proporcional 
a otro parcialmente mayoritario, a una sola vuelta 
(desde 1994, el 75 por ciento de los escaños de la 
Cámara de los Diputados se elige mediante el siste- 
ma mayoritario y el resto mediante representación 
proporcional). Si bien se han consolidado sólo algu- 
nos partidos en Italia, aún no se ha desarrollado un 
sistema bipartidista. El propio Duverger admitió que 
los países con una tradición multipartidista profun- 
damente arraigada pueden tardar mucho en adoptar 
el bipartidismo tras introducir el sistema electoral 
mayoritario a una sola vuelta. 

La India proporciona otra evidencia discordante 
con la ley de Duverger. Allí el sistema mayoritario a 
una vuelta favoreció en el pasado la dominación de 
un solo partido, el Partido del Congreso, que gober- 
nó ininterrumpidamente desde 1947 hasta los años 
80. Pero desde entonces, otros partidos, además de 
obtener escaños en el Sansad (Parlamento de India), 
han participado en la formación de los ejecutivos. La 
India nunca tuvo un sistema bipartidista sólido, y sus 
gobiernos más recientes han estado formados por 
una pluralidad de partidos en coalición. 


3.3. Conclusiones 


La evidencia sólo confirma parcialmente la hipótesis 
de Duverger. Estados Unidos y Reino Unido la respal- 
dan, aun cuando el sistema de partidos británico no es 
exclusivamente bipartidista. Ahora bien, la evidencia 
de países como Italia y la India desafía las pretensiones 
de universalidad de la ley. El propio Duverger recono- 
ció que el procedimiento electoral mayoritario a una 
sola vuelta “no conduce necesaria y absolutamente” a 
sistemas bipartidistas en todas las circunstancias; más 
bien se trata de una “tendencia general”. Con todo, 
hay suficiente evidencia en contra de la hipótesis de 
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Duverger, incluso formulada como tendencia general. 
Hasta en un sistema mayoritario a una sola vuelta los 
pequeños partidos pueden encontrar modos de atraer 
a los votantes que no están satisfechos con una oferta 
de sólo dos partidos. No obstante, como vimos en el 
Capítulo 9, los sistemas electorales de representación 
proporcional tienden más que los sistemas electorales 
mayoritarios a promover la proliferación de partidos 
políticos con posibilidades de obtener escaños, un he- 
cho que destacó acertadamente Duverger. 


TÉRMINOS CLAVE 
(en negrita en el texto) 


Racionalidad 

Lógica de la acción colectiva 
Gorrón (free rider) 
Identificación partidista 
Racionalidad limitada 

Partidos competitivos 

Partidos anti-régimen 

Partidos hegemónicos y/o únicos 
Partidos distintivos 

Fractura (cleavage) 

Partidos “atrapalotodo” (catch-all) 
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Ley de hierro de la oligarquía 
Gobierno de partido responsable 
Agregación de intereses 
Alineamiento partidista estable 
Desalinemiento partidista 
Nueva política 

Electorado volátil. 
Realineamiento partidista 
Sistema de partidos 

Sistema de partido hegemónico 
Sistema bipartidista 

Sistema multipartidista 
Sistema de partidos centrípeto 
Sistema de partidos centrífugo 
Grupos de interés o de presión 
Articulación de intereses 
Pluralismo de grupos de interés 
Corporatismo 
Neocorporatismo 

Movimientos sociales 
Relaciones patrón-cliente (clientelismo) 
Movilización de masas 
Populismo 

Disidencia 

Revolución 


CAPÍTULO 12 


LA CULTURA POLÍTICA 


E, este capítulo se aborda una cuestión de la que 
la ciencia política se ha ocupado extensamente desde 
los años 70 del siglo XX: ¿cómo inciden las actitudes, 
disposiciones y opiniones de los ciudadanos sobre la 
política en la naturaleza y el funcionamiento de las 
instituciones políticas? Tras definir el concepto de cul- 
tura política y exponer algunas de sus aplicaciones, así 
como reflexionar sobre los factores que pueden impul- 
sar los cambios de valores políticos, se presta especial 
atención al islam, en tanto factor condicionante de la 
cultura política de muchas sociedades musulmanas. 
Finalmente, el ejercicio de comprobación de hipótesis 
aporta argumentos para dilucidar hasta qué punto la 
cultura política representa una variable relevante en la 
explicación de algunos de los fenómenos que estudia la 
ciencia política. 


1. DEFINICIÓN DE CULTURA POLÍTICA 


El concepto de cultura política comprende el sis- 
tema de valores, reglas morales, creencias, expec- 
tativas y actitudes compartidas por los miembros 
de una sociedad con relación al sistema político y 
al contexto social. Más concretamente, la cultura 
política refleja el modo en que las personas piensan 
y perciben la vida política. Consiste en una serie de 
actitudes hacia la autoridad, el gobierno y la socie- 
dad ampliamente compartidas por la población de 
un país. En algunos casos, las ideas en las que se 
basa la democracia —como la libertad individual, la 
igualdad, la tolerancia y el bienestar social— son la 
fuente principal de los valores políticos. En otros 
casos, la religión constituye una importante fuente 
de valores; incluso, de forma muy similar al patrio- 
tismo, puede constituir en sí misma un valor político. 


A pesar de que en los países occidentales existe, por 
lo general, una separación formal entre el Estado y la 
iglesia, en Estados Unidos, por ejemplo, la religiosidad 
impregna el lenguaje político, especialmente en los 
actos de afirmación patriótica. Los líderes políticos 
estadounidenses invocan rutinariamente a Dios en 
sus discursos políticos y piden a los ciudadanos que 
recen en momentos de crisis nacional. Es sintomático 
que, en un país donde coexisten múltiples creencias 
de todo tipo, el agnosticismo apenas sea reivindicado 
públicamente. Hoy por hoy resulta impensable que 
un político pueda acceder a la presidencia de Estados 
Unidos con un discurso claramente aconfesional. 
Como se desprende de los datos incluidos en la Tabla 
12.1, esta penetración de la religión en la política se 
asienta sobre unas actitudes sociales muy extendidas. 

Frente a la importancia de la religión en la con- 
formación de los valores políticos de la sociedad 
estadounidense, uno de los valores fundamentales 
de la cultura política francesa consiste en la afirma- 
ción del laicismo como ingrediente propio e irrenun- 
ciable de la cultura política francesa. Ya no se trata 
sólo de la clara separación entre el Estado y la iglesia, 
sino también de la reivindicación de la ausencia de la 
religión en la esfera pública. 

En un sentido similar, suele hablarse de la actitud 
hacia la pena de muerte como profundamente repre- 
sentativa de las diferencias entre la cultura política 
vigente en Europa y en Estados Unidos. Mientras que 
la pena de muerte ha sido abolida en el primer caso, 
aún es legal y se practica en varios Estados del segun- 
do, con un respaldo popular bastante amplio. 

Las confesiones cristianas, como el catolicismo, el 
protestantismo y la ortodoxia oriental, han intervenido 
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TABLA 12.1 


Actitudes religiosas en algunas democracias, 1998 


(Porcentaje de encuestados que Estados Alemania Alemania 
cree en...) Unidos Reino Unido Francia Occidental Oriental" 

Dios 92 68 52 62 26 

La vida después de la muerte 81 59 51 55 15 

El cielo 86 53 33 46 22 

El infierno 74 32 20 36 11 

Los milagros 79 38 37 62 38 


* Comprende los Estados federados o Lánder que antes de 1990 formaban parte del territorio de la República Democrática Alemana. 


Fuente: Internacional Social Survey Program, Religión II, 1998. Acceso a través del Consorcio Interuniversitario para la Investigación 


Social y Política (www.icpsr.umich.edu) 


en la formación de los valores sociales y políticos de 
varios países, apoyando la democracia en algunos ca- 
sos y, en otros, propiciando regímenes no democráti- 
cos. De igual modo, el confucianismo (una tradición 
filosófica-moral que funciona como una religión) ha 
ejercido una profunda influencia en los valores de 
países como China, Taiwán y Singapur. Es la fuente 
principal de lo que algunos han calificado de “valo- 
res asiáticos”, que acentúan el respeto a la autoridad 
y las responsabilidades del individuo para con la 
comunidad, y perciben las nociones occidentales del 
individualismo y de la libertad de expresión como 
graves amenazas para la armonía social y el orden 
político. Quizás no sorprenda que los apologistas 
de los regímenes no democráticos de esa parte del 
mundo hayan afirmado que los “valores asiáticos” 
son incompatibles con la democracia. 

El islam ha influido igualmente en la cultura polí- 
tica de muchas sociedades de Oriente Medio, África y 
varios países de Asia, con importantes implicaciones 
políticas y sociales para el papel de la mujer y la res- 
ponsabilidad del Estado en la aplicación de la ley y 
las costumbres islámicas. Asimismo, el hinduismo en 
India y el shintoismo en Japón han marcado mucho 
la forma en que los pueblos de esos países perciben 
la política. El nacionalismo puede ser también una 
fuente de valores políticos, pues conlleva una serie 
de vínculos afectivos con el país o pueblo propios que 
van desde el patriotismo sosegado hasta el hiperna- 
cionalismo militante (véase el Capítulo 13). 

Muy relacionadas con los valores políticos y so- 
ciales, las normas sociales definen lo que está bien 
y mal en el comportamiento de los funcionarios pú- 
blicos, en el contenido de las políticas del gobierno 


y en la aplicación de la ley. Además de los valores y 
las normas, otra parte esencial de la cultura política 
son las creencias generales sobre la naturaleza de la 
política. Las personas que pertenecen a una deter- 
minada cultura, por ejemplo, pueden percibir que su 
sistema político es, en esencia, transparente y accesi- 
ble, con funcionarios que comparten la información 
con el público y toman decisiones de acuerdo con los 
deseos de éste. Desde esta perspectiva, en el juego de 
la política todos tienen opciones de ganar algo, y los 
que hoy pierden pueden ganar mañana. En cambio, 
desde una cultura política diferente, las personas 
pueden percibir la política en términos conspirati- 
vos, como un ámbito opaco del que nada se sabe, o 
como el coto vedado de elites distantes que exigen 
obediencia y juegan al favoritismo. Desde este punto 
de vista, la política se organiza como un juego de 
suma cero en el que los ganadores lo obtienen todo 
a expensas de los perdedores. Probablemente, estas 
creencias posean algún tipo de fundamento real, es 
decir, se nutran de las experiencias de los gobernados 
sobre el funcionamiento actual de la política; pero 
quizá también se hayan ido generando en períodos 
políticos previos y persistan, aun cuando se ajusten 
mal a la realidad política del momento. 

La confianza en el gobierno es también un ele- 
mento central del sistema de creencias políticas de 
un país. ¿Se puede confiar en que las personas que 
dirigen las instituciones políticas de un país son 
éticas, fiables, justas y actúan en interés de los ciu- 
dadanos más que en el suyo propio? Como veremos 
más adelante en este mismo capítulo, la confianza 
está disminuyendo en la mayoría de las democracias 
consolidadas del mundo. 
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Las creencias sobre la política influyen en las expec- 
tativas de la gente sobre cómo funciona su sistema po- 
lítico. En las democracias más consolidadas, la gente 
espera que se celebren elecciones regularmente, y no 
que los militares usurpen el poder. En otros países, 
sin embargo, las expectativas del público pueden 
ser muy diferentes. En algunas culturas políticas, la 
sociedad alberga la expectativa general de que los 
políticos y otras elites (por ejemplo, los directivos de 
las empresas) se atengan estrictamente a la ley en sus 
comportamientos públicos y privados, y que, si no lo 
hacen, sufran graves consecuencias. En cambio, en 
otras, la gente cree que los poderosos hacen siempre 
lo que quieren y consiguen imponer su voluntad. 

En definitiva, el término “cultura política” se refie- 
re a una combinación de elementos que, en conjunto, 
modulan las actitudes de los ciudadanos hacia la po- 
lítica. Aunque algunos consideran la cultura política 
como un concepto vago porque se refiere a muchas y 
variadas percepciones y emociones, muchos politólo- 
gos sostienen que este término denota un fenómeno 
real de la psicología social susceptible de verificación 
empírica mediante estudios de opinión pública. 

Muchos países tienen una cultura política dominan- 
te, una serie de actitudes ampliamente compartidas 
por las elites políticas y el grueso de la población. Es- 
tas actitudes prevalecientes o dominantes atraviesan a 
menudo las fronteras de las clases sociales, los grupos 
étnicos y otros estratos sociales; es decir, son compar- 
tidas por gente con distinto estatus socioeconómico, 
distinta religión o distinta identidad nacional. 

Casi todos los países integran también una o más 
subculturas políticas. Una subcultura política es una 
cultura política que se desvía de la cultura dominante 
en aspectos cruciales. Este concepto fue acuñado 
por Ralph Linton, antropólogo estadounidense 
que pretendía subrayar la heterogeneidad cultural 
de las grandes sociedades. Con mucha frecuencia 
se ha estudiado la subcultura de los jóvenes, muy 
especialmente en los países anglosajones. En otros 
casos, como en Italia, durante mucho tiempo se habló 
de la existencia de dos subculturas fundamentales: 
la bianca o católica, predominante en el norte, y la 
rossa o socialista, representativa de las regiones 
centrales del país (Toscana, Umbría y Emilia- 
Romaña, aunque esta última, en rigor, no pertenece 
al centro). En la España actual se suele considerar 
que las subculturas políticas más importantes son las 
nacionalistas, fundamentalmente la vasca y la catalana. 
La relevancia de la ideología nacionalista en estas dos 


comunidades autónomas se ha puesto de manifiesto, 
entre otras cosas, en la emergencia de un sistema de 
partidos propio y diferente del predominante en el 
resto del territorio español. Dichas subculturas se 
caracterizan, en términos muy generales, por una 
conciencia muy acusada sobre particularidades 
lingúísticas, históricas y culturales en función de las 
cuales amplios sectores dela ciudadanía secomportan 
políticamente de un modo diferente al resto de los 
españoles, por ejemplo, apoyando a partidos que 
reclaman al Estado español mayor autogobierno o 
incluso el derecho de autodeterminación. 


2. SOCIALIZACIÓN POLÍTICA Y PSICOLOGÍA 


La cultura política está compuesta por una serie de 
valores y actitudes esencialmente aprendidos y trans- 
mitidos mediante el llamado proceso de socialización 
política. La socialización política es el proceso me- 
diante el cual los individuos aprenden comportamien- 
tos políticos e interiorizan los valores y las actitudes 
hacia la política predominantes en su entorno. La 
familia es el agente primario de socialización. Entre 
otros agentes secundarios de socialización están las 
escuelas, los lugares de trabajo, las fuentes de produc- 
ción informativa y cultural (medios de comunicación, 
cine, literatura, etc.), las asociaciones socioculturales 
y las iglesias. 

Las actitudes de los ciudadanos reflejan ciertamen- 
te percepciones individuales. Pero, al mismo tiempo, 
estas actitudes individuales están profundamente in- 
fluidas por las orientaciones culturales de la sociedad 
en la que estos individuos viven. Cómo interactúan las 
actitudes y disposiciones individuales con la cultura 
política es una cuestión compleja, a la que resulta difí- 
cil dar respuesta mediante una única teoría sencilla y 
elegante. Como hemos visto en capítulos anteriores, 
aunque los teóricos de la elección racional se cen- 
tran en los incentivos y costes que estructuran las 
decisiones de los individuos, algunos “culturalistas” 
acentúan la influencia de la cultura política como 
una variable independiente que moldea la conducta. 
Y los psicólogos han proporcionado algunos estudios 
sobre procesos cognitivos que se alejan de los supues- 
tos de racionalidad pura. En efecto, las percepciones 
y actitudes de los individuos y la sociedad pueden, en 
ocasiones, tomar caminos aparentemente irraciona- 
les, con consecuencias políticas perturbadoras. 

En el libro The authoritarian personality (1950) (La 
personalidad autoritaria), Theodor Adorno y otros 
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científicos sociales investigaron los factores de la per- 
sonalidad que hacían que ciertos tipos de personas 
fuesen particularmente receptivos a la propaganda 
racista o fascista. La adhesión incondicional a los 
valores convencionales, una tolerancia baja con la 
ambigiúedad o la incertidumbre, la confianza en la 
superstición en lugar de en la lógica científica y la 
credulidad a expensas del juicio crítico independien- 
te, surgieron como principales características de la 
“personalidad antidemocrática”. En otro famoso 
estudio, The theory of cognitive dissonance (1957) (La 
teoría de la disonancia cognitiva), Leon Festinger des- 
cribe experimentos de acuerdo con los cuales muchas 
personas, cuando se enfrentan a una información 
contraria a sus opiniones, preferencias o inclinacio- 
nes más fuertes, encuentran maneras bien de ignorar, 
bien de justificar los mensajes “incongruentes” con sus 
disposiciones previas, en lugar de cambiar éstas para 
ajustarlas a los hechos que tienen ante sus ojos. Del 
mismo modo, evitan información de la que sospechan 
que no encaja con sus creencias más arraigadas. 


3. ESTUDIOS SOBRE CULTURA POLÍTICA 


El concepto de cultura política (o, con anterioridad 
a su aparición, los conceptos que hacían referencia 
a ese mismo fenómeno) tiene una larga tradición. 
Tanto Platón como Aristóteles concedían mucha 
importancia a las actitudes básicas de las personas 
sobre la autoridad, al modo en que debían conducirse 
las relaciones sociales y al papel que debía represen- 
tar el gobierno en la vida de la gente. Mantenían que 
algunas de estas actitudes culturales favorecían la 
democracia, mientras que otras eran incompatibles 
con el gobierno democrático. 

Alexis de Tocqueville (1805-1859) puso los valores 
y las actitudes culturales en el frontispicio de su fa- 
moso análisis de la democracia en América. En lugar 
de nuestro término contemporáneo “cultura política”, 
Tocqueville utilizaba el de “costumbres” (mores), un 
término genérico que alude a los hábitos y comporta- 
mientos ampliamente compartidos por una sociedad. 
Definía las costumbres como “el estado moral e in- 
telectual íntegro de una persona” y sentía un interés 
especial por las costumbres políticas, esos “hábitos 
del corazón” y “hábitos mentales” que intervenían en 
la formación del comportamiento político de los es- 
tadounidenses. Tal y como expuso en La democracia 
en América (1835-1840), las costumbres políticas de 
los ciudadanos de Estados Unidos se caracterizaban, 


sobre todo, por el amor a la libertad, una actitud 
que, según él, habían propagado las religiones pro- 
testante y católica a través del sistema educativo y la 
familia, ámbitos en los cuales las mujeres asumían 
el protagonismo. Además, Tocqueville creía que las 
experiencias de cooperación social y gobierno a es- 
cala local habían ayudado a los estadounidenses a 
percibir apropiadamente la naturaleza y el funciona- 
miento de la vida política. 

De hecho, Tocqueville consideraba que estas acti- 
tudes eran incluso más importantes para explicar el 
éxito de la democracia estadounidense que la Consti- 
tución u otros pilares legales del sistema de gobierno 
de Estados Unidos. “Las leyes son siempre inestables 
cuando carecen del apoyo de las costumbres”, escri- 
bió. “Las costumbres son el único poder resistente y 
duradero en una nación”. Tocqueville quiso decir con 
claridad que sin las actitudes y los hábitos apropiados 
por parte de la población, incluso las instituciones 
democráticas mejor concebidas tendrían inevitable- 
mente unos cimientos poco firmes. 

El sociólogo alemán Max Weber (1864-1920) tam- 
bién destacó por sus minuciosas investigaciones acer- 
ca de la cultura política. Creía que las instituciones 
políticas y económicas no podían concebirse úni- 
camente en sus propios términos. Según Weber, las 
actitudes culturales derivadas de fuentes no políticas, 
como la religión, la familia y las reglas de la lógica, 
podían ejercer también una profunda influencia en la 
realidad económica y política. En La ética protestante 
y el espíritu del capitalismo (1905) planteó por qué, 
en la economía alemana de principios del siglo XX, 
los protestantes se encontraban en una posición más 
ventajosa que los católicos, ocupando las posiciones 
ejecutivas más importantes de las empresas. Su res- 
puesta fue que, tradicionalmente, el protestantismo 
y el catolicismo habían tratado de forma diferente 
el ascetismo religioso (la vida austera). Mientras 
que Martin Lutero (1483-1546), principal impulsor 
de la Reforma protestante, otorgaba gran valor a la 
implicación personal en las actividades mundanas y 
al afán de ahorro como medios para aumentar la ri- 
queza propia, la doctrina medieval católica predicaba 
la retirada del mundo del comercio y de la política 
para adorar a Dios en los monasterios. Si bien estos 
ideales ascéticos se desvanecieron con el tiempo, 
generaron actitudes colectivas y perdurables hacia 
el comportamiento económico. En consecuencia, el 
protestantismo fomentaba más que el catolicismo la 
actividad empresarial y la acumulación de riqueza. 
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Gabriel Almond y Sydney Verba publicaron en 1963 
un original estudio sobre la cultura cívica, una forma 
específica de cultura política supuestamente favorable 
al funcionamiento de los regímenes democráticos. En 
el libro The civic culture (La cultura cívica) se examina 
la cultura política, y más específicamente la cívica, en 
cinco países (Estados Unidos, Gran Bretaña, la Repú- 
blica Federal de Alemania, Italia y México). Basándose 
en las respuestas de los ciudadanos a varias preguntas 
sobre la política, los autores concluyeron que las po- 
blaciones de cada uno de estos países podían dividirse 
en tres grupos: 


1. Los “participantes” están informados sobre las 
cuestiones políticas y tienen percepciones positi- 
vas sobre su sistema de gobierno, considerándolo 
legítimo y merecedor de apoyo. Votan regular- 
mente e incluso se implican en otras formas de 
actividad política. 

2. Los “súbditos” disponen de menos conocimientos 
de lo que ocurre en política. Apenas se sienten or- 
gullosos de sus instituciones políticas, raramente 
votan y confían poco en su capacidad para influir 
en el gobierno, pero acatan la ley y respetan a las 
autoridades gobernantes. 

3. Los “provincianos” prácticamente no saben nada de 
política, especialmente a escala nacional. Su mun- 
do se limita a su entorno más inmediato: pueblo, 
barrio o parroquia. Se sienten distanciados de su 
gobierno, son apáticos y tienen muy poca confianza 
en su capacidad para obtener ayuda de los emplea- 
dos públicos o para provocar un cambio político. 


Almond y Verba concluyeron que todos los países 
investigados tenían una mezcla de ciudadanos par- 
ticipantes, súbditos y provincianos. Sin embargo, los 
países diferían en función de la cantidad relativa de 
cada categoría en proporción a su población total. 
Cuando se realizó el estudio, a finales de los años 
50, Estados Unidos arrojaba elevadas proporciones 
de participantes y súbditos; México e Italia, grandes 
proporciones de súbditos y provincianos, mientras 
que Gran Bretaña y Alemania se situaban en una 
zona intermedia. 

Almond y Verba formularon la hipótesis de que la 
democracia debía ser más estable en los países que dis- 
frutaban de lo que ellos denominaron “cultura cívica”, 
es decir, una combinación de cantidades significativas 
de participantes y súbditos, y una cantidad pequeña de 
provincianos. Desde su punto de vista, la democracia 


no exige que todos sean participantes políticamente 
activos. Demasiados activistas, argumentaban estos 
autores, podían desestabilizar el sistema político. La 
democracia ganaba seguramente en estabilidad si, 
además de con activistas políticos, contaba también 
con súbditos y provincianos no demasiado exigen- 
tes, que aceptaran tranquilamente las instituciones 
políticas existentes. De acuerdo con la investigación 
de Almond y Verba, los países que más se aproxima- 
ban a esa combinación ideal eran Estados Unidos y 
Gran Bretaña. 

Igual que Tocqueville, Almond y Verba afirmaron 
que el éxito de la democracia requería algo más que 
instituciones políticas y leyes democráticas; tam- 
bién requería una cultura política compatible. “Si 
un sistema democrático no dispone del apoyo de la 
cultura política”, escribieron, “las probabilidades de 
éxito de ese sistema son mínimas”. Por el contrario, 
según las tesis de estos autores, las dictaduras se 
asientan en una base cultural de actitudes de súbdi- 
tos y provincianos. En esos países, los participantes 
políticamente activos constituyen una pequeña mi- 
noría, formada exclusivamente por la elite dirigente 
y sus más claros oponentes. Así, los politólogos que 
subrayan la importancia de la cultura política como 
factor explicativo de los fenómenos por los que se 
interesa la ciencia política sostienen que las dicta- 
duras no se sirven exclusivamente de la fuerza para 
gobernar. Se mantienen en el poder en parte debido 
a que grandes segmentos de la población comparten 
ciertas actitudes y creencias que respaldan, o cuan- 
do menos no cuestionan, el gobierno dictatorial. 

Aunque algunos estudiosos han puesto en cuestión 
los supuestos y las conclusiones de la obra de Almond 
y Verba, otros han suscrito su afirmación básica de 
que las actitudes y percepciones importan a la hora 
de explicar por qué algunos países tienen democra- 
cias estables y otros no. En torno a este argumento 
aportaremos algunos ejemplos al final de este capítu- 
lo, en el ejercicio de comprobación de hipótesis. 


4. DIMENSIONES DEL CONCEPTO DE 
CULTURA POLÍTICA 


Para comprender mejor el concepto de cultura polí- 
tica, consideremos algunos patrones de actitudes y 
valores sobre la vida social y política que se pueden 
encontrar en diferentes países y que nos indican el tipo 
y el grado de cultura política de la que participan sus 
ciudadanos. Dividamos estos patrones de actitudes 


214 Política y ciencia política: Una introducción 


en tres categorías: (1) actitudes hacia la autoridad, (2) 
actitudes hacia la sociedad y (3) actitudes hacia la po- 
lítica, especialmente hacia el Estado. Dentro de cada 
categoría examinaremos las dicotomías específicas 
que forman los extremos de las posibles actitudes que 
pueden tener las personas. Debemos reconocer, sin 
embargo, que muchas personas, quizás la mayoría, 
no comparten estas actitudes extremas, sino que se 
sitúan en algún punto intermedio entre ambos polos. 
Así, vamos a definir las diversas actitudes hacia un 
objeto dado (como el gobierno) en función de un con- 
tinuum, una escala lineal entre un extremo polar y el 
otro. En cualquier caso, es preciso tener en cuenta que 
los ejemplos específicos que figuran a continuación 
constituyen tan sólo una propuesta de tipos ideales 
entre otras muchas posibles. 


4.1. Actitudes hacia la autoridad 


Una posible dicotomía que describe las actitudes hacia 
la autoridad es la de “sumiso-rebelde”. En un extremo, 
las personas pueden mostrarse muy sumisas con la au- 
toridad (en su familia o en la comunidad política). Con 
cierta frecuencia, esta actitud está teñida de fatalismo 
y resignación. En el otro extremo se sitúan las perso- 
nas que rechazan la autoridad e intentan rebelarse 
contra ella. Pero hay varias situaciones intermedias. 
Sin ser demasiado sumisas, las personas pueden ser 
respetuosas hacia la autoridad, como los “súbditos” 
del análisis de Almond y Verba. Estas personas respe- 
tan voluntariamente la autoridad, pero no pretenden 
entablar una relación directa con ella. Las personas 
pueden ser interactivas con la autoridad, aspirando a 
participar en la toma de decisiones que afectan a su 
vida. Esta actitud interactiva es característica de los 
“participantes” de Almond y Verba. 

También nos encontramos con personas que se sien- 
ten alienadas respecto a la autoridad. Estas personas 
están demasiado descontentas como para mostrarse 
sumisas o respetuosas, y son, por lo general, bastante 
cínicas respecto a las pautas de autoridad bajo las que 
viven. Pero si hacen algo para expresar su alienación, 
suelen ser actividades esporádicas, poco entusiastas y, 
en última instancia, ineficaces (como llegar siempre 
tarde al trabajo o negarse a votar). Finalmente, hay 
personas que se muestran rebeldes hacia la autoridad 
y hostiles hacia las instituciones y autoridades gober- 
nantes, hasta el punto de que emprenden acciones 
contra ellas. En la vida política, los rebeldes pueden 
exhibir un comportamiento disidente, que consiste en 


denunciar públicamente a los gobernantes o intentar 
desestabilizar al gobierno, con violencia o sin ella. Las 
culturas políticas muy tradicionales se caracterizan 
por tener un elevado número de ciudadanos respe- 
tuosos y sumisos. Las democracias prosperan con 
una ciudadanía interactiva, aunque algunas personas 
puedan sentirse alienadas. Cualquier país con una 
cantidad elevada de rebeldes probablemente experi- 
mente alteraciones del orden público, enfrentamientos 
violentos o incluso guerras civiles. 


4.2. Actitudes hacia la sociedad 


Las actitudes hacia la sociedad pueden describirse a 
partir del continuum configurado por la dicotomía 
“consenso-conflicto”. En un extremo encontramos a las 
personas con actitudes muy cooperativas hacia otros 
individuos y grupos sociales. Exhiben niveles altos de 
tolerancia, confianza interpersonal y disposición al 
compromiso. En el otro extremo hallamos actitudes 
muy conflictivas hacia otros individuos y grupos 
sociales, definidas por niveles bajos de tolerancia, 
confianza interpersonal y propensión al compromiso. 

Otra dicotomía posible para recoger las actitu- 
des de las personas hacia otras personas es la de 
“colectivismo-individualismo”. En un extremo, los 
individualistas más radicales tienen la mentalidad de 
“cada uno se ocupa de sí mismo”. Los defensores del 
individualismo económico rechazan la intervención 
del gobierno en la provisión de servicios de bienestar 
y confían fundamentalmente en sí mismos y su en- 
torno más inmediato para salir adelante en la vida. 
Esperan, además, que el resto de los miembros de la 
sociedad se comporte igual que ellos. Por otra parte, 
los defensores de lo que podemos llamar “individua- 
lismo expresivo” creen que todos los individuos deben 
tener derecho a decir lo que quieran y a vivir como 
les plazca, con poca consideración hacia el conjunto 
de la sociedad. Apoyen el individualismo económico 
o el expresivo, los individualistas radicales sitúan al 
individuo en el centro de la sociedad. 

En el extremo opuesto de este continuum se sitúan 
los colectivistas radicales, que menosprecian los de- 
rechos y las libertades individuales para ensalzar los 
derechos y las actividades del grupo. Si los individualis- 
tas radicales están dispuestos a tolerar un alto nivel de 
desigualdad social, los colectivistas radicales aspiran 
a lograr el máximo de igualdad posible en todas las 
facetas de la vida social: igualdad de oportunidades, 
riqueza, educación, poder, etc. Pero en el colectivismo 
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existe también el riesgo de que se genere lo contrario 
de la igualdad social y política, si líderes y partidos, 
actuando en nombre del bien común, establecen un 
régimen dictatorial dirigido por una elite pequeña que 
otorgue un trato de favor al grupo de sus seguidores. 

Se ha afirmado que las culturas individualistas 
tienden a apoyar la economía de mercado más que 
las colectivistas, que suelen fomentar en mayor me- 
dida la intervención del Estado en la economía para 
promover la igualdad social. La cultura política que 
apoya los Estados del bienestar se correspondería 
con un espacio intermedio entre ambos extremos de 
este continuum, donde se ubicarían quienes abogan 
por un equilibrio entre la libertad del individuo y el 
bienestar del conjunto de la comunidad. 


4.3. Actitudes hacia el Estado 


La principal dicotomía en este conjunto de actitudes es 
la de “Estado permisivo-Estado intervencionista”. En 
un extremo se encuentran los que apoyan un gobierno 
débil, que conceda a las personas la máxima libertad 
posible para hacer su voluntad. Los permisivos más 
radicales no desean ninguna intervención del gobierno 
en la economía, atribuyéndole únicamente un papel 
limitado y controlado en el mantenimiento de la ley, 
el orden y la seguridad internacional; en resumen, 
aceptan muy pocas intrusiones gubernamentales. Los 
permisivos más radicales se aproximan a las posturas 
anarquistas, favorables a la desaparición del Estado. 

En el otro extremo del continuum están los que 
defienden la máxima intervención estatal en todas las 
facetas de la vida, incluido el control de la economía y 
la regulación de los conflictos sociales. Las elites polí- 
ticas que apoyan este Estado intervencionista lo hacen, 
al menos en algunos casos, para maximizar su propio 
poder sobre la población o sobre la economía. Pero 
los ciudadanos corrientes pueden también preferir un 
Estado intervencionista, normalmente porque quieren 
que el Estado les proteja de las fluctuaciones econó- 
micas, la enfermedad, el desempleo y otras contingen- 
cias, naturales o sociales. Los defensores de un Estado 
intervencionista pueden estar dispuestos a renunciar 
a algunas de sus libertades personales a cambio de la 
asistencia del Estado. Por supuesto, hay variantes me- 
nos radicales de esta actitud protectora a medida que 
nos movemos hacia el centro del continuum. 

Se han llevado a cabo múltiples encuestas a los ciu- 
dadanos de diferentes países para averiguar cuáles son 
sus actitudes hacia el Estado. Las dos tablas siguientes 


ilustran la variedad de opiniones observables entre al- 
gunas de las democracias económicamente avanzadas 
del mundo. La Tabla 12.2 refleja las respuestas que 
diferentes sociedades dieron en 1996 a la pregunta de 
si el Estado debe asumir la responsabilidad de reducir 
las desigualdades económicas. La Tabla 12.3 muestra 
los distintos niveles de confianza en las instituciones 
políticas nacionales de los ciudadanos de la Unión 
Europea poco antes de comenzar el siglo XXI. Se ha 
detectado últimamente una tendencia general, en mu- 
chas democracias consolidadas, hacia la disminución 
de la confianza. 

Un estudio reciente sobre las actitudes públicas en 
diferentes países de América del Norte, Europa Occi- 
dental y Japón confirma estas tendencias y propone 
algunas explicaciones. En la mayoría de estos países, 
los ciudadanos han percibido una rápida disminución 
de la capacidad de los gobiernos para responder a sus 
necesidades (un fenómeno que, como se explica en el 
Capítulo 17, está relacionado con la globalización). A 
medida que aumenta la incidencia de factores políticos 
y económicos exteriores, los gobiernos nacionales ven 
disminuir su autonomía para actuar de forma inde- 
pendiente cuando abordan las preocupaciones de la 
población. Los problemas globales requieren compli- 
cados esfuerzos coordinados, lo cual genera a muchas 
personas sentimientos de impotencia y frustración. 
Una segunda causa de la disminución de los niveles 
de confianza reside en la creciente percepción de que 
los líderes políticos han fracasado en su obligación 
de responder adecuadamente a las expectativas y los 
intereses del público. La corrupción se percibe como 
una manifestación de este fracaso. Otra es la excesiva 
radicalización en algunos países de la contienda polí- 
tica y la falta de voluntad de compromiso y consenso 
entre los partidos rivales. Este fenómeno se puede 
interpretar como un reflejo del deterioro general del 
capital social y de la escasa cooperación cívica en mu- 
chas democracias actuales. 

El espectro de actitudes que se han examinado 
con anterioridad (hacia la autoridad, la sociedad y 
el Estado) dejan mucho espacio para la existencia de 
subculturas políticas específicas dentro de un país 
dado. Mientras la mayoría de la población se agrupa 
cerca del punto medio en el continuum de la autori- 
dad, secundando la existencia de interacciones entre 
gobernantes y gobernados, otras personas del mismo 
país se sienten quizás alienadas o distantes de las elites 
dominantes o de la mayoría política, o pueden incluso 
ser activamente rebeldes. De igual modo, mientras que 
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unas pocas personas están a favor del “individualismo 
salvaje”, la mayor parte de la sociedad no lo suscribe. 
Lo cierto es que casi todos los países albergan personas 
cuyas actitudes se pueden ubicar en diferentes puntos 
de los continua de actitudes posibles. En suma, debe- 
mos concebir la cultura política de cada país como una 


TABLA 12.2 


Actitudes hacia el Estado 


en algunas democracias, 1996 


Porcentaje de los que contestan “de acuerdo” o “muy de 
acuerdo” ante la afirmación: “El Estado es el responsable 
de disminuir las desigualdades de renta entre los que ga- 
nan más y los que ganan menos” 


Alemania Oriental* 76 
Rusia 74 
Israel (judíos) 70 
Israel (árabes) 69 
Francia 68 
Hungría 66 
Italia 65 
España 60 
Reino Unido 54 
Alemania Occidental 49 
Japón 48 
Canadá 43 
Australia 43 
Estados Unidos 33 


* Comprende los Estados federados o Länder que antes de 1990 for- 
maban parte del territorio de la República Democrática Alemana. 
Fuente: International Social Survey Program, El papel del gobierno 
III, 1996. Acceso a través del Consorcio Interuniversitario para la 
Investigación Social y Política (www.icpsr.umich.edu) 
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combinación de actitudes en varias dimensiones. En 
la mayoría de los casos supondría una simplificación 
excesiva situar al conjunto de la sociedad en un punto 
preciso de alguno de los continua que se indican en 
este capítulo. 

Parece razonable pensar que algunas combinacio- 
nes de actitudes serán más favorables que otras para 
el desarrollo de una democracia estable. Por ejemplo, 
podemos suponer que, al menos hipotéticamente: 


e las sociedades con (1) un nivel alto de actitudes 
interactivas hacia la autoridad, (2) un nivel alto de 
actitudes consensuales hacia la sociedad, (3) un 
nivel intermedio de individualismo y colectivismo 
y (4) un apoyo equilibrado a la permisividad y la 
intervención del Estado, tenderán a favorecer más 
el desarrollo de una democracia estable que las so- 
ciedades cuya población se aleje mayoritariamente 
de estos valores; 

e las sociedades con (1) un nivel alto de actitudes re- 
beldes o alienadas hacia la autoridad, (2) un nivel 
alto de actitudes sociales conflictivas y de indivi- 
dualismo y también (3) un nivel alto de apoyo a un 
Estado permisivo y débil, tenderán a estar implica- 
das en un conflicto civil constante; 

e las sociedades con (1) un nivel alto de sumisión o 
respeto a la autoridad, (2) un nivel alto de consen- 
so y colectivismo social y (3) amplio apoyo a un 
Estado intervencionista, tenderán a ser Estados no 
democráticos bastante estables de uno u otro tipo. 


Sin duda, estas combinaciones alternativas de 
mezclas de actitudes están lejos de agotar todas las 
posibilidades. Podemos encontrar otras composicio- 
nes igualmente variadas al analizar países concretos. 


TABLA 12.3 


Confianza en las instituciones políticas en los países de la Unión Europea (de 15 Estados), 1999 


Porcentajes promediados de las personas que “tienden a confiar” en los empleados públicos, el parlamento, el gobierno 


y los partidos políticos de su país 


Holanda 56 Dinamarca 
Luxemburgo 51 Irlanda 
Austria 45 Grecia 
Portugal 44 España 
Finlandia 43 Alemania 


Fuente: Eurobarómetro, n° 51 (primavera de 1999) 


43 Suecia 34 
39 Reino Unido 34 
38 Francia 32 
38 Bélgica 26 
37 Italia 25 
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5. ¿CAMBIAN LAS CULTURAS POLÍTICAS? 


Aunque la mayoría de estudios sistemáticos sobre la 
cultura política revelan una continuidad considera- 
ble en el modo en que piensan los ciudadanos sobre la 
política, la cultura política raramente es estática. El 
cambio de actitudes es real; todas las culturas políti- 
cas evolucionan. En algunos casos, estos cambios se 
producen lentamente cada dos o más generaciones. 
Pero, en otros casos, ocurren un poco más deprisa. 
Como señalamos en un capítulo anterior, los miem- 
bros de cualquier generación suelen estar influidos 
por los eventos políticos experimentados en su ju- 
ventud. Cuando sucesivas generaciones adoptan las 
actitudes políticas básicas de sus padres con pocos 
cambios, obviamente el cambio en la cultura política 
es leve. Pero cuando segmentos clave de una genera- 
ción concreta incorporan actitudes políticas diferen- 
tes de las de la generación anterior, la cultura política 
de ese país cambia en consecuencia. 

Un buen ejemplo de cambio generacional es el que 
ocurrió en la República Federal de Alemania tras la 
Segunda Guerra Mundial. En 1953, unos ocho años 
después de la derrota de los nazis, sólo cerca de la 
mitad de la población afirmaba que la democracia 
representaba la mejor forma de gobierno. Con el paso 
de la antigua generación y la llegada de jóvenes que 
habían crecido en la posguerra, el apoyo a la democra- 
cia aumentó notablemente. En 1972, el 90 por ciento 
de los alemanes occidentales apoyaba la democracia. 
Hemos podido ver cómo se han producido cambios se- 
mejantes en los antiguos países comunistas de Europa 
del Este. Las actitudes hacia la autoridad, la sociedad y 
el Estado fluctúan, y a veces mucho. Algunas personas 
de estos países se apegan a los viejos hábitos mentales 
y comportamientos, añorando la restauración de una 
autoridad política fuerte y una economía controlada 
por el Estado; otros (especialmente los jóvenes) están 
dispuestos a experimentar con la democracia y la em- 
presa privada. 


5.1. Cambios culturales en las sociedades 
posindustriales y en vías de modernización 


En diversos estudios de cultura política se ha afir- 
mado que, a partir de la década de 1960, comenzó 
a producirse un importante cambio en las actitudes 
de las democracias occidentales. Como ha mostrado 
Ronald Inglehart en sus investigaciones empíricas, en 
los años 60 y 70 se produjo un aumento muy notable 


de los defensores de valores posmaterialistas en 
Estados Unidos y Europa Occidental. En lugar de 
sentirse motivados principalmente por la necesidad 
de la seguridad económica, como ocurría con las 
generaciones anteriores, un elevado número de ciu- 
dadanos que llegaron a la edad de votar durante esos 
años tendieron a votar o implicarse en otras formas 
de comportamiento político. Impulsados por pre- 
ocupaciones más generales sobre el bienestar de la 
comunidad, quienes sobre todo disfrutaban de segu- 
ridad económica y educación superior, priorizaban 
progresivamente objetivos como la protección del 
medio ambiente y otras consideraciones comunita- 
rias. Estos valores desplazaban en no pocos casos a 
cleavages socioeconómicos, religiosos o étnicos como 
factor explicativo del comportamiento político. 

En uno de sus libros más conocidos, Inglehart 
(1977) desarrolló una investigación sistemática sobre 
la hipótesis de que “los cambios políticos, económi- 
cos y culturales avanzan, reforzándose entre sí, de 
acuerdo con unas pautas previsibles y coherentes”. 
Tras un análisis perspicaz de los antecedentes histó- 
ricos y de los datos de encuestas recientes proceden- 
tes de 43 países recopilados en la Encuesta Mundial 
de Valores, Inglehart encontró abundante evidencia 
favorable a las teorías de la modernización y también 
a las tesis de la “posmodernización”. 


e Modernización: a medida que las sociedades pro- 

gresan desde economías principalmente agrícolas 
hacia la industrialización, las actitudes y los valo- 
res de la población cambian. La preocupación por 
la supervivencia bajo condiciones de gran escasez 
cede el paso a la búsqueda de la mejora econó- 
mica personal. La maximización de la seguridad 
material propia y de la riqueza se convierte en la 
primera prioridad. 
Mientras las personas persiguen estos objetivos 
económicos, procuran conseguir más influencia 
política. Las sociedades premodernas tienden a 
estar gobernadas por regímenes no democráti- 
cos, pero la creciente prosperidad y los niveles de 
educación cada vez más altos que acompañan a la 
modernización industrial promueven una mayor 
participación política de la población. La industria- 
lización y los cambios de valores que la acompañan 
promueven la democracia. 

+ Posmodernización: en las sociedades más avan- 
zadas económicamente de finales del siglo XX, 
las economías industriales se han convertido en 
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economías posindustriales. El sector servicios —la 
administración pública, la educación, la banca y las 
finanzas, los pequeños comercios y toda suerte de 
servicios de consumo— ha remplazado a la indus- 
tria como fuente principal de crecimiento econó- 
mico y empleo. Las rentas nacionales y personales 
han aumentado de forma apreciable. Un Estado del 
bienestar firme y consolidado garantiza hoy día ni- 
veles de vida mínimos para los menos afortunados, 
y muchos y variados beneficios y prestaciones para 
todos (seguro médico, pensiones, etc.). 

Bajo estas condiciones “posmodernas” de crecien- 
te prosperidad, las principales prioridades de una 
creciente proporción de la población pasan de ser 
la maximización de la riqueza material en interés 
propio, a la maximización de formas no materia- 
les de bienestar personal: un empleo satisfactorio, 
un medio ambiente limpio, más tiempo de ocio 
y otros valores posmaterialistas. Políticamente, 
estos valores suelen implicar menos confianza 
en el Estado y menor respeto a la autoridad. Las 
personas quieren que el Estado intervenga menos 
en sus vidas. Los ciudadanos manifiestan más 
independencia a la hora de votar, relajando sus 
vínculos tradicionales con los principales partidos 
políticos. Quienes adoptan valores posmaterialis- 
tas manifiestan también tener menos ataduras 
religiosas y mayor apertura hacia los derechos y 
las libertades de las mujeres, los niños, los homo- 
sexuales o las minorías étnicas. Sorprendente- 
mente, aunque sus niveles de renta son altos y sus 
expectativas de vida también elevadas, muestran 
un mayor descontento con sus gobiernos. 

Los hallazgos de Inglehart indican que los proce- 
sos de modernización y posmodernización pueden 
predecir el signo de los cambios observables en los 
países del mundo actual. Las democracias eco- 
nómicamente avanzadas de América del Norte y 
Europa Occidental presentan los porcentajes más 
altos de ciudadanos con valores posmaterialis- 
tas. Los países más pobres, donde la lucha por la 
vida sigue siendo una cuestión de supervivencia 
para millones de personas, exhiben los niveles 
más bajos de posmaterialismo, mientras que sus 
sociedades manifiestan más preocupación por la 
seguridad material básica. El contraste entre los 
valores materialistas y los posmaterialistas es muy 
evidente en los países que están experimentando 
un cambio económico veloz. En Japón y Corea del 
Sur, ambos con un notable crecimiento económi- 


co en las últimas décadas, cabe apreciar grandes 
diferencias intergeneracionales respecto a varias 
actitudes. En conjunto, los jóvenes están adoptan- 
do valores posmaterialistas, mientras sus mayores 
conservan las actitudes materialistas que adquirie- 
ron en su juventud. Los antiguos países comunistas 
de Rusia y Europa del Este y Central también han 
experimentado rápidos cambios económicos en los 
últimos años, si bien es cierto que sus expectativas 
de mejoras futuras se han visto empañadas por 
significativas disminuciones de su nivel de vida. 
La gente afectada negativamente por la crisis eco- 
nómica tiende a interesarse más por la seguridad 
material que por los ideales posmaterialistas. 

Los países atrapados en graves crisis económicas 
y políticas se alejan aún más del posmaterialismo, 
aproximándose a lo que Inglehart llama “reflejo 
autoritario”. En las sociedades principalmente 
premodernas, este reflejo puede adoptar la forma 
de fundamentalismo religioso. En los países más 
industrializados puede generar una preferencia 
por gobernantes seculares poderosos y brotes de 
hipernacionalismo (como ocurrió en la antigua 
Yugoslavia bajo el liderazgo del dirigente serbio 
Slovodan Milosevic). Inglehart concluye que, en 
todos estos casos, las transformaciones económi- 
cas, el cambio político y las actitudes culturales 
interactúan de forma muy compleja, lo que genera 
pautas causales recíprocas. 


5.2. ¿Choque de civilizaciones? 


Samuel Huntington (1996) ha argumentado que la 
principal fuente de conflicto en el mundo contempo- 
ráneo no es de naturaleza económica ni ideológica, 
sino cultural, y se manifiesta concretamente en un 
“choque de civilizaciones”. Este autor define la civi- 
lización como el nivel más general de la identidad de 
una persona y divide el mundo en siete (quizás ocho) 
grandes civilizaciones: la confuciana, la japonesa, la 
hindú, la islámica, la ortodoxa, la occidental y la la- 
tinoamericana. Sostiene, además, que posiblemente 
se esté conformando una civilización africana. Cada 
una de estas civilizaciones arranca de una combi- 
nación peculiar de historia y cultura. Para varias de 
ellas, la religión es el rasgo característico principal. 
Con la desaparición de las rivalidades ideológicas de 
la Guerra Fría, las principales “líneas de fractura” en 
la política mundial están trazadas en las fronteras 
de estas comunidades culturales. Durante la última 
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década, se han producido muchos conflictos entre los 
representantes de civilizaciones diferentes en Bos- 
nia, Sri Lanka, Rusia, Cachemira y otras partes del 
mundo. Además, la presencia de Estados con armas 
nucleares como China, India, Rusia y Estados Unidos, 
aunque reduce la probabilidad de una guerra global 
de civilizaciones, también la posibilita, con resultados 
potencialmente devastadores. Entretanto, Occidente 
se encuentra ahora en el cénit de su poder económico 
y militar, pero al mismo tiempo está entrando en un 
período de declive relativo, perdiendo terreno en favor 
de Asia en términos económicos, y en favor de otras 
civilizaciones en términos demográficos. Los países 
occidentales también están encontrando mucha resis- 
tencia por parte de casi todas las demás civilizaciones 
—sobre todo, de “la conexión confuciana-islámica”— a 
sus intentos de promover la democratización y los de- 
rechos humanos en el mundo. 

En estas circunstancias, Huntington afirma que 
Occidente, sin dejar de ceñirse a sus valores demo- 
cráticos centrales, debe abandonar la idea de que 
los rasgos característicos de la civilización occidental 
—el Estado de derecho, la democracia pluralista, el 
individualismo y la separación entre la Iglesia y el 
Estado— son aplicables universalmente. La creencia 
de Occidente en la universalidad de su cultura, afir- 
ma el autor, es falsa, inmoral y peligrosa. En lugar 
de imponer arrogantemente estos valores al mundo, 
o esperar un progreso económico y tecnológico para 
crear una única cultura global de orientación occiden- 
tal, Huntington mantiene que Estados Unidos y sus 
aliados europeos deben concentrarse en consolidar su 
unidad, fomentando al mismo tiempo la aceptación 
internacional de la diversidad cultural y promoviendo 
lugares de encuentro entre las grandes civilizaciones 
del mundo. Es “importantísimo reconocer”, concluye, 
“que la intervención occidental en los asuntos de otras 
civilizaciones es probablemente la fuente más peligro- 
sa de inestabilidad y conflicto global potencial en un 
mundo de múltiples civilizaciones”. 

Las tesis de Huntignton sobre el “choque de civi- 
lizaciones” han generado un acalorado debate. Son 
muchos los que consideran que las civilizaciones que 
define este autor carecen de la coherencia interna que 
él les atribuye, porque son mucho más heterogéneas y 
complejas. También se ha criticado su forma de pre- 
sentar los hechos, pues ni es cierto que en Occidente 
hayan predominado siempre los valores asociados 
con la democracia y el pluralismo, ni que resulte im- 
posible transferir tales valores a otras civilizaciones. 


Otra cuestión que ha suscitado gran polémica es el 
determinismo implícito en los razonamientos de Hun- 
tington, toda vez que considera que el conflicto entre 
las civilizaciones es casi inevitable. Por otra parte, 
en un artículo titulado “El choque sexual de civiliza- 
ciones”, Ronald Inglehart y Pippa Norris (2004) han 
argumentado que la ruptura cultural detectada por 
Huntington entre Oriente y Occidente no se produce 
tanto alrededor de los valores democráticos, sino en 
los diferentes niveles de respeto y tolerancia hacia las 
distintas orientaciones sexuales de los individuos, la 
emancipación de la mujer y cuestiones como el divor- 
cio, el aborto y la pena de muerte. 

En conclusión, según varios autores, algunos de los 
cuales se han citado en este capítulo, la cultura polí- 
tica es una variable fundamental para entender cues- 
tiones tan importantes como el desarrollo económico 
y la democracia. Sin embargo, de acuerdo con otros 
autores, esta relación causal no está suficientemente 
probada. En cualquier caso, las (posibles) relaciones 
entre la cultura política, el desarrollo económico y la 
democracia han constituido un objeto de preocupa- 
ción constante, tanto entre los investigadores como 
entre los políticos. Por poner un ejemplo, la UNES- 
CO, que publica anualmente el World Culture Report, 
abordó directamente esta cuestión en el informe de 
1998. En el informe correspondiente al año 2000, 
Amartya Sen, premiado dos años antes con el Nobel 
de Economía, escribió un artículo titulado Asian 
values and economic growth (Valores asiáticos y de- 
sarrollo económico) en el que ponía en cuestión que 
el desarrollo económico estuviera relacionado con 
determinados valores culturales. 

Por su indiscutible importancia actual, así como 
por su estrecha conexión con los temas tratados en 
este capítulo, a continuación se van a presentar una 
serie de observaciones acerca de la relación entre el 
islam y los diversos regímenes políticos. 


6. LA DEMOCRACIA Y EL ISLAM! 


Como expusimos en el Capítulo 10, desde el final de 
la Segunda Guerra Mundial, el número de regímenes 
democráticos ha aumentado de forma considerable en 
los cinco continentes. A pesar de que las dimensiones 
de este fenómeno son casi globales, la democracia ha 


1 Esta sección del capítulo ha sido íntegramente escrita por 
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TABLA 12.4 


Porcentaje de países por regiones de acuerdo con su grado de libertad 


Oriente Próximo y Magreb 

África Sub-sahariana 

Asia y Pacífico 

Europa Central y antigua Unión Soviética 
América 

Europa Occidental 


Fuente: Freedom House, 2005 (www.freedomhouse.org) 


encontrado serias limitaciones para establecerse en 
los países con mayoría de población musulmana. 
Según Freedom House, en 2005 sólo el 13 por 
ciento de los musulmanes vivía en países libres. Esta 
organización clasifica a los países en función de dos 
características: la existencia de procesos electorales 
competitivos y el nivel de reconocimiento de los dere- 
chos civiles y políticos. Respecto a la primera, de los 44 
países que cuentan en su población con más del 50 por 
ciento de musulmanes, sólo ocho son “democracias 
electorales” (Afganistán, Bangladesh, Indonesia, Malí, 
Níger, Nigeria, Senegal y Turquía), es decir, cuentan 
con un sistema de partidos abierto y competitivo, su- 
fragio universal, elecciones regulares y competitivas y 
un acceso significativo de los partidos a los medios de 
comunicación. Respecto a la segunda característica, 
Freedom House consideró “no libres” al 60 por ciento 
de aquellos 44 países, “parcialmente libres” al 36 por 
ciento, y sólo Malí y Senegal fueron clasificados como 
Estados “libres”. La escasez de democracias es parti- 
cularmente llamativa en el área de Oriente Próximo 
(una zona que comprende Egipto, Irak, Irán, Israel, 
Jordania, Líbano, Siria y los países de la Península 
Arábiga; aunque, a veces, también se incluyan otros 
países como Afganistán, Turquía y Sudán) y el Magreb 
(Argelia, Marruecos, Mauritania, Libia y Túnez). De 


2 En este punto, es preciso establecer una aclaración sobre 
quiénes son los árabes y qué países son árabes. En general, 
se considera que árabes son todos los descendientes de los 
habitantes originarios de la Península Arábiga que extendieron 
la fe musulmana a partir del siglo VII. Por tanto, países árabes 
actuales serían todos los del Magreb más los de Oriente 
Próximo (con la excepción de Israel e Irán). Mientras que, salvo 
el Líbano (si no contamos a los drusos entre los musulmanes), 
todos los países árabes son de mayoría musulmana, no todos 
los países de mayoría musulmana son árabes (por ejemplo, 
Irán, Turquía, Indonesia y muchos otros). 


Libres Parcialmente Libres No libres 
5,5 27,8 66,7 
22,9 43,8 33,3 
43,6 28,2 28,2 
44,4 25,9 29,7 
68,6 25,7 5,7 
96,0 4,0 0,0 


entre todos estos países, sólo Israel —excluyendo los 
Territorios Palestinos Ocupados— estaba incluido en 
el listado de países libres hecho público por Freedom 
House. Los porcentajes correspondientes de Estados 
libres se elevaban al 23 por ciento en el África Sub- 
sahariana, al 44 por ciento en la región de Asia y el 
Pacífico, al 69 por ciento en el continente americano 
y al 96 por ciento en Europa Occidental, donde, pre- 
cisamente, destacaba como única excepción Turquía, 
considerada “parcialmente libre”. 

Debido a estas notorias diferencias, desde hace 
décadas se viene desarrollando un debate multidis- 
ciplinar sobre las causas del déficit democrático de 
los países musulmanes sin que, por el momento, se 
haya alcanzado un acuerdo al respecto. Hay, eso sí, 
varias teorías enfrentadas que pretenden explicar la 
excepcionalidad musulmana. Entre todas ellas, des- 
tacan tres fundamentales: la explicación culturalista, 
que subraya la existencia de obstáculos intrínsecos 
a la democracia en la doctrina islámica; la que pone 
el énfasis en la sobrerrepresentación de “Estados 
rentistas” (véase la definición más adelante) en este 
grupo de países; y, por último, la que atribuye el au- 
toritarismo a una amplia gama de factores políticos 
e históricos. 


6.1. La hipótesis de los obstáculos culturales 


La visión según la cual la cultura política de los paí- 
ses con mayoría de población musulmana, en general 
—y la de los árabes, en particular— está imbuida 
de autoritarismo, encuentra sus raíces en una visión 
romántica y orientalista del islam que se difundió 
en Europa durante el siglo XIX, fundamentalmente 
a través de la literatura, y que ha sido denominada 
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orientalismo. El orientalismo, estudiado con detalle 
por Edward Said (2003), es una visión reduccionista 
que presenta al islam como la única fuente y el motor 
exclusivo de la historia de los países musulmanes, 
así como la causa de cualquier excepcionalidad. La 
llamada “falacia orientalista” busca causas comunes, 
siempre vinculadas con el islam, para todos los acon- 
tecimientos que suceden en los países musulmanes, 
sin tener en cuenta la existencia de otros factores que 
afectan por igual a estos países y a los que no son 
musulmanes. El orientalismo, además, presupone la 
existencia de un único islam, frente a la diversidad 
de interpretaciones existentes en la realidad. Aún 
hoy en día, muchos científicos sociales mantienen 
un cierto discurso orientalista en sus teorías. En esta 
línea, autores como Bernard Lewis (1990) sostienen 
que el concepto de libertad fue totalmente ajeno a la 
cultura musulmana hasta la época de la Revolución 
Francesa. En la misma línea, Huntington (1997) ha 
llegado a afirmar que el obstáculo no está en las in- 
terpretaciones radicales del islam, sino en el islam 
en sí mismo. 

No pocos expertos en la materia han creído que el 
déficit democrático que observamos en los países mu- 
sulmanes tiene su origen en la estrecha vinculación 
que, en su opinión, existe entre religión y política. 
Es difícil negar que la separación entre política y 
religión en muchos de estos países es bastante de- 
ficiente, pero también lo fue en muchos países de 
Europa Occidental a lo largo de los siglos XIX y XX, 
cuando existían movimientos católicos no liberales 
que contaban con amplios apoyos electorales y que 
acabaron convirtiéndose en la actual democracia 
cristiana. En realidad, la secularización gradual 
experimentada en Europa a partir del siglo XVIII 
permitió la democratización de los países occiden- 
tales, pero éstos materializaron con desigual éxito el 
mandato bíblico de dar a Dios lo que es de Dios y al 
César lo que es del César, es decir, la separación en- 
tre iglesia y Estado, de tal manera que aún hoy día, 
en algunos países europeos la jefatura del Estado va 
unida a la jefatura de la iglesia nacional, como es el 
caso de la Iglesia Anglicana en Reino Unido. 

En el caso del islam, es importante destacar que 
Mahoma fue, además de un profeta, un caudillo 
militar. Para algunos teóricos del islam, la actividad 
política constituye esencialmente una actividad re- 
ligiosa, aunque casi todos reconocen que la relación 
entre política e islam no es unívoca. Según Nazih 
Ayubi (1996: 45-6), la jurisprudencia islámica clásica 


—especialmente la que se desarrolló tras la escisión 
de sunníes y chiíes a finales del siglo VII— ha influido 
profundamente en la teoría política islámica presente 
y pasada, estableciendo los siguientes principios: 


e Los gobernantes deben guiarse en su tarea por el 
Corán y la Sunna, compuesta por algunas tradi- 
ciones sobre Mahoma y su tiempo, recopiladas en 
unas colecciones conocidas como hadices. 

e Los imames (encargados del culto) deben asegurar 
la integridad de la comunidad de creyentes (umma). 
Para ello velan por la aplicación de la sharia (ley 
religiosa que regula la vida social y personal de los 
musulmanes, y cuyo contenido varía en función de 
los contextos regionales). 

e Los gobernantes deben consultar sus decisiones 
(shura) con los ulemas (expertos juristas en materia 
religiosa) para que su gobierno no se aparte de los 
principios del islam (entre los que se encuentran la 
Sunna y la sharia). 

e Por estas razones, los ciudadanos no musulmanes 
no deben ser investidos de autoridad ni designados 
para el ejercicio de funciones públicas. 


Como consecuencia de todo ello, el islam adquirió 
desde los primeros tiempos un papel central, aunque 
impreciso, en la esfera política. Esta ambigiedad 
ha servido para que la mayoría de los regímenes 
políticos de los países musulmanes hayan revestido 
sus decisiones de cierta legitimidad religiosa, ya 
fueran autoritarios —como el Túnez de Habib 
Burguiba (1957-1987)—, totalitarios —como el Irán 
de Jomeini (1979-1989)—, o más liberales —como la 
monarquía jordana—. 

Pero no todos los autores han defendido la natu- 
raleza holística (es decir, integral o global) del islam. 
En realidad la sharia no incluye una regulación 
precisa e inequívoca sobre cómo debe ser el sistema 
político, lo que, a su vez, explica la variación insti- 
tucional que encontramos de unos Estados a otros. 
Por ello, y ya desde los años 20 del siglo pasado, al- 
gunos teóricos musulmanes como Ali Abd al Raziq 
o Mohamed Arkún consideraron que la política debe 
estar desvinculada de la religión y sólo depender de 
la racionalidad humana. 

Muchos científicos sociales de países musulmanes 
se han revelado contra la visión estrictamente orien- 
talista de la cultura política islámica (entre ellos, El 
Hachmi Handi 1996; Filali Ansari 1996; y Kubba 
1996), negando la existencia de un homo islamicus 
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antropológicamente distinto del resto de los hombres 
(Corm 1989: 118-119). Por lo demás, juristas y poli- 
tólogos musulmanes han destacado la existencia de 
instituciones islámicas clásicas que representan un 
sustrato protodemocrático. Entre otros ejemplos posi- 
bles, cabe citar la obligación del gobernante de consul- 
tar sus decisiones con los ulemas (o shura), que podría 
interpretarse en un sentido más amplio; o el ijtihad, 
instrumento para la adaptación del ordenamiento jurí- 
dico tradicional por cauces racionales. Este último me- 
canismo de producción racional de derecho positivo se 
encuentra casi totalmente en desuso desde el siglo X, 
aunque a lo largo de los siglos XIX y XX muchas voces 
han sugerido la conveniencia de recuperarlo para dotar 
a los países musulmanes de un ordenamiento jurídico 
moderno y acorde con los tiempos. En nuestros días, 
la reapertura del ijtihad es uno de los temas clave para 
los partidarios de la modernización del islam y de una 
relectura reformista de sus principios. 


6.2. La hipótesis del “Estado rentista” 


Desde la economía política, algunos autores han 
explicado que la fuerte presencia de regímenes no 
democráticos en los países musulmanes se debe a la 
naturaleza rentista de muchos de estos Estados. El 
desarrollo del concepto de Estado rentista es una 
de las grandes contribuciones que los estudiosos so- 
bre Oriente Próximo y el Norte de África han hecho 
a la ciencia política. Como ha expuesto Shambayati 
(1994), entre otros autores, los países rentistas se ca- 
racterizan por que un porcentaje significativo de sus 
ingresos totales procede de una serie de rentas no 
productivas. Éstas pueden ser de diversa naturaleza, 
como las que resultan de la exportación de materias 
primas sin transformar o apenas transformadas 
(ya sea el gas natural, el petróleo u otros recursos 
minerales), los préstamos de organismos interna- 
cionales, la ayuda internacional, los derechos de 
tránsito e incluso las remesas de divisas que envían 
los emigrantes. Estas rentas, ajenas a la actividad 
productiva, facilitan el equilibrio presupuestario, lo 
que permite incrementar el nivel de gasto público. 
A su vez, esto se traduce en un considerable peso 
relativo del Estado en la economía y en la existencia 
de bajos niveles de presión fiscal sobre la sociedad. 
Este último aspecto contribuye a desarticular las 
demandas de ciertos grupos en favor de mayores 
niveles de transparencia en el ejercicio de la función 
pública; es decir, evita la activación del principio 


clásico de “no taxation without representation” (“no 
hay impuestos sin representación política”), que tan 
fundamental fue para la emergencia de institucio- 
nes parlamentarias representativas y la limitación 
del poder de los monarcas absolutos en la Europa 
de los siglos XVII y XVIII. Si, por añadidura, el Es- 
tado maximiza el volumen de ingresos procedentes 
de rentas no productivas, puede entregarse a una in- 
tensa actividad redistributiva con el fin de mantener 
niveles aceptables de satisfacción popular sin sentirse 
obligado a reconocer ampliamente derechos civiles 
y políticos. Esta hipótesis explicaría especialmente 
el sesgo autoritario de las monarquías petroleras del 
Golfo Pérsico. 

Además, la naturaleza rentista del Estado puede 
bloquear la aparición de una burguesía autónoma, 
puesto que la combinación de bajos niveles de pre- 
sión fiscal y alto volumen de gasto público favorece 
el establecimiento de tupidas redes clientelares. Algu- 
nos teóricos de la democratización, como Barrinton 
Moore (1966) y Seymour M. Lipset (1981), han argu- 
mentado que el advenimiento de la democracia pasa 
por la transformación de la estructura de clases y, 
sobre todo, por la aparición de una burguesía autóno- 
ma, aunque este argumento ha sido también puesto 
en cuestión por otros autores (como Rustow (1970), 
Przeworski y Limongi (1997) o Bellin (2000). 


6.3. La hipótesis de los factores políticos 
e históricos 


Alternativamente, cabe la posibilidad de que la es- 
tabilidad de los regímenes dictatoriales establecidos 
en muchos países musulmanes se deba a factores. 
estrictamente políticos. Los países occidentales han 
procurado mantener relaciones estables y estrechas 
con la mayoría de los regímenes políticos establecidos 
en países árabes y musulmanes, con independencia: 
de su sistema político o su respeto por los derechos 
humanos. Las dinámicas generadas por la Guerra 
Fría y el enfrentamiento bipolar recomendaron 
asegurar la estabilidad política de los Estados que 
surgieron tras los procesos de descolonización, así 
como alimentar su capacidad represora frente a los 
movimientos de oposición surgidos desde la izquier- 
da en muchos de estos países. El apoyo incondicional 
de algunas potencias occidentales a muchas dicta- 
duras de la zona también se explica por el deseo de 
controlar o, al menos, de propiciar la estabilidad en 
una de las regiones del planeta que posee mayores 


Capítulo 12 / La cultura política 223 


recursos petrolíferos. Esto se ha manifestado, por 
ejemplo, en la cordial relación que Estados Unidos 
ha mantenido tradicionalmente con la monarquía 
de Arabia Saudita y algunos otros países producto- 
res de petróleo y regidos por dictadores. Todos estos 
procesos pueden explicar la escasa renovación de las 
elites políticas y la estabilidad de muchos regímenes 
de la región. 

Desde el final de la Guerra Fría y, sobre todo, desde 
la irrupción del terrorismo islamista en la escena in- 
ternacional (muy particularmente, desde los atentados 
del 11 de septiembre de 2001 en Estados Unidos), la 
aproximación estratégica de Occidente hacia los países 
musulmanes ha cambiado. Éstos se enfrentan ahora a 
intensas presiones externas para liberalizar, al menos 
parcialmente, sus sistemas políticos. 

Junto a las relaciones estratégicas, los problemas 
vinculados al subdesarrollo, los altos índices de des- 
igualdad, el tribalismo o la debilidad del Estado post- 
colonial son otros factores políticos y económicos 
que conviene tener en cuenta para explicar el déficit 
democrático de los países musulmanes. Sin embargo, 
aunque estos fenómenos se manifiestan tan habitual- 
mente en los países musulmanes como en los que no 
lo son, generando los mismos problemas políticos, 
no siempre son considerados en los análisis sobre la 
compleja relación entre democracia e islam. 

Tanto la hipótesis del Estado rentista, como la que 
hace referencia a otros factores políticos parecen te- 
ner mayor valor explicativo para el caso de los países 
musulmanes árabes que para el de los musulmanes 
no árabes. Alfred Stepan y Graeme Robertson (2003) 
han señalado la posibilidad de que las dificultades 
para democratizarse que experimentan estos países 
no respondan a un problema musulmán, sino a una 
excepción árabe. Estos autores sostienen que entre 
1972 y 2002 los países musulmanes que no pertene- 
cían a la Liga Árabe presentaron niveles de competi- 
tividad electoral mucho más exigentes que los de los 
países árabes. Es más, sólo cinco de los 22 países de 
la Liga Árabe solicitaron a distintos organismos in- 
ternacionales que supervisaran sus procesos electo- 
rales, mientras que sí lo hicieron 20 de los 25 países 
musulmanes no enmarcados en la Liga. En una in- 
vesigación posterior, Stepan y Robertson (2004) han 
calculado que el 50,5 por ciento de los musulmanes 
residentes en países de mayoría musulmana, pero 
no árabe, vive bajo sistemas políticos que permiten 
la competencia electoral, mientras que ningún país 
árabe cumple ese requisito. 


En resumen, es difícil afirmar, sin más, que el défi- 
cit democrático que padecen los países musulmanes, 
árabes y no árabes, sea debido a la especificidad con 
la que el sustrato islámico ha marcado su cultura 
política. Turquía, país candidato a convertirse en 
miembro de la Unión Europea, es un ejemplo palpa- 
ble de que la ecuación entre islam y falta de democracia 
no es irresoluble. 


6.4. El islamismo y la democracia 


En las últimas décadas, la irrupción del islamismo 
ha sido la variable que más profundamente ha trans- 
formado el panorama político de los países árabes y 
musulmanes. El islamismo es un concepto elusivo y 
difícilmente definible debido a la variedad de pers- 
pectivas y sensibilidades que abarca. 

Casi todos los Estados que nacieron tras la inde- 
pendencia de los países musulmanes experimentaron 
fuertes tendencias secularizadoras. Este fue el caso de 
algunos regímenes socialistas como el Egipto de Nas- 
ser (1954-1970), la Siria de Hafez el Asad (1971-2000) 
o el Irak de Sadam Hussein (1979-2003), y también de 
monarquías tradicionales como las de Jordania, Libia 
y Marruecos. El desgaste de los modelos socialista y 
nacionalista propició la aparición de una fuente de 
contestación política al sistema desde el campo re- 
ligioso. Muchos han relacionado este fenómeno con 
las nefastas consecuencias del desarrollismo de los 
años 60 y 70, que provocaron masivas migraciones 
del campo a la ciudad, enormes tasas de desempleo 
y significativos niveles de desventaja socioeconómica 
en ciertos sectores de la población. Todos estos fac- 
tores han favorecido una “revitalización religiosa”, 
como ha denominado este fenómeno Bertrand Badie 
(1994), que, a su vez, ha dado lugar a lo que hoy cono- 
cemos como islamismo. 

Han sido autores franceses los que han impulsado 
el concepto de islamismo; muy especialmente desde 
la obra de Gilles Kepel Faraón y el profeta (1984), 
que describe el enfrentamiento entre estos nuevos 
movimientos de oposición político-religiosos y las 
instituciones religiosas tradicionales, que habían 
sido hábilmente cooptadas por muchos de los líderes 
autoritarios de la región. 

El islamismo tiene un componente reformista que 
lo vincula con muchos movimientos intelectuales pa- 
sados y, muy en concreto, con la salafiyya (tradición 
reformista que arranca en el siglo XIX con Mohamed 
Abduh y Yamal al Din al Afgani, partidarios de una 
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regeneración de la vida política y cultural como reme- 
dio a la decadencia que, en su opinión, había supuesto 
la ocupación colonial de muchos de los actuales países 
musulmanes). El islamismo, en todas sus manifesta- 
ciones, ha tratado de difuminar aún más las fronteras 
entre política y religión. Muchos islamistas son tam- 
bién fundamentalistas y, como tales, pretenden una 
vuelta a los “fundamentos del islam”; de ahí, su apego 
a la literalidad de los textos sagrados. 

Las ciencias sociales tomaron conciencia de la 
importancia de este fenómeno tras el éxito de la 
Revolución Iraní que llevó al poder al ayatolá (líder 
religioso de los chiíes) Jomeini en 1979. La experien- 
cia de las elecciones argelinas de 1992, en las que 
un movimiento islamista (el FIS, Frente Islámico de 
Liberación) obtuvo una inesperada victoria, anulada 
posteriormente por el régimen militar, ha hecho pen- 
sar a muchos que, dada la pujanza de los islamistas, 
las elecciones multipartidistas resultarían una trampa 
mortal para la propia democracia si, como sucedió 
en Argelia, los islamistas ganaran los comicios. Sin 
embargo, como ha subrayado Stathis Kalyvas (1996, 
2000), algunos partidos religiosos europeos que 
durante el siglo XIX compartían un dudoso credo 
democrático, consiguieron integrarse en el juego de- 
mocrático durante el siglo XX. En el caso de Argelia, la 
cancelación de las elecciones de 1992 no permite saber 
si algo similar podría haber sucedido con el FIS. En 
todo caso, la visión alarmista sobre las posibles con- 
secuencias de elecciones libres en países con fuertes 
partidos islamistas no puede hacer olvidar que, en 
algunos países, el islamismo moderado representa la 
única fuente de oposición política a los gobiernos no 
democráticos, como es el caso de Marruecos. Tampoco 
cabe pasar por alto que Turquía estaba gobernada por 
un partido islamista moderado cuando en 2005 inició 
negociaciones de adhesión a la Unión Europea. 

El terrorismo islamista es sólo una de las sensi- 
bilidades más radicales que encajan dentro de esta 
etiqueta. Por su vinculación con movimientos reli- 
giosos muy concretos y ciertamente minoritarios en 
el conjunto de los países musulmanes, el terrorismo 
islamista debe ser visto como una excepción a la regla, 
aunque, por su intensidad y por la brutalidad de sus 
actuaciones, ha contribuido a estigmatizar la imagen 
del islam como una religión violenta y poco tolerante. 
Pero la realidad es que la inmensa mayoría de los más 
de mil millones de musulmanes que hay en el mundo 
viven sus vidas de forma pacífica y notablemente aleja- 
dos de cualquier tipo de fanatismo político o religioso. 


7. EJERCICIO DE COMPROBACIÓN 
DE HIPÓTESIS: ¿ES IMPORTANTE 
LA CULTURA POLÍTICA? 


7.1. Hipótesis y variables 


La hipótesis que vamos a comprobar afirma que la 
existencia de una cultura política caracterizada por 
niveles altos de confianza y cooperación influye 
positivamente en la estabilidad de las democracias, 
al margen de otros factores como las instituciones 
políticas o la realidad económica. En esta hipótesis, 
la variable dependiente es la estabilidad de las de- 
mocracias (medida en años de duración); la variable 
independiente es el nivel de confianza y cooperación 
que caracteriza a la cultura política. 


7.2. Expectativas y evidencia 


Si la hipótesis es correcta, esperamos descubrir que 
los países con democracias estables se caracterizan 
por tener una cultura política con niveles altos de 
confianza interpersonal y cooperación; y, a la in- 
versa, que los países en los que los ciudadanos no 
comparten ampliamente estas actitudes, o bien no 
son democracias o bien tienen democracias ines- 
tables. Además, también esperamos encontrar que 
estos factores culturales influyen en la democracia, 
con independencia de otras variables tales como las 
instituciones políticas o los niveles de riqueza. Para 
contrastar empíricamente la hipótesis, nos basaremos 
en los argumentos de otros autores que han utilizado 
ampliamente datos de encuestas de opinión, así como 
también indicadores de comportamientos tales como 
la implicación pública en asociaciones voluntarias. 
En diferentes libros dedicados a comprobar esta 
hipótesis, Inglehart ofrece sólidas evidencias de 
que los niveles altos de confianza interpersonal y de 
participación voluntaria en asociaciones están muy 
correlacionados con la estabilidad de las democracias. 
Los países que carecen de estos atributos culturales 
tienden a tener menos éxito en la construcción o el 
mantenimiento de instituciones democráticas estables. 
Sin dejar de admitir que los factores culturales asocia- 
dos a la democracia suelen estar correlacionados con 
niveles altos de desarrollo económico, Inglehart señala 
que la riqueza por sí sola no genera automáticamente 
la democracia. En consecuencia, la democracia no se 
alcanza introduciendo sólo cambios institucionales 
o mediante la intervención de las elites. Antes bien, 


los factores culturales intervienen de forma indepen- 
diente en la posibilidad de que surja o se estabilice 
una democracia. 

En un célebre estudio titulado Making democracy 
work (Haciendo que la democracia funcione), Robert 
Putnam (1993) se planteó por qué unas regiones de 
Italia tenían gobiernos más eficaces que otras. Des- 
cubrió que los factores económicos no lograban 
explicar estas diferencias de modo convincente. 
Según este autor, la clave residía en un aspecto de la 
cultura política, el capital social, es decir, el grado en 
que las personas confían unas en otras lo suficiente 
como para cooperar y formar asociaciones (sobre el 
concepto “capital social”, véase también el Capítulo 
10). Las tradiciones y los recursos culturales que 
conforman el capital social posibilitan, de acuerdo 
con la argumentación de Putnam, el establecimiento 
de una serie de redes sociales basadas en la con- 
fianza interpersonal y que, por lo tanto, facilitan 
la cooperación social y los intercambios económi- 
cos. Todo ello promueve el mejor funcionamiento 
de la democracia. Las regiones de Italia en las que 
Putnam pudo documentar la existencia de esta tra- 
dición de confianza y cooperación social lograban 
que la democracia funcionara mejor que las que se 
caracterizaban por niveles altos de recelo y falta de 
cooperación interpersonal. 

Desgraciadamente, apenas disponemos de datos de 
encuestas de países no democráticos. Por consiguien- 
te, no se pueden analizar de forma sistemática las 
actitudes públicas en este caso. Abundante evidencia 
histórica indica que las sociedades gobernadas por 
dictaduras presentan niveles bajos de participación en 
asociaciones voluntarias privadas. Difícilmente podría 
ser de otra forma, toda vez que estos regímenes restrin- 
gen severamente la libertad de asociación y reunión. 
Sólo en el ámbito doméstico y en aquellos espacios 
que faciliten la acción coordinada de las personas (por 
ejemplo, las empresas o las universidades) podrán aca- 
bar consolidándose, a partir de unas redes de confian- 
za clandestinas, núcleos de oposición al régimen. 


7.3. Conclusiones 


En una investigación que incluye a más de 40 países, 
Inglehart (1990) concluye que la cultura política es 
un factor fundamental para explicar la superviven- 
cia de la democracia. Las democracias estables se 
sustentan, por lo general, en las actitudes culturales 
identificadas en la hipótesis. Por su parte, Putnam 


y Otros estudiosos también han aportado evidencia 
empírica en respaldo del argumento según el cual la 
cultura política representa una importante variable 
independiente a la hora de explicar por qué la demo- 
cracia funciona bien en algunos casos, mientras que 
en otros lo hace menos eficazmente (o no funciona en 
absoluto). Estos hallazgos concuerdan con la hipóte- 
sis arriba enunciada. 

No obstante, algunos autores han puesto en duda 
la importancia de los factores culturales para expli- 
car tanto la transición hacia un régimen democrático 
como la estabilidad de la democracia. Según ciertas 
investigaciones (algunas de las cuales ya se han ex- 
puesto en este libro), una transición puede darse por 
múltiples circunstancias difícilmente predecibles 
de antemano (la muerte del dictador, una derrota 
bélica, etc.). Adam Przeworski y Fernando Limongi 
(1997) han demostrado que la ausencia de una cultu- 
ra democrática previa no constituye necesariamente 
un obstáculo para que el régimen evolucione hacia 
formas democráticas. Por otra parte, una vez que 
existe la democracia, el único factor determinante 
para su supervivencia es que la renta per cápita 
mantenga un nivel mínimo. La cultura política de 
sus ciudadanos representa, en todo caso, una varia- 
ble secundaria. 

Por otra parte, la obra de Putnam también ha sido 
objeto de críticas sustantivas. Algunos críticos han 
argumentado que la mera experiencia participativa 
que proporcionan las asociaciones no promueve 
necesariamente la interiorización de valores demo- 
cráticos, pues hay muchas asociaciones jerárquicas, 
e incluso autoritarias, que más bien podrían generar 
en sus miembros experiencias de aprendizaje contra- 
rias. Otros autores cuestionan la eficacia explicativa 
de argumentos que se retrotraen tantos siglos en la 
historia, teniendo en cuenta que Putnam atribuye el 
origen del capital social en ciertas regiones de Italia 
al tipo de relaciones sociales y políticas que preva- 
lecían en la Edad Media. Se ha señalado asimismo 
que los argumentos de Putnam resultan sumamente 
deterministas: no sólo estima poco probable que las 
regiones en las que no se han desarrollado dichas 
relaciones de cooperación y confianza establezcan 
instituciones democráticas que funcionen correcta- 
mente, sino que aparentemente rechaza la idea de que 
la democracia pueda ser el resultado de un acuerdo 
político entre las elites; en definitiva, Putnam parece 
entender que las democracias sólo se construyen de 
abajo a arriba, esto es, por iniciativa de una sociedad 
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en la que imperen relaciones de confianza mutua 
desarrolladas a lo largo de mucho tiempo. Tampoco 
parece tomar en consideración la posible incidencia 
del grado de desigualdad socioeconómica en la exis- 
tencia de capital social. Sin embargo, según algunos 
críticos, es más fácil que la confianza necesaria 
para que se desarrollen redes de cooperación arrai- 
gue allí donde la desigualdad es menor y donde, por 
tanto, no se dan altos niveles de polarización social. 
Finalmente, una paradoja que Putnam no resuelve 
es por qué fueron precisamente las regiones con 
mayor tradición de capital social las que más apoyo 
popular prestaron al fascismo en los años 20 y 30 
del siglo XX. 


TÉRMINOS CLAVE 
(en negrita en el texto) 


Cultura política 
Valores políticos 
Normas sociales 
Subcultura política 
Socialización política 
Cultura cívica 
Valores posmaterialistas 
Modernización 
Posmodernización 
Orientalismo 

Estado rentista 
Islamismo 


CAPÍTULO 13 


LAS GRANDES IDEOLOGÍAS 
DEL SIGLO XX EN OCCIDENTE: 


Liberalismo, socialismo, 
fascismo y feminismo 


Ese capítulo pretende familiarizar al lector con cua- 
tro de las ideologías más relevantes del siglo XX que 
han dejado un poso importante en las sociedades de- 
mocráticas contemporáneas. En la primera sección se 
presentan de forma muy sucinta algunos aspectos del 
liberalismo no expuestos ni analizados en otros capítu- 
los. A continuación se hace un recorrido por las dife- 
rentes corrientes del socialismo y el fascismo, antes de 
aportar una visión general sobre una de las ideologías 
que más importancia ha cobrado en el último tercio 
del siglo XX: el feminismo. La última sección incluye 
un ejercicio de comprobación de hipótesis en torno a la 
debatida cuestión sobre el “fin de las ideologías”. 


1. UNA DEFINICIÓN DE IDEOLOGÍA 


En prácticamente todos los países del mundo, las 
ideas políticas han representado un papel crucial en 
la configuración de los tipos de gobierno que se han 
desarrollado con el tiempo, así como en el compor- 
tamiento político de los ciudadanos. Quizás debido 
a su ubicuidad en lugares tan diferentes, las ideas 
políticas y los términos que se emplean para expre- 
sarlas pueden provocar confusión. Como hemos 
señalado antes, términos como “liberalismo”, “con- 
servadurismo”, “socialismo” y “feminismo” pueden 
tener significados diferentes en distintos contextos 


históricos o específicos de cada país. Uno de los 
propósitos de este capítulo consiste en contribuir a 
aclarar esta ambigüedad conceptual. 

Para empezar, el término ideología se emplea de 
diferentes formas. El empleo más informal y cotidia- 
no que se hace de él suele aludir a poco más que a la 
orientación política general de una persona. Cuando 
la gente afirma “ideológicamente soy conservador” o 
“soy feminista”, suele querer decir simplemente que 
se identifica con un partido conservador o con causas 
feministas de una forma muy general, sin necesidad 
de suscribir una teoría minuciosamente elaborada 
de la política o una guía programática exhaustiva 
para la acción política. Pero los politólogos manejan 
normalmente una concepción más elaborada de la 
ideología. Según esta definición, la ideología es un 
conjunto coherente de ideas que incluye: 


1. una teoría sobre las relaciones entre la sociedad y 
el Estado; 

2. una noción de los valores que deben informar la ac- 
ción política y de las bases de la legitimidad política; 

3. un programa de acción que indica los objetivos, 
los ideales, las políticas y las actuaciones que 
deben seguir el Estado, las elites políticas y los 
ciudadanos. 
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Las ideologías pueden influir poderosamente 
en el comportamiento político de la sociedad. La 
capacidad de las elites políticas para atraer a mu- 
chos seguidores depende, en buena medida, de su 
habilidad a la hora de exponer a los ciudadanos 
los puntos clave de su ideología. Son seguramente 
muy pocas las personas que viven en democracias 
consolidadas y han leído las obras de pensadores 
como John Locke, Jean Jacques Rousseau, James 
Madison, John Stuart Mill o Mary Wollstonecraft, 
pero la mayoría de los ciudadanos, a través de su 
socialización política, han aprendido que la demo- 
cracia implica el derecho a votar, así como otros 
derechos y libertades en torno a los que estos y otros 
autores reflexionaron en el pasado y compusieron 
obras “clásicas” para los politólogos. 

En el transcurso de la historia ha habido rela- 
tivamente pocas corrientes políticas lo bastante 
coherentes como para ser consideradas ideologías. 
La mayoría de ellas florecieron en el siglo XX, al que 
se suele apodar “el siglo de las ideologías”. En este 
capítulo nos vamos a ocupar de cuatro: el liberalismo, 
el socialismo, el fascismo y el feminismo. Las grandes 
diferencias entre estas formulaciones ideológicas han 
provocado algunos de los conflictos más amargos de 
la historia de la humanidad. 

Cada una de las cuatro ideologías tiene sus varian- 
tes. En algunos casos, estas variantes comparten mu- 
chos elementos, pero, en otros, las tendencias dentro 
de una misma ideología pueden ser tan diferentes 
que llegan a constituir ideologías diferenciadas. No 
sin frecuencia, estas corrientes internas han desen- 
cadenado intensos conflictos entre sus seguidores 
con el resultado de largos debates e incluso san- 
grientas disputas sobre la interpretación “correcta” 
de la ideología. Por ejemplo, la tradición socialista 
ha producido dos tendencias muy diferentes: el co- 
munismo marxista-leninista, de estilo soviético, y 
la socialdemocracia, de orientación occidental. De 
igual modo, dentro del feminismo podemos encon- 
trar corrientes que ponen el énfasis en la igualdad 
entre varones y mujeres, y otras que conceden más 
importancia a las diferencias. 

Difícilmente se podrá analizar la política en el 
mundo contemporáneo sin considerar sus funda- 
mentos ideológicos. Ahora bien, algunos estudiosos 
afirman que los grandes conflictos ideológicos del 
siglo XX se están desvaneciendo. ¿Hemos llegado al 
“fin de las ideologías”? Examinaremos esta hipótesis 
al final del capítulo. 


2. EL LIBERALISMO 


En el mundo actual, liberalismo significa esencial- 
mente democracia. Como este libro dedica tres capí- 
tulos a la democracia, no vamos a llevar a cabo aquí 
un análisis detallado sobre la ideología liberal. No 
obstante, sí parece útil clarificar los diferentes signi- 
ficados que el término “liberalismo” ha adquirido en 
el transcurso de su evolución histórica. 

De acuerdo con su definición más antigua y ge- 
neral, el liberalismo hace referencia a un sistema de 
gobierno que garantiza la libertad. Éste es el signifi- 
cado original del término, tal y como surgió a finales 
del siglo XVII y principios del XVIII en Gran Bretaña, 
y tal y como se desarrolló en el transcurso de los siglos 
XVIII, XIX y principios del XX, particularmente en 
Gran Bretaña, América y Francia. Cuando apareció 
por primera vez, supuso un desafío directo al gobierno 
de las monarquías absolutas y la aristocracia porque 
era una expresión de las ideas básicas de que el poder 
del Estado debía limitarse y la ley debía garantizar 
ciertas libertades. Desde el principio, la esencia del li- 
beralismo radicó en la oposición al poder tiránico del 
Estado. Sólo en el consentimiento de los gobernados 
radicaba la fuente de la legitimidad. 

Para sus primeros defensores, como Locke, Madi- 
son y Jefferson, el liberalismo no implicaba una demo- 
cracia basada en el sufragio universal. Los primeros 
liberales adoptaron un concepto muy elitista de libe- 
ralismo, fundado en la idea de que sólo un pequeño 
sector del pueblo, formado principalmente por varones 
blancos, ricos y cultos, era lo suficiente ilustrado como 
para gobernar la sociedad y asegurar la aplicación de 
los derechos civiles y las libertades políticas básicas. 
Tendían a apoyar el sufragio restringido, y el derecho 
al voto correspondía principalmente a los varones con 
determinado nivel de renta. 

Además, para muchos de los primeros liberales, el 
concepto de liberalismo incluía componentes tanto 
políticos como económicos. Mientras el liberalismo 
político destacaba la idea de gobierno con el consen- 
timiento de los gobernados, el liberalismo económico 
resaltaba que el Estado debía limitar al mínimo su 
papel en la economía, dejando el grueso de las activida- 
des económicas de la nación en manos de individuos y 
empresas privadas. El liberalismo económico tempra- 
no defendía la economía de la libre empresa. Buscaba 
desmantelar el vasto edificio de impuestos, monopo- 
lios estatales, aranceles y otras formas de intervención 
gubernamental en la vida económica, frecuentes en la 
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mayoría de los regímenes monárquicos, generalmente 
englobados bajo el concepto “mercantilismo”. En cam- 
bio, apoyaba el libre funcionamiento de los mercados 
de bienes y servicios. 

A medida que evolucionaron las ideas liberales 
en los siglos XIX y XX, se impuso gradualmente la 
noción de que un orden político liberal requería la 
participación democrática de la sociedad. El sufragio 
universal se convirtió finalmente en realidad durante 
y después de la Primera Guerra Mundial, cuando las 
mujeres lograron el derecho a votar en Reino Unido 
(1918), Alemania (1919), Estados Unidos (1920) y Es- 
paña (1931), por citar sólo algunos ejemplos. Muchos 
países adoptaron el sufragio universal después de la 
Segunda Guerra Mundial. Por consiguiente, el libera- 
lismo como ideología política es hoy día sinónimo de 
la democracia moderna. 

El concepto de liberalismo económico también 
ha cambiado con el tiempo, especialmente en la 
segunda mitad del siglo XX. Mientras los primeros 
partidarios del liberalismo económico abogaban por 
la mínima implicación de los Estados en la econo- 
mía, desde la Segunda Guerra Mundial la mayoría 
de quienes se declaran liberales han aceptado la idea 
de que los poderes públicos deben desempeñar un 
papel significativo en la vida económica nacional. En 
lugar de defender un sistema económico de mercado 
completamente libre, aceptan la conveniencia de un 
sistema de mercado parcialmente libre. En nuestros 
días, los partidarios del liberalismo económico re- 
conocen que los Estados deben recaudar impuestos, 
regular la banca y los mercados de valores, promover 
el crecimiento económico y proporcionar servicios 
de bienestar social a la población, como educación, 
seguro de desempleo y pensiones. Aunque muchos 
defienden que el sector público y la intervención es- 
tatal en la economía se mantengan dentro de unos 
estrictos límites, aprueban un grado de intervención 
gubernamental en la economía mucho más alto que 
los liberales clásicos en el pasado. 

La interacción de los conceptos de liberalismo 
económico y de liberalismo político ha producido 
diferentes corrientes de liberalismo en el mundo 
contemporáneo. Por ejemplo, en Estados Unidos el tér- 
mino “liberalismo” que se usa en el lenguaje cotidiano 
tiene un significado más restringido y específico que 
el general que acabamos de describir. El liberalismo 
en Estados Unidos es una variante de la tradición li- 
beral que cabe denominar “liberalismo del bienestar 
social” (social welfare liberalism). El liberalismo del 


bienestar social hace referencia a la intervención gu- 
bernamental activa en la economía y la sociedad, con 
el propósito de promover el crecimiento económico, 
el bienestar de la comunidad y la justicia social. 
Con su énfasis en el intervencionismo estatal, esta 
concepción del liberalismo fraguó durante la etapa 
del New Deal de Franklin D. Roosevelt (1882-1945). 
Cuando llegó a la Presidencia de Estados Unidos en 
1933, en un momento en el que las tradiciones políti- 
cas estadounidenses excluían la intervención estatal a 
gran escala en el sector privado, Roosevelt se distanció 
de ellas y lanzó medidas radicales para combatir la 
Gran Depresión. Por entonces, los defensores del papel 
activo del ejecutivo federal en Estados Unidos empeza- 
ron a ser conocidos como “liberales”, principalmente 
porque suscribían una interpretación liberal (es decir, 
permisiva) del principio constitucional de “promover 
el bienestar general” (inscrito en el preámbulo de la 
Constitución de Estados Unidos). 

Frente a estos “liberales” se han situado los “conser- 
vadores”. El conservadurismo en Estados Unidos es 
heredero de la tradición liberal clásica de la mínima 
interferencia del Estado en la economía. Durante las 
décadas del New Deal, muchos conservadores acé- 
rrimos calificaban de herejía las intervenciones de 
Roosevelt en la economía. En nuestros días, las di- 
ferencias entre liberales y conservadores en Estados 
Unidos no son tan grandes como en los años 30 del 
pasado siglo. Por lo general, los conservadores prefie- 
ren un intervencionismo estatal más limitado, menos 
gasto público y una mayor libertad de actuación para 
el sector privado. Por añadidura, tienden a ponerse del 
lado del sector empresarial en las relaciones entre los 
trabajadores y la dirección. En las últimas décadas, 
liberales y conservadores estadounidenses discrepan 
también en valores tales como el aborto y la oración 
matutina en la escuela. Los “conservadores culturales,” 
relacionados a menudo con la derecha cristiana, son 
más propensos a adoptar posiciones pro-vida y pro- 
oración que los liberales. Los conservadores, por lo 
general, han gravitado hacia el Partido Republicano. 

En muchos países, el término “liberalismo” también 
tiene dos significados muy similares a los empleados en 
el contexto estadounidense. En gran parte del mundo, 
el primer significado de liberalismo es el tradicional: 
como orientación política general, el liberalismo apoya 
la libertad política y económica frente al autoritarismo 
y el socialismo. En países en los que la democracia 
está naciendo o no se permite que nazca, el liberalis- 
mo suele entenderse en su significado originario, es 
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decir, como un sistema de gobierno que garantiza 
los derechos fundamentales y las libertades básicas 
del individuo. 

La segunda acepción de liberalismo se aproxima un 
pocoalsignificado másespecífico que haadquiridoenla 
política estadounidense del siglo XX. Muchos políticos 
y partidos políticos que se califican de “liberales” en 
Europa Occidental y otros lugares combinan un fuerte 
apoyo al libre mercado con actitudes que promueven 
un grado limitado de intervención estatal para mejorar 
las condiciones generales de vida. Los liberales suelen 
situarse en una posición intermedia del espectro 
político, entre los partidos más conservadores (que 
ocupan la derecha) y los partidos socialdemócratas 
(que predominan en la izquierda). 

El conservadurismo también adquiere diferentes 
significados en función del contexto. En su significado 
más literal, el conservadurismo significa resistencia a 
cualquier tipo de cambio, a menos que sea absolu- 
tamente necesario. Si ha de realizarse algún cambio 
para salvar el país o conservar determinados valores 
esenciales, entonces éste debe ser gradual, en ningún 
caso repentino o revolucionario. Por consiguiente, el 
término “conservador” se puede aplicar literalmente a 
una persona que desea que las cosas se conserven tal 
y como están, independientemente de que el sistema 
de gobierno sea una monarquía, una dictadura co- 
munista o una democracia floreciente. Para Edmund 
Burke (1729-1797), considerado el padre fundador del 
pensamiento conservador británico, el orden consti- 
tucional de la monarquía, el parlamento y la iglesia 
habían demostrado su legitimidad en Gran Bretaña a 
lo largo de los siglos. Desde su punto de vista, el saber 
acumulado de la tradición no se debía abandonar de 
forma precipitada por el empuje fortuito y arrollador 
de la Revolución Francesa 

En la actualidad, los dirigentes conservadores de 
las democracias establecidas no ponen en cuestión 
los principios, las instituciones y los procedimientos 
democráticos. Entre este grupo de demócratas conser- 
vadores podemos encontrar similitudes genéricas, así 
como también diferencias apreciables. El Presidente de 
Estados Unidos George Bush, los ex-primeros minis- 
tros de Reino Unido Margaret Thatcher y John Major, 
la Canciller de Alemania Angela Merkel, el Presidente 
de Francia Jacques Chirac, y el Primer Ministro de Ja- 
pón Junichiro Koizumi son todos líderes democráticos 
considerados conservadores. Por regla general, todos 
ellos han dado prioridad máxima al libre mercado. 
Sin embargo, los conservadores japoneses y europeos 


tienden más a apoyar un Estado intervencionista que 
los conservadores estadounidenses. La noción de que 
“el gobierno que gobierna menos es el mejor gobierno” 
encaja fundamentalmente en el conservadurismo es- 
tadounidense; en cambio, los conservadores de otras 
democracias del mundo, como la francesa, valoran 
mucho un Estado fuerte. En definitiva, aunque mu- 
chos conservadores suscriban los principios liberales 
en la organización de la vida política y económica, 
liberalismo y conservadurismo no son en absoluto 
conceptos intercambiables. 


3. EL SOCIALISMO 


Los orígenes de los movimientos socialistas del siglo 
XX se remontan a la Europa decimonónica. El socia- 
lismo surgió como una reacción contra los excesos de 
la industrialización y el libre mercado. A lo largo del 
siglo XIX, la Revolución Industrial inundó las ciudades 
y los campos de Gran Bretaña, Francia, Alemania y 
otros países de fábricas mugrientas y barrios misera- 
bles. Durante la mayor parte del siglo, los gobiernos no 
hicieron casi nada por regular la jornada laboral, es- 
tablecer seguros de enfermedad o poner fin al trabajo 
infantil, de tal manera que los empresarios podían con- 
tratar a sus empleados sin ningún tipo de cortapisas. 
Como la asistencia sanitaria y el seguro de desempleo 
no existían o eran muy restringidos, la inmensa mayo- 
ría de los trabajadores, faltos de oportunidades educa- 
tivas básicas, encaraban un futuro sin esperanza, con 
pocas probabilidades de prosperar. Los campesinos 
que poseían poca o ninguna tierra trabajaban para sus 
terratenientes en circunstancias igualmente precarias. 

Estas condiciones provocaron varias corrientes de 
ideología socialista. En la primera mitad del siglo XIX, 
algunos pensadores socialistas concibieron elabora- 
dos planes para sustituir el sistema de libre mercado 
(el capitalismo) por un sistema económico totalmente 
diferente en el que los trabajadores, o el pueblo en 
general, poseyeran colectivamente las fábricas, las 
granjas, las minas y otras empresas productivas. La 
propiedad común de la economía (o comunismo) sus- 
tituiría, por tanto, a la propiedad privada. Mientras los 
esquemas propuestos por estos pensadores diferían 
en los detalles, coincidían en un punto esencial: el 
capitalismo era un sistema económico inestable y ex- 
plotador que tenía que ser sustituido por una sociedad 
más humana, basada en los valores de la igualdad y la 
comunidad. Estos pensadores llegaron a ser conocidos 
como “socialistas utópicos”, término que se deriva 
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de la descripción de Tomás Moro (1478-1535) de una 
sociedad ideal en su libro Utopía, publicado en 1516. 
Sin embargo, la mayoría de los intentos de establecer 
comunidades socialistas de acuerdo con este ideario 
fracasaron en Europa. En algunos casos, sus defen- 
sores viajaron a Estados Unidos y crearon sociedades 
utópicas en Texas, Indiana, Nueva Jersey y otros Es- 
tados federados. Gran parte de estos experimentos 
también tuvieron una vida corta. 

Karl Marx (1818-1883), muy influido por los socia- 
listas utópicos, desarrolló en el transcurso de su larga 
carrera como ideólogo un sistema de pensamiento 
mucho más sofisticado que incorporaba elementos de 
filosofía, historia, economía, sociología y teoría políti- 
ca. Marx se convirtió en la principal fuente intelectual 
del socialismo del siglo XX. Aunque sus complejas 
ideas han sido interpretadas de formas diferentes por 
sus contemporáneos y las siguientes generaciones, el 
propio Marx compartía con los socialistas utópicos 
la noción básica de que el capitalismo albergaba en 
su seno la semilla de su destrucción y tenía que ser 
remplazado por la propiedad común gestionada por 
los trabajadores. 

Así, de acuerdo con su significado original deci- 
monónico, el socialismo es un sistema económico 
y político que aspira a abolir la empresa privada (el 
capitalismo), remplazándola por una forma de propie- 
dad común de las fábricas, granjas y otras empresas 
productivas. La mayoría de los teóricos del siglo XIX, 
incluido Marx, no establecieron una clara distinción 
entre los términos “socialismo” y “comunismo”, solían 
usarlos de forma intercambiable. 


3.1. El marxismo 


Resumir el pensamiento de Marx no es tarea fácil. Los 
siguientes apartados ofrecerán algunos de los puntos 
esenciales del marxismo, sin subestimar su compleji- 
dad, ambigiiedad y sus incoherencias internas. 


La historia tiene un sentido 


Marx nació en 1818 en la ciudad alemana de Tréveris 
(entonces Prusia Occidental). Tras estudiar derecho 
en la Universidad de Bonn entre 1835 y 1836, se tras- 
ladó a Berlín y se sintió atraído por las ideas de una 
de las figuras más influyentes de la filosofía moder- 
na, Georg Wilhelm Friedrich Hegel (1770-1831). Marx 
sentía una curiosidad particular por la filosofía de la 
historia de este autor alemán. 


Hegel mantenía que la historia humana tiene un 
propósito y una dirección identificables. Afirmaba 
que la progresión de la historia en el largo plazo se 
mueve conforme a un proceso denominado “dialécti- 
ca”. Para Hegel la dialéctica significa que la historia 
avanza por medio de choques recurrentes entre fuer- 
zas Opuestas. Creencias religiosas, ideas filosóficas y 
formas de expresión artística: durante miles de años, 
estos y otros elementos han estado siempre y en todas 
partes enfrentados. El progreso de la humanidad 
desde una época histórica hasta la siguiente siempre 
implica conflicto. Hegel aplicó a estos choques cons- 
tantes el término “contradicciones”. 

Hegel creía, además, que estas contradicciones 
surgían debido a que casi todo ente o proceso crea 
su propio opuesto. “La contradicción es la raíz y el 
movimiento de toda la vida”, escribió. Sostenía tam- 
bién que la humanidad alcanzaría finalmente una 
síntesis final, un estado de perfección, más allá del 
cual no habría ya conflictos. Según Hegel, este ca- 
mino tortuoso, pero inexorable de la dialéctica hacia 
la perfección humana era guiado en última instancia 
por Dios. 

Marx se sintió cautivado por la visión de Hegel 
del proceso dialéctico de la historia. Pero, como era 
ateo, Marx no podía aceptar el supuesto de Hegel 
de que Dios presidía el proceso dialéctico. Hegel era 
un filósofo “idealista” en el sentido de que creía en 
fuerzas espirituales o “ideales” como la deidad; Marx, 
en cambio, un filósofo “materialista”, puesto que re- 
chazaba las esencias espirituales y entendía que éstas 
eran meros derivados de las estructuras materiales. 


La economía y el conflicto de clases como motor de 
la historia 


Ya en sus primeros manuscritos, Marx identificó los 
factores económicos como los fundamentos materiales 
de la acción humana. Para Marx, la propiedad priva- 
da representaba la primera causa de la alienación, es 
decir, la condición en la que vive quien no es dueño de 
sí mismo. Arguyó que mientras existiera la propiedad 
privada, los trabajadores seguirían implicándose en 
la producción de unos objetos que no les pertenecían. 
Sus empleadores vendían estas mercancías y se embol- 
saban las ganancias, remunerando a los trabajadores 
con salarios de subsistencia. Los trabajadores estaban, 
pues, “alienados” de los verdaderos productos de su 
trabajo. La única manera de salir de esta penosa con- 
dición, proclamaba Marx, era el comunismo. 
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Durante los siguientes años, Marx depuró su noción 
central según la cual las principales fuerzas motrices 
de la sociedad y la política son de naturaleza económi- 
ca. A su esfuerzo se unió Friedrich Engels (1820-1895), 
hijo de un rico industrial alemán que se hizo socialista 
en su juventud. Entre ambos escribieron, a petición 
de un grupo de comunistas alemanes, El manifiesto 
comunista, publicado en 1848. En esta y otras obras 
posteriores, Marx desarrolló dos ideas centrales que 
definen el materialismo histórico. 

La primera de ellas establece que las relaciones 
económicas condicionan todo lo que sucede en los 
asuntos humanos, incluyendo el tipo de gobierno de 
un país, así como sus creencias y convenciones socia- 
les predominantes. Para Marx, la economía determina 
la política. En lo esencial, quien controla la economía 
de una nación controla también su sistema político, 
incluidas todas las instituciones estatales así como 
las actitudes políticas y las pautas de comportamiento 
social. Así pues, el Estado es siempre manipulado por 
quienes poseen el poder económico. 

La segunda idea central del concepto de mate- 
rialismo histórico de Marx es el conflicto de clases. 
Marx mantenía que allí donde hay propiedad priva- 
da de “los medios de producción” (fábricas, tierra, 
tecnología y fuerza de trabajo humana) surgen clases 
sociales. En condiciones de propiedad privada, las 
relaciones entre las principales clases sociales son 
siempre antagónicas, según Marx. “Hasta ahora, la 
historia de la sociedad” escribe en El manifiesto co- 
munista, “es la historia de las luchas de clases”: entre 
amos y esclavos en el mundo antiguo, entre señores 
y siervos en el mundo medieval dominado por el 
modo de producción agrícola, y entre capitalistas y 
trabajadores en la Europa del siglo XIX, en la que 
el capitalismo industrial representaba el modo de 
producción dominante. 

Marx usaba el término burguesía para referirse a 
la clase capitalista en los países en vías de industria- 
lización. Esta clase reunía a los empresarios propie- 
tarios de fábricas y otras empresas productivas, junto 
a otros empresarios privados que se beneficiaban de 
proporcionar sus servicios en una economía de libre 
empresa: banqueros, abogados, contables, etc. Marx 
empleaba el término proletariado para referirse a la 
clase industrial trabajadora formada principalmente 
por obreros industriales. Creía que estas dos clases 
estaban destinadas a chocar como chocaban los tér- 
minos de las contradicciones de la filosofía hegelia- 
na. Cumpliendo las leyes de la dialéctica, la burguesía 


crearía la clase que posteriormente la destruiría. Al 
construir fábricas, los capitalistas forjaban efectiva- 
mente la clase trabajadora. Por lo tanto, “la burguesía 
produce, sobre todo, a sus propios enterradores”, es- 
cribía Marx. f 

Marx estaba convencido de que, con el tiempo, 
cuando madurara el capitalismo industrial, las 
contradicciones inherentes entre la burguesía y el 
proletariado se intensificarían de forma inevitable. 
Los ricos se harían más ricos, y los pobres, más po- 
bres. Los capitalistas más competentes expulsarían 
del mercado a sus competidores, un proceso que 
Marx llamaba “monopolización”. En consecuencia, 
el tamaño de la burguesía disminuiría y la riqueza 
de la sociedad se concentraría en muy pocas manos. 
La clase media, compuesta de pequeños propietarios 
independientes —titulares de pequeños comercios, 
artesanos, pequeños agricultores, etc.— sería también 
víctima de la implacable competencia capitalista. La 
clase media, derrotada por la agresividad de la em- 
presa a gran escala, desaparecería progresivamente 
y se incorporaría a la clase trabajadora. Cuando el 
número de proletarios desbordara la capacidad del 
sistema capitalista para emplearlos, los desempleados 
crearían un vasto “ejército de reserva del proletariado”: 
el Lumpenproletarit, el “proletariado en harapos”. 

Entretanto, la elite capitalista utilizaría su control 
del Estado para reforzar su dominio sobre el proleta- 
riado. Marx concebía el Estado como un instrumento 
de la dominación de clase. “El poder político”, escribió 
en El manifiesto, “es sencillamente el poder organizado 
de una clase para oprimir a otra”. En las sociedades 
capitalistas, “el gobierno no es otra cosa que un co- 
mité que maneja los asuntos de la burguesía”. Desde 
el punto de vista de Marx, la democracia electoral en 
las sociedades capitalistas no constituía más que un 
engaño para la clase trabajadora; simplemente, una 
“democracia burguesa” minuciosamente manipulada 
por la clase capitalista en su propio beneficio. En opi- 
nión de Marx, las asambleas legislativas, los partidos 
políticos, los políticos, todos apoyaban a los grandes 
industriales. Gran Bretaña, donde Marx vivió desde 
1849 hasta que murió en 1883, le impresionó como 
ejemplo ilustrativo de cómo un sistema parlamenta- 
rio podía ser dominado por los capitalistas. 

Allí donde el capitalismo se hubiera desarrollado 
plenamente, afirmaba Marx, el proletariado llegaría a 
estar compuesto por la inmensa mayoría de la pobla- 
ción, de tal manera que sólo cerca del 10 por ciento 
de ésta terminaría siendo propietaria de empresas o 
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negocios privados. En estas circunstancias, el prole- 
tariado sobrepasaría numéricamente de forma con- 
siderable a los capitalistas, abriendo paso inexorable- 
mente al momento de la revolución y el socialismo. 


La revolución socialista 


En El manifiesto, Marx y Engels consideraban que 
la burguesía capitalista estaba destinada a ser de- 
rrotada por la revolución de la clase trabajadora. 
Reducida a una pequeña minoría de la población, la 
clase burguesa sería incapaz de contener el creciente 
resentimiento del proletariado. Éste, imbuido de una 
“conciencia de clase” cada vez mayor, emprendería “la 
destrucción forzosa de todas las condiciones sociales 
existentes” en un arranque revolucionario espontáneo. 
Así, a través del choque dialéctico entre la burguesía 
y el proletariado, la humanidad se elevaría al plano 
histórico superior del comunismo. 

Una vez en el poder, según la predicción de Marx y 
Engels, la clase trabajadora desmantelaría el sistema 
capitalista por completo. La propiedad privada de los 
medios de producción sería abolida para siempre, y 
los “expropiadores” capitalistas serían expropiados. 
Los trabajadores se apropiarían de las fábricas, las 
granjas y otras empresas productivas, reorganizando 
la vida económica en beneficio del pueblo. Con la di- 
solución de la propiedad privada y su transformación 
en “propiedad de todos los miembros de la sociedad”, 
todas las distinciones de clase dejarían de existir, de 
tal manera que la explotación económica de una clase 
por parte de otra ya no sería posible. El proletariado 
evitaría escrupulosamente convertirse en una nueva 
clase dominante, por lo que el comunismo haría rea- 
lidad una verdadera sociedad sin clases. 

Y lo que es más importante aún, Marx y Engels 
afirmaban que la abolición de la propiedad privada 
debía tener lugar simultáneamente a la abolición 
del Estado burgués. De hecho, la toma del poder del 
Estado sería la primera tarea de los revolucionarios. 
Una vez que hubieran controlado las principales 
instituciones del gobierno, el proletariado utilizaría 
su control del Estado para arrebatar todo el poder 
económico a la burguesía. Para lograrlo, los traba- 
jadores tendrían que establecer una “dictadura del 
proletariado” provisional. 

En realidad, cuando los capitalistas fueran des- 
pojados de su poder económico, el gobierno en sí 
dejaría de existir como institución política. El Estado 
sencillamente se extinguiría. Si bien en la sociedad 


comunista podría seguir existiendo una “administra- 
ción” que se ocupara de los servicios básicos, el Estado 
ya no sería un instrumento de dominación de clase. 
Ya no tendría poder político real. Al abolir la propie- 
dad privada, la victoriosa clase trabajadora acabaría 
con el conflicto de clases, y al superar el conflicto de 
clases, que es la fuerza impulsora de la política, aca- 
baría con la política en sí. En otras palabras, bajo el 
comunismo, la propiedad privada, las clases sociales, 
el conflicto, el Estado, el poder político e incluso la 
política en sí desaparecerían. 

Simultáneamente a la desaparición de la política 
en la sociedad comunista, las condiciones económicas 
mejorarían notablemente. Marx y Engels profetizaron 
que la gran masa de la población respondería a su 
libertad recién adquirida con un arranque de crea- 
tividad y energía productiva. Aunque todos tendrían 
que trabajar, lo harían para toda la sociedad, no para 
los codiciosos capitalistas. El resultado sería una su- 
perabundancia de bienes socialmente útiles de la que 
todos se beneficiarían. Así, Marx y Engels describían 
la sociedad comunista como una utopía idílica. En 
términos hegelianos, el comunismo representaba la 
predicción de Marx para la última fase de la dialéctica 
de la historia humana. Más allá de algunas generaliza- 
ciones sobre una sociedad sin Estado y sin clases, sin 
embargo, los dos padres fundadores de la ideología so- 
cialista moderna no especificaron cómo funcionaría el 
comunismo. No dejaron indicaciones concretas sobre 
cómo se organizaría la economía socialista. Tampoco 
diesñaron unas instituciones políticas comunistas, ya 
que no existiría la política. Ingenuamente suponían 
que, en ausencia de conflictos de clase, las personas 
encontrarían modos armónicos y pacíficos de manejar 
sus asuntos comunes y resolver sus problemas. 


El socialismo científico 


En El manifiesto, Marx y Engels proclamaron que la 
destrucción del capitalismo y la victoria del proleta- 
riado eran inevitables. Para Marx, la indefectibilidad 
del socialismo se debía a las leyes inmutables de la 
historia, cuyos secretos él creía haber descubierto. 
Igual que Charles Darwin había descubierto las leyes 
de la evolución biológica, Marx sostenía que él había 
descubierto las leyes que gobiernan la evolución so- 
cial de la humanidad. Por este motivo, Marx insistió 
mucho en que sus teorías del materialismo histórico 
eran “científicas”. Así concebida, la historia era la 
fuente de la legitimidad del comunismo. 
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TABLA 13.1 


Fases del desarrollo histórico según Marx y Engels 


Modo de propiedad de los Modo de producción 


Fase medios de producción 


Familiar/uso tribal de la 
tierra 


1. Comunismo primitivo 
2. Esclavitud (Antigüedad) 


3. Feudalismo 
(Europa medieval) 
cio privado emergente 
Modo de producción asiático 


4. Capitalismo (Europa del siglo Propiedad privada 


XIX y Estados Unidos) 


5. Comunismo Propiedad comunal 


Según Marx, todo el curso del desarrollo histórico 
de la humanidad, desde las sociedades preindustria- 
les más primitivas a la última fase del comunismo, 
se regía por las leyes del determinismo económico. 
Es más, estas leyes eran inmutables; nadie podía 
cambiarlas o eludirlas. En este sentido, Marx esbozó 
las cinco fases del desarrollo de la historia humana 
que muestra la Tabla 13.1. Cada fase se definía por 
el modo de producción económico prevaleciente. Allí 
donde existía la propiedad privada de los medios de 
producción, inevitable e ineludiblemente surgía el 
conflicto de clases. 

Marx no creía que toda la humanidad tenía que 
experimentar simultáneamente estas fases sucesivas. 
La marcha del socialismo se produciría oportuna y 
específicamente en cada país, y a diferentes ritmos 
en función de las condiciones locales. Como Gran 
Bretaña, Francia y Alemania eran las economías ca- 
pitalistas más avanzadas de la Europa de su tiempo, 
Marx creía que la revolución socialista se produciría 
primero en estos países. 

Tanto Marx como Engels concebían el capitalismo 
industrial, por regla general, como una precondición 
necesaria de la construcción de una sociedad so- 
cialista estable en el largo plazo. No creían que las 
sociedades predominantemente agrícolas estuvieran 
maduras para el desarrollo socialista, y descartaban 
a los campesinos como agentes de la revolución por 
su incapacidad para organizar una verdadera revo- 
lución socialista. Sólo la clase trabajadora industrial 


Propiedad comunal-estatal, 
algo de propiedad privada 


Propiedad de la tierra estatal- Agricultura feudal 
feudal, industria y comer- 


Propiedad comunal-estatal 


dominante Conflicto de clases 


Agricultura comunal de 
subsistencia 


Ninguno 


Agricultura e industria Amos frente a esclavos 


comunal-estatal 


Aristocracia feudal frente 
a siervos y burguesía 
emergente 

Proyectos dirigidos y Ninguno 
gestionados por el Estado 

Capitalismo industrial Burguesía frente a 
proletariado 

Industria y agricultura 
comunal 


Ninguno 


tenía la “conciencia de clase” necesaria para crear 
una sociedad socialista estable y duradera. 

La cuestión de si las sociedades predominantemente 
agrícolas eran capaces de experimentar una revolución 
socialista fue controvertida. Rusia, por ejemplo, estaba 
comenzando a industrializarse a finales del siglo XIX. 
La inmensa mayoría de la población estaba formada 
por campesinos pobres, y la incipiente burguesía capi- 
talista aún no se había erigido como clase dominante. 
Cuando los socialistas rusos preguntaron a Marx y 
Engels si podía producirse la revolución en Rusia sobre 
la base de las comunidades socialistas rurales, éstos 
admitieron que sí era posible la revuelta revoluciona- 
ria en la Rusia preindustrial, pero les comunicaron 
que la sociedad socialista perduraría en Rusia sólo si 
se establecía también el socialismo en los países ca- 
pitalistas más avanzados de Europa. Desde su punto 
de vista, un socialismo basado en el campesinado no 
podía tener éxito por sí mismo; necesitaría la ayuda 
de otros países socialistas avanzados industrialmente 
para sobrevivir. 

Como se sabe, estas predicciones no se cumplie- 
ron. En realidad, las revoluciones proletarias que 
previeron Marx y Engels como inminentes en Gran 
Bretaña, Francia y Alemania en la década de 1840 
nunca tuvieron lugar. Por el contrario, las únicas revo- 
luciones comunistas que realmente han ocurrido se 
desarrollaron en el siglo XX y en países bien distintos 
a los predichos por Marx. Es una ironía que triunfa- 
ran precisamente en aquellos países en los cuales el 
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industrialismo y el capitalismo estaban poco desarro- 
llados, mientras que la burguesía moderna era débil 
o no existía. Países como Rusia, China y Cuba eran 
sociedades predominantemente agrícolas cuando los 
comunistas llegaron al poder. 

Lo que llegó a conocerse como el comunismo de es- 
tilo soviético (o marxismo-leninismo), que triunfó en 
esos países, constituía simplemente una adaptación 
del legado de Marx a contextos locales bien distintos. 
En la práctica, las sociedades capitalistas avanzadas 
de Europa Occidental, las primeras que albergarían 
la revolución según las “leyes” de Marx, no sólo no ex- 
perimentaron en momento alguno dicha revolución 
comunista, sino que han dado lugar a movimientos 
políticos que, escindidos de los partidos comunistas y 
sus fines revolucionarios, han combinado las institu- 
ciones típicas de la democracia liberal y burguesa (la 
representación, el parlamentarismo) con un sistema 
de economía mixta, que concede un papel central 
al Estado como gestor y redistribuidor de la riqueza 
nacional a favor de las clases trabajadoras. La social- 
democracia, como la definió Adam Przeworski en su 
ensayo Paper Stones (1986) (Piedras de papel), surge 
cuando la clase trabajadora observa que su fuerza 
numérica expresada en votos es más eficaz que la 
resistencia violenta y, en consecuencia, suscribe la 
democracia electoral. 


3.2. El comunismo de estilo soviético 


El comunismo triunfó en Rusia en 1917 en circuns- 
tancias muy diferentes de las previstas por Marx y 
Engels. Como acabamos de ver, estos autores creían 
que un capitalismo industrial avanzado, compuesto 
por una gran clase trabajadora mayoritaria, de- 
terminaba el éxito de la revolución socialista. Sin 
embargo, en 1917 Rusia seguía siendo una sociedad 
predominantemente agrícola. Marx había descrito la 
revolución como un levantamiento espontáneo de las 
masas, y no como una conspiración organizada y en- 
cabezada por un puñado de líderes revolucionarios. 
Sin embargo, el comunismo llegó a Rusia de la mano 
de un golpe de Estado convenientemente planeado, 
ideado por un partido político muy centralizado —los 
bolcheviques— y apoyado por un gobierno extranjero 
—el alemán—, deseoso de debilitar el esfuerzo bélico 
de la Rusia zarista en plena Primera Guerra Mundial. 
Fue este partido, que pronto se daría a conocer como 
el Partido Comunista, el que ha definido la esencia 
del comunismo de estilo soviético. 


El creador principal del partido fue Vladimir Ilyich 
Lenin (1870-1924). Aplicado estudioso de los escritos 
de Marx desde su adolescencia, Lenin estampó su 
propia huella en la tradición marxista adaptando las 
ideas centrales de Marx a las condiciones específicas 
de Rusia. Mientras afirmaba que el marxismo no era 
un dogma inalterable, sino una doctrina flexible que 
se podía aplicar de formas diferentes, Lenin conservó 
la hostilidad de Marx hacia el capitalismo y su com- 
promiso con la revolución socialista, pero abandonó, 
reinterpretó o ajustó otros aspectos de la ideología del 
pensador alemán para adaptarla a la realidad rusa de 
los albores del siglo XX. 

La contribución más importante y singular de 
Lenin a la teoría marxista, tal y como se expone 
en su obra Qué hacer (1902), fue la idea de que la 
clase trabajadora industrial en la Rusia y la Euro- 
pa modernas no era capaz de hacer por sí sola la 
revolución de masas espontánea: un partido de 
revolucionarios profesionales debía guiarla hacia 
el socialismo. La experiencia había demostrado 
que, en lugar de arriesgarse a hacer una revolución 
potencialmente desastrosa, la mayoría de los traba- 
jadores se conformaba con crear sindicatos y lograr 
acuerdos negociados con sus patronos capitalistas. 
Pero el sindicalismo, afirmaba Lenin, equivalía a 
aceptar el capitalismo; sólo la destrucción completa 
del capitalismo podía liberar a los trabajadores de la 
explotación. Si los trabajadores no destruían el capi- 
talismo por sí solos, habría que formar un “partido 
de un nuevo tipo” que se ocupara de organizar y ha- 
cer la revolución violenta en el primer momento de 
debilidad que tuviera la clase dirigente capitalista. 
Este partido sería la “vanguardia del proletariado” y 
actuaría como su “instrumento organizativo”. 

Para los dirigentes rusos, el momento oportuno 
de debilidad se produjo durante las crisis de la Pri- 
mera Guerra Mundial. Con escasa resistencia, los 
bolcheviques de Lenin, organizados en una pequeña 
milicia, tomaron los edificios oficiales que habían 
sido abandonados por un gobierno impopular en 
noviembre de 1917. Tras una durísima guerra civil 
entre bolcheviques y zaristas que duró hasta 1921, los 
bolcheviques vencieron a sus adversarios. Desde ese 
momento, el Partido Comunista de Rusia monopolizó 
el poder en lo que posteriormente llegó a conocerse 
como la Unión Soviética (o Unión Soviética, Unión de 
Repúblicas Socialistas Soviéticas). 

La supremacía del Partido Comunista se convirtió 
en el eje central del leninismo. Es el partido el que 
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dirige la revolución; es el partido el que gobierna el 
país, una vez que la revolución ha eliminado a sus 
enemigos. La definición de Lenin de “dictadura del 
proletariado” difería sustantivamente de la concepción 
de Marx del gobierno provisional de los trabajadores. 
“La dictadura del proletariado”, afirmaba Lenin, “es la 
dictadura del partido”. Lejos de ser un fenómeno pro- 
visional, el Partido Comunista de la Unión Soviética 
(PCUS) ejerció el poder dictatorial hasta diciembre 
de 1991, cuando tras el fallido intento de golpe de Es- 
tado contra el Secretario General del PCUS, el refor- 
mista Mijail Gorbachov, el presidente de la principal 
República Soviética (Rusia), Boris Yeltsin, proclamó 
la disolución de la Unión Soviética. Durante su per- 
manencia en el poder, el PCUS utilizó todos los meca- 
nismos coercitivos a su disposición para imponer su 
voluntad, incluyendo el asesinato, las masacres y las 
deportaciones masivas. Joseph Stalin (1878-1953), que 
sucedió a Lenin tras luchar por el poder dentro de la 
jerarquía del partido, encarceló a millones de perso- 
nas en campos de concentración, ejecutó a todos sus 
potenciales enemigos, incluido el núcleo de la elite 
de su propio partido, y aterrorizó durante décadas a 
trabajadores, campesinos e intelectuales mediante el 
uso constante de la violencia. 

Otra desviación importante de los principios de Marx 
consistió en que los dirigentes soviéticos erigieron un 
Estado poderoso para apuntalar su dominación. Este 
enorme aparato de gobierno, en el que partido y Esta- 
do se confundían, también planificaba y se encargaba 
de prácticamente toda la actividad económica de la 
Unión Soviética, presidiendo una economía planifi- 
cada centralmente. 

Pese a la retórica oficial comunista, en ningún 
momento de su historia se aproximó la Unión So- 
viética a la utopía igualitaria sin Estado que Marx 
había concebido como comunismo. Lo mismo se 
puede decir de otros países comunistas que sur- 
gieron después de la Unión Soviética. Entre ellos 
destacan China, país donde el Partido Comunista 
tomó el poder en 1949 tras una larga guerra civil, 
Polonia, Hungría y otros Estados de Europa Central 
y Oriental, en los que la Unión Soviética impuso 
el gobierno del partido comunista tras la Segunda 
Guerra Mundial; también cabe citar Cuba —donde 
Fidel Castro adoptó, poco después de la revolución 
de 1959, el modelo marxista-leninista como forma 
de organización del Estado—, así como Corea del 
Norte y Vietnam. Todos estos sistemas comunistas 
son herederos de Marx, pero también de Lenin. El 


comunismo del siglo XX, plasmado en la dictadura 
de los partidos comunistas, hundía sus raíces en la 
ideología del marxismo-leninismo. 


3.3. La socialdemocracia 


Si el socialismo fue el primer heredero del legado de 
Marx, el segundo fue la socialdemocracia. Uno de los 
primeros incubadores de la tradición socialdemócrata 
ha sido el Partido Socialdemócrata de Alemania (co- 
nocido por sus iniciales en alemán SPD). Fundado en 
1875, su columna vertebral fue la clase trabajadora 
alemana, formada principalmente por trabajadores 
manuales. Privados de poder político y económico 
bajo el régimen autoritario del Emperador (o Kaiser), 
los trabajadores alemanes contaron con el SPD para 
poder participar en los asuntos del gobierno. El voto 
se convirtió en su principal arma política. Salvo en al- 
gunas ocasiones críticas, como la llamada revolución 
“espartaquista” de 1919, liderada por Rosa Luxembur- 
go (1871-1919) y Karl Liebknecht (1871-1919) aprove- 
chando la derrota de Alemania en la Primera Guerra 
Mundial, la mayoría de los trabajadores alemanes 
rechazaron el camino de la revolución, contradiciendo 
en lo fundamental las predicciones de Marx de la in- 
evitable sublevación espontánea del proletariado. 

Uno de los líderes del SPD, Eduard Bernstein 
(1850-1932), esbozó con claridad meridiana las im- 
plicaciones de esta contradicción entre la teoría de 
Marx y la realidad de la clase trabajadora. Su libro 
Socialismo democrático, publicado en 1898, recogía 
la postura revisionista del marxismo y se convirtió 
pronto en la obra de referencia del pensamiento social- 
demócrata. El libro ofrecía una minuciosa refutación 
de los principios del pensamiento de Marx. Bernstein 
afirmaba que la destrucción del capitalismo y el es- 
tablecimiento de la sociedad comunista sin clases no 
eran, en modo alguno, históricamente inevitables. A 
su juicio, Marx no había demostrado científicamente 
la indefectibilidad del socialismo: simplemente había 
planteado una serie de supuestos que no tenían que 
cumplirse necesariamente. 

Para Bernstein, el principal objetivo del movimien- 
to socialista no debía consistir en la organización de 
una revolución violenta, sino en el fomento de la de- 
mocracia. Bernstein definió la democracia como “la 
ausencia del gobierno de clase” y defendió el sufragio 
universal, la representación proporcional, la igualdad 
de derechos para todos los ciudadanos y el control 
parlamentario del gobierno. Rechazó rotundamente 
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tanto la dictadura militar del Kaiser como la dicta- 
dura del proletariado de Marx. Y consideró que el 
compromiso y la moderación constituían elementos 
indispensables del gobierno democrático. Por lo que 
concierne al socialismo, Bernstein lo concebía como 
una “sociedad cooperativa” organizada en beneficio 
de toda la población y guiada de acuerdo con el prin- 
cipio del gobierno mayoritario. 

El compromiso del SPD con la democracia política 
se intensificó en las siguientes décadas. El partido fue 
un pilar del gobierno democrático de la República de 
Weimar (1918-33), que sucumbió pronto a manos de 
Hitler y los nazis. Tras la Segunda Guerra Mundial, el 
restablecido SPD se convirtió en uno de los partidos 
principales de Alemania Occidental posición que ha 
mantenido tras la unificación alemana. En el Congreso 
de Bad Godesberg (1959), el SPD dio un giro ideológico 
importante al abandonar los supuestos marxistas que 
establecían, por ejemplo, la socialización de los me- 
dios de producción, y al aceptar la libre empresa y el 
mercado como mecanismos básicos de la producción 
económica. A partir de entonces, el SPD se compro- 
metía a promover los intereses de la clase trabajadora y 
otros grupos sociales en el marco del sistema capitalis- 
ta, siempre mediante procedimientos democráticos. 

Posteriormente, otros partidos socialistas en 
Europa Occidental emprenderían una evolución 
histórica bastante similar en cuanto a la renuncia 
oficial al marxismo y a la lucha de clases, y la acep- 
tación de la democracia y el libre mercado. Entre 
ellos cabe destacar el Partido Laborista en Reino 
Unido, el Partido Socialista en Francia y el Partido 
Socialista Obrero Español (PSOE). Igual que el SPD, 
en la actualidad la mayoría de los partidos socialde- 
mócratas de las democracias industriales avanzadas 
aceptan la empresa privada y la economía de mer- 
cado. Más concretamente, en el caso de España la 
sustitución del marxismo por la socialdemocracia, 
como conjunto de planteamientos inspiradores de la 
acción política del PSOE, fue propuesta por Felipe 
González en su condición de Secretario General 
de este partido durante la celebración del XVIII 
Congreso Federal, en mayo de 1979. Desestimada 
inicialmente su propuesta, retiró su candidatura a 
la Secretaría General forzando la celebración de un 
congreso extraordinario del partido. Éste tuvo lugar 
en septiembre del mismo año y en él se acordó la re- 
elección de Felipe González como Secretario General 
y el abandono definitivo de las tesis marxistas como 
programa máximo de gobierno de dicho partido. 


3.4. El socialismo en el Tercer Mundo 


Cuando examinamos las ideas socialistas en los 
países en vías de desarrollo, vemos que las varian- 
tes del socialismo se multiplican. En Asia, África, 
Oriente Medio y América Latina se han articulado 
varias formas de socialismo que, con el transcurso 
de los años, se han adaptado a unas condiciones 
económicas y sociales que difieren bastante de las 
que prevalecieron en Europa en los siglos XIX y XX. 
En muchos casos, estas versiones del socialismo han 
surgido en países con escasa o ninguna industria- 
lización, donde el proletariado en sentido europeo 
no existía o era poco numeroso. No sorprende que 
algunos de los teóricos y dirigentes políticos socia- 
listas más creativos de la parte del mundo menos 
avanzado económicamente no hayan fundamentado 
sus ideas en el marxismo. Antes al contrario, han 
recurrido a las tradiciones y circunstancias locales 
en busca de una referencia adecuada para su propio 
enfoque socialista de pensamiento y acción. 

Uno de los socialistas más influyentes del Tercer 
Mundo ha sido Julius K. Nyerere (1922-1999), el 
principal teórico de lo que ha venido en llamarse 
“socialismo africano”. Nyerere, cristiano oriundo de 
Tanzania, cursó sus estudios en Gran Bretaña. Re- 
chazó la noción de Marx de la lucha de clases e ideó 
una formulación tanzana del socialismo arraigada 
en las antiguas costumbres tribales, que acentuaban 
la responsabilidad del individuo para con la co- 
munidad y la responsabilidad de la comunidad de 
ocuparse del individuo. Partiendo de esta tradición, 
desarrolló el concepto de ujamaa o “pensamiento 
comunitario socialista”. Bajo el liderazgo de Nyerere 
como presidente de Tanzania durante más de 20 
años, el gobierno abolió la propiedad privada de 
la tierra e instituyó un sistema de propiedad rural 
comunitaria, fomentando la “autosuficiencia” como 
objetivo económico principal del país. Varios Esta- 
dos africanos se embarcaron en proyectos bastante 
parecidos en los años 60 y 70. Sin embargo, con el 
tiempo, la realidad económica de algunos de estos 
países, entre ellos Tanzania, les obligó a restringir o 
abandonar los ambiciosos fines de la autosuficiencia 
agrícola y la plena igualdad económica. 

Otro referente de conceptos socialistas no mar- 
xistas ha sido Oriente Medio. La revolución encabe- 
zada por el Coronel Gamel Abdel Nasser (1918-1970) 
destituyó al rey de Egipto en 1952 e instituyó un 
nuevo régimen dirigido principalmente por oficiales 
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militares. Nasser elaboró una forma de “socialismo 
árabe” que ponía el énfasis en la dirección estatal de 
la economía. Sus medidas se acompañaron de esfuer- 
zos por anclar la ideología del socialismo árabe en las 
tradiciones religiosas del islam. En los años 60 y 70 se 
elaboraron ideologías similares al socialismo árabe 
en Siria, Irak y Libia. Como en el Egipto de Nasser, 
tendían a destacar la responsabilidad del Estado 
para guiar la economía, a la vez que imponían férreos 
gobiernos autoritarios. Sin embargo, en las últimas 
décadas la popularidad del socialismo en Oriente 
Medio se ha desvanecido progresivamente debido a 
las presiones para que estas economías se abran a las 
fuerzas del mercado y, en parte, debido al colapso de la 
Unión Soviética, que era un aliado ocasional de varios 
Estados en la región. 

En América Latina los movimientos socialistas se 
han asentado habitualmente sobre un fondo marxista. 
Algunos han sido liderados por partidos comunistas 
de orientación soviética; otros se han plasmado en 
alguna variante de revolución violenta, y otros han 
tenido una orientación socialdemócrata. Un ejemplo 
de socialdemócrata radical es Salvador Allende (1908- 
1973), elegido Presidente de Chile en 1970. El Partido 
Socialista de Allende estaba comprometido con la 
democracia, pero también con la redistribución de la 
riqueza nacional y con la nacionalización de las gran- 
des corporaciones privadas, incluidas las minas de co- 
bre propiedad de empresas estadounidenses. Aunque 
Allende no era un comunista, el Partido Comunista 
de Chile formaba parte de su coalición de gobierno. 
Molesto con las políticas económicas socialistas de 
Allende y sus amistosos gestos con la Unión Soviética 
y la Cuba de Castro, el gobierno de Nixon (1968-1974) 
conspiró con los adversarios de Allende para derrocar- 
le. En 1973 el general Augusto Pinochet dio un golpe 
de Estado con la complicidad de la CIA y desalojó a la 
coalición socialista. Allende fue asesinado en el golpe 
y la democracia chilena, sustituida por una dictadura 
militar durante 16 años. 


4. EL FASCISMO 


Desde un punto de vista histórico, el fascismo es 
fundamentalmente un fenómeno europeo que surgió 
entre las dos guerras mundiales. Sus manifestaciones 
más características se han podido observar en Italia, 
donde el Partido Nacional Fascista de Benito Mussolini 
(1883-1945) accedió al gobierno en 1922, estableciendo 
en pocos años una dictadura de partido único que se 


mantuvo hasta 1943, y en Alemania, donde Adolph 
Hitler (1889-1945) y los nazis gobernaron entre 1933 y 
1945. En España, el partido fascista Falange Españo- 
la, unificado con otras organizaciones políticas que 
respaldaron el golpe de Estado contra la Segunda 
República en 1936, se convirtió en 1937 en el partido 
único de la dictadura franquista. Su influencia, decisi- 
va en los primeros años del régimen, se fue diluyendo 
tras la derrota de Alemania e Italia en la Segunda Gue- 
rra Mundial. También en otros países, como Francia, 
Hungría y Rumania, fraguaron movimientos fascistas 
en el período de entreguerras, pero no llegaron a mo- 
nopolizar el poder político como sus equivalentes en 
Italia, Alemania y España. 

En otros países han surgido movimientos e ideas de 
tipo fascista en nuestros días. El Partido Nazi en Es- 
tados Unidos, los grupos de cabezas rapadas neonazis 
de Europa y los grupos de supremacía blanca, como el 
partido sudafricano Afrikaner, son conocidos ejemplos 
de organizaciones neofascistas o cuasifascistas de la 
segunda mitad del siglo XX. Un populismo antide- 
mocrático, reforzado con elementos xenófobos, que 
tienen su caldo de cultivo en los efectos no deseados 
de la inmigración, constituyen hoy la base del discurso 
neonazi en Europa; un discurso que ha permeado, 
en mayor o menor medida, las intervenciones de los 
líderes del Frente Nacional (FN) en Francia, el Partido 
Liberal Austriaco (FPÖ), el Partido Nacional Democrá- 
tico Alemán (NPD), la Alianza Nacional (AN) en Italia, 
el Partido Nacionalista Flamenco (Interés Flamenco) 
en Bélgica o el Partido Nacional Británico (BNP) en 
Reino Unido. 

En muchos casos, el fascismo es una respuesta a 
una combinación específica de problemas que encaran 
ciertas sociedades en una coyuntura determinada de su 
desarrollo histórico. Así, la derrota de Alemania en la 
Primera Guerra Mundial y las sanciones que le impu- 
sieron los vencedores le hicieron sentirse humillada y 
traicionada, en un contexto de grave crisis económica. 
En otros casos, los movimientos neofascistas del mun- 
do actual representan también respuestas extremas a 
problemas económicos o sociales para los que muchos 
no consideran válidas las soluciones democráticas. 
La diversidad étnica y el desempleo de larga duración 
representan problemas con frecuencia utilizados para 
encender el resentimiento neofascista. 

Reducida a sus elementos básicos, la ideología fas- 
cista tiene estos cuatro rasgos característicos: “hiper- 
nacionalismo”, racismo, totalitarismo y movilización 
de masas mediante la propaganda y la coerción. A buen 
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seguro, no todos los movimientos fascistas presentan 
estas cuatro características definitorias. Los rasgos 
que acabamos de enumerar forman un “tipo ideal” de 
fascismo, extraído principalmente de las experiencias 
de Italia y Alemania en el período de entreguerras. 


4.1. El “hipernacionalismo” 


El fascismo está enraizado en una versión extrema del 
nacionalismo que cabe denominar “hipernacionalis- 
mo”. El nacionalismo presupone que los miembros de 
la propia nación deben actuar juntos para alcanzar 
ciertos objetivos colectivos. En su variante fascista, la 
nación se exalta como el valor político supremo. Esta 
concepción del nacionalismo es mucho más radical 
que el patriotismo, que significa amor al propio país. 
Para muchos fascistas, este reconocimiento de la pro- 
pia nación está vinculado al sentimiento de desprecio 
e incluso odio hacia otros. 

La exaltación y la autoafirmación nacional tienen, 
por tanto, máxima prioridad en la agenda política de 
la mayoría de los movimientos fascistas. Mussolini 
estaba dispuesto a crear un imperio italiano conquis- 
tando Etiopía en 1936 y otros territorios durante la 
Segunda Guerra Mundial. Hitler intentó dominar 
toda Europa y la Unión Soviética por medio de las 
armas, con la intención expresa de crear un “nuevo 
Estado”, el Tercer Reich. 

Mientras el nacionalismo radical caracteriza las 
actitudes fascistas hacia el mundo exterior, la uni- 
dad nacional suele ser la máxima prioridad dentro 
del país. Para Mussolini, Hitler y otros fascistas, la 
división interna generaba debilidad externa: la de- 
mocracia era rechazada precisamente porque, según 
los ideólogos fascistas, promovía la confrontación y 
división nacionales. De acuerdo con estos postulados, 
el debate democrático y la disputa por el poder im- 
plícita en las elecciones democráticas provocan que 
la nación esté inevitable y constantemente en guerra 
consigo misma y que aumenten sus fisuras internas 
debido al conflicto abierto entre las clases sociales, 
las religiones o las regiones del país. La democracia, 
desde este punto de vista, favorece la debilidad nacio- 
nal, una condición inaceptable para los fascistas. 


4.2. El racismo 


Algunos movimientos fascistas y neofascistas han 
definido la nación principalmente en función de la 
raza. Los conceptos de pureza y superioridad racial 


caracterizaron especialmente el fascismo alemán de 
Hitler. La falsa idea de que los alemanes pertenecían 
a una “raza aria” de pura sangre constituía un prin- 
cipio central de la doctrina nacionalsocialista o nazi. 
Ésta exaltaba a los alemanes como una raza de “su- 
perhombres”, lo cual implicaba denigrar las demás 
categorías raciales como “subhumanas” y controlar 
de forma muy estrecha las actividades sexuales y re- 
productivas de las mujeres de “raza aria”. 

El antisemitismo adquirió enormes proporciones en 
la ideología nazi. Después de la Primera Guerra Mun- 
dial, los propagandistas nazis utilizaron a los judíos 
como chivos expiatorios de los males económicos y po- 
líticos de Alemania, aun cuando constituyesen menos 
del uno por ciento de la población del país. A finales de 
la década de 1930, los gobernantes nazis elaboraron 
una serie de leyes raciales para marginar a los judíos 
alemanes de la vida política, social y económica, pri- 
vándolos de sus medios de vida. Durante la Segunda 
Guerra Mundial, la determinación de Hitler y sus prin- 
cipales colaboradores de proceder a “la solución final 
del problema judío” en toda Europa condujo al Holo- 
causto, la aniquilación de cerca de 6 millones de judíos 
en Europa y la Unión Soviética y el atroz sufrimiento 
de millones de judíos supervivientes. El antisemitismo 
es también un rasgo característico de otros muchos 
movimientos fascistas y neofascistas, aunque no todos 
ellos han sido tan abierta y fanáticamente hostiles a 
los judíos como los nazis. 

El antisemitismo no es, en absoluto, la única forma 
de racismo de los movimientos fascistas o cuasifas- 
cistas. Los nazis denunciaron a casi todos los grupos 
étnicos o raciales no explícitamente “arios”. En fun- 
ción de las circunstancias locales, el racismo ha sido 
también una característica definitoria de otros movi- 
mientos de tipo fascista en países que han propagado 
el odio, cuando no la violencia, contra inmigrantes e 
indigentes de grupos étnicos señalados. El odio a los 
homosexuales, gitanos y discapacitados físicos y men- 
tales también formaba parte de la visión del mundo 
nazi, y todavía hoy constituye una seña definitoria de 
muchos movimientos neofascistas. 


4.3. El totalitarismo 


La ideología fascista exige un Estado fuerte. La pa- 
labra “fascismo” proviene originalmente del latín 
fasces, que en la antigua Roma era un símbolo for- 
mado por un haz de varas que sostenía en el centro 
un hacha. Las fasces debían alzarse en las ocasiones 
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ceremoniales como símbolo de la autoridad de los 
cargos públicos. 

Una vez instalados en el poder tanto Hitler como 
Mussolini y Franco, intentaron establecer un pode- 
roso Estado totalitario, aunque con un éxito más 
bien relativo en el caso de Franco y no tan completo 
en el caso de Mussolini. El totalitarismo es una for- 
ma excepcionalmente amplia de dictadura en la que 
el Estado monopoliza el control no sólo de todas las 
instituciones del gobierno, sino también del sistema 
educativo, los medios de comunicación, la ciencia y 
las artes, dejando poco espacio a la libertad privada. 
El Estado vigila de cerca a los jóvenes e incluso a las 
religiones organizadas. Mussolini afirmó de modo 
terminante que “para el fascista, todo está dentro 
del Estado y no existe nada humano o espiritual, no 
digamos si tiene valor, fuera del Estado. En este sen- 
tido, el fascismo es totalitario”. El politólogo español 
Juan J. Linz (1975) define el totalitarismo a partir de 
los siguientes rasgos: 


1. Existe un centro de poder monista, pero no monolí- 
tico; si existe pluralismo de instituciones o grupos, 
su legitimidad se deriva de ese centro y es principal- 
mente una creación política más que un producto 
de la dinámica de la sociedad preexistente. 

2. Prevalece una ideología exclusivista, autónoma y 
más o menos elaborada intelectualmente, con la 
que se identifican el grupo o el líder dirigente y el 
partido que sirve a sus intereses. Esta ideología 
establece unos márgenes de tolerancia muy estre- 
chos, más allá de los cuales se sitúa la heterodoxia, 
que no queda sin sanción. La ideología trasciende 
un programa o definición particular de la acción 
política legítima, proporcionando, supuestamente, 
una interpretación global de la realidad social y un 
sentido del propósito último de la historia. 

3. Se fomenta, se requiere y se recompensa la mo- 
vilización y participación ciudadana en tareas 
políticas y sociales colectivas, canalizadas por 
un partido único y por muchas organizaciones 
secundarias dependientes de él. La obediencia 
pasiva y la apatía, actitudes de las sociedades bajo 
regímenes autoritarios, no son bien vistas por los 
dictadores totalitarios. 


Los fascistas han utilizado también mecanismos 
estatales para asegurarse el control de la economía. 
A diferencia de los comunistas y los socialdemócratas 
de esa época, que apoyaban la abolición de la empresa 


privada, Mussolini, Hitler y Franco permitieron que 
las empresas privadas hicieran negocios y obtuvieran 
beneficios, aunque esos negocios estaban sujetos a 
toda suerte de regulaciones estatales. Para asegurarse 
que las empresas privadas, y en especial los grandes 
grupos industriales, operaban de acuerdo con las prio- 
ridades del gobierno, las autoridades fascistas crearon 
instituciones estatales específicas a las que llamaron 
“corporaciones”. En ellas se reunían regularmente los 
principales representantes de la comunidad empresa- 
rial con funcionarios del Estado para coordinar los 
objetivos y las operaciones económicas. Los gobiernos 
fascistas establecieron “corporaciones” similares que 
representaban a los trabajadores (en el caso de Espa- 
ña, conocidas como Sindicatos Verticales), después 
de suprimir los sindicatos de afiliación libre y otras 
organizaciones laborales. Las “corporaciones” que 
representaban a los agricultores y otros sectores de la 
economía estaban organizadas de forma similar. Este 
sistema de corporativismo de Estado estaba diseñado 
de tal manera que facilitara la supervisión del Estado 
y de la economía y, en no pocos casos, la organización 
de una economía de guerra. 

La concepción fascista del totalitarismo, al menos 
su versión alemana e italiana, se caracterizó también 
por el concepto de partido-Estado. El Estado y el par- 
tido fascista constituían en la práctica una unidad. 
El lema de los fascistas italianos de “Todo dentro del 
Estado, nada fuera del estado, nada contra el Esta- 
do” significa, sobre todo, que el Estado y el Partido 
Fascista Nacional eran lo mismo. El Estado dictato- 
rial de Hitler y el Partido Nacionalsocialista estaban 
imbricados el uno en el otro de forma más radical, si 
cabe: los nazis monopolizaban todas las instituciones 
estatales y constituían un auténtico Estado dentro del 
Estado con sus propios servicios de seguridad, unida- 
des armadas, etc. 


4.4. La movilización de masas a través de la 
propaganda y la coerción 


Los regímenes autoritarios tradicionales, igual que 
las viejas monarquías de Europa, China y Japón, no 
situaron entre sus prioridades cultivar su populari- 
dad. Por el contrario, los partidos fascistas alemán e 
italiano hicieron notables esfuerzos por granjearse el 
apoyo de la sociedad. Aunque rechazaron el objetivo 
de la democracia, antes de ocupar el poder se aprove- 
charon de las instituciones democráticas para dotar- 
se de una amplia base de apoyo electoral. Mussolini 
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y Hitler eran oradores carismáticos cuyos discursos 
magnetizaban a millones de personas. Sus partidos 
demostraron ser muy eficientes a la hora de organi- 
zar desfiles, mítines y otros eventos mediáticos cuyo 
fin consistía en galvanizar a sus masas de seguidores. 
Además, la naturaleza de su discurso era interclasis- 
ta, lo cual los hacía aún más atractivos. Aunque los 
movimientos fascistas alemán e italiano nacieron en 
la década de 1920 con una pronunciada orientación 
hacia la clase trabajadora, con el tiempo obtuvieron 
el apoyo de los pequeños agricultores, de una nume- 
rosa clase media e incluso de los estratos más ricos 
de la sociedad. Los nazis, por ejemplo, consiguieron 
que el porcentaje de su electorado aumentara del 3 
por ciento en 1928 hasta más del 37 por ciento en el 
verano de 1932, convirtiéndose entonces en el partido 
más votado de Alemania. 

Además de emplear mecanismos democráticos para 
llegar al poder, los fascistas italianos y alemanes adop- 
taron de manera intencionada técnicas coercitivas en 
su intento de construir y consolidar el apoyo popular. 
La exaltación de la violencia contra los adversarios po- 
líticos es otro elemento central de la ideología fascista. 
El Partido Fascista de Mussolini se definió explícita- 
mente a sí mismo como “milicia”. Desde sus primeros 
años creó “escuadras” (fasci) o matones uniformados 
con camisa negra, que empleaban la amenaza y la fuer- 
za para impedir que sus rivales políticos accedieran al 
gobierno de los ayuntamientos. En octubre de 1922, 
decenas de miles de fascistas armados se agolparon en 
los alrededores de Roma. Para evitar una masacre, el 
rey de Italia, actuando bajo la legalidad constitucional 
para designar al jefe del gobierno, nombró a Mussolini 
primer ministro del país. Al día siguiente, la milicia 
fascista organizó un desfile para celebrar la victoria 
en las calles de la capital, un evento conocido como la 
“marcha sobre Roma”. También los nazis emplearon la 
violencia en su ascenso al poder. Hitler organizó una 
milicia uniformada con camisas pardas a las que de- 
nominó Secciones de Asalto (SA). En 1932, en vísperas 
de la llegada de los nazis al poder, las SA contaban ya 
con más de 400.000 soldados. La combinación de un 
amplio apoyo electoral, la debilidad de la oposición y 
la enorme capacidad coactiva de los nazis en las calles 
hizo que, a pesar de su programa abiertamente anti- 
democrático, en enero de 1933 el Presidente alemán, 
el Mariscal Hindenburg, nombrara a Hitler canciller. 
Este ascenso “legal” al principal poder del Estado otor- 
gó al partido nazi y sus líderes una base de legitimidad 
aún más amplia. 


Los esfuerzos, tanto pacíficos como violentos, por 
movilizar a la población se intensificaron tras la con- 
quista del poder. Los fascismos de Italia y Alemania 
eran regímenes de movilización de masas, decididos 
a obtener un amplio apoyo popular y a eliminar a la 
oposición. Ambos objetivos también son predicables 
de la política del régimen de Franco durante su pri- 
mera década; sin embargo, en los años 50 perdieron 
fuerza, sobre todo el primero de ellos. Los regíme- 
nes de Mussolini y Hitler organizaron campañas 
permanentes de propaganda destinadas a fomentar 
su popularidad, haciendo un llamamiento no sólo al 
orgullo nacional, sino también a los más bajos instin- 
tos, prejuicios y ansias de venganza de las poblacio- 
nes italiana y alemana, respectivamente. Del mismo 
modo, diseñaron y lanzaron programas de creación de 
empleo, así como otros proyectos para mejorar el bien- 
estar económico de amplios sectores de la población. 
Y no dudaron en usar la violencia contra adversarios 
políticos reales o imaginarios, incluyendo una policía 
secreta, campos de concentración y el uso de la tortura 
y la eliminación física como armas intimidatorias. 

Algunos estudiosos sostienen que el fascismo ha 
sido un fenómeno circunscrito a una época, concre- 
tamente la de la Europa de entreguerras. No obstante, 
es demasiado pronto para confinarlo a los anales de la 
historia. Al menos, hipotéticamente, las ideas fascis- 
tas pueden encontrar apoyo popular allí donde otras 
formas de gobierno, incluida la democracia, no logren 
satisfacer las necesidades básicas de la población y 
resolver algunas de sus principales inquietudes, como 
pueden ser el mantenimiento de la seguridad ciudada- 
na O la preservación de una identidad nacional. 


5. EL FEMINISMO' 


El impacto del feminismo en las sociedades democrá- 
ticas contemporáneas ha sido muy importante. Mu- 
chas de las libertades, los derechos y las políticas que 
hoy damos por descontado en las sociedades democrá- 
ticas occidentales (la posibilidad de que las mujeres 
estudien, tengan una carrera profesional, puedan 
controlar su propia fecundidad o tengan derecho a vo- 
tar y a presentarse como candidatas en las elecciones) 
han sido el resultado de la lucha de grupos de mujeres 
organizadas en torno a las ideas del feminismo. 


1 Esta sección ha sido redactada por Antonia María Ruiz 


Jiménez. La autora agradece los comentarios, las críticas 
y correcciones sugeridas por Paloma Aguilar, Elisa Chuliá, 
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En este apartado nos centramos en el feminismo 
que se ha desarrollado en las democracias occiden- 
tales, por ser nuestro referente más cercano. Cabe 
señalar, no obstante, que existen otros feminismos 
con características diferentes en otras culturas. Así, 
el conocido como “feminismo negro”, que prosperó 
en Estados Unidos de forma simultánea al feminismo 
liberal, no reivindicaba la incorporación de la mujer 
al mercado de trabajo, al que las mujeres negras ya 
estaban incorporadas en condiciones pésimas, sino 
la mejora de las condiciones de trabajo. El feminismo 
que se ha ido desplegando en el marco de la cultura 
musulmana, por ejemplo, es incompatible con muchos 
de los planteamientos y desarrollos del feminismo en 
las democracias occidentales. 

El término “feminismo” apareció por vez primera 
a finales del siglo XVIII como sinónimo de la eman- 
cipación de las mujeres. De forma amplia puede 
ser definido como “el conjunto comprehensivo de 
respuestas críticas a la subordinación deliberada 
y sistemática de las mujeres, como grupo, por los 
hombres, como grupo, dentro de un determinado 
contexto cultural” (Offen 2000: 20). Dicha definición 
es aplicable no sólo a los movimientos sociales, co- 
nocidos como feminismo de primera y segunda olea- 
da —a los que nos referiremos más adelante—, sino 
también a los sistemas de ideas que han rechazado 
los privilegios masculinos y la subordinación de la 
mujer dentro de determinadas sociedades. 


5.1. Antecedentes: el período de la Ilustración 


Los antecedentes del feminismo pueden situarse en 
la Ilustración (siglo XVIII), en conexión con la rei- 
vindicación de la individualidad, la autonomía de los 
sujetos y la igualdad de derechos. Aunque durante 
este período las mujeres quedaron excluidas del 
proyecto ilustrado al no ser consideradas sujetos del 
“contrato social” (es decir, del acuerdo voluntario de 
individuos libres que se dan un gobierno por consen- 
so), quedando excluidas del concepto de ciudadanía, 
la base teórica que sustentaba la Ilustración sirvió 
para reivindicar la igualdad de varones y mujeres 
como seres humanos racionales. Las mujeres pusie- 
ron en evidencia las contradicciones entre la teoría y 
la práctica de la Ilustración. 

Entre las mujeres que articularon sus reivindica- 
ciones ya durante la Revolución Francesa (1789-1799) 
encontramos a Olympe de Gouges (1748-1793) y Mary 
Wollstonecraft (1759-1797). La primera denunció en su 


Declaración de los derechos de la mujer y de la ciudadana 
(1791) el falso universalismo de los términos “hombre” 
y “ciudadano”. La segunda, por su parte, formuló una 
crítica de los filósofos ilustrados —Rousseau especial- 
mente— por concebir a la mujer como un ser artificial, 
débil e inferior. En su libro Vindicación de los derechos 
de la mujer (1792), Wollstonecraft atribuyó a Rousseau 
un fallo de razonamiento al analizar los hábitos y las 
costumbres de las mujeres como si fueran innatos o 
naturales, sin tener en cuenta la socialización de la 
que son objeto desde su nacimiento. Wollstonecraft, 
que había sido institutriz, señaló que a las niñas se las 
educaba para que fueran dependientes. Por lo tanto, 
esa dependencia que Rousseau entendía como algo 
“natural” era, en realidad, “social”. Además, incurrien- 
do en un razonamiento contradictorio, Rousseau hacía 
responsables a las mujeres de transmitir los valores de 
la virtud y la ciudadanía a los niños que, más tarde, 
se convertirían en sujetos del “contrato social”. Wo- 
llstonecraft se preguntaba cómo podrían las mujeres 
transmitir estos valores si ellas mismas no estaban 
familiarizadas con ellos en virtud de la educación que 
recibían. La autora elaboraba, pues, un discurso que 
definía a hombres y mujeres como iguales, como seres 
racionales y autónomos, y defendía la independencia, 
autonomía e individualidad de las mujeres. 


5.2. Varones y mujeres: ¿iguales o diferentes? 


En la crítica de Wollstonelcraft a Rousseau está 
ya presente una de las cuestiones centrales para el 
feminismo y en torno a la cual se han dividido las 
diferentes corrientes feministas. Esta cuestión se 
refiere a si las diferencias entre varones y mujeres 
son naturales (basadas en las diferencias genéticas y 
biológicas entre ambos sexos) o sociales (construidas 
a través de la educación, la familia, etc.). 

Esta distinción es crucial, porque tradicionalmen- 
te se ha entendido que los rasgos naturales (genéticos 
o biológicos) vienen dados y, por tanto, no pueden ser 
modificados. Desde esta perspectiva, las teorías que 
justifican la discriminación de la mujer acudiendo a 
explicaciones de tipo biológico (como el darwinismo 
social) se basan en una supuesta división funcional- 
sexual del trabajo (de acuerdo con la cual las mujeres 
asumen en exclusiva las tareas reproductivas; es decir, 
además del alumbramiento, la crianza y cuidado de 
los hijos). Se legitima así la exclusión de las mujeres 
del ámbito público, más concretamente, del Estado 
(la política) y, en buena medida, también del mercado 
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(la economía). Aunque la idea de que el ser humano 
no puede alterar su naturaleza genética entra cada 
vez más en contradicción con la evolución científica 
y tecnológica, la presunción de que las funciones de 
los varones y las mujeres se hallan biológicamente 
determinadas aún está muy presente en nuestras 
sociedades. Se halla implícita en todas las políticas 
que asumen la reproducción humana como tarea 
exclusiva, o predominantemente, femenina. 

Si, por el contrario, las diferencias entre varones y 
mujeres fueran el producto de una construcción social 
(como argumentaba Wollstonecraft), esto implicaría 
que serían susceptibles de modificación mediante una 
educación y una socialización igualitaria para varones 
y mujeres. Ésta es la tesis defendida por el feminismo 
de la igualdad. La mayor parte de los movimientos 
feministas que se desarrollan dentro de las denomi- 
nadas primera y segunda oleadas feministas se ads- 
criben a esta visión. En cambio, el feminismo de la 
diferencia, que surge como una subdivisión radical 
del feminismo dentro de la segunda oleada, considera 
que el problema no radica en que varones y mujeres 
sean socializados de forma diferente (ya que, de he- 
cho, se da por supuesto que la diferencia existe), sino 
en que los varones minusvaloran lo que aportan las 
mujeres a la sociedad (la maternidad especialmente), 
así como aquellos valores que, según estas autoras, 
podrían ser considerados típicamente “femeninos”, 
como la sensibilidad, la intuición, la empatía, la cola- 
boración, etc. Por tanto, este feminismo aspira a que 
la diferencia entre hombres y mujeres sea reconocida 
y valorada: los hombres y las mujeres son diferentes y 
hacen cosas diferentes, pero lo que hacen las mujeres 
vale tanto como lo que hacen los hombres. 


5.3. Feminismos de la igualdad 


Bajo esta denominación se engloban diferentes 
corrientes dentro de las denominadas primera y se- 
gunda oleadas feministas. Todas ellas consideran y 
reivindican que varones y mujeres son iguales y de- 
ben, por tanto, tener los mismos derechos y las mis- 
mas oportunidades. También postulan una igualdad 
basada en el entendimiento de que las diferencias 
entre varones y mujeres no son naturales, sino que 
están socialmente construidas. 

La primera oleada feminista se desarrolló 
desde mediados del siglo XIX hasta los años 20 
del siguiente siglo. Surgió de forma simultánea en 
Gran Bretaña y Estados Unidos, llegando a España 


con algún retraso (a principios del siglo XX). Como 
corriente principal dentro de esta primera oleada 
cabe señalar el feminismo liberal (o feminismo de 
orientación liberal-burguesa). Lo encabezan, sobre 
todo, mujeres de clase media que denuncian las 
contradicciones entre el discurso del liberalismo y 
la práctica discriminatoria de la mujer. Demandan, 
básicamente, la igualdad de derechos políticos (en 
particular, el derecho al voto, del que las mujeres 
estaban excluidas), educativos (acceso a estudios 
profesionales y universitarios) y laborales. 

Entre los teóricos más destacados de esta corrien- 
te feminista hay que citar a John Stuart Mill, quien 
en 1866 lideró la primera petición a favor del voto 
femenino en la Cámara de los Comunes de la que era 
diputado. En 1869 publicó The subjection of women 
(El sometimiento de las mujeres), obra mediante la 
que pretendía convencer al mayor número posible de 
personas acerca de la justa y necesaria reforma de una 
serie de leyes e instituciones que mantenían sojuzgadas 
a las mujeres. Según Stuart Mill, la subordinación de 
la mujer representaba un obstáculo para el desarrollo 
de la humanidad. Señalaba, además, que dicha sub- 
ordinación constituía una contradicción clamorosa 
en un mundo moderno que se declaraba superador 
del modelo anterior (sociedad estamental), en el cual 
la vida de las personas había estado indisolublemente 
ligada a su condición de nacimiento (en el caso de las 
mujeres, su destino en la vida seguía estando ligado 
al hecho de haber nacido mujeres). Finalmente, Stuart 
Mill denunciaba que los varones mantenían esa subor- 
dinación de las mujeres a través del tipo de educación 
que diseñaban para ellas, lo cual impedía a éstas de- 
sarrollar una conciencia colectiva sobre su situación y 
reaccionar conforme a ella. 

Dentro de esta primera oleada feminista también se 
suele ubicar a algunos teóricos y activistas marxistas 
y socialistas utópicos (y a algunos anarquistas) que 
reflexionaron sobre cuestiones relacionadas con la 
mujer (por ejemplo, Engels en El origen de la familia, 
la propiedad privada y el Estado, publicado en 1884). 
Hay que tener en cuenta que si las mujeres de clase 
media estaban excluidas del mercado de trabajo, las 
de clase obrera constituían una gran reserva de mano 
de obra barata durante la Revolución Industrial. 
Desde el marxismo y el socialismo se afirmó que el 
capitalismo se aprovechaba doblemente del trabajo 
de la mujer, tanto en su vertiente productiva (mano de 
obra barata) como reproductiva (proporcionando hi- 
jos-obreros al sistema). Por tanto, era el capitalismo, 
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y no los varones, quienes mantenían a las mujeres su- 
bordinadas. Así, una vez que la revolución proletaria 
acabara con el sistema capitalista, se pondría tam- 
bién fin a la subordinación de la mujer. No obstante, 
en general, estas ideologías compartían el modelo de 
división sexual del trabajo, según el cual las mujeres 
pertenecían al ámbito de lo privado (el cuidado de la 
familia y los hijos), mientras que el ámbito público 
correspondía a los varones. 

Esta primera oleada feminista, en sus vertientes 
liberal y socialista-marxista, se agotó alrededor de 
los años 20 del pasado siglo, tras la obtención del 
sufragio universal en Estados Unidos (1920) y Reino 
Unido (1917 para las mujeres mayores de 30 años; en 
1928 se equiparó con la edad de los varones). Después 
de la Segunda Guerra Mundial, Simone de Beauvoir 
reactivó el feminismo, dando lugar a la que se conoce 
como la segunda oleada feminista. En su libro El 
segundo sexo (1949), Beauvoir expuso que las mujeres 
han vivido su condición femenina a partir de la pe- 
culiar forma de ser que han construido para ellas los 
varones. Durante algún tiempo, esta autora pensaba 
que la emancipación de la mujer sería posible con el 
triunfo del socialismo. Sin embargo, en los años 70 
se unió a la militancia feminista, aun cuando no se 
planteaba, en ningún caso, la lucha feminista como 
una “guerra abierta” contra los hombres. Las princi- 
pales ideas de Beauvoir son las siguientes: 


e El género es una construcción social creada a 
través de la educación desde la infancia. Esta idea 
queda reflejada en la conocida frase de la autora: 
“La mujer no nace, se hace”. 

e La maternidad constituye una desventaja para 
las mujeres. Es una “trampa” porque les impide 
dedicar tantas energías como los varones a otras 
facetas de la vida, así como a su propio desarrollo 
intelectual y profesional. 

e La incorporación de la mujer al trabajo remu- 
nerado es esencial para su emancipación. Pero 
es insuficiente si la mujer continúa sometida al 
trabajo doméstico. 

e Es necesaria la socialización del trabajo doméstico 
(no a cargo del Estado, sino a través del reparto del 
trabajo en el seno de la familia). 


Dentro de esta segunda oleada feminista sigue 
presente una corriente feminista liberal, entre cuyas 
representantes cabe destacar a Betty Friedan (1921- 
2006). En sus obras La mística de la feminidad (1966) 


y, en particular, La segunda fase (1981) coincide en 
subrayar la importancia de la incorporación de la 
mujer al trabajo remunerado. Especialmente en el 
segundo de estos libros se centra en el problema de la 
doble jornada laboral (en casa y en el trabajo) de las 
mujeres y la segmentación del mercado de trabajo (las 
mujeres, perceptoras de salarios más bajos y con más 
dificultades para acceder a los puestos de responsabi- 
lidad). Friedan proponía soluciones semejantes a las 
que años antes había formulado Beauvoir: 


e Una “revolución en la vida doméstica”: el reparto 
de tareas y la intervención del Estado en las que no 
puedan compartirse. 

e Reforma de las instituciones, de manera que ten- 
gan en cuenta las dificultades de inserción en la 
vida pública a las que se enfrentan las mujeres por 
asumir la principal responsabilidad en las familias. 
El Estado debe reconocer que la propia existencia 
de la familia genera una serie de necesidades que 
es imprescindible cubrir. 

e Para ello, es necesario que las mujeres se orga- 
nicen y presionen al Estado. Este último punto 
representa una crítica implícita contra la falta 
de eficacia de otros movimientos feministas. En 
concreto, Friedan les reprochaba haberse desen- 
tendido del tema de la familia, favoreciendo que 
se ocuparan de él casi exclusivamente las elites 
políticas conservadoras, cuyo discurso atribuía a 
las feministas el rechazo a la familia y, por tanto, 
la destrucción de la sociedad. El abandono del 
tema de la familia también restaba activos al mo- 
vimiento feminista, puesto que muchas mujeres 
que concedían valor a la maternidad no estaban 
dispuestas a unirse a él. 


El feminismo socialista contemporáneo, que 
se desarrolla también dentro de la segunda oleada 
feminista, parte de que todo sistema de producción 
requiere un sistema de reproducción. Señala que las 
categorías clásicas del marxismo son insuficientes 
para entender y explicar la opresión de la mujer. Si los 
análisis feministas liberales carecían de una interpre- 
tación materialista de la historia, la doctrina marxista 
ha sido “ciega al sexo”. En el marco del feminismo 
socialista contemporáneo, la teoría del doble sistema 
(capitalismo y patriarcado) señala que el trabajo de 
la mujer es doblemente aprovechado en sociedades 
patriarcales: por los varones, dentro de la familia; y 
por el sistema capitalista, que rentabiliza el trabajo 


de la mujer, en tanto que mantiene al varón listo y 
en buenas condiciones para trabajar. El feminismo 
socialista enfatiza que la totalidad de las relaciones 
sociales están “atravesadas” por la connotación de 
género como atributo clave. 

El feminismo radical se desarrolla también en 
los años 70 del siglo XX, integrando la segunda 
oleada feminista. Frente a los planteamientos de los 
feminismos liberal y socialista, el radical se centra 
en las cuestiones relacionadas con la sexualidad. 
Desde esta corriente surge la diferenciación entre 
los conceptos de sexo (diferencias biológicas entre 
varones y mujeres) y género (diferencias asignadas 
socialmente a cada uno de los sexos). Este feminis- 
mo denuncia que la dominación patriarcal no es un 
subproducto del capitalismo. Aun cuando el capita- 
lismo llegara a desaparecer, las mujeres seguirían 
subordinadas en sociedades y familias patriarcales 
en las que los hombres ostentan el poder. Aunque 
las feministas radicales reconocen que el dominio 
económico de los hombres y la no remuneración del 
trabajo doméstico de la mujer refuerzan el mante- 
nimiento del patriarcado, añaden que los varones 
utilizan también la fuerza y el consenso generado por 
la socialización diferencial de los géneros. Así, se ha 
señalado que las convenciones sociales respecto a las 
relaciones sexuales constituyen una herramienta 
más entre las que usan los varones para mantener 
subordinadas y controlar a las mujeres. 

“Lo personal es político” es uno de los eslóganes 
más conocidos de esta segunda oleada feminista. Ello 
implica, en última instancia, que los representantes 
políticos (gobernantes, legisladores y partidos) tam- 
bién tienen que responsabilizarse de las relaciones que 
se desarrollan dentro el ámbito personal o privado. A 
esta reivindicación general el feminismo radical ha 
añadido otra más precisa: que las mujeres sean capaces 
de controlar su propia fecundidad a través del acceso 
a métodos anticonceptivos, la interrupción voluntaria 
del embarazo, etc. Al poner el énfasis en los asuntos 
relacionados con la sexualidad, el feminismo radical 
se centra en las diferencias biológicas entre hombres 
y mujeres. El feminismo cultural o de la diferencia es 
una evolución de este feminismo radical. 


5.4. Feminismo de la diferencia 


A partir de mediados de los años 70 del siglo XX se 
fue desarrollando el feminismo de la diferencia. Su 
punto de partida es la distinción entre dos culturas 


bien diferenciadas: la masculina, cuyos ejes centrales 
son, entre otros, la agresividad, la competitividad, la 
autoridad, el individualismo o la racionalidad; y la 
femenina, en la que destacan la empatía, la colabo- 
ración, la preocupación por los demás o la atención 
a los sentimientos. El feminismo de la diferencia ha 
equiparado la liberación de las mujeres con el de- 
sarrollo y la preservación de una cultura femenina, 
señalando que la opresión deriva de la supresión de 
la esencia femenina. Las feministas de la diferencia 
han defendido que las mujeres desarrollen una cul- 
tura aparte, separada de la de los hombres; una cul- 
tura que ensalce los valores femeninos por encima de 
los masculinos. En lugar de devaluar la naturaleza 
femenina, especialmente por lo que respecta a la 
maternidad, ésta debe valorarse por encima de la 
cultura masculina. 

En realidad, este enfoque feminista reproduce, aun- 
que con otro discurso, el mismo tipo de planteamientos 
que a lo largo de la historia han servido para mantener 
a las mujeres sometidas. Asimismo, al mantener la 
existencia y el valor de una subcultura femenina, aleja 
a las mujeres de los centros de poder, ya que lo público, 
y muy especialmente la política, tienden a pertenecer 
al ámbito masculino. Sin embargo, entre los aspectos 
positivos de este feminismo de la diferencia cabe desta- 
car la revalorización de las cualidades femeninas que 
tradicionalmente se han despreciado. Por otra parte, 
el feminismo de la diferencia ha recuperado el valor 
de la maternidad, minusvalorada, e incluso denostada, 
por otros feminismos. 


5.5. La tercera oleada feminista 


En la medida en que puede hablarse de una tercera 
oleada feminista en las democracias occidentales 
contemporáneas, ésta resulta de una combinación de 
características propias del feminismo de la igualdad 
y del feminismo de la diferencia. Del feminismo de la 
igualdad se toma la idea de que es necesario que las 
mujeres accedan al ámbito público, especialmente a 
los núcleos de poder, en tanto que los hombres deben 
participar también en el ámbito privado, el cuidado 
de los hijos y la familia. Del feminismo de la dife- 
rencia se toma la idea de que las mujeres no deben 
adaptarse pasivamente a un ámbito público que ha 
sido definido por los varones conforme a los valores 
masculinos, sino que deben transformarlo para que 
refleje y aprecie también los valores femeninos. La 
tercera oleada feminista sostiene, en definitiva, que 
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la incorporación de la mujer a un mundo “masculi- 
no” es insuficiente y, más aún, indeseable. De este 
planteamiento se deriva la necesidad de redefinir las 
relaciones de género entre varones y mujeres. Mien- 
tras que las mujeres han cambiado enormemente sus 
roles, actitudes y comportamientos de género durante 
el siglo XX, los varones no lo han hecho en tan gran 
medida. Son ellos, por tanto, quienes, de acuerdo con 
los argumentos feministas de esta tercera oleada, 
deben revisar su modelo de masculinidad. Términos 
muy recientes como los de “metrosexual” o “uber- 
sexual” son reflejos de esta inquietud. 


6. EJERCICIO DE COMPROBACIÓN DE 
HIPÓTESIS: ¿EL FIN DE LA IDEOLOGÍA? 


6.1. Hipótesis y variables 


Recurriendo a diversos argumentos, varios estudiosos 
han formulado la hipótesis según la cual la época de 
los enfrentamientos entre las grandes ideologías riva- 
les de los siglos XIX y XX han concluido. Daniel Bell, 
por ejemplo, afirmó en varias obras publicadas en los 
años 60 y 70 que los cambios fundamentales que se 
estaban produciendo en las economías de los países 
capitalistas más avanzados desde la Segunda Guerra 
Mundial estaban debilitando las bases en las que se ha- 
bía asentado históricamente el choque ideológico entre 
el capitalismo y el socialismo. En lugar de la actividad 
industrial, con su énfasis en la manufactura y el trabajo 
manual, la fuerza motriz de las economías de Estados 
Unidos, Japón y la mayoría de los países europeos oc- 
cidentales estaba orientándose progresivamente hacia 
el sector de los servicios financieros (bancos, mercados 
de valores), de consumo (tiendas, restaurantes y simi- 
lares), sanitarios, legales, etc. De esta manera, tanto la 
educación, como el conocimiento, la información y la 
tecnología se estaban convirtiendo en las principales 
fuerzas impulsoras del desarrollo económico. 

Se suele considerar que cuando un país emplea 
más de la mitad de su población activa en el sec- 
tor de los servicios, su economía es una economía 
posindustrial. En estas circunstancias, el número 
de trabajadores manuales (o “cuellos azules”, según 
la expresión comúnmente utilizada en el mundo 
anglosajón) disminuye en relación con la cantidad 
de empleados del sector de los servicios (o “cuellos 
blancos”). Al mismo tiempo, cada vez hay más trabaja- 
dores mejor remunerados y que se perciben a sí mismos 
como clase media en lugar de clase trabajadora. 


Bell afirmaba que, como resultado de todo ello, la 
confrontación clásica entre la burguesía capitalista y 
el proletariado industrial estaría llegando a su fin. La 
evidencia de las últimas décadas confirma en buena 
medida los argumentos que expuso Bell. La vida polí- 
tica en las democracias posindustriales cada vez gira 
más en torno a partidos de clase media de ideología 
moderada, en lugar de los tradicionales partidos 
antagónicos de izquierda y derecha. No obstante, en 
los países posindustriales hay mucho espacio para 
que existan conflictos sobre salarios, beneficios y 
otras disputas entre trabajadores y directivos. Estas 
disputas suelen llegar al espacio político y marcar 
la confrontación entre los partidos de orientación 
progresista y los de tendencia conservadora. Es más, 
algunas economías posindustriales de hoy siguen 
teniendo partidos de izquierda pronunciadamente 
anticapitalistas o partidos de derecha muy nacio- 
nalistas, racistas e incluso neofascistas. En estos 
países, el choque de ideologías tal vez no sea tan fron- 
tal como antes, pero la ideología está lejos de haber 
desaparecido del mundo posindustrial. 

Una hipótesis más reciente sobre “el fin de la ideo- 
logía” sostiene que las fuerzas del avance tecnológico 
y la globalización económica han estado minando 
desde la década de 1970 la dicotomía tradicional 
entre el capitalismo y el socialismo a escala global. 
La mayoría de las extraordinarias innovaciones tec- 
nológicas de las últimas décadas, especialmente en 
el sector informático y de telecomunicaciones, han 
sido abanderadas por la empresa privada. De acuer- 
do con esta hipótesis, una de las principales razones 
del colapso de la Unión Soviética fue la incapacidad 
de su economía socialista, centralmente planificada, 
de seguir el acelerado ritmo con que avanzaba la alta 
tecnología en los países con economías de mercado. 
Entretanto, estos países hace ya mucho tiempo que 
habían dejado de ser “capitalistas” en el sentido de 
Karl Marx. En efecto, Estados Unidos, Japón y Eu- 
ropa Occidental gozan hoy de economías mixtas en 
las que el Estado representa un papel importante, 
a veces ayudando a las empresas privadas y otras 
regulando sus actividades. Además, estos países 
son todos Estados del bienestar, aunque con muy 
diferentes niveles de gasto social público. En estos 
países (todos ellos, democracias representativas), los 
trabajadores disfrutan de un salario mínimo y del 
derecho de negociación colectiva, mientras que el 
Estado proporciona una serie de prestaciones socia- 
les al conjunto de la población. 


Capítulo 13 / Las grandes ideologías del siglo XX en Occidente 


De acuerdo con la hipótesis inicial de Bell, se ob- 
serva un creciente consenso en el mundo acerca de 
la viabilidad y deseabilidad de un modelo que com- 
bine un sistema económico mixto (en el que Estado 
y mercado desempeñen un papel importante) y un 
sistema político democrático (en el que los gober- 
nantes sean elegidos y depuestos mediante procesos 
electorales libres y justos). Veamos hasta qué punto 
es verdad que dicho modelo se está imponiendo y 
hasta qué punto esto implica la desaparición de las 
diferencias ideológicas tradicionales. 

La variable dependiente incluida en la hipótesis 
es la evolución (aumento o disminución) del número 
de países democráticos con economías mixtas. La 
variable independiente es la presencia o ausencia de 
conflicto ideológico, tanto dentro de los países como 
en la comparación internacional, acerca de si el mo- 
delo de economía mixta y democracia representativa 
es el más adecuado para la sociedad. 


6.2. Expectativas y evidencia 


Si la hipótesis es cierta, cabe esperar un aumento 
global del número de países democráticos con econo- 
mías mixtas. Por otro lado, también hallaríamos que 
cada vez más elites políticas, independientemente de 
su orientación ideológica, comparten la idea de que 
la economía mixta es el modelo óptimo de organiza- 
ción económica. De la hipótesis se deriva asimismo 
la expectativa de una disminución de la influencia de 
orientaciones ideológicas que, como el comunismo o 
el fascismo, entre otras, implican modelos de organi- 
zación económica diferentes. 

La evidencia requerida para comprobar sistemáti- 
camente la hipótesis es demasiado amplia, y muchos 
investigadores aún continúan trabajando sobre ella; 
aquí nos limitaremos a mencionar algunos hechos re- 
lacionados con dicha hipótesis y con las expectativas 
que permite razonablemente formular. 

La hipótesis se apoya en el hecho incuestionable 
de que las economías planificadas centralmente de 
la ex Unión Soviética y los antiguos Estados comu- 
nistas de Europa Central y del Este se quedaron muy 
atrás respecto a las democracias con economías 
mixtas en lo concerniente al desarrollo de las tecnolo- 
gías avanzadas y el crecimiento económico sostenido. 
Encuentra asimismo respaldo en la evidencia de que 
la planificación comunista al estilo soviético está 
siendo progresivamente remplazada por algunos 
elementos característicos de la economía mixta. 
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Incluso China, todavía hoy gobernada por un pode- 
roso partido comunista, abandonó la planificación 
central en la década de 1980 y tiene ahora un sector 
privado considerable, si bien continúa siendo un ré- 
gimen dictatorial. Desde la década de 1980, cada vez 
son más los países de Asia, Latinoamérica y África 
que introducen cambios sustanciales en sus sistemas 
económicos, reduciendo el grado de control estatal 
de la economía y aumentando así las oportunidades 
para la empresa privada. En algunos casos, estos 
cambios económicos se han visto acompañados de 
notables esfuerzos por establecer la democracia. 
Por otro lado, también es cierto que en varias par- 
tes del mundo sigue existiendo oposición ideológica al 
modelo occidental prevaleciente: la democracia con 
economía mixta. En Rusia, por ejemplo, el triunfo de 
la empresa privada y la democracia es sólo aparente, 
ya que, en la práctica, lo que ha ido surgiendo, tanto 
en el ámbito de la economía como de la política, es 
un mercado completamente oligopólico y cerrado a 
la competencia. China publicita abiertamente su pro- 
pio modelo, que combina la empresa privada y una 
severa dictadura. La combinación de la empresa pri- 
vada y una u otra forma de gobierno autoritario tiene 
también bastantes seguidores en otros países asiáti- 
cos. Por último, no se pude dar por supuesto que no 
surjan otras orientaciones ideológicas en un futuro 
más o menos próximo. Una proporción considerable 
de la población mundial vive en extrema pobreza ante 
la pasividad de los poderes públicos en los Estados 
del bienestar de las modernas economías mixtas. Esa 
situación desesperada u otros acontecimientos polí- 
ticos pueden propiciar la aparición o el refuerzo de 
ideas políticas y movimientos sociales que rechacen 
abiertamente el modelo político-económico que se ha 
ido imponiendo en las democracias posindustriales. 


6.3. Conclusiones 


La evidencia que acabamos de resumir en pocas pa- 
labras es de “alcance medio”. Una ola de democracia 
y mercado libre parece avanzar por el mundo, pero 
el éxito de estos esfuerzos no está en absoluto garan- 
tizado en el largo plazo. Ciertamente, en años recien- 
tes se ha apreciado un consenso ideológico creciente 
acerca de la deseabilidad del modelo de economía 
mixta como forma óptima de organización económi- 
ca y de la democracia como forma óptima de organi- 
zación política. Por esa razón, una vez desaparecida 
la Unión Soviética y la confrontación Este-Oeste que 
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TÉRMINOS CLAVE 
(en negrita en el texto) 


alimentó en buena medida la lucha política en la so- 
ciedades del siglo XX, algunos autores, como Francis 


Fukuyama, han retomado las tesis de Bell en torno 
al fin de las ideologías para desarrollar el argumento 
acerca del fin de la historia (sobre la tesis de Fuku- 
yama, véase también el Capítulo 10). El fin de la 
historia, de acuerdo con Fukuyama, debe entenderse 
en sentido hegeliano, es decir, como una situación en 
la que la dialéctica, que a lo largo de la historia ha 
llevado a la sustitución de unos sistemas ideológicos 
por otros, habría llegado a su fin con el triunfo de 
la democracia liberal basada en el mercado libre 
como ideología “final”. Ahora bien, esto no quiere 
decir que dicha ideología tenga que establecerse, 
triunfar o prevalecer por sí sola, ya que es evidente 
que seguirá conviviendo con ideologías que luchen 
virulentamente contra ella (desde el islamismo radi- 
cal al neofascismo). No obstante, ninguna de estas 
ideologías rivales ofrece un modo de organización 
alternativo compatible con las complejas necesidades 
de las sociedades avanzadas contemporáneas. 


Ideología 

Liberalismo 
Conservadurismo 
Socialismo 

Marxismo 

Burguesía 

Proletariado 
Socialdemocracia 
Leninismo 

Fascismo 

Feminismo 

Feminismo de la igualdad 
Feminismo de la diferencia 
Primera oleada feminista 
Feminismo liberal 
Segunda oleada feminista 
Feminismo socialista 
Feminismo radical 
Tercera oleada feminista 
Economía posindustrial 


CAPÍTULO 14 


LA ECONOMÍA POLÍTICA 


E, este capítulo se explica, en primer lugar, qué es la 
economía política y qué cuestiones engloba su estudio. 
A continuación se expone el significado de algunos 
términos económicos básicos con los cuales trabajan 
los expertos en economía política. Estos conceptos 
resultarán útiles para entender tres sistemas: el capi- 
talismo de laissez faire, la planificación central y las 
economías mixtas. Cada uno de estos sistemas implica 
una relación diferente entre el Estado y la economía. 
Finalmente, el ejercicio de comprobación de hipótesis 
gira en torno a una de las principales tesis del que ha 
sido considerado el primer economista clásico, Adam 
Smith, sobre las virtudes de las economías capitalistas 
en cuyo desarrollo apenas interviene el Estado. 


1. LA INTERACCIÓN ENTRE POLÍTICA 
Y ECONOMÍA 


La política y la economía están íntimamente relacio- 
nadas. Las cuestiones económicas —el crecimiento 
económico, los impuestos, los déficits presupuesta- 
rios, los programas de atención sanitaria o el comer- 
cio exterior— son objeto de una intensa controversia 
política, y materia de políticas públicas (es decir, de 
decisiones gubernamentales). Especialmente en la in- 
trincada economía global de hoy resulta prácticamente 
imprescindible conocer las bases del funcionamiento 
de las economías. 

La economía es la disciplina que estudia el modo 
en que los individuos y las sociedades deciden em- 
plear y distribuir los medios escasos a su disposición 
para alcanzar determinados fines. Los economistas 
se ocupan de cuestiones tales como el modo en que 


se fijan los precios, el efecto de los impuestos, la pro- 
ducción de bienes y servicios, la inflación, los tipos de 
interés, el desempleo y las causas del crecimiento y de 
la recesión económica. 

Igual que la ciencia política, la economía es una 
ciencia del comportamiento: uno de sus principales 
propósitos consiste en examinar el modo en que 
se comportan los individuos y las organizaciones 
cuando eligen entre opciones y adoptan decisiones 
económicas. En general, los economistas parten de 
los postulados de la teoría de la elección racional 
(como también lo hacen algunos politólogos), de 
acuerdo con la cual las personas actúan en función 
de cálculos de interés, con el fin de aumentar sus 
ganancias anticipadas y reducir sus costes o riesgos 
previstos. Así, el homo economicus —el hombre 
económico— es un actor racional capaz de calcular 
cómo incrementar su riqueza y minimizar sus pérdi- 
das. Sin embargo, desde la perspectiva de la sociedad 
en su conjunto, la interacción de actores racionales 
(individuos, corporaciones y gobiernos) no necesaria- 
mente produce resultados económicos maximizadores 
del bienestar de todos. Lo que es racional para unos 
individuos puede ser perjudicial para otros o para el 
conjunto de la comunidad. Por ejemplo, si alguien 
decidiera (y pudiera) aumentar los precios de los 
bienes por su cuenta, se incrementarían los costes 
para quienes demandan esos bienes. Si una fábrica 
mantiene bajos sus costes porque no emplea meca- 
nismos de control de la contaminación adecuados, 
los contaminantes que sus chimeneas arrojan al aire 
no sólo son nocivos para la salud pública, sino que 
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también elevan los costes de la asistencia médica de 
la comunidad. Y a la inversa, también puede ocurrir 
que las decisiones económicas que son racionales 
para la comunidad en su conjunto sean perjudiciales 
para determinados individuos o grupos concretos. 
Si el gobierno, por ejemplo, decide recortar su dé- 
ficit presupuestario aumentando los impuestos, los 
ciudadanos asumen unos costes que desde la pers- 
pectiva del actor racional deberían rechazar. 

En pocas palabras, las actividades económicas de 
los individuos, las empresas privadas y los gobier- 
nos tienen con frecuencia consecuencias negativas 
para otras personas y otros grupos. Por supuesto, 
hay ocasiones en las que las políticas económicas 
privadas y públicas benefician a todo el mundo en 
mayor o menor grado. Una economía que crece 
puede permitirse mejorar las carreteras, impulsar 
la investigación médica y conseguir una atmósfera 
más limpia. Estos casos responden al modelo de un 
juego de suma positiva, con muchos ganadores. 
Pero son más frecuentes los casos en los que hay 
tanto ganadores como perdedores. Así ocurre cuan- 
do los recursos que pretenden conseguir los indi- 
viduos—el dinero, la tierra, los empleos, etc.— son 
limitados. Entonces, la distribución de los recursos 
entre la sociedad se convierte en un juego de suma 
cero; es decir, puede resultar imposible mejorar 
el bienestar de una persona sin reducir el de otra. 
También suele ocurrir que una decisión aumente el 
bienestar a largo plazo (el equilibrio presupuesta- 
rio, por ejemplo), pero lo empeore a corto plazo (los 
impuestos más altos). 

En estas y otras relaciones sociales derivadas de 
las interacciones económicas suelen aparecer los 
conflictos sobre “quién obtiene qué”. Cuando surge 
un conflicto sobre cuestiones económicas y se espera 
que el Estado se ocupe de ellas, la economía y la po- 
lítica van juntas. Es más, todo sistema económico es 
“político” en el sentido de que opera en un contexto 
de leyes y procedimientos sancionados por el Estado. 
Tanto en los sistemas socialistas, como en los de libre 
mercado o en otros modos de organización económi- 
ca, el Estado proporciona el marco legislativo que 
influye decisivamente en el funcionamiento práctico 
de la economía. La economía es, por tanto, insepa- 
rable de la política. 

La economía política es el estudio del modo en 
que las comunidades persiguen objetivos económicos 
colectivos y manejan, a través de las instituciones esta- 
tales, los conflictos sobre el acceso y la distribución de 


los recursos. En otras palabras, la economía política 
se ocupa de la relación entre la economía y el Estado, 
y de las diversas maneras en las que este último actúa 
para procurar el bienestar económico (y en definitiva, 
social) de los ciudadanos. 

En términos muy generales, la economía política 
se ocupa de dos grandes preguntas: (1) ¿cómo influye 
la economía en la política? y (2) ¿cómo influye la po- 
lítica en la economía? 

En la primera pregunta, la economía es la varia- 
ble independiente (la causa o el factor influyente) y 
la política es la variable dependiente (el efecto). Por 
ejemplo, en las democracias es bastante frecuente 
que muchos votantes “voten con el bolsillo”: votan a 
los candidatos de los que esperan que incrementen 
el bienestar social del grupo al que pertenecen los 
votantes. La evidencia empírica recogida en Estados 
Unidos revela que, desde la Segunda Guerra Mundial, 
los Presidentes suelen ganar su reelección si la eco- 
nomía ha crecido un 4 por ciento o más en los cuatro 
trimestres anteriores a las elecciones. 

En la segunda pregunta, las variables se invierten: 
la política es la variable independiente y la economía 
es la variable dependiente. Así, por ejemplo, en algu- 
nos casos las leyes que limitan la capacidad de los 
gobiernos de incurrir en déficit presupuestario han 
promovido períodos de crecimiento sostenido de la 
economía y el empleo. Por otra parte, es bien sabido 
que el “color” del gobierno (es decir, la orientación 
ideológica del partido que ostenta el poder ejecutivo) 
afecta al gasto público y, por tanto, a la marcha de 
la economía. 

La relación entre la política y la economía suele 
ser interactiva. Con otras palabras, las variables eco- 
nómicas influyen en las variables políticas, que, a su 
vez, influyen en las variables económicas para luego 
influir éstas en las políticas, y así sucesivamente. 
Clarificar estas relaciones interactivas constituye un 
propósito central de la economía política. 

De estas relaciones, una de las más importantes es 
la que se da entre los Estados y los mercados. Térmi- 
nos tales como “mercados”, “economía de mercado” 
y “fuerzas del mercado” hacen referencia principal- 
mente al sector privado. Se aplican, en sentido lato, 
a la producción, así como a la compra y a la venta 
de bienes y servicios por parte de empresas privadas 
e individuos, con precios y salarios determinados 
principalmente por las fuerzas de la oferta y la de- 
manda, no por un decreto del gobierno. La economía 
política se hace el siguiente tipo de preguntas: ¿cómo 
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influyen las políticas públicas en las fuerzas del mer- 
cado y viceversa? ¿Deben los gobiernos controlar o 
regular la economía, o deben los mercados operar 
libremente? ¿Puede haber un equilibrio aceptable en- 
tre los Estados y los mercados? Las respuestas a estas 
preguntas, sean de naturaleza empírica o normativa, 
variarán en función del país de que se trate, siendo 
con frecuencia objeto de un vivo debate dentro de 
cada país. 


2. ALGUNOS CONCEPTOS 
ECONÓMICOS BÁSICOS 


Difícilmente se pueden comprender las principales 
cuestiones de la economía política sin conocer algu- 
nos conceptos básicos de economía. Las siguientes 
definiciones no pretenden en modo alguno sustituir 
un curso de introducción a la economía. El objetivo 
de este apartado consiste simplemente en proporcio- 
nar una información rudimentaria de los fenómenos 
económicos y de los conceptos fundamentales, con el 
fin de enriquecer la comprensión de la política. 

El Producto Nacional Bruto (PNB) se refiere a 
la cantidad total de bienes y servicios que produce 
la economía de un país en un determinado período 
de tiempo. Mide no sólo lo que está produciendo la 
economía “doméstica” (es decir, del propio país), 
sino también la renta que generan los residentes de 
ese mismo país en el extranjero. La renta obtenida 
por inversores extranjeros que operan en el país se 
descuenta de la última cifra. Así, si durante el año 
pasado la economía de un país X generó una can- 
tidad de 10.000 millones de euros en su territorio, 
los ciudadanos del país X residentes en el extranjero 
generaron 2.000 millones en sus países de residen- 
cia, y los extranjeros ganaron 1.000 millones por sus 
inversiones en X, entonces el PNB de X durante el 
pasado año fue de 11.000 millones (10.000 + 2.000 — 
- 1.000). El Banco Mundial y muchos economistas 
usan actualmente una medida relativamente similar, 
el Producto Interior Bruto (PIB) en lugar del PNB. 

El Producto Interior Bruto (PIB) es sólo la pro- 
ducción total de bienes y servicios de la economía 
“doméstica” de un país. No incluye la renta que ge- 
neran los ciudadanos residentes en el extranjero ni 
tiene en cuenta la renta de los extranjeros derivada de 
las inversiones dentro de las fronteras del país. Como 
excluye estas dos últimas cantidades, el PIB es con- 
siderado una medida más precisa de lo que produce 
realmente la economía de un país que el PNB. 


El crecimiento económico se refiere a los incre- 
mentos del PNB o del PIB de un país durante un pe- 
ríodo determinado de tiempo. Si la renta de un país 
cae por debajo de la cifra del período anterior, ese país 
experimenta un crecimiento negativo. Si, por el con- 
trario, aumenta, experimenta un crecimiento positivo. 

La inflación hace referencia al incremento de los 
precios. La tasa de inflación mide el grado en que 
el precio medio de los bienes, durante un período 
de tiempo, sobrepasa el precio medio en un período 
anterior. Si el precio medio de la “cesta de la compra” 
típica de bienes y servicios de una sociedad en 2005 
fue un 3,8 por ciento superior al precio medio de esos 
mismos bienes en 2004, entonces la tasa de inflación 
anual de 2005 se elevó a 3,8 por ciento. 

La inflación se debe a muchas causas. Una es un 
exceso de moneda en circulación. Como consecuencia 
de este exceso de oferta monetaria, el valor del dinero 
disminuye (o se deprecia): con la misma cantidad de 
dinero se puede comprar cada vez menos. Para reme- 
diarlo, el gobierno puede dejar de emitir moneda o 
reducir la cantidad que está emitiendo. Las decisio- 
nes gubernamentales que influyen en la provisión de 
dinero atañen a la política monetaria. 

La inflación prolongada puede ser ruinosa. Cuan- 
do la tasa de inflación oscila entre el 10 y el 15 por 
ciento anual, los gobiernos han de tomar medidas 
contundentes para resolver el problema. Sus esfuer- 
zos no siempre tienen éxito. Entre 1987 y 1991 la tasa 
media de inflación anual superó el 1.000 por ciento 
en Argentina y Brasil, y 2.000 por ciento en Perú. En 
1993 Ucrania tuvo una tasa de inflación del 8.000 por 
ciento. Estas cifras resultan modestas comparadas 
con la que arrojó Alemania durante la República de 
Weimar: en 1923 la inflación llegó a mil millones 
por ciento. Cuando la tasa de inflación sobrepasa 
el 50 por ciento mensual, se suele hablar de “hiper- 
inflación”. La incapacidad de reducir una inflación 
desbocada puede poner en peligro la estabilidad de 
un gobierno. De ahí que la inflación sea tanto un 
problema político como económico. 

El Banco Central es el banco nacional del Estado 
o del conjunto de Estados que decide dotarse de un 
sistema financiero común. En Estados Unidos se 
llama Sistema de la Reserva Federal, y en la Unión 
Europea, Banco Central Europeo; en la mayoría de 
los países, las tareas principales del Banco Central 
consisten en determinar la cantidad de moneda que 
ha de emitirse y proporcionar créditos a los bancos 
privados (comerciales). Los bancos centrales también 
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se implican en transacciones mercantiles abiertas, 
como la compra y venta de bonos del Estado. Estas 
acciones suelen tener el efecto de elevar o bajar la tasa 
de inflación de la economía del país. 

Por ejemplo, cuando un banco privado toma pres- 
tado dinero en efectivo del Banco Central para sus 
propias operaciones de préstamo e inversión, este 
último le cobra un interés. Si la inflación es alta, el 
Banco Central debe subir el tipo de interés que cobra 
a los bancos comerciales. El tipo de interés del Banco 
Central se denomina “tipo de descuento” o “tipo ban- 
cario”. De este modo, el Banco Central puede aumen- 
tar indirectamente el tipo de interés aplicable en todas 
las operaciones de crédito financieras. Si los bancos 
comerciales deben pagar un interés más alto al Banco 
Central, repercuten ese gasto añadido sobre sus clien- 
tes, cobrándoles más interés por concederles créditos 
hipotecarios, personales o para empresas. Un tipo alto 
de interés desincentiva la solicitud de créditos. Ante 
una subida de tipos de interés, menos personas están 
dispuestas a solicitar un crédito personal para com- 
prar, por ejemplo, un coche, o un crédito hipotecario 
para adquirir una vivienda; asimismo, menos empre- 
sarios están dispuestos a endeudarse para desarrollar 
sus negocios. Entonces empieza a circular menos di- 
nero en la economía, la demanda de bienes disminuye 
y la inflación baja. Pero como consecuencia de esta 
política de “dinero de acceso difícil”, el crecimiento de 
la economía, en general, se ralentiza (“la economía se 
enfría”) y aumenta el desempleo. 

La economía puede experimentar recesiones o de- 
presiones. La diferencia entre recesión y depresión es 
de grado. Una recesión es un período de crecimiento 
lento, crecimiento cero o crecimiento negativo, que 
provoca la reducción de la actividad empresarial, el 
aumento del desempleo y, en muchas ocasiones, algu- 
nas quiebras empresariales. Una depresión es mucho 
más grave, con un crecimiento negativo prolongado, 
desempleo masivo y frecuentes quiebras de empresas. 
En estas circunstancias, la inflación suele ser muy 
baja o inexistente; los precios tienden a bajar. Para 
estimular la economía, el Banco Central puede bajar 
el tipo de descuento o llevar a cabo otras políticas con 
el fin de facilitar la disponibilidad de dinero a los em- 
presarios y consumidores. Si tiene éxito, esta política 
de “dinero de acceso fácil” revitaliza (“calienta”) la 
actividad empresarial y reduce el desempleo, aunque 
suban los precios. 

La inflación y el empleo son, pues, dos componentes 
de un dilema (trade-off) clásico: las políticas públicas 


diseñadas para mantener baja la inflación pueden 
provocar un aumento del desempleo, mientras que la 
políticas diseñadas para estimular la actividad eco- 
nómica e incrementar las oportunidades de empleo 
pueden ocasionar un aumento de la tasa de inflación. 
El objetivo de muchos gobiernos estriba en mantener 
simultáneamente alto el empleo y baja la inflación, 
pero es difícil lograr ambos objetivos a la vez. Así, con 
frecuencia, los gobiernos se ven en la obligación de op- 
tar entre medidas que pueden afectar negativamente 
a algunos segmentos de la población a corto plazo y, 
en ocasiones, a largo plazo. Como los bancos centra- 
les pueden influir tanto en la economía, sus políticas 
suelen ser objeto de debate público y desencadenar 
conflictos políticos. 

La pregunta de quién controla el Banco Central 
es, por tanto, crucial y profundamente política. Al- 
gunos bancos centrales son bastante independientes 
de los poderes ejecutivo y legislativo del Estado, 
disfrutando de bastante libertad para adoptar deci- 
siones comprometidas que pueden ser buenas para 
la economía, pero impopulares, como subir los tipos 
de interés. Otros bancos centrales son menos inde- 
pendientes de los gobiernos y los parlamentos y se 
hallan más limitados a la hora de tomar decisiones 
políticamente impopulares, aunque ésas sean juzga- 
das por la mayoría de los expertos como positivas 
para la marcha de la economía. 

Si un gobierno gasta más de lo que ingresa, incu- 
rre en un déficit presupuestario. Si, por el contra- 
rio, ingresa más que gasta, se produce un superávit 
presupuestario. Cuando los gastos igualan a los 
ingresos, el gobierno tiene un presupuesto equili- 
brado. La deuda nacional es la cantidad de dinero 
que un gobierno debe como resultado del déficit pre- 
supuestario al final del año fiscal, o de los déficits 
presupuestarios acumulados durante un período de 
varios años. Si, para cubrir los gastos, el gobierno 
no puede ingresar a través de impuestos u otras 
fuentes la cantidad suficiente, tiene que tomar pres- 
tado fondos de prestamistas privados (individuos 
e instituciones) u otros gobiernos. Como cualquier 
prestatario comercial, debe pagar a sus acreedores 
el interés acordado por el préstamo, lo que eleva aún 
más la cantidad que debe. 

Una forma de tomar dinero prestado consiste en 
emitir letras o bonos del Estado. Por lo común, las 
personas compran estos bonos sólo si confían en 
que el Estado será capaz de devolverles la cantidad 
prestada más el interés prometido. Los Estados que 
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no pueden inspirar esta confianza en los posibles 
prestamistas deben acudir a otros gobiernos o a 
instituciones de crédito internacionales para que les 
avalen sus deudas. 

Una de las consecuencias negativas de la acumu- 
lación prolongada y duradera de la deuda nacional 
es que el Estado endeudado ha de pagar cantidades 
cada vez más elevadas en concepto de intereses. El 
pago de interés en plazos periódicos se llama ser- 
vicio de la deuda. Además, al tomar prestada una 
considerable cantidad de dinero de los comprado- 
res de bonos, los representantes del Estado están 
absorbiendo un dinero que, de otro modo, seguiría 
estando a disposición de la gente, es decir, de los con- 
sumidores para gastarlo y de los empresarios para 
invertirlo. En otras palabras, tomar dinero prestado 
de forma persistente priva a la economía nacional de 
unos recursos que, de otro modo, podrían utilizarse 
más productivamente por el sector privado (bien a 
través del consumo o de la inversión) para fomentar 
el crecimiento económico. 

En última instancia, sólo hay dos maneras de re- 
ducir los déficits presupuestarios y la deuda nacional: 
restringir radicalmente el gasto del Estado o aumen- 
tar los ingresos a través de una subida de impuestos. 
Ante deudas especialmente cuantiosas cabe adoptar 
simultáneamente ambas medidas. Obviamente, estas 
medidas pueden disgustar a grandes sectores de la 
población. Aunque sean racionales para el conjunto 
del país, pueden no serlo para los particulares, que se 
ven perjudicados económicamente por la reducción 
del gasto público o el aumento de la presión fiscal, 
dando lugar a conflictos políticos. En suma, los dé- 
ficits y las deudas son, en gran medida, resultado de 
decisiones o elecciones políticas. 

La política fiscal hace referencia a la política de 
ingresos y gastos públicos. Los impuestos represen- 
tan la forma más habitual de obtener ingresos. Una 
de las controversias políticas más recurrentes sobre 
los impuestos se centra en la justicia de la distribu- 
ción de la carga fiscal. En general, los impuestos 
progresivos sobre la renta se consideran justos 
porque son proporcionales a los ingresos, es decir, 
aumenta la proporción que se paga a medida que 
aumentan los ingresos. De este modo, los individuos 
o las unidades familiares con ingresos altos deben 
pagar un tipo más alto que los individuos o las uni- 
dades familiares que disponen de ingresos escasos. 
Los críticos de este sistema afirman que una política 
fiscal que “esquilma a los ricos” obstaculiza el cre- 


cimiento económico y las oportunidades de empleo 
porque detrae dinero de los consumidores e inver- 
sores más capaces de la economía, restringiendo su 
capacidad de adquirir bienes y servicios o invertir en 
empresas productivas. 

Los impuestos regresivos son los que disminuyen 
a medida que aumenta la renta. Hay varios tipos. Los 
impuestos sobre las ventas o el consumo (impuestos 
indirectos), por ejemplo, son de por sí regresivos. Si 
en una determinada jurisdicción todos están sujetos 
al mismo tipo impositivo sobre las ventas de deter- 
minados bienes, las personas de renta baja pagarán 
una proporción mayor de sus ingresos para sufragar 
esos impuestos que las personas más acomodadas, 
especialmente si se gravan bienes de consumo tan 
básicos como los alimentos o la ropa. Las personas 
con rentas bajas tienen que gastar la mayor parte 
de sus ingresos en la adquisición de tales bienes, 
mientras que quienes disponen de rentas más altas 
pueden permitirse ahorrar o invertir una parte de 
su renta, no estando aquello que ganan sujeto a im- 
puestos sobre las ventas. 

Muchos países de Europa occidental y otros conti- 
nentes tienen un Impuesto sobre el Valor Añadido 
(IVA) aplicable a determinados tipos de bienes y 
servicios. El IVA es un impuesto nacional sobre las 
ventas que grava todos los eslabones de la producción 
y la venta de determinados bienes y servicios. En 
última instancia, es el consumidor final el que paga 
todo el impuesto. En 2004, los tipos normales de IVA 
rondaban el 20 por ciento en la mayoría de los países 
pertenecientes a la Unión Europea (con oscilaciones 
entre el 16 por ciento de España y Alemania y el 25 
por ciento de Suecia o Dinamarca), y los tipos redu- 
cidos se situaban en torno al 8 por ciento (aplicable 
a muchos alimentos, productos farmacéuticos, servi- 
cios médicos, etc.). 

Por último, el impuesto fijo (tasa lineal, tipo único 
o flat tax) es el que grava la renta de todo el mundo 
en la misma proporción, al margen de su riqueza. Es- 
tonia se convirtió en 1994 en el primer país europeo 
que introdujo un tipo único (24 por ciento) sobre los 
ingresos personales y empresariales. Le siguieron 
Letonia y Lituania, así como Rusia, Serbia y Ucra- 
nia. Los defensores del tipo único argumentan que es 
un impuesto muy fácil de aplicar, no perjudica a los 
menos acomodados (siempre que se fije un mínimo 
exento de imposición fiscal) y contribuye a disminuir 
el fraude fiscal en el que incurren los más ricos con 
sistemas impositivos progresivos. 
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La política fiscal, que gira principalmente en torno 
a los presupuestos del Estado, constituye un ámbito 
de actuación muy sensible a las preferencias políti- 
cas. El proceso de elaboración del documento en el 
que se determinan los ingresos y los gastos del Estado 
implica largas y complejas negociaciones entre los 
múltiples actores de dentro y fuera de las institucio- 
nes públicas. 


3. EL CAPITALISMO DE LAISSEZ-FAIRE 


La forma de economía política con el menor grado 
de interferencia gubernamental ha recibido diversas 
denominaciones, entre ellas capitalismo de laissez- 
faire. El término francés laissez-faire significa “dejar 
hacer”. De acuerdo con este modelo de economía capi- 
talista (es decir, de economía basada en la propiedad 
privada), el Estado proporciona un marco de libertades 
muy amplio para que operen las empresas privadas. 

En una economía de laissez-faire completamente 
pura, la empresa privada es verdaderamente una 
empresa “libre”: el Estado interviene poco o nada en 
la actividad empresarial. En su versión más genuina, 
apenas existen impuestos, protección social o médi- 
ca, ni leyes que impongan a los empresarios el pago 
de un salario mínimo a sus trabajadores, limiten sus 
horas de trabajo, establezcan sus vacaciones pagadas, 
la edad mínima de entrada al mercado de trabajo o 
la máxima de salida del mismo. El capitalismo de 
laissez-faire beneficia particularmente a los empresa- 
rios, puesto que les permite competir libremente, sin 
trabas, con otras empresas. En cambio, perjudica a 
los trabajadores, toda vez que les deja sin protección 
frente a las demandas de sus empleadores. Esta for- 
ma de capitalismo era la predominante en Estados 
Unidos, Gran Bretaña y muchos otros países indus- 
trializados en tiempos de Karl Marx (1818-1883), el 
padre intelectual del comunismo. 

El capitalismo de laissez-faire puro es, por tanto, la 
variedad de economía de mercado menos regulada. 
Por economía de mercado se entiende un sistema 
económico en el que la oferta y la demanda regulan 
y determinan la mayor parte de los precios. En otras 
palabras, el gobierno no controla el sistema de pre- 
cios. Los precios de los bienes y los servicios los fija 
“el mercado”: es decir, se determinan en virtud de las 
decisiones independientes de vendedores y compra- 
dores, que buscan obtener el máximo de dinero en 
un mercado que se caracteriza por la competencia 
abierta entre empresas. Uno de los primeros teóricos 


y defensores de este tipo de sistema económico fue el 
economista escocés Adam Smith (1723-1790), a quien 
merece la pena dedicar algunos párrafos no sólo por- 
que a menudo es considerado como el fundador de 
la economía política, sino también porque en torno a 
sus argumentos girará el ejercicio de comprobación 
de hipótesis de este capítulo. 

Smith escribió en 1776 An inquiry into the nature 
and causes of the wealth of nations (Una investiga- 
ción sobre la naturaleza y las causas de la riqueza 
de las naciones, más conocido como La riqueza 
de las naciones), una apasionada defensa de la eli- 
minación de toda restricción gubernamental a la 
empresa privada. Según Smith, la persecución del 
propio interés económico de cada individuo aumen- 
ta, en última instancia, la riqueza de la sociedad 
en su conjunto. Con otras palabras, la ganancia 
personal incrementa el bien común. Smith creía que 
las iniciativas económicas de los individuos están 
básicamente motivadas por la búsqueda de estatus 
social y riqueza material. Sin embargo, sin hacerlo 
intencionadamente, los empresarios privados, con 
su materialismo más crudo, terminan por promover 
el bienestar general. “No es debido a la benevolencia 
del carnicero, el cervecero o el panadero por lo que 
esperamos poder cenar”, escribió, “sino debido a 
que miran por su propio interés”. Conforme a una 
celebrada imagen, Smith afirmó que las interesadas 
decisiones económicas de los individuos conducían 
al aumento del bienestar de la sociedad, como si 
una “mano invisible” les guiara hacia ese fin. El in- 
dividuo emprendedor “nunca pretende promover el 
interés público ni sabe en qué medida lo promueve. 
Piensa en su propio interés; y en este sentido, como 
en otros muchos casos, lo guía una mano invisible 
para que impulse un fin que no formaba parte de su 
intención... Persiguiendo su interés, con frecuencia 
promueve el de la sociedad con más eficacia que 
cuando verdaderamente se propone promoverlo” 
(Smith 1956 [1776]). 

El economista escocés recomendaba, por tanto, que 
no se pusiera freno al interés privado y que se elimi- 
nasen todos los impedimentos estatales a la “libertad 
perfecta” en la vida económica. Argumentaba que la 
economía de mercado que opera con libertad no con- 
duce al caos. Al contrario, es un mecanismo autónomo 
que regula la producción, los precios, los salarios e 
incluso la población por medio de una combinación 
espontánea de incentivos y desincentivos. Aunque era 
demasiado realista como para esperar un paraíso 
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terrenal, Smith creía que si a la economía de mercado 
no se le ponían obstáculos, funcionaría con la regulari- 
dad de un reloj para maximizar el bienestar de todos. 

En la época en la que escribía este autor, la econo- 
mía de Gran Bretaña era una complicada mezcla de 
empresa privada y regulación y monopolios estatales, 
muchos incluso de origen medieval. Igual que otras 
monarquías europeas de la época, Gran Bretaña esta- 
ba muy influida por la entonces centenaria doctrina 
del mercantilismo, de acuerdo con la cual el Estado 
debería expandir su papel directo en la economía 
y controlar el comercio exterior para maximizar la 
riqueza y el poder nacional. Smith rechazaba el mer- 
cantilismo. A su juicio, la implicación del Estado en la 
economía había retardado el crecimiento económico 
de Inglaterra. Smith denunció a las autoridades de la 
monarquía calificándolas de “los mayores derrocha- 
dores” de la sociedad, mientras alabó el trabajo duro 
y la frugalidad de los individuos por haber contribui- 
do a que su país prosperara. 

La riqueza de las naciones sigue siendo la auténtica 
biblia del liberalismo económico clásico. En ocasio- 
nes, a Smith se le ha interpretado erróneamente como 
defensor de la codicia personal ilimitada y de un tipo 
de anarquía de libre mercado en la que el gobierno ca- 
rece de papel alguno. En realidad, estaba convencido 
de que la economía de mercado presuponía un orden 
moral caracterizado por la benevolencia humana y la 
autocontención, y por un sistema legal que penalizaba 
eficazmente las faltas y las malas acciones. En una 
obra anterior, The theory of moral sentiments (1759) (La 
teoría de los sentimientos morales), había defendido 
que el Estado aplicara de forma inflexible los códigos 
de justicia. No creía que los principales beneficiarios 
del sistema de libre mercado fueran los empresarios 
constituidos en una pequeña elite, sino toda la pobla- 
ción, ya que, en última instancia, la “mano invisible” 
generaría mayor igualdad económica. 

Por lo demás, Smith afirmaba en La riqueza de 
las naciones que era deber del Estado encargarse de 
las obras públicas poco rentables para los empresa- 
rios privados (como las carreteras, los puentes y los 
canales), así como también de la educación pública. 
Del mismo modo, atribuía al Estado un papel im- 
portante en la promoción de actividades culturales 
que impidieran que la población se “deformara” 
espiritual e intelectualmente. 

Smith fue el precursor de una nueva generación de 
economistas británicos que describieron la economía 
de libre mercado en términos considerablemente más 


duros. Así, David Ricardo (1772-1823) afirmaba que 
los empresarios privados no tenían más elección que 
“exprimir” a sus trabajadores para producir todo lo 
que pudieran, a cambio de los salarios más bajos 
posibles. Sostenía que, de otra manera, los capita- 
listas no podían amasar los fondos que necesitaban 
para invertir más y expandir sus negocios. La “ley de 
hierro de los salarios” de Ricardo estipulaba que el 
desarrollo de la economía y la creación de oportuni- 
dades futuras de empleo requerían este despiadado 
proceso de “acumulación de capital” a expensas de 
los empobrecidos trabajadores. 

Por su parte, Thomas Malthus (1766-1834) mantenía 
que, mientras la población crecía en progresión geomé- 
trica (2, 4, 6, 8...), la provisión de alimentos lo hacía en 
progresión aritmética (1, 2, 3, 4...). En consecuencia, 
la prudencia sugería no alentar la reproducción de la 
población a través de elevados salarios (o lo que es lo 
mismo, mantener bajos los sueldos para evitar la crea- 
ción de familias muy numerosas). La sobrepoblación, 
según sus cálculos, excedería la capacidad de provisión 
de alimentos y provocaría la inanición. Sin embargo, 
la historia ha demostrado que los cálculos de Malthus 
eran demasiado pesimistas. 

El darwinismo social representó otra escuela de 
pensamiento que extraía conclusiones de las divisio- 
nes sociales creadas por el avance de la economía 
capitalista. Inspirándose en el pensador social britá- 
nico Herbert Spencer (1820-1903) y en el economista 
estadounidense William Graham Sumner (1840-1910), 
los darwinistas sociales afirmaban que, del mismo 
modo que las especies animales habían evolucionado 
según un proceso de selección natural, la humanidad 
evolucionaba de acuerdo con la dura ley de “la super- 
vivencia del más apto” (fue, en realidad, Spencer, no 
Charles Darwin, quien acuñó esta expresión). La socie- 
dad en su conjunto podía avanzar sólo si se fomentaba 
y recompensaba el logro económico individual. Puesto 
que, según Spencer y otros darwinistas sociales, las 
características innatas o heredadas tienen mayor 
influencia que la educación, al Estado no le incumbe 
ayudar a los pobres ni tampoco educarlos. 

La lógica del darwinismo social penetró en las eli- 
tes empresariales de Gran Bretaña y Estados Unidos. 
La economía estadounidense había reflejado desde 
sus orígenes los principios del capitalismo del laissez- 
faire. A finales del siglo XIX se acumularon inmensas 
fortunas, cuando los magnates del ferrocarril, el 
petróleo y el acero, entre otros, pudieron realizar sus 
negocios libremente, sin leyes laborales o regulaciones 
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gubernamentales que restringieran sus márgenes de 

actuación. No existió prácticamente ningún impuesto 
federal hasta que se ratificó en 1913 la decimosexta 
enmienda a la Constitución. La teoría económica del 
laissez-faire sólo perdería su atractivo para economis- 
tas y políticos estadounidenses con la llegada del New 
Deal de Franklin D. Roosevelt (1882-1945), tras la crisis 
de 1929 y la subsiguiente Gran Depresión. Entretanto, 
en Europa, los mayores adversarios de la economía del 
laissez-faire eran los socialistas, que, en su versión más 
radical, promovían la abolición total del capitalismo. 
El movimiento socialista se moderó con el tiempo en 
Europa occidental; tras la Segunda Guerra Mundial, 
los partidos democráticos empezaron a apoyar el 
Estado del bienestar, propio de la economía mixta. 
Sin embargo, el socialismo que, siguiendo las tesis de 
Marx, se aplicó en Rusia, introdujo el sistema econó- 
mico de planificación central. 


4. LA ECONOMÍA DE 
PLANIFICACIÓN CENTRAL 


Los comunistas rusos derrocaron el régimen del Zar 
Nicolás II en el otoño de 1917. Una vez ganada la guerra 
civil contra sus principales adversarios, consolidaron 
su poder. Tras un breve período en el que la empresa 
privada estuvo permitida, a finales de la década de 
1920 el Secretario General del Partido Comunista 
impuso la nacionalización de todos los sectores de 
la economía. Con raras excepciones (como pequeñas 
explotaciones agrícolas familiares), todas las fábricas 
y granjas pasaron a estar controladas completamente 
por agencias estatales. Fue así surgiendo una buro- 
cracia planificadora para organizar la producción 
de todos los bienes manufacturados y la provisión de 
todos los servicios. La agricultura se “colectivizó” y 
se sometió a supervisión burocrática. Los precios de 
todos los productos y servicios fueron fijados por las 
autoridades planificadoras, cuyos decretos remplaza- 
ron totalmente las leyes económicas de la oferta y la 
demanda. Los gobiernos diseñaban planes anuales 
vinculantes que obligaban a las fábricas y granjas a 
cumplir cuotas de producción oficiales, normalmente 
especificadas en términos de cantidades de bienes 
(pares de zapatos, toneladas de cereales, unidades de 
tornillos, etc.). Los planes quinquenales establecían 
objetivos de producción a largo plazo. 

La Unión Soviética, primero con Stalin y luego 
con sus sucesores hasta llegar a Mijail Gorbachov a 
mediados de los años 80, ha funcionado durante gran 


parte del siglo XX con una economía centralmente 
planificada. El rasgo distintivo de este tipo de siste- 
ma es la fusión del Estado y la economía. De hecho, 
el Estado es “propietario” de la economía. Son las 
autoridades públicas, no los individuos ni las empre- 
sas privadas, quienes determinan qué y cuánto debe 
producirse, cómo deben distribuirse los bienes y a 
qué precio. Como, en realidad, el Estado dirige todo el 
proceso económico, la economía planificada también 
se ha denominado “economía estatalmente dirigida”. 

De acuerdo con el marxismo-leninismo (la versión 
de la teoría marxista desarrollada por Lenin), la pro- 
ducción y distribución de bienes en una economía 
totalmente planificada serían más racionales que en 
una economía capitalista. Los comunistas concebían 
el mercado como un mecanismo caótico, con mul- 
titud de individuos y empresas privadas adoptando 
numerosas decisiones en interés propio. El mercado 
derrochaba recursos en una producción innecesaria 
y conducía a la inflación, el desempleo, la desigual- 
dad y la alternancia de ciclos económicos expansivos 
y recesivos. En cambio, una economía planificada 
podía evitar esos problemas. Desde su punto de vista, 
el crecimiento bajo una economía de planificación 
central podía ser mayor y más rápido que bajo una 
economía capitalista, y la distribución más justa. 
Claro que no deja de ser importante el hecho de que 
una economía planificada facilita a la elite política 
el control sobre la población. En efecto, este sistema 
priva a los individuos o grupos de toda oportunidad 
de independencia frente al Estado. 

Lo cierto es que la producción industrial de la 
Unión Soviética aumentó notablemente en la década 
de 1930 con el nuevo sistema de planificación y, en 
pocos años, pasó de ser un país agrícola atrasado a 
un gigante industrial. Sin embargo, la producción 
agrícola tuvo dificultades debido a los estragos que 
hizo en las zonas rurales el proceso de colectiviza- 
ción, que obligó a los propietarios de tierras a ceder 
al Estado sus campos, cosechas y animales. Y sufrió 
más reveses durante la Segunda Guerra Mundial; 
cuando la Alemania nazi invadió la Unión Soviética 
en 1941, tres años de lucha continua tuvieron como 
resultado la destrucción de 17 ciudades soviéticas y la 
devastación de la economía agrícola. 

La economía soviética se recuperó gradualmente 
después de la guerra y, a principios de los años 60, 
los dirigentes comunistas empezaron a proponerse 
el ambicioso objetivo de adelantar a la economía 
estadounidense en diez años. Lejos de alcanzar 
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ese monumental objetivo, la economía soviética se 
quedó cada vez más a la zaga de sus competidores 
con economías mixtas. Tras asumir en 1985 el lide- 
razgo del Partido Comunista de la Unión Soviética, 
Gorbachov definió los años de sus predecesores 
en el poder como un “período de estancamiento”. 
Entre 1978 y 1985 la economía soviética tuvo un 
crecimiento cero. Mientras Estados Unidos, Japón 
y Europa occidental trazaron nuevas direcciones 
apuntando al desarrollo de la alta tecnología, la len- 
ta burocracia de la planificación central soviética no 
pudo competir con las ágiles técnicas de producción 
de las empresas privadas que concurrían en los 
mercados globales. Gorbachov propuso una nueva 
fórmula para salvar el sistema de planificación cen- 
tral, incluido un mínimo de empresa privada, pero 
no logró su propósito. A finales de 1991, Gorbachov 
abandonó el poder mientras la Unión Soviética se 
descomponía. En 1992, Rusia, la república más im- 
portante de la antigua Unión Soviética, constituida 
ya en un país independiente, empezó a moverse 
hacia una economía mixta con la introducción de 
un número considerable de empresas privadas y me- 
canismos de mercado para determinar los precios. 
Aunque en nuestros días el Estado sigue represen- 
tando un papel importante en la economía rusa, el 
sistema de economía central planificada pertenece 
ya al pasado. 

En Europa del Este y central se han producido de- 
sarrollos similares desde la caída del comunismo y la 
instauración de la democracia en la última década del 
siglo XX. Por su parte, China empezó a desmantelar 
su sistema de planificación central mucho antes que 
Rusia o la antigua Europa comunista. Los líderes del 
Partido Comunista Chino comenzaron a introducir 
medidas de privatización y reformas del mercado 
a finales de los años 70. A lo largo de la siguiente 
década, muchas empresas industriales y granjas 
chinas pasaron a manos privadas. Curiosamente, 
estas importantes transformaciones económicas 
se produjeron mientras los comunistas seguían 
controlando el poder y reprimiendo severamente las 
demandas de democracia. 

La experiencia china ha puesto en cuestión la 
hipótesis según la cual el proceso de privatización eco- 
nómica promueve la democratización. En principio, 
cabe esperar que una economía de empresa privada 
cree grupos de empresarios y trabajadores deseosos 
de preservar y expandir su libertad en el mercado, 
limitando la intervención del Estado y asegurándose, 


a través del proceso electoral y otros procedimientos 
democráticos, una influencia en las decisiones de 
política económica, laboral y social que adoptan los 
gobiernos. De acuerdo con esta tesis, el éxito del pro- 
ceso de liberalización económica implica un desafío 
a los gobiernos comunistas y acaba promoviendo el 
advenimiento de la democracia. 

Una hipótesis alternativa sugiere que el proceso 
de privatización en economías que han funcionado 
según el sistema de planificación central puede mi- 
nar, en última instancia, el apoyo a la democracia. 
Si las transformaciones económicas producen niveles 
inaceptables de inflación, desempleo, desigualdad o 
corrupción, es plausible que grandes segmentos de 
población, además de las elites políticas, se opongan 
al cambio económico y, simultáneamente, al cambio 
político. Algunos pueden sentir nostalgia por los 
“buenos viejos tiempos”, cuando, a pesar de las des- 
ventajas del sistema de planificación central, la vida 
era más estable y previsible, y los precios de los bienes 
básicos, cuando estaban disponibles, más bajos. 

En cualquier caso, el desarrollo de mecanismos 
económicos estables e instituciones y prácticas de- 
mocráticas es un largo proceso que quizás requiera 
décadas de acción política y social concertada. 


5. LA ECONOMÍA MIXTA 


El sistema económico más adoptado en el mundo ac- 
tualmente no es el capitalismo de laissez-faire ni el so- 
cialismo real, sino la economía mixta, que combina 
la existencia de empresas privadas y la implicación 
del Estado en los asuntos económicos. Este sistema 
puede adoptar muchas y variadas formas. 

Los países con economías mixtas difieren en el 
grado de intervención estatal. Como se aprecia en 
la Tabla 14.1, la intervención del Estado en la eco- 
nomía puede variar sustancialmente en diferentes 
democracias avanzadas. Las diferencias se hacen 
patentes no sólo en la dimensión de la intervención 
estatal (es decir, en la magnitud del gasto público), 
sino también en las formas que ésta adquiere. En al- 
gunos casos, la implicación económica del Estado es 
principalmente indirecta; es decir, el Estado permite 
que la empresa privada y los mecanismos de mercado 
sean los protagonistas de la economía nacional, pero 
regula o influye en el comportamiento privado para 
lograr determinados objetivos económicos y sociales 
nacionales. El Banco Central, por ejemplo, puede 
tomar decisiones de política monetaria relativas a la 
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TABLA 14.1 


Gasto público total e ingresos del Estado 


(gobierno central) en algunas democracias (en 
porcentaje del PIB), 2003 


País Gastos Ingresos" 
Canadá 18,4 20,0 
Dinamarca 35,6 37,6 
Alemania 32,8 30,2 
Italia 39,6 38,1 
Suecia 37,2 37,7 
Reino Unido 39,7 36,0 
Estados Unidos 17,4 21,0 
España 31,6 27,9 


* Subvenciones excluidas. 
Fuente: Banco Mundial, World Development Indicators 2005 


emisión de moneda o los tipos de interés para fre- 
nar la inflación o estimular el crecimiento. Por su 
parte, el gobierno puede adoptar medidas de política 
fiscal, subiendo o bajando los impuestos, para poner 
en marcha programas públicos o para promover la 
demanda interna o el ahorro (si las familias y las 
empresas tienen que pagar menos impuestos, pueden 
consumir o ahorrar más). En estos y otros casos de 
intervención indirecta, el Estado no es propietario 
de las empresas, limitándose a influir o regular el 
sector privado. 

Una de las formas más utilizadas de intervención 
estatal indirecta en la economía consiste en un conjunto 
de mecanismos políticos denominado keynesianismo. 
Esta doctrina hace referencia al uso y a la aplicación 
del gasto público, así como a las medidas monetarias y 
fiscales para promover el crecimiento en una economía 
dominada por la empresa privada. Su creador, John 
Maynard Keynes, ha sido uno de los economistas más 
influyentes del siglo XX. 


JOHN MAYNARD KEYNES (1883-1946) 


Keynes nació en Cambridge (Reino Unido) el mismo año en 
que murió Karl Marx. Estudió matemáticas y ciencias eco- 
nómicas en la Universidad de Cambridge, en una época en la 
que la enseñanza de teoría económica iba poco más allá de 
las doctrinas de Adam Smith y David Ricardo. El principal 
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estímulo que indujo a Keynes a revisar la teoría económica 
clásica fue la Gran Depresión de los años 30. La crisis de la 
bolsa de Wall Street de 1929 destruyó los fundamentos de la 
economía estadounidense y exacerbó los problemas de otras 
economías capitalistas, desembocando en bancarrotas y des- 
empleo en todas las economías entonces avanzadas. Los go- 
biernos y el sector privado parecían impotentes ante la crisis. 
La sabiduría convencional del laissez-faire predecía que las 
fuerzas del mercado terminarían por generar una recupera- 
ción en el largo plazo. Sin embargo, como observó rotunda- 
mente Keynes, “a largo plazo todos estaremos muertos”. 

Keynes sostenía que la mejor manera de estimular el 
crecimiento económico durante una depresión consiste en 
incrementar el gasto total de la economía (es decir, la de- 
manda agregada de bienes y servicios). Con la estimulación 
de la demanda, los empresarios pueden vender sus produc- 
tos y acumular ganancias suficientes para desarrollar sus 
negocios y contratar más trabajadores. Ahora bien, cuando 
los consumidores individuales no disponen de mucho dine- 
ro para gastar (porque están desempleados o sus empresas 
han quebrado), una economía de libre mercado no posee 
por sí misma los mecanismos necesarios para aumentar la 
demanda y recuperarse de una depresión. 

Si los consumidores, las entidades financieras y las 
empresas carecen de suficiente dinero para gastar en la eco- 
nomía y propiciar la recuperación, ¿quién puede entonces 
asumir esta tarea? Los gobiernos, según Keynes. Dedicando 
fondos adicionales del presupuesto nacional al gasto, en can- 
tidades superiores a las normales, los gobiernos inyectan en 
la economía dinero que se puede gastar, alimentando así el 
“motor” del sector privado. El Estado puede hacer esto com- 
prando directamente bienes y servicios a las empresas priva- 
das (como maquinaria o herramientas para la construcción 
de una autopista) o contratando a personas para el ejército 
o para realizar proyectos de obras públicas. Al proporcionar 
liquidez a consumidores y empresas, afirmaba Keynes, los 
gobiernos permiten a los individuos comprar más cosas, 
aumentando así la demanda de bienes y servicios, y pro- 
piciando que los empresarios incrementen la producción y 
contraten más empleados. De esta forma se pone en marcha 
la recuperación económica. 

Keynes desarrolló estas ideas en su obra The General 
Theory of Employment, Interest and Money (1936) (Teoría 
general del empleo, el interés y el dinero). En aquella épo- 
ca, el Gobierno de Franklin D. Roosevelt había empezado 
a aplicar ya algunas de estas medidas, de acuerdo con su 
plan de New Deal (por ejemplo, la contratación masiva de 
desempleados para la construcción y conservación de obras 
públicas). Pero, según Keynes, el Gobierno de Roosevelt no 
estaba gastando lo suficiente para sacar a la economía de 
su país de la situación de depresión en la que se encontraba. 
Ahora bien, las recomendaciones de Keynes chocaban con 
la existencia de elevados déficits presupuestarios. Elevar el 
gasto público desde una situación de déficit era interpretado 
como una herejía por los teóricos clásicos, que se adherían 
fielmente a la máxima de que una buena política económi- 
ca requería presupuestos equilibrados. Keynes desafiaba el 
conocimiento convencional al afirmar que, en circunstan- 
cias especiales, como una depresión, los gobiernos debían 
incurrir en mayores déficits para activar la economía. 
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Keynes mantenía que el dinero que los gobiernos gastan 
por encima de su presupuesto, al final, regresa al Tesoro Pú- 
blico en la forma de un aumento de ingresos a través de los 
impuestos recaudados de empresas cada vez más rentables y 
con más empleados bien remunerados a medida que la eco- 
nomía se recupera y crece. Aunque algunos de sus primeros 
críticos le acusaron de socialista, Keynes siempre consideró 
el sector privado como la fuente principal de crecimiento 
económico y empleo. Desde su punto de vista, el papel del 
Estado consistía en estimular la empresa privada, no en 
sustituirla, y no dudaba en calificar al marxismo de “cientí- 
ficamente erróneo”. 

Después de la Segunda Guerra Mundial, los principios 
keynesianos de intervención del Estado en la economía em- 
pezaron a cobrar mayor aceptación. En la década de 1960, en 
Estados Unidos y Europa occidental se usaban de forma ruti- 
naria mecanismos keynesianos para “ajustar” las economías 
y regular el ciclo económico. Sin embargo, desde los años 70 
(sobre todo, a partir de las crisis experimentadas por las eco- 
nomías capitalistas como consecuencia del gran aumento de 
los precios del petróleo en 1973) comenzaron a cuestionarse 
las teorías de Keynes. En la actualidad, muchos economistas 
afirman que las deudas nacionales han alcanzado niveles 
tan astronómicos en algunos países, que el aumento del gas- 
to público sólo puede obstaculizar el crecimiento económico 
futuro. Mantienen también que las economías capitalistas 
funcionan mejor con menos intervención estatal, por lo que 
el Estado debe “adelgazar” el sector público en beneficio del 
privado. Algunos citan las advertencias de otro destacado 
teórico de la economía, Friedrich von Hayek (1899-1992), 
según las cuales una excesiva implicación gubernamental 
se convierte en un “camino de servidumbre”. En definitiva, 
muchos economistas coinciden en que vivimos en una era 
“poskeynesiana” en la que los problemas económicos requie- 
ren soluciones diferentes de las que propuso Keynes. 

Al margen de la opinión que a uno le merezcan las teorías 
de Keynes, hay algo cierto: la cuestión central hoy en día no 
es si los gobiernos deben o no intervenir en la economía, sino 
cuánto. Keynes proporcionó una alternativa factible al capi- 
talismo de laissez-faire y al socialismo real, revolucionando 
un pensamiento económico cuyos principios generales se 
encontraban por entonces muy asentados. Los que en nues- 
tros días denominamos “neoliberales” consideran la empresa 
privada y el mercado como las formas más eficientes de 
organización económica, pero, por lo general, admiten que 
los gobiernos han de representar un papel en las complejas 
economías contemporáneas. 


Además de emplear formas indirectas de interven- 
ción económica, los gobiernos pueden implicarse en 
formas de actividad más directas en las economías 
mixtas. En algunos países, el Estado es propietario 
único o accionista, junto con otros inversores, de 
grandes empresas estratégicas (como las eléctricas o 
las de extracción de recursos naturales). Las empresas 
que posee el Estado en las economías mixtas se suelen 


denominar “empresas públicas” o “de participación 
pública”. Algunas empresas internacionalmente 
conocidas, como Air France y Rolls Royce han sido 
propiedad del Estado, así como otras grandes cor- 
poraciones en países como Italia, España, Suecia, 
Brasil o México. 

La diferencia principal entre las empresas públi- 
cas y las privadas estriba en que, en las primeras, el 
Estado contrata a los directivos y trabajadores, y los 
beneficios que obtiene forman parte de los ingresos 
públicos. Estas empresas pueden también recibir 
créditos u otras formas de financiación directa- 
mente del presupuesto del Estado. Sus defensores 
las consideran una manera eficaz de combatir el 
desempleo y financiar los gastos presupuestarios. 
En cambio, los que se oponen a las empresas públi- 
cas afirman que éstas suelen ser menos eficientes y 
competitivas que las privadas (ya que si no obtienen 
beneficios, pueden permitirse subsidios estatales), 
así como también menos transparentes y, por tanto, 
más vulnerables a la corrupción. 

Estos y otros argumentos en contra de las empre- 
sas públicas han impulsado a quienes se oponen a 
ellas a defender su privatización, es decir, a convertir 
las empresas propiedad del Estado en empresas de 
propiedad privada (el proceso contrario por el que 
las empresas privadas se convierten en propiedad del 
Estado se denomina nacionalización). 

Otro tipo de intervención directa del Estado en la 
economía mixta consiste en la coordinación burocrá- 
tica de la economía. En las economías en las que se 
da esta coordinación, el Estado desempeña un papel 
constante y directo en la ordenación de las actividades 
de las empresas privadas, justificando su intervención 
en virtud del interés nacional. Cabe distinguir varios 
tipos de coordinación burocrática en las economías 
mixtas. Así, por ejemplo, Japón y Corea del Sur tienen 
empresas privadas muy competitivas que cooperan 
estrechamente con agencias estatales para promover 
la exportación. Estas agencias, como el Ministerio 
de Finanzas y el de Economía, Comercio e Industria, 
ejercen un importante poder burocrático en la econo- 
mía japonesa, igual que sus equivalentes en Corea del 
Sur. Por su parte, las economías de Alemania, Austria 
y otros países funcionan en el marco de sistemas que 
implican contactos y arreglos “corporatistas” persis- 
tentes entre las organizaciones empresariales, los sin- 
dicatos y el gobierno. En cambio, en Francia ha cobra- 
do solidez institucional un sistema de “planificación 
indicativa” mediante el cual el Estado y las empresas 
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privadas coordinan las directrices y las expectativas 
del desarrollo económico. También varios países 
africanos han creado juntas de adquisición dirigidas 
por el Estado y otras instituciones burocráticas que 
contribuyen a coordinar el desarrollo agrícola y otras 
actividades económicas. 

Como hemos visto hasta aquí, la intervención 
directa e indirecta de los Estados en las economías 
mixtas puede articularse a través de muchas vías, en- 
tre ellas, la política monetaria o fiscal, las empresas 
públicas o los mecanismos de coordinación burocrá- 
tica. Pero el arreglo institucional con el que más se 
identifica en nuestros días a las economías mixtas es 
el que denominamos Estado del bienestar. Definir 
sus características y exponer su evolución son los 
propósitos que persiguen los siguientes apartados. 


5.1. Los Estados del bienestar: apuntes sobre sus 
orígenes filosóficos y políticos 


En términos generales, el Estado del bienestar es 
un modelo de economía política en la que el Estado 
asume la responsabilidad del bienestar general de su 
población, especialmente de los individuos más vul- 
nerables, destinando parte del gasto a partidas tales 
como la sanidad, la educación, la vivienda, las pensio- 
nes, el seguro de desempleo y otros programas socia- 
les. El concepto “Estado del bienestar” (welfare state) 
empezó a utilizarse en Reino Unido en las décadas de 
1930 y 1940. Aunque los Estados del bienestar se han 
desarrollado en el siglo XX, sus raíces se remontan 
al siglo anterior. Cuando se expandió el capitalismo 
de laissez-faire y, con él, aumentó la clase trabajadora, 
tanto desde las instituciones gubernamentales y los 
partidos políticos, como desde las cátedras de las 
universidades, se comenzaron a plantear diversas 
preguntas sobre cómo sostener el crecimiento eco- 
nómico evitando generar enormes bolsas de pobreza 
entre la clase trabajadora. 

No es fácil trazar los orígenes del modelo del Estado 
del bienestar, toda vez que se alimenta de muy diver- 
sas tradiciones de pensamiento y acción política. En la 
búsqueda de los orígenes filosóficos cabe citar al filó- 
sofo británico Jeremy Bentham (1748-1832), para quien 
el principal propósito de los gobiernos debía consistir 
en promover “la mayor felicidad para el mayor núme- 
ro de personas”. Bentham atribuía a los gobiernos la 
responsabilidad de proporcionar determinados servi- 
cios a la población, además de seguridad física básica 
frente a la delincuencia y los enemigos extranjeros: la 
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protección legal de los derechos de propiedad y repu- 
tación personal, de los contratos privados, así como de 
la subsistencia económica. También John Stuart Mill 
(1806-73), aun cuando consideraba que el laissez-faire 
debía ser “la práctica general” y se oponía a las res- 
tricciones de la competencia económica que defendían 
los socialistas, expresó con claridad sus objeciones a 
un mercado libre sin límites. Defendía, por ejemplo, 
la financiación pública de la educación, las obras pú- 
blicas, las restricciones al trabajo infantil y la ayuda 
estatal limitada a quienes eran incapaces de trabajar. 
Asimismo reconocía a los trabajadores el derecho a 
organizar sindicatos y hacer huelga. Para remediar las 
desigualdades sociales que producía el capitalismo, 
Mill mantenía la conveniencia de unos impuestos de 
sucesión altos que impidieran la concentración de la 
riqueza en unas pocas familias. También secundaba 
las cooperativas de productores, que, bajo la propiedad 
y administración de los mismos trabajadores, compe- 
tirían en el mercado libre. 

Sólo unos años después del fallecimiento de Mill, se 
fundó en Londres la Sociedad Fabiana. Este grupo de 
socialistas no marxistas elaboró, bajo el liderazgo del 
matrimonio formado por Sidney Webb (1859-1947) y 
Beatrice Potter (1858-1943), estudios críticos sobre los 
problemas sociales y económicos del capitalismo britá- 
nico de finales del siglo XIX, y reivindicó la necesidad 
de introducir políticas de protección social pública 
para resolverlos. Los fabianos impulsaron el desarrollo 
del Partido Laborista como vehículo a través del cual 
promover la política social, y los Webb, en particular, 
instituyeron en 1895 la prestigiosa London School of 
Economics (LSE), entre cuyos objetivos fundacionales 
residía el estudio de las reformas sociales. 

Pero, curiosamente, fue la muy conservadora 
elite dirigente de la Alemania decimonónica la que 
introdujo algunos de los principales programas de 
bienestar social de Europa. En la década de 1880, el 
gobierno autoritario del Kaiser Guillermo I, dirigido 
por el canciller Otto von Bismarck, lanzó el primer 
programa público de salud y accidentes laborales del 
mundo industrializado, así como el primer programa 
público de pensiones. Bismarck pretendía así evitar 
una posible revolución de los trabajadores, atraer a 
éstos hacia el régimen político establecido y reducir 
el apoyo popular a los socialistas del Partido Social- 
demócrata Alemán (SPD), fundado en 1863. 

En algunos países, el Estado del bienestar empezó 
a cobrar forma entre la Primera y la Segunda Guerra 
Mundial. En Alemania, tras la derrota bélica de 1918 
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y la abdicación del Kaiser Guillermo II, la República 
de Weimar (1919-33) dio el paso sin precedentes de 
incorporar en la Constitución derechos sociales, 
en virtud de los cuales cabía justificar generosas 
prestaciones sociales. Pero el sistema de Weimar se 
derrumbó cuando la economía alemana empezó a 
experimentar en los años 20 una inflación desor- 
bitada. Una oleada de bancarrotas y un desempleo 
rampante sumieron a Alemania en una profunda 
crisis que agravaría todavía más la Gran Depresión 
que se inició con el “crack bursátil” de Nueva York en 
octubre de 1929. 

Si los líderes empresariales, sindicales y agrarios 
de la República de Weimar nunca llegaron a un 
acuerdo equilibrado sobre política económica, los 
suecos sí lo consiguieron. Cuando la Gran Depresión 
afectó gravemente a la economía sueca, orientada a 
la exportación, los dirigentes de los partidos y los re- 
presentantes de los agricultores, los trabajadores y los 
grandes empresarios hicieron un esfuerzo concertado 
por superar sus conflictos en un celebrado acuerdo 
histórico. Sobre este consenso, Suecia y otros países 
escandinavos fueron construyendo vigorosos Estados 
del bienestar que han acompañado a los ciudadanos 
“desde la cuna a la tumba”, proporcionándoles amplia 
cobertura social en todas las etapas de la vida. 

Al otro lado del océano, el New Deal de Franklin 
D. Roosevelt estaba forjando un nuevo modelo para 
la economía política de Estados Unidos, un modelo 
cuyos parámetros básicos establecerían una pauta 
para el período de posguerra. Antes de Roosevelt, el 
Gobierno de Estados Unidos proporcionaba algunas 
prestaciones sociales mínimas, principalmente a los 
veteranos de guerra. La ortodoxia predominante del 
laissez-faire desaprobaba la interferencia del Estado 
en la economía y se oponía particularmente al gasto 
deficitario. El propio Roosevelt aceptó inicialmente 
esas ideas, pero más tarde se comprometió a no esca- 
timar esfuerzos ni propuestas políticas para sacar a la 
economía estadounidense de la crisis. Roosevelt y su 
“consejo de cerebros” lanzaron un variado paquete de 
medidas destinadas a paliar el desempleo y revitalizar 
la economía, como los programas de obras públicas 
o el sistema de pensiones, conocido como Seguridad 
Social (Social Security). También crearon la Adminis- 
tración para la Recuperación Nacional (NRA), un or- 
ganismo ideado para que los representantes del poder 
ejecutivo y de los empresarios, los trabajadores y los 
agricultores entraran en contacto y negociaran la re- 
gulación de los salarios, los precios y la producción. 


Aunque el Tribunal Supremo declaró inconstitu- 
cional la NRA y los críticos de Roosevelt denunciaron 
el New Deal por sus tintes socialistas, algunos de sus 
programas siguieron y siguen vigentes mucho tiempo 
después del final de su mandato presidencial. Y lo 
que es más importante aún, el New Deal estableció 
la legitimidad de una intervención considerable del 
Estado en la economía estadounidense. 


5.2. El desarrollo de los Estados del 
bienestar en la posguerra 


El apogeo de los Estados del bienestar tuvo lugar 
en las tres décadas siguientes a la Segunda Guerra 
Mundial. En 1945, el Partido Laborista de Reino 
Unido ganó por primera vez la mayoría en la Cámara 
de los Comunes. Encabezado por el Primer Ministro 
Clement Attlee, el nuevo ejecutivo tomó una serie 
de medidas sociales y nacionalizó varias empresas 
privadas. El mayor logro de la legislación laborista 
estribó en la puesta en marcha del Servicio Nacional 
de Salud, que garantizaba a todos los ciudadanos bri- 
tánicos protección médica, sin entorpecer la oferta de 
protección privada para quienes quisieran pagarla. 
Aunque el Partido Conservador, que tradicionalmen- 
te fomentaba la oposición a esas medidas, regresó al 
poder en 1951, no suprimió el Servicio Nacional de 
Salud, que hoy en día, y a pesar de los recortes de co- 
bertura introducidos a partir de los años 80, continúa 
gozando de gran aceptación. 

La mayoría de los demás países industrialmen- 
te avanzados también extendieron sus programas 
de bienestar social después de la Segunda Guerra 
Mundial sobre la base de compromisos, auspiciados 
y respaldados por las instituciones del Estado, entre 
los representantes de los trabajadores, los agriculto- 
res y los empresarios. Al calor de estos “acuerdos de 
posguerra”, entre 1960 y 1975 se produjo una rápida 
expansión de los Estados del bienestar. Las economías 
de Estados Unidos, Canadá, Japón y la mayor parte 
de Europa occidental experimentaron durante estos 
años un crecimiento sostenido, mientras se convertían 
en economías posindustriales (es decir, en economías 
en las que el sector servicios emplea a más de la mi- 
tad de la fuerza de trabajo). Cuando las democracias 
económicamente avanzadas iniciaron el camino del 
posindustrialismo en la década de 1960, sus gobiernos 
se embarcaron en ambiciosos proyectos destinados a 
promover el bienestar de la población y el crecimiento 
de la economía. Muchos utilizaron políticas de gasto 
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keynesianas para mantener elevadas tasas de creci- 
miento y empleo. La riqueza nacional aumentó y, al 
mismo tiempo, la cantidad de dinero disponible para 
programas de bienestar social. En la mayoría de estos 
países, el gasto público en protección social creció del 
10 al 20 por ciento del PNB en los años 50, y entre 
un cuarto y un tercio del PNB hasta mediados de los 
70. El con frecuencia llamado “Estado del bienestar 
keynesiano” se convirtió en el modelo dominante de 
economía política en los Estados democráticos del 
mundo económicamente avanzado. 

Ahora bien, desde la perspectiva de su organiza- 
ción institucional y del diseño de sus programas, 
los Estados del bienestar revisten una considerable 
diversidad. Para recogerla, los científicos sociales 
han elaborado diferentes esquemas de clasificación. 
En Industrial society and social welfare (1958) (Socie- 
dad industrial y bienestar social), Harold Wilensky 
y Charles Lebeaux propusieron una clasificación en 
dos modelos. El “modelo residual”, inspirado en los 
principios del individualismo económico y la libertad 
de empresa, cubría las necesidades de los ciudadanos 
primeramente a través del mercado y la familia. Al 
Estado sólo le correspondía intervenir subsidiaria- 
mente, cuando “fallaba” la protección provista por el 
mercado y las familias. En cambio, el modelo “insti- 
tucional”, que se erigía sobre las ideas de seguridad 
e igualdad, atribuía al Estado la responsabilidad de 
proveer prestaciones basadas en derechos sociales y 
que no estigmatizaran a los perceptores. 

De esta clasificación bipartita partió Richard Tit- 
muss, director de la LSE y experto en política social, 
para construir la suya, en la cual distinguía, además 
del “modelo residual” y del “modelo institucional- 
redistributivo” (que ejemplificó en Estados Unidos 
y en los países escandinavos, respectivamente), un 
tercer modelo de “logro industrial”. Éste último 
había encontrado aplicación en la República Federal 
de Alemania, donde, siguiendo la tradición bismarc- 
kiana, las funciones de bienestar y, por tanto, la sa- 
tisfacción de las necesidades sociales dependían, en 
gran medida, de la inserción de los ciudadanos en el 
mercado laboral. Con otras palabras, el beneficiario 
de las prestaciones era el trabajador y la familia que 
dependía de él, no el ciudadano poseedor de derechos 
sociales; en coherencia con esta concepción del bien- 
estar social, las principales prestaciones provistas 
por el modelo de “logro industrial” se financiaban 
mediante cotizaciones sobre el empleo, y no mediante 
impuestos generales. 


Pero la tipología de los Estados del bienestar hasta 
ahora más influyente es la que formuló el científico 
social danés Gøsta Esping-Andersen en su obra Three 
worlds of welfare capitalism (1990) (Los tres mundos 
del capitalismo del bienestar). Esping-Andersen 
propuso un esquema de clasificación que no atendía 
sólo a criterios de magnitud del gasto social y co- 
bertura de beneficiarios, sino que también tenía en 
cuenta otras dos dimensiones: a) hasta qué punto los 
Estados “desmercantilizan” (decommodify) a los ciu- 
dadadanos, es decir, los liberan o independizan de las 
fuerzas del mercado, y b) en qué medida estratifican 
las sociedades, estableciendo diferencias entre grupos 
sociales y promoviendo la igualdad social. A partir de 
la consideración de estos criterios, Esping-Andersen 
distinguió tres tipos ideales de regímenes de bien- 
estar. El modelo socialdemócrata de Estado del 
bienestar, ejemplificado en los países escandinavos, 
corresponde a un Estado comprometido con el pleno 
empleo y que ofrece prestaciones sociales universales 
(a todos los ciudadanos, simplemente por el hecho de 
serlo) y generosas; el modelo conservador-corpora- 
tista, que ilustran países como Alemania, Francia y 
Austria, se caracteriza por proporcionar prestaciones 
cuya naturaleza y alcance dependen de la ocupación 
profesional del beneficiario; finalmente, el modelo 
liberal, propio de Estados Unidos y los países anglo- 
sajones (Reino Unido, Australia, Canadá), administra 
prestaciones más selectivas, destinadas fundamen- 
talmente a procurar una red de seguridad que evite 
la pobreza. 

Común a estos tres modelos es que los programas 
estatales de bienestar social han beneficiado no sólo 
a los sectores más desfavorecidos y a la clase traba- 
jadora, sino también a la clase media, e incluso a la 
alta. Particularmente en los Estados del bienestar del 
modelo socialdemócrata y del modelo conservador- 
corporatista, ciudadanos con distintos niveles de ren- 
ta se han beneficiado del aumento de las oportunida- 
des educativas, del seguro de salud, de las pensiones 
de jubilación y de otros programas financiados por el 
Estado. En estos Estados del bienestar, tanto los par- 
tidos de izquierda como los conservadores respaldan 
el sistema de protección social, aunque disientan so- 
bre el grado o la forma de financiación pública de las 
prestaciones sociales. Unos y otros reconocen que este 
tipo de prestaciones gozan de amplio apoyo social y 
que su suerte electoral depende, en buena medida, de 
su capacidad para proporcionar beneficios sociales a 
segmentos clave de la población. 
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Aunque muchos expertos en la comparación inter- 
nacional de políticas sociales han puesto de relieve las 
limitaciones de estas tipologías, resultan útiles para 
una primera clasificación de los diferentes Estados 
del bienestar que se han ido desarrollando en la se- 
gunda mitad del siglo XX. En todo caso, es necesario 
subrayar que las fronteras entre estos modelos se han 
ido difuminando a medida que aumentaba la presión 
financiera (derivada en gran medida del envejecimien- 
to de la población, y el consiguiente crecimiento del 
gasto en pensiones, sanidad y asistencia a las personas 
dependientes), forzando a los Estados del bienestar a 
introducir reformas en sus programas sociales. 


5.3. La crisis de los Estados del bienestar 


Hacia mediados de la década de 1970 empezaron 
a surgir serias dudas sobre la sostenibilidad de los 
Estados del bienestar. En octubre de 1973, los prin- 
cipales países exportadores de petróleo impusieron 
una subida repentina del crudo, cuadriplicando su 
precio. Asestaron así un duro golpe a las democracias 
industrializadas, cuya demanda de energía las hacía 
muy vulnerables ante subidas semejantes. Irrumpió 
entonces una crisis que desembocó en el fenómeno 
entonces relativamente nuevo denominado “estan- 
flación”, una rara combinación de estancamiento 
económico y elevada inflación (la teoría económica 
clásica predecía que cuando la economía entra en 
recesión, los precios bajan, no suben). 

Parecía que ya no funcionaban las prescripciones 
keynesianas para el ajuste de la economía nacional 
que hasta la década anterior habían tenido éxitos 
palpables. Los déficits presupuestarios de muchas 
democracias industriales avanzadas, que habían 
“engordado” debido, en gran medida, a la expansión 
de los programas públicos de bienestar social, amena- 
zaban ahora con descontrolarse. Grandes segmentos 
de la población pedían un aumento de las pensiones 
públicas, las prestaciones por desempleo y otras 
ayudas públicas para afrontar el encarecimiento del 
coste de la vida. Pero las haciendas públicas hallaban 
crecientes dificultades para satisfacer estas demandas 
porque la disminución de la actividad económica im- 
plicaba menores ingresos fiscales y requería crecientes 
compensaciones para la cobertura de gastos públicos, 
entre ellos, los subsidios de paro, destinados a los 
principales damnificados de la crisis económica. 

Durante los años 80 y primeros 90, en las demo- 
cracias económicamente avanzadas cobró fuerza la 


idea de que los gobiernos ya no podían afrontar los 
altos déficits y las gravosas cargas fiscales que gene- 
raban los Estados del bienestar, tal y como estaban 
por entonces configurados. Para muchos expertos, el 
Estado del bienestar —y, en general, la intervención 
pública en la economía— parecía haber tocado techo. 
En los años 80, dirigentes conservadores como el Pre- 
sidente estadounidense Ronald Reagan y la Primera 
Ministra británica Margaret Thatcher proclamaron 
la necesidad de confiar más en el sector privado y 
menos en el público. En 1991 los líderes de los países 
que entonces formaban la Comunidad Económica 
Europea acordaron en la ciudad holandesa de Maas- 
tricht limitar sus déficits presupuestarios anuales a 
menos del 3 por ciento del PIB, y su deuda pública 
acumulada a menos del 60 por ciento del PIB, como 
precondiciones para crear la Unión Económica y 
Monetaria Europea y adoptar el euro. Esos límites 
(o “criterios de convergencia”) han exigido desde en- 
tonces la aplicación de medidas estrictas de control 
presupuestario por parte de los gobiernos europeos. 
Como se aprecia en la Tabla 14.2, aunque los Estados 
miembros de la Unión Europea han conseguido re- 
ducir sus niveles de déficit en la década de los 90, no 
todos han logrado mantenerlos por debajo del 3 por 
ciento, y muy pocos han alcanzado superávits. 

Si bien en las últimas décadas han proliferado las 
políticas de austeridad en el gasto público, el Estado 
del bienestar no ha sido desmantelado en ningu- 
no de los países en los que se desarrolló durante 
la posguerra. Los datos recogidos en la Tabla 14.3 
muestran que el gasto social público representa en 
muchos países europeos más de una quinta parte de 
su PIB (con sustantivas variaciones entre ellos). En 
la mayoría de las democracias, el gasto en bienestar 
social sigue suscitando un amplio apoyo popular. Las 
encuestas de opinión han confirmado la persistente 
popularidad de una variada serie de prestaciones 
sociales entre la mayoría de los ciudadanos. Curiosa- 
mente, a menudo estas actitudes coexisten con otras 
favorables a la bajada de impuestos y al recorte de 
déficits presupuestarios. 


5.4. Algunos argumentos críticos sobre los 
Estados del bienestar 


Ante la evidencia de las crecientes dificultades de 
muchos Estados del bienestar para financiar las 
continuas demandas de prestaciones sociales, se 
ha debatido extensamente sobre qué papel debe 
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TABLA 14.2 


Déficit (-) o superá 


it (+) del Estado como porcentaje del PIB (selección de 


a Unión Europea, 1993-2004) 


1993 
Bélgica -7,3 
Dinamarca -3,7 
Grecia -13,4 
España -- 
Francia -6,0 
Alemania -3,1 
Italia -10,3 
Suecia -11,6 
Reino Unido -8,0 


Fuente: Eurostat, National accounts (http://epp.eurostat.cec.eu.int) 


desempeñar el sector público en las economías con- 
temporáneas y cómo afecta la intervención estatal 
a la calidad de la democracia. Los más críticos con 
la expansión de los Estados del bienestar sostienen 
que las sociedades democráticas actuales formulan 
incesantemente a sus gobiernos demandas de pres- 
taciones sociales tan onerosas, que empujan al alza 
los déficits públicos imposibilitando su estricto con- 
trol. A su vez, estos déficits sofocan el crecimiento 
económico al generar unos tipos de interés altos o 
una elevada inflación (o ambas cosas a la vez). 

De acuerdo con este argumento, las modernas 
democracias del bienestar son intrínsecamente con- 
tradictorias: impiden el crecimiento de la riqueza 
nacional necesario para satisfacer las crecientes 
demandas de servicios públicos. Al mismo tiempo, 
la ciudadanía democrática presiona tanto a los 
representantes electos para que provean mejores 
instituciones de enseñanza, más protección sanita- 
ria, pensiones más altas, más ayuda a los pobres, 
etc., que los políticos no consiguen salir elegidos, a 
menos que hagan promesas que nunca son realistas. 
Los candidatos que concurren a las elecciones entran, 
de.este modo, en una competencia que les lleva siem- 
pre a tratar de mejorar la oferta de sus rivales. Una 
vez elegidos, descubren que no pueden proveer los 
servicios que han prometido, debido a las ineludibles 
limitaciones presupuestarias u otras condiciones eco- 
nómicas adversas sobre las que apenas tienen control 
inmediato, como unas débiles tasas de crecimiento o 
una frágil situación económica internacional. 


1996 1999 2002 2004 
-3,8 -0,4 +0,0 +0,0 
-1,9 +2,4 +1,4 +2,3 
-7,4 -1,8 -4,9 -6,6 
-4,9 -1,2 -0,3 -0,1 
-4,1 -1,8 -3,2 -3,6 
-3,4 -1,5 -3,8 -3,7 
-7,1 -1,7 -2,7 -3,2 
-2,7 +2,5 -0,3 +1,6 
-4,3 +1,0 -1,6 -3,1 
TABLA 14.3 
Gasto social del Estado como porcentaje del PIB 
(selección de países de la OCDE, 1980-2001) 
País 1980 1990 1995 2001 
Bélgica 24,1 26,9 28,1 27,2 
Canadá 14,3 18,6 19,6 17,8 
Dinamarca 29,1 29,3 32,4 29,2 
Francia 21,1 26,6 29,2 28,5 
Alemania 23,0 22,8 27,5 27,4 
Italia 18,4 23,3 23,0 24,4 
Japón 10,2 11,2 13,5 16,9 
Países Bajos 26,9 27,6 25,6 21,8 
Suecia 28,8 30,8 33,0 28,9 
Reino Unido 17,9 19,5 23,0 21,8 
Estados Unidos 13,3 13,4 15,5 14,8 
España 15,9 19,5 21,4 19,6 


E Comprende el gasto en pensiones, protección sanitaria, seguro de 
desempleo, educación, ayudas familiares y otras prestaciones similares. 
Fuente: OCDE, Social Expendidure Database 1980-2001 (www.oecd.org) 


Muchos representantes electos se ven atrapados 
en compromisos de gasto relativos a programas 
aprobados antes de que accedieran al poder. En 
Estados Unidos, los fondos disponibles para el gasto 
discrecional (es decir, el dinero que se puede gastar 
a discreción del Presidente y del Congreso) equivalen 
sólo a aproximadamente un tercio del presupuesto 
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federal. Los restantes dos tercios ya están compro- 
metidos para la financiación del sistema de pensiones 
de la Seguridad Social, los programas Medicare (de 
atención sanitaria a los jubilados o discapacitados) y 
Medicaid (de atención a las personas con bajos ingre- 
sos) u otras medidas sociales de bienestar, además de 
los intereses de la deuda nacional. 

En definitiva, los Estados del bienestar producen, 
según algunos de sus críticos, un círculo vicioso, tanto 
más cuanto más poderosos son. Evidentemente, a los 
gobernantes les interesa utilizar los poderes que les 
confiere su cargo para orientar la política económica 
en direcciones que maximicen sus oportunidades de 
reelección. Con independencia de que los políticos que 
ostentan el poder ejecutivo ganen las elecciones o de 
que lo hagan sus adversarios, las ofertas electorales rea- 
lizadas por los líderes durante la campaña rara vez se 
pueden cumplir en su totalidad; y las promesas incum- 
plidas suelen generar descontento entre los votantes. 

Siguiendo esta argumentación crítica, la política 
social democrática acaba, por tanto, generando en- 
gaño por parte de los partidos políticos y los líderes, 
y una “mentalidad de tener derecho a todo” por parte 
de los votantes. Se ha afirmado también que el au- 
mento de la participación política que se produjo en 
Estados Unidos y otros países de Europa occidental 
en los años 60 y 70 (con la extensión del sufragio a los 
ciudadanos mayores de 18 años y el creciente activis- 
mo de los grupos minoritarios) ha sobrecargado a los 
gobiernos con demandas imposibles de satisfacer. El 
resultado habría sido una “crisis de gobernabilidad”. 
Frustrados por la incapacidad de los representantes 
electos y las instituciones públicas de satisfacer sus 
demandas, muchos ciudadanos retiran la confianza 
a sus gobiernos. Paradójicamente, las características 
naturales de la democracia —la participación de la 
ciudadanía en los asuntos públicos y la facilidad para 
articular intereses— pueden acabar minando la legi- 
timidad de los gobiernos democráticamente elegidos. 
De acuerdo con estas críticas, si se reduce el tamaño 
de los Estados del bienestar, los electores generarán 
menos expectativas respecto al alcance de sus presta- 
ciones, los políticos no se verán empujados a formular 
ofertas de servicios públicos de difícil financiación y, 
por tanto, no incumplirán promesas electorales. La 
solución pasa, pues, por desarrollar un mayor plu- 
ralismo de bienestar; en otras palabras, conseguir 
que el Estado comparta con otros agentes, como las 
empresas privadas y las familias, la responsabilidad 
de provisión de servicios de bienestar. 


Mancur Olson ha desarrollado otras hipótesis 
sobre las tendencias autodestructivas de los Estados 
del bienestar modernos. En The rise and decline of 
nations (1982) (Auge y decadencia de las naciones), 
Olson sostuvo que una de las principales variables 
explicativas del lento crecimiento económico y de la 
ingobernabilidad de determinadas democracias es la 
existencia de pequeños grupos de interés que ejercen 
un grado de influencia política desproporcionado 
en relación a su importancia demográfica. Estos 
grupos, que operan a menudo en países con una 
larga tradición de democracia estable, presionan a 
los gobiernos para que proporcionen a sus miembros 
privilegios y beneficios específicos a expensas de 
toda la sociedad. Puede suceder así que las demo- 
cracias engendren las fuerzas políticas que minen la 
capacidad de un gobierno electo para gobernar en 
interés de todo el pueblo; o sea, que favorezcan la 
ingobernabilidad. En pocas palabras, la democracia 
podría convertirse bajo determinadas circunstancias 
en su propio y peor enemigo. 

Los Estados del bienestar suscitan asimismo crí- 
ticas por fomentar una dependencia excesiva de las 
ayudas públicas. En los últimos tiempos, los esfuerzos 
de Estados Unidos, Reino Unido y otros países por 
lograr que los receptores de ayudas públicas trabajen 
para mantener esas prestaciones (o dejen de cobrarlas 
ayudándoles a encontrar empleo) reflejan, en gran 
medida, la frustración de muchos contribuyentes que 
creen que, con frecuencia, se abusa de los programas 
de mantenimiento de rentas. Es cierto, no obstante, 
que las políticas activas de empleo y los programas 
de fomento del trabajo suelen enfrentarse al obstáculo 
de la escasez de puestos bien retribuidos para trabaja- 
dores no cualificados o con escasa formación. 

A estos argumentos críticos se han unido otros 
provenientes de “la nueva izquierda”. Desde plantea- 
mientos próximos a la teoría marxista se ha señalado 
que las prestaciones de los Estados del bienestar 
mantienen las relaciones de explotación del mercado 
de trabajo y el conflicto de clases. Además, aunque 
benefician a los más pobres y, en general, a la clase 
trabajadora, también consolidan el sistema capita- 
lista procurando una sólida base de operaciones a la 
economía de libre mercado. Por su parte, las femi- 
nistas han formulado críticas al Estado del bienestar 
basadas en que éste ha discriminado negativamente 
a las mujeres, descargando sobre ellas el principal 
peso de sostenimiento de las familias y provisión de 
cuidados privados. 
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Sin embargo, muchos científicos sociales y líderes 
políticos alegan que el Estado del bienestar democrá- 
tico, a pesar de todos sus defectos e insuficiencias, es 
el sistema más estable y solidario de economía polí- 
tica que jamás ha tenido la humanidad. Combina las 
libertades de la empresa privada con la seguridad 
de una red de garantías sociales que ha conseguido 
reducir significativamente la pobreza y la miseria, 
mientras ha proporcionado unas oportunidades 
educativas y unos servicios comunitarios inima- 
ginables hace sólo unas generaciones. Sin dejar de 
reconocer que algunas críticas a los Estados del 
bienestar pueden estar justificadas, muchos de sus 
defensores coinciden en afirmar que hoy no existe 
ninguna alternativa superior y que difícilmente cabe 
imaginarla en el futuro. Desde este punto de vista, 
el Estado del bienestar democrático constituye un 
modelo que muchos países del mundo se esfuerzan 
por emular. 


6. EJERCICIO DE COMPROBACIÓN DE 
HIPÓTESIS: ¿ESTABA ADAM SMITH EN 
LO CIERTO? 


6.1. Hipótesis y variables 


Como expusimos arriba, Smith defendía que el capi- 
talismo de laissez-faire promueve la riqueza de la so- 
ciedad y la igualdad económica con más eficacia que 
las economías intervenidas por el Estado. De acuerdo 
con esta hipótesis, la riqueza nacional y la igualdad 
económica constituyen las variables dependientes, 
en tanto que la variable independiente es el grado de 
intervención del Estado en la economía, que puede 
variar desde una intervención nula en un sistema de 
laissez-faire puro hasta una intervención máxima, no 
sólo en la regulación del mercado, sino también en la 
provisión y producción de servicios públicos. 


6.2. Expectativas y evidencia 


Si la teoría es cierta, esperamos que las economías 
de laissez-faire produzcan: (1) niveles más altos de 
riqueza y (2) niveles más altos de igualdad que las 
economías en las que el Estado adquiere mayor pro- 
tagonismo. En los dos siglos que han transcurrido 
desde la publicación La riqueza de las naciones de 
Smith, el capitalismo y la economía de mercado han 
llegado a constituir el sistema económico predomi- 
nante en Estados Unidos y gran parte de Europa 


occidental. Conforme a las predicciones de Smith, 
la riqueza de las naciones predominantemente 
capitalistas ha aumentado de forma significativa. 
Efectivamente, en general, las economías liberales 
han superado en capacidad de generación de renta 
a las economías muy intervenidas estatalmente. Sin 
embargo, con respecto a la segunda de las variables 
dependientes, la fe de Smith en el sistema de merca- 
do de laissez-faire reflejaba un excesivo optimismo 
sobre su capacidad para distribuir los bienes y servi- 
cios de forma igualitaria o siquiera justa. A medida 
que avanzaba el siglo XIX y la Revolución Industrial 
en las economías más dinámicas, la riqueza nacio- 
nal aumentaba, pero también lo hacía la pobreza 
entre grandes segmentos de la población. Especial- 
mente en Europa —que carecía de la gran extensión 
de tierra y recursos naturales que abrían una vía de 
movilidad social ascendente a muchos ciudadanos 
de Estados Unidos— se intensificaron las divisiones 
entre los ricos y los pobres. Las clases medias se 
vieron engrosadas con pequeños comerciantes, arte- 
sanos o pequeños agricultores, pero a menudo éstos 
hubieron de adaptarse a una existencia precaria que 
alternaba la relativa prosperidad con la ruina. 

Smith tampoco previó con suficiente claridad las 
extraordinarias fluctuaciones entre períodos de cre- 
cimiento y recesión de las economías de mercado. 
En lugar de operar con la regularidad de un reloj, el 
capitalismo de libre mercado tendía a oscilar entre 
expansiones espectaculares y graves depresiones. 
Estas tendencias de “expansión y contracción” em- 
pezaron a identificarse como ciclos económicos en 
gran medida inevitables. Por lo demás, el supuesto de 
Smith de que un código ético ampliamente compar- 
tido y respaldado por la ley garantizaría que nadie 
saliera espiritual o materialmente perjudicado por 
la economía de libre mercado resultó ser ingenuo e 
idealista. De hecho, el desarrollo del capitalismo en 
la Europa del siglo XIX tuvo un efecto brutal en las 
masas de trabajadores, que quedaron muy desprote- 
gidas por el Estado. 

En el siglo XX, la Gran Depresión inició la marcha 
fúnebre del laissez-faire en muchos países en los que 
había prevalecido este modelo económico. Muchas 
democracias adoptaron más o menos gradualmente 
el modelo de economía mixta y desarrollaron el Esta- 
do del bienestar. En nuestros días, no existen países 
con una economía industrial de laissez-faire pura y, en 
diferentes grados, los gobiernos intervienen en todos 
los sistemas económicos contemporáneos, no sólo en 
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calidad de reguladores, sino también de proveedores 
y productores de una amplia oferta de servicios públi- 
cos de todo tipo. 


6.3. Conclusiones 


La historia económica aporta evidencia en respaldo 
de la predicción de Smith según la cual las econo- 
mías poco intervenidas por los gobiernos generan 
más riqueza nacional que las que se encuentran más 
sujetas a la dirección del Estado. Ahora bien, tanto las 
grandes crisis económicas del primer tercio del siglo 
XX como la fuerte desigualdad social que persistía 
en muchas sociedades europeas de la época proveen 
una sólida evidencia histórica en contra de la hipóte- 
sis que predice que un sistema económico con escasa 
intervención estatal es capaz de eliminar la pobreza 
y, con el tiempo, generar de una manera espontánea 
mayor igualdad social. 
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CAPÍTULO 15 


EL SISTEMA POLÍTICO 
ESPAÑOL CONTEMPORÁNEO 


Ese capítulo ofrece una panorámica del sistema 
político español, desde sus antecedentes históricos 
más inmediatos hasta su “europeización” como con- 
secuencia de la entrada de España en la Comunidad 
Económica Europea (posteriormente Unión Euro- 
pea). Tras exponer las características y el funciona- 
miento de las principales instituciones políticas de 
la democracia (las Cortes Generales, el Gobierno y la 
Administración del Estado, y el poder judicial) se ana- 
lizan el Estado autonómico y algunos elementos clave 
del proceso político, especialmente la cultura política 
y el comportamiento electoral de los españoles, así 
como los partidos políticos y los grupos de interés. La 
sección quinta se centra en el papel de España en el 
mundo, su política exterior y la europeización de su 
sistema político. Por último, se ofrece una bibliogra- 
fía comentada sobre las obras más importantes con 
las que cuentan los estudiantes para profundizar en 
estas cuestiones. 


1. ANTECEDENTES HISTÓRICOS: 
LA TRANSICIÓN DESDE LA 
DICTADURA DE FRANCO 


Los rasgos más característicos de la democracia 
española actual sólo pueden comprenderse desde el 
análisis del proceso político que la originó: la tran- 
sición desde el régimen autoritario del general 
Franco. Tras la sangrienta Guerra Civil (1936-39), el 
bando vencedor, compuesto por quienes se habían re- 
belado contra el orden legal de la Segunda República, 


Fernando Jiménez' 


impuso un régimen dictatorial cuyos fundamentos 
ideológicos combinaban elementos falangistas, cató- 
licos y conservadores, amalgamados en lo que dio en 
llamarse el “Movimiento Nacional”, partido único del 
régimen. La dictadura se prolongaría durante casi 
cuatro décadas y para su final hubo que esperar a la 
muerte natural del dictador en noviembre de 1975. 
Los complejos equilibrios que habían contribuido a la 
estabilidad del régimen no pudieron sobrevivir ya a la 
muerte de Franco. Se inauguró así una etapa de gran 
incertidumbre política que llevaría a la celebración 
de las primeras elecciones democráticas en junio 
de 1977, después de más de 40 años. 

La transición a la democracia en España fue un 
proceso exitoso y peculiar. Exitoso porque en tan sólo 
20 meses se pasó de la larga dictadura a una democra- 
cia que se iba a demostrar muy estable y que contaría 
con un nivel altísimo de apoyo popular. Este proceso 
de cambio de régimen se desarrolló, además, en un 
contexto muy complicado caracterizado por tres ele- 
mentos: una profunda crisis económica generadora 
de un nivel muy alto de desempleo (la inflación llegó 
en 1977 al 30 por ciento y el paro alcanzó en 1982 el 
17 por ciento de la población activa); una amenaza 
real de golpe de Estado protagonizada por los sec- 
tores más retrógrados de la cúpula del ejército; y un 
embate constante del terrorismo —especialmente 
de ETA, pero también de otros grupos de extrema 
izquierda, como los GRAPO, y de grupúsculos de la 
ultraderecha— que produjo entre 1976 y 1982 casi 
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400 muertos (de ellos, treinta militares de alto rango 
a manos de ETA). Sin embargo, este difícil panorama 
fue sorteado por unos líderes políticos que se com- 
portaron mayoritariamente con gran moderación y 
responsabilidad, y gracias a la extendidísima volun- 
tad de la ciudadanía de no volver a repetir los errores 
que habían conducido a la guerra civil. 

Los españoles de los años 70 poco se parecían ya a 
los de los años 30. El intenso proceso modernizador 
vivido desde el comienzo de la década de los 60 trajo 
consigo profundos cambios económicos, sociales y 
culturales que transformaron la tradicional sociedad 
agraria española de los años 50 en la moderna so- 
ciedad de consumo de los 70. A ojos de estos nuevos 
españoles de los 70 que miraban decididamente hacia 
el resto de Europa, el régimen de Franco les parecía 
un anacronismo histórico. Tras las penurias de la 
posguerra, los españoles no estaban, sin embargo, 
dispuestos a arriesgar el bienestar alcanzado en estos 
últimos años por ningún tipo de aventuras políticas. 
Esta actitud favorecería decisivamente la estrategia 
reformista frente a la rupturista. 

El cambio de régimen tuvo lugar también de manera 
muy peculiar, ya que fue liderado por una elite prove- 
niente del régimen autoritario. A la altura de 1975, la 
oposición a la dictadura se encontraba en una posición 
muy débil que la incapacitaba para conducir la transi- 
ción en solitario. Después de tantos años de represión 
y clandestinidad, su presencia social era limitada y 
muy desigual, además de encontrarse fragmentada en 
una multiplicidad de grupos diferentes. Por ello, a la 
muerte de Franco se cumplieron las previsiones suce- 
sorias de la dictadura y se proclamó Rey de España 
a Juan Carlos I. Tras unos primeros meses en que el 
Gobierno siguió estando presidido por el franquista 
Carlos Arias Navarro, en junio de 1976 el Rey forzó 
la dimisión de éste ante su incapacidad para liderar 
el cambio político y designó como nuevo Presidente a 
un joven político no demasiado conocido, Adolfo Suá- 
rez. Éste, de procedencia falangista y responsable del 
ministerio de la Secretaría General del Movimiento en 
el primer Gobierno de la monarquía, conduciría con 
gran habilidad el proceso que llevó a la celebración de 
las primeras elecciones democráticas. 

Durante los primeros meses de su mandato, Suárez 
llevó a cabo un intenso proceso de negociación en el 
interior de la elite franquista para evitar el bloqueo de 
ésta al proceso reformista. Fruto de tal negociación 
fue la aprobación por las Cortes franquistas de la Ley 
para la Reforma Política (LRP), un instrumento que 


utilizaba la legalidad franquista para poner fin a ésta y 
posibilitaba la convocatoria de unas elecciones con las 
que constituir un parlamento bicameral formado por 
un Congreso y un Senado. Además, Suárez consiguió 
un gran respaldo popular al someter la aprobación de- 
finitiva de la LRP a un referéndum, lo que le otorgó una 
posición ventajosa para iniciar una negociación con las 
fuerzas políticas de oposición a la dictadura con el fin 
de conseguir su participación en las elecciones. 

Tras la legalización de todos los partidos políticos 
relevantes, las primeras elecciones democráticas se 
celebraron el 15 de junio de 1977. Los resultados de 
estas elecciones fueron también decisivos para que 
la elaboración de la nueva Constitución democrática 
siguiera la vía del consenso. Los votos se repartieron 
prácticamente a partes iguales entre opciones de de- 
recha e izquierda y se impusieron las opciones más 
moderadas sobre las más extremas. Ciñéndonos a los 
resultados en el Congreso de los Diputados, el partido 
ganador, que formaría gobierno en solitario aunque 
no llegó a obtener mayoría absoluta, fue la Unión 
de Centro Democrático (UCD) de Adolfo Suárez con 
casi un 35 por ciento de los votos y más de un 47 por 
ciento de los escaños. En segundo lugar quedó el Par- 
tido Socialista Obrero Español (PSOE) con algo más 
del 29 por ciento del voto y casi el 34 por ciento de 
los escaños. A ambos lados de los dos partidos ma- 
yoritarios aparecieron otras dos opciones con menor 
representación: a la izquierda del PSOE, el Partido 
Comunista de España (PCE) quedó ligeramente por 
debajo del 10 por ciento de los votos y del 6 por ciento 
de los escaños; a la derecha de la UCD, Alianza Popu- 
lar (AP) no superó el 9 por ciento de los votos y el 5 por 
ciento de los escaños. La configuración del Congreso 
se completaba con la representación de otros partidos 
menores entre los que destacaban las fuerzas nacio- 
nalistas catalanas y vascas, cuyas formaciones más 
moderadas obtuvieron mejores resultados que las 
más extremistas (Tabla 15.1). 

Estos resultados, junto con la mayoritaria voluntad 
de entendimiento y superación de los desgarradores 
enfrentamientos de décadas anteriores, dieron lugar 
a una gran novedad en la historia constitucional es- 
pañola: por primera vez, se trataba de redactar una 
Constitución que fuera fruto del pacto y el acuerdo, y 
no de la imposición de un bando sobre otro. Tanto en el 
Congreso como en el Senado el respaldo obtenido por 
el texto constitucional fue abrumador: el 94 por ciento 
de los escaños de cada cámara. En el referendo del 6 
de diciembre de 1978, los españoles le dieron también 


Capítulo 15 / El sistema político español contemporáneo 271 


TABLA 15.1 


Resultados de las elecciones del 15 de junio de 1977 (Congreso de los Diputados), en 


número y porcentaje de votos y escaños 


Unión de Centro Democrático (UCD) 

Partido Socialista Obrero Español (PSOE) 

Alianza Popular (AP) 

Partido Comunista de España (PCE) 

Socialistes de Catalunya (PSC-PSOE)*? 

Partido Socialista Popular-Unidad Socialista (PSP-US)* 
Partit Socialista Unificat de Catalunya (PSUC)? 

Pacte Democrátic per Catalunya (PDC)" 

Partido Nacionalista Vasco (PNV) 


Coalición Electoral Unió del Centro i la Democracia 
Cristiana de Cataluña (UDC-CD)* 


Esquerra de Catalunya-Front Electoral Democratic (EC-FED) 


Candidatura Aragón Independiente del Centro (CIC) 
Euskadiko Ezquerra-Izquierda de Euskadi (EE-IE) 
Total 

Otros” 

Total votos a candidaturas 


votos (AN escaños (%) 
6.309.517 34,52 165 47,14 
4.467.745 24,44 103 29,43 
1.471.527 8,05 16 4,57 
1.150.774 6,30 12 3,43 
870.362 4,76 15 4,29 
816.754 4,47 6 1,71 
561.132 3,07 8 2,29 
514.647 2,82 11 3,14 
296.193 1,62 8 2,29 
172.791 0,95 2 0,57 
143.954 0,79 1 0,29 
67.017 0,37 2 0,57 
61.417 0,34 1 0,29 
16.903.830 92,48 350 100,00 
1.374.255 7,52 
18.278.085 100,00 


* Calculado en relación a los votos obtenidos por todas las candidaturas. 


** Candidaturas restantes que han obtenido votos, pero no escaños. 


a Los socialistas catalanes (PSC) concurrieron como partido independiente. El Partido Socialista Popular (PSP), liderado por Enrique 


Tierno Galván y Raúl Morodo, se fusionaría posteriormente con el PSOE. 


b Los comunistas catalanes se organizaron en torno al PSUC. 


“ Antecedente en estas primeras elecciones de la coalición Convergencia i Unió (CiU). 
Fuente: Junta Electoral Central. Ministerio del Interior (www.congreso.es) \ 


su apoyo mayoritario: un 88 por ciento de votos afir- 
mativos para una participación no desdeñable del 68 
por ciento del censo. El único grupo político relevante 
—aunque minoritario— que evitó apoyar activamente 
la Constitución, propugnando la abstención, fue el de 
los nacionalistas vascos. Éstos se negaron a última 
hora a respaldar el texto, al rechazarse una redacción 
de la disposición adicional primera que pretendía una 
reinstauración de los fueros vascos y navarros sobre 
la base de unos derechos históricos que suponían una 
soberanía distinta a la del conjunto del pueblo español 
y previa a la Constitución. F] proceso de consenso 
tuvo la virtud de establecer unas reglas del juego políti- 
co muy estables y respetadas en general, pero también 
dejó aparcados algunos problemas: aquéllos sobre los 
que no se había podido llegar a acuerdos genuinos, 
como la propia configuración territorial del poder. 


Algunas huellas de este proceso de transición son 
fácilmente detectables, como veremos, en nuestro 
sistema democrático. Entre ellas cabe destacar las 
siguientes: una jefatura de Estado monárquica; un sis- 
tema electoral que fomenta la producción de mayorías; 
un parlamento bicameral; unas relaciones gobierno- 
parlamento que facilitan la estabilidad del ejecutivo; 
o la propia rigidez de la reforma constitucional con la 
que se blindan los pactos más decisivos del consenso 
constituyente frente a posibles mayorías parlamenta- 
rias que quisieran introducir algún cambio. 


2. PRINCIPALES INSTITUCIONES POLÍTICAS 
DE LA DEMOCRACIA ESPAÑOLA 


La Constitución de 1978 define al Estado español 
como un Estado social y democrático de derecho 
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y opta por un régimen político con forma de monar- 
quía parlamentaria descentralizada. Esto quiere 
decir que el poder político está legitimado democrá- 
ticamente mediante la participación del conjunto de 
los ciudadanos en la definición de la política estatal a 
través de las elecciones de representantes (Estado de- 
mocrático); que este poder está sometido al imperio 
de la ley y limitado por el respeto a los derechos de los 
ciudadanos (Estado de derecho); y que la corrección 
activa de las desigualdades sociales ha de inspirar la 
actuación de los poderes públicos (Estado social). 

En cuanto a la forma política de este Estado, los 
constituyentes españoles fueron los únicos en todos 
los procesos de transiciones democráticas posteriores 
a la Segunda Guerra Mundial que optaron por una 
instauración monárquica. Sin lugar a dudas, tal he- 
cho fue consecuencia del relevante papel del Rey Juan 
Carlos en la etapa de la transición. El hecho es que la 
Constitución de 1978 concilia el principio hereditario 
de la jefatura del Estado con el principio democráti- 
co de legitimación del poder político. De este modo, 
el Jefe del Estado no participa en el desarrollo de la 
vida política estatal al carecer de las facultades ne- 
cesarias para ello. El monarca se limita a formalizar 
las decisiones que toman otros órganos del Estado 
democrático y aparece como símbolo de su unidad y 
permanencia y como moderador de sus instituciones 
precisamente por no tener poder político. El centro 
de gravedad del régimen está en las Cortes Generales, 
órgano de representación del pueblo español, del que 
emanan las leyes que serán ejecutadas por la admi- 
nistración y aplicadas por el poder judicial. 

Por último, la Constitución optaría también por 
una importante descentralización territorial política 
del poder con la que hacer frente al largo problema 
histórico del surgimiento de movimientos políticos re- 
gionalistas y nacionalistas en algunas zonas del país, 
como Cataluña y el País Vasco muy especialmente, y 
que había quedado una vez más de manifiesto en el 
resultado electoral del 15 de junio de 1977. 

Pero veamos con algo más de detalle las principa- 
les instituciones de la democracia española. 


2.1. Las Cortes Generales 


El parlamento o Cortes Generales es el órgano cla- 
ve del sistema político desde el punto de vista de la 
legitimidad democrática. Formadas por el Congre- 
so de Diputados y el Senado, no sólo constituyen 
el único poder del Estado elegido directamente por 


los ciudadanos, sino que otorgan una legitimidad 
democrática indirecta a los otros dos poderes. Es 
en las Cortes, concretamente en el Congreso de los 
Diputados, donde se elige al Presidente del Gobierno 
y donde se aprueban las leyes. 

Desde los años 20 y aún más desde los 70 del siglo 
pasado se viene debatiendo en todas las democracias 
parlamentarias la supuesta crisis en que se encon- 
traría una institución como ésta por su pérdida de 
importancia relativa con respecto a los gobiernos. El 
desarrollo del Estado del bienestar ha llevado en la 
práctica a que la propia función legislativa dependa 
más de los gobiernos que de los parlamentos. El alto 
grado de intervencionismo público, así como la cre- 
ciente sofisticación técnica que requiere, han dado 
lugar a un mayor protagonismo de los gobiernos en la 
creación legislativa, pues sólo el ejecutivo —de quien 
depende la compleja maquinaria de la administra- 
ción pública— puede contar con los medios técnicos y 
materiales que se precisan para esta labor. 

Además, algunos otros procesos recientes han 
contribuido también a esta pérdida de importan- 
cia relativa del parlamento. Cabe mencionar tres 
de manera más fundamental. El primero de estos 
procesos tiene que ver con la generalización tras la 
Segunda Guerra Mundial de la creación de tribuna- 
les constitucionales con la función de convertirse 
en los máximos intérpretes de la Constitución. La 
aparición de estos órganos —algo que se da también 
en la Constitución española de 1978— lleva a que los 
parlamentos pierdan su carácter de órganos legisla- 
dores incondicionados. La soberanía parlamentaria 
—salvo en el caso de los procesos de reforma constitu- 
cional— se ve así limitada por un marco constitucional 
que corresponde interpretar a un órgano distinto. 

Los otros dos procesos que han reducido la im- 
portancia de los parlamentos tienen que ver con los 
cambios que han afectado a los viejos Estados-nación 
en las últimas décadas: los procesos de integración 
supranacional, como el representado por la Unión 
Europea (UE), y los procesos de descentralización te- 
rritorial del poder. En concreto, la pertenencia de Es- 
paña a la UE implica una delegación de competencias 
soberanas a las instituciones comunitarias (como se 
muestra en el capítulo 16): el derecho comunitario 
está por encima del derecho de los Estados miem- 
bros y tiene efecto directo en el ámbito nacional, sin 
necesidad de transposición. Además de la limitación 
de la soberanía, esto supone también un reforzamien- 
to indirecto de los gobiernos frente a los parlamentos 
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dada la configuración institucional de la UE, en la 
que el órgano clave —el Consejo Europeo— está com- 
puesto por los gobiernos de los Estados miembros. 
Por último, la profunda descentralización territorial 
llevada a cabo en este país supone también obviamen- 
te una reducción de las atribuciones que podría tener 
un parlamento en un Estado no descentralizado. Por 
un lado, la labor legislativa que puede llevar a cabo el 
parlamento se ve limitada no sólo por la Constitución, 
sino también por los propios Estatutos de autonomía, 
puesto que el parlamento no puede redefinir por sí 
mismo el reparto competencial entre Estado central y 
comunidades autónomas. Por otro, las comunidades 
autónomas han desarrollado ampliamente sus com- 
petencias legislativas, evitando un vacío que pudiera 
llenarse desde las Cortes. 

No obstante, pese a esta reestructuración del papel 
del parlamento, éste sigue cumpliendo una misión 
legitimadora fundamental en los sistemas políticos: 
son los representantes directamente elegidos por los 
ciudadanos los que tienen que dar el visto bueno fi- 
nal a las principales actuaciones del poder ejecutivo, 
constituyendo de esa manera un foro permanente de 
debate entre quienes ostentan el gobierno y quienes 
ejercen la oposición —o mayoría y minoría— que es 
absolutamente esencial para la pervivencia del sistema 
democrático. Además, el parlamento lleva a cabo otras 
funciones concretas que se comentan más adelante. 

En concreto, en el caso español, las Cortes Gene- 
rales son un parlamento bicameral dividido en un 
Congreso de los Diputados y un Senado que se eligen 
con reglas electorales diferentes. 


El sistema electoral para las elecciones legislativas 


Unos meses antes de las elecciones de junio de 1977, el 
Gobierno de Suárez acordó con los representantes de 
los partidos de oposición a la dictadura las reglas con- 
forme a las que se celebrarían tales elecciones. Estas 
reglas provisionales —algunos de cuyos elementos se 
constitucionalizarían en el texto de 1978— rigieron 
también las dos elecciones generales subsiguientes de 
1979 y 1982 y acabarían consolidándose en la Ley Or- 
gánica del Régimen Electoral General (LOREG) de 
1985. Se trata, en general, de unas reglas que facilitan 
la formación de mayorías primando a los partidos 
más votados y que, sin embargo, han permitido un 
alto nivel de pluralismo político en el Congreso faci- 
litando la presencia en él de los principales partidos 
nacionalistas de alcance regional. 


Por lo que se refiere al Congreso de los Diputados, 
se optó por un sistema de representación proporcio- 
nal, pero con una importante sobrerrepresentación 
de las zonas rurales y fuertes correctivos a la pro- 
porcionalidad. Los principales elementos del sistema 
electoral son los cinco siguientes: 


1. El tamaño de la asamblea es relativamente reduci- 
do: 350 escaños. La Constitución permite fijar una 
cifra entre un mínimo de 300 y un máximo de 400. 

2.La fórmula de representación proporcional em- 
pleada para traducir los votos a escaños es la 
d'Hondt', al igual que en el resto de las elecciones 
de representación proporcional que se celebran en 
España: municipales, autonómicas y europeas. 

3. Existe una barrera legal mínima de un tres por 
ciento de los votos de la circunscripción electoral 
para poder acceder al reparto de escaños. Esta ba- 
rrera sólo es efectiva en los dos mayores distritos 
(Madrid y Barcelona) donde, si no existiera, sería 
posible alcanzar un escaño con un porcentaje de 
votos menor en el caso de que los votos estuvieran 
muy repartidos entre las distintas candidaturas. 

4. El elemento clave del sistema por los efectos que 
produce es la magnitud de la circunscripción 
electoral, es decir, el número de escaños que hay 
en juego en cada distrito. Siguiendo lo marcado 
en la LRP, la Constitución estableció —dejando a 
un lado los casos especiales de las ciudades autó- 
nomas de Ceuta y Melilla, a las que corresponde 
un escaño a cada una— que la circunscripción 
electoral sería la provincia y, además, aseguró 
una representación mínima de dos escaños, inde- 
pendientemente del porcentaje de población que 
viva en ella. Esto implica que a las zonas rurales 
—más despobladas— corresponde un porcentaje 
de representación política más alto que a las zonas 
urbanas, dándose algunas disparidades como la 
de que a las provincias de Barcelona o Madrid les 
corresponda un escaño por casi cada 130.000 vo- 
tantes, mientras que en Soria esta proporción es de 
un escaño por cada poco más de 26.000 electores. 
Aunque no ha llegado a ocurrir tal cosa, esta des- 
igual distribución territorial de los escaños podría 
dar lugar a que un partido fuertemente implantado 
en los distritos más rurales pudiera alcanzar una 


1 Sobre la atribución de escaños por el método d'Hondt, véase 


el artículo 163 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio 
del Régimen Electoral General (www.congreso.es/juntapub/ 
/ley585.htm). 
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mayoría absoluta de los escaños con sólo una ter- 
cera parte de los votos populares. Por ejemplo, en 
las elecciones de 1989 al PSOE le bastó un 39,6 por 
ciento del voto para obtener el 50 por ciento de los 
escaños (175). 

Pese a que la magnitud media del distrito es de 
6,7 escaños, esta cifra esconde una gran varia- 
bilidad de casos: desde el único escaño en juego 
de Ceuta o de Melilla a los más de 30 de Madrid 
y Barcelona (35 y 31 en 2004, respectivamente). 
Esta desigual distribución de los escaños entre los 
52 distritos lleva en realidad a que los efectos del 
sistema electoral sean muy diferentes en función 
del número de escaños que esté en juego en cada 
circunscripción. Así, los 34 distritos más pequeños 
(hasta 6 escaños) en los que se elige a más del 40 
por ciento de los diputados, funcionan como un 
verdadero sistema mayoritario en el que rara vez 
obtienen representación más de dos partidos. Por 
el contrario, los 18 distritos con más de 7 escaños 
en juego en los que se elige el 60 por ciento restante 
permiten una mayor proporcionalidad y, por tanto, 
unos niveles más altos de multipartidismo. 

5. El quinto elemento importante de las elecciones al 
Congreso es la papeleta de votación. De nuevo, el te- 
mor a repetir la inestabilidad política de la Segunda 
República, así como la necesidad de afianzar a unos 
partidos políticos muy débilmente implantados en 
la sociedad, llevaron a los protagonistas de la tran- 
sición a optar por las listas cerradas y bloqueadas 
de candidatos (es decir, listas de candidatos en las 
que el elector no puede ni tachar ningún nombre ni 
cambiar el orden en el que aparecen). Este tipo de 
candidaturas favorece el control de las cúpulas de 
los partidos sobre sus miembros y dificulta el éxito 
de candidatos extremistas que podrían aprovechar 
su mayor visibilidad social en unas listas abiertas. 
Por el contrario, este tipo de papeleta de votación 
dificulta el desarrollo de relaciones personalizadas 
entre los votantes y sus representantes y el control 
que aquéllos pueden ejercer sobre éstos. 


Este sistema de representación proporcional 
fuertemente corregida favoreció indudablemente la 
gobernabilidad durante la transición, puesto que, por 
un lado, facilitaba la formación de mayorías parla- 
mentarias —lo que permitía, a su vez, la formación de 
gobiernos estables— y, por otro, reducía la presencia 
de los partidos pequeños en el Congreso sin impedir el 
acceso al mismo de los principales partidos regionalistas 


o nacionalistas. La otra cara de estas reglas electorales 
es la alta desproporcionalidad (falta de correspon- 
dencia entre número de votos y número de escaños) 
que se produce entre la distribución de los votos y la 
de los escaños, y la notable reducción de la fragmen- 
tación del sistema de partidos en la composición de 
la cámara baja. Pese a que se trata formalmente de 
un sistema electoral de representación proporcional, 
sus efectos sobre la proporcionalidad y el número de 
partidos (o fragmentación partidista) lo asemejan a 
un sistema mayoritario, de manera que el sistema 
español es de los menos proporcionales entre todos 
los sistemas similares en Europa, y aquel que reduce 
más el número de partidos de ámbito nacional con 
representación parlamentaria. 

Los grandes perjudicados por estas reglas son los 
partidos medianos de ámbito nacional —todos aque- 
llos que no quedan en primer o segundo lugar, por 
ejemplo, Izquierda Unida (IU)— y los pequeños par- 
tidos que no son fuertes en ninguna zona geográfica 
concreta. El mayor beneficiado suele ser el partido 
ganador de las elecciones que, según se ha calculado, 
obtiene una prima de en torno a un ocho por ciento 
más de escaños que el porcentaje de votos obtenido. 
El segundo partido obtiene también una prima en 
escaños, aunque menor que la del partido ganador, 
mientras que los principales partidos nacionalistas 
obtienen también alguna prima —como el Partido 
Nacionalista Vasco (PNV) o Coalición Canaria— o, 
cuando menos, no se ven perjudicados por las reglas 
—como Convergència i Unió (CiU)—. 

Por su parte, las reglas que se emplean para 
determinar la composición del Senado son muy di- 
ferentes. La mayor parte de sus escaños (208) son 
elegidos directamente por los ciudadanos, mientras 
que otra parte menor (51 en la VIII legislatura) es 
designada por los 17 parlamentos autonómicos a 
razón de un senador por cada comunidad autóno- 
ma y otro más por cada millón de habitantes que 
residan en cada una de ellas. Los 208 senadores 
elegidos directamente lo son a partir de un sistema 
mayoritario corregido que favorece, aún más que 
en el Congreso, la reducción de la oferta partidista. 
Estos 208 escaños son distribuidos en 59 distritos 
electorales de la siguiente forma: cuatro senadores 
por cada circunscripción peninsular, dos para cada 
una de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla y 
uno para cada uno de los diez distritos insulares con 
la excepción de Gran Canaria, Mallorca y Tenerife, 
que eligen tres. Con una distribución territorial de 
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los escaños como ésta, las zonas rurales obtienen 
una sobrerrepresentación aún mayor que en el caso 
del Congreso, de tal modo que podría darse el caso 
de alcanzar una mayoría absoluta de senadores con 
sólo una sexta parte de los votos. 

Frente a las listas cerradas y bloqueadas del 
Congreso, en el Senado los candidatos de todos los 
partidos se presentan en una única lista abierta en 
la que el votante puede elegir a candidatos de parti- 
dos diferentes. El votante tiene en este caso un voto 
múltiple pero limitado: sólo puede votar a tres can- 
didatos en los distritos con cuatro escaños en juego 
(las provincias peninsulares), a dos en distritos con 
tres (Mallorca, Tenerife y Gran Canaria) o dos esca- 
ños (Ceuta y Melilla), y a uno en el resto de distritos 
insulares donde sólo se disputa un escaño. Dado 
que los partidos sólo presentan tantos candidatos 
como puede elegir el votante y que los electores no 
suelen votar por candidatos de diferentes partidos, el 
resultado habitual es que —a no ser que estén muy 
igualados en votos— el partido más votado consiga 
tres escaños por uno del segundo partido, con lo que 
se forman sistemas locales de dos partidos. Los efec- 
tos mayoritarios de estas reglas son más fuertes que 
en el caso del Congreso: la falta de correspondencia 
entre votos y escaños (desproporcionalidad) es más 
alta y el número de partidos que obtienen representa- 
ción (la fragmentación partidista) aún más bajo. De 
nuevo, en función de la concentración o dispersión 
geográfica del voto de un partido, puede ocurrir 
—como pasó en las elecciones del 14 de marzo de 
2004— que el partido mayoritario en el Senado sea 
distinto al del Congreso. 


Configuración bicameral y función del Senado 


Las Cortes Generales tienen, por tanto, una con- 
figuración bicameral que se debe en gran medida 
al efecto inercial de la LRP. Siguiendo las disposi- 
ciones de esta ley, las elecciones del 15 de junio de 
1977 conformaron un parlamento bicameral que 
acabó consolidándose en el proceso constituyente. 
La apuesta por el Senado en esta ley era un elemento 
muy importante en la negociación por la que Suárez 
consiguió evitar la oposición de los continuistas del 
franquismo al proceso de transición. Por un lado, 
tanto su elección mediante un sistema mayoritario 
como la equiparación de escaños por provincia inde- 
pendientemente de la población respectiva auguraban 
una representación más claramente conservadora en 


esta cámara que en el Congreso. Por otro, el hecho de 
que la ley reservara al Rey la potestad de designar a 
41 senadores —el mismo número que los miembros 
del Consejo del Reino que nombraba Franco— una vez 
conocido el resultado de la elección, alimentaba las ex- 
pectativas de continuidad en la vida política de algunos 
destacados miembros de la clase política franquista. 
La Constitución mantuvo la existencia del Senado, 
aunque eliminó la figura de los senadores de desig- 
nación real y los vino a sustituir por los senadores 
designados por las asambleas legislativas de las co- 
munidades autónomas. Sin embargo, dada la ausen- 
cia —como veremos— de un acuerdo político sobre 
el modo de articular la reordenación territorial del 
Estado en aquellos momentos, fue imposible un dise- 
ño del Senado como verdadera cámara de represen- 
tación territorial. El Senado ha venido funcionando 
desde entonces como una mera cámara de segunda 
lectura de proyectos y proposiciones de ley —de he- 
cho, la mayoría gubernamental ha solido aprovechar 
la escasa visibilidad de lo que acontece en el Senado 
para introducir enmiendas en sus propios proyectos 
de ley— claramente subordinada al Congreso y des- 
provista prácticamente de funciones especializadas. 
Tenemos, por tanto, un bicameralismo desequili- 
brado con una clara primacía del Congreso sobre el 
Senado: los proyectos y proposiciones de ley se deba- 
ten primero en el Congreso y, en caso de conflicto, 
se impone la voluntad de éste; las leyes orgánicas 
requieren mayoría absoluta sólo en el Congreso; los 
decretos-leyes se convalidan sólo en el Congreso;? y 
aunque tanto el Congreso como el Senado pueden 
controlar al poder ejecutivo, sólo al Congreso co- 
rresponde la investidura del Presidente del Gobierno 
y la exigencia de la responsabilidad política. Las 
funciones exclusivas del Senado —donde se subraya 
su vocación (fracasada) de representación territo- 
rial — son muy reducidas: autorizar los acuerdos de 
cooperación entre comunidades autónomas; dotar, 
distribuir y regular el Fondo de Compensación In- 
terterritorial; adoptar medidas para obligar a las 
comunidades autónomas al cumplimiento forzoso de 
sus obligaciones constitucionales y legales o prevenir 
su actuación cuando atenten gravemente contra el 
interés general de España; o apreciar la necesidad 
de dictar leyes de armonización de las disposiciones 
normativas de las comunidades autónomas. 


2 La diferencia entre proyectos de ley y proposiciones de ley 
estriba en que la iniciativa legislativa reside, en el primer 
caso, en el Gobierno, y en el segundo, en las Cortes. 
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Aunque el modelo territorial no llegó a definirse 
en el momento de la elaboración constitucional, el 
vertiginoso proceso posterior de construcción de las 
comunidades autónomas dejó al descubierto muy 
pronto las insuficiencias del Senado como cámara 
territorial. En realidad, ciudadanos y fuerzas po- 
líticas han estado de acuerdo en la necesidad de su 
reforma desde hace mucho tiempo. Sin embargo, el 
único cambio importante —aunque claramente in- 
suficiente para revalorizar el papel del Senado— no 
llegó hasta la reforma del Reglamento de esta cámara 
en enero de 1994, con la creación de la Comisión Ge- 
neral de las Autonomías, que reúne en la cámara alta 
a 50 senadores y a representantes de los ejecutivos 
autonómicos y del Gobierno central. 

Las razones que han impedido una verdadera 
transformación del Senado en cámara territorial son 
varias: a) aunque todo el mundo estaba de acuerdo 
en la necesidad de reformarlo, no ha existido un 
acuerdo similar sobre cómo hacerlo; b) de hecho, a 
los partidos nacionalistas de ámbito no estatal, que en 
ausencia de mayorías absolutas tienen un papel clave 
en la configuración de las mayorías parlamentarias 
que sostienen al Gobierno nacional, no les entusias- 
ma la idea de que las relaciones con el ejecutivo pasen 
por el Senado, debido a la equiparación de todas las 
comunidades autónomas que supondría; c) el actual 
(y problemático) sistema de coordinación de intereses 
entre el Gobierno central y los ejecutivos autonómicos 
—a través de comisiones fundamentalmente bilatera- 
les de cooperación— desincentiva la conversión del 
Senado en el principal instrumento de cooperación 
entre niveles de gobierno, pues esto conferiría más 
publicidad a las negociaciones intergubernamentales 
y daría entrada en éstas a las respectivas oposiciones 
de ambos gobiernos; y d) la dificultad intrínseca que 
tiene cualquier proceso de reforma constitucional 
que, por su carácter extremadamente excepcional, 
hace muy complicada la delimitación precisa de su 
contenido: ¿qué aspectos de la Constitución conviene 
reformar una vez iniciado un proceso tan complejo? 


Organización y funcionamiento de las Cortes 


El funcionamiento de las Cortes evidencia el protago- 
nismo que tienen los partidos políticos en el sistema 
político español. La conciencia de su debilidad durante 
la transición llevó a los partidos a dotarse de una espe- 
cial protección institucional que queda de manifiesto 
también en la organización del parlamento. Los diputa- 


dos y senadores tienen necesariamente que adscribirse 
a un grupo parlamentario determinado. En el caso 
concreto del Congreso, para la constitución de los gru- 
pos se requieren, al menos, quince diputados (casos del 
PSOE y PP), o cinco cuando las formaciones políticas 
respectivas hubieran obtenido como mínimo el quince 
por ciento de los votos de las circunscripciones en que 
hubiesen presentado candidaturas (como en los casos 
de los grupos de CiU, el PNV o Esquerra Republicana 
de Catalunya [ERC]) o el cinco por ciento de los votos 
del conjunto nacional (como en el caso de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya Verds). Sin embargo, 
una vez constituidos, pueden seguir funcionando si 
mantienen la mitad al menos de sus miembros. Esto da 
lugar a que, en ocasiones —como ha sucedido en la VIII 
legislatura (iniciada en 2004) con el grupo de Coalición 
Canaria—, algún grupo mayoritario “preste” temporal- 
mente a algunos de sus diputados para que un partido 
que cuenta con tres o cuatro escaños pueda constituir 
un grupo propio. Los diputados que no se incluyan en 
alguno de los grupos voluntariamente creados, quedan 
incorporados al grupo mixto, que suele ser numeroso, 
muy heterogéneo y, con frecuencia, inoperante. Salvo 
en el caso de los partidos de ámbito regional, cuyos lí- 
deres no suelen concurrir a las elecciones generales, los 
líderes de las principales candidaturas y partidos son 
quienes encabezan los grupos principales y quienes 
protagonizan el debate parlamentario. 

Los distintos partidos políticos controlan muy 
estrechamente la actividad de sus diputados —tanto 
en el Pleno como en las Comisiones— a través de los 
grupos parlamentarios. De esta forma, de acuerdo 
con los reglamentos de las cámaras, el balance entre 
grupo parlamentario y diputado o senador individual 
está claramente inclinado hacia aquél: sólo los grupos 
pueden presentar mociones; las iniciativas presenta- 
das a título individual —como enmiendas o pregun- 
tas— deben contar con el visto bueno del portavoz del 
grupo; la gran mayoría de los parlamentarios apenas 
cuenta con recursos en materia de personal de apo- 
yo (secretaría o asesoría); y, en general, la actividad 
parlamentaria queda acaparada por los presidentes 
y los portavoces de los grupos. Este fuerte control 
partidista del trabajo parlamentario, junto con 
otros factores como la escasa relevancia pública de 
las tareas más cotidianas de los parlamentarios, las 
incompatibilidades con otros cargos o los inferio- 
res incentivos económicos en relación con el sector 
privado, estaría en la base de la escasa continuidad 
y especialización de los parlamentarios. La tasa de 
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renovación de los diputados es muy alta: el 53 por 
ciento de éstos lo ha sido sólo en una única legisla- 
tura. Asimismo, la composición de las comisiones 
parlamentarias permanentes tiene también una baja 
continuidad de una legislatura a otra. Por ejemplo, 
entre la V y la VI legislaturas los diputados que se 
mantuvieron en las mismas comisiones no pasaron 
de un tercio del total de miembros de éstas. 

Además de la baja continuidad y la escasa espe- 
cialización en el trabajo parlamentario, esta estricta 
disciplina partidista, que implica que el partido im- 
pone el sentido de los votos, ha alentado paradójica- 
mente en ocasiones el fenómeno del transfuguismo 
(el abandono de las filas del partido en cuya candi- 
datura se concurrió a las elecciones) y una acritud 
en los conflictos internos de los grupos que muchas 
veces se ha traducido en la ruptura de éstos. Así, por 
ejemplo, entre 1977 y 1989 un total de 89 diputados 
abandonaron su grupo y algunos de ellos lo hicieron 
en varias ocasiones. 

Si esta primacía de los partidos sobre los parlamen- 
tarios individuales refleja las peculiares característi- 
cas del contexto en que se llevó a cabo la transición, 
lo mismo puede decirse del modo en que tanto la 
Constitución como los reglamentos de ambas cáma- 
ras han articulado las relaciones entre las Cortes y 
el Gobierno de la nación. La comprensible obsesión 
por garantizar la estabilidad política en la transición 
generó un sistema de relaciones entre ambos órganos 
del Estado claramente inclinado a favor del ejecutivo. 
La preocupación por la estabilidad gubernamental se 
evidencia en varias instituciones parlamentarias cla- 
ve: el voto de investidura del Presidente del Gobierno, 
para el que basta con la mayoría simple en la segunda 
votación; la moción de censura “constructiva”, que 
sólo pueden presentar un mínimo de 35 diputados 
(cifra sólo al alcance del principal partido de la opo- 
sición) y cuya aprobación exige una mayoría absoluta 
dispuesta a respaldar al candidato alternativo a la pre- 
sidencia del Gobierno; la cuestión de confianza, que 
resulta aprobada por mayoría simple; o, por ejemplo, 
la inexistencia de mociones de censura individuales 
para los ministros. No es de extrañar, por tanto, que 
la duración media de las legislaturas en España sea 
de las más altas de Europa, con una media —si eli- 
minamos la Constituyente— de 42,5 meses sobre un 
máximo legal posible de 48 (cuatro años). 

En cuanto a la producción legislativa, el protago- 
nismo del Gobierno es abrumador: el 90 por ciento 
de la iniciativa legislativa en estos años se ha debido 


a este órgano en forma de proyectos de ley, decretos- 
ley y decretos legislativos. Además, los proyectos del 
Gobierno reciben un trato preferencial, tanto para su 
inclusión en la agenda de las Cortes como para su 
tramitación. Por término medio, el 70 por ciento de 
estas medidas consigue su aprobación parlamenta- 
ria, habiéndose llegado a un porcentaje récord del 90 
por ciento en la II legislatura (1982-1986). Estos datos 
confirman el escaso relieve del parlamento como me- 
canismo de articulación de los intereses particulares. 
Los grupos de interés (sindicatos, organizaciones em- 
presariales, asociaciones...) empeñan sus esfuerzos 
para influir sobre las políticas públicas predominan- 
temente en la arena del Gobierno y la Administración, 
a la que perciben como más efectiva. 

No obstante, con gran frecuencia las leyes apro- 
badas en el parlamento cuentan con el respaldo de 
mayorías sobredimensionadas. Esto quiere decir que 
es bastante habitual que la mayoría gubernamental 
acepte parte de las enmiendas hechas por algunos de 
los grupos de oposición. 

De todas formas, en general, el papel efectivo del 
parlamento depende también, en gran parte, de la 
coyuntura política. Los años de más bajo perfil del 
parlamento coinciden con las tres legislaturas con- 
secutivas (de 1982 a 1993) en las que no sólo contaba 
con mayoría absoluta el PSOE, sino que también el 
principal partido de la oposición —AP, por enton- 
ces— tenía una representación notablemente alejada 
de la del PSOE. Posteriormente, a partir de 1993, el 
parlamento ha recuperado buena parte de la vitali- 
dad de los primeros años y algunos de los principales 
debates políticos han tenido lugar en su sede. 


2.2 El Gobierno y la Administración 


Como sucede en la mayoría de los regímenes demo- 
cráticos contemporáneos, el Gobierno en España es 
el órgano central en los principales procesos de toma 
de decisiones. Desarrolla en este sentido tres tipos 
de funciones básicas: políticas, ejecutivas y norma- 
tivas. La función política del Gobierno consiste en la 
dirección de la política nacional tanto interior como 
exterior (inspirándose básicamente, por lo general, en 
el programa político con el que el partido que accede 
al poder ejecutivo se impuso en las elecciones). La 
función ejecutiva radica en la dirección de la admi- 
nistración civil y militar del Estado. Por último, la 
función normativa tiene que ver con la facultad del 
Gobierno para aprobar normas de carácter jurídico. 
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Esto lo puede hacer el Gobierno de forma directa 
mediante los decretos-ley, los decretos legislativos 
o la elaboración de los reglamentos que desarrollan 
las leyes. O también de forma indirecta mediante 
los proyectos de ley que presenta para su aprobación 
al parlamento, o a través de la firma de tratados y 
convenios internacionales para la que necesita una 
autorización previa o ratificación posterior de las 
Cortes. En concreto, los gobiernos españoles suelen 
hacer un uso muy extendido de los decretos-ley, que 
son normas con rango de ley con las que el Gobierno 
puede regular una materia que compete a las Cortes 
por motivos de extraordinaria y urgente necesidad. 
Pese a su carácter provisional (tienen que ser convali- 
dados por las Cortes en el plazo de 30 días) y limitado 
(no pueden afectar a materias cuya regulación exija 
una ley orgánica: derechos fundamentales, institucio- 
nes básicas del Estado, etc.), diferentes gobiernos los 
han empleado un tanto abusivamente para efectuar, 
por ejemplo, reformas del mercado de trabajo. 

La acción del Gobierno es dirigida por su Presi- 
dente, que tiene un estatus claramente privilegiado 
con respecto al resto de miembros del ejecutivo. El 
Presidente es investido como tal por las Cortes antes 
de conocer los miembros de su Gobierno; nombra 
y cesa libremente a los vicepresidentes y ministros, 
a quienes coordina y puede impartir instrucciones 
sobre sus respectivos departamentos; puede pre- 
sentar la cuestión de confianza incluso aunque sus 
ministros discrepen; tiene la facultad de disolver las 
Cortes y convocar nuevas elecciones; puede interpo- 
ner recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal 
Constitucional; y, con la autorización de las Cortes, 
convoca referendos consultivos y firma tratados y 
convenios internacionales. Esta concentración de 
prerrogativas otorga un gran relieve público a la fi- 
gura del Presidente y le convierte en elemento clave 
del proceso político. Los partidos han convertido 
de hecho las elecciones legislativas en una suerte de 
elecciones presidenciales, al hacer girar sus cam- 
pañas en torno al protagonismo de los líderes que 
aspiran a presidir el poder ejecutivo. De acuerdo con 
esta impronta presidencialista del Gobierno y dada la 
fuerte disciplina partidista impuesta a los diputados, 
la clave del liderazgo del Presidente está en el grado 
de control que tenga sobre su propio partido. En este 
sentido, salvo la última etapa de Adolfo Suárez y el 
breve período de su sucesor Leopoldo Calvo-Sotelo, 
la mayor parte del tiempo los Presidentes del Gobier- 
no —incluyendo tanto a Felipe González (1982-1996), 


como a José María Aznar (1996-2004)— han disfru- 
tado de un liderazgo fuerte basado en el control de 
sus partidos. 

Al Gobierno corresponde también, como se ha se- 
ñalado, la dirección de la Administración General 
del Estado que, tradicionalmente, ha constituido el 
núcleo básico de la administración pública española. 
Desde la aparición de la moderna administración 
pública en el primer tercio del siglo XIX en paralelo 
a la construcción del Estado liberal en España, se 
configuró un sistema administrativo que imitaba el 
modelo predominante en Europa continental y en el 
que se distinguían dos niveles organizativos: la Ad- 
ministración General del Estado y el conglomerado 
de las administraciones locales (ayuntamientos, 
diputaciones, cabildos y consejos insulares, etc.). 
Desde entonces y, prácticamente, hasta el actual 
régimen político, la administración central ha asu- 
mido la mayor parte del poder, las competencias y 
los recursos, teniendo la administración local una 
autonomía muy escasa. Hoy día aún perviven en la 
administración española algunos de sus rasgos clá- 
sicos típicos del modelo francés (o napoleónico) de 
burocracia centralizada, altamente jerarquizada y 
relativamente autónoma de los grupos de interés. Sin 
embargo, se han producido algunas modificaciones 
sustanciales en estos años de democracia. 

En primer lugar, el cambio más espectacular en 
la estructura de la administración pública tiene que 
ver con el proceso de descentralización política 
a que ha dado lugar la creación de las comunidades 
autónomas. La aparición de éstas ha ido acompañada 
inevitablemente del surgimiento de un tercer nivel en 
la administración pública, a caballo entre el central 
y el local. Las 17 comunidades autónomas no sólo 
han consolidado una administración propia, sino 
que se han convertido en el empleador público más 
importante y reúnen hoy día en torno al 50 por ciento 
del total de los empleados públicos (casi 1.200.000 
personas). Aunque más de tres cuartas partes de esos 
empleados públicos autonómicos se dedican a la en- 
señanza no universitaria y a la sanidad, el personal al 
servicio de las distintas consejerías y los organismos 
autónomos con ellas relacionados suma ya cien mil 
efectivos más que el correspondiente a los distintos 
ministerios y organismos autónomos de la adminis- 
tración central. Este crecimiento del empleo público 
autonómico ha corrido paralelo obviamente a una 
redistribución del gasto público correspondiente a los 
diversos niveles administrativos. Así, de 1982 a 2000 
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la Administración General del Estado ha visto redu- 
cido el porcentaje de gasto público bajo su control del 
84 al 55 por ciento, mientras que las comunidades 
autónomas llegaban al 33 por ciento y las administra- 
ciones locales al 12 por ciento. 

Cabe observar, en segundo lugar, un incremento 
del control político en los niveles más altos de la 
administración local, autonómica y central. Además 
del nombramiento por parte de los ministros de los 
cargos claramente políticos, como los miembros de 
sus gabinetes, los secretarios de Estado o, incluso, los 
directores generales, el criterio de confianza política 
se extiende también con gran frecuencia a la desig- 
nación de otros cargos entre personal funcionario 
(subdirectores generales, por ejemplo) que realizan 
tareas desempeñadas en otros países por técnicos sin 
vinculación política con sus superiores. 

Por último, frente al tradicional aislamiento de 
la burocracia pública española, se han introducido 
ciertos cauces de relación entre algunas agencias 
administrativas y los grupos sociales más direc- 
tamente afectados por su gestión. Además, como 
ocurre con las administraciones públicas de los 
países de nuestro entorno, los problemas asociados 
a la sobrecarga fiscal de los Estados del bienestar y 
la necesidad de mejorar la competitividad y la efi- 
ciencia de las economías nacionales en un mundo 
más globalizado y competitivo, han dado lugar a la 
(paulatina, eso sí) introducción de reformas de las 
administraciones con vistas a mejorar su eficiencia. 
Se han introducido algunas innovaciones institucio- 
nales que persiguen mejorar la eficacia y la agilidad 
de los entes administrativos frente a la pesada y 
lenta maquinaria burocrática tradicional (como ha 
ocurrido, por ejemplo, con la reforma de la adminis- 
tración tributaria). Asimismo, se ha desarrollado lo 
que algunos autores llaman “paraadministración” (o 
administración paralela), es decir, la producción de 
determinadas funciones públicas (por ejemplo, en 
el campo de la educación, la sanidad, la prestación 
de servicios sociales o las actividades de inspección, 
como las Inspecciones Técnicas de Vehículos, etc.) 
por organizaciones privadas. 

Estos importantes cambios en la estructura de 
la administración pública española han coincidido, 
además, con un espectacular y vertiginoso aumento 
del sector público. Si en 1970 el gasto público español 
como porcentaje del PIB era inferior al 22 por ciento, 
esa cifra alcanzó niveles superiores al 40 por ciento 
a finales de los años 80. Pese a la reducción del gasto 


público en casi todos los países europeos en estos 
últimos años, en 2004 representaba aún el 38,6 por 
ciento del PIB. 


2.3. El poder judicial 


La facultad que tienen jueces y magistrados para 
aplicar las leyes constituye la tercera rama en la que 
se ha dividido el poder estatal desde los orígenes del 
Estado liberal. Tradicionalmente, en España, como 
en otros países con modelos burocráticos de judi- 
catura, jueces y magistrados se han mostrado muy 
sumisos ante el poder político. El Gobierno contro- 
laba los nombramientos para los puestos más altos 
del escalafón judicial (las magistraturas del Tribunal 
Supremo, por ejemplo) desde los que, a su vez, se 
controlaban las carreras profesionales de los demás 
jueces. La Constitución de 1978 ha introducido, sin 
embargo, dos novedades muy importantes en este 
modelo tradicional. 

Por una parte, los constituyentes de 1978 intro- 
dujeron un órgano de autogobierno de los jueces, el 
Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), que 
es el encargado ahora, en lugar del Gobierno, del 
nombramiento de todos los puestos clave de la ad- 
ministración de justicia: presidentes y magistrados 
del Tribunal Supremo y de sus salas, de la Audiencia 
Nacional, los Tribunales Superiores de Justicia de las 
diferentes comunidades autónomas, etc. Tiene a su 
cargo, además, la formación y el régimen disciplinario 
de los jueces. Este órgano se compone de 20 vocales 
y un presidente —que es al mismo tiempo Presidente 
del Tribunal Supremo— elegido por aquéllos y cuyo 
mandato se extiende por cinco años sin posibilidad 
de ser cesados. Los criterios para la elección de los 
miembros del CGPJ han generado una gran polémica 
durante todos estos años. 

De acuerdo con el texto constitucional, doce de 
los vocales deben ser elegidos entre jueces y magis- 
trados —sin especificar qué sujeto debe hacer esta 
elección— y los otros ocho serán designados por 
las Cortes (cuatro cada cámara por mayoría de tres 
quintos) entre juristas de reconocido prestigio con 
más de quince años de ejercicio profesional. Según la 
primera ley orgánica que reguló este órgano en tiem- 
pos de la UCD (Ley Orgánica del Consejo General del 
Poder Judicial de 1980), los doce vocales de la carrera 
judicial eran elegidos por las tres asociaciones profe- 
sionales de jueces existentes, en función del volumen 
de su afiliación respectiva. 
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Tras la llegada al poder del PSOE en 1982, el nuevo 
Gobierno impulsó una ley orgánica en 1985 (LOPJ) 
que dejaba también en manos de las Cortes la elec- 
ción por mayoría de tres quintos de estos otros doce 
vocales (a razón de seis cada cámara). Si las razones 
que esgrimía el Gobierno socialista para cambiar la 
ley eran la de enfrentarse al corporativismo de los 
jueces y la de conseguir la legitimación democrática 
del poder judicial, el nuevo formato de elección fue 
criticado por poner en riesgo la independencia de los 
jueces y fomentar su politización. 

En 2000, el Gobierno del Partido Popular (PP) 
llegó a un acuerdo con el PSOE por el que se volvió 
a modificar el sistema de elección de los vocales del 
CGPJ. Se mantenía la elección parlamentaria, pero 
diputados y senadores tendrían que elegir entre un 
grupo de candidatos propuestos por las asociaciones 
de jueces. Aunque este acuerdo entre los dos partidos 
mayoritarios era ya todo un logro, la polémica por el 
funcionamiento del CGPJ no se ha acallado. Tal cosa 
se debe fundamentalmente al ejercicio de este órga- 
no, en el que, muy frecuentemente, cada vez que ha 
habido alguna votación sobre un asunto espinoso, sus 
miembros se han dividido en línea con las posiciones 
respectivas de los diferentes partidos políticos que 
respaldaron su designación. 

Esta polémica y estos juegos de estrategia entre 
asociaciones de jueces y partidos políticos evidencian 
el papel tan sensible que desempeña el poder judicial 
en los sistemas democráticos. Las democracias son 
Estados de derecho constitucionalizados en los que 
ningún poder puede colocarse por encima de las leyes 
o la Constitución. Pues bien, el poder judicial es el 
encargado precisamente de controlar la legalidad de 
los demás poderes. Esa delicada función requiere al 
mismo tiempo que el poder de los jueces tenga una 
legitimación democrática —puesto que, como dice 
la Constitución, la justicia emana del pueblo— y una 
independencia con respecto a las demás instancias 
de poder cuya legalidad ha de supervisar. La armo- 
nización de ambos principios en la práctica es, sin 
embargo, inevitablemente complicada. 

La otra gran novedad histórica que introduce la 
Constitución de 1978 en nuestra organización de jus- 
ticia es la creación de un Tribunal Constitucional. 
El Tribunal Constitucional, intérprete supremo de la 
Constitución española, ha destacado en la resolución 
tanto de los recursos de inconstitucionalidad contra 
determinadas normas de diferentes instancias legis- 
lativas, como de los conflictos de competencias entre 


distintas instituciones del Estado (especialmente los 
que han enfrentado al Gobierno central y a las comu- 
nidades autónomas, que han permitido ir definiendo 
de manera más precisa los contornos del Estado auto- 
nómico). Sin embargo, el Tribunal Constitucional ha 
llevado a cabo asimismo otra tarea no tan conocida 
pero igualmente trascendental, como ha sido la de la 
resolución de los recursos de amparo de los ciudada- 
nos. De este modo, el Constitucional se ha ocupado de 
garantizar que la jurisprudencia ordinaria se atenga 
a los valores constitucionales en el campo del respeto 
a los derechos fundamentales de los ciudadanos. De 
hecho, es esta tarea la que desborda el ritmo de tra- 
bajo de este órgano: por ejemplo, de todos los asuntos 
admitidos a trámite en este tribunal hasta 1998, el 
95,6 por ciento fueron recursos de amparo, de los 
cuales más del 80 por ciento tenían que ver con el 
derecho a la tutela judicial efectiva y al respeto de las 
garantías procesales. 

Hay que decir, para terminar este apartado sobre el 
poder judicial, que pese a la importancia que tiene el 
buen funcionamiento de la administración de justicia 
para garantizar el buen orden social, la paz y el bienes- 
tar de la ciudadanía, la actividad de los juzgados y los 
tribunales en España deja mucho que desear. Se trata 
de una de las administraciones de justicia más lentas 
y peor dotadas de recursos de Europa. Un reciente 
informe del CGPJ, referido en el diario El País (28 de 
noviembre de 2005), mencionaba que los casos pen- 
dientes de resolución sobrepasaban los dos millones 
en el segundo trimestre del año y preveía que los casos 
pendientes continuarían aumentando. A pesar de que 
las numerosas reformas de estos años han dado lugar a 
notables mejoras, su estado sigue siendo preocupante. 
Probablemente tenga algo que ver con esta situación el 
hecho, reflejado en múltiples sondeos, de que, aunque 
la percepción ciudadana de la justicia sea ferozmente 
crítica, la sociedad no muestre paradójicamente nin- 
guna urgencia por emprender su mejora. 

Una vez analizadas las instituciones políticas más 
clásicas, conviene detenerse ahora en un elemento 
muy novedoso pero trascendental para comprender 
la realidad actual del sistema político español: el 
Estado autonómico. 


3. EL ESTADO AUTONÓMICO 


La reivindicación de instituciones de autogobierno 
propias en diversos territorios españoles —especial- 
mente en Cataluña y el País Vasco— se remonta al siglo 


Capítulo 15 / El sistema político español contemporáneo 281 


« 


XIX e incluso dio lugar en determinados momentos 
de nuestra historia a la puesta en marcha de algunas 
experiencias en este terreno, que no tuvieron gran 
duración por la caída de los regímenes republicanos 
en los que se ensayaron. En los años de la transición 
democrática estas reivindicaciones volvieron con más 
fuerza que nunca debido a la extendida legitimación 
entre todas las fuerzas democráticas que habían con- 
seguido estos movimientos como consecuencia de la 
dura represión a la que sus miembros y simpatizantes 
fueron sometidos por el franquismo. 

La instauración democrática de los años 70 iba 
a dar lugar, por tanto, a un importante y original 
proceso de descentralización política conocido como 
“Estado de las Autonomías”, que supone la mayor 
innovación institucional de la Constitución de 1978. 
Ahora bien, si en la transición el modelo a seguir para 
la democratización estaba muy claro (la democracia 
parlamentaria predominante en Europa occidental), 
éste no era el caso del proceso de descentralización. 
La desigual distribución territorial de las reivindica- 
ciones de autogobierno y de movimientos políticos 
nacionalistas y regionalistas contribuyó a que no 
pudiera alcanzarse un acuerdo político genuino so- 
bre el modo de articular la reordenación territorial 
en el momento de redactar la Constitución. Entre las 
fuerzas mayoritarias, la izquierda apostaba por una 
profunda descentralización territorial en sentido 
incluso federal. En cambio, el centro-derecha y la 
derecha se mostraban más bien a favor de un tímido 
proceso de descentralización regional que asegurase, 
en todo caso, un régimen jurídico especial para Cata- 
luña, el País Vasco y, con más dudas, Galicia, es decir, 
los territorios que habían llegado a plebiscitar un es- 
tatuto de autonomía durante la Segunda República. 

El proceso constituyente no logró superar este des- 
acuerdo, dándose lugar a un modelo que posibilitaba 
la descentralización política —pensando, sobre todo, 
en los casos de Cataluña, País Vasco y Galicia, como 
demuestra la Disposición Transitoria Segunda—, pero 
que permitía su articulación a partir de dos pares de 
principios antagónicos e incompatibles entre sí. El 
primero de esos principios del modelo territorial de 
la Constitución es el de la “generalización-limitación” 
de las autonomías; es decir, de acuerdo con el texto 
constitucional, cabe tanto un acceso al autogobierno 
restringido a determinados territorios, como lo con- 
trario: su extensión a todos ellos. Además, una vez 
concretados los territorios autonómicos, de acuerdo 
con el segundo gran principio constitucional de 


“igualación-diferenciación”, cabía tanto la equipara- 
ción del nivel de autogobierno entre todos ellos, como 
lo contrario: la diferenciación entre distintos niveles 
de autonomía para distintos territorios. 

El modelo constitucional de descentralización es, 
por tanto, un modelo abierto cuya concreción se de- 
jaba al devenir histórico. Sucedió, sin embargo, que 
inmediatamente, incluso durante el propio proceso 
constituyente, se produjo un estallido de reivindica- 
ciones autonómicas generalizado que descartó muy 
pronto la posibilidad de limitar los territorios con 
instituciones de autogobierno. Es cierto, sin embargo, 
que al inicio existieron dos vías de formación de las 
comunidades autónomas. Algunas de ellas, las afecta- 
das por la Disposición Transitoria Segunda, tuvieron 
desde el principio un techo competencial más alto y 
siguen teniendo un ciclo electoral propio para elegir 
sus asambleas legislativas respectivas. A Cataluña, 
País Vasco y Galicia se unió Andalucía tras asumir la 
iniciativa del proceso autonómico de acuerdo con las 
previsiones del artículo 151.1 de la Constitución. 

Las trece comunidades restantes recibieron al prin- 
cipio menos competencias —salvo el caso de Navarra, 
que gozaría desde el principio de un nivel de autogo- 
bierno similar al de las comunidades “de vía rápida” (es 
decir, las que se formaron de acuerdo con las previsio- 
nes del artículo 151.1) gracias al reconocimiento cons- 
titucional de sus fueros históricos— y las elecciones 
por las que eligen sus respectivos parlamentos se cele- 
bran al mismo tiempo cada cuatro años, en la misma 
fecha en que tienen lugar las elecciones municipales. 
No obstante, durante estos años, estas comunidades 
autónomas fueron adquiriendo nuevas competencias 
hasta acabar prácticamente equiparadas con las del 
primer grupo. De hecho, en los casos de la Comuni- 
dad Valenciana y la Comunidad Canaria, el Gobierno 
central aceleró ese proceso de igualación competen- 
cial ya en 1983 impulsando sendas leyes orgánicas de 
transferencia de competencias estatales de acuerdo 
con el artículo 150.2 de la Constitución. Por último, las 
diez comunidades restantes quedaron también prác- 
ticamente equiparadas en sus techos competenciales 
como consecuencia del pacto autonómico suscrito en 
1992 por los dos partidos mayoritarios PSOE y PP. 

Sin embargo, cada vez que se ha avanzado en la 
homogeneización del reparto territorial, se han pro- 
ducido instantáneamente nuevas reivindicaciones de 
competencias en aquellas comunidades autónomas 
gobernadas por partidos nacionalistas, especialmente 
Cataluña y el País Vasco. Estamos, por tanto, ante un 
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sistema de organización territorial del poder sometido 
a una gran inestabilidad y, a lo que parece, a una esca- 
lada constante de nuevas demandas para incrementar 
el nivel de autogobierno en los diversos territorios. 

La falta de concreción del modelo constitucional 
de ordenación territorial propició que, desde la mis- 
ma puesta en marcha del proceso descentralizador, 
se asistiera a un continuo proceso de, simultánea- 
mente, negociación y conflicto entre ambos niveles 
de gobierno. El Tribunal Constitucional ha desempe- 
ñado un papel clave a la hora de ir concretando el 
modelo territorial al arbitrar en los numerosísimos 
conflictos entre el Gobierno central y algunos gobier- 
nos autonómicos, como el catalán y el vasco, que se 
produjeron especialmente en los primeros años de su 
rodaje. Hasta los años 90, más o menos dos terceras 
partes de todos los recursos de inconstitucionalidad y 
conflictos de competencias enfrentaban al Gobierno 
central, por un lado, y a los ejecutivos catalán y vas- 
co, por otro. Estos gobiernos autonómicos llegaron 
a impugnar en estos años el 25 por ciento de todas 
las leyes del Estado, mientras que el Gobierno cen- 
tral impugnaba a su vez el 25 por ciento de las leyes 
catalanas entre 1980 y 1984. Esta alta conflictividad 
siguió, sin embargo, una tendencia descendente des- 
de finales de los 80. 

Lo que sí es evidente es el importante déficit ins- 
titucional que presenta el Estado autonómico. Dada 
la preocupación básica de los constituyentes por 
integrar a los nacionalismos catalán y vasco en el 
régimen democrático, el modelo constitucional de or- 
ganización territorial no llevó a cabo ningún diseño 
efectivo para favorecer la integración y la coopera- 
ción de las comunidades autónomas en el proceso 
de formación de la política estatal. Ya se ha visto 
cómo el Senado no ha servido nunca para esto. Este 
déficit se ha tratado de resolver sobre la marcha con 
la creación de conferencias sectoriales, que reúnen 
a representantes políticos de los gobiernos central 
y autonómicos, y de comisiones y grupos de trabajo 
de funcionarios de ambos tipos de administración y, 
aún más recientemente, con la convocatoria de las 
conferencias de presidentes autonómicos (la primera 
celebrada en 2004). Sin embargo, los resultados han 
sido decepcionantes. 

Ante este marco de escasa institucionalización, el 
protagonismo de las relaciones intergubernamen- 
tales ha sido asumido, en realidad, por las negocia- 
ciones directas entre las cúpulas de los principales 
partidos políticos. Esto hace que las distintas partes 


desarrollen relaciones de cooperación o conflicto en 
función meramente de la coyuntura política —por 
ejemplo, de las necesidades a la hora de formar coa- 
liciones de gobierno en uno u otro nivel territorial—, 
con toda la incertidumbre e inestabilidad que esto trae 
consigo. Esta situación genera tres ámbitos diferentes 
de tensión: la que, en primer lugar, se da entre el par- 
tido al frente del Gobierno central y los partidos na- 
cionalistas con responsabilidades de gobierno en sus 
comunidades autónomas; pero también, en segundo 
lugar, la que se produce al utilizar el partido mayo- 
ritario de la oposición a los gobiernos autonómicos 
bajo su control para desgastar al Gobierno central; y, 
por último, la que se genera también en el propio seno 
de los partidos estatales cuando se enfrentan sus líde- 
res nacionales con los distintos líderes locales. 

Así, por ejemplo, cuando, en ausencia de mayorías 
absolutas en el Congreso, los partidos nacionalistas 
——catalanes, vascos o canarios, especialmente— ad- 
quieren una privilegiada posición estratégica (apoyan- 
do a gobiernos minoritarios), se tiende a aumentar los 
niveles de autogobierno en las regiones que represen- 
tan, mientras que cuando pierden ese valor estratégico 
ante la obtención de la mayoría absoluta del Congreso 
por algún partido estatal, solemos asistir a un proceso 
de homogeneización en los techos competenciales de 
las diversas comunidades autónomas. Esto, junto a la 
interminable demanda de más autogobierno por parte 
de unos partidos nacionalistas cuyo objetivo último 
en algún caso pasa por alcanzar la independencia de 
su territorio, hace que el equilibrio del sistema auto- 
nómico sea inestable y su futuro incierto. 

Pero el importante proceso descentralizador no 
afectó sólo al nivel regional, sino que incluyó también 
la democratización del poder local. Los casi 9.000 
ayuntamientos españoles, así como las otras institu- 
ciones locales, como las diputaciones provinciales o 
los consejos y cabildos insulares, han sido también 
escenario de refriegas partidistas más relacionadas 
con las estrategias generales de los partidos que con 
los problemas propios del ámbito local. Salvo en los 
ayuntamientos muy pequeños en los que el alcalde es 
elegido directamente por los vecinos, en la mayor par- 
te de los municipios existe un sistema parlamentario 
para elegir a los órganos de dirección: los ciudada- 
nos determinan la composición del pleno municipal, 
siendo los concejales los encargados de designar al 
alcalde. Estas reglas típicamente parlamentarias de 
formación de los gobiernos locales han fomentado 
probablemente el transfuguismo y el consiguiente 


Capítulo 15 / El sistema político español contemporáneo 283 


uso de mociones de censura para cambiar el gobierno 
municipal. Esta situación ha dado lugar a la prolifera- 
ción de partidos provinciales y locales que, pese a ser 
minoritarios desde el punto de vista electoral, cuentan 
con un alto poder de coalición y chantaje en el ámbito 
municipal respecto a los grandes partidos estatales. 


4. EL PROCESO POLÍTICO 


4.1 Cultura política y comportamiento electoral? 


Podemos resumir en tres grandes rasgos las prin- 
cipales características de la cultura política de los 
españoles en estos años de democracia: moderación 
ideológica, cinismo democrático y apatía política. 
La moderación ideológica de los españoles ha sido 
evidente también en su comportamiento político y 
electoral desde los momentos de la transición, y muy 
sorprendente para algunos observadores extranjeros 
que interpretaban la España de los 70 como si siguie- 
ra siendo la de los años 30. 

Aunque prácticamente una quinta parte de los 
españoles dice no saber situarse en una escala ideo- 
lógica lineal que va desde las posiciones de extrema 
izquierda a las de extrema derecha, este indicador ha 
mostrado que la gran mayoría de los españoles (en 
torno a dos terceras partes de los que responden) 
escoge las posiciones más centrales del espectro. Du- 
rante todos estos años la posición media ha estado 
ligeramente escorada hacia la izquierda, puesto que 
había casi tantos españoles situados en las posiciones 
de centro-izquierda como en las de centro, mientras 
que el centro-derecha aparecía notablemente por de- 
bajo. En los últimos años, que coinciden básicamente 
con la etapa de gobierno del PP, esta distribución se ha 
equilibrado algo a favor del centro-derecha, aunque 
España sigue siendo el país europeo con una posición 
media más escorada a la izquierda. 

Este escoramiento hacia el centro-izquierda 
coincide con la defensa mayoritaria que hacen los 
españoles —incluidos también quienes se sitúan 
en posiciones más a la derecha— de la necesidad 
de introducir reformas paulatinas en la sociedad. 
Mientras que los sectores que optan por la necesidad 
del cambio revolucionario o por la defensa del orden 
social tal y como está son muy minoritarios, más de 
tres cuartas partes de los españoles se han mostrado 


3 El Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) ofrece en su 
página web abundante información sobre estas cuestiones 
(www.cis.es). 


durante las décadas de los 80 y 90 partidarios de 
cambiar la sociedad poco a poco. Esta actitud crítica 
hacia el orden social vigente es también mayoritaria 
en otros países europeos, aunque sin la intensidad 
que tiene entre nosotros. 

Tal actitud es congruente, además, con los recelos 
que tradicionalmente ha suscitado el sistema econó- 
mico capitalista en nuestro país. Aunque a lo largo de 
los años 90 se va afianzando una actitud más favorable 
hacia los principios de la libre empresa y la competen- 
cia y se reduce el porcentaje de los partidarios de una 
economía más estatalizada, a finales de esta década 
aún se dividían a partes iguales los defensores de 
que el Estado incremente su papel como empresario, 
los que se inclinaban porque las empresas fuesen de 
propiedad privada y, por último, los que se situaban 
en una posición intermedia. En líneas generales, los 
españoles siguen inclinándose por conceder un papel 
protagonista al Estado en nuestra sociedad. Opinio- 
nes como las de que es responsabilidad del Estado 
(y no de cada individuo) el proporcionar medios de 
vida a todos los ciudadanos o que los gobiernos de- 
ben tomar medidas para reducir las diferencias en los 
niveles de ingresos han tenido, y siguen teniendo, un 
respaldo muy mayoritario entre los españoles. 

Aparte de la dimensión socioeconómica, la mode- 
ración de los españoles ha sido igualmente patente en 
sus actitudes morales. La tolerancia hacia estilos de 
vida distintos se ha impuesto claramente a la defensa 
de los valores sociales tradicionales (por ejemplo, en 
cuestiones como el divorcio, el aborto o la homosexua- 
lidad) y el acendrado catolicismo de otras épocas ha 
dejado paso a una sociedad fuertemente secularizada. 

Para terminar con este primer rasgo de la cultura 
política, una tercera dimensión en las actitudes ideo- 
lógicas que se ha demostrado muy relevante en el caso 
español tiene que ver con la identificación nacional. 
En algunas comunidades, como el País Vasco o Cata- 
luña, los ciudadanos encuentran menos problemático 
ubicarse en la dimensión de la identidad nacional 
que en la de la escala izquierda-derecha. Son estas 
comunidades, junto a la gallega, precisamente las que 
muestran una identificación propia más fuerte. En 
las tres, aquellos que se sienten más vascos, catalanes 
o gallegos que españoles, o exclusivamente de su co- 
munidad, superan al 40 por ciento (estando próximos 
al 50 por ciento en el País Vasco). No obstante, tanto 
allí como en las demás comunidades, las identidades 
exclusivistas (sólo español o sólo de la comunidad 
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respectiva) constituyen posiciones minoritarias (aun- 
que superan el 25 por ciento en el País Vasco). 

El segundo rasgo cultural al que nos hemos referido 
es el cinismo democrático. Se trata de la paradójica 
coincidencia de dos conjuntos de actitudes aparente- 
mente contradictorios: por un lado, un elevadísimo 
grado de aceptación del sistema democrático y, por 
otro, una actitud muy crítica hacia su funcionamien- 
to en la práctica, que incluye una gran desconfianza 
hacia los partidos y la clase política. El clásico indica- 
dor de legitimidad democrática (que trata de medir el 
apoyo al régimen democrático frente a una eventual 
defensa del autoritarismo y frente a la indiferencia 
respecto al tipo de régimen) ha mostrado un altísimo 
apoyo constante y creciente hacia la democracia entre 
los españoles. Si los partidarios de un régimen auto- 
ritario nunca han pasado del 10 por ciento en estos 
años y hoy día no llegan al 5 por ciento, los defensores 
de la legitimidad democrática sobrepasan hoy el 80 
por ciento y, desde la transición, siempre han estado 
por encima de los dos tercios. 

Esta decidida apuesta por la democracia convive, 
sin embargo, con un alto nivel de escepticismo ante 
los actores clave de este tipo de régimen. Así, si bien 
más de dos terceras partes de los españoles entienden 
que los partidos son necesarios para el funciona- 
miento del sistema político, la confianza que éstos 
inspiran es muy baja: menos de una quinta parte de 
los españoles dice tener confianza en ellos. Lo mismo 
sucede con los políticos que, si bien no cuentan con 
gran estima en casi ningún país europeo, reciben 
una valoración especialmente baja en España. Esta 
desafección hacia los actores clave del régimen de- 
mocrático tiene también —en España como en buena 
parte de los países europeos— incidencia sobre las 
principales instituciones representativas como el 
parlamento. Y se refleja también en el poderoso (y 
preocupante) atractivo que tienen las alternativas 
tecnocráticas supuestamente apolíticas para la toma 
de decisiones colectivas. Así, por ejemplo, según los 
resultados en España de la Encuesta Mundial de Va- 
lores de 1995, aunque el 95 por ciento pensaba que 
el gobierno democrático era bastante o muy bueno 
para nuestro país, un 60 por ciento señalaba también 
que “tener expertos, no un gobierno, que tome las 
decisiones de acuerdo con lo que ellos piensen que 
es lo mejor para este país” constituía una alternativa 
igualmente positiva (www.worldvaluessurvey.org). 

Este rasgo del cinismo democrático y, especial- 
mente, este componente de desafección política e 


institucional guarda una estrecha relación con el 
tercer rasgo de la cultura política española que cabe 
destacar: la apatía, pasividad o desapego políticos. 
Los reducidos niveles del interés que la política 
suscita entre los españoles y su escaso sentimiento 
de eficacia política (es decir, el grado en que se per- 
ciben a sí mismos como actores políticos efectivos) 
destacan en la comparación con el resto de países 
de nuestro entorno por ser los más bajos de todos: 
el interés por la política nunca ha rebasado en estos 
años el listón de uno de cada cuatro ciudadanos, en 
tanto que sólo uno de cada diez españoles afirma 
que podría desarrollar un papel activo en política. 
Si a este generalizado desapego político sumamos 
la escasa propensión a formar parte de asociaciones 
voluntarias en general (aunque aquí la tendencia 
parece ir hacia el incremento de la participación), la 
imagen de pasividad política es incontestable y con- 
gruente con la inclinación de los españoles a buscar 
el proteccionismo y el asistencialismo del Estado. 

Esta pasividad política tiene también un cierto 
reflejo —aunque dentro de unos límites bastante 
aceptables— en el comportamiento electoral. Si nos 
ceñimos a las elecciones generales, los niveles de 
participación son relativamente bajos comparados 
con los de los países del norte de Europa (el 74 por 
ciento de media entre 1977 y 2004) e inestables (con 
fluctuaciones entre elecciones consecutivas que 
llegan a 10 puntos porcentuales). Ahora bien, lo que 
también cabe observar en el voto de los españoles es 
la actitud de moderación antes comentada. Durante 
todos estos años, los votantes se han inclinado mayo- 
ritariamente por las fuerzas políticas más modera- 
das, forzando una competición centrípeta entre los 
principales partidos. 

No obstante, esto no quiere decir que el compor- 
tamiento electoral y el sistema de partidos resultante 
hayan sido muy estables a lo largo de estos años. Más 
bien ha sucedido todo lo contrario. Se han producido 
grandes cambios en el sistema de partidos que, ade- 
más de modificaciones sustanciales en el respaldo 
electoral de algunas fuerzas políticas, han incluido la 
desaparición de algunas de ellas, como el caso del par- 
tido —la UCD— que formó gobierno entre 1977 y 1982. 
Esta inestabilidad del sistema de partidos no refleja, 
sin embargo, grandes cambios en las posiciones de los 
votantes sino que responde más bien a la existencia 
de graves crisis en un buen número de partidos y al 
mayor impacto que tienen los factores coyunturales en 
sistemas políticos con anclajes partidistas débiles. 


Aunque los protagonistas hayan ido cambiando, 
los resultados de las nueve elecciones generales 
celebradas hasta la fecha han presentado, algunos 
elementos de continuidad. La mayor parte de voto 
se ha concentrado en sólo dos opciones, que han 
conseguido agregar entre el 65 (en las dos primeras 
elecciones de 1977 y 1979) y el 80 por ciento del to- 
tal de los votos (en las dos últimas de 2000 y 2004). 
Dejando al margen las dos opciones mayoritarias 
—que hasta 1982 eran la UCD y el PSOE, y desde 
esa elección han sido PSOE y AP/PP— ha habido un 
segundo grupo de partidos de ámbito estatal que 
han conseguido representación parlamentaria y que 
han solido sumar entre el cinco y diez por ciento de 
los votos. En este grupo coincidieron desde 1986 la 
coalición formada en torno al PCE-IU y el Centro 
Democrático y Social (CDS), que Adolfo Suárez creó 
en 1982, en plena crisis de la UCD. Tras la pérdida de 
todos sus escaños en las elecciones de 1993, el CDS 
desapareció prácticamente de la escena política, que- 
dando IU como el único partido estatal minoritario 
con un cinco por ciento del voto nacional en las dos 
últimas elecciones. 

Por último, en todas las elecciones celebradas 
hasta la fecha ha habido un tercer grupo de parti- 
dos cuyo respaldo agregado ha oscilado entre el 7 
y el 11 por ciento del voto nacional. Este grupo está 
compuesto por una pluralidad de partidos de ámbito 
no estatal entre los que destacan los nacionalistas 
catalanes —especialmente CiU, que suele ser el 
tercer o cuarto grupo parlamentario más numeroso, 
pero últimamente también ERC—, vascos —con el 
PNV al frente— y también los canarios de Coali- 
ción Canaria. Pese a su carácter minoritario, estos 
partidos desempeñan un papel muy destacado en la 
política española. Muchos de ellos dirigen o forman 
parte esencial de los gobiernos en sus respectivas 
comunidades autónomas, pero, además, también 
han tenido en varios momentos un gran protago- 
nismo en la formación del Gobierno central cuando 
el partido mayoritario no ha alcanzado la mayoría 
absoluta. Durante dos legislaturas consecutivas 
(1993-1996 y 1996-2000) el apoyo parlamentario de 
los grupos de CiU y, en menor medida, del PNV y 
de Coalición Canaria fue decisivo para mantener el 
último Gobierno de Felipe González y el primero de 
José María Aznar. En la legislatura que comenzó en 
marzo de 2004, el Gobierno socialista de José Luís 
Rodríguez Zapatero cuenta con el apoyo de ERC, 
además de con el de IU. 


Junto a los cambios en la composición interna de 
cada uno de estos tres grupos de partidos —algunos 
de ellos tan importantes como la propia desaparición 
de la UCD a partir de 1982—, las transformaciones 
que más han afectado al sistema de partidos y al 
desarrollo de la propia vida política han tenido que 
ver básicamente con la competitividad entre los dos 
partidos mayoritarios. En este sentido cabe distinguir 
tres épocas muy distintas: una primera etapa consti- 
tuida por las dos primeras elecciones de 1977 y 1979, 
marcada por una fuerte competitividad entre la UCD 
y el PSOE; una segunda fase que reúne las elecciones 
de 1982, 1986 y 1989, caracterizada por la clara hege- 
monía del PSOE sobre AP, a quien sacó una ventaja en 
porcentaje de voto nacional que osciló entre un máxi- 
mo de 22 y un mínimo de 14 puntos; por último, las 
elecciones de 1993 inauguraron un nuevo ciclo mucho 
más competitivo entre el refundado PP y el PSOE, con 
la única excepción de las elecciones de 2000 en las que 
los populares se impusieron con rotundidad. 

Dado el protagonismo que tienen los partidos de 
ámbito no estatal en la política española, merece la 
pena resumir un par de notas interesantes sobre las 
elecciones autonómicas. Una primera característica 
destacable de éstas es que el nivel de participación es 
menor que en las generales. Paradójicamente, resulta 
además que son las comunidades llamadas “histó- 
ricas” las que presentan los niveles más bajos de 
participación. Destaca en este caso Cataluña, donde 
se observa una abstención diferencial del 15 por cien- 
to. Una segunda nota destacable es el fenómeno del 
“voto dual” en bastantes comunidades autónomas, y 
que consiste en que los partidos regionalistas o nacio- 
nalistas consiguen mejores resultados en este tipo de 
elecciones que en las generales (los mismos votantes 
votan de distinta forma en elecciones generales y au- 
tonómicas). De nuevo, el caso más sobresaliente es 
Cataluña, donde, hasta las últimas elecciones auto- 
nómicas de 2003, CiU se imponía en las autonómicas 
mientras que los socialistas vencían en las generales. 

Cabe señalar para terminar este apartado que los 
partidos de ámbito no estatal desempeñan un papel 
destacado, aunque desigual, en la gobernación de 
las diferentes comunidades. Salvo en los casos de 
Castilla-La Mancha, Madrid o Murcia, donde son 
irrelevantes o inexistentes, en las demás comunidades 
tienen ciertos niveles de presencia que, a veces, los 
convierten en pieza importante de la formación de los 
gobiernos, incluso pese a su reducido tamaño. Las co- 
munidades en las que consiguen un mayor respaldo 
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popular son el País Vasco —donde en ocasiones han 
superado el 65 por ciento de los votos, aunque en los 
últimos años se ha igualado algo más su apoyo con 
el de los partidos estatales—, Cataluña —donde sue- 
len oscilar entre el 40 y el 50 por ciento—, Canarias 
O Navarra. En términos comparados, ninguna otra 
región europea, salvo Irlanda del Norte, sobrepasa al 
País Vasco y a Cataluña en el apoyo que reciben los 
partidos de ámbito no estatal (teniendo en cuenta que 
en Bélgica todos lo son) y ningún otro país europeo 
tiene tantas regiones en las que estos partidos sean 
tan significativos como en España. 


4.2. Partidos políticos y grupos de interés 


Los partidos políticos son los actores más destacados 
de nuestro sistema político. Como hemos visto en el 
Capítulo 11, su papel es absolutamente imprescindible 
en las democracias representativas, ya que conectan 
mutuamente a la sociedad con el Estado, es decir, 
organizan y articulan los distintos intereses socia- 
les y hacen llegar las demandas de la sociedad a las 
instituciones de gobierno, asegurando de esta forma 
que las decisiones de estas instituciones reflejarán 
el sentir mayoritario de los ciudadanos que se verán 
afectados por ellas. Los partidos son, por tanto, unas 
organizaciones situadas a caballo entre el Estado y 
la sociedad. Necesitan que sus dos extremidades, la 
que los conecta con la sociedad y la que lo hace con el 
Estado, funcionen adecuadamente. 

En toda Europa se viene asistiendo desde el final 
de la Segunda Guerra Mundial a un paulatino, pero 
intenso proceso de transformación de los partidos que 
ha dado lugar a un reforzamiento sin precedentes de la 
relación de los partidos con el Estado, al tiempo que se 
ha ido debilitando su relación con la sociedad. Por un 
lado, el reconocimiento constitucional de los partidos, 
la extensión de los sistemas de financiación pública de 
los mismos, la racionalización del parlamentarismo 
como reacción a la caótica experiencia del período de 
entreguerras y la propia expansión del Estado en las 
sociedades democráticas; y, por otro lado, las trans- 
formaciones económicas y sociales que han hecho 
más difusas las divisiones ideológicas, o la forma en 
la que el desarrollo de los medios de comunicación 
de masas ha cambiado la manera de hacer política y 
de llevar el mensaje de los partidos a los ciudadanos: 
todos estos procesos han transformado la relación 
entre las dos extremidades de los partidos. Mientras 
que la conexión con el Estado se ha fortalecido hasta 


el punto de que los partidos políticos son hoy día de- 
pendientes de aquél, el vínculo que los une a la socie- 
dad se ha ido esclerotizando (el número de militantes 
de los partidos ha descendido en todos los tipos de 
organizaciones partidistas y en todos los países, y la 
presencia de los partidos en ámbitos sociales —como 
el lugar de trabajo o el vecindario— , antes común, es 
hoy, si acaso, testimonial). Ciertamente, el voto de los 
ciudadanos aún constituye una arteria vital sin la que 
ni los partidos ni la democracia serían posibles. 

Esta transformación de los partidos no ha estado 
exenta de ciertas derivaciones patológicas entre las 
que destacan dos procesos no desconectados del 
todo entre sí. Probablemente el más llamativo haya 
sido la oleada de escándalos de corrupción relacio- 
nados con la financiación ilegal, que ha eclipsado la 
vida política en casi todas las democracias durante 
la década pasada. Pero este fenómeno no ha sido 
ajeno por completo al segundo proceso patológico 
asociado a esta mayor dependencia de los partidos 
del Estado: la falta de transparencia y de democracia 
en los procesos de toma de decisiones en el interior 
de los partidos. 

Aunque este diagnóstico sobre la situación actual 
de los partidos vale para toda Europa, en España es 
aún más claramente visible. El anclaje social de los 
partidos es mucho más débil en España que en el res- 
to de Europa y, por tanto, su dependencia del Estado 
es mucho mayor. Los partidos españoles presentan 
los índices de afiliación más bajos de toda Europa y, 
probablemente, nunca han rebasado el 2 o el 3 por 
ciento de los votantes. Las cuotas de los militantes no 
representan en ningún caso más del 5 por ciento de 
sus ingresos. Además, sus organizaciones están muy 
centralizadas y jerarquizadas y su funcionamiento 
interno adolece manifiestamente de transparencia. 

Las razones de la peculiar intensidad de esta trans- 
formación de los partidos en el caso español hay que 
buscarlas en el propio contexto histórico en el que 
tuvo lugar nuestra transición a la democracia. Para 
empezar, el primer factor habría que encontrarlo en 
la larga duración de la dictadura de Franco, con la 
tajante discontinuidad que supuso en la vida de los 
partidos. Además, algunos actores, como la Unión 
Soviética o la Iglesia Católica, que habían tenido un 
papel muy destacado en la conformación de buena 
parte de los partidos europeos en los años 40, no es- 
taban ya en condiciones de tener un papel semejante 
en los años 70. En tercer lugar, la paulatina erosión 
de los grandes cleavages tradicionales que se estaba 
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produciendo en toda Europa, tuvo lugar en España 
de una forma vertiginosamente acelerada: nuestro 
país vivió unas intensas transformaciones sociales 
que lo llevaron de una estructura típicamente agraria 
a constituirse en una moderna sociedad de consumo 
(industrialización, urbanización, crecimiento del 
sector servicios, incremento del nivel educativo, re- 
volución en las pautas culturales, etc.) en sólo diez 
o quince años frente a las cinco o seis décadas que 
llevaron estos procesos en otros países europeos. 

Un aspecto especialmente relevante de estos gran- 
des cambios sociales fue el auge experimentado por 
los medios de comunicación, y especialmente por los 
electrónicos, con la televisión a la cabeza. El desa- 
rrollo de un consumo masivo de los medios afectaba 
decisivamente a una de las funciones que habían veni- 
do desempeñando los partidos, pues éstos no podían 
competir con los medios en la tarea de difusión de los 
mensajes políticos. Además, la televisión fomentaba la 
personalización de la política al destacar el papel de 
los líderes y oscurecía las diferencias programáticas 
entre los partidos. Estas nuevas condiciones estruc- 
turales daban lugar a que el estilo de las campañas 
electorales tuviera que ser ahora muy distinto que el 
de los años 40. 

Por último, la forma en que se llevó a cabo la tran- 
sición, a través de una negociación protagonizada 
por elites, contribuyó también determinantemente a 
estas características de los partidos. En el contexto 
que hemos mencionado, los líderes políticos de la 
transición tuvieron que institucionalizar en tiempo 
récord sus partidos, sin que diera tiempo a asegurar 
la presencia de éstos en los ámbitos sociales de sus 
potenciales votantes. Las prioridades de estos líderes 
eran el desarrollo de una maquinaria que les permi- 
tiera movilizar a sus posibles votantes y lograr un 
partido razonablemente unido, capaz de controlar a 
los militantes y candidatos recién reclutados. 

De este modo, como ha señalado el sociólogo Juan 
Linz en diversas ocasiones, la debilidad aparente de 
los partidos españoles no se debería tanto a su tardía 
incorporación al mundo democrático, como a su mo- 
dernidad: la situación de los partidos españoles parece 
marcar la tendencia hacia la que se encaminan unos 
partidos europeos cada vez más dependientes del Es- 
tado y más débilmente anclados en la sociedad. 

Al margen de algunas particularidades organizativas 
que los distinguen, los partidos españoles comparten 
ciertas características comunes. En primer lugar, en- 
tre sus afiliados destaca la alta proporción de cargos 
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públicos o de aspirantes a serlo. Además, como ya se 
ha comentado al hablar del parlamento, los dirigentes 
suelen ejercer una férrea disciplina sobre los cargos 
electos, pese a que, paradójicamente, este control in- 
centive en ocasiones la agudización de los conflictos 
internos. Por último, la apuesta que ya se hizo en la 
transición y que se ha ido reforzando después a favor 
de la financiación pública de los partidos consolida 
estas tendencias. Los partidos no tienen grandes 
incentivos para incrementar su militancia, dado el 
escaso valor instrumental de los afiliados tanto en 
términos de sus aportaciones monetarias como de su 
papel en la difusión de los mensajes del partido. Esto 
contribuye, a su vez, a afianzar el protagonismo y el 
control de los dirigentes. 

Para terminar con la caracterización de los partidos 
españoles, prácticamente todos ellos han experimenta- 
do los aspectos problemáticos de unas organizaciones 
de esta naturaleza que se han comentado más arriba: 
problemas de corrupción asociados a su financiación 
ilegal y escasa transparencia, publicidad y democra- 
cia en sus procesos internos de toma de decisiones. En 
estos años hemos sabido que los partidos han creado 
empresas ficticias con las que recaudar contribuciones 
ilegales, o que han acumulado grandes deudas con en- 
tidades bancarias (cajas de ahorros preferentemente), 
concedidas como anticipos preelectorales, sin que 
haya constancia de que las hayan enjugado, o también 
hemos conocido la existencia de tratos ilegales entre 
partidos y empresas para intercambiar fondos por tra- 
tos privilegiados de las administraciones controladas 
por tales partidos. Todo ello ha sido posible, en gran 
parte, por el oscurantismo interno de los partidos y 
por el deficiente sistema que han diseñado para el 
control público de sus finanzas. 

Aunque son los protagonistas de nuestro sistema 
político, los partidos no constituyen, obviamente, los 
únicos actores del mismo. Es imposible, sin embargo, 
hacer un listado completo en este espacio de todos los 
actores relevantes, por lo que nos limitaremos a hacer 
algún comentario acerca de aquellos grupos de interés 
que tienen una mayor influencia sobre algunas políti- 
cas de especial relieve para la opinión pública, como 
por ejemplo la política económica o la regulación del 
mercado de trabajo. Se trata de los que generalmente 
se conocen como actores socioeconómicos: las asocia- 
ciones empresariales y los sindicatos de trabajadores. 

Organizar un sistema democrático de representa- 
ción y articulación de los intereses de grupos sociales 
relevantes exige mucho tiempo y requiere una gran 
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estabilidad política que permita la consolidación de 
las diversas organizaciones y su legitimación ante 
los poderes públicos. No hace falta conocer al de- 
talle nuestra historia política para darse cuenta de 
que estas condiciones han estado ausentes la mayor 
parte del tiempo. Esto explica que tradicionalmente 
en España las organizaciones de intereses no hayan 
tenido gran autonomía frente a las organizaciones 
políticas. Los intereses sectoriales (socioeconómicos, 
culturales, etc.) se han encontrado siempre subordi- 
nados a los políticos y ha sido muy difícil construir 
un sistema de representación de estos intereses sufi- 
cientemente institucionalizado. Ello no quiere decir 
que este tipo de intereses haya estado al margen del 
proceso político. Lo que históricamente ha ocurrido, 
más bien, ha sido que la defensa de estos intereses 
sectoriales ha utilizado los cauces del contacto per- 
sonal y del “amiguismo”. 

Esta falta de tradición en la organización demo- 
crática de los intereses, acentuada por la existencia 
de un ineficiente sistema autoritario y corporativista 
que había entrado en crisis desde mediados de los 
años 60, es la herencia que se encuentra el nuevo ré- 
gimen democrático en sus inicios. En aquellos años, 
además, era urgente afrontar la grave crisis econó- 
mica que estaba produciendo el primer shock del 
petróleo desde finales de 1973. Los últimos gobier- 
nos franquistas y los primeros de la monarquía no se 
atrevieron a llevar a la práctica las duras medidas de 
ajuste necesarias para enfrentar la situación, ante el 
temor a la conflictividad social que hubiesen genera- 
do. Por tanto, ante una tasa de inflación que crecía 
incesantemente y ya llegaba al 30 por ciento en 1977, 
los gobiernos democráticos tuvieron que afrontar la 
situación con urgencia. La clave del asunto radicaba 
en persuadir a los trabajadores de que aceptasen la 
contención de la subida salarial a cambio de la ex- 
pectativa de reducción de la inflación y de algunas 
compensaciones de carácter social y redistributivo, 
que incluían una reforma fiscal y ciertas transferen- 
cias y prestaciones sociales. 

Ante el estado aún bastante embrionario en que se 
encontraban las organizaciones de la patronal y los 
trabajadores, el acuerdo que comprometía a las distin- 
tas partes a asumir estos compromisos fue firmado 
por todos los partidos con representación parlamen- 
taria en octubre de 1977, es decir, sólo cuatro meses 
después de celebradas las primeras elecciones, y se 
conoció con el nombre de Pactos de la Moncloa. La 
cuestión es que lo que comenzó siendo una solución 


de urgencia ante la gravedad de la crisis se convirtió 
en una pauta de concertación social que dio lugar a 
una serie casi ininterrumpida de cinco pactos socia- 
les que llegaron hasta 1986. Estos otros pactos fueron 
firmados ya por los sindicatos y las organizaciones 
empresariales principales. 

Esta política de concertación (que algunos han 
llamado “corporatismo de crisis” para diferenciarlo 
del corporatismo europeo de los años 50 y 60, que 
había servido para distribuir los frutos del crecimien- 
to económico) reforzó paulatina y claramente a las 
organizaciones económicas que suscribieron los pac- 
tos: la Confederación Española de Organizaciones 
Empresariales (CEOE), la Unión General de Trabaja- 
dores (UGT) y Comisiones Obreras (CC.0O.), aunque 
esta última sólo firmó dos de los cinco acuerdos. La 
CEOE agrupa desde hace años a más del 90 por cien- 
to de los empresarios españoles, y UGT y CC.OO. se 
convirtieron también en los sindicatos mayoritarios 
a nivel nacional, y únicamente en Galicia y el País 
Vasco hay algunos sindicatos de corte nacionalista 
que les disputan su primacía. 

Los acuerdos suscritos entre 1977 y 1986 consiguie- 
ron un grado de cumplimiento considerable. La evolu- 
ción real de los salarios no superó los límites marcados 
por los acuerdos y la conflictividad laboral descendió. 
Sin embargo, los sindicatos españoles tienen una de 
las tasas de afiliación más bajas de toda Europa. Las 
cifras más optimistas no rebasan el 22 por ciento del 
total de trabajadores asalariados, aunque hay una gran 
disparidad en función del tamaño de la empresa (más 
afiliados cuanto más grandes), el sector productivo 
(donde destacan los empleados públicos y el sector 
de transportes y telecomunicaciones) y la región (con 
Cataluña, Madrid, Valencia, Asturias y el País Vasco a 
la cabeza). Ahora bien, su influencia es mayor de lo que 
sugiere esta baja afiliación. Los candidatos de UGT y 
CC.OO. llegan a copar entre el 60 y el 80 por ciento de 
todos los delegados de los comités de empresa que eligen 
los trabajadores de empresas con más de seis emplea- 
dos en las elecciones sindicales y que suponen más del 
50 por ciento del total de asalariados españoles. 

El poder de negociación de los sindicatos se basa en 
la existencia de estos comités de empresa y en el carác- 
ter vinculante que tienen los acuerdos a que llegan con 
el Gobierno para todas las empresas y trabajadores, 
estén o no afiliados. Esto último, sin embargo, es un 
arma de doble filo para los sindicatos, pues desincen- 
tiva la afiliación, ya que no hace falta estar inscrito en 
el sindicato para beneficiarse de los frutos de la nego- 
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ciación que lleva a cabo con el Gobierno o los empre- 
sarios. Así se explica también que un aspecto crucial 
de todos estos pactos de la primera mitad de los 80 
fuera la compensación de la moderación salarial de 
los trabajadores con grandes ventajas institucionales 
para los sindicatos firmantes, que incluían esquemas 
de financiación pública de los mismos. 

Estos grandes pactos terminaron, sin embargo, 
cuando comenzó una importante etapa de crecimiento 
económico a partir de 1984 —año en el que se firmó el 
último acuerdo que extendía su vigencia hasta 1986—. 
Si los gobiernos de la UCD fueron capaces de impulsar 
estos pactos en momentos de grave crisis económica 
y ante la necesidad de consolidar el régimen demo- 
crático, ahora los gobiernos socialistas, que contaban 
con un fuerte respaldo popular, prefirieron mantener 
una política económica orientada al crecimiento y a 
la mejora de la competitividad de la economía españo- 
la, que implicaba importantes reestructuraciones de 
sectores industriales poco competitivos. En esta etapa 
de crecimiento económico que se prolongaría hasta 
mediados de 1992, los gobiernos del PSOE tampoco 
contaban con grandes recursos para “calmar” las exi- 
gencias de los sindicatos, puesto que la mayor parte de 
las contrapartidas legales, institucionales y materiales 
que podían hacérseles ya las habían llevado a cabo los 
gobiernos anteriores. 

La protesta y la oposición de los sindicatos a la 
política económica socialista fueron en aumento 
durante todos estos años. En diciembre de 1988 
los sindicatos convocaron una huelga general que 
paralizó el país y, aunque el PSOE volvería a ganar 
por mayoría absoluta las elecciones de 1989, el ter- 
cer Gobierno de Felipe González aceptó un notable 
aumento del gasto social que generó un gran déficit 
presupuestario y contribuyó probablemente a frenar 
el crecimiento económico. Una nueva etapa de crisis 
económica, entre 1992 y 1995, junto al desgaste por 
la larga estancia en el poder (y al que, sin duda, con- 
tribuyeron los sindicatos) y a una oleada de casos de 
corrupción, llevarían finalmente al PSOE a la derro- 
ta en las elecciones de 1996. 

La primera legislatura del PP (1996-2000) al frente 
del Gobierno estuvo marcada por la necesidad de 
llegar a acuerdos con otras fuerzas dentro y fuera 
del parlamento, dada la escasez de su mayoría mi- 
noritaria. El PP buscó con ahínco la celebración de 
acuerdos con los actores sociales y consiguió firmar 
algunos con los sindicatos. El más importante de 
todos ellos estableció la creación en 1997 de un nuevo 


contrato laboral indefinido, que tuvo un gran éxito 
en un momento de expansión económica y de fuerte 
crecimiento del empleo. Posiblemente, estos logros 
contribuyeron a la victoria por mayoría absoluta que 
obtendría el PP en las elecciones de 2000. Sin embar- 
go, en parte como había ocurrido antes con el PSOE, 
la segunda legislatura popular (2000-2004) dio lugar 
a una nueva etapa de conflictividad con los sindica- 
tos. Éstos se opusieron rotundamente a las políticas 
del Gobierno que trataban de flexibilizar el mercado 
de trabajo abaratando los costes de los despidos y 
llegaron a convocar una nueva huelga general en la 
primavera de 2002, secundada muy ampliamente. 

En definitiva, pese al gran alcance que durante los 
primeros años de la transición adquirieron los acuer- 
dos entre Gobierno, empresarios y sindicatos, es lo 
cierto que, tanto por la propia naturaleza de aquellos 
pactos como por los desarrollos posteriores, la nego- 
ciación social en nuestro país tiene un nivel bastante 
bajo de institucionalización que la hace depender 
considerablemente de situaciones coyunturales. 
Un indicador de esta baja institucionalización es la 
tardía puesta en marcha de un instrumento como 
el Consejo Económico y Social (CES) recogido en la 
Constitución. No fue hasta 1992 que este consejo —de 
carácter consultivo y que tiene que informar muchos 
aspectos de la política económica y laboral— se ins- 
tauró. Y desde entonces no ha tenido tampoco un 
perfil político muy relevante (aunque destacable en la 
divulgación de informes y estudios). 


5. ESPAÑA EN EL MUNDO: POLÍTICA 
EXTERIOR Y EUROPEIZACIÓN DEL 
SISTEMA POLÍTICO NACIONAL 


La transición a la democracia ha generado cambios 
muy profundos en aspectos muy diversos de la sociedad 
española. Una de las transformaciones más destacadas 
que ha traído consigo ha sido el vuelco en la posición 
internacional de España. En estos poco más de 25 
años de régimen democrático, España ha roto con una 
larga tradición de aislamiento en el concierto de las 
naciones y ha conseguido una proyección internacio- 
nal que habría sido imposible de pronosticar antes del 
cambio de régimen. En ese proceso de cambio, que no 
ha sido un camino sin dificultades, ha sido crucial la 
adhesión de España a la Unión Europea (UE). 

La integración de España como miembro de pleno 
derecho de la comunidad occidental sólo fue posible 
tras la democratización de su régimen político. A la 
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muerte de Franco, todos los partidos políticos rele- 
vantes que protagonizaron la transición democrática 
compartieron el anhelo de lograr la plena incorpora- 
ción del país a Europa. La entrada de España en la 
Comunidad Europea (CE) era un objetivo tan priori- 
tario que sólo un mes y medio después de celebradas 
las primeras elecciones democráticas, tras 40 años 
de dictadura y antes de iniciar la elaboración de la 
nueva Constitución democrática, el entonces minis- 
tro de Asuntos Exteriores, Marcelino Oreja, depositó 
formalmente en Bruselas la solicitud de adhesión 
española el 28 de julio de 1977. 

A diferencia de lo que ocurrió en esta misma época 
con Grecia y Portugal, donde el proceso de integración 
en la Comunidad generó divisiones entre los partidos 
políticos relevantes, en España la solicitud de adhe- 
sión fue unánimemente respaldada por todos. Este 
inusual consenso ha sido explicado en función de las 
expectativas sobre los efectos positivos que tal adhe- 
sión generaba tanto en el terreno económico, como 
en la estabilidad del nuevo régimen democrático y en 
el afianzamiento de una mejor posición internacional 
del país. En efecto, la entrada en la CE era valorada 
positivamente por todos los partidos porque permiti- 
ría poner fin al aislamiento internacional de España 
y recuperar el crecimiento económico de los años 60 
que había interrumpido la crisis energética de 1973. 
Además, dada la vía de transición a la democracia 
seguida por España (sin una ruptura clara con el 
régimen anterior) y el veto político que la CE había 
opuesto a las solicitudes de ingreso de la dictadura, la 
aceptación por los organismos europeos de la candi- 
datura española había llegado a convertirse, a ojos de 
los partidos españoles, en la certificación simbólica 
de la democratización del país y en la garantía de la 
irreversibilidad del proceso. 

Esto no quiere decir, sin embargo, que esa unani- 
midad en el respaldo a la solicitud de adhesión fuera 
reflejo de unas posiciones plenamente concordantes 
sobre la aceptación del modelo social, económico y 
político que implicaba asumir el acervo comunitario 
o sobre la política internacional que debería llevar a 
cabo el país. En concreto, la profunda división que ge- 
neró entre los partidos la cuestión de la entrada en la 
Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN) 
constituye un clarísimo ejemplo de las importantes di- 
ferencias de opinión entre ellos. Cuando, tras el fallido 
golpe de Estado del 23 de febrero de 1981, el Gobierno 
de Leopoldo Calvo-Sotelo decidió solicitar el ingreso 
de España en la OTAN, los partidos de izquierda, con 


el PSOE a la cabeza, iniciaron una dura labor de opo- 
sición a esta medida. 

Así, aunque España se convertiría en el decimo- 
sexto miembro de la Alianza el 30 de mayo de 1982, 
el pleno del Congreso de los Diputados en el que se 
aprobó solicitar tal ingreso (29 de octubre de 1981) 
registró una profunda escisión entre los parlamenta- 
rios españoles (con 186 votos a favor y 146 en contra 
de los 332 emitidos) y el asunto de la pertenencia a 
la OTAN pasó a ser uno de los temas principales de 
la campaña electoral de las elecciones generales de 
octubre de 1982. La destacada presencia del tema en 
el debate político de estos años provocó importantes 
cambios en el estado de la opinión pública sobre el 
asunto. De este modo, si antes de la decisión toma- 
da por el Gobierno de Calvo-Sotelo los españoles 
no tenían una opinión demasiado definida sobre la 
pertenencia a la OTAN —abundando los indecisos y 
los no sabe/no contesta—, aunque con una presencia 
ligeramente mayor de las opiniones favorables, la 
acalorada discusión pública que suscitó la iniciativa 
gubernamental acabaría cristalizando una opinión 
pública mayoritariamente contraria a la medida. 

Tras su abrumadora victoria en las elecciones 
de 1982, en las que se comprometió a realizar un 
referéndum para dejar de pertenecer a la OTAN, el 
PSOE se encontró en un difícil atolladero. No podía 
cumplir su promesa electoral de sacar al país de la 
OTAN sin provocar grandes recelos en los mismos 
países con los que pretendía asociarse en la CE. 
Los dirigentes del Gobierno socialista iniciaron 
entonces un arriesgado y complicado proceso que 
les llevaría a defender la permanencia del país en la 
alianza militar —con determinadas condiciones—, 
al mismo tiempo que mantenían su promesa de rea- 
lizar un referéndum al respecto. En medio de una 
gran incertidumbre sobre su resultado, finalmente 
el referéndum se celebraría en 1986 decidiendo los 
ciudadanos españoles por un estrecho margen la 
permanencia en la organización. 1986 fue así un 
año decisivo en la determinación del lugar que debía 
ocupar en el mundo la nueva España democrática, 
ya que el 1 de enero de ese mismo año pasó a formar 
parte de pleno derecho de la CE. 

De esta manera, los años que van desde las pri- 
meras elecciones democráticas de junio de 1977 al 
anhelado y definitivo reconocimiento internacional 
de España en 1986 como un país merecedor de la 
misma consideración que el resto de socios de la CE, 
fueron un período clave para la definición de una 
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estrategia internacional del país claramente pro-oc- 
cidental, una vez superadas las dudas de los años de 
la transición. 

La política europea de España se ha distinguido 
—quizá con la única excepción de la mayor orienta- 
ción pro-estadounidense en la segunda legislatura 
del PP entre 2000 y 2004— por el apoyo activo a la 
profundización de la integración europea, reflejando 
la vieja convicción de que los problemas históricos de 
España —la democratización, la modernización y el 
aislamiento internacional— sólo podrían encontrar 
solución en el marco de la construcción europea. En 
concreto, España se ha mostrado muy activa en el 
fomento de una política exterior europea —la Política 
Exterior y de Seguridad Común (PESC)—, a la que 
se veía como un instrumento que podría servir para 
mejorar su proyección internacional. 

El estímulo económico que ha recibido España de 
su pertenencia a las instituciones europeas ha sido 
innegable. Si, cuando ingresó en 1986, el Producto 
Interior Bruto (PIB) de España representaba poco 
más del 70 por ciento del PIB medio de los doce Es- 
tados miembros de entonces, casi 20 años más tarde, 
en el 2003, el PIB español representaba ya casi el 87 
por ciento del PIB medio europeo. Además, los re- 
cursos económicos directos que España ha obtenido 
han sido cuantiosos. Así, en el período que va de 1986 
a 2006, la ayuda europea a España en forma de fon- 
dos agrícolas, estructurales y de cohesión alcanzó 
una cifra de 211.000 millones de euros (en precios 
de 2004). Una vez descontadas las aportaciones de 
España al presupuesto europeo en todos estos años, 
el saldo presupuestario neto de la pertenencia de 
España a la UE ha sido de 93.300 millones de euros, 
lo que equivale a una transferencia anual neta por 
parte de la UE hacia España de en torno al 0.83% 
de nuestro PIB. Según diversas estimaciones, ello 
habría supuesto unos 300.000 empleos anuales en 
España, además de una parte importantísima de la 
inversión pública en infraestructuras. Para hacerse 
una idea de la magnitud de estas transferencias, bas- 
te señalar que en el año 2003 las transferencias netas 
del presupuesto europeo (8.509 millones de euros) 
superaron con creces la cuantía asignada al Minis- 
terio de Defensa por los Presupuestos Generales del 
Estado (7.538 millones de euros). 

Parece, por tanto, evidente que la adhesión de Es- 
paña a la (entonces) CE (hoy UE) ha supuesto el fin 
del aislamiento español y una importante —e impen- 
sable unos años antes— proyección internacional del 


país. Al mismo tiempo, ha constituido una palanca 
crucial en la modernización económica que ha expe- 
rimentado en estos años. 

A su vez, la pertenencia de nuestro país a la UE ha 
tenido también una importante repercusión sobre la 
vida política y las instituciones de la democracia es- 
pañola. Sin embargo, no es fácil precisar cuáles han 
sido estos efectos porque no han tenido exactamente 
el mismo alcance en todos los sectores de la política 
española. Si distinguimos los tres elementos básicos 
clásicos de un sistema político —el proceso político, 
las instituciones y las políticas públicas—, en líneas 
generales puede afirmarse que la huella de la euro- 
peización ha sido mucho más evidente en el ámbito 
de las políticas públicas, algo menor sobre las insti- 
tuciones políticas, y ya mucho menos claro sobre los 
principales actores del proceso político (ciudadanos, 
partidos, grupos de interés, etc.). Al mismo tiempo, 
los efectos de la europeización en cada uno de estos 
ámbitos han sido variables en función de la mayor o 
menor dependencia de las decisiones comunitarias 
en cada área. Así, de nuevo en líneas generales, la in- 
fluencia del proceso de integración europea ha sido 
mayor en aquellas políticas públicas directamente 
diseñadas desde Bruselas (como, por ejemplo, la po- 
lítica agrícola), y en aquellas instituciones políticas 
y en aquellos actores cuya labor se ve más cotidia- 
namente afectada por la política europea (como, por 
ejemplo, el Ministerio de Economía y Hacienda o el 
Banco Central de España). 

Sí puede afirmarse, sin embargo, que, como en 
tantos otros ámbitos de la vida política española, 
las relaciones con la UE no han dado lugar a un 
marco institucional suficientemente sólido. Pese a 
la existencia de algunos mecanismos de cooperación y 
articulación de intereses como la Secretaría de Estado 
para la UE del Ministerio de Exteriores, la Comisión 
Mixta Congreso-Senado para la UE en el Congreso de 
los Diputados, o la Conferencia para Asuntos Relacio- 
nados con las Comunidades Europeas (CARCE), que 
reúne al Gobierno y a las comunidades autónomas, 
aparte de algunas otras comisiones interministeria- 
les, la mayor parte de estas relaciones han quedado 
en manos de la administración central del Estado, del 
Consejo de Ministros y, muy especialmente, de la Pre- 
sidencia del Gobierno, en detrimento de otros actores 
u órganos importantes del poder del Estado, como las 
Cortes Generales o las comunidades autónomas, que 
apenas han logrado ocupar un lugar destacado en el 
proceso de toma de decisiones. 
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6. BALANCE SOBRE EL SISTEMA 
POLÍTICO ESPAÑOL 


Nos hemos acostumbrado en estos años a utilizar el 
adjetivo “joven” a la hora de hablar de la democra- 
cia española. Transcurridos ya casi 30 años desde la 
celebración de las primeras elecciones democráticas, 
no parece muy adecuado seguir utilizándolo. España 
es hoy día una democracia claramente consolidada, 
con un sistema político suficientemente receptivo a 
las demandas de los ciudadanos, una sólida y firme 
posición internacional y que ha llevado a cabo en un 
lapso de tiempo muy corto importantísimas transfor- 
maciones de su estructura política y social, como el 
proceso de construcción del Estado autonómico o la 
constante modernización de su economía. 

No obstante, cabe reseñar algunos aspectos proble- 
máticos de la democracia española que pueden ser una 
fuente de inestabilidad en el próximo futuro. Aunque 
sea una burda simplificación, estas zonas de sombra 
pasan por el exceso de protagonismo de los partidos 
políticos españoles. Se ha observado que, tanto en la 
política nacional como en el terreno autonómico y en 
el europeo o en el de la organización de los intereses 
socioeconómicos, los procedimientos de negociación y 
resolución de conflictos presentan una escasa forma- 
lización e institucionalización. Esta situación abre un 
margen considerable a la negociación directa entre las 
cúpulas de los principales partidos, con el problema de 
turbulencias que esta manera de solucionar conflictos 
suele traer consigo al permear los intereses a corto 
plazo de los diversos partidos. Si al protagonismo 
excesivo de estos partidos anémicos desde el punto de 
vista de su base social añadimos el escaso interés de 
los ciudadanos por los asuntos públicos, nos encon- 
tramos con un segundo aspecto problemático de la 
democracia española: la pobreza de su esfera pública, 
que genera una discusión sobre los asuntos públicos 
bastante deficiente, en la que predominan los puntos 
de vista de los partidos y son escasas o inexistentes las 
voces informadas e independientes. 

En definitiva, estando ya plenamente consolidado 
el régimen democrático es el momento de preocu- 
parse por su calidad. Los problemas de falta de 
transparencia en buena parte de los procesos de de- 
cisión, de escaso o defectuoso control de los órganos 
ejecutivos, de la endeble independencia de los orga- 
nismos independientes (como el caso del CGPJ, por 
ejemplo), del uso partidista de las diversas emisoras 
(nacionales y autonómicas) de la radio y la televisión 


pública, etc. constituyen, todos ellos, muestras evi- 
dentes de objetivos de reforma que debería plantearse 
la sociedad española en el corto plazo. 

Por otra parte, la centralidad casi permanente de 
la cuestión territorial, con la dificultad intrínseca 
que presenta para que puedan conciliarse los princi- 
pios de la solidaridad interterritorial y determinadas 
exigencias de profundización del autogobierno de 
ciertos territorios, desvía en numerosas ocasiones 
la atención y los esfuerzos que ciudadanos y polí- 
ticos españoles deberían dedicar a otros graves 
problemas. Cuestiones tales como la regulación y el 
control de la entrada de trabajadores inmigrantes, 
la amenaza del terrorismo de ETA e islamista, el 
envejecimiento progresivo de la sociedad española, 
los preocupantes rendimientos del sistema educati- 
vo, los efectos de la creciente competitividad en la 
economía mundial, el buen funcionamiento de unos 
servicios públicos con una demanda creciente como 
la sanidad y la educación, o los problemas del medio 
ambiente (como el reparto del agua o las consecuen- 
cias de la especulación urbanística) parecen a veces 
no recibir la atención que merecen en el proceso 
político español. 
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CAPÍTULO 16 


LA UNIÓN EUROPEA: 
INTEGRACIÓN, AMPLIACIÓN Y 
CONSTITUCIÓN 


Pose a la importancia de la Unión Europea para 
nuestra vida cotidiana y también para nuestro futu- 
ro, lo cierto es que sabemos muy poco acerca de qué 
es y cómo funciona, qué debemos estudiar cuando 
nos aproximamos a ella y cómo lo debemos hacer. 
Este capítulo pretende ofrecer algunas claves para 
responder a estas preguntas. En primer lugar, se pre- 
sentan brevemente los principales hitos, instituciones 
y tratados en el proceso de construcción europea. A 
continuación se examinan cuáles fueron las bases 
políticas y teóricas del proceso de integración, es 
decir, la propuesta original de los fundadores de la 
Comunidad y la lógica subyacente a sus decisiones y 
diseños institucionales, Posteriormente, en la tercera 
sección, se expone la trayectoria real seguida por el 
proceso de integración, las razones por las cuales no 
se cumplió el plan original y las consecuencias que se 
han podido derivar de ello. Finalmente, en la cuarta 
sección, se desarrolla una breve discusión acerca de 
la complejidad inherente al estudio de la política eu- 
ropea, los diferentes enfoques que se pueden adoptar 
a la hora de estudiar el proceso de integración, así 
como algunos argumentos para entender cuáles pue- 
den ser los rumbos futuros de dicho proceso, tanto 
desde el punto de vista de su estatalidad como de su 
posible democratización. 


José Ignacio Torreblanca' 


1. LA UNIÓN EUROPEA HOY 


1.1. La integración europea 


En 1957, Francia, Alemania, Italia y los tres países 
del Benelux (Bélgica, los Países Bajos y Luxemburgo) 
firmaron el Tratado de Roma por el que se constituía 
la Comunidad Económica Europea (CEE). Su obje- 
tivo principal era promover el crecimiento económico 
de los Estados miembros mediante la creación de un 
mercado interior sin barreras comerciales. Para ello, 
los firmantes se propusieron eliminar los aranceles 
entre los miembros de la Comunidad y establecer una 
unión aduanera frente a terceros Estados no miem- 
bros. Acompañando a este gran mercado interior, a 
mediados de 1958, los miembros de la CEE acorda- 
ron crear una Política Agrícola Común (PAC) que, 
mediante la subvención y garantía de los precios de 
los productos agrícolas protegiera a sus agricultores 
de la competencia internacional. 

Con el tiempo, la CEE se amplió para incorporar 
nuevos miembros. Pese a las resistencias iniciales de 
Francia, en 1973 ingresaron Gran Bretaña, Irlanda y 
Dinamarca (Noruega concluyó un Tratado de Adhesión 
con la Comunidad, pero el pueblo noruego rechazó 
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la adhesión en referéndum). La primera ampliación 
redundó en beneficio de la eficacia y la legitimidad de 
las instituciones de la CEE: por un lado, se creó un 
Consejo Europeo en el que se reúnen periódicamente 
los jefes de Estado y de Gobierno de los Estados 
miembros con el fin de impulsar políticamente el 
proceso de integración europeo; por otro, se decidió 
reforzar la legitimidad democrática de la CEE. Para 
ello, se decidió convertir la Asamblea Parlamentaria 
originalmente existente en los tratados (compuesta 
por parlamentarios nacionales) en un verdadero 
Parlamento elegido directa y democráticamente por 
los ciudadanos europeos, cosa que éstos hicieron 
por primera vez en 1979. Además, la Comunidad 
ampliada dio sus primeros pasos en materia de 
política exterior, con la instauración de la llamada 
“Cooperación Política Europea” (CPE), que imponía 
a los Estados la obligación de consultarse antes de 
adoptar cualquier decisión en materia de política 
exterior. Finalmente, en paralelo a estos avances, 
la CEE ampliada puso en marcha una política de 
desarrollo regional destinada a ayudar a las regio- 
nes más deprimidas de los Estados miembros a 
converger económicamente con las regiones más 
desarrolladas. Con el tiempo, convertida en “política 
estructural y de cohesión” y dotada de unos recursos 
presupuestarios que prácticamente alcanzarían el 
cincuenta por ciento del presupuesto comunitario, 
esta política se convertiría en uno de los pilares de 
la futura Unión Europea. 

Pese al éxito de la primera ampliación (de seis a 
nueve Estados miembros), la crisis del petróleo, ini- 
ciada en 1973 tras la guerra árabe-israelí, inauguró 
una etapa de prolongada parálisis, conocida como 
“euroesclerosis”. En una época caracterizada por 
altas tasas de desempleo e inflación, los Estados 
miembros dieron respuestas fundamentalmente 
nacionales a la crisis, no europeas. Sin embargo, a 
comienzos de los años 80, la preocupación por el di- 
namismo de las economías de Estados Unidos, Japón 
y los llamados “tigres asiáticos” llevó a los europeos 
a plantearse la necesidad de introducir un paquete 
de medidas económicas destinadas a dinamizar su 
economía y completar el mercado interior. El Acta 
Única Europea (AUE), firmada en 1985, estable- 
ció un calendario detallado y un horizonte (el 1 de 
enero de 1993) para la consecución definitiva y real 
de las cuatro libertades que constituyen el mercado 
interior: las libertades de circulación de bienes, per- 
sonas, capitales y servicios. Formalmente, además, 


a partir de entonces, la CEE pasaría a denominarse 
“Comunidad Europea” (CE). 

De forma paralela, la ola de democratización que 
se extendió por el sur de Europa a mediados de los 
70 permitió el ingreso de Grecia en la Comunidad en 
1981, y de España y Portugal en 1986. Grecia disfru- 
taba de un acuerdo de asociación, suspendido por la 
CEE durante la “dictadura de los coroneles” que se 
prolongó entre 1967 y 1974. Sin embargo, Portugal y 
España, al no disfrutar de regímenes democráticos, 
jamás pudieron firmar acuerdos de asociación con 
la CEE. La España de Franco, en concreto, vio re- 
chazada en 1962 su solicitud de asociación. Pese al 
estado de las economías de estos tres países, nota- 
blemente menos desarrolladas que las de los Nueve, 
los Estados miembros de la Comunidad hicieron un 
esfuerzo notable por acomodar a los nuevos socios 
del sur de Europa. La adhesión de Grecia, España 
y Portugal reforzó la dimensión mediterránea de la 
Unión, añadió una dimensión latinoamericana a la 
Comunidad (en razón de los vínculos históricos que 
España y Portugal mantenían con Latinoamérica) y 
consolidó y expandió las políticas estructurales y de 
cohesión dotándolas de nuevos y más amplios recur- 
sos presupuestarios. 

Con la caída del muro de Berlín en 1989, la retirada 
de las tropas soviéticas de Europa central y oriental 
y la posterior unificación alemana, la CE adquirió un 
enorme atractivo. Austria, Finlandia y Suecia, que ha- 
bían mantenido un estatuto de neutralidad durante la 
Guerra Fría, decidieron entonces solicitar su ingreso 
en la Comunidad (objetivo que lograron en 1995, que- 
dando Noruega, de nuevo, fuera de la Comunidad, 
toda vez que el pueblo noruego rechazó por segunda 
vez en referéndum la adhesión). Con todo, aunque la 
Comunidad recibió con alegría el fin de la división de 
Europa, apenas pudo ocultar su falta de preparación 
a la hora de gestionar las consecuencias de la caída 
del muro de Berlín. En el invierno de 1991, esto se 
puso particularmente de manifiesto en Yugoslavia, 
cuando la desunión europea no pudo evitar que la 
desintegración de la Federación yugoslava diera lugar 
a una larga, trágica y sangrienta guerra civil. 

Sin embargo, como en el pasado, la perspectiva de 
nuevas adhesiones empujó a la Comunidad a inte- 
grarse más estrechamente. Mediante el Tratado de 
Maastricht, negociado en 1991 y firmado en 1992, 
la Comunidad pasó a denominarse Unión Europea, 
extendiendo su ámbito de competencias a toda una 
serie de materias, especialmente a los asuntos de 
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justicia e interior, la política exterior y de seguridad 
común y la ciudadanía europea (que permitiría a los 
ciudadanos de un Estado de la Unión, entre otras 
cosas, recibir protección diplomática y consular por 
parte de cualquier Estado de la Unión, o votar en 
las elecciones municipales del Estado miembro en 
el que residieran, aunque no fueran nacionales de 
él). El Tratado de Maastricht estableció, además, un 
programa de convergencia económica en tres fases 
para lograr la consecución de la moneda única. El 
1 de enero de 2002, tras haber logrado doce Estados 
miembros cumplir los estrictos criterios de conver- 
gencia establecidos en Maastricht en cuanto al déficit 
público (que no debería exceder el 3% del PIB), a la 
deuda pública (que no debería exceder el 60% del 
PIB), la estabilidad de los tipos de cambio, las tasas 
de inflación, los tipos de interés y la autonomía de los 
bancos centrales, se lanzó la moneda única, el euro, 
de la cual quedaron excluidos, por voluntad propia, el 
Reino Unido, Dinamarca y Suecia. 

Finalmente, el 1 de mayo de 2004, tras un largo pe- 
ríodo de negociaciones, se incorporaron diez nuevos 
miembros a la Unión Europea: Polonia, la República 
Checa, Hungría, Eslovaquia, Eslovenia, Lituania, 
Estonia, Letonia, Chipre y Malta, quedando pendien- 
tes de incorporación, en 2007, Bulgaria y Rumania. 
Sin embargo, el proceso de ampliación de la Unión 
Europea no terminó ahí, ya que el Consejo Europeo 
decidió el 3 de octubre de 2005 iniciar negociaciones 
de adhesión con Turquía y Croacia, además de consi- 
derar la posibilidad de incorporar en un futuro a paí- 
ses como Bosnia-Herzegovina, Serbia-Montenegro, 
Macedonia y Albania. 


1.2. Las instituciones 


Pese a las sucesivas reformas de los Tratados ori- 
ginales, incluyendo la firma en octubre de 2004 de 
una Constitución para Europa, la Unión Europea ha 
conservado esencialmente la misma estructura orga- 
nizativa que se creó mediante el Tratado de Roma, 
con las siguientes instituciones clave. 


La Comisión Europea 


La Comisión Europea tiene cuatro funciones princi- 
pales: proponer medidas al Parlamento y al Consejo, 
para lo que dispone del derecho de iniciativa legislati- 
va; gestionar el presupuesto y aplicar las políticas de 
la Unión; representar a la Unión Europea en la escena 


internacional, por ejemplo, negociando acuerdos con 
terceros países en materia comercial; y, finalmente, 
hacer cumplir la legislación europea, para lo cual 
puede, en caso necesario, llevar ante el Tribunal de 
Justicia Europeo (TJE) a aquellos Estados miembros 
que infrinjan las leyes comunitarias. 

La Comisión Europea representa y defiende los in- 
tereses de Europa en su conjunto y es independiente 
de los gobiernos nacionales, es decir, los miembros 
de la Comisión no representan a los gobiernos de sus 
países de origen ni pueden recibir instrucciones de 
ellos. En el pasado, los Estados grandes tenían dere- 
cho a nombrar dos Comisarios y los pequeños uno. 
Con la ampliación a 25 miembros, la Comisión ha 
pasado a tener un Comisario por Estado, aunque, de 
acuerdo con el Tratado de Niza (2001), su número no 
podrá exceder de 25 aun cuando la Unión se amplíe 
por encima de ese número de Estados. 

El Presidente de la Comisión es elegido por los 
gobiernos de los Estados miembros de la Unión Eu- 
ropea y su nombramiento debe ser refrendado por 
el Parlamento Europeo. Los demás miembros son 
nombrados por los respectivos gobiernos de los Esta- 
dos miembros, previa consulta al Presidente entran- 
te, y su nombramiento también debe ser refrendado 
por el Parlamento. El Presidente y los miembros de 
la Comisión son nombrados por un período de cinco 
años, que coincide con la legislatura del Parlamento 
Europeo. La Comisión Europea está asistida por unos 
24.000 funcionarios que, en su mayoría, trabajan en 
Bruselas, pero también por un gran número de ex- 
pertos nacionales, que se desplazan frecuentemente 
a Bruselas para participar en los numerosos comités 
que supervisan y gestionan las políticas europeas en 
el día a día. 

La Comisión no es exactamente un gobierno, ya que 
su Presidente, aunque ratificado por el Parlamento 
Europeo, no es el cabeza de la lista más votada en las 
elecciones al Parlamento Europeo, como es habitual 
en las democracias parlamentarias. Tampoco es ele- 
gido en elecciones presidenciales directas, lo que aleja 
la Comisión de los gabinetes típicos de los sistemas 
presidencialistas, en los que el Presidente obtiene su 
legitimidad directamente de las urnas. Además, aun- 
que el Presidente de la Comisión decide qué tareas 
y Carteras asigna a los Comisarios y representa a la 
Comisión internacionalmente y ante las otras institu- 
ciones de la Unión Europea, éste no puede cesar a los 
Comisarios, ni tampoco disolver el Parlamento. Por 
último, la Comisión es un “colegio”: las decisiones se 
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toman (colegiadamente) por mayoría simple, lo que 
implica que el criterio del Presidente puede no ser 
definitivo a la hora de adoptar una decisión. 

Todas estas características, tan peculiares, confi- 
guran la Comisión Europea como el elemento típica- 
mente distintivo del diseño institucional (supranacio- 
nal) comunitario. Por un lado, la Comisión ostenta 
competencias típicas de los gobiernos (como el dere- 
cho de iniciativa legislativa), pero también funciones 
cuasi-judiciales (ya que en algunos ámbitos, como el 
mercado interior o la Unión Monetaria, puede impo- 
ner sanciones a Estados y empresas), sin olvidar que 
en otros muchos ámbitos su papel es más típicamente 
administrativo y de gestión. Los problemas que se de- 
rivan de esta naturaleza híbrida de la Comisión son 
numerosos: para unos, la Comisión es un gobierno 
paralizado por la necesidad de consenso y la depen- 
dencia de los Estados miembros, por lo que proponen 
politizar su actuación definitivamente y convertirla 
en un verdadero gobierno elegido por el Parlamento 
Europeo; para otros, la Comisión Europea es una 
agencia independiente cuya función debería ser la de 
supervisar imparcialmente el funcionamiento de la 
Unión Europea de acuerdo con los tratados, por lo 
que contemplan críticamente cualquier posibilidad 
de una mayor politización, que ya consideran excesiva 
en la actualidad por cuanto, argumentan, introduce 
inseguridad jurídica respecto a la correcta e impar- 
cial aplicación de las normas europeas en el ámbito 
del mercado interior o la Unión Monetaria. 


El Consejo de la Unión 


El Consejo de la Unión es la institución que re- 
presenta a los gobiernos de los Estados miembros y 
desde la cual éstos defienden sus intereses. No debe 
ser confundido con el Consejo Europeo, órgano en el 
que se reúnen periódicamente, cada tres meses, los 
Jefes de Estado o de Gobierno de los Estados miem- 
bros de la Unión Europea en las conocidas “cumbres” 
que establecen y discuten la política general de la 
Unión Europea. Tampoco debe confundirse con el 
Consejo de Europa, organización de cooperación 
europea que reúne hoy a 46 Estados europeos y 
que fue creada en 1949 con el fin de defender los 
derechos humanos, los derechos de las minorías y la 
democracia parlamentaria. 

El Consejo de la Unión Europea, antes denomi- 
nado Consejo de Ministros, comparte con el Par- 
lamento la responsabilidad de aprobar las leyes y 


Política y ciencia política: Una introducción 


adoptar las decisiones políticas. Entre sus cometi- 
dos más importantes destacan: la aprobación de la 
legislación y el presupuesto europeo (en cooperación 
o codecisión con el Parlamento Europeo); la coordi- 
nación de las políticas económicas de los Estados 
miembros; el desarrollo de la Política Exterior y de 
Seguridad Común de la Unión Europea (PESC); y 
la coordinación de la cooperación policial y judicial 
entre los Estados miembros, en el ámbito del llama- 
do “Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia”. 

El Consejo está formado por. los ministros de los 
gobiernos nacionales de todos los países de la Unión 
Europea. Asisten a sus reuniones los ministros nacio- 
nales responsables de los asuntos que, en cada caso, 
se vayan a debatir, siendo los más visibles el CAGRE 
(Consejo de Asuntos Generales y Relaciones Exte- 
riores) y el ECOFIN (donde se reúnen los Ministros 
de Economía y Hacienda). El Consejo dispone de su 
propia sede en Bruselas y de sus propios funcionarios, 
así como de una gran red de comités especializados y 
de expertos que asesoran a los ministros y les ayudan 
a preparar sus decisiones. Pero, sin duda, el papel más 
importante lo ejercen los embajadores permanentes 
de cada Estado miembro ante la Unión Europea, que 
preparan las reuniones de los Consejos de la Unión 
desde un órgano poco conocido, pero de gran impor- 
tancia, denominado COREPER (Comité de Represen- 
tantes Permanentes). 

Aunque en el Consejo se encuentran representados 
los Estados, éste no es un Senado, como el estadouni- 
dense (ya que en Estados Unidos los senadores lo son 
por elección popular directa en cada Estado), sino, 
más bien, una cámara de representación de gobier- 
nos, como el Bundesrat alemán. Con todo, dado que 
el Consejo aúna funciones ejecutivas y legislativas, 
la búsqueda de analogías institucionales tampoco es 
fácil de acuerdo con las categorías habituales de la 
ciencia política comparada. 

En el pasado, el funcionamiento del Consejo ha 
sido muy opaco, pero, con el tiempo, sus procedi- 
mientos y decisiones se han ido abriendo cada vez 
más al conocimiento del público. No obstante, la 
transformación del Consejo ha sido limitada: las de- 
liberaciones siguen siendo secretas, incluso cuando 
actúa en su capacidad legislativa, y el procedimiento 
decisorio carece de la suficiente transparencia. 

Dependiendo de los ámbitos, el Consejo toma sus de- 
cisiones por unanimidad o por mayoría cualificada. 
Por ejemplo, en sectores considerados “sensibles”, 
como la fiscalidad, la política de asilo e inmigración, 
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TABLA 16.1 


Ponderación de los votos en el Consejo de la Unión. UE-15/ UE-25 / UE-27 (Tratado de Niza) 


Alemania, Francia, Italia, Reino Unido 

España, (Polonia) 

Rumania 

Países Bajos 

Bélgica, (República Checa), Grecia, (Hungría), Portugal 
Austria, Suecia, (Bulgaria) 

Dinamarca, Irlanda, (Lituania), (Eslovaquia), Finlandia 
(Chipre), (Estonia), (Letonia), Luxemburgo, (Eslovenia) 
(Malta) 

TOTAL 


Mayoría cualificada 


Minoría de bloqueo 


62 votos (71,26%) 


UE-15 UE-25 (Tratado de Niza) 
10 29 
8 27 
14 
5 13 
5 12 
4 10 
3 7 
2 4 
3 
87 (UE-15) 321 (UE-25) 345 (UE-27) 


13 Estados y 232 votos (72,3%), UE-25 
14 Estados y 255 votos (73,91%), UE-27 


Estados que reúnan 89 ó 91 votos ponderados 


26 votos (UE-25 o UE-27, respectivamente) 


Fuente: José Ignacio Torreblanca. “El Gobierno socialista, la Constitución europea y la doble mayoría”, Análisis del Real Instituto Elcano 
n*103/2004 (28/5/2004). Artículos 148 (CEE), 148 (CE), 205 (Ámsterdam) y Diario Oficial UE, Serie C n°80, 10/03/2001, p. 0085-0085 


o la política exterior y de seguridad, la unanimidad 
acostumbra a ser la norma. Sin embargo, cuando el 
Consejo ejerce funciones legislativas en régimen de 
codecisión con el Parlamento Europeo, las decisiones 
suelen adoptarse por “mayoría cualificada” (un pro- 
cedimiento que exige que las decisiones reúnan tanto 
una mayoría numérica de Estados como, a la vez, una 
mayoría cualificada de votos ponderados). 

Cada Estado miembro de la Unión cuenta con un de- 
terminado número de votos en el Consejo, que refleja, 
en líneas generales, el tamaño de su población, aunque 
el reparto de votos favorezca a los países pequeños. La 
cuestión del reparto de los votos en la Unión ampliada 
ha sido objeto de considerable polémica: las negocia- 
ciones del Tratado de Niza implicaron un cambio en 
la ponderación de los votos a favor de los Estados más 
grandes (como se aprecia en la Tabla 16.1), que consi- 
deraban que la entrada de un gran número de Estados 
pequeños y medianos había desequilibrado el sistema 
de votación a favor de estos últimos. Sin embargo, 
durante las negociaciones del reciente Tratado Cons- 
titucional, los Estados grandes presionaron a favor 
de unas reglas de asignación de votos (basadas en la 
doble mayoría de Estados y población) que reflejaran 
más exactamente las grandes diferencias de población 
entre los Estados miembros (nótese que los seis Esta- 


dos más grandes de la Unión comprenden el 69% de la 
población de la UE-25). Con todo, el funcionamiento 
del Consejo ha estado siempre dominado por una cul- 
tura consensual que ha hecho que las votaciones sean 
escasas o no muy significativas (cuando no secretas o 
inaccesibles para el público). 

El Consejo es un foro típicamente interguberna- 
mental cuyo funcionamiento está regido por una 
presidencia rotatoria con carácter semestral de tal 
manera que, cada seis meses, un Estado de la Unión 
Europea asume la presidencia. Durante mucho 
tiempo, hasta la concesión de poderes reales de co- 
decisión al Parlamento Europeo, el Consejo ha sido 
el núcleo en el que residía el poder en la Comunidad. 
Sin embargo, en la medida en que cada vez un mayor 
número de decisiones han pasado a tomarse por ma- 
yoría, en lugar de unanimidad (con la consiguiente 
pérdida del derecho de veto por parte de los Estados), 
éstos se han visto obligados a dedicar más atención 
a la Comisión y al Parlamento Europeo a la hora de 
negociar la defensa de sus intereses. Hoy, además, la 
presencia en torno a la mesa del Consejo de 25 minis- 
tros (con sus asesores, ayudantes y traductores) hace 
difícil recrear la atmósfera de complicidad en la que 
se tomaban las decisiones en la CEE de seis o en la 
Unión Europea a quince miembros. 
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El Parlamento Europeo 


El Parlamento Europeo (PE) es elegido por los ciu- 
dadanos de la Unión Europea en elecciones que se 
celebran cada cinco años. A cada Estado miembro se 
le asigna un número de diputados en función de su 
población (Tabla 16.2). El Parlamento actual, elegido 
en junio de 2004, cuenta con 732 miembros de los 25 
países de la Unión Europea. Los miembros del PE (di- 
putados) no se sientan en bloques nacionales, sino en 
siete grupos políticos europeos, tal y como se refleja 
en la Tabla 16.3 

El PE tiene tres funciones principales. En primer 
lugar, aprueba la legislación europea junto con el 
Consejo. El procedimiento más común para aprobar 
la legislación de la Unión Europea es la “codecisión”. 
Este procedimiento sitúa al PE en un plano de igual- 
dad respecto al Consejo (aunque al votar en última 
instancia, el PE tiene una posición ligeramente 
más prominente) y se aplica a la legislación en una 
amplia gama de ámbitos. En algunos de éstos (por 
ejemplo, agricultura, política económica, visados e 
inmigración), sólo legisla el Consejo, pero tiene que 
consultar al PE. Además, se requiere la aprobación 
de este último para determinadas decisiones impor- 
tantes, tales como permitir que nuevos países entren 
a formar parte de la Unión Europea o ratificar las 
modificaciones de los tratados. 

En segundo lugar, el PE ejerce el control democráti- 
co de todas las instituciones de la Unión Europea, y en 
especial de la Comisión. Tiene potestad para aprobar 
o rechazar el nombramiento de los Comisarios y de- 
recho a censurar a la Comisión en su conjunto, que 
puede verse obligada a dimitir, como ocurrió en 1999 
bajo el mandato de Jacques Santer. Más generalmente, 
el PE ejerce el control examinando periódicamente los 
informes que le envía la Comisión. Por otra parte, los 
diputados del PE plantean regularmente preguntas a 
la Comisión, que los Comisarios están jurídicamente 
obligados a responder. El PE supervisa asimismo el 
trabajo del Consejo: los diputados también plantean 
regularmente preguntas al Consejo, y el Presidente del 
Consejo asiste a los plenos del PE y participa en los 
debates importantes. Asimismo, el PE puede ejercer el 
control democrático examinando las peticiones de los 
ciudadanos y creando comisiones de investigación. 

En tercer lugar, el PE comparte con el Consejo la 
autoridad presupuestaria de la Unión Europea, sien- 
do la instancia final en la que se aprueban o rechazan 
los programas de gasto de la Unión en su conjunto. 


TABLA 16.2 


Parlamento Europeo. 


Escaños asignados a cada Estado (1999-2009) 


UE-15 UE-25 UE-27 
1999-2004 2004-2007 2007-2009 

Bulgaria — — 18 
Bélgica 25 24 24 
República Checa — 24 24 
Dinamarca 16 14 14 
Alemania 99 99 99 
Estonia — 6 6 
Grecia 25 24 24 
España 64 54 54 
Francia 87 78 78 
Irlanda 15 13 13 
Italia 87 78 78 
Chipre — 6 6 
Letonia — 9 9 
Lituania — 13 13 
Luxemburgo 6 6 6 
Hungría — 24 24 
Malta — 5 5 
Países Bajos 31 27 27 
Austria 21 18 18 
Polonia — 54 54 
Portugal 25 24 24 
Rumanía — — 36 
Eslovenia — 7 7 
Eslovaquia — 14 14 
Finlandia 16 14 14 
Suecia 22 19 19 
Reino Unido 87 78 78 
Total 626 732 786 


Fuente: Parlamento Europeo (www.europarl.eu) 


El Tribunal de Justicia 


El Tribunal tiene su sede en Luxemburgo y está 
compuesto por un juez de cada Estado miembro. La 
misión del Tribunal de Justicia consiste en velar por 
que el derecho comunitario se interprete y aplique 
de la misma manera en todos los países de la Unión 
Europea. El Tribunal puede comprobar el incumpli- 
miento por parte de un Estado miembro de alguna 
de las obligaciones que le incumben en virtud de los 
tratados y controlar la legalidad de los actos del PE, 
del Consejo o de la Comisión. El Tribunal de Justicia 
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TABLA 16.3 


El Parlamento Europeo. Escaños por grupo político. Legislatura 2004-2009 


Grupo político 

Partido Popular Europeo-Demócratas Europeos 
Grupo Socialista 

Alianza de los Demócratas y Liberales por Europa 
Verdes/Alianza Libre Europea 

Izquierda Unitaria Europea/Izquierda Verde Nórdica 
Independencia/Democracia 

Unión por la Europa de las Naciones 

No inscritos 


Fuente: Parlamento Europeo (www. europarl.eu) 


es también el único órgano competente para pro- 
nunciarse, a petición de los órganos jurisdiccionales 
nacionales, sobre la interpretación de los tratados y la 
validez de los actos adoptados por las instituciones. 


1.3. La reforma de los tratados 


Los tratados básicos que rigen el funcionamiento de 
la Unión Europea son los siguientes. En primer lugar, 
el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea del 
Carbón y del Acero (CECA), firmado el 18 de abril 
de 1951 en París, que entró en vigor el 23 de julio de 
1952 y expiró el 23 de julio de 2002. A continuación, 
el Tratado constitutivo de la Comunidad Económica 
Europea (CEE), firmado el 25 de marzo de 1957 en 
Roma y que entró en vigor el 1 de enero de 1958. En 
tercer lugar, el Tratado constitutivo de la Comunidad 
Europea de la Energía Atómica (Euratom), firmado 
en Roma junto con el Tratado CEE. Finalmente, el 
Tratado de la Unión Europea (TUE), firmado en 
Maastricht el 7 de febrero de 1992 y que entró en vi- 
gor el 1 de noviembre de 1993. 

Los tres primeros tratados crearon las tres Comu- 
nidades Europeas, es decir, el sistema conjunto de 
toma de decisiones en lo que respecta al carbón, al 
acero, a la energía nuclear y otros sectores importan- 
tes de las economías de los Estados miembros. Las 
instituciones comunitarias, creadas para gestionar 
este sistema, se fusionaron en 1967, dando lugar así 
a una Comisión y a un Consejo únicos. Los tratados 
se han ido modificando para reformar las institucio- 
nes de la Unión Europea y otorgarles nuevas áreas 


Siglas Escaños % 
PPE-DE 268 36,6 
PSE 201 27,5 

ADLE 88 12 
Verdes/ALE 42 5,7 
GUE/NGL 41 5,6 
IND/DEM 36 4,9 
UEN 27 3,7 

NI 29 4 


de responsabilidad. Sus revisiones y modificaciones 
se realizan mediante una conferencia especial de los 
gobiernos nacionales de la Unión Europea (Confe- 
rencia Intergubernamental o CIG). 

La primera modificación importante de los trata- 
dos originales tuvo lugar con motivo del Acta Única 
Europea (AUE), que se firmó en febrero de 1986 y 
entró en vigor el 1 de julio de 1987. Posteriormente, 
con el fin de preparar las instituciones de la Unión 
para la ampliación a Europa central y oriental, los 
quince Estados miembros convocaron en 1996 una 
Conferencia Intergubernamental (CIG) que dio lugar 
al Tratado de Ámsterdam (firmado el 2 de octubre de 
1997, en vigor desde el 1 de mayo de 1999). 

Los Estados miembros encontraron más dificultades 
de las previstas a la hora de reformar las instituciones 
de la Unión Europea para acomodar a los nuevos 
miembros, no pudiendo resolver en el Tratado de Áms- 
terdam la cuestión de cómo se tomarían las decisiones 
en la Unión ampliada (especialmente en cuanto al 
sistema de votos ponderados en el Consejo, el tama- 
ño de la Comisión o la asignación de escaños a cada 
Estado en el PE). Como consecuencia, los Estados 
miembros tuvieron que convocar una nueva conferen- 
cia intergubernamental en el año 2000 que estudiara 
estos cambios. Sin embargo, el método de negociación 
intergubernamental no consiguió los resultados espe- 
rados ya que, aunque técnicamente la Unión Europea 
ampliada pudiera funcionar con las reformas de mí- 
nimos acordadas en el Tratado de Niza (firmado el 26 
de febrero de 2001 y en vigor desde el 1 de febrero de 
2003), los propios Estados miembros reconocieron al 
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concluir dichas negociaciones que era necesario dar 
un salto cualitativo tanto en lo referente al método de 
negociación de las reformas de los tratados, como en 
lo relativo a la propia ambición de las mismas. 


LA DECLARACIÓN DE LAEKEN: 


“EUROPA EN UNA ENCRUCIJADA” 
15 de diciembre de 2001 


Cincuenta años después de su nacimiento, la Unión se en- 
cuentra en una encrucijada, en un punto de inflexión de su 
existencia. Es inminente la unificación de Europa. La Unión 
está a punto de ampliarse con más de diez nuevos Estados, 
principalmente de Europa central y oriental, cerrando así de- 
finitivamente uno de los capítulos más negros de su historia: 
la Segunda Guerra Mundial y la posterior división artificial 
de Europa. Por fin, Europa está en camino de convertirse, sin 
derramamiento de sangre, en una gran familia. Una auténtica 
mutación que por supuesto exige un enfoque diferente del de 
hace cincuenta años, cuando seis Estados iniciaron el proceso. 

La Unión debe afrontar simultáneamente un doble reto, 
uno dentro y otro fuera de sus fronteras. Dentro, es preci- 
so aproximar las instituciones europeas al ciudadano. Sin 
duda alguna, los ciudadanos siguen respaldando los grandes 
objetivos de la Unión, pero no siempre perciben la relación 
entre dichos objetivos y la actuación cotidiana. Desean unas 
instituciones europeas menos lentas y rígidas y, sobre todo, 
más eficientes y transparentes. Muchos piensan también que 
la Unión debería prestar mayor atención a sus preocupacio- 
nes concretas en lugar de intervenir en los más mínimos de- 
talles en asuntos que, por su propia naturaleza, sería mejor 
poner en manos de los representantes electos de los Estados 
miembros y de las regiones. Algunos sienten incluso esta 
situación como una amenaza a su identidad. Pero, lo que 
es quizás aún más importante: los ciudadanos consideran 
que las cosas se hacen demasiado a menudo a sus espaldas 
y desean un mayor control democrático. 

Fuera de sus fronteras, la Unión Europea se enfrenta 
asimismo a un entorno mundializado en rápida mutación 
[...]. Europa debe asumir su responsabilidad en la gobernan- 
za de la globalización. El papel que debe desempeñar es el 
de una potencia que lucha decididamente contra cualquier 
violencia, terror y fanatismo, pero que tampoco cierra los 
ojos ante las injusticias flagrantes que existen en el mundo. 
En resumen, una potencia que quiere hacer evolucionar las 
relaciones en el mundo de manera que no sólo beneficien a 
los países ricos sino también a los más pobres. Una potencia 
que quiere enmarcar éticamente la mundialización, es decir, 
ligarla a la solidaridad y al desarrollo sostenible. 


Tras la Declaración de Laeken de diciembre 2001, 
que reconocía la necesidad de involucrar más estre- 
chamente a los ciudadanos de la Unión en el proceso 


de integración europea, los quince Estados miembros 
decidieron superar el enfoque intergubernamental, 
en el que las negociaciones de reforma de los tratados 
solían tener lugar a puerta cerrada entre representes 
de los gobiernos, y adoptar un nuevo método y enfo- 
que: el constitucional, en el que los negociadores re- 
presentan a los ciudadanos y deliberan públicamente. 
Para ello, imitando el proceso que tuvo lugar en Es- 
tados Unidos en torno a la Convención de Filadelfia 
(1787) que redactó la Constitución estadounidense, 
convocaron una Convención formada por quince 
representantes de los Jefes de Estado o de Gobierno 
de los Estados miembros (uno por Estado miembro); 
trece representantes de los Jefes de Estado y de Go- 
bierno de los países candidatos a la adhesión (uno por 
país candidato); 30 representantes de los parlamentos 
nacionales de los Estados miembros (dos por Estado 
miembro); 26 representantes de los parlamentos na- 
cionales de los países candidatos a la adhesión (dos 
por país candidato); 16 representantes miembros del 
PE, y dos representantes de la Comisión Europea, 
además de numerosos observadores de otras institu- 
ciones comunitarias. 


1.4. La Constitución Europea 


La Convención Europea, presidida por el ex-Presi- 
dente francés, Valéry Giscard d'Estaing, inició sus 
trabajos el 28 de febrero de 2002 y los concluyó el 18 
de julio de 2003 con la entrega a la presidencia italia- 
na de turno de un texto de consenso: el “Proyecto por 
el que se establece una Constitución para Europa”. 
El Proyecto, denominado TCE (Tratado Constitu- 
cional para Europa) es un híbrido. Por un lado, el 
texto es un tratado internacional, porque, aunque la 
negociación inicial se produjera en el ámbito de la 
Convención, fueron los representantes de los Estados, 
reunidos en una nueva CIG los que firmaron el texto 
el 29 de octubre de 2004 en Roma. Por otro lado, en 
cuanto al procedimiento de ratificación y revisión, 
que ha de ser por unanimidad, el texto también es 
claramente un tratado internacional. No obstante, 
aunque el continente sea un tratado, su contenido y 
vocación es de carácter constitucional, ya que detalla 
una arquitectura institucional típicamente consti- 
tucional y contiene, además, una Carta de Derechos 
Fundamentales. En consecuencia, el TCE refleja bien 
la doble naturaleza de la Unión Europea como una 
unión de Estados (que se rigen por el derecho de trata- 
dos), pero también de ciudadanos (cuyas instituciones 
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representativas, ciudadanas y de gobierno adoptan 
un formato constitucional). 

El texto resultante, fruto de intensas discusiones y 
negociaciones, primero en el ámbito de la Convención 
Europea y posteriormente en el seno de la CIG, es largo 
y complejo. Comprende 448 artículos estructurados 
en cuatro partes: una primera en la que se establecen 
las disposiciones generales; una segunda que incluye 
la Carta de Derechos Fundamentales firmada por los 
Estados miembros en el Consejo Europeo celebrado 
en Niza en diciembre de 2000, que, sin embargo, 
carecía de valor vinculante; una tercera en la que se 
detalla el funcionamiento de la Unión y sus políticas; 
una cuarta con las disposiciones generales y finales, 
especialmente las referidas a la ratificación y revisión 
del texto; y, finalmente 36 protocolos adicionales y 
una serie de declaraciones. 


PROYECTO DE TRATADO POR EL QUE 
SE INSTITUYE A CONSTITUCIÓN 


PARA EUROPA (TCE), 29 octubre de 2004 
(artículos seleccionados) 


Definición y objetivos de la Unión 
Artículo I-1 Creación de la Unión 


1. La presente Constitución, que nace de la voluntad de 
los ciudadanos y de los Estados de Europa de construir 
un futuro común, crea la Unión Europea, a la que los 
Estados miembros atribuyen competencias para alcan- 
zar sus objetivos comunes. La Unión coordinará las 
políticas de los Estados miembros encaminadas a lo- 
grar dichos objetivos y ejercerá, de modo comunitario, 
las competencias que éstos le atribuyan. 

2. La Unión está abierta a todos los Estados europeos que 
respeten sus valores y se comprometan a promoverlos 
en común. 


Artículo 1-2 Valores de la Unión 


La Unión se fundamenta en los valores de respeto de la 
dignidad humana, libertad, democracia, igualdad, Estado 
de Derecho y respeto de los derechos humanos, incluidos los 
derechos de las personas pertenecientes a minorías. Estos 
valores son comunes a los Estados miembros en una socie- 
dad caracterizada por el pluralismo, la no discriminación, 
la tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igualdad entre 
mujeres y hombres. 


Artículo 1-3 Objetivos de la Unión 
1. La Unión tiene como finalidad promover la paz, sus 
valores y el bienestar de sus pueblos. 


2. La Unión ofrecerá a sus ciudadanos un espacio de li- 
bertad, seguridad y justicia sin fronteras interiores y un 


mercado interior en el que la competencia sea libre y no 
esté falseada. 

3. La Unión obrará en pro del desarrollo sostenible de Eu- 

ropa basado en un crecimiento económico equilibrado y 
en la estabilidad de los precios, en una economía social 
de mercado altamente competitiva, tendente al pleno 
empleo y al progreso social, y en un nivel elevado de 
protección y mejora de la calidad del medio ambiente. 
Asimismo, promoverá el progreso científico y técnico. 
La Unión combatirá la exclusión social y la discrimi- 
nación y fomentará la justicia y la protección sociales, 
la igualdad entre mujeres y hombres, la solidaridad 
entre las generaciones y la protección de los derechos 
del niño. 
La Unión fomentará la cohesión económica, social y 
territorial y la solidaridad entre los Estados miembros. 
La Unión respetará la riqueza de su diversidad cultural 
y lingúística y velará por la conservación y el desarrollo 
del patrimonio cultural europeo. 

4. En sus relaciones con el resto del mundo, la Unión afir- 
mará y promoverá sus valores e intereses. Contribuirá a 
la paz, la seguridad, el desarrollo sostenible del planeta, 
la solidaridad y el respeto mutuo entre los pueblos, el 
comercio libre y justo, la erradicación de la pobreza y la 
protección de los derechos humanos, especialmente los 
derechos del niño, así como al estricto respeto y al desa- 
rrollo del Derecho internacional, en particular el respeto 
de los principios de la Carta de las Naciones Unidas. 

5. La Unión perseguirá sus objetivos por los medios 
apropiados, de acuerdo con las competencias que se le 
atribuyen en la Constitución. 


La vocación del TCE, una vez ratificado por todos 
los Estados miembros, era la de sustituir a todos los 
tratados en vigor, de tal manera que la Unión se do- 
tara de un texto único y de una personalidad jurídica 
internacional. Sin embargo, en los referendos cele- 
brados en Francia el 29 de mayo de 2005 y Holanda el 
3 de junio del mismo año, el TCE fue rechazado por 
una mayoría clara de ciudadanos (54,7% en Francia y 
61,7% en Holanda). Tras el doble “no” francés y holan- 
dés, unos Estados miembros (Luxemburgo, Bélgica, 
Estonia y Letonia) decidieron seguir adelante con 
sus respectivos procesos de ratificación nacionales. 
Sin embargo, como quiera que un gran número de 
Estados (Reino Unido, Dinamarca, Irlanda, Portugal, 
Polonia, la República Checa, Finlandia y Suecia) de- 
cidieron posponer temporalmente el procedimiento 
ratificatorio (en parte por miedo a ser derrotados en 
los referendos), el Consejo Europeo se vio obligado 
a ampliar el plazo ratificatorio previsto inicialmen- 
te, que expiraba en octubre de 2006, y conceder una 
ampliación de éste de un año bajo el calificativo de 
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TABLA 16.4 


Estado 
miembro 


Austria 


Bélgica 


Chipre 


República 
Checa 


Dinamarca 


Estonia 


Finlandia 


Francia 
Alemania 


Grecia 
Hungría 
Irlanda 


Italia 
Letonia 


Lituania 


Países Bajos 
Polonia 
Portugal 
Eslovaquia 


Eslovenia 


España 


Suecia 


Reino Unido 


liar El Rojo 


El semáforo de la Constitución Europea: ¿rojo, amarillo o verde? 


Semáforo 


Modalidad 


Autorización parlamentaria 


Autorización parlamentaria 


Autorización parlamentaria 


Autorización parlamentaria. 
Probable referéndum 


Autorización parlamentaria. 
Referéndum obligatorio 


Autorización parlamentaria 


Autorización parlamentaria 


Autorización parlamentaria. 
Referéndum consultivo no obligatorio 


Autorización parlamentaria 


Autorización parlamentaria 


Autorización parlamentaria 


Autorización parlamentaria. 
Referéndum obligatorio 


Autorización parlamentaria 
Autorización parlamentaria 


Autorización parlamentaria 
Autorización parlamentaria. 
Referéndum consultivo no obligatorio 
Autorización parlamentaria 


Autorización parlamentaria. 
Referéndum consultivo no obligatorio 


Autorización parlamentaria. 
Referéndum obligatorio 


Autorización parlamentaria. 
Referéndum consultivo no obligatorio 


Autorización parlamentaria 
Autorización parlamentaria 


Autorización parlamentaria. 
Referéndum consultivo no obligatorio 


Autorización parlamentaria 


Autorización parlamentaria. 
Referéndum consultivo 


MU Amarillo 


[EA 


Requisitos 
Ratificada: Nationalrat (Congreso), 182 Sí, 1 No (11 mayo 2005); 
Bundesrat (Senado), 59 Sí, 3 No (25 mayo 2005) 


Ratificada: Senado, 54 Sí, 9 No, 1 abstención (28 de abril 2005); Cá- 
mara Baja, 118 Sí, 18 No, 1 abstención (19 de mayo 2005). Aprobado, 
además, por los parlamentos comunitarios y regionales (17 de mayo 
de 2005-8 de febrero de 2006) 

Ratificada: Cámara de Diputados, 30 Sí, 19 No, 1 abstención (30 de 
junio de 2005) 


Ratificación pospuesta 


Ratificación pospuesta 


Ratificada: Parlamento, 73 Sí, 1 No (9 de mayo de 2006) 


Ratificación pospuesta 
Rechazada: Referéndum, 54,87% No, 45,13% Sí (29 de mayo de 2005) 


Ratificada: Bundestag (Congreso), 569 Sí, 23 No, 2 abstenciones (12 
de mayo de 2005); Bundesrat (Senado), 63 Sí, 3 abstenciones (27 de 
mayo de 2005) 


Ratificada: Parlamento, 268 Sí, 17 No, 15 abstenciones (19 de abril 
de 2005) 


Ratificada: Parlamento, 322 Sí, 12 No, 8 abstenciones (20 de di- 
ciembre de 2004) 


Ratificación pospuesta 


Ratificada: Camara dei Diputati, 436 Sí, 28 No, 5 abstenciones (25 de 
enero de 2005); Senato, 217 Sí, 16 No (6 de abril de 2005) 


Ratificada: Parlamento, 71 Sí, 5 No, 6 abstenciones (2 de junio de 2005) 


Ratificada: Parlamento, 84 Sí, 4 No, 3 abstenciones (11 de noviem- 
bre de 2004) 


Ratificada: Referéndum, 56,52% Sí, 43,48% No (10 de julio de 2005); 
Parlamento, 57 Sí, 1 No (25 de octubre de 2005) 


Ratificada: Parlamento, 65 Sí, unanimidad (6 de junio de 2005) 


Rechazada: Referéndum, 61,6% No, 38,4% Sí (1 de junio de 2005) 
Ratificación pospuesta 


Ratificación pospuesta 


Ratificada: Parlamento, 116 Sí, 27 No, 4 abstenciones (11 de mayo 
de 2005) 


Ratificada: Parlamento, 79 Sí, 4 No, 7 abstenciones (1 de febrero 
de 2005) 


Ratificada: Congreso de los Diputados, 311 Sí, 19 No, sin abstencio- 
nes; Senado, 225 Sí, 6 No (18 de mayo 2005). Referéndum 76,73% Sí, 
17,24% No (20 de febrero de 2005) 


Ratificación pospuesta 
Ratificación pospuesta 


Verde 


Fuente: Carlos Closa, “Quo vadis Europa?: Seis opciones para una crisis constitucional”. Análisis del Real Instituto Elcano n° 76/2005 
(13/6/2005). Actualizado a 25 de abril de 2006 con datos de la Unión Europea (http://europa.eu.int/constitution/ratification_en.htm) 
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“período de reflexión”. Se producía así una división 
de los Estados de la Unión Europea en tres bloques: 
los que ya habían ratificado la Constitución Europea 
(de acuerdo con sus procedimientos constitucionales 
nacionales); los que habían pospuesto temporalmente 
la ratificación; y los que habían ya rechazado el Tra- 
tado constitucional (Tabla 16.4). 

La crisis en torno a la ratificación de la Constitu- 
ción Europea mostraba así la contradicción de las 
dos lógicas subyacentes al proceso de integración eu- 
ropea: desde la lógica constitucional y ciudadana, en 
mayo de 2006 eran una mayoría de Estados (catorce) 
los que ya habían ratificado el Tratado Constitucional 
de acuerdo con sus procedimientos constitucionales. 
Además, sumando los resultados de los referendos 
en España, Francia, Holanda y Luxemburgo, tam- 
bién eran una mayoría de europeos los que se habían 
manifestado a favor de la Constitución Europea (sin 
olvidar que 500 representantes de los ciudadanos 
europeos, sobre 732 eurodiputados, habían votado 
asimismo a favor del texto constitucional en el PE). 
Sin embargo, desde la lógica intergubernamental y 
de tratados, es necesaria la ratificación por parte de 
todos los Estados miembros para la entrada en vigor 
de la Constitución. La crisis constitucional de 2005- 
2006 refleja, por tanto, el doble camino seguido por 
el proceso de integración europeo desde su inicio, así 
como el cambio de lógica que la integración viene 
experimentando en las últimas décadas. Como se 
verá en la siguiente sección, parte de la explicación 
de la actual crisis puede encontrarse en el cambio 
de lógica (de intergubernamental a constitucional) 
sufrido por la integración europea. 


2. LO QUE EUROPA DEBIÓ SER 


2.1. La larga guerra civil europea 


El 19 de septiembre de 1946, el que había sido Pri- 
mer Ministro británico durante la Segunda Guerra 
Mundial, Winston Churchill (1874-1965), pronunció 
una conferencia que tendría un gran impacto. “Deseo 
hablarles hoy”, comenzó, “sobre la tragedia de Europa. 
Este noble continente, que abarca las regiones más pri- 
vilegiadas y cultivadas de la tierra, que disfruta de un 
clima templado y uniforme, es la cuna de todas las ra- 
zas originarias del mundo. Es la cuna de la fe y la ética 
cristiana. Es el origen de casi todas las culturas, artes, 
filosofía y ciencias, tanto de los tiempos modernos como 
de los antiguos. Si Europa se uniera, compartiendo su 
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herencia común, la felicidad, prosperidad y la gloria 
que disfrutarían sus tres o cuatrocientos millones de 
habitantes no tendría límites. Y sin embargo, es desde 
Europa de donde han surgido y se han desarrollado 
esta serie de horribles guerras nacionales, originadas 
por las naciones teutonas, que hemos conocido duran- 
te este siglo XX, e incluso durante nuestra existencia, 
que ha arruinado la paz y destruido las perspectivas de 
toda la humanidad”. 

El discurso de Churchill en la ciudad suiza de 
Zurich refleja perfectamente el sentir generalizado 
en la Europa posterior a la Segunda Guerra Mundial. 
La unificación de Alemania a finales del siglo XIX 
había dado lugar a la aparición de una gran potencia 
en el corazón de Europa. El acomodo de este nuevo 
actor había sido difícil y extremadamente violento: en 
1870 (fecha del inicio de la guerra franco-prusiana), 
en 1914 y en 1940, Alemania se había vuelto contra 
Francia (posteriormente también contra Inglaterra 
y Rusia), buscando expandir su territorio, dominar 
políticamente a sus vecinos o controlar recursos 
económicos estratégicos (el carbón y el acero). 
Por ello, pese a las dimensiones de las dos guerras 
mundiales, algunos historiadores consideran éstas 
como episodios consecutivos de una “larga guerra 
civil europea” que tuvo lugar entre 1914 y 1945. 

En estas circunstancias, no es de extrañar que 
los años posteriores a la Segunda Guerra Mundial 
registraran un gran número de propuestas e ideas 
sobre cómo garantizar la paz de Europa en el futuro. 
Por razones evidentes, los políticos de la posguerra 
(fueran británicos, franceses o alemanes) entendían 
que la búsqueda de una solución duradera para la 
rivalidad entre Francia y Alemania constituía la clave 
de la que dependía el futuro de Europa. Churchill, 
en concreto, planteó la idea de los “Estados Unidos 
de Europa” en su discurso de Zurich de 1947, aunque 
en su elaboración no apuntaba necesariamente a un 
modelo federal como el estadounidense, sino a una 
asociación de Estados constituida en torno a Francia 
y Alemania. Posteriormente, en el Congreso del Mo- 
vimiento Europeo celebrado en La Haya en mayo del 
mismo año, más de 800 organizaciones partidarias 
de la integración europea adoptaron un texto común 
(Mensaje a los europeos), elaborado por el federalista 
suizo Denis de Rougement, en el que solicitaban el 
apoyo de los europeos a la unificación de Europa 
como única vía para salvaguardar la libertad, tan 
duramente reconquistada, y para extender la paz y la 
prosperidad a toda la humanidad. 
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2.2. La cuestión alemana 


Pese al consenso en torno a la necesidad de evitar la re- 
petición de otra guerra mundial, las discusiones acerca 
de la unificación europea posteriores a 1945 pusieron 
de manifiesto la existencia de importantes divisiones 
en torno a cómo proceder. Por un lado, los “interguber- 
namentalistas” rechazaban ceder soberanía; preferían 
mantener la cooperación de los Estados en el ámbito 
meramente intergubernamental, dotando para ello a 
las instituciones comunes de muy limitados poderes y 
siempre reteniendo la capacidad de decisión final en 
el ámbito nacional. Este consenso mínimo permitió la 
creación de las primeras organizaciones de coopera- 
ción europeas, como el Consejo de Europa (1949) en 
el ámbito de los derechos humanos y la Organización 
para la Cooperación Económica (OECE, luego OCDE) 
(1947), en el ámbito económico. 

Pero ni el Consejo de Europa ni la OCDE resolvían 
la cuestión alemana. Con la proclamación de la Ley 
Fundamental de Bonn en 1949, los recursos mineros 
de la cuenca del Ruhr, base de la rivalidad bélica entre 
Francia y Alemania, volvieron a manos alemanas, 
perspectiva que preocupaba notablemente a los fran- 
ceses, ya que temían que Alemania renaciera otra vez 
industrialmente, se situara de nuevo por encima de 
Francia y desarrollara ambiciones territoriales sobre 
ésta. Al mismo tiempo, la pujanza de la Unión Sovié- 
tica, visible en el modo en el que sus tropas imponían 
regímenes de corte comunista en toda Europa central 
y oriental, incluyendo la zona de ocupación soviética 
en Alemania, hacía inevitable plantearse la cuestión 
del rearme alemán. 

Naturalmente, crear y armar un ejército alemán 
tan sólo cuatro años después de la desaparición de 
Hitler y tras el trauma de dos guerras mundiales 
iniciadas por Alemania no era una cuestión que pu- 
diera tomarse a la ligera. La tarea, por tanto, residía 
en buscar qué mecanismos institucionales, además 
del programa de desnazificación y democratización 
puesto en marcha por las fuerzas de ocupación de 
Alemania occidental (Estados Unidos, Reino Unido 
y Francia) podrían hacer una nueva guerra material- 
mente imposible. Políticas como someter a Alemania 
económicamente mediante el pago de ingentes in- 
demnizaciones y reparaciones de guerra, mantener 
una fuerza de ocupación permanente o entregar te- 
rritorios históricamente alemanes a terceros países 
ya habían sido practicadas tras la Primera Guerra 


Mundial, considerándose unánimemente que habían 
agravado más que solucionado el problema alemán. 

Por otro lado, los partidarios de la opción federa- 
lista (organizados en torno al Movimiento Europeo 
y con notables apoyos de los partidos demócrata- 
cristianos europeos) proponían, siguiendo el mo- 
delo estadounidense, una integración política muy 
estrecha. El objetivo era constituir un ente político 
nuevo, con plenas competencias en el ámbito de la 
política exterior y de la seguridad. Se trataba, por 
tanto, de un modelo de integración de arriba a abajo 
en el que primaba lo político sobre lo económico. 
Quizás el mejor ejemplo de este proceder de corte 
federalista fuera la fallida Comunidad Europea de 
Defensa (CED), un proyecto lanzado por el Ministro 
de Defensa francés, René Pleven, en 1950, con el fin 
de integrar las fuerzas armadas de Francia, Alema- 
nia, Italia, Bélgica, los Países Bajos y Luxemburgo 
bajo un Estado mayor conjunto de tipo supranacio- 
nal. Con ello, Francia buscaba una alternativa a la 
opción propuesta por Estados Unidos para hacer 
frente al incremento de la amenaza soviética sobre 
Europa Occidental (muy real tras el inicio de la gue- 
rra de Corea [1951-1953]), consistente en rearmar a 
Alemania en el seno de la Organización del Tratado 
del Atlántico Norte (OTAN). 

La negativa de la Asamblea Nacional Francesa en 
1954 a ratificar el Tratado de la CED puso en evi- 
dencia que los actores políticos nacionales carecían 
de la voluntad política necesaria para impulsar un 
proceso tan novedoso. Con todo, el fracaso de la 
CED también tuvo mucho que ver con el éxito de un 
experimento completamente distinto puesto en mar- 
cha de forma paralela: la Comunidad Económica del 
Carbón y el Acero (CECA), una iniciativa liderada 
por Jean Monnet, Comisario del Plan General (una 
suerte de ministro encargado de la reconstrucción 
económica de Francia) y que ganó la rápida adhesión 
de los políticos europeos de la posguerra en virtud de 
su sencillez. La idea de Monnet consistía en poner en 
común, bajo una autoridad supranacional indepen- 
diente, la extracción y producción de carbón y acero 
en la cuenca del Ruhr, de tal manera que se garan- 
tizara a todos los Estados europeos un acceso igual 
y libre a este recurso estratégico. El Plan fue hecho 
público por Robert Schuman, ministro francés de 
Asuntos Exteriores, el 9 de mayo de 1950 (conmemo- 
rándose, desde entonces, el 9 de mayo como el “Día 
de Europa”). 
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CLARACIÓN SCHUMAN 


9 de mayo de 1950 


La paz mundial no puede salvaguardarse sin unos esfuerzos 
creativos equiparables a los peligros que la amenazan. La 
contribución que una Europa organizada y viva puede apor- 
tar a la civilización es indispensable para el mantenimiento 
de unas relaciones pacíficas. Francia, defensora desde hace 
más de veinte años de una Europa unida, ha tenido siempre 
como objetivo esencial servir a la paz. Europa no se constru- 
yó y hubo la guerra. 

Europa no se hará de una vez ni en una obra de conjunto: 
se hará gracias a realizaciones concretas, que creen en primer 
lugar una solidaridad de hecho. La agrupación de las nacio- 
nes europeas exige que la oposición secular entre Francia y 
Alemania quede superada, por lo que la acción emprendida 
debe afectar en primer lugar a Francia y Alemania. 

Con este fin, el Gobierno francés propone actuar de 
inmediato sobre un punto limitado, pero decisivo. El Go- 
bierno francés propone que se someta el conjunto de la 
producción franco-alemana de carbón y de acero a una Alta 
Autoridad común, en una organización abierta a los demás 
países de Europa. La puesta en común de las producciones 
de carbón y de acero garantizará inmediatamente la crea- 
ción de bases comunes de desarrollo económico, primera 
etapa de la federación europea, y cambiará el destino de 
esas regiones, que durante tanto tiempo se han dedicado a 
la fabricación de armas, de las que ellas mismas han sido 
las primeras víctimas. La solidaridad de producción que 
así se cree pondrá de manifiesto que cualquier guerra entre 
Francia y Alemania no sólo resulta impensable, sino mate- 
rialmente imposible. La creación de esa potente unidad de 
producción, abierta a todos los países que deseen participar 
en ella, proporcionará a todos los países a los que agrupe 
los elementos fundamentales de la producción industrial en 
las mismas condiciones y sentará los cimientos reales de su 
unificación económica [...]. 

Mediante la puesta en común de las producciones bá- 
sicas y la creación de una Alta Autoridad de nuevo cuño, 
cuyas decisiones obligarán a Francia, Alemania y los países 
que se adhieran, esta propuesta sentará las primeras bases 
concretas de una federación europea indispensable para 
la preservación de la paz [...]. La Alta Autoridad común, 
encargada del funcionamiento de todo el sistema, estará 
compuesta por personalidades independientes designadas 
sobre bases paritarias por los gobiernos, quienes elegirán 
de común acuerdo un presidente. Las decisiones de la Alta 
Autoridad serán ejecutivas en Francia, en Alemania y en los 
demás países adherentes. Se adoptarán las disposiciones 
adecuadas para garantizar las vías de recurso necesarias 
contra las decisiones de la Alta Autoridad. 


La organización resultante, la Comunidad Eu- 
ropea del Carbón y del Acero (CECA), regida por 
un tratado firmado en 1951 en París, se encontraba 


a medio camino entre lo intergubernamental y lo 
federal (es decir, entre un modelo que concede la 
principal autoridad de negociación y decisión a los 
gobiernos nacionales y otro en el que tal autoridad re- 
side en una institución superior, común a todos ellos), 
representando una tercera vía (alternativa) de carác- 
ter supranacional. Tanto la CECA como la CEE, que 
surgió posteriormente al calor del éxito de la primera, 
fueron concebidas como organizaciones de integra- 
ción supranacional, entes en los que una autoridad 
independiente ostenta la capacidad para ejecutar e 
imponer las decisiones que considere oportunas de 
acuerdo con el mandato recibido de los tratados. En 
consecuencia, las decisiones de esta autoridad con 
poderes ejecutivos serían vinculantes y de obligado 
cumplimiento, así como las sentencias judiciales en 
las que se dirimieran los litigios entre las partes. 


2.3. La lógica y la experiencia funcionalista 


La CECA se convirtió en un ensayo de laboratorio 
para verificar hasta qué punto el diseño institucional 
ideado por Monnet podía ser aplicable a un mode- 
lo de integración a mayor escala. Eso sí, el modelo 
planteado por la Declaración Schuman y plasmado 
en la CECA quedaba bien lejos del modelo federalis- 
ta propuesto por muchos: se trataba de un modelo 
incremental, pragmático, centrado en lo económico, 
de arriba a abajo, que no requería ni la superación de 
las estructuras estatales existentes ni la generación 
de nuevas identidades nacionales, elementos básicos 
de la construcción federalista (de ahí la afirmación 
de la Declaración Schuman en el sentido de que “Eu- 
ropa no se hará de golpe, ni será una construcción 
de conjunto”). 

Frente al federalismo, el modelo implícito en la 
CECA y luego en la CEE era el del funcionalismo. 
Desarrollado antes de la Segunda Guerra Mundial 
por académicos como David Mitrany, los funcionalis- 
tas eran muy reticentes al federalismo por considerar 
que la mera creación de un macro-Estado federal 
no resolvería los problemas de convivencia entre los 
europeos. Los Estados, sostenían los funcionalistas, 
eran el problema, no la solución. “La paz”, afirmaba 
Mitrany (2003 [1943]: 95), “no se garantizará si orga- 
nizamos el mundo en torno a aquello que nos divide”, 
es decir, los Estados. Para asegurar la paz, sostenían 
los funcionalistas, era necesario crear espacios 
alternativos para que los ciudadanos, los intereses 
económicos, los actores políticos, pudieran explorar 


310 Política y ciencia política: Una introducción 


sus complementariedades, encontraran espacios de 
encuentro transnacionales y, en definitiva, pudieran 
organizarse de forma autónoma en espacios institu- 
cionales estables. 


JEAN MONNET (1888-1979) 


Aunque no ocupó cargos políticos de primer orden, sino más 
bien de carácter técnico, Jean Monnet fue uno de los euro- 
peos más influyentes del mundo occidental. Los dirigentes 
de Estados Unidos, Alemania, Francia e Italia seguían aten- 
tamente sus consejos en materia diplomática. Durante la 
Primera Guerra Mundial había organizado las estructuras 
de avituallamiento de las fuerzas aliadas desde la Comisión 
Marítima Interaliada. Finalizada la Guerra, fue Secretario 
General adjunto de la Sociedad de Naciones (1921-1923) 
(predecesora de la Organización de las Naciones Unidas), 
banquero en Estados Unidos, Europa oriental y China. Al 
comenzar la Segunda Guerra Mundial fue designado direc- 
tor del comité franco-británico de coordinación económica. 
Tras la ocupación de Francia por el ejército alemán en 1940 
seestableció en Washington, donde se convirtió en consejero 
del Presidente Roosevelt y artífice del Victory Program, que 
aseguró la superioridad militar de Estados Unidos sobre las 
fuerzas del Eje (Alemania e Italia). Miembro del Gobierno 
de De Gaulle desde 1944, a partir de 1947 se encargó de la 
elaboración del plan de reconstrucción económica conocido 
como “plan Monnet” y presidió, hasta 1953, el comité nacio- 
nal para su desarrollo. Europeísta convencido, lanzó la idea 
de crear una Comunidad del Carbón y del Acero (CECA), que 
presidió entre 1952 y 1955. Ese último año organizó el Comité 
de Acción para los Estados Unidos de Europa, que presidiría 
hasta 1975 (Fontaine 2000: 11). 


En razón de su larga estancia en Estados Unidos, 
Jean Monnet conocía muy de cerca la experiencia 
federal estadounidense y los textos de funcionalistas, 
como David Mitrany, que ponían de relieve una pa- 
radoja importante: todos los teóricos del federalismo 
coincidían en que las políticas puestas en marcha 
por el Presidente Franklin D. Roosevelt en Estados 
Unidos tras la gran depresión económica que siguió 
a la crisis de 1929, el llamado New Deal, habían 
transformado profundísima e irremediablemente el 
sistema federal estadounidense. Lo que “los padres 
fundadores” habían concebido originalmente como 
un sistema federal de tipo “dual” (caracterizado por 
la férrea división de competencias entre la Federación 
y los Estados) se había transformado, gracias a las 
políticas de Roosevelt, en un sistema de federalismo 


“cooperativo” en el que las competencias se compar- 
tían entre ambos niveles de gobierno, a la vez que se 
establecían agencias independientes dedicadas a po- 
ner en práctica determinadas políticas comunes. 

Un ejemplo de esta transformación de las relaciones 
de poder en Estados Unidos (quizá el más paradigmá- 
tico) se encontraba en la Autoridad del Valle de Tennes- 
see (Tennessee Valley Authority, TVA), una institución 
creada en 1933 con el fin de gestionar todos los aspec- 
tos relacionados con la cuenca del río Tennessee (in- 
cluyendo la construcción de presas para la generación 
de electricidad, el control de inundaciones y la gestión 
de regadíos, la navegación, el control de la erosión, la 
reforestación, las mejoras en la eficiencia de los usos 
agrícolas e incluso la lucha contra la malaria). El TVA 
perseguía crear una agencia independiente que gestio- 
nara las interdependencias económicas que afectaban 
a los siete Estados federados por los que discurría el 
río Tennessee. En palabras del propio Roosevelt, el 
objetivo era crear una agencia “que tuviera el poder 
de un gobierno, pero la flexibilidad e iniciativa de una 
empresa privada”. El éxito de la agencia fue completo, 
y muy difundido, proveyendo a los activistas como 
Monnet de un estudio de caso ejemplar acerca de cómo 
una aproximación pragmática a los problemas podía 
tener consecuencias constitucionales más profundas 
en la práctica que las reformas formales de los textos 
constitucionales, que bien podían quedar en nada en 
la práctica (de hecho, la TVA transformó radicalmente 
el federalismo estadounidense sin necesidad de refor- 
mar la Constitución). 

Inspirados en el éxito de la TVA, pero también en 
el de otras organizaciones internacionales (la Unión 
Postal, por ejemplo), los defensores del modelo fun- 
cionalista, liderados por Monnet, diseñaron un plan 
que comenzaba por la integración económica de al- 
gunos sectores de la economía europea. El objetivo 
era que los beneficios de la integración presionaran 
en pro de la integración en otros sectores, y así su- 
cesivamente, creando una lógica inherentemente 
expansiva en cuanto al número de áreas sujetas a la 
capacidad decisoria de la autoridad supranacional, 
pero también en cuanto a los poderes de esta autori- 
dad supranacional, que se irían incrementando pro- 
gresivamente (lo que técnicamente se vino a llamar 
spill-over o “desbordamiento”). “La función”, según 
los funcionalistas, “determinaría la forma”, es decir, 
sería el propio proceso de integración el que generaría 
las instituciones necesarias para dirigir el proceso, 
no la ingeniería constitucional o institucional, que se 
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contemplaba con suma desconfianza. Se trataba, por 
tanto, de poner en marcha una dinámica y un diseño 
de “abajo a arriba”, dominada más por los ciudadanos 
y los mercados, que una dinámica de “arriba a abajo”, 
en manos de las elites políticas. Se desplegaba así un 
plan alternativo o intermedio entre el federalismo y la 
mera cooperación intergubernamental. 

Aunque el método era fundamentalmente económi- 
co, la finalidad del proceso era claramente política. “Las 
solidaridades de hecho”, mencionadas en la Declara- 
ción Schuman, permitirían construir una comunidad 
de carácter político, pero eso sólo tendría lugar cuando 
se hubieran cumplido una serie de fases: primero, la 
integración de la producción y comercialización del 
carbón y el acero; posteriormente, la producción de 
energía y los mercados energéticos, así como el sec- 
tor del transporte; a continuación, la supresión de las 
barreras arancelarias entre los Estados, que permitiría 
la creación de un mercado común hacia dentro y de 
una unión aduanera hacia fuera. Más adelante, se 
establecería la libre circulación de personas, capitales 
y servicios, dando así paso a la unión económica y 
monetaria, lo que finalmente permitiría conseguir la 
unión política, que caería por su propio peso, como 
una fruta madura. 

Se trataba, en palabras del propio Jean Monnet 
(2003, [1962]), de una “revolución silenciosa”, de 
introducir en el elemento central de la rivalidad fran- 
co-alemana, el carbón y el acero, un “fermento del 
cambio” que progresivamente eliminaría las causas 
del enfrentamiento, de tal manera que las rivalidades 
interestatales y los nacionalismos agresivos que habían 
devastado Europa desaparecieran, siendo reempla- 
zados por una comunidad de intereses, principios e 
identidades tan indisolublemente unida que hiciera 
la guerra prácticamente imposible. Todo ello, clara- 
mente, sólo era factible bajo el paraguas temporal 
ofrecido por Estados Unidos y la OTAN, que con una 
numerosísima presencia de tropas en suelo europeo 
(fundamentalmente alemán) garantizaba que el ex- 
perimento europeo para deshacer la rivalidad fran- 
co-alemana pudiera desarrollarse sin tensiones. 


2.4. El peculiar diseño institucional 
de la CECA y la CEE 


Una de las frases más célebres de Monnet reza: “nada 
es posible sin las personas, nada es duradero sin las 
instituciones”. Monnet consideraba que la voluntad 
política no sería suficiente para asegurar el éxito de la 


TABLA 16.5 


El sistema decisorio original de la CEE-6 


Votos 
Alemania 4 
Francia 4 
Italia 4 
Holanda 2 
Bélgica 2 
Luxemburgo 1 
Total 17 
Mayoría cualificada (MC) 12 votos (70,59%) 
Minoría de bloqueo 6 votos 


Fuente: Elaboración propia. Artículo 28 del Tratado de la CECA 


iniciativa: sin unas instituciones adecuadas, el merca- 
do común del carbón y el acero no lograría sobrevivir. 
Por ello, negoció tan cuidadosamente con los Estados 
miembros el diseño institucional de la CECA que los 
principios en los que ésta se asentó siguen vigentes 
aún hoy en día en la Unión Europea. Estos principios 
son fundamentalmente cuatro. 

El primero estriba en la concepción de la Comu- 
nidad como una “comunidad de derecho”, de forma 
análoga a la existencia de un Estado de derecho en el 
ámbito interno. Esto significa que las instituciones de 
la Comunidad se rigen por el principio de legalidad. En 
el ámbito comunitario esto ha significado que existe 
un conjunto de normas (acervo comunitario o acquis 
communautaire), administrado por las instituciones 
comunitarias, bajo el cual se rige la Comunidad, que 
goza de primacía sobre las normas nacionales y al cual 
están igualmente sujetos todos los Estados miembros. 

El segundo atañe a la independencia de las institu- 
ciones comunitarias. Todavía hoy, los Comisarios que 
forman la Comisión Europea, aunque sean elegidos 
en el ámbito nacional a propuesta de los gobiernos, 
representan los intereses de la Unión Europea en su 
conjunto y, desde el mismo momento de su toma de 
posesión, se comprometen a no recibir instruccio- 
nes de los gobiernos nacionales. Del mismo modo, 
los funcionarios que trabajan para las instituciones 
comunitarias deben ser leales a éstas, no a los go- 
biernos nacionales. 

El tercero se refiere al papel central de la Comisión 
Europea como la institución impulsora de los intereses 


312 Política y ciencia política: Una introducción 


del conjunto. Para cumplir este objetivo se le atribuye el 
monopolio de la iniciativa legislativa, un instrumento 
importantísimo porque sitúa a la Comisión en primer 
plano político frente a los Estados miembros. De esta 
manera, la Comisión Europea se convierte en el pilar 
central del sistema, puesto que los Estados, aunque 
influyan sobre la Comisión, no controlan totalmente 
la agenda política de ésta. Se configuró así una institu- 
ción que poco tiene que ver con las típicas secretarías 
generales de las organizaciones internacionales (como 
la ONU), que tienden a ser meros delegados de los Es- 
tados que las componen. 

Por último, el cuarto principio afecta al equilibrio 
entre Estados grandes y pequeños. Aunque en el Con- 
sejo (de ministros) de la Unión Europea y en el PE los 
votos y los escaños, respectivamente, se encuentren 
ponderados en razón de la población, lo verdadera- 
mente novedoso del sistema institucional original 
de la Comunidad es que se introduce el principio de 
votación, de tal manera que un Estado grande puede 
quedar en minoría a la hora de aprobar legislación y, 
en consecuencia, verse obligado a aceptar decisiones 
supuestamente contrarias a sus intereses nacionales. 
Como se pone de manifiesto en la Tabla 16.5, el siste- 
ma de votación diseñado por Monnet para el Consejo 
de Ministros sobrerrepresentaba a los Estados más 
pequeños, ya que les concedía la mitad de votos que a 
los Estados más grandes (nótese, no obstante, que el 
voto concedido a Luxemburgo es puramente simbó- 
lico ya que nunca resulta crucial ni para lograr una 
mayoría cualificada ni para bloquear políticas). 

El sistema no era mayoritario, ni lo pretendía; 
simplemente aspiraba a evitar que, debido a la una- 
nimidad, un solo Estado pudiera bloquear todo el 
proceso de adopción de decisiones. En realidad, 
al situar el umbral de la mayoría cualificada en el 
70% de los votos, obligaba a los Estados a buscar 
el consenso. Con todo, este diseño era abiertamente 
revolucionario en términos diplomáticos, porque 
cualquiera de los grandes Estados (al disponer sólo 
de cuatro votos) fácilmente podía quedar en mino- 
ría, viéndose obligado a convencer al menos a uno 
grande o a otro pequeño (excepto Luxemburgo) para 
que secundara su posición. 

Las implicaciones de este sistema se verían clara- 
mente al expirar el período de transición a partir del 
cual se pudo votar: Francia, bajo el general de Gaulle 
(1959-1969), temerosa de verse obligada a sacrificar 
sus intereses agrícolas y comerciales, adoptó en 1965- 
1966 la política de “silla vacía”, ausentándose de las 


reuniones del Consejo, con el fin de impedir la adop- 
ción de decisiones o deslegitimar las decisiones allí 
tomadas. 


3. LO QUE EUROPA REALMENTE HA SIDO 


3.1. El plan original 


El plan original consistía, por tanto, en ir desarro- 
llando hacia dentro la construcción europea de 
forma incremental, fundamentalmente consensual, 
dominada por los requisitos técnicos y funcionales 
que impusiera cada nueva área de integración, pau- 
tada, en cuanto a los ritmos, por una secuencia clara 
y fácilmente predecible en función de las ganancias 
en eficiencia económica derivadas de la integración 
de los mercados. La política desempeñaría un papel 
decisivo impulsando el proceso, pero poco visible, y 
el modo de legitimación predominante sería el orien- 
tado a los resultados; esto es, la legitimidad de la 
Comunidad se iría construyendo “sustantivamente”, 
como resultado de los beneficios que las sociedades 
percibieran de las actuaciones de las instituciones 
europeas. En efecto, de acuerdo con las predicciones 
de las teorías funcionalistas y neofuncionalistas (que 
aplicaban las primeras al ámbito particular de la 
CEE), los ciudadanos, a medida que percibieran los 
beneficios de la integración, trasladarían progresiva- 
mente sus expectativas y lealtades nacionales hacia 
los nuevos centros de poder y las recién creadas insti- 
tuciones supranacionales (Lindberg 2003 [1963]). 

Hacia fuera, la construcción europea se pensó como 
un proceso limitado en cuanto al número de miembros. 
Aunque, de acuerdo con los tratados fundacionales, 
todo Estado europeo que lo solicitara podría ser 
miembro de la Comunidad, la realidad es que tanto la 
existencia del muro de Berlín al Este, como de regíme- 
nes autoritarios al Sur (Portugal, España y Grecia) y 
de una comunidad de naciones al Norte, liderada por 
Reino Unido y que se contentaba con cooperar en lo 
comercial y económico mediante métodos puramente 
intergubernamentales (fundamentalmente, la Aso- 
ciación Europea de Libre Comercio, EFTA, fundada 
en 1960), planteaba un horizonte temporal con pocos 
miembros. Por tanto, pese a la retórica sobre el deseo 
de alcanzar una unión más estrecha entre los pueblos 
de Europa, el diseño institucional de la CECA y de la 
CEE (como bien se comprobaría posteriormente) no 
contemplaba la posibilidad de una comunidad con un 
gran número de miembros. 
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En principio, por tanto, la Comunidad estaba des- 
tinada a ser una pequeña, tranquila, cerrada y exitosa 
organización de integración regional dedicada a trans- 
formar las relaciones franco-alemanas. Su seguridad 
exterior quedaría en manos de Estados Unidos a través 
de la OTAN, y las relaciones económicas con el entorno 
serían fundamentalmente económicas y comerciales, 
y, en mucha menor medida, políticas. 


3.2. El desarrollo ulterior 


El plan original de Monnet (una integración silencio- 
sa, de abajo a arriba, de lo económico a lo político) se 
cumplió inicialmente al menos en parte, pero no tanto 
debido a los automatismos predichos por los funciona- 
listas (según la conocida máxima “la función crea el 
órgano”), sino gracias al activismo político de algunos 
actores relevantes como el propio Monnet. Tras los 
primeros éxitos de la CECA en el ámbito del carbón 
y el acero, Monnet se planteó repetir el experimento a 
una escala más amplia: el mercado común. En 1955, 
Monnet abandonaba su puesto en la Alta Autoridad 
de la CECA para poner en marcha el proceso de nego- 
ciaciones (la Conferencia de Messina) que daría lugar 
a la creación de la CEE. Como consecuencia, en 1957, 
Francia, Alemania, Italia, Bélgica, los Países Bajos y 
Luxemburgo firmaban el Tratado de Roma, un texto 
que abría el camino para la constitución de un mer- 
cado común bajo la supervisión de una autoridad de 
corte supranacional (la Comisión Europea) similar a 
la Alta Autoridad que había gobernado en la CECA. 

Pero del mismo modo que no tardó en evidenciarse 
que el proceso de integración distaba de ser automático 
(más bien al contrario: el papel del liderazgo se mostró 
crucial desde un primer momento), el camino poste- 
rior de la CEE tuvo poco que ver con lo planeado. 


El éxito económico 


El principal obstáculo para la realización del plan 
original fue, muy tempranamente y por paradójico 
que parezca, su éxito. La creación de un mercado 
común obedecía, como se ha dicho, a un modelo de 
integración cerrado hacia el exterior. En realidad, de 
acuerdo con la lógica multilateral de la posguerra 
mundial, que promovía la liberalización comercial 
y la no-discriminación comercial entre países, el 
esquema de unión aduanera que planteaba la CEE 
(basado en la eliminación de barreras comerciales 
entre los miembros, pero manteniéndolas hacia fue- 


ra) no dejaba de constituir una anomalía. De ahí que 
los fundadores de la CEE apenas tuvieran en cuenta 
los factores externos que podrían afectar al proceso 
de integración, especialmente los económicos. 

Pronto se observó, no obstante, que el desarme 
arancelario entre los Estados miembros daba lugar 
a dos efectos comerciales habitualmente observados 
en los procesos de integración económica: el primero, 
llamado “creación de comercio”, se deriva de la supre- 
sión de las barreras comerciales entre los miembros y 
consiste en el fuerte impulso al crecimiento de la acti- 
vidad comercial; el segundo, “desviación de comercio”, 
tiene lugar porque los productos de los Estados que 
quedan fuera de la unión aduanera, al estar sometidos 
a aranceles comerciales, resultan menos atractivos y 
pierden cuota de mercado. En el contexto europeo, 
estos fenómenos se hicieron visibles muy temprana- 
mente: el éxito económico de la CEE desbordó las pre- 
visiones iniciales, haciendo inviable el experimento 
de la EFTA y, en consecuencia, empujando a Reino 
Unido a solicitar la adhesión a la CEE (primero en 
1961 y luego en 1967). Las solicitudes de Reino Unido 
produjeron un efecto de arrastre en otros miembros 
de la EFTA (Dinamarca, Irlanda y Noruega), que tam- 
bién solicitaron la adhesión en cadena a la CEE. 

Aunque la retórica oficial comunitaria siempre ha- 
bía manifestado que el proceso de integración europea 
permanecía abierto a Reino Unido, la concreción de 
dicha posibilidad no sólo no fue bienvenida, sino re- 
chazada abiertamente por Francia, primero en 1963 
y, nuevamente, en 1967. El doble veto del general de 
Gaulle a la adhesión de Reino Unido puso en evidencia 
que la lógica de la integración era mucho más cerrada 
de lo que el discurso oficial de la CEE había venido 
sugiriendo. Pese al veto del mandatario francés, re- 
sultaba evidente que la CEE no podía permitirse la 
exclusión indefinida de una serie de países europeos 
que, además de constituir democracias consolidadas, 
disfrutaban (con la excepción de Irlanda) de altos 
niveles de bienestar económico, lo que, sin duda, be- 
neficiaría a la CEE. La salida de De Gaulle del poder 
en 1969 abrió el camino que posibilitaría la primera 
ampliación de la Comunidad en 1973 a Reino Unido, 
Dinamarca e Irlanda. 


Las ampliaciones 


Una vez trastocada la lógica inicial, y sentado el 
principio de que la CEE estaba abierta a otros miem- 
bros, ésta ya no pudo rechazar las nuevas demandas 
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de adhesión. Cuando en 1967 los militares tomaron 
el poder en Grecia, la CEE suspendió el acuerdo de 
asociación vigente desde 1963. Una vez las fuerzas de- 
mocráticas volvieron al poder en 1974 y solicitaron la 
plena adhesión a la CEE como medio para consolidar 
irreversiblemente las instituciones democráticas, los 
nueve Estados miembros se encontraron ante un di- 
lema: rechazar la candidatura de Grecia en razón de 
su inmadurez política y económica o admitir a este 
país, con la esperanza de que la adhesión consolida- 
ra definitivamente la democracia. La racionalidad 
económica sugería la primera opción, pero la racio- 
nalidad política aconsejaba la segunda. Esta última 
acabó primando y en 1981 Grecia se convertía en el 
décimo miembro de la CEE. 

El precedente de Grecia animó a Portugal y Es- 
paña a solicitar la adhesión a la CEE en 1977, una 
vez concluidas las dictaduras que durante décadas 
habían regido en estos países. Las dos jóvenes demo- 
cracias lograron su plena adhesión en 1986, tras unas 
arduas negociaciones, en cierta medida fundadas en 
los temores que, de nuevo, despertaban entre los so- 
cios comunitarios las débiles credenciales políticas y 
económicas de ambos países. 

Finalmente, tras la caída del muro de Berlín en no- 
viembre de 1989, una nueva oleada de países de Eu- 
ropa central y oriental (cuyas economías afrontaban 
serios problemas como consecuencia de la transición 
del sistema comunista de planificación centralizada 
al sistema de libre mercado) inició un proceso de 
adhesión a la Unión Europea, que culminó en el año 
2004 con la incorporación de otros diez países (Polo- 
nia, Hungría, la República Checa, Eslovaquia, Litua- 
nia, Letonia, Estonia y Eslovenia, además de las islas 
de Chipre y Malta). Antes, sin embargo, en 1995, la 
Unión admitió a tres nuevos países (Austria, Suecia, 
Finlandia), cuyos estatutos de neutralidad durante la 
Guerra Fría habían hecho imposible su participación 
en el proceso de integración. 


Los jueces 


Aunque desconocido para el gran público, uno de los 
hechos más relevantes de la historia del proceso de 
integración es el papel desempeñado por el Tribunal 
de Justicia Europeo (TJE) radicado en Luxembur- 
go. A pesar de que, de acuerdo con lo establecido en 
los tratados fundacionales, el papel del Tribunal con- 
sistía, simplemente, en garantizar el cumplimiento 
del derecho comunitario, tanto primario (los propios 


tratados) como derivado (las “regulaciones” y “di- 
rectivas”, que son el nombre que reciben las leyes 
europeas), los jueces del Tribunal asumieron desde el 
principio un papel muy activo como promotores de la 
integración europea, optando por considerar la Comu- 
nidad como un orden de naturaleza constitucional (y, 
por tanto, con primacía sobre las normas nacionales 
en los ámbitos de su competencia), no como un mero 
tratado internacional (en el que las obligaciones de las 
partes son, a menudo, más débiles, estando en última 
instancia sujetas a la mera voluntad de cumplimiento 
por parte de los Estados miembros), y a sí mismos más 
como un tribunal constitucional que como el órgano 
jurisdiccional de una organización internacional. 
Partiendo de esta filosofía, el TJE se ha convertido en 
una institución decisiva a la hora de explicar cómo y 
por qué la Unión Europea, que nació como organiza- 
ción internacional que mezclaba algunos elementos 
de carácter supranacional (la Comisión y el Tribunal) 
con otros de carácter intergubernamental (el Conse- 
jo), ha terminado por convertirse en un sistema po- 
lítico altamente complejo (bien es cierto, sui generis) 
con muy acendrados rasgos constitucionales. 

El procedimiento y las técnicas de actuación se- 
guidas por los jueces del TJE reflejan, de nuevo, la 
influencia del modelo federal americano en la cons- 
trucción europea. Desde sus inicios, el TJE adoptó un 
modelo de argumentación jurídica de corte anglosajón 
(el case-law o sistema de precedentes) completamente 
ajeno a la tradición jurídica continental. De esta ma- 
nera, constituidos en Tribunal Supremo de facto, los 
jueces del TJE pudieron utilizar litigios muy concretos 
sobre los que se les pedía opinión para sentar princi- 
pios generales de carácter abiertamente constitucional 
e interpretar los tratados fundacionales en sentidos y 
direcciones claramente integracionistas (Weiler 1991). 

Así, del litigio entre una empresa holandesa y el 
Gobierno holandés por los aranceles de un producto 
importado de Alemania, nació la doctrina del efecto 
directo del derecho comunitario sobre los ordena- 
mientos jurídicos nacionales (Sentencia Van Gend & 
Loos, 1963). El TJE también estableció el principio de 
primacía del derecho comunitario mediante una 
sentencia que daba la razón a un ciudadano italia- 
no en su demanda contra la compañía nacional de 
electricidad de Italia (Sentencia Costa versus Enel, 
1964). Pertrechado con esos principios y con un me- 
canismo de consulta previa por el que los jueces na- 
cionales podían elevar consultas al TJE sobre cómo 
interpretar correctamente el derecho comunitario (el 
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antiguo artículo 177 CEE), el Tribunal se convirtió 
en un decidido impulsor del proceso de integración 
y, especialmente, de la libre circulación de mercan- 
cías, trabajadores, capitales y servicios, así como de 
la política de competencia necesaria para garantizar 
un mercado único y, también, en valedor de los dere- 
chos de los ciudadanos europeos. Ninguno de estos 
principios (“primacía” o “efecto directo”) estaba en 
los tratados fundacionales, como tampoco estaba la 
consideración “constitucional” de los tratados o del 
derecho comunitario, afirmada por el TJE en nume- 
rosas Ocasiones. 

El activismo político del TJE fue posible porque 
el sistema institucional imperante en la CEE en los 
años 60 y 70 le convirtió en árbitro de las diferencias 
entre la Comisión Europea y el Consejo de Ministros. 
Por esa razón, aunque numerosos juristas de presti- 
gio y un buen número de Tribunales Constitucionales 
nacionales alertaran muy tempranamente acerca de 
la autonomía jurídica y el activismo político del TJE, 
lo cierto es que éste pudo proseguir su tarea consti- 
tuyente sin limitaciones hasta finales de los años 80 
y principios de los 90, momento en el que el consenso 
latente acerca del proceso de integración se vino aba- 
jo, lo que obligó al Tribunal a moderar su activismo 
político y ceder protagonismo al PE, que entre el Acta 
Única (1986) y el Tratado de Maastricht (1992) pasó 
de ser un órgano meramente consultivo a un órgano 
codecisor con notables poderes. 


La globalización y las fuerzas económicas 
internacionales 


El plan original de una integración por etapas no se 
desarrolló de acuerdo con lo previsto. En el plan de 
Monnet, la integración de los mercados del carbón y 
el acero debería haber proseguido hacia el sector de 
los transportes y la energía. Sin embargo, bien por- 
que las presiones integradoras sobre estos sectores 
fueron escasas o porque los Estados pudieron resis- 
tirse eficazmente a ellas, lo cierto es que, tras medio 
siglo de integración, los sectores que dependían de la 
regulación estatal nacional (como los transportes) o 
se gestionaban desde el sector público en régimen de 
monopolios (la energía) son los que históricamente 
menos se han integrado. 

Por otra parte, el protagonismo de la agricultura 
en el ámbito de la integración, que mediante la PAC 
llegó a consumir una gran parte del presupuesto 
comunitario, no se debía tanto a una presión sec- 


torial de carácter funcional, como sugería la teoría 
funcionalista, sino pura y llanamente a un mero 
pacto político entre Francia y Alemania, por el cual la 
segunda aceptaba proteger a los agricultores franceses 
de la competencia mundial a cambio de la aceptación 
por parte de la primera de, por un lado, la eliminación 
de los aranceles a la industria alemana (más potente 
y competitiva que la suya) y, por otro, la progresiva 
bajada de los aranceles comunitarios frente al resto 
del mundo (que beneficiaba a Alemania en razón de 
su carácter exportador). Retrospectivamente, desde 
una perspectiva funcionalista, es posible afirmar que 
pocas cosas ha habido en la historia de la CEE más 
disfuncionales para la propia Comunidad que la PAC 
(fuente de gastos presupuestarios sin límite, conflictos 
políticos entre los Estados, entre la Comunidad y los 
países en vías de desarrollo y, finalmente, entre consu- 
midores y agricultores). 

En consecuencia, el éxito de los primeros años de 
integración se debió fundamentalmente a la supre- 
sión de las barreras comerciales entre los Estados 
miembros, no tanto a las presiones integradoras 
que en teoría deberían haberse desatado en razón 
de una lógica funcional. En la práctica, los sectores 
expuestos a dinámicas de competencia internacional 
se han integrado, liberalizado y modernizado más 
rápidamente que los demás. Así, el espectacular auge 
tanto del comercio internacional como del intraco- 
munitario durante los años 70 ofreció la base sobre la 
cual se sostuvo el proceso de integración, aun cuan- 
do desde el punto de vista político éste entrara muy 
pronto en crisis al resistirse los gobiernos nacionales 
(fundamentalmente el francés) a perder autonomía y 
capacidad de decisión. 

Sin embargo, el mismo entorno internacional que 
hasta 1973 permitió que el experimento comunitario 
fuera exitoso, se convertió, a partir de entonces, en 
un elemento que empujó el proceso de integración en 
direcciones inesperadas. En los años 80, por ejemplo, 
la pérdida de competitividad de la economía europea 
frente a Estados Unidos y Japón impulsó la consoli- 
dación del proyecto de mercado único mediante la 
extensión de la libertad de circulación a las personas, 
los capitales y los servicios (Acta Única Europea). 
Posteriormente, en los años 90, el enorme incremen- 
to de la interdependencia económica y el desafío 
económico y comercial planteado por las economías 
asiáticas, pero también, de nuevo, por la pérdida de 
competitividad europea frente a Estados Unidos, ha 
llevado a la Unión Europea a adoptar un programa 
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de reformas (la Agenda de Lisboa, aprobada en el año 
2000) que, una vez más, intenta hacer compatibles 
las presiones de liberalización de los mercados, fle- 
xibilización del empleo y contención del gasto social, 
con el mantenimiento de un modo de vida basado 
en valores de cohesión y solidaridad (el denominado 
modelo social europeo). 


Los ciudadanos 


Contra la propia voluntad de muchos Estados, la di- 
námica de interdependencia económica mundial ha 
forzado a los Estados miembros a abandonar un mo- 
delo de desarrollo estatista y cerrado al exterior, sus- 
tituyéndolo por un modelo liberalizador y abierto. El 
fracasado experimento nacionalizador del Presidente 
francés François Mitterrand (1981-1995) a comienzos 
de los años 80 del pasado siglo no sólo ejemplificó el 
cambio de paradigma económico (de keynesiano a 
neoliberal), sino que puso en entredicho la posibilidad 
de conseguir fines sociales comunes en el nivel euro- 
peo, lo que, a largo plazo, tuvo un efecto demoledor 
sobre el apoyo ciudadano al proceso de integración, 
especialmente desde el ámbito de la izquierda, que 
terminaría identificando el proceso de integración 
con la agenda económica neoliberal (sobre esta última 


véase el Capítulo 14). Así, desde mediados de los 80, 
el proceso de integración avanzaría por una senda 
desigual e institucionalmente sesgada: las políticas 
liberalizadoras prosperaban rápidamente por la vía 
de la mayoría cualificada, mientras que las políticas 
de corte social, medioambiental o redistributivo se 
enfrentaban a importantes obstáculos en su evolución 
por el requisito de unanimidad y la falta de consenso 
(Scharpf 2000). 

La desorientación de muchos europeos ante este 
rumbo del proceso de integración se manifestó a lo 
largo de 1992, cuando los daneses rechazaron en 
referéndum (y los franceses aprobaron con una es- 
casa mayoría) el Tratado de Maastricht, que, como 
respuesta a las incertidumbres generadas por el fin 
de la Guerra Fría, ofrecía impulsar la unificación 
europea hasta su última fase: la unión económica 
y monetaria. Posteriormente, tanto en los Tratados 
de Ámsterdam (1997), Niza (2001) y, finalmente, en el 
Tratado por el que se establece una Constitución para 
Europa (2004), los líderes europeos intentarían pre- 
parar las instituciones para la ampliación, completar 
la unión política, dotarse de una política exterior y 
de seguridad común y establecer nuevos vínculos 
con los ciudadanos. Sin embargo, la desafección de 
la ciudadanía con la integración europea, visible en 
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la caída sostenida de las tasas de participación en 
las elecciones al PE, como muestra el Gráfico 16.1, 
desembocó finalmente en el doble “No” a la Constitu- 
ción Europea en Francia y los Países Bajos en mayo y 
junio de 2005, respectivamente. 

De hecho, los fundadores de la Comunidad recha- 
zaron atribuir a los gobiernos nacionales el control 
absoluto sobre el proceso de integración, anticipan- 
do que podrían utilizar dicho control para frenar el 
proceso (como hizo De Gaulle al vetar el ingreso de 
Reino Unido en la CEE o al resistirse al paso a la vo- 
tación por mayoría cualificada en el sistema de toma 
de decisiones). Por ello, el plan original confiaba en 
que los ciudadanos se movilizaran a favor del proce- 
so de integración, presionando a sus líderes políticos 
nacionales para que avanzaran más rápidamente por 
la senda de la integración. Así, en la lógica original, 
una cierta pérdida de control sobre el proceso por 
parte de los gobiernos resultaba crucial para forzar 
los acuerdos e impulsar el proceso. Sin embargo, que 
la sensación de pérdida de control se extendiera a los 
ciudadanos y que muchos de ellos percibieran en las 
políticas europeas una amenaza tanto a sus intereses 
económicos como a sus identidades nacionales era 
algo que, en absoluto, estaba previsto. 

Las dificultades que hoy en día tienen los líderes 
europeos para saber qué esperan exactamente los ciu- 
dadanos de la Unión Europea y cómo dar respuesta a 
sus necesidades prueban, una vez más, que la lógica 
original del proceso de integración no ha funcionado 
en los términos en los que estaba planteada. En el 
mismo sentido, el contexto internacional de la pos- 
guerra fría obliga a los Estados miembros a ofrecer 
una respuesta coordinada a fenómenos como las pre- 
siones migratorias, los problemas medioambientales, 
el terrorismo, las crisis humanitarias o los Estados 
llamados “fallidos” en razón de su incapacidad de 
proporcionar unos niveles mínimos de seguridad y/o 
prosperidad a sus ciudadanos; tales cuestiones que, 
en modo alguno, se encontraban previstas en el plan 
original empujan a la Unión hacia vías y experiencias 
desconocidas y para las cuales carece de un plan. 

Todo ello supone un elevado nivel de incertidum- 
bre, tanto para políticos como para ciudadanos, así 
como para los propios teóricos de la integración y/o 
analistas de la política europea. Por ello, en la sección 
siguiente se ofrecen algunas claves para entender lo 
que la Unión Europea es y no es y, de cara al futuro, 
lo que puede o no puede llegar a ser. 


4. ENTENDER LA UNIÓN EUROPEA 


4.1. Las proporciones visibles del iceberg 


Cada tres meses, los jefes de Estado y de Gobierno de 
los Estados miembros de la Unión Europea se reúnen 
en el Consejo Europeo para debatir los asuntos rela- 
cionados con la integración europea y tomar algunas 
decisiones de alcance. Del acontecimiento suele que- 
dar una gran foto de familia que ocupa los medios 
de comunicación durante el día en cuestión y poco 
más. Posteriormente, salvo excepciones que reflejen 
algún tipo de crisis puntual, la Unión Europea suele 
desaparecer de los medios de comunicación durante 
otros tres meses. Por ello, entre muchos ciudadanos 
y ciudadanas, la percepción más extendida es que es 
una institución lejana que apenas tiene influencia 
sobre sus vidas diarias. 

Sin embargo, nada podría ser menos cierto. Como 
los grandes icebergs, que sólo muestran una décima 
parte de su volumen en la superficie, o como los sub- 
marinos de propulsión nuclear, que pueden perma- 
necer meses enteros sumergidos, la Unión Europea 
oculta mucho más de lo que enseña. En realidad, 
resulta difícil hoy en día encontrar un ámbito de 
nuestras vidas que no esté regulado o influido, di- 
recta o indirectamente, por ella. Cuando entramos 
en un ascensor, abrimos el grifo para beber agua, 
solicitamos un crédito hipotecario o nos ponemos al 
volante de un vehículo, existe una normativa europea 
que establece los parámetros mínimos de seguridad, 
garantiza la calidad de las aguas, fija los tipos de 
interés de nuestros préstamos o regula las emisio- 
nes de monóxido de carbono que emiten nuestros 
automóviles. Un sencillo ejemplo pondrá de relieve 
la complejidad de la política europea y la dificultad 
de separar el ámbito europeo del nacional. 


¿QUÉ HACER CON LOS RESIDUOS 


ANIMALES? (UN EJEMPLO REAL) 


A diario, el avión de las 6:45 a Bruselas despega de Madrid 
cargado de funcionarios que van a dicha ciudad a negociar 
determinadas piezas de legislación; expertos académicos o 
técnicos que asesoran a la Comisión Europea, eurodiputa- 
dos que representan a los ciudadanos y ciudadanas ante el 
PE; sindicalistas, empresarios y representantes de grupos 
de interés que acuden a defender los intereses de sus sec- 
tores económicos y, más recientemente, representantes de 
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las comunidades autónomas, que también participan en el 
proceso decisorio comunitario. 

Una mañana determinada, cuatro funcionarios españo- 
les charlan en el avión sobre el objeto de su viaje: se trata de 
negociar la directiva sobre eliminación de residuos animales 
en los mataderos de los Estados miembros. Un funcionario 
representa al Ministerio de Sanidad, competente sobre la 
cuestión veterinaria; otra representa al Ministerio de Medio 
Ambiente, porque tanto la incineración de los restos como su 
enterramiento tienen consecuencias medioambientales; la 
tercera funcionaria representa al Ministerio de Agricultura, ya 
que la decisión que se tome afectará al mercado de la ganade- 
ría; el último representa al Ministerio de Industria, en tanto 
competente sobre la industria cárnica. 

En una Unión de 25 Estados miembros es fácil ver que 
la negociación de dicha directiva supone la coordinación 
de cien departamentos ministeriales, la participación de 
cuatro Consejos de Ministros sectoriales en el ámbito de la 
Unión (con 25 ministros cada uno), la coordinación de los 
servicios de cuatro Comisarías en el ámbito de la Comisión 
Europea y el paso por al menos cuatro Comités distintos del 
PE (con un número de diputados en torno a la cincuentena). 
Previsiblemente, además, los países nórdicos serán partida- 
rios de fijar unas normas de incineración que limiten las 
emisiones contaminantes al mínimo, mientras los países del 
Sur se mostrarán preocupados por su capacidad de cumplir 
dicha normativa sin perder competitividad. La maquinaria 
comunitaria deberá, por tanto, conciliar los intereses de los 
ganaderos con los principios medioambientales, así como 
salvaguardar los empleos en las industrias cárnicas. Como 
se puede imaginar, el proceso decisorio puede alcanzar 
una notable complejidad: de acuerdo con el procedimiento 
estándar de “co-decisión”, la propuesta inicial de la Comi- 
sión Europea será examinada primero por el Consejo de la 
Unión, que podrá introducir enmiendas, y luego por el PE, 
que en primera lectura podrá también introducir o rechazar 
las enmiendas del Consejo para, a continuación, devolver 
la propuesta a la Comisión, que deberá decidir qué enmien- 
das incorpora antes de someter el texto final al Consejo y 
al PE para su aprobación. Anteriormente, sin embargo, la 
Comisión habrá escuchado a los sectores afectados (que 
habitualmente incluirán organizaciones agrícolas y gana- 
deras, grupos medioambientales, etc.), a diversos expertos 
nacionales, a los representantes de las administraciones 
nacionales, etc. 


El impacto de las decisiones que se adoptan en el 
nivel comunitario sobre los ciudadanos de la Unión 
Europea se entiende mejor si se tiene en cuenta que 
los Estados miembros participan en el proceso de in- 
tegración europea en unas condiciones que suponen: 
primero, la aceptación de la “primacía del derecho 
europeo” sobre el nacional, es decir, que, en caso de 
conflicto entre las normas nacionales y las europeas, 
sean estas últimas las que prevalezcan; segundo, la 


conformidad con el principio de “efecto directo de la 
legislación europea”, de tal manera que la no trans- 
posición de las normas europeas al ámbito nacional 
no suponga impedimento alguno para su aplicación; 
tercero, el sometimiento de los Estados miembros a 
los dictámenes y las sentencias del TJE, así como la 
aceptación de las sanciones políticas y económicas 
que la Comisión, el PE o los otros socios de la Unión 
pudieran llegar a imponer a cualquier país en caso 
de que estimaran que éste u otros incumplieran sus 
obligaciones contractuales (lo que incluye cuantiosas 
multas económicas, pero también la retirada del de- 
recho a voto en el Consejo de la Unión). 

El impacto de la pertenencia a la Unión Europea es 
también visible en el modo en el que los ciudadanos 
europeos disfrutan de una serie de derechos que les 
son propios sólo en tanto que son europeos (el dere- 
cho a establecerse libremente en cualquier país de la 
Unión, a recibir protección diplomática y consular 
por parte de cualquier Estado miembro en cualquier 
parte del mundo, así como el derecho a elegir y ser 
elegidos en las elecciones municipales del país donde 
se resida). En el mismo sentido, aunque en ocasiones 
se habla de un déficit democrático en el ámbito de 
la Unión, lo cierto es que la pertenencia a ésta otorga 
a los europeos una garantía extendida en cuanto a de- 
rechos y libertades fundamentales que, lejos de consi- 
derarse una materia estrictamente nacional, se hallan 
sometidos a supervisión por parte de las instituciones 
de la Unión Europea, pudiendo un Estado llegar a ser 
sancionado si adoptara medidas contrarias a la de- 
mocracia o a los derechos humanos. Todo ello refleja 
la aceptación libre y voluntaria de unos límites a la 
soberanía nacional, sin precedentes en la historia, 
que merecen, como mínimo, una explicación. 


4.2. Tres perspectivas distintas sobre 
la Unión Europea 


Tal y como se explicaba en el Capítulo 4 al presentar 
los principales enfoques de investigación dominan- 
tes en la ciencia política, un enfoque expresa una 
preferencia determinada acerca de qué observar 
a la hora de aproximarse a la realidad. Ocurre así 
que, en el análisis de un mismo fenómeno u objeto 
de estudio, cada enfoque puede centrar la atención 
en un factor explicativo distinto. Esta “mirada se- 
lectiva” puede conducir a que el mismo fenómeno se 
entienda y defina de modo bien diferente en función 
del enfoque aplicado. 
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Hace ya algún tiempo, ante la diversidad de etique- 
tas empleadas para describir el fenómeno comunitario, 
Donald Puchala (1972) acudió a la célebre fábula india 
de los tres hombres ciegos y un elefante para intentar 
explicar por qué no nos ponemos de acuerdo a la hora 
de decidir qué es la Unión Europea y qué no es. 


HISTORIA DE LOS TRES CIEGOS 


Y EL ELEFANTE 


“Dícese de tres hombres ciegos de nacimiento, que discutían 
sobre los elefantes. Llegando a la conclusión de que poco sa- 
bían sobre el tema, resolvieron acercarse a un elefante para 
investigar, y luego reunirse a compartir sus observaciones, 
por lo que pidieron a otras personas que los acercaran a 
algún elefante. El primero de los ciegos quedó al lado de la 
pata de un elefante; el segundo, cerca de la trompa; y el ter- 
cero, en la parte de atrás. Y los tres se dedicaron a estudiar 
su elefante con los sentidos de los que disponían. Una vez 
que los tres llegaron a su propia conclusión, se volvieron a 
reunir para compartir sus experiencias: 

—El elefante es como una gran columna rugosa, maciza, 
inamovible, que nace del suelo y se eleva —dijo el primero 
de los ciegos. 

—¡De ninguna manera! —le interrumpió el segundo— 
De cierto y por mis observaciones puedo decir que el elefante 
es un tubo flexible que en uno de sus extremos es húmedo. 
—¡No discutan! Sin lugar a dudas es el elefante una masa 
gigantesca y rugosa, sostenida sobre dos columnas que se 
mueven, y que en la parte superior tiene una soga que se 
mueve como un látigo”. 


El éxito de la metáfora de Puchala reside en que 
ilustra muy bien la existencia de visiones muy distintas 
sobre lo que es la Unión Europea y, paralelamente, la 
existencia de enfoques de investigación muy distintos 
en torno a su propia naturaleza. Examinemos, 
brevemente, las posibilidades que nos otorgan tres 
enfoques alternativos: el primero, desde las relaciones 
internacionales; el segundo, desde la ciencia política 
comparada; el tercero, desde un plano de análisis 
específico que considera a la Unión Europea como 
un caso único. 


La Unión Europea como organización internacional 


Para unos, la Unión Europea es una organización in- 
ternacional creada por unos Estados soberanos con el 
fin de gestionar más eficazmente las interdependen- 


cias económicas y de seguridad. Por esta razón, los 
Estados miembros habrían decidido poner en común 
su soberanía sobre determinadas materias, pero no, 
como hacen los Estados federales al crear una fede- 
ración, transferirla a un ente superior. De acuerdo 
con esta perspectiva, los Estados miembros ponen 
en común solamente aquellas políticas en las cuales 
esperan obtener más beneficios colectivamente que 
individualmente, mientras que mantienen en el nivel 
nacional aquellas políticas en las que consideran que 
la autonomía nacional sigue siendo beneficiosa. 

Conforme a esta interpretación, tanto la propia 
existencia de las principales instituciones europeas de 
carácter supranacional (la Comisión, el PE y el TJE) 
como sus amplios poderes se deben más a la necesidad 
de disponer de instituciones que reduzcan los costes 
de transacción entre los Estados miembros, faciliten 
la consecución de acuerdos y garanticen su cumpli- 
miento, que a un intento deliberado de constituir un 
gobierno o sistema político en el nivel europeo. No nos 
encontraríamos, por tanto, ante un proceso con una 
finalidad política de carácter federal ni deberíamos 
suponer características estatales a la Unión Europea. 
Frente a los que pregonan la incompatibilidad de los 
Estados-nación con la globalización y, por tanto, su 
próxima desaparición, autores como Alan Milward 
(2000) y Andrew Moravscik (1998) sostienen que la 
Unión Europea es precisamente la mejor prueba de la 
salud del Estado-nación y de su capacidad de adapta- 
ción a los desafíos que plantea la globalización. 

Esta perspectiva tiene dos implicaciones importan- 
tes para la investigación. Por un lado, la aceptación 
de este modelo “intergubernamental” en el que los 
gobiernos nacionales, como legítimos representantes 
de los Estados miembros, aparecen como los prin- 
cipales protagonistas del proceso político, implica 
que el centro de atención de la investigación sobre 
la Unión Europea se sitúa en los gobiernos. En este 
marco, tiene sentido conceptualizar el proceso de 
toma de decisiones como un “juego de doble nivel” 
(Putnam 1989): en el nivel internacional, los gobier- 
nos de los Estados miembros negocian entre sí el ca- 
rácter, contenido y alcance de las políticas que desean 
poner en común; en el nivel nacional o interno, los 
gobiernos negocian el apoyo de los actores políticos, 
económicos y sociales más relevantes a su política 
europea y la ratificación de los acuerdos alcanzados. 
Por otro lado, la interpretación de la Unión Europea 
como organización internacional implica, desde el 
punto de vista temporal, prestar mayor atención a 
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las grandes negociaciones entre Estados, es decir, a 
aquellas que se refieren a la reforma de los tratados 
básicos, porque en ellas fijan los gobiernos nacionales 
el marco y alcance de las principales políticas públi- 
cas europeas. Sin embargo, desde esta perspectiva, 
tanto el estudio del proceso posterior de formación 
e implementación de políticas concretas, es decir, el 
día a día de las políticas públicas, como el papel con- 
creto de la Comisión o el PE en el proceso de toma de 
decisiones, quedan relegados a un segundo plano. 


La Unión Europea como sistema político 


En cambio, para otros autores como Simon Hix (1999), 
la Unión Europea podría ser conceptualizada desde 
las relaciones internacionales en su origen, pero no en 
su desarrollo posterior. Por un lado, esta afirmación 
se sustenta en el hecho de que son muy escasas las 
organizaciones internacionales que se rigen por los 
principios paralelos de “primacía” y “efecto directo” 
arriba expuestos. Por añadidura, en las organizaciones 
internacionales suele prevalecer la unanimidad como 
regla de decisión, en lugar de la mayoría cualificada, 
como es cada vez más la norma en la Unión Europea. 
Además, la existencia de un parlamento elegido demo- 
cráticamente y con notables poderes propios, como 
los que ostenta el PE (incluyendo el derecho a aprobar 
la reforma de tratados, los presupuestos de la Unión 
Europea, cesar a la Comisión o votar la legislación), 
apunta más a la existencia de una “Unión de Estados y 
ciudadanos” que a una organización internacional. La 
dinámica constituyente iniciada en el año 2002 con la 
convocatoria de una convención constitucional (que 
reunía a diputados nacionales, europeos y a repre- 
sentantes de los gobiernos nacionales, así como de la 
Comisión Europea) para preparar una Constitución 
para Europa, dejaría claro que el proceso de inte- 
gración europeo, aunque iniciara su andadura como 
organización internacional, hace tiempo que habría 
superado con creces la lógica intergubernamental 
típica de las organizaciones internacionales. 

En la actualidad, según Hix (1999) y otros autores 
que se inscriben en esta corriente, aunque la Unión 
Europea no sea un Estado en el sentido clásico (ya que 
carece de fuerzas armadas y no recauda sus propios 
impuestos, entre otras carencias) no deja de resultar 
evidente que es un sistema político claramente defini- 
do, con unos poderes (ejecutivo, legislativo y judicial) 
nítidamente articulados en una serie de normas de 
carácter “constitucional” (si no en el sentido formal, 


al menos sí en el sentido práctico) y con un sistema de 
organización territorial de carácter federal o “multi- 
nivel” (europeo, nacional y sub-nacional o regional) 
plenamente analizable con categorías clásicas de 
política comparada. 

Así, desde el punto de vista “horizontal” (la rela- 
ción entre poderes), la Unión Europea se asemejaría 
a un sistema parlamentario, pero con un ejecutivo 
de carácter colegial (la Comisión) parecido al suizo. 
Mientras, desde el punto de vista “vertical” (la rela- 
ción entre diversos niveles de gobierno), se asemejaría 
bastante al “federalismo cooperativo” típico de Ale- 
mania, en el que las competencias se comparten entre 
los diversos niveles de gobierno, los cuales, además, 
participan en el proceso de elaboración de políticas 
con prerrogativas de carácter legislativo (el Bundesrat 
alemán o el Consejo de la Unión). 

Frente a aquellos que sostienen que difícilmente se 
puede caracterizar como sistema político aquél en el 
que no hay un pueblo o demos, los partidarios de este 
enfoque formulan dos argumentos: primero, existen 
múltiples ejemplos de sociedades muy heterogéneas 
que comparten un sistema político perfectamente 
articulado y democrático, a pesar de la existencia de 
profundas diferencias étnicas, religiosas o lingúísticas 
(Bélgica, los Países Bajos o Suiza); y, segundo, la ciencia 
política dispone de categorías analíticas para explicar 
la existencia, el funcionamiento y la persistencia de 
este tipo de sistemas políticos, en concreto el modelo 
de democracia “consociativa” definido por Lijphart ya 
en los años 60 (véase el Capítulo 10). En consecuencia, 
desde la perspectiva que concibe a la Unión Europea 
como un sistema político, el análisis de ésta debería 
efectuarse mediante las herramientas típicas que ofre- 
ce el análisis comparado de los sistemas políticos. 


La Unión Europea como nueva forma de dominación 


Finalmente, para un tercer grupo de observadores, 
la Unión Europea no puede ser conceptualizada ni 
como una organización internacional avanzada ni 
como un sistema político, sino que, en palabras de 
Philippe Schmitter (1992), constituye una nueva 
forma de dominación, inédita en la historia. Desde 
esta perspectiva se señalan las marcadas diferencias 
entre el proceso de integración europeo y los proce- 
sos clásicos por los que se constituyeron los Estados- 
nación que conocemos hoy en día. 

En primer lugar, la Unión Europea difícilmente 
puede ser caracterizada como un Estado, ni el proceso 
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de construcción europea como el proceso de emergen- 
cia de un super-Estado. A primera vista, desde luego, 
la Unión Europea no reúne características estatales: 
carece de fuerzas armadas o policiales propias; tam- 
poco dispone de unos recursos financieros propios, 
sino que se nutre de contribuciones de los Estados que, 
además, son escasísimas (menos del 1% del PIB de los 
Estados miembros). Además, los patrones de inserción 
en la Unión son sumamente laxos (unos Estados han 
adoptado el euro, pero otros no; unos participan en la 
política exterior común, pero otros no; unos han elimi- 
nado los controles fronterizos, mientras que otros los 
mantienen, etc.). 

En último extremo, como han puesto de manifiesto 
los tribunales constitucionales nacionales, la existen- 
cia de la Unión Europea descansa sobre la voluntad 
soberana de los Estados que la constituyen, y en 
modo alguno puede contravenir sus normas consti- 
tucionales básicas, por lo que difícilmente puede ser 
considerada como un Estado. En términos similares, 
el carácter pacífico y consensual del proceso de inte- 
gración no sólo supone una notable desviación con 
respecto al patrón histórico que conocemos (ya que, 
en un estadio temprano, todos los Estados actuales 
recurrieron a la fuerza para imponer la homogenei- 
dad y unidad de los territorios y las comunidades que 
en ellos habitaban), sino que también abre las puertas 
para una “geometría variable” en cuanto a la partici- 
pación de los Estados en los diferentes sectores de po- 
líticas (el euro, el control de fronteras, la defensa, etc.) 
que dificulta la definición y el análisis de la Unión 
Europea desde el federalismo comparado. 


4.3. El futuro de la Unión Europea 


Lo que la Unión Europea llegue a ser en el futuro 
depende de cómo se configure en tres dimensiones 
clave: la estatalidad, la identidad y la democracia. 


¿Será un Estado? 


El consenso y la negociación pacífica que han carac- 
terizado el proceso de integración hacen difícil pensar 
en la creación de un super-Estado como resultado 
final de tal proceso. La Unión Europea es una unión 
de Estados y de ciudadanos, lo que se refleja en su di- 
visa “Unida en la Diversidad”, pero carece de vocación 
estatal, al menos por el momento. Históricamente, 
además, es fácil constatar que muy pocos Estados se 
han formado agregando Estados existentes, y ninguno 


lo ha hecho pacíficamente. Estados Unidos se formó 
partiendo de una confederación de Estados, pero la 
transformación fue violenta, ya que la división profun- 
da entre los que querían mantener la confederación 
y los que querían superarla sólo se resolvió mediante 
una guerra civil (1861-1865). 

Por ello, autores como Robert Cooper (2000) sostie- 
nen que la Unión Europea es un Estado “posmoder- 
no”, una entidad que se ha despojado de los atributos 
clásicos de los Estados (la soberanía y la autonomía) 
y que ha renunciado al uso de la fuerza como me- 
dio para la solución de sus disputas aceptando, en 
su lugar, la autoridad de una serie de instituciones 
de carácter supranacional. Para otros autores, entre 
ellos Giandomenico Majone (1996), más que a un 
Estado, la Unión Europea se parece a una agencia 
independiente, un poder regulador, equivalente a un 
Banco Central o a una Comisión del Mercado de Va- 
lores, que ejerce unas competencias delegadas por los 
Estados con vistas a la persecución de determinados 
fines. Desde esta perspectiva, la Unión constituiría un 
nuevo tipo de Estado, el “Estado regulador”, que basa 
su fortaleza en una capacidad normativa superior 
que le ha sido delegada, no en el volumen de su gasto 
público ni en sus instrumentos de coerción. Según 
Beate Kohler-Koch y Rainer Eising (1999), al pensar 
en la Unión Europea, la idea de Estado debería dejar 
paso a la de una confluencia de redes de elaboración 
de políticas, diferenciadas, pero a la vez superpues- 
tas, en las que actúan múltiples actores, estatales y 
no-estatales, políticos y económicos, en configura- 
ciones horizontales y verticales. En cualquier caso, la 
dificultad de caracterizar la Unión Europea como un 
proceso de construcción estatal se antoja evidente. 


¿Es la Unión Europea una nación o un proceso de 
construcción nacional? 


Como se ha puesto de manifiesto con bastante detalle 
en el Capítulo 7, el proceso de construcción europea 
no puede ser fácilmente considerado desde el punto 
de vista de la construcción nacional. La identidad 
europea no sólo es débil en cuanto a su extensión, 
sino que en modo alguno constituye una identidad 
primordial que pueda amenazar o sustituir las iden- 
tidades nacionales. Además, como sabemos, las na- 
ciones son en gran medida producto de los Estados. 
Por ello, en ausencia de un Estado, es difícil pensar 
que Europa pueda alumbrar una identidad nacional. 
En el ámbito europeo, las instituciones europeas son 
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débiles, y sus políticas de identidad prácticamente 
inexistentes. Como resultado, tras medio siglo de 
integración europea, sólo la mitad de los europeos 
se siente identificado con Europa, mientras que la 
otra mitad considera que la Unión es simplemente un 
arreglo funcional, un instrumento que poco o nada 
tiene ver con sus identidades, y al que, desde luego, no 
conceden más legitimidad que aquélla que se derive 
de los resultados que ésta sea capaz de producir. 

En consecuencia, la inexistencia de un demos que 
sustente unas instituciones políticas y una identidad 
propia hace difícil imaginar de qué manera Europa 
podría llegar a constituir un Estado-nación de corte 
clásico. Si la Unión Europea llega a dotarse de una 
identidad, ésta será claramente de tipo posnacional; 
como ha argumentado Anthony Smith (1992), no esta- 
rá basada en los sentimientos de pertenencia primor- 
diales que tradicionalmente han constituido la base de 
las identidades nacionales, sino en otro tipo de identi- 
ficación. Así, la combinación en la Unión Europea de 
estas dos características (carácter consensual del pro- 
ceso de integración y dominio de la diversidad sobre 
la uniformidad) ha generado un modelo organizativo 
sumamente infrecuente en la historia: una Unión de 
Estados con instituciones supranacionales comunes 
que aplica niveles de autoridad que varían entre áreas 
(desde la “cooperación” en política exterior a la “inte- 
gración” de la política de competencia); que no afecta 
igualmente a todos los miembros (como prueba la 
proliferación de cláusulas de inclusión y exclusión en 
determinadas políticas); sumamente flexible y diná- 
mica en cuanto al número de miembros (partiendo de 
seis Estados fundadores, la Unión Europea se acerca 
hoy al umbral de 30 miembros); y que continuamente 
se somete a reformas institucionales. Estaríamos, por 
tanto, ante un proceso de carácter dinámico, hetero- 
géneo y abierto que de ningún modo se asemeja al 
proceso de constitución de un Estado-nación. 


¿Es una democracia o puede ser democratizada? 


Finalmente, hay quien sostiene, que si la Unión Euro- 
pea no es un Estado ni puede serlo, ya que carece de 
una identidad que le dé sostén, tampoco puede ser con- 
ceptualizada como una democracia, o al menos como 
una democracia en el sentido clásico. El tan traído y 
llevado déficit democrático de la Unión Europea viene 
a reflejar la idea de que ésta no es una democracia, o 
no funciona de forma democrática. Esto es cierto, ya 
que la Unión Europea sólo cuenta de forma limitada 


con las dos características propias de las democracias: 
representación y participación. Estamos ante un go- 
bierno no electo (la Comisión Europea), una suerte de 
Senado (el Consejo) que se reúne prácticamente en se- 
creto y que ostenta funciones ejecutivas, y una cámara 
de diputados (el PE) cuyas capacidades legislativas y 
de control están notablemente mermadas, por más 
que sus poderes hayan aumentado gradualmente con 
el tiempo; de hecho, las elecciones por las que se elige 
al PE son de “segundo orden”, ya que no producen 
gobierno, son escasamente representativas y, como 
sugieren los bajos niveles de participación, tampoco 
parece que sirvan para reforzar la legitimidad de la 
Unión Europea. 

Como ha señalado Robert Dahl (1994), la demo- 
cracia ha existido históricamente sólo en dos niveles: 
la polis griega y el Estado-nación. En ambos casos, 
la emergencia de instituciones y prácticas democrá- 
ticas fue el resultado de largos procesos históricos, 
de luchas y equilibrios entre diversas fuerzas y prin- 
cipios, y también, y de forma muy importante, de 
la influencia de factores externos o internacionales 
difíciles de prever. La polis griega se rigió por un sis- 
tema de democracia directa, o asamblearia, mientras 
que en el Estado-nación se ha adoptado el modelo de 
democracia representativa. La Unión Europea, de 
acuerdo con Dahl, refleja un esfuerzo adaptativo: 
dado que la política y la economía se han trasladado 
ya, en gran medida, al ámbito supra-estatal, es lógi- 
co que la democracia también lo haga. Pero, advierte 
Dahl, al igual que las instituciones de la democracia 
directa ateniense fueron de poca utilidad para la 
democracia representativa contemporánea, las ins- 
tituciones de la democracia contemporánea parecen 
de escasa utilidad para este nuevo tipo de democracia 
emergente que puede describirse como democracia 
supranacional o, en palabras de otros autores, como 
demoi-cracia (recurriendo al plural de demos para se- 
ñalar que, en todo caso, hablaríamos de “gobierno de 
los pueblos”, no de “gobierno del pueblo”, como en la 
acepción clásica de democracia). 

En consecuencia, parece claro que la política y 
las instituciones europeas tendrán que democra- 
tizarse, lo que requerirá abrir nuevos y mejores 
cauces de participación y representación, fomentar 
la transparencia y el acceso, así como mejorar los 
mecanismos de control prospectivo y retrospectivo 
de la acción de gobierno. Pero los procedimientos y 
los arreglos institucionales concretos en los que se 
plasmará esta democratización serán producto de la 


Capítulo 16 / La Unión Europea: Integración, ampliación y Constitución 323 


experimentación, del aprendizaje y del ensayo-error, 
caso por caso, sin que deban descartarse fracasos o 
retrocesos, como el experimentado en 2005 en torno 
a la —de momento— fallida ratificación de la Cons- 
titución Europea. 


TÉRMINOS CLAVE 
(en negrita en el texto) 


Comunidad Económica Europea 
Mercado interior 

Consejo Europeo 

Tratado de Maastricht 

Unión Europea 

Comisión Europea 

Parlamento Europeo 

Consejo de la Unión 


Mayoría cualificada 

Intergubernamental 

Conferencia Intergubernamental (CIG) 
Convención 

Tratado Constitucional para Europa (TCE) 
Jean Monnet 

Robert Schuman 

Comunidad Europea del Carbón y del Acero (CECA) 
Funcionalismo 

Unión aduanera 

Acervo comunitario 

Tribunal de Justicia Europeo (TJE) 

Efecto directo del derecho comunitario 
Primacía del derecho comunitario 

Modelo social europeo 

Unión económica y monetaria 

Déficit democrático 

Nueva forma de dominación 

Identidad europea 

Democracia supranacional 


CAPÍTULO 17 


LA GLOBALIZACIÓN 


E; último capítulo de este libro está dedicado a uno 
de los fenómenos que, en los últimos años, atrae más 
la atención de los científicos sociales: la globalización 
y algunas de sus consecuencias más controvertidas. 
El capítulo se estructura en seis grandes secciones. En 
la primera se discute cómo aproximarse al estudio de 
la globalización desde la ciencia política. En las cua- 
tro siguientes secciones se desarrollan los principales 
debates acerca de la globalización (si es un fenómeno 
nuevo o viejo, si debilita o no al Estado, si fomenta o 
socava la democracia y si genera pobreza y desigualda- 
des). Finalmente se ofrecen algunos ejemplos de cómo 
aproximarse en la práctica al estudio de las principales 
cuestiones tratadas. 


1. EL ESTUDIO DE LA GLOBALIZACIÓN 


Este capítulo adopta como punto de partida la insa- 
tisfacción con el debate actual acerca de la globalización, 
tanto en los aspectos descriptivos (o empíricos) como 
en los prescriptivos (o normativos). En la última déca- 
da, el uso del término “globalización” se ha extendido 
de una forma prácticamente generalizada entre po- 
líticos, periodistas y analistas de la política. En los 
medios de comunicación, pero también entre el gran 
público, el término es hoy omnipresente. Ciertamen- 
te, la carga ideológica que ha adquirido el concepto 
hace difícil encauzar los debates hacia el ámbito 
académico. Sin embargo, esta tarea es ineludible por 
cuanto el debate acerca de la globalización está ínti- 
mamente relacionado con cuestiones centrales para 
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la ciencia política: el presente y futuro de la democra- 
cia a escala nacional; el papel del Estado y las políti- 
cas públicas; la viabilidad del Estado del bienestar; 
y la gobernabilidad y sostenibilidad del orden inter- 
nacional basado en Estados soberanos que, hace ya 
algo más de tres siglos y medio, surgió con el Tratado 
de Westfalia de 1648. Precisamente por la magnitud 
de estos desafíos, se hace imperativo huir de la bús- 
queda de una verdad absoluta en uno u otro sentido 
y plantear el debate mediante la contrastación de 
argumentos basados en datos y observaciones. 

Éste es realmente el objetivo de este capítulo: ofre- 
cer una visión de hasta qué punto la ciencia política 
proporciona herramientas que permiten llegar a una 
comprensión razonada e independiente de un fenó- 
meno tan complejo y tan dominado por clichés como 
es la globalización. Como se verá, cuando uno se 
aproxima al estudio de la globalización con espíritu 
crítico y sin ideas preconcebidas, aparece una varia- 
bilidad tal de trayectorias y experiencias nacionales 
en cuanto al Estado, la democracia, la desigualdad y 
las políticas públicas, que obliga a adoptar una posi- 
ción mucho más abierta, a la vez que modesta. 


1.1. Las dos caras de la globalización 


Cualquier observador puede constatar fácilmente cómo 
la globalización suele presentar dos caras, dependien- 
do de quién use el término. Para sus entusiastas, como 
Anthony Giddens (1997) o Jagdish Bhagwati (2005), la 
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globalización representa el triunfo definitivo de la ló- 
gica de la libertad de mercado, las sociedades abiertas 
y la extensión de la modernidad a todo el globo. Con 
los datos en la mano, que indican cómo la India ha 
duplicado su PIB per cápita, y China lo ha cuadripli- 
cado en las dos últimas décadas, Martin Wolf (2004: 
143) concluye que “nunca antes tantas personas o una 
proporción tan grande de la población mundial había 
disfrutado de unos incrementos tan grandes en sus 
estándares de vida”. 

Porel contrario, para los críticos (entre los que se en- 
cuentran activistas como Samir Amin (2001) y Susan 
Strange (1998)), los niveles de pobreza, explotación, 
conflicto, deterioro medioambiental y desigualdad 
que habría producido la globalización ofrecerían la 
prueba definitiva del fracaso de la lógica de mercado 
y de la necesidad de buscar concepciones alternativas 
del orden social a escala global. Como se puede leer 
en el manifiesto fundacional de ATTAC (1998), orga- 
nización líder del movimiento antiglobalización: 
“La mundialización financiera agrava la inseguridad 
económica y las desigualdades sociales. Menoscaba 
las opiniones de los pueblos, de las instituciones de- 
mocráticas y de los Estados soberanos encargados de 
defender el interés general. Los sustituye por lógicas 
estrictamente especulativas, que únicamente expre- 
san los intereses de las empresas transnacionales y de 
los mercados financieros”. 

Puede así observarse que la ambigiiedad en torno 
al término “globalización” tiene dos vertientes: una 
primera, relacionada con la imprecisión del concepto; 
y otra, con el sesgo ideológico que éste ha adquirido. 
Veamos con un poco más de detalle estas dos ideas. 


1.2. Definiendo la globalización 


Por un lado, la imprecisión del concepto es notable. 
Si examinamos los múltiples usos que habitualmente 
se hacen de este término, parece que nada escapa del 
proceso de “globalización”: las economías, los siste- 
mas políticos, la justicia, las sociedades, la cultura, 
las identidades, etc. En el discurso de los medios de 
comunicación, la globalización se asocia tanto a los 
flujos de capital como al cambio climático; lo mis- 
mo se emplea con relación a la extensión del SIDA 
que para referirse a la amenaza del terrorismo o el 
crimen organizado; igual se utiliza en referencia a la 
desafección política de los ciudadanos que a la prohi- 
bición de las minas antipersona; lo mismo respecto 
a los desafíos de la genética reproductiva que a la 


integración de los grupos de comunicación o a la 
destrucción de las tradiciones gastronómicas. Sin 
embargo, en términos generales, el aspecto econó- 
mico suele ser el que más rápidamente nos viene a la 
cabeza cuando hablamos de globalización. El Banco 
Mundial (BM), por ejemplo, sostiene que, en ausen- 
cia de una definición consensuada, es posible hablar 
de la globalización como el “hecho de que, en los úl- 
timos años, las actividades económicas que más rá- 
pidamente han crecido han sido aquéllas que tienen 
lugar entre y no dentro de los países” (World Bank 
2002: I). Para otras instituciones, como la Comisión 
Europea, la globalización es una tendencia, más 
exactamente, “la tendencia a una mayor integración 
e interdependencia entre los países y las regiones del 
planeta” (European Commission 2002). 

No obstante, frente a los partidarios de esta visión 
puramente económica de la globalización, hay quie- 
nes sostienen que la importancia y trascendencia de 
este término radica en que no se limita al intercambio 
económico de mercancías, servicios o capitales, sino 
que incluye la configuración de una cultura, un mo- 
delo de interacción social y un modo de conocimiento 
y comunicación de carácter global. Estaríamos, por 
tanto, ante un nuevo tipo de economía, la economía 
de la información, y un nuevo tipo de sociedad, la so- 
ciedad-red. Gráficamente, como ha expuesto Manuel 
Castells (1999), la globalización podría verse como un 
salto definitivo desde un modelo de organización de 
lo político y social de carácter vertical, basado en la 
autoridad y la jerarquía, hacia un modelo de orga- 
nización horizontal en el que no habría jerarquías, 
prevalecería la autonomía de los actores y se impon- 
dría el principio de multinodalidad (lo cual implica la 
ausencia de un único centro). 

David Held y Anthony McGrew (2000: 6) consideran 
que la globalización es un fenómeno que desborda lo 
puramente económico. Sin embargo, su definición 
de globalización (“el conjunto de procesos interrela- 
cionados que operan en los dominios primarios del 
poder social, incluyendo la esfera militar, política 
y cultural”) es excesivamente amplia e imprecisa, 
máxime cuando se afirma “que no existe un patrón 
temporal, sectorial o geográfico bajo el cual ordenar 
los ritmos, lugares o contenidos del proceso”. 

Como se ha visto, ampliar el contenido del fenó- 
meno a estudiar puede ser contradictorio con el 
intento de ofrecer una definición operativa. No obs- 
tante, incluso en el caso de que decidiéramos adoptar 
una definición muy limitada y nos ciñéramos a sus 
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aspectos económicos (descartando los políticos, so- 
ciales o culturales), habría que tener en cuenta que la 
globalización presenta aspectos muy diferenciados, 
dependiendo de si se enfoca la atención en los flujos 
comerciales o en los financieros. Así, el comercio es 
una actividad sumamente regulada. Las instituciones 
internacionales que lo regulan (fundamentalmente 
la Organización Mundial del Comercio, OMC), aun- 
que no necesariamente garanticen condiciones de 
equidad en los intercambios comerciales y generen 
numerosas asimetrías, son eficaces a la hora de ayu- 
dar a los Estados a graduar y repartir los costes de 
la liberalización comercial. Al otro extremo, por 
el contrario, los flujos de capital especulativo más 
típicos, como las inversiones en cartera o el mero co- 
mercio de divisas, carecen de una regulación global 
suficientemente sólida y son esencialmente inesta- 
bles, por lo que plantean numerosísimos problemas. 
A medio camino entre los dos, la inversión extranjera 
directa (IDE) ofrece muy buenas oportunidades de 
desarrollo a muchos países, pero, como se ha puesto 
de manifiesto en las numerosas ocasiones en las que 
los Estados han intentado lograr un acuerdo global en 
esta materia, su regulación también plantea notables 
dificultades. Por tanto, ni siquiera adoptando una 
definición de la globalización ceñida a los aspectos 
económicos, sería fácil establecer un criterio defini- 
torio único, útil y, a la vez, fácil de aplicar. 


1.3. La globalización como ideología 


Por otro lado, para los que identifican este concepto, 
más que con un fenómeno empíricamente contrasta- 
ble, con una ideología, la globalización no sería tanto 
el resultado de un proceso de carácter puramente 
económico, más o menos autónomo, relativo a la in- 
tegración gradual de los mercados a escala mundial, 
sino el resultado de una serie de decisiones del sector 
de la elite política y económica mundial que ha adop- 
tado el programa ideológico del neoliberalismo. En 
esta línea, Ulrich Beck (2000: 100-1), por ejemplo, ha 
definido la globalización como “el proceso por el cual 
los Estados nacionales son debilitados por fuerzas y 
actores transnacionales”, y globalismo como la “ideo- 
logía que pretende la suplantación de la política por el 
mercado”. Concebida como ideología, la globalización 
no sería la consecuencia de la dinámica económica 
mundial, sino la causa de que dicha dinámica esté ad- 
quiriendo esta forma, y no otra. Dicho de otro modo, 
sería la ideología neoliberal la que habría causado el 


auge del capitalismo financiero, no la dinámica pro- 
pia del capitalismo financiero la que habría traído la 
globalización. 

La visión de la globalización que ha venido pro- 
moviendo Ignacio Ramonet desde las páginas de Le 
Monde Diplomatique es, sin duda, paradigmática de 
esta última concepción. En lo que puede ser conside- 
rado un excelente resumen de la visión convencional 
que sostiene el movimiento antiglobalización, Ra- 
monet ha definido la globalización como “un ataque 
al orden social desde tres frentes: el económico, con 
la imposición de la lógica de mercado; el de la in- 
formación, con la uniformización de los mensajes y 
la supresión de la crítica; y el militar, que supone el 
fin de la era de los derechos humanos y la extensión 
de la hegemonía norteamericana a todo el planeta”. 
El verdadero “eje del mal”, concluye Ramonet (2002) 
en respuesta al famoso discurso de George W. Bush 
que precedió a la invasión de Irak en 2003, “no lo 
constituye Irán, Irak y Corea del Norte, sino el Fon- 
do Monetario, el Banco Mundial y la Organización 
Mundial del Comercio: un aborrecible triunvirato 
que está causando estragos masivos”. 

Para muchos, el término “globalización” se ha 
convertido así en sinónimo de un proceso de uni- 
formización a escala planetaria de las estructuras 
políticas, económicas, sociales y culturales y de sus 
patrones de relación e intercambio. John Gray (2000) 
es quien quizás ha planteado esta visión con más 
detalle. En su análisis, el neoliberalismo se impuso 
en los años 80 en Estados Unidos y Reino Unido de 
la mano de Ronald Reagan y Margaret Thatcher, 
respectivamente, tras haber completado el asalto y 
desmantelamiento de los Estados del bienestar eu- 
ropeos y sus programas de redistribución de la renta 
y promoción de la igualdad de oportunidades. En los 
90, argumenta Gray, dicho modelo intentó imponerse 
a escala global so pretexto de ser el único que podía 
garantizar el crecimiento económico. 

Pero, en realidad, el capitalismo avanzado es me- 
nos unívoco de lo que se piensa: como prueban los 
países nórdicos (que presentan tasas de crecimiento 
elevadas y buenos niveles de empleo, a la vez que una 
gran oferta de prestaciones sociales) o hace visible el 
modelo asiático de desarrollo (que ha logrado tasas 
de crecimiento económico muy importantes en las 
últimas décadas), existen muchas combinaciones de 
equidad y gasto social compatibles con una economía 
competitiva. Indudablemente, el modelo anglosajón 
genera algo más de crecimiento, pero también más 
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desigualdad. De hecho, de acuerdo con los datos del 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(UNDP 2000), las desigualdades aumentaron en Es- 
tados Unidos y Reino Unido durante los años 90, co- 
incidiendo con una época de crecimiento económico, 
pero no en Europa y Asia, a pesar de la crisis econó- 
mica. Por esta razón, cualquier diagnóstico sobre la 
sostenibilidad a largo plazo de los diferentes modelos 
económicos y sociales que se han ido configurando 
tiene que quedar necesariamente abierto. 


1.4. A favor y en contra de la globalización 


Con estos antecedentes, no es de extrañar que la 
globalización se haya convertido en el último campo 
de una lucha entre los liberales y sus críticos. Las 
escenografías de la lucha entre globalizadores y an- 
tiglobalizadores (entre las que destacan las de Seattle 
en 1999 y Cancún en 2003) ilustran muy gráficamen- 
te la configuración de los dos bloques: a un lado, el 
establishment y las clases dirigentes de los países 
desarrollados y en vías de desarrollo, y al otro, una 
amalgama de grupos y movimientos sociales de di- 
versa inspiración izquierdista (marxista, sindicalista, 
pacifista, ecologista, feminista, indigenista, localista, 
anarquista, etc.). 

Para los neoliberales (o “globofílicos”, en el argot 
de la globalización), la globalización es positiva y 
debe ser saludada, ya que ha traído la época de paz 
y prosperidad más extensa e intensa de la historia: 
autores como Sala-i-Martín (2002) han resaltado 
que, sólo en la última década, entre 300 y 500 millo- 
nes de personas (según los indicadores que se usen) 
habrían salido de la pobreza gracias a la dinámica 
de integración de la economía mundial. La globaliza- 
ción, argumentan sus defensores, ha permitido a la 
economía mundial crecer en los últimos 50 años a un 
ritmo inédito en la historia: el 4,1 por ciento. El libre 
comercio es un juego de suma-positiva, no un jue- 
go de suma-cero: permite asignar los recursos más 
eficientemente, mejora la productividad y expande, 
en resumidas cuentas, la frontera de posibilidades 
de producción y consumo. Desde este punto de vista, 
cuanto más interdependiente, flexible y abierta sea 
una economía, mayor competitividad y riqueza po- 
drá alcanzar. 

Curiosamente, globalizadores y antiglobalizado- 
res están de acuerdo en un único punto: en que la 
globalización aumenta el poder relativo del mercado 
con respecto al Estado. Para los globalizadores, las 


exigencias de flexibilidad y competitividad que de- 
manda la globalización son incompatibles con Estados 
grandes y elevados niveles de gasto público. Por esta 
razón, la competencia fiscal entre países por atraer in- 
versiones no representa en absoluto un problema, sino 
una ventaja, ya que obliga a los Estados a operar más 
eficaz y eficientemente con menos impuestos y más 
transparencia, lo que, en último extremo, beneficia 
a todos los ciudadanos. Por tanto, según sus parti- 
darios, la globalización no sólo debilita al Estado (lo 
que es bueno para las libertades individuales de los 
ciudadanos), sino que favorece la democracia y la paz 
a escala global (lo que es bueno para el conjunto de 
la humanidad). Desde estas filas se subraya que el 
nivel de libertad de comunicaciones y transparencia 
que requiere la globalización es incompatible con la 
naturaleza misma de los regímenes dictatoriales. A 
largo plazo, concluyen señalados “globalizadores” 
como Guillermo de la Dehesa (2001), un mundo con 
Estados mínimos y sumamente interdependientes 
será más democrático, pacífico y próspero. 

De acuerdo con esta visión, la mayor parte de los 
problemas económicos mundiales se derivan de la 
insuficiente integración de los mercados financieros, 
comerciales y de servicios mundiales (sobre todo, de 
los países excluidos de estos flujos), no del exceso de 
integración (o globalización). La pobreza existente en 
el Sur respondería, en gran medida, a la vigencia de 
prácticas proteccionistas y al exceso de regulaciones 
y otras barreras comerciales. La visión convencional, 
representada por Mike Moore (2000), ex director 
general de la OMC, sostiene que si el Norte abriera 
las fronteras de los países ricos a los productos del 
Sur, 320 millones de personas saldrían de la pobreza 
en la siguiente década. Las estrategias más eficaces 
para ayudar al Tercer Mundo a salir de la pobreza 
pasarían por la eliminación de la política agrícola 
europea, que consume unos 47.000 millones de euros 
al año, o la supresión de las subvenciones agrícolas 
de Estados Unidos (que en 2003 rondaron los 19.000 
millones de dólares). Por tanto, la globalización no 
sería la causa del subdesarrollo, sino una posible 
solución. A su favor arguyen que, gracias a la liberali- 
zación comercial impulsada por el Acuerdo General 
de Aranceles y Comercio (o GATT, precedente de la 
OMO), desde 1948 el volumen de comercio mundial 
se ha multiplicado por quince, y el producto mundial 
por siete. En estos últimos 50 años, además, el PIB 
en los países menos desarrollados se ha multiplicado 
por tres, la esperanza de vida ha aumentado en 20 
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años y la tasa de alfabetización se ha incrementado 
en 30 puntos. La rebelión contra la globalización, 
concluye Moore, refleja simplemente la resistencia de 
los privilegiados del Norte a aceptar que sus econo- 
mías tienen que ser más flexibles y abiertas para que 
el Sur se desarrolle. El problema no reside, pues, en 
la globalización, sino en la resistencia a ella: prueba 
de ello, señala Moore, es que los únicos países que 
han salido de la pobreza y el subdesarrollo en las úl- 
timas décadas son los que han adoptado políticas de 
inserción en la economía mundial, como China, o los 
llamados “tigres asiáticos” (Hong Kong, Singapur, 
Taiwan y Corea del Sur). 

Para sus críticos, por el contrario, la globalización 
representa un nuevo modelo de imperialismo occi- 
dental, una (nueva) fase superior del capitalismo en 
cuanto a la extensión de los mercados, pero también 
en cuanto a la agudización de sus contradicciones. 
Vista así, a la globalización subyace un modelo de 
colonialismo más sofisticado; implica una nueva 
“vuelta de tuerca” de la dependencia Norte-Sur, por 
la cual el Norte utiliza su control de los medios finan- 
cieros globales para controlar los recursos naturales 
de los países más pobres, sin necesidad de hacerse 
cargo directamente del desarrollo de estos países, 
compromiso que sí se hallaba implícito en el colo- 
nialismo del siglo XIX. “El programa de las fuerzas 
dominantes”, escribe Samir Amin (2001), “es destruir 
las conquistas de las clases trabajadoras, desmante- 
lar los sistemas de seguridad social y protección al 
empleo, reinstaurar los salarios de pobreza, devolver 
a los países periféricos a su estatuto de proveedores 
de materias primas, reducir a subcontratistas a los 
países emergentes y acelerar el expolio de los recur- 
sos naturales”. 

Siguiendo este tipo de razonamientos, una vez 
desaparecida la alternativa comunista, las elites eco- 
nómicas occidentales no tendrán nada que perder 
suprimiendo las políticas fiscales y redistributivas 
en las que se basó el gran pacto social alcanzado en 
Europa tras la Segunda Guerra Mundial y sobre el que 
se edificaron los Estados del bienestar. Vista así, la glo- 
balización sería la excusa de las clases dirigentes para 
romper el pacto por el empleo estable y la igualdad 
de oportunidades en el que se ha basado el poder de 
los partidos socialdemócratas en Europa Occidental. 
Sin margen de autonomía para la política monetaria 
(trasladada de iure a manos de entes reguladores in- 
ternacionales como el Fondo Monetario Internacional 
(FMI) o el Banco Central Europeo (BCE), y de facto a 


los brokers de los mercados de capitales mundiales), 
la opción socialdemócrata sólo podría adaptarse a un 
programa neoliberal (la llamada “Tercera Vía”) o des- 
aparecer. La globalización, en palabras de Ramonet 
(2001) “unifica las políticas económicas y generaliza 
las mismas fórmulas: despidos masivos, empleos ba- 
sura, depredación ecológica, liquidación del Estado 
del bienestar, reducción del gasto público, despido de 
funcionarios, aumento de la deuda externa y margina- 
lización de las minorías”. 

Como consecuencia, señalan los críticos de la 
globalización, las desigualdades no sólo no habrían 
sido corregidas, sino que habrían aumentado soste- 
nidamente dentro y entre los países. La integración 
de los mercados mundiales habría dado lugar a una 
economía mundial de carácter dual: en el Norte, 
mientras los salarios medios de los directivos de las 
empresas se han multiplicado por 50 en los últimos 
años, el poder adquisitivo de los trabajadores sólo se 
ha duplicado, en tanto que el salario por el trabajo no 
cualificado no ha crecido. Igualmente, a escala global, 
los últimos 40 años habrían visto cómo la distancia 
de renta entre las 20 economías más ricas y más 
pobres se ha duplicado. El resultado de este modelo 
de globalización, caracterizado por el predominio de 
las fuerzas de mercado y la ausencia de un gobier- 
no económico mundial, se resume en las cifras que 
aportan instituciones como la Secretaría General 
de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y 
el BM: el 85 por ciento de la renta mundial está en 
manos del 20 por ciento de la población, mientras 
que 2.500 millones de personas viven con menos de 
dos dólares diarios (UNSG 2001; World Bank 2000). 
Desde esta perspectiva, las crisis financieras, las ca- 
tástrofes ecológicas y la extensión de los conflictos 
bélicos probarían que, a menos que se instaurara un 
sistema institucional multilateral que gobernara la 
globalización de forma eficaz, ésta es simplemente 
insostenible; por tanto, perseverar en ella en las ac- 
tuales condiciones equivaldría al suicidio colectivo. 

Como se ha señalado al principio de este capítulo, 
más que dar la razón a unos u a otros, el objetivo de 
las siguientes secciones consiste en ofrecer algunos 
datos y argumentos relevantes para el análisis de 
este fenómeno. Para ello, se examinarán los cuatro 
debates principales que centran la polémica en tor- 
no a la globalización: el primer debate se refiere a 
si la globalización es un fenómeno nuevo o viejo; el 
segundo gira en torno al debilitamiento del Estado 
como centro de las decisiones y marco de referencia 
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para la actividad política; el tercero enfoca la aten- 
ción en la relación entre democracia y globalización; 
y el cuarto afecta a la relación entre globalización, 
pobreza y desigualdad. 


2. LA GLOBALIZACIÓN: 
¿FENÓMENO NUEVO O VIEJO? 


Dos citas reflejan hasta qué punto la globalización es 
un fenómeno nuevo o viejo. 

“Antes, cada nación permanecía cerrada sobre sí misma. 
Había menos comunicación, menos viajes, menos intereses 
comunes y menos relaciones políticas y civiles entre las gen- 
tes. Sin embargo, hoy nos es posible adivinar la desaparición 
gradual de las diferencias nacionales, que antes nos llama- 
ban tanto la atención”. 


“Los cambios en la estructura de la economía global han re- 
sultado en un debilitamiento de la capacidad del gobierno de 
controlar determinadas actividades que le corresponden de 
iure. Las crisis monetarias internacionales han demostrado 
la emergencia de mercados financieros que operan más allá 
de la jurisdicción de incluso los Estados más desarrollados 
de Occidente”. 


La primera afirmación podría estar en una co- 
lumna de cualquier periódico que abriéramos una 
mañana cualquiera en estos tiempos considerados 
de globalización. Sin embargo, es de Jean Jacques 
Rousseau, y está extraída de su obra El Emilio, 
publicada en 1762 (cita recogida por Plattner 2002: 
55). La segunda tiene aproximadamente 30 años, 
precede incluso a la crisis del petróleo de 1973 
(Morse 1972: 123). Las dos citas reflejan que si por 
globalización entendemos interdependencia entre 
lo nacional y lo internacional, la globalización no es, 
en absoluto, un fenómeno nuevo. “Que la guerra y 
el comercio entre las comunidades políticas”, señala 
Angelo Panebianco (1985: 413), “han ejercido siem- 
pre una influencia de primer orden sobre la vida 
asociativa de los hombres es una afirmación tan ob- 
via y tan poco comprometedora que cualquiera está 
dispuesto a suscribirla”. Lo sorprendente, enfatiza 
Panebianco, es el poco tiempo y las escasas energías 
que la ciencia política ha dedicado a indagar cómo 
los intercambios económicos y la violencia organi- 
zada, es decir: las principales instituciones con las 
que está entretejida la política internacional, están 
vinculadas con el desarrollo de los Estados y sus 
instituciones políticas y con los modos en que éstas 
han cambiado en el tiempo. 

Por tanto, la interdependencia representa lo viejo de 
la globalización. Desde esta perspectiva, la respuesta 


a la pregunta de qué hay de nuevo en este fenómeno 
puede ser respondida afirmando que la globalización 
se caracteriza por la intensificación de la interdepen- 
dencia en algunas dimensiones clave, especialmente 
en los flujos económicos, aunque también en la dis- 
cusión de cuestiones medioambientales (agotamiento 
de los recursos, deforestación, cambio climático, etc.). 
Con todo, a pesar del gran número de dimensiones 
de la realidad afectadas, quizás el mayor desafío que 
plantea la globalización a la política contemporánea 
venga por el lado económico. En consecuencia, pare- 
ce más razonable centrarse en ese aspecto. Así lo han 
hecho los historiadores económicos, que han acotado 
tres grandes fases u “olas” de globalización. 

La primera ola de globalización tuvo lugar entre 
1870 y 1914 y se caracterizó por una duplicación del 
comercio mundial; durante este período, los flujos 
migratorios, de Europa a América y de China al Su- 
deste Asiático, involucraron nada menos que al diez 
por ciento de la población mundial de la época; al 
mismo tiempo, se triplicaron los flujos de capital. De 
hecho, como han puesto de relieve Eichengreen y sus 
colaboradores (1999), la interpenetración de la eco- 
nomía mundial como consecuencia de esta primera 
ola globalizadora fue tan intensa que en el año 1900 
los niveles de comercio e inversión representaban un 
porcentaje mayor del PIB mundial que en 2000. 

La Primera Guerra Mundial y la crisis de 1929 
marcaron un largo paréntesis, o más bien retroceso, 
en cuanto a la integración económica mundial. Este 
retroceso fue tan pronunciado que, en algunos indi- 
cadores clave, como el valor de las exportaciones en 
relación al PIB mundial, las cifras se equipararon con 
las correspondientes a 1870. En las décadas posterio- 
res a la Segunda Guerra Mundial, entre 1945 y 1980, 
las cifras relativas a los intercambios económicos han 
reflejado una segunda y sostenida ola globalizadora, 
aunque circunscrita a las economías de los países 
más desarrollados. Esta evolución se tradujo en la 
apertura de upa amplia brecha entre países desarro- 
llados y países en vías de desarrollo. 

La tercera gran ola de la globalización comenzó a 
principios de los años 80, y se ha caracterizado por 
la incorporación a la economía mundial de un grupo 
de países en vías de desarrollo, sobre todo en Asia y, 
en parte, América Latina. En un breve período de 
menos de 20 años (1980-1998), un grupo de 24 países, 
con una población cercana a los 3.000 millones de 
habitantes, ha conseguido trasladar el grueso de su 
producción y sus exportaciones desde las materias 
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primas a los productos manufacturados, de tal 
manera que si en 1980 sólo el 25 por ciento de sus 
exportaciones se referían a productos manufactura- 
dos, en 1998 ese porcentaje había ascendido al 80 
por ciento. 

Estas tres olas reflejan bien la diferencia entre 
“internacionalización” y “globalización”. Hannelore 
Weck-Hannemann (2001: 79) entiende por interna- 
cionalización “la creciente dispersión geográfica 
de las actividades económicas”; en cambio, define 
globalización como “una forma avanzada de inter- 
nacionalización originada en la movilidad de los 
factores de producción y que implica la integración 
funcional de las actividades económicas en un 
mercado global”. Por tanto, mientras que la idea de 
internacionalización se refiere fundamentalmente a 
la interdependencia entre países, el concepto de glo- 
balización está más relacionado con la integración 
de la actividad económica a escala planetaria, de tal 
manera que una empresa puede tener su centro de 
diseño en un país, comprar sus materias primas en 
un tercero, producir en un cuarto y vender casi toda 
su producción en un quinto país. 


C Exportaciones de bienes y servicios 
(dólares corrientes) 


Así, según los estudios elaborados por la Comisión 
Europea (European Commission 2002), entre 1950 y 
1990, la tasa de crecimiento del comercio mundial du- 
plicó a la del PIB. Sin embargo, desde 1990, asistimos 
a una separación manifiesta entre los volúmenes de 
ambas magnitudes, de tal manera que el volumen de 
comercio, que había tardado 40 años en duplicarse, 
sólo ha necesitado ahora una década para volver a 
hacerlo. Igualmente, la caída sostenida de los costes 
de transporte y comunicación mundiales, pero tam- 
bién de los aranceles aplicados a las manufacturas 
(de un 40 por ciento de arancel medio en los años 40 
del pasado siglo a menos de un 4,5 por ciento hoy), de- 
muestra que la integración de la economía mundial 
ha sido, y está siendo, un proceso gradual y sostenido, 
pero que ha registrado una aceleración significativa 
en las últimas décadas (como se aprecia claramente 
en el Gráfico 17.1). Según datos del BM, sólo entre 
1990 y 1999, el volumen de las inversiones directas 
a nivel mundial se multiplicó por cuatro. En cuanto 
al comercio, la misma década vio cómo, en la Unión 
Europea, las exportaciones pasaron de representar 
el 38 al 53 por ciento del PIB, y la inversión exterior 
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del 2,4 al 7,8. En España, en concreto, la apertura 
de la economía al exterior ha supuesto que, en sólo 
una década (1989-1999), el comercio exterior pasara 
de representar del 24 al 34 por ciento del PIB, y la 
inversión del 2,1 al 6,4 (World Bank 2001: 323). 

En cuanto a la internacionalización del capital y la 
producción, los datos tampoco dejan lugar a muchas 
dudas. Las 850.000 filiales de las 65.000 empresas 
multinacionales (TNCs o Transnational Corporations) 
registradas en 2001 son responsables hoy del diez 
por ciento del producto bruto mundial y representan 
un tercio del comercio mundial de bienes. En sólo 
unas décadas, su papel se ha visto sensiblemente 
reforzado: mientras que en 1990 tenían un volumen 
de facturación equivalente a todo el comercio 
mundial y contaban con 24 millones de empleados, 
hoy duplican con su facturación el valor conjunto de 
las exportaciones mundiales de bienes y cuentan con 
54 millones de empleados. Por ello, tan importante a 
la hora de definir la globalización es el aumento del 
comercio internacional como la creciente integración 
de mercados y empresas y la transnacionalización de 
las actividades productivas. 

En consecuencia, los datos apuntan a que, hoy 
en día, la fractura entre una economía global y una 
política fundamentalmente nacional es ya completa. 
Lo nuevo de la globalización no sería, por tanto, 
la interdependencia entre lo nacional y lo interna- 
cional: de hecho, debido al comercio y a la guerra, 
formas clásicas de interdependencia, podemos decir 
que, a lo largo de toda la historia, la escala de la 
política y la escala de la economía (escala que puede 
ser local, regional, nacional, continental o incluso 
mundial) nunca han coincidido totalmente. Lo ver- 
daderamente novedoso es el hecho de que el mercado 
haya adquirido ya una escala prácticamente global, 
mientras que, a la vez, la política se estructura esen- 
cialmente por medio de las 217 unidades políticas 
(Estados) con soberanía reconocida. 

Históricamente, Estado y mercado han sido causa y 
producto de la experimentación continua entre la esca- 
la de la economía y la escala de la política y el gobierno. 
La Unión Europea, por ejemplo, no es otra cosa que 
un experimento, que dura ya más de 50 años, acerca 
de la escala de la política y el gobierno, la economía 
y las identidades. Por esta razón, lo verdaderamente 
nuevo de esta ola de globalización que se desarrolla en 
nuestros días es que obliga a los politólogos a formular 
una teoría de la política global que reflexione sobre 
el mejor diseño de las instituciones necesarias para 


mantener los objetivos tradicionales de las políticas 
públicas en una escala diferente. 

Por tanto, si la globalización puede ser entendi- 
da como el proceso de constitución de un mercado 
global, la discusión se puede plantear en función de 
cómo, en ausencia de un Estado global, se regula y se 
pone al servicio de fines sociales este mercado global 
y, a la vez, de qué manera afecta su existencia a la 
naturaleza de la política. En definitiva, se trataría de 
instrumentar sistemas de gobernanza económica glo- 
bal capaces de regular los mercados y de distribuir los 
beneficios que genera la integración económica (por 
gobernanza entendemos “gobernar sin gobierno”, es 
decir, la adopción y puesta en práctica, en un mundo 
globalizado, de decisiones en beneficio de los intere- 
ses colectivos, aun cuando no existan estructuras de 
gobierno globales). 


3. LA GLOBALIZACIÓN Y EL ESTADO 


El debate sobre el Estado y la globalización se 
articula en torno a tres grandes preguntas interre- 
lacionadas: (1) si la globalización fortalece o debilita 
al Estado en su conjunto, (2) si refuerza o socava la 
democracia, y (3) si es compatible o incompatible con 
los derechos sociales, el gasto social y, en definitiva, 
el Estado del bienestar. 

Lo primero que hay que señalar es que entre los 
países más globalizados se encuentran los Estados 
más ricos, más iguales y con sectores públicos más 
grandes. El AT Kearney Globalization Index constitu- 
ye, sin duda, el intento más serio de ordenar los países 
en cuanto a su grado de globalización. Dicho índice 
agrupa cuatro dimensiones y doce medidas: (i) en la 
primera dimensión se contabilizan los flujos comer- 
ciales y de servicios, así como la convergencia de pre- 
cios nacionales e internacionales; (ii) en la segunda, 
los flujos financieros, desagregados en transferencias 
monetarias, la inversión extranjera directa y la in- 
versión en cartera (bursátil); (iii) en la tercera, los 
flujos de comunicación personal (turistas, viajeros, 
llamadas telefónicas y transferencias bancarias); 
(iv) en la cuarta, los flujos de conectividad electró- 
nica (número de usuarios de Internet, número de 
dominios y servidores seguros). De acuerdo con este 
índice (en su versión correspondiente a 2005), el país 
más globalizado del mundo sería Singapur, al cual 
seguirían Irlanda, Suiza, Estados Unidos, Holanda, 
Canadá, Dinamarca, Suecia, Austria, Finlandia, Nue- 
va Zelanda, Reino Unido, Austria, Noruega, República 
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Checa, Croacia, Israel, Francia, Malaisia y Eslovenia TABLA 17.1 


(situándose España en la posición 24). 

La Tabla 17.1. permite comparar los países según 
su grado de globalización y, en paralelo, de desarro- 
llo humano. De los datos recogidos en esta tabla se 


Globalización y desarrollo humano 


Ranking en Desarrollo Ranking en el Índice de 


desprende que un gran número de las economías más Humano Globalización 
avanzadas con importantes Estados del bienestar (Di- (PNUD, 2005) (A.T. Kearney, 2005)" 
namarca, Suecia, Noruega, Holanda, Austria, Francia, 1. Noruega 1. Singapur (25) 

Reino Unido, Nueva Zelanda, España, etc.) correspon- 2. Islandia 2. Irlanda (8) 


den a países que combinan unos índices de desarrollo 
humano notablemente elevados con altos niveles de 
globalización. Naturalmente, hay también países que 
se encuentran muy globalizados sin disfrutar de un 
puesto tan avanzado en el índice de desarrollo hu- 
mano (Singapur, Malaisia y, en Europa, la República 
Checa o Croacia). Pero lo relevante, porque es un dato 
que se omite frecuentemente, es que los Estados del 
bienestar “se llevan bien” con la globalización y, a la 
vez, si medimos los flujos de inversión extranjera, la 
globalización también “se lleva bien” con los Estados 
del bienestar. Ello se debe a que las economías de bien- 
estar avanzadas ofrecen a los inversores condiciones 
muy atractivas: primero, paz social; segundo, Estados 
de derecho eficaces; tercero, ciudadanos con elevados 
poderes adquisitivos; cuarto, una fuerza laboral bien 
formada; y quinto, todo un sistema de seguros socia- 
les y sanitarios que, por correr fundamentalmente a 
cargo de los impuestos sobre la renta y el consumo, 
son compatibles con altas tasas de productividad. 
Así, es plausible pensar que los principales bene- 
ficiarios de la liberalización comercial y financiera 
(las empresas multinacionales y el sector financiero) 
tienden a presionar a la clase política para que adopte 
medidas liberalizadoras. A su vez, la clase política, 
sabedora de que este proceso produce beneficios 
agregados importantes para el país en su conjunto 
(es decir, fuerte crecimiento económico y empleo), 
tenderá a adoptar estas medidas siempre que piense 
que puede lograr que los beneficios repercutan sobre 
toda la sociedad (mediante, por ejemplo, un aumento 
de la recaudación fiscal). En esta línea, Dani Rodrik 
(1998) ha demostrado que existe una clara correlación 
positiva (0,44) entre el grado de apertura económi- 
ca de un país y el tamaño del Estado del bienestar 
(medido en porcentaje de gasto social sobre el PIB). 
Dicho de otra manera: las políticas de liberalización 
económica y comercial, aunque son beneficiosas de 
forma agregada, elevan el riesgo económico que su- 
fren determinados colectivos, por lo que el Estado se 
ve obligado a intervenir mediante programas de tipo 


3. Australia 
4. Luxemburgo 
5. Canadá 
6. Suecia 
7. Suiza 
8. Irlanda 
9. Bélgica 
10. Estados Unidos 
11. Japón 
12. Países Bajos 
13. Finlandia 
14. Dinamarca 
15. Reino Unido 
16. Francia 
17. Austria 
18. Italia 
19, Nueva Zelanda 
20. Alemania 
21. España 


3. Suiza (7) 
4. Estados Unidos (10) 
5. Países Bajos (12) 
6. Canadá (5) 
7. Dinamarca (14) 
8. Suecia (6) 
9. Austria (17) 
10. Finlandia (13) 
11. Nueva Zelanda (19) 
12. Reino Unido (15) 
13. Austria (17) 
14. Noruega (1) 
15. República Checa (31) 
16. Croacia (45) 
17. Israel (23) 
18. Francia (16) 
19. Malaisia (61) 
20. Eslovenia (26) 
24. España (21) 


* Entre paréntesis, ranking en el Índice de Desarrollo Humano, PNUD 
2005. El Índice de Desarrollo Humano (IDH) es un índice compuesto 
que mide esperanza de vida, salud, alfabetización, escolarización y 
PIB per cápita. 


Fuente: AT Kearney Globalization Index (2005) y UNDP (2005: 243) 


social (prestaciones de desempleo, pensiones, políti- 
cas activas de empleo, etc.). 

Este argumento es, en realidad, un desarrollo de 
la tesis de Karl Polanyi (1944), quien hace más de 
medio siglo sostuvo que las políticas sociales han 
sido históricamente una consecuencia de la apertu- 
ra económica. Polanyi argumentó que, dejadas a sí 
mismas y a:largo plazo, las dinámicas económicas 
internacionales son incompatibles con el orden so- 
cial y la estabilidad política. De ahí que el empeño 
neoliberal en liberalizar bienes como el trabajo, la 
tierra y el capital haya tenido como consecuencia la 
emergencia de Estados fuertes cuyo fin primordial 
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GRÁFICO 17.2 
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ha consistido en rebajar los niveles de riesgo e in- 
certidumbre que se dan en estas tres actividades (el 
trabajo asalariado, la agricultura y los intercambios 
de capitales). De acuerdo con esta visión, defendida 
por autores como Geoffrey Garret (1998: 799), el bi- 
nomio “apertura más compensación” constituiría el 
núcleo básico del pacto de la posguerra entre trabajo 
y Capital, mercado y democracia y, también, otra 
prueba evidente de cómo lo internacional continúa 
configurando lo doméstico hoy en día. 

La evidencia empírica de carácter general aporta- 
da por Rodrik y otros es coherente también con los 
estudios acerca de Estados europeos de pequeño ta- 
maño, como Holanda o Dinamarca, y sus respuestas 
a la crisis de los años 70. En realidad, como mostró 
claramente Peter Katzenstein (1985) en un estudio de 
caso ya clásico, los Estados más pequeños y más ricos 
de Europa occidental salieron de la crisis de los 70 
antes que los más grandes, gracias a que su pequeño 
tamaño y alta dependencia les obligaron a reaccionar 
más rápidamente. Siendo el gasto público un buen 
indicador de la capacidad del Estado de llevar a cabo 
estas compensaciones, es fácil predecir que el ritmo 
de apertura o de globalización de un país puede muy 
fácilmente venir determinado por el tamaño del 
Estado (medido como gasto público en porcentaje 


Reino Unido 


Estados Unidos 


del PIB). De hecho, uno de los ejemplos que expone 
Rodrik (1998: 1029) en su análisis sobre la relación 
entre apertura comercial y financiera, de un lado, y 
aumento del gasto social (y, en general, del tamaño 
del sector público), de otro, es el de España, donde 
ambos indicadores evolucionaron en paralelo duran- 
te los años 80. 

Este análisis es, además, congruente con el hecho 
de que, como se observa en el Gráfico 17.2, el tama- 
ño del Estado haya aumentado notablemente en los 
últimos 40 años, que comprenden el período de más 
intensa globalización. La globalización puede ser 
vista así como un proceso endógeno, o promovido 
internamente, no exógeno, o recibido desde el exte- 
rior. Tal y como ha argumentado José Fernández- 
Albertos (2002), hacer “endógena” la globalización 
significa intentar desentrañar cómo y por qué cada 
país reacciona de manera diferente, o en tiempos 
diferentes, a presiones similares de la economía 
internacional. Para responder estas preguntas cabe 
partir de la evidencia empírica que demuestra que, 
aunque la liberalización de los mercados de capita- 
les efectivamente limita el margen de maniobra de 
los gobiernos en algunos sectores clave y les obliga 
a adoptar políticas de regulación del mercado de 
capitales bastante homogéneas, la existencia de una 
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variabilidad notable en políticas fundamentales pone 
de manifiesto que la presión uniformizadora se limita 
a un ámbito muy reducido del sector financiero. 

Una matización es, sin embargo, necesaria: el 
crecimiento económico y, por ende, el acceso a los 
beneficios de la globalización están supeditados a la 
existencia de un Estado eficaz. El trabajo de Garrett 
(2000: 36), que extiende su análisis a 132 países, 
muestra que existen dos tendencias diferenciadas. 
La mayor exposición al comercio internacional y a 
los flujos de capital ha obligado durante la última 
década a los países más desarrollados a ralentizar 
el incremento del gasto público, mientras que en los 
países de renta media el gasto público se ha estan- 
cado, cuando no ha retrocedido. Esto indicaría que 
los beneficios, pero también la sostenibilidad de la 
globalización, dependen de la vulnerabilidad de los 
países: como los economistas han demostrado, las 
desigualdades exacerbadas suponen una amenaza 
para el crecimiento económico y tienden a ahuyen- 
tar a los inversores extranjeros, que fácilmente pue- 
den predecir que sus inversiones no son sostenibles 
socialmente, ya que existe un riesgo de que partidos 
políticos hostiles a esas inversiones accedan al po- 
der. En consecuencia, la globalización disminuye el 
margen de actuación de los gobiernos, pero eso no 
implica que dichos gobiernos deban eliminar benefi- 
cios sociales o deteriorar el medio ambiente. De he- 
cho, los datos muestran que hay países que crecen y 
no deterioran el medio ambiente, países que crecen 
y sí lo deterioran, e incluso países que no sólo no cre- 
cen, sino que también deterioran el medio ambiente 
(UNDP 2002). 

Por tanto, cualquier análisis riguroso de las res- 
puestas de los Estados a la globalización tiene que 
partir del hecho de que las instituciones, pero tam- 
bién las preferencias de ciudadanos y elites políticas, 
son centrales para explicar la variabilidad entre ellos. 
Estas instituciones pueden ser: el sistema de partidos 
(en tanto en cuanto fomente la estabilidad y el con- 
senso); la concertación de salarios entre sindicatos, 
empresarios y gobiernos (en tanto en cuanto cree un 
clima adecuado para la inversión extranjera), el mo- 
delo de relaciones entre el Banco Central y el sector 
financiero (en tanto en cuanto el primero preserve 
la solidez del sistema financiero); la participación de 
las cámaras de comercio en el diseño de la política 
comercial, etc. En consecuencia, ni las presiones eco- 
nómicas imponen un único modelo a los gobiernos, ni 
éstos responden todos igual a las mismas presiones. 


Al menos en los países más desarrollados que cuen- 
tan con Estados más fuertes, hay que reivindicar, 
como hacen Garrett y Lange (1995: 654), que existe 
un margen de actuación para la política. 

Por ello, podemos concluir que las profecías acerca 
de la desaparición del Estado en el mar de la globa- 
lización no están basadas en un análisis histórico ni 
empírico riguroso. Esta tarea requeriría, primero, 
que el argumento de la pérdida de autonomía del 
Estado se pusiera en relación con un año base (¿1989, 
1973, 1945, 1840?) en el que la autonomía del Estado 
fuera mayor que ahora; segundo, que se examinaran 
minuciosamente las tareas económicas del Estado 
desde un punto de vista histórico para comparar las 
realizadas entonces y ahora; y tercero, que, lográra- 
mos construir una definición de autonomía estatal 
transparente y fácilmente operacionalizable. 

A falta de estos elementos, lo único que podemos 
hacer es concluir que, según la opinión más extendida, 
la globalización supone una pérdida de autonomía del 
Estado, lo cual a unos les parece mal y a otros bien; 
sin embargo, la evidencia histórica apunta a que, al 
menos en Europa occidental, Estado y mercado han 
tendido a reforzarse mutuamente, no a debilitarse. 
Así, sabemos que en algunos países, los más desarro- 
llados, la globalización ha reforzado, y es casi seguro 
que seguirá reforzando, el Estado (aunque imponga 
adaptaciones y cambios de tareas). En otros países, 
generalmente de renta media, la globalización ofrece 
oportunidades de refuerzo, pero también de debili- 
tamiento, por lo que la combinación de las políticas 
internas y los entornos internacionales (favorables o 
desfavorables) resultarán cruciales. Finalmente, los 
mercados internacionales tienden a ignorar a aque- 
llos países en los que el Estado y sus instituciones son 
débiles o inexistentes. 


4. LA DEMOCRACIA Y LA GLOBALIZACIÓN 


“El concepto de política internacional, central para la cien- 
cia política, está siendo puesto en cuestión por los aconteci- 
mientos. Aquellos procesos que no pueden ser atribuidos a 
las relaciones entre Estados, pero tampoco a lo que ocurre 
dentro de los Estados, están ganando importancia. Algunos 
de estos procesos se refieren a las relaciones entre actores de 
diferentes Estados que escapan del control de los gobiernos 
y que limitan notablemente sus márgenes de maniobra [...] 
(AJunque la interdependencia supone una necesidad añadi- 
da para racionalizar las decisiones políticas, es imperativo 
mantener la primacía de la política porque, sin ella, no es 
posible la democracia [...] (L)a evidencia empírica de que el 


336 Política y ciencia política: Una introducción 


aumento de la interdependencia erosiona las democracias 
es ya razonablemente sólida.” 

Esta cita también podría estaren cualquierperiódico 
del día, pero procede de un artículo de Karl Kaiser 
publicado hace 35 años (1971: 706, 717). La cita prueba 
que la preocupación por el margen de autonomía de 
las democracias en un orden mundial globalizado es 
antigua, pero deja sin responder la pregunta de por 
qué las democracias promueven un proceso que, en 
teoría, socava su capacidad de actuación. 

Examinando esta cuestión, Adam Przeworski y 
Covadonga Messeguer (2005) han llegado a varias 
conclusiones de interés: primero, que la apertura 
económica puede producirse voluntariamente o 
como parte de un compromiso condicionado a la 
concesión de ayuda económica y financiera por parte 
de las instituciones financieras internacionales; se- 
gundo, que, en determinadas situaciones, la apertura 
económica limita la capacidad redistributiva de los 
Estados, haciendo más difícil compensar a aquellos 
más perjudicados; y, tercero, que, efectivamente, los 
partidos con posibilidad de acceder al poder tienden 
a converger en sus programas, por lo que las opcio- 
nes políticas se reducen sustancialmente. 

Como Przeworski ya señaló en una contribución 
anterior (1999), la globalización reduce las opciones 
electorales de los partidos socialdemócratas, ya que 
hace más difícil compensar a sus bases electorales 
por el incremento de vulnerabilidad asociado a la 
apertura económica; pero también socava las bases 
electorales tradicionales de los partidos conservadores 
(empleados, autónomos, pequeño comercio, agriculto- 
res), igualmente vulnerables a la apertura exterior. Sin 
embargo, Fernández-Albertos (2006) ha argumentado 
que, al menos en los países de la Unión Europea, los 
electorados han interiorizado las exigencias que supo- 
ne la globalización en cuanto a apertura económica, 
de tal manera que, especialmente los votantes de la iz- 
quierda, suelen exonerar a los gobiernos de izquierdas 
de la responsabilidad de llevar a cabo ajustes económi- 
cos y políticas liberalizadoras. Este hecho explicaría 
por qué estos gobiernos tienen más margen electoral 
del que parece a la hora de impulsar políticas de corte 
liberalizador o, más llanamente, “globalizador”. 

Si observamos la relación entre globalización y 
democratización, una vez más, los datos no son con- 
cluyentes, Desde 1980 hasta hoy, 81 países han adop- 
tado medidas importantes orientadas a la democracia 
y 33 regímenes militares han sido reemplazados por 
gobiernos civiles. Sólo entre 1973 y 1990, en plena 


crisis económica mundial, el número de democra- 
cias pasó de 30 a 58. Ahora bien, todavía hoy no es 
mayoría la población mundial que vive en regímenes 
democráticos: según el informe de Freedom House de 
2005, 2.969 millones de personas (el 46 por ciento de 
la población mundial) vive en los 89 países libres que 
hay en el mundo, y sólo en 125 países (que engloban al 
65 por ciento de la población mundial) hay medios in- 
formativos libres o parcialmente libres. Desde el punto 
de vista de los derechos humanos, en los últimos diez 
años el número de Estados que ratificaron los cinco 
pactos más importantes de derechos humanos pasó de 
90 a 150. Sin embargo, los mismos datos pueden ser 
vistos desde una perspectiva menos optimista, toda 
vez que de las 81 nuevas democracias sólo 47 se han 
consolidado, en tanto que 106 países siguen restrin- 
giendo sistemáticamente las libertades. Como señala 
el informe del PNUD correspondiente al año 2002, “el 
avance de la democratización parece estar bloqueado, 
ya que muchos países no han conseguido pasar de 
afianzar los primeros pasos de la democracia” (UNDP 
2002: 10). 

Por tanto, la evidencia respecto a si globalización y 
democratización se han apoyado mutuamente no es 
concluyente. Tras la caída del muro de Berlín en 1989, 
parece evidente que la democracia es hoy la única 
forma de gobierno considerada legítima. A pesar de 
los acontecimientos del 11 de septiembre de 2001 y 
del desafío del terrorismo islamista, el fundamenta- 
lismo islámico carece de un proyecto político global. 
Similarmente, el discurso de los “valores asiáticos”, 
muy en boga en los años 80 como justificación de 
los regímenes autoritarios del Sudeste Asiático, se 
ha mostrado, tras la democratización de Corea del 
Sur y Tailandia, como un simple subterfugio retórico 
de algunas elites asiáticas para, al igual que hizo el 
general Franco en España con los valores “nacional- 
católicos”, mantenerse en el poder en un contexto de 
presión internacional creciente. 

No obstante, que la única opción de gobierno 
legítimo sea hoy la democracia no dice nada de los 
contenidos concretos o de la calidad de dicho sistema 
de gobierno basado en el consentimiento de los go- 
bernados. En realidad, el problema de la democracia 
contemporánea es que admite demasiadas modali- 
dades: desde democracias sin derechos humanos o 
“iliberales” (como las califica Zakaria, 1997), hasta 
democracias meramente “electorales” o “delegati- 
vas” (como las denomina O'Donnell, 1994). Como 
ha señalado Guillermo O'Donnell (1998), en muchas 
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partes del mundo, al observar su régimen político 
(formalmente democrático), los ciudadanos tienen la 
misma impresión que tenían antes los ciudadanos de 
los países comunistas: al igual que el régimen bajo el 
que antes vivían no era el socialismo, sino el “socia- 
lismo realmente existente”, lo que ahora tienen ante 
sí (que en muchas ocasiones es una democracia con 
desigualdades, desempleo y corrupción de carácter 
estructural) puede ser caracterizado como la “demo- 
cracia realmente existente”. 

Por otra parte, siguiendo a Marc Plattner (2002), 
parece evidente que la globalización puede tener 
mucho que ver con la (elevada) cantidad de países de- 
mocráticos, pero también con la (baja) calidad de 
las democracias. ¿Por qué? Porque la globalización 
afecta de distinta manera a los dos componentes 
esenciales de las democracias contemporáneas. Por 
un lado, las democracias tienen un elemento liberal, 
basado en la limitación del poder del Estado frente 
a los individuos y en la obligación de que el Estado 
esté al servicio de los fines de éstos. Por otro, disponen 
de un segundo elemento, democrático, caracterizado 
por la participación de los ciudadanos en el proceso de 
formulación de políticas y en el control de los gober- 
nantes. Pues bien, parece obvio que la globalización 
refuerza el primero a costa del segundo o, en otras pa- 
labras, permite a los ciudadanos zafarse de sus Estados 
(emigrando, enviando sus ahorros a paraísos fiscales, 
etc.), pero a cambio de que los ciudadanos también 
pierdan el control sobre los Estados. Así pues, la globa- 
lización actúa en dos sentidos: primero, anteponiendo 
la economía a la política; segundo, anteponiendo las 
instituciones internacionales a las nacionales. Un caso 
claro de estos problemas es la Unión Europea, en la 
que el 80 por ciento de la legislación nacional de los 
miembros tiene origen comunitario. Sin embargo, 
durante 50 años, los gobiernos nacionales han desem- 
peñado tareas típicamente legislativas en el Consejo de 
Ministros (hoy Consejo de la Unión), si bien con méto- 
dos escasamente democráticos (las deliberaciones y el 
sentido de los votos en este Consejo son secretos). 

En su toma de posición respecto a este debate, 
Robert Dahl (1994: 26) ha señalado que, si bien hoy 
en día las fronteras de un país son más pequeñas 
que las fronteras en las que se toman las decisiones 
que afectan a los intereses fundamentales de los 
ciudadanos, estamos todavía lejos de asistir a un 
salto por el que el ámbito en el que se practique la 
democracia se traslade desde el Estado-nación hasta 
la esfera mundial (y recuerda que el salto de la polis 


griega al Estado-nación requirió una discontinuidad 
de cientos de años). Frente a los más pesimistas, Dahl 
ha advertido que todo sistema político, aunque no 
participara en la globalización, seguiría manteniendo 
una tensión sustancial entre el principio de eficacia 
(que requiere restringir la participación) y el principio 
de representación (que requiere ampliarla). El 
equilibrio es difícil: un exceso de participación puede 
claramente producir ingobernabilidad. A su vez, 
restringir la participación en aras de la eficacia es 
insostenible desde el punto de vista de la legitimidad 
democrática. Según Dahl, en un mundo global, 
democracia significa ser capaz de transferir la 
autoridad a la esfera en la que se consiga más eficacia 
(multilateral, supranacional o mundial), manteniendo 
a la vez tanto los niveles de representatividad como 
la capacidad de los ciudadanos de ejercer un control 
prospectivo y retrospectivo sobre los políticos. Esto 
requeriría democratizar los Estados, pero también 
las organizaciones internacionales. Sin embargo, 
la ciencia política carece hoy de una teoría política 
de lo global que ayude a formular el equilibrio entre 
representación y eficacia en un mundo globalizado. 


5. GLOBALIZACIÓN, POBREZA Y 
DESIGUALDAD 


Los tres debates anteriores no han ofrecido datos 
definitivos, pero sí conclusiones muy reveladoras 
tanto acerca de la autonomía de la política, como 
respecto a la validez de las herramientas teóricas y 
analíticas típicas de la ciencia política. También aquí, 
en este debate acerca de globalización, pobreza y 
desigualdad, los datos no demuestran nada de forma 
concluyente. Más bien, nos encontramos de nuevo 
con datos suficientes para mantener el argumento 
de que los procesos que tenemos ante nosotros no 
ocurren automática y necesariamente de una mane- 
ra determinada, sino que pueden adoptar formas y 
ritmos diferentes en función de circunstancias que 
deberemos estudiar caso por caso. 

Antes de adentrarnos en el examen de los datos 
acerca de las desigualdades globales, es necesario 
hacer algunas advertencias: primero, que la calidad 
de los datos no siempre es la idónea; segundo, que 
no existe una medida única ni perfecta; tercero, que 
todos los índices están basados en definiciones de 
la pobreza o la desigualdad que deben ser explícitas 
(por ejemplo, no es lo mismo utilizar definiciones de 
pobreza relativas —que por su naturaleza estadística 
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implican que siempre habrá pobres—, que utilizar 
criterios de pobreza absoluta —como, por ejemplo, el 
que define como “pobres” a las personas que viven 
con menos de un dólar diario—; tampoco es lo mis- 
mo emplear indicadores económicos, como la renta 
disponible, que el índice de desarrollo humano, que 
tiene en cuenta la esperanza de vida, el acceso a agua 
potable, etc.). Hechas estas salvedades, es posible des- 
tacar algunos puntos. 


e Primero, en cuanto a la desigualdad de renta entre 
las personas, según la revista estadounidense For- 
bes, especializada en el mundo de los negocios y 
las finanzas, las 200 personas más ricas del mundo 
disponían en 1998 de una renta de 1 billón de dóla- 
res ($ 1.000.000.000.000) la misma cantidad de la 
que disponía el 41 por ciento de la población mun- 
dial, casi tres mil millones de personas. De estas 
200 personas, 65 vivían en Estados Unidos, 55 en 
Europa, 30 en Asia-Pacífico, 17 en Latinoamérica, 
16 en países árabes y sólo una en África. Entre 
1994 y 1998, estas 200 personas duplicaron su ren- 
ta (de 440 mil millones de dólares a 1 billón), lo que 
implica un aumento de ingresos de 500 dólares por 
segundo. Esto supone que, en un segundo, cada 
una de estas 200 personas obtuvo ingresos simila- 
res a los recibidos por un etíope medio a lo largo 
de todo un año (la renta per cápita de Etiopía en el 
año 2005 era de 710 dólares anuales) (UNDP 1999: 
38). Si aplicáramos esta distribución de la renta 
mundial a una comunidad donde vivieran sólo 100 
personas, 20 de ellas, las más ricas, acumularían 
el 82 por ciento de la renta, mientras que otras 20, 
las más pobres, tendrían que repartirse el 1,4 por 
ciento. En términos agregados, esto significa que 
más de 1.000 millones de personas en el mundo vi- 
ven con menos de un dólar diario, a los que cabría 
añadir 3.000 millones, que lo hacen con menos de 
dos (UNSG 2001: 3). 

No obstante, Sala-i-Martín (2002), entre otros 
autores, ha subrayado que, gracias al crecimiento 
económico en China y, en parte, en la India, el 
número absoluto de pobres ha descendido, según 
cómo se calcule, entre 300 y 700 millones de per- 
sonas en los últimos 20 años. También es cierto 
que, a nivel agregado, gracias a la globalización ha 
aumentado la esperanza de vida global en 30 años, 
si bien esta afirmación esconde algunas paradojas 
notables, ya que en dos grandes zonas del planeta 
la esperanza de vida ha caído en los últimos diez 


años: el África Subsahariana, a causa del SIDA, y 
el espacio post-soviético, a causa de las nuevas des- 
igualdades económicas. Curiosamente, ambas se 
sitúan en posiciones radicalmente distintas desde 
la óptica de la globalización: la primera está exclui- 
da, mientras que la segunda participa activamente 
(UNDP 2002: 27). 

Segundo, por lo que se refiere a las desigualdades 
entre países ricos y países pobres, aunque los pro- 
blemas asociados al empleo de estadísticas histó- 
ricas sean notables, éstas señalan que, hacia 1820, 
la distancia entre los cinco países más ricos (Reino 
Unido, Países Bajos, Australia, Austria y Bélgica) 
y los más pobres (Indonesia, India, Bangladesh, 
Pakistán y China) era de tres a uno. En 1992, sin 
embargo, la distancia entre Estados Unidos y Etio- 
pía era de 72 a uno (UNDP 1999: 38). El resultado 
es que, hoy en día, el grupo de los siete países más 
industrializados (G-7), representa el 67,8 por ciento 
de la renta mundial, con sólo el 11,8 por ciento de 
la población (UNDP 1999: 109). 

Tercero, en cuanto a las desigualdades dentro de 
los países más pobres, de los datos disponibles 
no se desprende que en las últimas décadas haya 
habido una relación sistemática entre crecimiento 
económico y mejoras en la igualdad. Dicho de otra 
forma, algunos países han crecido y han redistri- 
buido; bastantes han crecido sin redistribuir; otros 
muchos han registrado crecimientos negativos y, 
a la vez, han incrementado la desigualdad; y, fi- 
nalmente, para una gran mayoría, el crecimiento 
económico no ha guardado relación alguna con 
la igualdad (UNDP 2002). Como se afirmaba en la 
sección anterior, la apertura comercial de la última 
década no parece haber tenido ningún efecto ho- 
mogéneo sobre el aumento de las desigualdades. 
Cuarto, el argumento acerca de la existencia de un 
margen de actuación para la política —o al menos, 
el argumento contrario al determinismo causal que 
liga globalización y crecimiento de las desigualda- 
des— es particularmente relevante por lo que se 
refiere a las desigualdades entre países pobres. Ma- 
rruecos y Jamaica, por ejemplo, presentan rentas 
per cápita muy similares (en torno a los 3.500 dó- 
lares) y, sin embargo, Marruecos tiene un índice de 
desarrollo humano (que, como se recordará, tiene 
en cuenta indicadores de salud, educación, acceso 
a agua potable, etc.) de casi 20 puntos menos. Viet- 
nam, por otra parte, con casi la mitad de renta que 
Marruecos, tiene un índice de desarrollo humano 
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diez puntos superior. En términos similares, Filipi- 
nas registra un índice de desarrollo humano igual 
al de Tailandia, a pesar de que la renta per cápita 
tailandesa casi duplica a la filipina. 

+ Quinto, en cuanto a las desigualdades dentro de 
los países más ricos, las experiencias son también 
muy variadas. En Estados Unidos, por ejemplo, el 
PIB real per cápita aumentó entre 1979 y 1997 un 
38 por ciento, pero los ingresos de una familia de 
nivel medio sólo crecieron un 9 por ciento, mien- 
tras que los ingresos de las familias más ricas se 
incrementaron un 140 por ciento. En consecuen- 
cia, si en 1979 los ingresos de las familias más 
ricas eran 10 veces superiores a los ingresos de las 
familias de nivel medio, en 1997 esta diferencia 
era de 23. Por el contrario, durante este mismo 
período, Canadá y Dinamarca redujeron la des- 
igualdad ligeramente (UNDP 2002: 20). De nuevo, 
los datos desmienten el determinismo y confirman 
que explicar las razones por las cuales contextos 
similares llevan a resultados completamente dis- 
tintos, exige estudiar las políticas y decisiones 
concretas que se adoptaron en cada caso. 

e Sexto, como concluyen varios estudios del PNUD, 
la relación entre desarrollo humano y democracia, 
aunque es generalmente positiva (más democracia 
suele coincidir con más desarrollo humano) no es 
muy robusta, ya que existen notables excepciones y 
variaciones (UNDP 2002). Dicho de otra forma: aun- 
que los países con índices más bajos de desarrollo 
humano tiendan a no ser democráticos y, a su vez, las 
democracias tengan más probabilidades de registrar 
altos índices de desarrollo humano, existen notables 
disparidades (por ejemplo, Malaisia y Mozambique 
exhiben indicadores de democracia muy parecidos, 
pero Malaisia es mucho más rica que Mozambique, 
mientras que Costa Rica es mucho más democrática 
que Bahrein, a pesar de presentar niveles de riqueza 
muy inferiores) (UNDP 2002). 


En conclusión, la pregunta de por qué determi- 
nados países con la misma renta per cápita son más 
iguales que otros, mientras que países con diferentes 
rentas mantienen similares niveles de desigualdad, 
nos remite inevitablemente al ámbito de la política y, 
más concretamente, al de las políticas públicas. Los 
datos sugieren que es más fácil reducir la pobreza 
cuando hay crecimiento económico (ya que es posible 
redistribuir los beneficios del crecimiento a través 
de impuestos y políticas sociales). Sin embargo, los 


mismos datos también indican que la reducción de la 
pobreza es un resultado inducido por los poderes pú- 
blicos a través de políticas públicas, no un resultado 
automático del crecimiento (de hecho, sabemos que, 
a corto plazo, el crecimiento económico puede au- 
mentar las desigualdades y la pobreza relativa, puesto 
que, en las primeras fases de apertura económica, los 
beneficios del crecimiento tienden a concentrarse en 
una minoría). 

Por tanto, desde el punto de vista de la creación 
de riqueza, la evidencia empírica apunta a que el 
proceso de globalización genera un incremento neto 
de la riqueza global (lo que no arroja información 
alguna acerca de la distribución de la misma). Si 
adoptáramos el punto de vista típico de los eco- 
nomistas (aunque, como hemos visto, no todos los 
economistas sostienen las mismas tesis), parecería 
justificado afirmar que tanto la interdependencia 
económica como la movilidad de los principales 
factores productivos crean una situación en la que 
las mejoras de eficiencia, productividad y tecnolo- 
gía generan incrementos netos de riqueza a escala 
global. Como sabemos, sin embargo, la eficiencia 
económica no dice nada acerca de la distribución de 
los recursos, ni ofrece reflexión alguna acerca de la 
equidad como principio organizativo. Tampoco suele 
incluir medida alguna sobre el agotamiento de recur- 
sos no-renovables (como el petróleo, el gas natural o 
el carbón mineral), el deterioro medioambiental o la 
sostenibilidad política, social y demográfica. 

En consecuencia, los datos que se ofrecen aquí 
acerca de las desigualdades entre los niveles de 
renta entre países ricos y pobres y las estadísticas 
referentes al desarrollo humano apuntan una situa- 
ción en la que los países menos adelantados (PMAs) 
siguen siendo igual de pobres que hace 20 años, los 
países ricos son mucho más ricos que 20 años atrás y 
los países en vías de desarrollo registran experiencias 
muy variables: unos han conseguido generar riqueza 
y redistribuirla, otros sólo generar riqueza, pero no 
redistribuirla, y otros ninguna de las dos cosas. Des- 
de el punto de vista de la eficiencia económica, el 
hecho de que los incrementos de riqueza de los más 
ricos sean notablemente superiores a las pérdidas de 
los más pobres significa que ha habido creación de 
riqueza neta. Sin embargo, este argumento acerca 
de la eficiencia económica tiene que ser complemen- 
tado con otros dos argumentos paralelos referidos a 
la lógica de la intervención estatal en la regulación 
de los procesos económicos. 
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En efecto, existen dos justificaciones de esta 
intervención. La primera se basa en una lógica de 
la eficiencia y tiene como objetivo lograr una me- 
jor asignación de los recursos. La segunda se basa 
en una lógica de la equidad y tiene como objetivo 
redistribuir mejor los recursos existentes. Si nos de- 
tenemos en la segunda lógica de la intervención, la 
lógica de la equidad, y adoptamos un punto de vista 
más normativo, basado en las teorías de la justicia 
(de las que el lector puede encontrar un esbozo en 
el Capítulo 2), el mismo proceso adquiere automá- 
ticamente un cariz diferente. Veamos por qué. De 
acuerdo con la concepción de John Rawls (2002: 91), 
libertad e igualdad de oportunidades están intrín- 
secamente unidas, de tal manera que las políticas 
públicas pueden ser juzgadas de acuerdo con el 
llamado “principio de la diferencia”, es decir: que 
estén o no orientadas a la mejora de aquellos peor 
situados con respecto a una lista de bienes esencia- 
les para el ejercicio de la libertad que se denomi- 
nan bienes primarios. Bienes primarios serían: (i) 
derechos y libertades básicas, como la libertad de 
pensamiento y la libertad de conciencia, (ii) la liber- 
tad de movimiento y de empleo, (iii) los poderes y las 
prerrogativas que acompañan a posiciones y cargos 
de autoridad y responsabilidad, y (iv) los ingresos y 
la riqueza que suelen necesitarse para lograr un am- 
plio abanico de fines, cualesquiera que sean éstos. 

En la definición del propio Rawls (2002: 93): “de- 
cir que las desigualdades de ingreso y riqueza han 
de disponerse para el mayor beneficio de los menos 
aventajados significa simplemente que tenemos que 
comparar los esquemas de cooperación viendo cómo 
les va a los menos aventajados en cada esquema, y 
seleccionar entonces el esquema en el que los menos 
aventajados están mejor que en cualquier otro es- 
quema”. Según Rawls, de la comparación entre los 
planteamientos ofrecidos por la economía neoclásica 
y la teoría de la justicia se deduce que, aunque mu- 
chas situaciones son eficientes desde el punto de vista 
económico (ya que se han producido más bienes), es 
posible que al mismo tiempo conlleven un incremento 
de las desigualdades. La preocupación subyacente en 
el análisis de Rawls es que, a largo plazo, una concen- 
tración excesiva de riqueza en manos de unos pocos 
afecte negativamente a las libertades y los derechos 
de todos los demás. De esta inquietud se desprende la 
conclusión normativa de Rawls (2002: 74): “un sistema 
de libre mercado debe establecerse en un marco de 
instituciones políticas y legales que ajuste la tenden- 


cia a largo plazo de las fuerzas económicas a fin de 
prevenir las concentraciones excesivas de propiedad y 
riqueza, especialmente de aquellas que conducen a la 
dominación política”. 

Desde el punto de vista global, las políticas pro- 
movidas por los Estados más desarrollados en el 
marco de las instituciones financieras y de comercio 
multilaterales parecen haber conseguido que, en los 
últimos años, se hayan obtenido políticas eficientes 
en un sentido económico. Hoy, las ideas en las que 
se basan los ocho Objetivos de Desarrollo del Mi- 
lenio promovido por la ONU (que incluyen, entre 
otros objetivos, reducir a la mitad el porcentaje de 
personas cuyos ingresos sean inferiores a un dólar 
por día y contener la pandemia del SIDA) reflejan un 
planteamiento no sólo acerca de cómo maximizar el 
crecimiento económico, sino también de cómo conse- 
guir una distribución más justa a escala global de los 
bienes primarios. 


6. EL VALOR DE LA 
INVESTIGACIÓN EMPÍRICA EN EL 
ESTUDIO DE LA GLOBALIZACIÓN 


El valor que en este capítulo se concede a la investiga- 
ción empírica de la globalización no supone despreciar 
las muchas y buenas razones para estudiar la globali- 
zación como una ideología; o, dicho de otra manera, la 
apuesta por investigar empíricamente la globalización 
no lleva consigo la renuncia al estudio de sus aspec- 
tos ideológicos. También la ideología es susceptible 
de un análisis empírico; si quisiéramos hacerlo así, 
podríamos adoptar las herramientas típicas de los 
estudios clásicos acerca del poder (véase el Capítulo 5), 
reexaminar las teorías pluralistas o elitistas al objeto 
de averiguar cómo se configuran y cobran vigencia 
diversos enfoques y teorías (véase el Capítulo 4) o, 
también, emplear los conceptos típicos del análisis 
de las ideologías políticas contemporáneas (véase el 
Capítulo 13). 

Definir la globalización como ideología tiene, ade- 
más, notables ventajas, ya que facilita enormemente 
el entendimiento de la rivalidad entre globalizadores 
y antiglobalizadores. Sin embargo, también presenta 
algunos inconvenientes. Tal vez el más importante sea 
que el debate empírico se convierte en algo ostensible- 
mente más complejo: ya no se trata de averiguar si la 
globalización, como fenómeno, refuerza o debilita en 
la práctica y por sí sola al Estado-nación y al Estado 
del bienestar, sino de mostrar cómo y de qué manera 
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el Estado y las políticas económicas se han converti- 
do en campos de batalla de la lucha ideológica entre 
liberales y sus críticos. Así, desde una perspectiva 
ideológica, la discusión científica en torno a teorías, 
hipótesis, datos y observaciones empíricas adquiriría 
un sentido diferente. Los datos tenderían a reflejar 
qué ideología lleva la delantera: si, por ejemplo, cons- 
tatáramos una reducción del tamaño del Estado, el 
dato reflejaría la consolidación de la ideología neoli- 
beral; si, por el contrario, el gasto social aumentara 
o se mantuviera estable, podríamos afirmar que la 
antiglobalización estaría consiguiendo compensar o 
resistir las fuerzas de los neoliberales. Como en toda 
lucha ideológica, la victoria dependería de los recursos 
materiales, institucionales e ideológicos disponibles, 
así como de las estrategias de movilización adoptadas 
por cada grupo. 

Pese a que este tipo de análisis tiene mucho senti- 
do, el objetivo de este capítulo, como se ha señalado, 
es otro; consiste en ofrecer algunos datos, conceptos 
y herramientas analíticas que ayuden a comprender 
mejor qué es lo que se debate cuando se habla de 
globalización, qué es lo que está en juego y en qué 
términos se plantea. Al fin y al cabo, los datos que 
precisaríamos para adjudicar la razón a uno u otro 
argumento de forma definitiva no son fáciles de en- 
contrar o generar, mientras que los disponibles suelen 
distar de ser completos o coherentes. En consecuen- 
cia, el trabajo del politólogo no debería consistir en 
averiguar quién tiene razón, sino en examinar cómo 
y sobre qué datos llegan “globofóbicos” y “globofíli- 
cos” a sus conclusiones; qué datos utilizan y de qué 
manera; qué resaltan y qué omiten; qué supuestos de 
partida manejan; y, en general, qué tiene que ofrecer 
la ciencia política para entender mejor el fenómeno. 
Además, antes de dar por buena cualquier afirmación 
acerca de la globalización, es necesario verificarla 
empíricamente. Así, por ejemplo, la afirmación en 
el sentido de que mayores tasas de interdependencia 
van asociadas a una mayor democratización se in- 
cumple en casos notabilísimos: en China, la apertura 
no ha dado lugar todavía a un proceso de democra- 
tización; en Rusia, la apertura ha resultado en una 
concentración de la riqueza y un aumento de las 
desigualdades muy amenazador para la democracia. 
Por tanto, como politólogos, antes de preguntarnos 
si algo está bien o está mal (la perspectiva ideológica 
sobre la globalización), debemos plantearnos “qué 
ocurre”, “por qué”, “cómo”, y si “podría ocurrir de otra 
manera”. El trabajo consistiría, por tanto, en poner 


orden, ayudar a entender, ofrecer herramientas que 
permitan a cada participante en el debate examinar 
críticamente la validez de los argumentos propios y 
de terceros. Veamos un sencillo ejemplo. 

El debate acerca de la globalización recibió un 
renovado impulso con la publicación del libro El 
malestar de la globalización (2002) de Joseph Stiglitz, 
Premio Nobel de Economía y antiguo economista 
jefe del BM. El hecho de que un Premio Nobel de 
Economía, con una experiencia directa de gestión en 
una institución tan central como el BM, acusara al 
Gobierno de Estados Unidos y al FMI de estar gestio- 
nando incorrectamente los aspectos financieros de la 
globalización, marcó un hito en el debate acerca de 
este tema. Stiglitz ha argumentado que las políticas 
que promovió el FMI durante la crisis asiática de 
1997 fueron erróneas, hasta el punto de que contribu- 
yeron a agravarla. Sin embargo, sostiene este autor, 
el fracaso del FMI no se puede atribuir a un error de 
juicio de sus directivos respecto a las medidas idó- 
neas que se habrían podido adoptar, sino al hecho de 
que sus políticas y sus elites rectoras hayan estado 
más orientadas durante los años 90 a salvaguardar 
los intereses de los bancos de inversiones y del sector 
financiero de Wall Street que los de los países en cues- 
tión. Un examen detallado de las recetas anticrisis del 
FMI permite concluir a Stiglitz que el primer objetivo 
de la institución financiera ha consistido en ayudar a 
los inversores de Wall Street a recuperar su dinero, no 
a los países afectados a minimizar los efectos de la 
crisis. En la visión de Stiglitz (2002: 168), la fluidez de 
contactos y las carreras laborales cruzadas entre Wall 
Street, el Departamento del Tesoro estadounidense y 
el FMI, explican que el FMI fuera “capturado” por 
los mercados financieros y, más concretamente, por 
la banca asesora de inversiones, en connivencia con 
el Departamento del Tesoro, un bastión ultraliberal 
incluso en tiempos del Presidente Bill Clinton. 

Por graves que sean las acusaciones de Stiglitz, 
si fueran ciertas (lo que tampoco debe darse por 
hecho), no serían ninguna novedad para la ciencia 
política: ésta dispone de suficientes herramientas 
(modelos sobre la delegación de poder, hipótesis so- 
bre las culturas organizativas, observaciones acerca 
de la política burocrática o herramientas como el 
análisis de redes) para dar cuenta de cómo y cuándo 
una institución o agencia reguladora puede ser “cap- 
turada” por los intereses que le corresponde regular. 
En el sector financiero, más concretamente, es clá- 
sico el análisis de Hugh Heclo y Aaron Wildawsky, 
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titulado significativamente The private government of 
public money (1974) (El gobierno privado del dinero 
público), acerca de la capacidad de la City financiera 
londinense de conseguir regulaciones favorables para 
sí misma a costa de los intereses generales y de la 
coherencia de la política monetaria de Reino Unido. 

Sin duda, este tipo de explicaciones podrían ser 
perfectamente aplicadas al estudio de las políticas 
del FMI y dar lugar a algunas hipótesis interesantes 
con las que cualquier politólogo podría comenzar a 
trabajar (por ejemplo, dividiendo en dos grupos a los 
economistas de dichas instituciones, los provenientes 
de las universidades y los provenientes de la banca 
de inversiones, y estudiando sus posiciones, carreras, 
relaciones personales con otros profesionales y sus 
decisiones). De hecho, existen ya algunos estudios en 
esta línea; entre ellos destaca el reciente trabajo de 
Robert Hunter Wade (2002) sobre el control ejercido 
por el Departamento del Tesoro estadounidense sobre 
los puestos clave del BM y su detalladísimo estudio 
de la secuencia de presiones del FMI y del Tesoro 
norteamericano que forzaron la dimisión de Stiglitz 
como economista jefe del Banco por desaconsejar a 
Etiopía la liberalización de su sector financiero (en 
contra de la recomendación del FMI). El estudio 
de Wade es un estudio sobre las ideas, el poder y el 
poder de las ideas, y demuestra que unas sencillas 
hipótesis acerca de cómo y por qué (o a través de qué 
mecanismos) ocurren las cosas y una investigación 
modesta (basada en una decena de entrevistas perso- 
nales) pueden tener un potencial explicativo más alto 
que una explicación macro o de tipo estructural, que 
normalmente requiere datos imposibles de encontrar 
e hipótesis difícilmente verificables. 
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Con frecuencia se ha objetado que las explicaciones 
que proporcionan los científicos sociales no siempre 
detallan los mecanismos causales concretos que 
conducen a los fenómenos de los que pretenden 
dar cuenta. Identificar estos mecanismos causales 
requiere examinar rigurosamente los datos. Sólo así 
es posible profundizar en la comprensión cabal de 
fenómenos tan complejos como el de la globalización. 
Ahora bien, dependiendo de los datos en los que 
se enfoque la atención, las conclusiones pueden 
resultar bien distintas. Como se ha expuesto en este 
capítulo, en último extremo, las diferencias entre 
globalizadores y antiglobalizadores obedecen, en 
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buena medida, a que ambos se centran en aspectos 
diferentes del mismo proceso: para los primeros, la 
globalización genera crecimiento económico y, por 
tanto, es eficiente desde el punto de vista económico; 
para los segundos, el proceso no mejora a los que 
están peor, por lo que es ineficaz desde el punto de 
vista de la equidad. 

En los cuatro debates principales en torno a los 
que, en este capítulo, se ha articulado la polémica 
acerca de la globalización, se ha puesto de mani- 
fiesto la importancia y autonomía de la política, así 
como la necesidad de huir de clichés y dogmatismos, 
examinar y contrastar los datos, y analizar cuidado- 
samente las políticas, las instituciones y los actores. 
De acuerdo con lo indicado en el Capítulo 3, el conte- 
nido de este capítulo ejemplifica qué significa, en la 
práctica, afirmar que el trabajo del politólogo consis- 
te en plantear supuestos, definir conceptos, elaborar 
hipótesis, examinar la evidencia empírica disponible 
para respaldar los propios argumentos y contrastar 
las teorías, y reflexionar sobre las implicaciones teó- 
ricas y prácticas de las conclusiones extraídas. En 
el caso del debate acerca de la globalización, se ha 
visto cómo este conjunto de tareas puede realizarse 
desde un plano más cercano a la teoría política, ofre- 
ciendo herramientas que permitan entender bajo qué 
condiciones cabe formular afirmaciones razonadas 
acerca de la equidad, la justicia y la legitimidad del 
orden político, o desde un plano que, sin descuidar 
los supuestos teóricos, se base prioritariamente en la 
observación empírica. 


TÉRMINOS CLAVE 


(en negrita en el texto) 


Globalización 

Contrastación de argumentos 
Movimiento antiglobalización 
Liberalización comercial 
Globalismo 

Lógica de mercado 

Estados del bienestar 
Pobreza 

Subdesarrollo 

Dependencia Norte-Sur 
Interdependencia 

Comercio mundial 
Internacionalización 
Empresas multinacionales 
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Escala de la política 
Gobernanza 

Desarrollo humano 

Gasto público 
Sostenibilidad 
Democratización 

Calidad de las democracias 
Eficiencia 

Equidad 

Bienes primarios 
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